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A 

Aburra, don Vicente, en autos con don Miguel Angulo y 
Piedra, sobre reivindicación 3gg 

Administración de los Ferrocarriles del Estados, en autos 
con don Anselmo Alí, por cobre de pesos; sobre com- 
peto*» •• 372 

Administración General de Contribución Territorial con- 
tra Italo Cappani (cónsul general de Italia), por cobro 
de pesos 209 

Administración de Impuestos Internos contra Chadwick, 
Wdr y Cía. Ltda., sobre aplicación de multa por in- 
fracción a h ley 11.252 5 



434 



FALLOS DE LA CORTE SL'PRKMA 



Administración General <le Impuestos Internos en autos 
con don Daniel J. y don Vicente Espoucys. sobre inulta 

Aime. don NeMore. contra la Provincia de Corrientes, so- 
bre cobro de jkísos ; 

Alt. don Anselmo, contra la Administración de los Fe- 
rrocarriles del Estado, por cobro de pesos : sobre com- 
etértela 

Althaparro, don Juan, en autos con la Municipalidad de 
San Andrés de Giles, sobre violación de la ley de cercos 
y caminos. Recurso de hecho 

Andreo, José, criminal, contra, por homicidio. Recurso de 
hecho 

Angulo y Piedra, don Miguel, contra don Vicente Aburra, 
sobre reivindicación 

Argano, don Augusto, jn>r multa impuesta por el Departa- 
mento Nacional de Higiene, jov infracción a la ley 
4687 (articulo 1») 

Ame Muñoz, don Alejandro Guadalupe, su sucesión. Con- 
tienda de competencia 

1 

Badaraco, Horacio S. en la causa seguida en su contra, 
por infracción al art. 213 del Código Penal. Recurso 
de hecho * 
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Banco «le la Nación Argentina, contra don Serafín Gianni 
y Lópe* Rivarola y Racíoppi, jwr cobro de pesos. Re- 
curso de hecho ^ 

Banco de la Provincia de Santa Fé, en autos con don Luis 
F. Fillol y doña Esther Grandoli de Fillol. su concurso. 
Contienda de competencia f) g 

Banco Francés del Rio de la Plata contra la Provincia de 
Corrientes, sobre cobro ejecutivo de pesos 51 

Barrera, don Raúl, contra el Gobierno Nacional, por rein- 
tegración en su grado de mayor del ejército y cobro de 
pensión 

Benvenuto y Cía. contra la Provincia de Corrientes, sobre 
cobro de pesos . 

Blesaer, don Isaac, apelando de una resolución de la Direc- 
ción de Impuestos Internos. Recurso extraordinario. . . 381 

Bof ti, don Ernesto L., solicita la inscripción de su título 
en la matricula de escríbanos 152 

Borrego, don Antonio Segundo, en autos con don Rafael 
y Carlos Pontonero Pantano, sobre juicio arbitral. Re- 
curso de hecho jQg 

Bracesco. doña María Horacio de., en autos con la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados y 
Obreros Ferroviarios, sobre pensión. Recurso de hecho 306 
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liracht y Cía. contra «Ion Carlos A. Ltrignardcll», sobre rei- 
vindicación. Recurso de hecho 305 

Q 

"Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados 
Ferroviarios, en autos con doña Laura García de Vocero. 

sobre pensión 2o7 

Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados 

Ferroviarios en autos con doña Margarita B. de Gatti. 

sobre pensión 271 

C:ip|wn¡, don Italo (cónsul general de Italia), en autos con 

la Administración General de Contribución Territorial 

de la Nación, sobre cobro de pesos . 209 

Caril, don José, en autos con la Caja de Jubilaciones de Em- 
pleados y Obreros de Eni|>resas Particulares. Recurso de 
hecho H6 

Ccderstrom, Enrique, contra resoluciones de la Cámara en 
lo Criminal y Correccional de la Capital. Recurso de 
h^cho -Wl 

Chadwtck, Weir y Cía. Ltda.. en autos con la Administra- 
ción de Impuestos Internos, sobre aplicación de multa 
por infracción a la ley 11.252 5 

Chiostri, Héctor Victoriano criminal, contra, por falsifica- 
ción de títulos. Recurso extraordinario 384 
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Col le, doña Angela Rufián González «le, su sucesión. Con- 
tienda ile cam|)etencia 7^ 

Compañía All American Cables Incor|)orated contra la 
Municipalidad de la Capital, por cobro de |*sos 135 

Compañía de Aceites de las Indias Occidentales West In- 
dia Oil Cía. contra el Fisco Nacional, por devolución de 
impuestos aduaneros , jjg 

Compañía General de Ferrocarriles de Buenos Aires, en 
autos con don Francisco Cuenca, sobre daños y perjui- 
cios. Recurso de hecho U 7 

Compañía Industrial Argentina de Cerámica Huasi Ltda., 
en autos con don Julio A. Ochoa. sobre rescisión de con- 
trato y daños y |>erju¡cios. Contienda de competencia. . 338 

Compañía Petrolífera de Cacheuta, sociedad anónima Chi- 
lena contra la Provincia de Mendoza, sobre despojo de 
la .mina denominada 'Cacheta" 37 

Compañía Unión Telefónica, en autos con don Miguel Osu- 
na, sobre daños y perjuicios 298 

Córdoba, doña Luz, contra don Domingo Morichetti. por 
reivindicación : sobre competencia 374 



De la Rosa, doña Dosa Sheppedr de. y otros contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por devolución de dinero. ... 119 
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Dellepianc, don Héctor, contra la Provincia de Tucumán, 

sobre cobro de |iesos . 77 

Departamento Nacional de Higiene en autos con don Agus- 
t<> Argano, sobre multa por infracción a la ley 4687 
(artículo I?) 285 

Di Caro, don Juan, contra el Ferrocarril del Sud. sobre 
cobro de («sos 39 

Didier Desbarata, don Gabriel, su juicio testamentario; in- 
cidencia sobre ini|>rocedencia del impuesto sucesorio. . . 404 

Díaz. Rosa, en la querella que sigue a José Vidales. Re- 
curso de hecho 384 

Día* Vélez, don Eugenio, contra la Provincia de Buenos 
Airen, sobre inconstiluckmalklad de impuesto 359 

Díaz Vélez, doña María Eugenia y doña Josefina contra la 
Provincia de Buenos Aires, sobre inconstitucionalidad 
de impuesto 371 

Elicethc, doña Sebastiana Garargarza de, en autos con el 
Ferrocarril del Sud, sobre indemnización de daños y 
l«r juicios. Recurso de hecho 118 

Escorihueh, don Gregorio J., contra la Provincia de Men- 
doza» sobre devolución de dinero e inconstitucionalidad 
de ley 360 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



43» 



Página 

Ksponcys. don Daniel J. y dan Vicente, entablan recurso 
contención contra resolución <le la Administración Ge- 
neral de Impuestos Internos, sobre multa 293 

Exhorto del Juez en lo Civil de la Capital al Letrado del 
Territorio Nacional de la f^infpa Central, en los autos se- 
guidos |*ir don Daniel J. Frías contra los señores Gra- 
nada Hnos. y Grandoso, sobre desalojamiento 385 

Exhorto del Juez Federal de Mendoza al de igual clase de 
Bahía Rlanca. solicitando se requiera de pago al señor 
Santiago Estallat. en el juicio que por cobro de pesos le 
sigue el Banco Hipotecario Nacional 332 

Exhorto del Juez Federa! de San Juan al Juez de Paz de 
Media Agua, «le la misma provincia. Su diKgenciamiento 45 

Exhorto del Juez Letrado del Río Negro al del Crimen de 
la ciudad de Mendoza (su diligenciamiento) 35 



Fació, don Salvador, en autos con la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones de Obreros y Empleados Ferro- 
viarios, sobre devolución de aporte. Recurso de hecho 383 

Ferrocarril del Sud, en autos con don Juan Di Caro, por 
cobro de pesos 30 
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Filio!, don Luis y clona Esther Grandoli de Fillol, su con- 
curro, en el juicio que le sigue al primero el I Sanco de 
la Provincia de Santa Fe. Contienda de comiwtencia. . 

Firpo, don Guillermo, en autos con el Ferrocarril Central 
Argentino, por devolución de fletes. Recurso de hecho 

Fisco Nacional contra doña Fernanda Quirno Cosía de 
Magnanini. solire expropiación 

Fisco Nacional, en auto» con don Quinto Micheli, sobre 
cobro de |iesos 

Fisco Nacional en autos con la Omijsíutia de Aceites de las 
Indias Occidentales West ludía Oil Cía., por devolu- 
ción «le impuestos aduaneros 

Franco, don Carlos, Mercedes, Elena y Enrique, en autos 
con el (¡obierno Nacional, sobre reivindicación 

Franke, don Otto, contra la Provincia de Buenos Aires, 
sobre repetición de una suma de dinero 

Frontini, don Angel Guillermo y Ministerio Físcal v contra 
West India Oil y Compañía Nacional de Petróleos, 
sobre defraudación a la renta aduanera 




a| *clamlo de una resolución de la Cá- 
mara en lo Criminal y Correccional de la Capital. Re- 
curso de hecho • . . . • 
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García, don Ramón R., en autos con don Miguel Eidel- 
lierg. sobre escrituración. Recursu de hecho 306 

Gatti, doña Margarita tí. de, contra la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, so- 
bre pensión 271 

Gibert, don Carlos M. en autos con el Frigorífico Anglo 
S. A., por imitación fraudulenta de marca. Recurso de 
hecho 118 

Gobierno de la Nación, en autos con don Raúl Barrera, |wr 
reintegración en su grado de mayor del ejército y cobro 
de pensión m 

Gobierno Nacional contra don Carlos. Mercedes. Elena y 
Enrique Franco, sobre reivindicación 272 

Gobierno Nacional en autos con don César Luis 2a|»ta, 
sobre cobro de |>esos 288 

Gómez Codazzi, don Agustín, en autos con doña Zulen» 
Mercedes Pinasco, sobre divorcio. Contienda de compe- 
tentía 342 

Gómez, <loña Julia Berardinelli de. en autos con don Ar- 
mando Pessagm», sobre desalojamiento. Recurso de he- 

306 

González, don Nemesio, en autos con el director de "la 
Voa del Interior", por calumnias e injurias. Recurso de 
hecho 11^ 
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Gutiérrez Fernández, don Antonio, en los autos sucesorios 
de don Toribk» Gutiérrez. Recurso de hecho J04 

H 

Herlyn, don Ernesto, en autos con don Miguel Gil. sobre 
uso de Marca. Recurso de hecho 116 



i 

■ Investigación ordenada por el Juez Federal de Bahía Blan- 
ca, con motivo de la queja interpuesta por el doctor Car- 
los E. Gañeras contra Juan Luis Marchetti, oficial 1* 



del Juzgado, por abandono de su puesto 330 

Iorcansky, don José, en autos con don Eugenio Diez, so- 
bre desalojamiento. Recurso de hecho 303 

Lasarte, don José María, sobre excepción del servicio 
militar. Recurso de hecho 305 

Lastra, Carlos M., y otros, en la causa que les sigue él 
fiscal doctor Lorenzo A. Lugones, por provocación a 
dudo en descrédito público y desacato; sobre compe- 
tencia 67 
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Lugones. don Lorenzo A., fiscal, denuncia a Carlos M. 
Lastra. Ernesto de las Carreras y Homero Fernandez, 
por provocación de duelo en descrédito público y de- 
sacato; sobre competencia f. 7 



Maciá, don Francisco y Gassel. don Ventura. Recurso de 
habeas corpus ; 2 n 

Maciel, doña Petrona Real de, contra la Sociedad Anó- 
nima "Cervecería Argentina Quilines", por daños y per- 
iukios * 315 

Magnanini, doña Fernanda Quirno Costa de, en autos con 
el Fisco Nacional, sobre expropiación 

Mariani Hnos., y Luis J. Bettindli y Cía., en los autos 
"Compañía de Taxímetros Amarillos contra Jorge Ar- 
nefeld. sobre cobro de pesos." Recurso de hecho 381 

Martínez Alchurrut, don Andrés, en la convocatoria de 
acreedores de don Julián Benito. Recurso de hecho. ... 303 

Maury, don Alberto, contra la Provincia de Tucumán, so- 
bre cobro de pesos - 7 

Mendilaharzu, don Javier, en autos con la Sociedad Anó- 
nima La Americana, sobre cobro ejecutivo de pesos. . 358 
Menelike. Ambrosio, criminal, contra, por homicidio 308 
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Micheli. don Quinto, contra d Fisco Nacional, sobre co- 
bro de peso» 

Morichetti, don Domingo, en autos con doña Luz Cór- 
doba, por reivindicación, sobre competencia 324 

Municipalidad de ta Capital, en autos con la Compañía All 
American Cable» Incorporatcd, por cobro de pesos. ... 135 



Xúñcz, doña Anketa Ana Correa de, (sus herederos), con- 
tra la Provincia de Buenos Aires, sobre expropiación. . 82 



o 

Ochoa, don Julio A., contra la Compañía Industrial Ar- 
gentina de Cerámica Huasi Ltda., sobre rescisión de 
contrato y danos y perjuicios. Contienda de competencia. 338 

Olivé, don Pedro, contra la Provincia de Mendoza, sobre 
devolución de dinero e inconsthucionalidad de ley. ... 266 

Ordoqui, don Pedro, su sucesión 103 

■ 

Osuna, don Miguel contra la Compañía Unión Telefóni- 
ca, sobre daño, y perjuicios 298 
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Palomeque, clon Rafael Alberto, contra la Provincia de Co- 
rrientes, sobre cobro tfc pesos 65 

"¿x 1 Passos Pereyra, doña Juana, acción de nulidad. Conflicto 
suscitado entre el Juez Federal de Córdoba y el Superior 
Tribunal de Justicia de la misma provincia por remisión 
de un protocolo del archivo, al Juzgado Federal 375 

Pinasco, doña Zulema Mercedes, contra don 1 Agustín Gó- 
mez Codazzi, sobre divorcio. Contienda de competencia. 342 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Eugenio 
Díaz Velez, solire inconstitucionalidad de impuesto... 359 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Aniceta Ana 
Correa de Xúñez, sus herederos, sobre expropiación. . 82 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Dora Shcp- 
pard de De la Rosa, por devolución de dinero. 119 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Marta Eu- 
genia y Josefina Díaz Vele* sobre inconstituckiraüidad 
de impuesto 371 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Otto Fran- 
ke, sobre repetición de una suma de dinero 306 

Provincia de Buenos Aires, en autos con la West India 
Oil Company, sobre devolución de dinero 92 

Provincia de Corrientes, en autos con don Nestore Aime, 
sobre cobro de pesos 65 
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Provincia de Corrientes, en autos con don Rafael Alberto 
Palomeque, sofire cobro de pesos 65 

Provincia de Corrientes, en autos con el «anco Francés 

del Río de la Plata, sobre cobro ejecutivo de |>esos. 51 

Provincia de Corrientes, en autos con los señores Hcnve- 
ñuto y Cía., sobre cobro de pesos 59 

Provincia de Mendoza, en autos con don Gregorio J. Es- 
corihuela. sobre devolución de dinero e inconstitucio- 
nalidad de ley . ...t- ¿60 

Provincia de Mendoza en autos con don Pedro Olivé, \h>t 

nulidad de ley , ¿ -M) 

Provincia de Mendoza, en autos con la Compañía Petrolí- 
fera de Cacheuta. Sociedad Anónima Chilena, sobre des- 
pojo dt- la mina denominada 'Cacheuta' X? 

Provincia de Mendoza, en autos con la Sociedad Anónima 
Bodegas y Viñedos Domingo Tomba Limitada, |>or de- 
volución de impuesto e inconstitucionahdad de ley 392 

Provincia ele Salta, en autos con don Fernando Senhauser. 

sobre cobré de |>es€>s 32O 

Provincia de Salta. Juicio de deslinde de una fracción de' 
terrenos fiscales en el Uer*rtarnento Oran de dicha pro- 
vincia; sobre jurisdicción ordinaria de la Corte Sn- 
P r «™ i& 

» 
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Provincia de Santa Fe, en autos con doña Petronila G. de 
Saralcgtii y otra, sobre devolución de dinero 371 

> 

Provincia de Tucumán, en amos con don Al!>erto Maury. 
sobre col>ro fie pesos 77 

Provincia de Tucumán, en autos con don Héclor Üelle- 
pianc, solire cobro de pesos 77 

Provincia de Tucumán en autos con la Sociedad Anónima 

Savoy Hotel y anexos de Tucumán. sobre cohro de |>esos 72 

II 

Rico, don Luis Gimeno, en autos con la Compañía Inmo- 
biliaria del Río de la Plata, sobre reivindicación. Re- 
curso de hecho , 307 

Rosenvald. José Ricardo, apelando de una resolución de la 
Cámara en lo Criminal y Correccional de la Capital. 48 

Rodríguez, don Antonio, sobre excepción del servicio mi- 
litar. Recurso de apelación 305 

8 

Saralegui, doña Petronila G. de, y otra, contra la Provin- 
cia de Santa Fe, sobre devolución de dinero 371 

Senhauser, don Fernando, contra la provincia de Salta, so- 
bre cobro de pesos 320 
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Sentagne. Luis, criminal, contra, por defraudación, subs- 
tracción y destrucción de documentos. Competencia ne- 



Sociedad Anónima Bodegas y Viñedos Domingo ToiiiIki 
Limitada, contra la provincia cíe Mendoza, |>or devolu- 
ción efe impuestos e ineonstitucionalidad de ley 392 

Sociedad Anónima 'Cervecería Argentina Quilmes'. en au- 
tos con doña IVtrona Real de Macicl, j»or daños y j>er- 
juicios ; 315 

Sociedad Anónima la Americana contra don Javier Men- 

dilaharzu. sol>rc cobro ejecutivo de pesos-. 35S 

Socieilad Savov Hotel y anexos de Tucumán. contra la 

Provincia de Tucumán. sohrc cobro de |h'sos 72 

Standart <>¡I Cía., a] velando de una resolución de Aduana 309 

T 

TpUOi Agustín C. criminal, contra, por tentativa de de- 
fraudación e incitación a cometerla. Contienda de com- 
petencia - 4J 

Trapiclla. don Emitió contra Middletown Car y Cia.. so- . 
l»re pago de derecho aduaneros. Recurso de apelación 304 
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Venini, «ion Antonio A. en la querella contra Adolfo Fri- 
siani. Recurso de hecho j j7 

Villatnayor. don Jorge, en autos con los herederos de don 

F jsadro Olmos. Recurso de hecho |.fg 

Vincc, don Cataldo. en autos con don Cecilio Itatfii. |K>r co- 
hro de pc|d& Recurso de hecho j \j 

Vocero, doña I*attra García de. contra la í aja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiónesele Empicado» Ferroviario!*, so- 
hre ilusión >67 

w 

West India Oil Company contra la Provincia de Hílenos 

Aires, sohre devolución de dinero 07 

W est ludia Oil & y Coni|mñía Nacional de Petróleos, 
cu autos con don Angel Guillermo Krontini. sobre de- 
fratidación a la renta aduanera 157 



Zamhrano, Luis Andelmi. criminal, contra. |>or homicidio 303 
Zaiwta. con César Luis, contra el Gobierno Nacional, so- 
bre cobro de |>csos ¿ ¿ftft 
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c 

Cámaras Federales; sus decisiones. — I-as decisiones pronuncia- 
das |H»r las Cámaras Federales en ejercicio de su jurisdic- 
ción de ablación, no pueden ser traídas a la Corte Suprema 
a titulo de super intendencia sino por via de los recursos co- 
respondientes en los casos previstos en los artículos 3 V , 4% 
5 V y 6* de la ley N v 4055. Página 330. 

Competencia. — Véase "JwtoHOTÓn." 

Conflictos entre jucefs, en diliijenciatniento de exhortas. — Co- 
respnnde a la Corte Suprema dirimir un conflicto entre 
jueces de distinta jurisdicción, res|»ecto a las formalulades 
qué debe llenar un exhorto librado |x>r uno «le ellos. Págj, 35. 

Conflicto entre jueces, en diligencutmiento de exhortas. — I-a cir- 
cunstancia de no haber diligenciado un Juez de Paz un ex- 
horto de un Juez Federal, reiterado dos veces, en cjue se le 
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|K-día a requisición de otro Juez Federal, que hiciera notifi- 
car una demanda, ni explicado en forma alguna la causa de 
esa omisión, no obstante el emplazamiento que se le hizo, 
permite establecer que ello pueda considerarse como una 
negativa tácita que autoriza la intervención de la Corte Su- 
prema i>ara poner fin a un conflicto que, trabando la acción 
de la justicia, perjudica intereses legítimos sin motivo justi- 
ficado. Página 45. 

Conflictos eiifré jueces de distinta jurisdicción, en dUigcncia- 
miento de exhortos. — En los conflictos entre jueces de dis- 
• tinta jurisdicción resjKcto a las formalidades de un exhor- 
to librado |x»r uno de dios, procede la intervención de esta 
Corte, de acuerdo con los móviles y el alcance atribuidos en 
reiterados casos análogos al art. 9 de la ley 4055. Pág. 206. 

Contienda de competencia. — Para que se renga por tratada una 
contienda de com|>etencia en condiciones de ser dirimida |>or 
la Corte Suprema, es necesario que se hallan llenados los 
trámites establecidos al resjxxto en el título VI de la lev 50. 
Página 385. 

Costas. — Xo resultando de autos que la denuncia haya sido 
fundad.» ni tajo el aspecto en que primeraünciite fué pre- 
sentada ni ai el de las infracciones legales interiormente 
aducidas, es de estricta aplicación al caso el art. 144 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. Página 157. 

Cuestiones de competencia. — Im cuestiones de eomiKtencia s.'>- 
lo pueden referirse a juicios pendientes y no rorrespónde a 
los ya fenecidos, cuyo conocimiento no puede ser materia 
«le una cuestión de esta índole. Página 69. 
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Decreto del f\ Ejecutivo dando de baja a un militar retirado. - 
Víase "Jurisdicción." 

Decretos reglamentarios; su constitucionalidad. — Ijis decretos 
reglamentarios del poder administrador pueden apartarse de 
la estructura literal «le la ley siempre que se ajusten al es- 
píritu de la misma, y el texto legal es susceptible de ser mo- 
dificado en sus modalidades de expresión siempre que ello 
no afecte su acepción sustantiva; en consecuencia, procede 
establecerse, en general, desde luego, que no vulneran el 
principio establecido en el inciso 2» del art. 86 de la Cons- 
titución las instrucciones y reglamentos que se expidan pa- 
ra la mejor ejecución de las leyes cuando esa reglamentación 
se dicte "cuidando" de que se mantengan inalterables, los fi- 
nes y el sentido o concepto con que dichas leyes han sido 
sancionadas. Página 5. 

Defraudación de la renta de Aduana. — Xo existiendo en autos 
la prueba suficiente que acrediten los hechos denunciados y 
que puede fundamentar una condena |>or defraudación, eo- 
res|mnde absolver a los demandados. 

I )e acuerdo con la letra expresa de la partida 3270 de 
la Tarifa de Avalúos, la ley X v 10.362 no requiere que el 
Istmico introducido |iara combustible haya sido de antemano 
deshencinado ni que tenga determinado pupto de inflama- 
bilidad, y sólo exige fuera del destino declarado, que pre- 
sente una densidad minima de 6.900 a 15» C. por ¡o que, 
reuniendo esas exigencias el petróleo mejicano, no es posi- 
ble calificar de ilegal por ser contrario al texto de la refe- 
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riela (tartida, la resolución del Poder Ejecutivo, de fecha 5 
de Octubre de 1917, por la cual se autorizó a la West India 
Oil C |«ra destilar mediante el toppuuj una paite de las 
esencia* livianas contenidas en el |»ctróleo |wra comhusti- 
lile importado de Méjico en la medida necesaria |>ara elevar 
mi punto cíe inflamabilidad, Imjo el contralor fiscal y le- 
gando a la Aduana los derechos corres) Elidientes a los pro- 
ductos así obtenidos. 

U circunstancia de que la Com|iaíiía Nacional de Pe- 
tróleos al introducir al |x»ís |*irólco |»ra refinar de la par- 
tída 45. se ha limitado, en relacióu al procedente de los lis- 
tallos Unidos, a declarar como punto de origen "Estarlos 
<!el Sud". no iniede servir de antecedente en el caso |>ara 
fundar una defraudación o una contravención aduanera. 

Tanto d art. 1025 como el 1037 de las Ordenanzas de 
Aduana requieren comí» condición |»ra la existencia del 
fraude, que la falta de requisito, la falsa declaración o el 
hecho, hayan podido pasar desaj>ercibidos a las autoridades 
aduaneras, y no |mcde decirse que la falta de requisito ha- 
ya iiodiílo pasar desa|>ercibida en un caso, como el de autos, 
en que d querellado, antes de formular la declaración res- 
pertiva. consultó previamente, con el Administrador de 
Aduana y éste con el Ministerio de Haciewla. el que con- 
firió la autorización del caso. Página 157. 

Defraudación de la renta de Aduana.— Teniendo presente el es- 
jiírítu de la ley, debe considerarse comprendido dentro de la 
franquicia que prescribe el art. 4» de la ley 11.281 el ma- 
terial de "casilla* de madera y lona", y del hecho de que 
h recurrente haya manifestado que "las casillas de madera 



454 



FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



y lona" eran destinadas "a las torres de perforación'* y no 
a las viviendas de su jjcrsonal, no puede derivarse sanción 
l*Mia! alguna. Página 309. 

Herniada: su reehaco por falta de prueba. ~ Ko habiendo pro- 
hado el actor que la provincia demandada haya |iercibido 
suma alguna en concepto de recargo del impuesto de laten- 
tes, recargo sobre el que aquél tiene derecho al tanto jn.r 
ciento en el carácter de denunciante, procede el rechazo de 
la demanda. (Ley I. título 14, partida 3», art. 53 de la ley 
provincial invocada N v 1070). Página 320. 

Ü0iiik¡Í¡p t onytujal.— I^is dist>osicif*ncs del Código Civil según 
las cuales la mujer tiene el domicilio del marido y éste pue- 
de cambiar su domicilio cié un lugar a otro, no pueden in- 
terpretarse con un criterio de latitud extrema <jue |>erm¡ta 
a éste ejercitar ese derecho a stt arbitrio hasta impedir o me- 
noscabar el correlativo de la mujer |>ara deducir contra el 
marido una acción |>ersonal ante el juez del domicilio conyu- 
gal al tiempo de la interposición ele la demanda. Página 342. 

E 

Empréstito de la Protrinciü de Comentes, autorizado por ley de 
16 de Jtdio de 1910; procedencia del cobro de los lítalos y 
cupones rem idas del mismo. — Habiendo reconocido las 
partes que la ley X v II. dé fecha 16 de Julio de 1910 auto- 
rizó al PíkIit Ejecutivo de la Provincia de Corrientes para 
contratar un empréstito de dos millones de |H?sos oro o su 
equivalente de trescientas ochenta y seis mil ochocientas 
veinte y cinco libras esterlinas y que el bono u obligación 
general del empréstito fué suscripto a nombre de la Pro- 
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vincia de Corrientes, en Batís, el 15 de Diciembre de 1910. 
el que se encuentra transcripto al dorso de los títulos emi- 
tidos; acreditado que los actores son tenedores de los títulos 
y cupones vencidos que sirven de antecedente a la acción y 
que de acuerdo con las estipulaciones insertas al dorso del 
título emitido en consonancia con el bono general, la Pro- 
vincia de Corrientes, estafe} obligada al pago de los intere- 
ses semestrales el f* de Febrero y el l v de Agosto de cada 
año y los lx>nos sorteados serian pagados el l'> de Febrero 
de cada año. a opción de los tenedores, en moneda esterlina 
en el desecho en Londres de los señores Frlanger y Cía., 
o en francos en el despacho de sus agentes en Taris, en la 
Oficina de la Manque Argentine y Francaisc, procede liacer 
lugar a la demanda de acuerdo con lo dispuesto por los ar- 
tículos 1197, 979 me. 5*. 99.1, 994. 995 y 622 y sus concor- 
dantes dei Código Civil. Tágina 59. 

Excepción de arraigo; su constituc'umalidad. — 1.a excepción de 
arraigo que autoriza el art. 85 del Código de Procedimien- 
tos de la Capital, no vulnera las garantías de igualdad ante 
la ley e inviolabilidd de la defensa en juicio que consagran 
los arts. 16 y 18 de la Constitución. Página 39. 

lixhortos; sus rcquisitds. — Para que un exhorto dirigido |x>r 
autoridades nacionales a autoridades de provincia o nacio- 
nales fuera de su jurisdicción pueda diligenciarse, no se re- 
quiere más requisito que la firma del juez y el sello del juz- 
gado respectivo. Página 35. 

Exhorlos de jueces federales; su diligencia wient o por jueces y 
autoridades provinciales. — Los jueces y autoridades pro- 
vinciales tienen el deber de cumplir los actos y diligencias 
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judiciales solicitadas |>or los jueces federales, sea |>ara ha- 
cer notificaciones, citaciones, embargos, etc., de acuerdo con * 
lo que disj>oné el art. 13 de la ley X" 4X. sin que aquéllas 
puedan objetar su legalidad. I Vigilia 45. 

Exhortó; su cumptimieuto. — Kl Suprior Tribunal de Justicia 
de la Provincia de Córdoba está obligado a dar cumplimien- 
to a un exhorto librado |x>r un juez federal en el que se so- 
licita la remisión de un protocolo a los fines de un cotejo 
de firma, en virtud de haber decretado dicha diligencia en 
una causa qm se tramitada ante su juzgado. I 'agina 375. 

Exhorto; sus requisitos. — Para que un exhorto dirigido por 
autoridades nacionales a autoridades de provincia o nacio- 
nales fuera de su jurisdicción pueda diligenciarse, no se re- 
quiere más rcquisilo que la firma del juez y el sello del 
juzgado res|>ectivo. Página 20& 

Exhorto; requisitos pura su cümpiimicuto. — Xo es necesario 
pan» darse cumplimiento a un exhorto lihrado de acuerdo 
con lo dispuesto en el art. 11 del reglamento de los juz- 
gados de sección, que se acornóme el titulo de la obligación 
o las constancias del proceso en que se f tnula el auto o sen- 
tencia. |>of no estar autorizado el juez exhortado para opo- 
nerse í» su diligeuciamiento. jjpr la ley ni por los reglamen- 
tos a que se refiere el art. 10 de la ley 4055. Página 332. 

Exhorto; su cumplimiento. — Un Juez Letrado de territorio na- 
cional exhortado por otro de primera instancia en lo Civil 
de la Capital |«ra que dé cumplimiento a una resolución 
ordenando el desalojo de un inmueble ubicado en el territo- 
rio, débe cumplimiento a la diligencia encomendada, sal- 
vando su propia jurisdicción y en interés de la ma- 
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cuando al exhorto no vayan agregados los 
l«ira acreditar la Com|>eten~ 






t7/i'y dCi — El [¡étrélto vs un producto del país, 
kerosene y el aguarrás son productos deriva- 
lose como 
mismo título que los frutos v ¡ 
de los otros dos reinos de la naturaleza ; cri i 
el decreto del Poder Ejecutivo de fecha 27 dé Julio de 1^26 
y la decisión de la Administración Aduanera que refieren el 
alcance del artículo +' de la ley 11.274 a los frutos y pro- 
ductos de origen animal, vegetal y mineral, se ajustan a la 
ley. Página 346. 

lixpropkh uhu — Siendo los canales bienes públicos del Estado 
provincial en cuya jurisdicción existen, art. 2340, inc. 7 V Có- 
digo Civil, cualquiera que fticse el origen «le la existencia 
del «Santo Domingo» o las condiciones en que se construyó, 
la Provincia estaría obligada a indemnizar el valor de !a 
tierra y los j»erjuicios a los propietarios, que conservan su 
derecho de propiedad sobre aquélla, aunque no lo ejerzan, 
art. 2510. mientras no lo pierdan |wr su inacción en promo- 
ver el juicio de expropiación durante treinta años. art. .W». 
Iq que en este caso no ha ocurrido. 

Ordinarizado el juicio de expropiación |*ir acuerdo de 
lurtes y dada la forma en que se ha traliado la litis, él sólo 
puede versar sobre el derecho que puedan o no tener los 
actores a exigir que el Estado expropie el terreno ocupado 
!*>r el canal en cuestión y les indemnice su valor y ^jui- 
cios si los hubieran sufrido. 

Es un principio general consignado por el art. 4 V de 
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la \vy MK concordante con el art. 17 de la Constitución Na- 
cional y el 2511 del Código Civil, qué la expropiación no 
se |>erfecciona mientras no haya sido entregado o judicial- 
mente consignado* el precio de la indemnización; b) que el 
derecho del propietario a reclamar ese precio cuando no ha 
mediado acuerdo, nace, legalmente, de la sentencia que lo 
establezca, es decir, en el mismo momento en que según 
el arr. K" citado, el dueño es obligado a recibir por toda in- 
demnización lo que del juicio resulte; c) que según esto, si 
el derecho de reclamar el precio queda por ministerio de la 
ley X v 189 sul>ordinado en su existencia y nacimiento al 
pronunciamiento de la sentencia que termina el juicio de 
expropiación, la fecha de la obligación del expropiante no 
podrá ser otra que la de aquella sentencia. Kl término de 
diez años a los efectos del art. 3956 del Código Civil comen- 
zaría a correr desde ese momento. Página #2. 

r 

Falta de personería cu el apoderado del actor; excepción de, — - 
Debe desestimarse la excejición de (alta de |>ersoneria en 
el alterado del actor si resulta que el mandato otorgado 
incluía la representación invocada en el juicio, que a mayor 
abundamiento, fué ratificada. Página 51. 

Fuero federal. — Kl fuero federal es de interpretación restricti- 
va a personas y cosas determinadas, e improrrogable: su im- 
procedencia puede ojxinerse en cualquier estado del juicio 
y deln- declararse jxir el juez, de oficio. I-a facultad juris- 
diccional |*ara el conocimiento de una causa es de orden 
público y un requisito general y comprensivo de todos los 
juicios. Página 324. 
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erntitiicbualcs, — Véase "Leyes ex posl facto". 
"Igualdad ame la ley". "Proporcionalidad ,„ los impuestos." 

H 

Habas „„■(.„*. — \ A X ac ¡ (m lient . t ,| <k . recho , k . ¡ m , H . uir g¡ t .„. 
rrada de extranjeros en su territorio o de admitirlos en los 
cast»s y tajo las condiciones q«e juzgue conveniente estable- 
cer, de acuerdo con la letra y el espíritu de los arts. 25. 67. 
iuc. 16 y 28 de la Constitución y con las limitaciones que los 
mismos preceptúan, y en ejercicio de ese poder, el Congreso 
ha dictado la ley N» 817 sobre inmigración, la ley N» 4144. 
sobre admisión y expulsión «le extranjeros, la ley 7029. so- 
bre seguridad social y la ley Vf 9143. sobre trata «le blan- 
cas, de las átales han sido expresamente derogadas por el 
art. .105 «leí Código Penal, las números 7029 y 9143. 

M ley 4144 se halla en vigor sin alteración acerca «le 
la facultad concedida al Poder Ejecutivo «le ordenar la sá- 
fala del territorio de la Nación, de todo extranjero que ha- 
ya sido condenado por tribunales extraños por crímenes co- 
munes, o cuya conducta comprometa la seguridad nacional o 
perturbe el orden público; por lo que el Poder Ejecutivo ha 
prnlklo reglamentarla por medio del decreto de 31 «le Diciem- 
bre de 1923. exigiendo, como lo ha hecho, bajo pena de no ad- 
misü'wi. nxlas aquellas computaciones que a su juicio fueran 
¡iKlispcnsables ¡ara identificar a los extranjeros que llegan 
a la República sin teiur todavía habitación o resi«lencia en 
ella. 
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Kl vocablo habitante empicado |x>r el art. 14 de la 
Constitución, comprensivo tanto de los nacionales como de 
los extranjeros, se refiere a las |wrsonas que residen en el 
territorio de la República con intención de permanecer en 
él. que lo habiten, aunque no tengan constituido precisa- 
mente un domicilio con tocios los efectos legales de éste, 
quienes gozan, pejr lo tanto, cid derecho de permanecer y 
transitar, cotí forme a las leyes que reglamentan su ejercicio. 

El ingreso al |>a¡s con violación del decreto del Po- 
der Kjecutivo no comporta la expulsión come» consecuencia, 
ya que tal sanción no se halla es|>ecialmcnte consignada en 
ninguna lev en vigor: por lo que no habiéndose ejercitado 
la facultad reglamentaria en el momento de entrar al pais 
ios recurrentes, respecto de quienes no se insinuó siquiera, 
que hubieran sido condenados |x>r los tribunales extranje- 
ros por delitos comunes, ni alegado que su conducta com- 
prometa la seguridad de la Nación u el orden público, aún 
admitiendo que su entrada al |iais se haya producido clan- 
destinamente, la expulsión de los mismos después de ha- 
llarse incor|)orados como habitantes de la Xación. no se* en- 
contraría autorizada actualmente, por ley alguna y pugna- 
ría, por consiguiente, con lew arts. 14 y 20 de la Constitu- 
ción. Página 211. 

Hotel, teatro y casino de la Provincia de Tucumán \ sn expropia- 
ción. — I.a ley de concesión para explotar un hotel, teatro 
y casino, dictada por la legislatura de Tuctimán. con fecha 
14 de Agoste» de 1908, no sólo tío hace ninguna referencia 
a la emisión de letras ni al empleo de los recursos de la pro- 
vincia, sino que tant})oco autorizaba al Poder Kjecutivo pa- 
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ra llevar a caíbp la expropiación, pues tal facultad fué re- 
servada al gobierno de la provincia, es decir, al conjunto for- 
mado por los tres grandes poderes o departamentos que 
ejercen la autoridad en el orden local; por lo que. no encon- 
trándose investido el Poder Ejecutivo de facultades pro- 
pias |>ara disponer de los dineros o recursos del Estado, ya 
sea efectuando jwgos o contrayendo obligaciones que deben 
traducirse en futuras dis¡>os¡c¡oncs de sus fondos art. 103, 
inciso 14 de la Constitución de Tucumán), y no habiéndose 
invocado ninguna otra ley general o esjwcial que facultase 
al De|jartamento Ejecutivo del gobierno para suscribir le- 
tras u otros documentos de crédito a cargo del Estado pro- 
vincial, o para ejecutar actos que pudieran ser comprensivos 
de tal autorización, forzoso es concluir que los funcionarios 
que firman tos jugares cuyo cobro se persigue, rio han te- 
nido la representación indispensable para obligar a la pro- 
vincia, y, en consecuencia, ésta ha podido desconocer la 
validez de los mismos jx>r falta de representación de las per- 
sonas que acrecen suscribiéndolos a nombre de ella; falta 
de representación que puede ser alegada contra cualquiera 
que pretenda hacer valer el documento, sea que hubiere con- 
currido a la celebración del acto jurídico que dió nacimiento 
a la letra o |>agaré a la orden, o que fuese tin tercero endo- 
satario del documento. Página 72. 

I 

Iglesia. — Véase «Impuesto; exoneración de». 

Igualdad ante la ley.— El alto pro]>ósito que domina en los prin- 
cipios de igualdad consagrados jx>r el art. 16 de la Consti- 
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tildón, es el derecho «le Unios a que no se establezcan cx- 
cejiciones o privilegio* que excluyan a unos de lo que se 
concede a otros en iguales circunstancias, no siendo, en con- 
secuencia, la nivelación absoluta de los hombres lo que se 
ha proclamado, sino su igualdad relativa propiciada por una 
legislación tendiente a la protección, en lo posible, de las 
desigualdades naturales. 

Kl principio de igualdad, escrito en el art. 16 de la 
Constitución, no se pro|Mine sancionar, en materia de im- 
puestos, un sistema determinado ni una regla férrea jjOf 
la cual todos los habitantes o propietarios del Kstado deban 
contribuir con una cuota igual al sostenimiento del gobier- 
no, sino, solamente, establecer que en condiciones análogas, 
se impongan gravámenes idénticos a los contribuyentes. 
Página 359. 

Impuesto; t xmwracitm de. — l*a iglesia como entidad de dere- 
cho público reconocida |x>r la Xación, tu* (Hiede pretender 
otras exenciones o privilegios que aquellos que le han sido 
expresamente acontados, y la de exoneración del impuesto 
sucesorio establecido por la ley 11.287, ni se halla expresa- 
mente concedida ni puede decirse comprendida implícita- 
mente, siquiera, en la cláusula segunda de la Constitución. 

No existe en la Constitución (y no podría existir váli- 
damente en el Código Civil) precepto o dis|M>stctón alguna 
que haya limitado el derecho impositivo de la Nación o de 
las provincias cu l>enefic¡o de los bienes o de las adquisicio- 
nes de la iglesia; antes bien, la Corte Suprema ha declara- 
do que el art. 2" de la Constitución Nacional, al dis|»oner 
que el gobierno federal sostiene el culto católico, apostólico 
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rumano, no impide que la iglesia pueda ser sometida al pagó 
de las contribuciones comunes sobre los Mines que jmsea 
o reciba como persófta jurídica, al igual de ias otras |>er$o- 
nas de la misma clase y no con ocasión con motivo de ac- 
tos del culto. Tomo 116. |>ág. 111. Página 403. 

Impuestos hitemos (Compañías de Seguros). — Lo que grava 
con un impuesto él art. 17 de la ley 11.252. es la prima del 
seguro, y. en consecuencia, debe Abonar dicho impuesto 
quien perciba esa prima, esto es. una compañía, un |wrti- 
cular. un agente, un representante, etc., del que ha realiza- 
do la operación en las condiciones que prevé la ley: siendo 
el pro¡)ósito de la misma gravar las utilidades que estíin des- 
tinadas a salir del ¡ais ¡ara distribuirse cu forma de divi- 
dendos entre capitales del extranjero que. cotí menoseal** 
de nuestra economía, van a acrecentar el ahorro de otras 
naciones, y que se substraen, definitivamente, a la esfera de 
acción de nuestro régimen tributario. Página 5. 

fmpuestosySH denominación. — I^a denominación dada al gra- 
vamen no es suficiente |*ara definir el carácter de éste, pues 
«i tal efecto y para establecer su conformidad con la Cons- 
titución Nacional, ilelie estarse a la realidad de las cosas 
y a la manera cómo incide el impuesto. Página 02. 

/ neonstitueionaUdad de deereto reglamentario (ei de 7 de DU'ievh 
hre de 1923. del art. 17. ley 1 1.252).— Al reglamentar el P«>- 
der Ejecutivo el art. 17 de la ley 11.252 en el decreto de 7 
de Diciembre de 1923. no ha excedido sus facultades ni ha 
creado el imfwesto que se le atribuye, limitándose a «larle la 
extensión y alcance que fluye de la manifiesta determina- 
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cidti <lé1 texto legal, o sea. del espíritu biert vlaramente de- 
finido de la ley. Página 5. 

Inconstitui tonalidad á? impuesto (Ltt del establecido por la ley 
de impuesto al eomereio e industria de la Prm: de Ituenos* 
.tires). — Es inconstitucional la dis|)osición del art. 5 V , in- 
ciso 1", letra U$ de la ley de Impuesto al Comercio e Indus- 
tria- vigente en la provincia de Buenos Aires durante los 
años 1917 a 1921, ppí ser ella repugnante al art. 11 de la 
Constitución en cuanto importa gravar el tránsito de las 
mercaderías importadas (petróleo y sus derivados) y que 
salen fuera de la provincia. Página 92. 

* 

Inconstitucionaliaud d? impuesto (contribución por él uso de la 
via pública y del espacio aereo). — 1.a contribución estable- 
cida en la ordenanza munic¡|>al del 16 de Noviembre ele 
1900, |H>r el uso de la via pública y del csjmcio aéreo con la 
colocación de postes y lineas, no reúne los caracteres de un 
verdadero impuesto, en los términos en que la jurispruden- 
cia de la Corte Suprema ha definido la naturaleza del im- 
puesto en un caso análogo al presente. Véase el fallo del to- 
mo 127. ingina 18. 

Las excepciones a las leyes generales no pueden infe- 
rirse sino que requieren una mención cs|>cc¡al. i*>r ser, aten- 
to a su naturaleza, <le interpretación restrictiva. 

La circunstancia de tratarse en el caso, de un telégra- 
fo nacional, en mérito del recorrido de sus lineas (art. 2 V . 
inciso 2*. ley 750 yí. no im|»rta ponerlo fuera del alcance 
de las legislaciones locales en cuanto al uso y goce de los 
bienes del dominio público. Página 135. 
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Inconstitucional ¡dad de impuesto (El vigente en la Provincia tic 
Buenos Aires, a la avaluación). — El impuesto ;i la avalua- 
ción, vigente en la provincia de liueuos Aires durante el 
afu> 1925, contradice las reglas de igualdad, proporcio- 
nalidad y equidad que para las contri luiciones exige la Cons- 
titución dé la Nación, ni viola la uniformidad que requiere 
la Constitución dé la expresada provincia. Pagina 359. 

Inconstitucional ¡dad de ley (La del art. 13 de la ley 758 y 8 
de la 810, sobre vinos de la Proi'incia de Mendoza). — Las 
disposiciones de los arts. 13 de la ley W 758 # 11, 12, 19 y 
20 de la W 759 y art. 8» de la ley M 810 de la Provincia de 
Mendoza (sobre vinos), contrarían las garantía» estableci- 
das en los arts. 14. 16, 28 y 31 de la Constitución Nacional. 
(Fallos, tomo 140, |>ágs. 154 y 166; tomo 141, pag. 5 y to- 
mo 142. pág. 106). Página 260. 

I m-onstitucionalidad de ley (La del art. 247 de la ley ar<j. de los 
Trib. de la l*rov. de Córdoba)— El articulo 247 de la Ley 
Orgánica de los Tribunales de la Provincia de Córdolwi y la 
ley de l v de Junio de 1904, según los que "los expedientes 
terminados y protocolos no |xx]rán salir del archivo", son 
incom|iatibles cotí la estrictez de la interpretación que en el 
caso les asignan los jueces locales, con las que reglamentan 
el funcionamiento del Poder Judicial de la Nación, que actúa 
en cada provincia con independencia del régimen local y, en 
consecuencia, carecen de aplicación en lo que a la justicia 
nacional se refiere. Página 375. 

Incouslitucionalidad de ley ( La del art. 1 3 de la ley 758. varios 
de 759 y 8» de la 810. de la Prov. de Mendosa!, .—I-as dis- 
posiciones de los artículos 13 de la ley N v 758, 11, 12, 19 
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y 20 de la ley X* 759 y art. 8"' de la ley X» 810 de la Pro- 
vincia de Mendoza (sobre vinos), contrarían las garantías 
establecidas en los arts. 14, 16, 28 y 31 de la Constitución. 
( Fallos, tomo 140, páginas 154 y 166; tomo 141. pág. 5 y 
toino 142, pág. 106). Página 392. 

¡nconstiliu 'tonalidad de ley {La de los aris. 37 y 38 de fá ley 
10.366. ,/,• ^fl/<?irfw).~El Honorable Congreso al dictar la 
ley de patentes 10.366 y el Poder Ejecutivo al hacerla efec- 
tiva, han procedido dentro de la órbita de sus propias fa- 
cultades, siti invadir las judiciales que se le atribuyen y sin 
acordar ni ejercer naturalmente, "las facultades extraordi- 
narias", a que se refiere el art. 29 de la Constitución Na- 
cional. A nimios 4 V 17. 67, incisos 1* y 28 y 86. incisos 1* 
y 13 de la misma. Página 413. 

¡neonstitticionalidad de sentencia. — La decisión de la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia de Huenos Aires, dé lecha 
31 de Mayo de 1927 al atribuir efecto retroactivo al art. 39. 
inc. 9 de la ley de 12 de Abril de 1923. de dicha provincia, 
sobre trasmisión gratuita de bienes, no desconoce ni el prin- 
cipio de la inviolabilidad de la propiedad, sancionado por el 
art. 17 de la Constitución ni la garantía de igualdad consa- 
grada por el art. 16 de la misma. Página 103. 

Información posesoria (su validez). — Aprobada judicialmen- 
te con dictamen favorable del Agente Fiscal de la Provincia 
de Hítenos Aires, una información posesoria relativa a un 
terreno de propiedad fiscal ubicado en el puerto de ta 
Plata. Isla Santiago, la Nación, sucesora legal de dicha pro- 
vincia en los derechos sobre el referido bien a mérito del 
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convenio ratificado por la ley nacional W 4436 y provincial 
de 4 <le Octubre <lc 1904. no está habilitada para desconocer 
ese derecho admitido por el representante legal de aquélla 
cuando todavía no se había producido la trasmisión de los 
terrenos del expresado puerto. Página 272. 

inhabilidad de Ululo; excepción de. — lis improcedente la excep- 
ción de inhabilidad de título basada en que el Banco de- 
mandante no es fideicomisario ni representante de los tene- 
dores de liónos, si dicho carácter resulta no sólo fiel recono- 
cimiento expreso formulado |K»r la provincia demandada 
acerca «le ese punto en otros juicios seguidos con ella y en 
el de autos en la diligencia de intimación «le pago, sinó tam- 
bién en el Bono General del empréstito cuyos títulos y cu- 
lones son materia de la ejecución, y en el acto notarial in- 
corporado a una cláusula de aquél. 

No procede la exce|>ción de inhabilidad de título fun- 
dada en la falta de «leuda liquida para iniciar la ejecución, 
en un caso en que ésta se basa en una escritura pública que 
según el art. 249. inc 3* de la ley 50, es un instrumento que 
trae ajmrcjada ejecución, en la «pie la provincia demandada 
ajiarecc obligán«lose \mr una sania «leterminatla y los inte- 
reses corresj»on«lientes, no habiéndose opuesto la excepción 
de pag«> respecto del capital reclama«lo ixir una suma igual 
o menor. I 'agina 51. 



Jubilación. — El artícul«, 26 de la ley 10.650 como consecuencia 
inflexible «leí principio adoptad.» por él. «le que lo único «pie 
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se computa es el trabajo real, ordena lisa y llanamente que 
siempre, |>or cada doscientos cincuenta «lias dé trabajo efec- 
tivo, se compute un año dé servicios cuando aquél ha sido 
a jornal, sin distinguir entre la situación de un obrero que 
para integrar su término de trabajo haya requerido un nú- 
mero de años que sea igual o sobrease el ticmj>o de ser- 
vicios efectivos, y el de aquel qiic ba cubierto los servicios 
en un plazo más corto. I 'agina ¿67. 

Jurisdicción. — CorresjMinde a la justicia federal por razón del 
lugar donde se cometió (Oficinas de Correos y Telégra- 
fos de la Nación), y por el medio empleado para ello, el 
conocimiento de una causa por d delito de tentativa de es- 
tafa e incitación a realizarla, cometido en ocasión «le ha- 
berse expedido un despacho telegráfico aconsejando la rea- 
lización de determinados actos cuya ejecución era suscepti- 
ble de sanciones contenidas en el Código Penal. Página 42. 

Jurisdicción. — lis un principio «le derecho procesal arraigado 
en el art. 102 de la Constitución Xacional que el lugar del 
hecho criminal determina la jurisdicción para juzgarlo, sien- 
do ésta improrrogable (art. 19. Cód. de Procedimientos); 
en consecuencia, corresponde al juez del crimen de Mercedes, 
provincia de Buenos Aires, el conocimiento de un sumario 
por los cielitos de provocación a duelo y desacato, en la |>er- 
sona del agente fiscal del Departamento del Centro de di- 
cha provincia, cometidos en la refida ciudad. Pág. 67. 

Jurisdicción. — Acreditado que la causante falleció en esta Ca- 
pital y que varios meses antes el esposo de la misma, al otor- 
gar un |)oder. declaró estar domiciliado en la misma casa 
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cu que ocurrió dicho fallecimiento, cu el que recibió notifi- 
caciones, corresponde declarar la jurisdicción del juez de es- 
ta Capital párá conocer del juicio suseesorio de la de cujus, 
ttó obstante las declaraciones de deis testigos que se hallan 
en desacuerdo con las constancias de todos los instrumentos 
.públicos que obran en los autos, sobre el domicilio de los 
■ cónyuges. I Vigilia 78. 

Jurisdicción. — üii decreto del Poder Ejecutivo dé la Nación 
l»r el cual se da de baja a un militar retirado* a rafa de una 
causa militar, no importe el ejercicio de una facultad pro- 
pia «le dicho ppdér, independiente de la referida causa, sino 
él eiunplimiento de una disposición del Código de la mate- 
ria, constituyendo. |H>r lo tanto, una de las piezas de aquélla. 

Planteada ante el Juez de Instrucción Militar, como 
incidente de inconi|>etencia, la cuestión de sí los militares 
retirados conservan o no su estado militar, la causa debe 
fenecer dentro de aquella jurisdicción, sin perjuicio en su 
caso, del amparo de la justicia federal «pie el recurrente pue- 
de |>oner en movimiento por medio del recurso extraordi- 
nario qtte autorizan los arts. 14 de la ley 48 y 6'' de la 4055. 
Página 119. 

Jurisdicción. — El servicio telefónico está reglamentado |*>r la 
ley 750 %. en virtud de lo dispuesto |>or el art. l v de la ley 
4408. |x>r lo que corresponde a la justicia federal rationc 
materuc, el conocimiento de una demanda tendiente a que 
se declare que la Compañía Unión Telefónica está obligada 
a efectuar una determinada instalación. Página 298. 

Jurisdicción originaria. — No corresjKmde sustanciarse ante la 
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' Corte Suprema una demanda |>or cobro de impuesto de ¡ví- 
tente y inulta interpuesta ix>r la Administración (¡cuera! de 
Contribución Territorial, Patentes y Sellos contra un cón- 
sul. Página 209. 

Jurisdicción originaria. — No corrcsj>on<lc a la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corte Suprema el conocimiento de un suma- 
rio |K»r infracciones a la ley 4687, sobre ejercicio de la far- 
macia, y presunto delito de -falsificación de firmas puestas 
en recetas cx|xxli«las en |>a|>vles con membrete «le la lega- 
ción de Portugal, en el que no figuran miembros del per- 
sonal de esa legación ni afiarecc comprometido el nombre de 
diplomático alguno. Página 285. 

Jurisdicción. — En el juicio de reivimlicación deducido |K»r un 
argentino contra un extranjero, la justicia federal cesa «le 
ser c«mi|>ctente para conocer en él, si es argentino el causan- 
te «leí demandado, y se hace j*arte en la causa en virtud de 
la citación «le evicción. Página 324. 

Jurisdicción. — El coro -¡miento «le una demanda «le «livorcio 
corres|K>n«le al juez «leí domicilio «le los cónyuges (Código 
Civil, art 361). Página 342. 

Jurisdicción. — Corres|>onde a la justicia federal el conocimien- 
to ele una demanda contra la Administración «le l«>s Ferro- 
carriles del Estado, por devolución de dinero por demora 
producida en la realización «le determinados transportes. 
(No es posible inferir de la ley 6757 el propósito de des- 
vincular a dichos ferrocarriles del patrimonio de la Na- 
ción, que se hallan, por los fines de su creación, sujetos a la 
jurisdicción de los tribunales nacionales y. Página 372. 
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Jurisdicción. — Si bien la ]>artida <le defunción no está destina- 
da a acreditar |K>r sí sola el domicilio de una persona sitio 
el deceso de ésta, corresjxinde declarar la coni|>ctcncia del 
juez del Ittyar del fallecimiento para conocer del juicio suce- 
sorio cñ un caso en que los «latos cpte al respecto consigna 
dicho documento se corrolxiran \ror los antecedentes de que 
los herederos del causante radican ante esa jurisdicción y al 
efecto extienden escritura de jxxler en la que declaran que 
están domiciliados en la casa en que falleció aquél. Pág. 398. 

Jurisdicción; su prórroga. — El emplazado y declarad» rebelde, 
jKir 110 ha1>er contestado la dematula. a quien se embargan 
los bienes y varios meses después se presenta y se hace izar- 
te en el juicio, promoviendo, más adelante, incidente sobre 
nulidad y revocatoria de lo actuado» jxir razones de orden 
procesal y sin observación alguna a la ]x>testad jurisdiccio- 
nal del juez de la causa, prorroga tácitamente la comjjeten- 
cia territorial del juez del emplazamiento, ante el que, en 
consecuencia, queda radicado el juicio. Página 338. 

Jurisdicción; su prórroga. — El vecino de una provincia que 
demanda al vecino de otra ante los tribunales locales de és- 
ta, prorroga ta jurisdicción de los mismos; no pudiendo, en 
consecuencia, el demandado invocar el fuero federal por 
* razón de las personas. Página 358. 

Jurisdicción originaria. — Habiéndose hecho contencioso por 
oposición de vecinos de otra provincia, un juicio de des- 
linde promovido por una provincia ante sus propios tribu- 
nales, procede la jurisdicción originaria de la Corte Su- 
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puma, de acuerdo con los arts. 100 y 101 de la Constitu- 
ción y art. 1". inciso l v de la ley 48. Página 300. 

Jurisdicción. — Véase "Fuero federal." 

L 

Leyes ex post fació, — I-a Constitución Nacional no prohil»e a las 
Provincias sancionar leves retroactivas, sino sólo leves es 
post facto, habiéndose establecido por los tribunales nacio- 
nales, reiteradamente, que la frase ex post fació no se aplica 
a leyes civiles o administrativas, sitió, puramente, a las de 
carácter penal; Página 103. 

Litis pendentia; excepción de. — La litis pendentht solo existe 
en el caso de que se intente traer ante un tribunal un asun- 
to ya pendiente ante otro competente, y la corresjHjndiente 
exce|>ción no es admisible cuando se la hace valer con oca- 
sión de juicios que tienen diferente su1*tanciación. Pág. 51. 

Litis pendentia; excepción de. — Sólo puede existir litis pendentia 
en el caso de que se intente traer ante un tribunal un asun- 
to ya pendiente ante otro competente, y la mencionada ex- 
ección, como la acumulación de autos, requieren |Kira su 
admisión que anillos juicios tengan la misma substanciación. 
Página 65. 

Mandato. — Las disjiosietones del Código Civil relativas al man- 
dato sólo son aplicables a las procuraciones judiciales en to- 
cio lo que no se o]K>ngan al Código de Procedimientos, art. 
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1870. inciso 60; Código Civil. por lo que el an. 1924 del 
Código Civil no puede autorizar la sustitución válida del 
mandato que no |>erm¡te la ley procesal. Página 3$ 

Ministros nacionales; sus facultades. — Entre las limitadas 
atribuciones propias que el art. 99 de la Constitución con- 
fiere a los Ministril* en lo concerniente al régimen econó- 
mico y administrativo de sus respectivos dc|iartan lentos, no 
es posible involucrar la facultad esencialmente ejecutiva 
de nombrar y remover los empleados, atribuida en térmi- 
nos expresos al Presidente de la Nación (art. 86. inciso 10. 
Constitución Nacional), máxime atando en el caso, si se 
aceptara la tesis del recurrente, dicha facultad se babria 
ejercitado invadiendo también atribuciones del Congreso 
art. 67, inciso 7*% al crear un empico y asignarle sueldo. 
Página 288. 

r 

Payares firmados por funcionarios sin la representación necesa- 
ria para obligar a una provincia; su valides. — Véase "Ho- 
tel, teatro y casino de la Prov. de Tiietmiáii, su expropia- 
ción." 

Partida de defunción.— Véase "Jurisdicción." 

Petróleo.— Véase Kx|H>rtaciói», derechos de." 

Prescripción de multas.— Ni la ley N v 4363 aplicada en el caso, 
ni las números 3764 y 11.252, contienen precepto alguno 
especial y propio relativo al tiempo en que se o|iera la pres- 
cripción de las multas impuestas a sus infractores ni a su 
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interrupción j)or lo que corrcs|>ondc aplicar sobre el plinto 
ej art. # <!el CYxligo Penal. que hace extensivos a todos los 
delitos previstos j>or leyes esj>ec¡ales las disposiciones esta- 
blecidas en él. 

Ij*. prescrijíción que comienza a correr |>ara la acción 
en el momento señalado por el art. 63 del Código Penal se 
opera i*>r el simple transcurso del tiempo, sin que causa al- 
guna, ni .siquiera la tramitación judicial, pueda interrum- 
pirla. Página 293. 

ProccdintimtPí judiciales; ley de autenticación ¿V» 44. — Los pro- 
cedimientos judiciales a que se refiere el art. 2* de la ley 
N* 44, de 26 de Agosto de 1863, y l*>r consiguiente, los que 
prescribe la ley X* 5133, son aquellos que sé quieren hacer 
valer en otra provincia como comprobantes o como títulos 
de algún derecho, y no las comunicaciones entre jueces ele 
distinta jurisdicción, entre las que se comprende a los ex- 
hortos u oficios que se dirigen encargándose el desem|>eíio 
de diligencias relativas a los asuntos de que conocen. Pá- 
gina 206. 

/Voí nnhioHts judiciales. — Véase "Mándate»." 

Proporcionalidad en los impuestos. — I-a pro|>orcionalidad que 
consagra el art. 4? de la Constitución se refiere a la |x>hlación 
y no a la riqueza o al capital, precepto que no del* conside- 
rarse aisladamente sino en combinación con las reglas ex- 
presadas en los artículos 16 y 67, inciso 2 f de la misma. 
Página 359. 

Provincias como personas jurídicas; disposiciones leyales í/m<? /<• 
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son aplicables.— Siendo las provincias jiersonas jurídicas con 
arreglo al art. 23 «leí (Yidigo C ivil, les son aplicables las dis- 
|M>siciones del art. Mi «leí mismo y se hallan, |>or esla cir- 
cunstancia. Iiahilitadas para negar eficacia y valide/, a los 
actos de sus representantes cuando estos se hubieran extra- 
limitado ai ejercer sus | Mides. Página 72. 

Provincias, sus facultades ni materia de impuestos.— las Pro- 
vincias tienen facultad jwra gravar con impuestos todo ar- 
ticulo de producción territorial y todo otro, no exceptuado, 
que procedente del exterior ó de otras Provincias, se haya 
incor|x>rado a su propia riqueza general y sea materia de 
transacciones dentro de su -jurisdicción, no habiendo delega- 
do los estados autónomos dicha facultad en el Gobierno Fe- 
deral: pero no puede» crear gravámenes, de es|>ecie algu- 
na, que directa o indirectamente, signifiquen un impuesto 
al tránsito de las mercaderías, por el solo hecho de cruzar 
su territorio. El sistema de la Constitución ha sido, en ma- 
teria de circulación territorial y de comercio interprovin- 
cial, el de hacer un solo territorio para un solo pueblo. Pá- 
gina 92. 

Provincias; su facultad para crear impuestos. — Las Provincias 
en ejercicio del poder no delegado a la Nación, tienen la 
(acuitad de crear recursos para el sostenimiento de su vkla 
autónoma y fomento de sus servicios públicos y de su ri- 
queza, tajo el criterio libre de sus legislaturas para dictar 
las leyes necesaria*, sin otra exigencia que la de conformar 
éstas a las garantías generales de la Constitución Nacio- 
nal, único punto que puede ocupar la atención de la Corte 
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Suprima, careciendo ésta como carece. de atribuciones ¡>ara 
examinar los impuestos légales en orden a, otras circuns- 
tancias referentes a sus formas u oportunidad dé su |»er : 
cejicióit. Página 359. 

R 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
art. 14. ley 48, contra una resolución que hace lugar a la 
exección de arraigo que autoriza el art. H3 del Código de 
Procedimientos de la Capital, impugnado por el recurrente 
corno contrario a las garantías de inviolabilidad de la de- 
fensa cu juicio e igualdad ante la ley, qué consagran los 
arts. 16> y 18 de la Constitución. Página 39. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, en un caso en que la cuestión fede- 
ral que se pretendía tfaer a la jurisdicción revisora de la 
Corte Suprema, fué planteada por primera vez en el es- 
crito en que se interpusieron los recursos de redición y 
nulidad, esto es, después de pronunciada la sentencia que 
puso fin al pleito dentro de la justicia local, y |>or lo tanto, 
extemporáneamente. Página 48. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario del 
art. 14. ley 48, contra una sent ncia de la Cámara de Ab- 
laciones en lo Civil, contraria a las pretcnsiones del recu- 
rrente, fundadas en los arts. 10 y 11 de la Constitución. 
Página 135. 

Recurso extraordinario. — Con arreglo a la ley 48 cuando se en- 
tabla el recurso de ablación autorizado jx»r el art. 14. la 
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queja respectiva debe deducirse de ñutiera que su funda- 
mento aparezca de los autos y tenga relación directa c in- 
mediata con los artículos de la Constitución, leyes, tratados, 
o comisiones en disputa. Página 152. 

» 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14. ley 48. en los casos en que corres|ionde y se 
lia concedido el ordinario en tercera instancia, autorizado 
|K»r el art. i" de la ley 4055: recurso que tiene |x»r funda- 
mento en los casos del inciso >••. el interés de la Nación en 
el resultado de los juicios en que ella sea pirte. interés que 
se encuentra suficientemente protegido jwr la ablación del 
Ministerio Público y por la intervención del Señor Procu- 
rador General. Página 157. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48. contra una resolución denegatoria del 
fuero federal en jos términos del art. 2, inciso 1" de la ex- 
presada ley. Página 298. 

Recurso extraordinario. — Cuestionada la inconstitucionalidad 
del art. 59 del Decreto Reglamentario de la ley 9688. dicta- 
<la por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, 
|»r ser violatorio de dis|x>siciones de la Constitución Na- 
cional, procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48, contra la resolución denegatoria del privilegio invocado. 

La ley 9688 es modificatoria o ampliatoria del Código 
Civil y el art. 59 del referido decreto no tiene otro propósi- 
to que fijar las normas de orden procesal que la ley nacio- 
nal no ha podido establecer, dado que esa facultad no incum- 
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be al Congreso Nacional. Artículos 67, inciso II, 104 y IOS 
de la Constitución Nacional. 

La impugnación de nulidad del expresado decreto |H>r 
importar él una legislación procesal y al dictarlo el P«xler Eje- 
cutivo tle la Provincia se lia extralimitado en sus facultades 
por ser ello del resorte de las Cámaras legislativas provin- 
ciales, es un ptmto ajeno a la jurisdicción extraordinaria 
de la Corte Suprema. I 'agina 315. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 48, contra tina resolución que decla- 
ra la incompetencia de la justicia federal en un caso en que 
el extranjero demandado la acató, siendo el argentino, de- 
mandante, únicamente quien interpuso el recurso. Xo huí» 
privación del privilegio, dado que el argentino no gozalw 
de él, en el caso). Página 388. 

Rehntiditaeión. - Atento a que el derecho de dominio se pierde 
cuando la ley atribuye a una |xTsona a titulo de prescrípcíóti 
la propiedad de una cosa perteneciente a otra. art. 2606 del 
C. Civil, eorres|»onde el rechazo de una acción reivindicato- 
ría en un caso en que los demandados, |>or sí y sus antece- 
sores, han pósenlo la cosa objeto de la reivindicación, por 
mayor tiempo que el exigido i>or el art. 4015 del mismo có- 
digo para la prescripción adquisitiva. Página 272. 

Rrtroaethtdad de las leyes. — Kl art. 3 V del Código Civil. a1 es- 
tablecer que las leyes disponen para lo futuro, no tiene efecto 
retroactivo ni pueden alterar los derechos ya adquiridos, ha 
entendido, sin duda, referirse a las relaciones de derecho 
privado sobre las qué el Congreso, como una de las ramas 
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del Gobierno Federal, puede legislar, en uso de las faculta- 
des que Ic confiere el art. 67, inc. 11 de la Constitución Na- 
cional, sin comprender, propiamente, las leyes de orden ad- 
ministrativo que se den las Provincias o la Capital o Terri- 
torios Nacionales, ejercitando también facultades reconoci- 
das en la propia Constitución. Artículos 105 y 67. inciso 14 
y 27 de la Constitución. 

En tesis general, el principio de la no rctroactividad 
no es de la Constitución, sitió de la ley. lis una norma de 
interpretación que deberá ser tenida en cuenta |x>r los jue- 
ces en la aplicación de las leyes. |*ro no liga al Poder Le- 
gislativo que puede derogarla en los casos en que el inte- 
rés general lo exija. Esta facultad de legislar liada el pasa- 
do no es; sin embargo, ilimitada. El. legislador podrá hacer 
que la ley nueva destruya o modifique un mero interés, 
una simple facultad o un derecho en espectótiva ya existen- 
tes; los jueces, investigando la intención de aquél |>ndrán, 
a su vez. atribuir a la ley ese mismo efecto. Pero ni el le- 
gislador ni el juez pueden en virtud de una ley nueva o de 
su interpretación, arrebatar o alterar su derecho patrimo- 
nial adquirido al amparo de la legislación anterior. En ese 
caso, el principio de la no retroactividad deja de ser una 
simple norma legal para con fundirse con el principio cons- 
titucional ile la inviolabilidad de la propiedad. 

L úa ley retroactiva creando impuesto o ampliando p 
alterando los ya existentes, no pugna con el principio de la 
inviolabilidad de la propiedad siempre que se mantenga den- 
tro de las condiciones que constitucionalmcnte ]o definen, 
esífó es, cuando es razonable, no es opresivo en su manera 
de actuar, ni es conficatorio. Página 103. 
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Retroactividad ; su efecto en las leyes de impuestos. — El mero he- 
cho «le que una ley de impuestos tenga carácter retroactivo 
no constituye una causa de invalidación de la misma. Pá- 
gina 103. 

8 

Superintendencia. — Corresponde a la Corte Suprema dirimir 
un conflicto entre jueces de distinta jurisdicción, respecto a 
las formalidades que debe llenar un exhorto librado |>or 
uno de ellos. Página 375. 

Petróleo.— Vvasv "Defraudación de la renta de Aduana." 
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.hlministración de Impuestos hítanos cotitm Chúdimck, [i t*ir 
y Compañía Limitada; sobre aplicación de una multa por 
infracción a la ley 11.252. 

Sumario : \" Los decretos íeglam*?ntár«QS del pecijer administrador 
pueden apartarse ¿le la estructura literal de la ley. siempre 
que se ajusten al espíritu «le la misma, y el texto legal es 
susceptible de ser modificado en sus modalidades < le expre- 
sión siempre que ello no afecte su aceitón sustantiva; en 
consecuencia, procede establecerse, en general, desde luego, 
que no vulneran el principio establecido en el inciso 2'-' del 
art. 8T> de la Constitución las instrucciones y reglamentos 
que se expidan par? la mejor ejecución «le las leyes cuando 
esa reglamentación se dicte «cuidando» <le que se manK-ngan 
inalterables los filies y el sentido o concepto con que dichas 
leyes han sido sancionadas. 

2' Lo (lijé grava con un impuesto el art. 17 de la ley 
11.252, es la prima del seguro, y, en consecuencia, debe af- 
ilar dicho impuesto quien perciba esa prima, esto es. una 
cornalina, un |«irticular. un agente, un representante, etc.. 
del que ha realizado la operación en las condiciones que preve- 
ía ley; siendo el propósito de la misma gravar las utilidades 
que están destinadas a salir «leí |xús para distribuirse en for- 
ma de dividendos entre capitales del extranjero que. con me- 
noscabo de nuestra economía, van a acrecentar el ahorro de 
otras naciones, y que se substraen definitivamente, a la 
esfera «le acción de nuestro régimen tributario. 

39 Al reglamentar el Poder Ejecutivo el art. 17 ele la 
ley 11.252 en e! decreto de Diciembre 7 de 1923, no ha ex- 
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cedido sus facultades ni ha creado el impuesto qüc » le 
atrdmye, limitándose a darte la extensión v alcance que 
fluye de ja manifiesto deterniinación del texto legal, o m 
m espíritu bien claramente definido de la ley. 

Qiso: Im explican las piezas siguientes: 



RÉSOi.WION mu AOMIÍCrSTRADOR ... I M PUESTOS I X'l'l'K .\< (S 

Buenos Aires, Abril ¿J «!<■ Í92ft 

V Vistos estos autos \- 6I0-l»-924, seguidos contra Chad- 
weir y ( sociedad anónima, i-.r infracción a la ley de 
wmros, resulta que según comunicación <!<• fs. I del señor *|ef< 
tlcl ( (introl .1.- Seguros, los empleados que nombra dé la oficina 
a «t cargo comprobaron con I- libros a la v¡s la . qué la sociedad 
estala cn flagrante infracción las leyes <!<• impuestos internos. 

Scgóu acta de fecha 17 .!,■ \^,s,., de 1924, hecha con exa- 
'"<« de aquellos, resulta que la sociedad nombrada paga ,'mpues- 
internos solamente desde la operación que lleva el X" .?_'<>, de 
3 de Knero del mismo afín. 

, EI lnWr «sa<ÍP depara que la sociedad .... aseguradora, ni 
siquiera represéntente (Urecta .1.- compañías .!«• seguros, si,,.. úni- 
camente recentante .. agente de corredores <l«- seguros ni el 
exterior, al tínico efecto de cobrar por cuenta .!«■ dichos corred» 
n-> bis prunas sobre seguros colocados ,..„• ,.||„. e n esta Capital 
' i. el nesgo de seguros marítimos. 

Qüé las pólizas son exiw lidas en .1 exterior sin interven- 
ción de la sumariada. 

Agrega .,..«• no siendo contenía .Ir seguros, sino cobradora 
• I.- prunas por cuenta de cric, lores de ><»»n,s en Inglaterra, en- 
tendrá la sociedad qiie tío l«- correspondia ningún impuesto bajo 
las leyes anteriores a la 11.252. 
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A continuación, el acta transcribe las operaciones por bis 
cuales la sociedad fcbbrú prima con mtlicación de fecha y tic su 
im|H>ru\ 

Que da<Üt vista; la sumariada, para mi defensa, alega que la 
formación de este sumario obedece a algún error di? los que l<> 
inician, pues de h* contrario «o se habría esperado que hiciera 
síi defensa; 

QfciC para que exista defensa, es necesario la acusación y és- 
la del>e fundarse en alguna infracción a la ley y eñ este caso 
no existe violación alguna, como resulta de la exposición hedía 
pur el señor Lceey E>H«s y repite ampliando los conceptos ver- 
tidos por éste al labrarse las actas. 

Dice que la primera ley «pie grava !«»> seguros, es la 3884 y 
ésta Ib establece para las coiiijíañias de seguros sólo y exclúsiva- 
menre. y cptno (licha spcicdhd no es compañía cíe seguro*, no la 
afecta. 

QtiC el I). R, del 1" de Mayo de 1900, en su an. ¿81, títul<i 
9*, e> perfectamente clan» al establecer que las obligaciones res- 
]>ectivas corresponden a las conipanias de seguros. 

Qiv¡ la reglamentación del 26 de Octubre tk 1922, establece 
¡guajes principios sometiendo a ellos a las compañías de seguros. 

0HC solamente ante los términos va distintos del decreto de 
7 de Diciembre de 1*'2.V «pie habla (íc particular o compañía, ha 
creído, sin entrar a discutirlo, que también ella si- encontraba 
comprendida ch las obligaciones que creaba el mismo y por eso 
se ha inscripto < 4 i> los registros de esta Administración y ha ag- 
nado los impuestos de la ley 11.252. 

Pide, en consecuencia, que se archive este sumario o se le 
concrete la acusación (pie exista. 

Q«e pasados los autos a iníonne del ('. de Seguro*, éste se 
expida sosteniendo la existencia ríe fraude por parte de los su- 
mariados. 

Que dada nueva vista a la interesada, la evacúa, sosteniendo 
sus anteriores conclusiones que amplia en su defensa. 
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<¿ue posados los autos al señor Asesor Letrado, dictamina 
diciendo que a su juicio, no se lia comprobado que la sociedad 
naviera Chadwick. Weir y C ía., haya efectuado contratos de se- 
guros ni haya cobrado primas de los mismos como entidad ase- 
guradora o agente directo de bmpaüíáS extranjeras, correspon- 
diendo, en consecuencia, el sobreseimiento y SU iliscri|H'ión en 
los registros de esta Administración, de acuerdo con lo dispuesto 
poí el art. I", titulo X de la reglamentación gotera): 

Que con fechas Knero 13 y 22 del corriente año. le ordena- 
roiij para mejor proveer, la diligencias «pie se mencionan. 

QU6 a fs. 59. se presenta el interesado pidiendo nueva vist:i 
p..r haberse practicad.» diligencias con |>ostcrioridad a su defensa, 
la qtie le fué concedida. venciendo el término sin haber hecho 
WSQ cié ese dercclm. 

Oue iKlKidós nuevamente los autos al Señor \scsor. se ex- 
pide el señor doctor Arguello en diametral ojmisícíóh con el die- 
nten anterior del doctor Herrera, sosteniendo la responsabilidad 
ile la sumariada, a quién deben cobrarse los impuestos y aplicar- 
se las sanciones del art. 36 de la ley X7<A. 

Y "Considerando : 

Oue según Jo dispone la ley 11.252 en su an. 17. las com- 
pañías ríe seguros de cualquier género, cuya dirección o capital 
inscripto iío e>tén radicados en el país, pairan un impuesto del 
/ \ sobre las primas de seguros que celebren, exceptuando (os 
seguro* sobre la vida que pagarán el impuest.> del 2 sobre di- 
chas primas y los según» agrícolas ipie no legaran ninguno. 

Igual *lis|H.sición contenía la ley en su art. 16; 

lomo se ve, de las transcripciones hechas, el propósito ma- 
nifiesto de la ley es gravar con impuesto la operación de seguro, 
haciéndolo efectivo sobre la prima que se perciba. 

lia procurado también la ley evitar la salida de capital «leí 
Is-tis y ]»»r eso e-< que el valor del impuesto aumenta tratándose 
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tte compañías cuya dirección y capitales están radicad*» cíi la 

1.a ley no ha podido exigir que la operación se realice ni di- 
rectamente, |M»r la compañía seguradora, ni por agentes directos, 
bastándole que se alione la prima, lo que demuestra, evidentemen- 
te, la existencia del seguro. 

Va el l\ K.. |*»r decreto de 30 de Marzo de 1**07, dispuso 
que toda compañía que ]>erc¡l>a prima |xir seguro en cualquier for- 
ma que sea. directa o indirectamente, deberá inscribirse en la 
oficina dél Control de Seguros en esta Capital, a los efecto* de 
sufragar el impuesto correspondiente. 

l'*se decreto que no |»odrá en manera alguna, serle descono- 
cido a la sumariada, debió demostrarle qtie el verdadero pro|>ó- 
sito de la ley. era cobrar el impuesto a la j>ercc|>ción de la prima 
y que, |K>r consiguiente, no era necesario fuese la compañía mis- 
ma aseguradora la que percibiese aquella u otra i*?rsona en el 
concepto jurídico del vocablo, antes al contrario, tratándose de 
compañía, existen mayores garantías en su existencia que ase- 
gurati el mejor cumplimiento de las leyes fiscales, siendo mn- 
cbo más fácilmente burladas cuando agentes indirectores sean los 
encargados de bacer efectivas las primas de los seguros. 

Sostener que tío corres|>ondc el cobro del impuesto a las pri- 
mas que se perciban indirectamente por las compañías extran- 
jeras, seria crear a favor de éstas la exención del impuesto cuan- 
do lo que quiera la ley precisamente, es aumentar la tasa )>or esa 
circunstancia: lo de lio tener capital ni dirección en el país. 

Por eso, el l?¿ E. por decreto de 7 de Diciembre «leí año 
19¿3, dispone que todo particular o compañía que perciba pri- 
mas por seguros de cualquier clase que sean, están obligados 
a cumplir las disposiciones sobre inscripción establecidas en el 
titulo 1" de la R. G. 

Con esto, el P. E., ni modificaba la ley ni la aclaraba, pues 
no es esa su misión constitucional, sinó que en uso «le facultades 
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propias, establecía cu «na reglamentación, lo que tal vez habría 
sido innecesario hacer 

El dictamen del Señor Asór de is. 31, no es lógico, 

Si la sociedad nombrada tiene según el mismo, la obligación 
<!<• inscribirse, de acuerdo con lo dispuesto por la R. (,.. en el art. 
1 ■ del título 10, es porque la considera compañía de segiirós ti 
operando en ellos y en ese caso nn se justifica la exención .1. 
impuesto. 

i'ani|x ico la ley ha nulificado la situación jurídica de la su- 
manada .creando obligaciones nuevas, une no existían a la ¿po- 
ca de -ii constitución. 

La ley es la misma y sólo han variado los términos del I). 
R.. haciendo extensivas a los particplares las obligaciones esta- 
blecidas a las compañías r|p seguros en general. 

lístabíecido que el impuesto gravita sobre la percepción de 
la pruna, no habiéndose hecho efectivo, dicho esta que no se ha 
cumplido la disposición legal que lo sanciona. 

Ésta omisión está prevista en el art. .V» «le la ley ,?7r.4. 

Por confuiente. corresjMMidc exigirle y aplicar una multa 

■ Ir ln tantos aquél. «le acuerdo con la disposición citada. 

Por estas consideraciones, se resuelve: imponer ri | a sociedad 
» ha.luick. VVcir y Cía., la obligación de aímnar en concepto de 
impuestos por las primas .le seguros percibidas desde el 24 «le 
Abril de 1918 hasta el 5 «Je Muero «le 1924, y a «pie se refieren las 
acia- «le is. I a la simia «le cuarenta y nueve mil ciento seten- 
ta y tres pesos cu noventa y siete centavos, y una multa «le cua- 
trocientos noventa y un mil setecientos treinta y nueve ]h-s.,s con 
setenta centavos, ciñas cantidades deberán depositarse dentro 
«I.- N.s cinco «lias en el Uaneo de la Nación Argentina, a la orden 

■ l«- esta Administración, presentando los justificativos «leí caso. 

Tome nota Contaduría, certifique Sumarios quiénes sean de- 
nunciantes en este juicio y nótifiquese. reponiéndose las fojas. 

Rieáedó J. Davel, 
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VISTA DEf. PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez Federal: 

Kn el expediente de la Administración de Impuestos Inter- 
nos. N" MI), sección I o , mío 1924. evacúo el traslactó corrido de 
la expresión eje agravios de la sociedad apelante. Gliadwick, Weir 
y Lia. Ltda., y solicito sea confirmado por sus fundamentos y 
por los que en el curso de este escrito enunciaré, con costas, el 
pmmincianiicnto.de que se recurre, que figura a fs. 61 de acue- 
llas actuaciones. 

Li inteligente y hábil defensa de la sociedad ajH'lantc. dig- 
na. sin duda, del prestigioso letfáclq que la patrocina, tne ohliga 
a una respuesta más extensa y prolija que la requerida jmit la 
naturaleza del asunto; y tengo la fundada esperanza, después 
«le un estudio detenido de éste, de que, si bien no louraré una ma- 
yor ilustración de las cuestiones planteadas, y mucho menos en 
cuanto se refiere a V. S.. que las ha estudiado y resuelto tantas 
veces, de rel»aiir con buen éxito, porque asisten a mi ¡ferié las 
mejores razones en el orden jurídico y social, los argumentos 
fundamentales con que la contraria pretende la revocación del 
fallo administrativo. 

I 

No t sta prescrípla tu acción penal — 

lili los capítulos .V'. 4'-' y 5" del escrito de agravios, se sos- 
tiene que la acción jK-nal, res|K*cto ele casi todas las infracciones 
a la ley de impuestos ¡litemos; castigadas en el fallo recurrido, 
se halla prescripta; y voy a demostrar. |>artiendo de las mismas 
premisas que en este puní" sirven de liase a la defensa de la 
apelante, que en ninguno de los casos contemplados transcurrió 
el plazo legal de la prescripción corres] wndiente. 



12 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Acepto, pues esa es ta verdadera tesis legal y está ya con- 
sagrada por la jurisprudencia de los Tribunales Federales en di- 
versos casos, entre ellos el citado |»or la contraria, <|ue la pres- 
cripción aplicable a las multas |>or infracciones a las leyes de 
impuestos internos, es, en tanto no existan en estas dis|Misiciones 
©jwciales, ta qttfi sfe establece en el Código Penal : y estoy con- 
forme, también, en que «la acción |>enal |»ra aplicar tas inultas 
a Chadivick, Wicr y Cía. Ltda. del* considerarse <|tte comenzó 
a ejercitarse el 9 de Septiembre de 1924, fecba de la primera 
actuación que ajwreee en el exi>cdiente administrativo». 

Fundado en estas dos premisas cíe 1a defensa, que doy 
|>or exacta*, digo que la acción penal no se halla prescripta acer- 
ca de minguna «le las infracciones motivo de estos autos: 1" (jor- 
que en virtud de la cs|>ecial naturaleza de los hechos punibles 
(16 que se trata, como asimismo de ta iudisi>cnsable eficacia de 
tas leyes im|N>s¡tivas. el ticin|x> para 1a prescripción del derecho 
de acusar las infracciones relativas a impuestos internos, np co- 
rre sino desde el día en que estas sean descubiertas; 2\ porque 
aquellas infracciones constituyen un «delito continuo», y según 
el art. 6.* del Código Penal, invocado en su apoyo |jor la contra- 
ria, no comienza entonces la prescrifición sino desde el día «en 
que cesó de cometerse»; y 3". f»orque aun cuando asi no fuera, 
rediría en el caso sub judie? ta segunda cláusula del art. 67 del 
mismo código» olvidada |wr la contraria, y cada una de las sul>- 
siguientes infracciones. después de la \ inicra, en que incurrió 
la sociedad a|>elanfc. habría interrumpido la prescri|>eión de la 
anterior, en forma que no permitió que se cumpliera el plazo de 
ninguna de ellas, como es fácil verlo examinando ligeramente la 
planilla A., casilla de las fechas, acomunada |K>r aquélla a 1a 
expresión de agravios que contesto. 



No invento la tesis que sostengo como primera razón jwra 
pedir el rechazo «le esta defensa de 1a sociedad recurrente: la 
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Suprema Corte de Justicia de la Xación la consagra en el tallo 
que se registra en el tomo 85, j>ág. 175. dictado en la causa 
CLXVI. seguida contra don Ignacio Rietcr, al confirmar |x>r sus 
íundmentos, la sentencia de primera instancia, del ex Juez Fe- 
deral, doctor Gervasio F. Granel, en la que se estableció que «la 
prescripción en la infracción la ley de impuesto internos, no co- 
rre sino desde el dia en que se descubra». 

Y bien se comprende, señor juez, que elementales razones 
de lógica y de buen sentido, hacen ilevantable y justiciero este 
pronunciamiento del Supremo Tribunal. Xo puede regir, en estas 
trasngresiones a las leyes de impuestos fiscales, el mismo crite- 
rio que en los demás delitos y faltas del derecho común, tan dis- 
íintos de aquéllos en la manera de producirse y en la trascen- 
dencia pública que los rodea y denuncia necesariamente. 

1.a prescrijKÍón de la acción y la pena; en materia crimi- 
nal, se fundan. princijKilmente, todos lo sabemos, en el olvido y 
el |KTdón del delito. |>or |>arte de la sociedad y de los indivi- 
duos agraviados con él. 

¿Más, cómo perdonar ni olvidar un hecho delictuoso que no 
se conoce, y qtíe taittpocó puede conocerse sin una previa inves- 
tigación, puesto que no produce escándalo público, ni conmueve 
a la sociedad como un asesinato, un incendio, un rolio, una vio- 
lación, un asalto cualquiera a las personas, al honor o a los bie- 
nes?... 

i 

Las infracciones a las leyes impositivas, en |»rticular tas que 
realiza el comercio, y sobre todo las que afectan a los impuestos 
internos, son silencioas, discretas, y se llevan a cabo con inteli- 
gencia y ardid insuperables ; y no \ unirían castigarse nunca, con 
grave perjuicio jara los intereses fiscales y colectivos, si la ac- 
ción penal respectiva empezara a prescribirse, y continuara, den- 
tro del mismo silencio y desconocimiento público que las amigara 
y las salva, casi siempre, de la debida sanción punitiva. 

Señor Juez: es prudente y necesario mantener el previsor 
y justísimo criterio de interpretación legal que decidió el recor- 
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dácío fallo «le nuestra Suprimí Corte Nacional: él cas» «le amos 
lo prueba mejor qm- las argumentaciones más elocuentes. 

Conforme a él. tío está proscripta la acción penal acerca 
de las infracciones que originaron este sumario: éstas fueron 
descubiertas en los ilias 27 y 28 «le A K «,sto v 1" y > dé S«-pii«m- 
bre «le 1924. según actas «le fs. I. 4. 7 y I] «lel sumario, y la 
acc.«>n penal comenzó a ejercitarse en 9 de Septiembre «leí mis- 
mo año. «le acuerdo con lo «me confiesa la propia s«x-icda<l recu- 
rrente en el capitulo 39 «le su escrito «le agravios. |«* qm- os. por 
otra parte, exacto, como se acredita con la nota «le fs. I bis. de 
las actuaciones administrativas. 



invoqué, como scimn.lo argroriétiíc «¡cniostrativí» «le la incon- 
sistencia legal «le la prescri«x-i«'m < .puesta. )<• estatuido en la se- 
gunda cláusula «leí art. 63 «leí Cócligo IVnal. ,H>rque indudable- 
mentó, constituyen, estas infracciones. ,M,r su propia naturaleza, 
y por la forma en que se pro«luccn un «delito continuo» «• su- 



cesivo. 



«En los «lelitos sucesivos, la prescripción empieza sólo des- 
pués «le li.-il.er cesado el csta«!«. «pie constituye la infracci«'m», de- 
claró la Suprema C orte Xaiconal en el fallo del tomo 23. pág. 109 
y después, en el tomo 88. pág, 323: «No es «lable alegar pres- 
crq^t«>n «leí derecbo «le acusar ¡K,r una infracción que se conti- 
núa cometiendo». 

V asi tiene que ser. no es necesario detenerse a «leinos- 
trarlo con otras razones, si han «le respetarse los conocidos prin- 
cipios éticos y jurídicos, y los objetivos sociales que explican co- 
mo una necesi«la«l imperiosa, «lentro de las normas «le la vida 
colectiva, lo que se llama la prescripción de las acciones v «lo 
las penas. 

La sociwlad ajielante cesó de cometer las infracciones «pie 
se le atribuyen, y están probadas en autos, recién a raíz del de- 
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ereto de fecha 7 de Diciembre de 1923. reglamentario dé la le» 
N w 11.252, según ella misma lo manifiesta en su escrito de agra- 
vios y resulta también <le las constancias de autos; y como ta 
acción |K?nal comenzó el día 9 de Septiembre de 1924, como se 
dejó establecido más arriba, sólo transcurrieron basta entonces 
nueve meses, es decir, 110 se oficró ni la prescri|>ción de un año 
i * vista en el arr. 62, inciso 6° del Código Penal. 



V cité, |K>r fin, en tercer lugar, amparándome en ella, la 
segunda fiarte del art. Ci7 del Código Penal, que reza: «1.a pres- 
cripción se interrumpe si, antes de vencido el término, comete 
el reo otro delito». 

Pareciera que la comisión especial de la H. Cámara de Di- 
putados. incor|x>ró, sin querer, a juzgar jxir lo que expresa al 
resf>ecto en su informe (véase pág. 179 del liliro que contiene 
el código en vigencia y sus antecedentes), el requisito indispeiisá- 
ble de la buena conducta del reo. posterior al hecbo del delito, (ta- 
ra que la prescripción se o|>erara, que fuera propuesto y defen- 
dido |>or la comisión de jurisconsultos redactora del proyecto de 
190o, cuando dice: «El solo transcurso del tiem|io, no puede ser 
suficiente para que la sociedad quede desarmada rcsjiecto de 
aquél que la ha ofendido en sus más primordiales derechos, co- 
mo son todos los que se encuentran protegidos por las leyes pe- 
nales» (véase |iág. 358 del mismo libro); y más adelante, |iág. 
359: «Nosotros» pues, que no vemos garantías «le ninguna clase, 
en el solo transcurso del tiempo. pro|xinemos en su reemplazo, 
como liase de la prescripción, la buena conducta del perseguido 
o condenado, que, como lo hemos insinuado, consulta el triple 
propósito de la justicia, de la reforma del delincuente y de la 
prevención de los delitos». 

Si se penetra bien el espíritu de la cláusula trascripta, vése 
que es el mismo que inspiró, en ese punto, la reforma propues- 
ta por la comisión de '906. y que se infiere de los pasajes re- 
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producidos; y no quedara así. ninguna duda acerca del alcance 
de aquélla: para que la acción penal se prescriba respecto de un 
delito cualquiera, es indisjwnsable que el autor de éste no cometa 
ningún otro dentro del término de la respectiva prescriprión. ... 
lo que significa lo mismo, qtte observe la «buena conducta que 
exigían los miembros de la aludida comisión de juriscojísu 
conifi requisito esencial de la prescripción de las acciones pu 

Las sucesivas infracciones en que incurrió la sociedad api 
lame, después de la primera, y siempre antes de transcurrido un 
año entre cada una, internuupieron el término de la prescripción 
acerca de tenias, hasta llegar al «le la última, que lo fué. a su vez. 
]M»r el ejercicio de la acción que dió origen al sumario de fs. í. 

Por eso sostuve, apoyado en el art. 67 del Código Penal, 
que si las transgresiones cometidas \x>r la recurrente, se consi- 
deraran com<i hechos aislados, y no como un tdelito continuo» 
según lo juzgué en el af>artado anterior, tantpfco habriase pro- 
ducido la prescripsción de las acciones |>enales respetivas. 

Por estos fundamentos legales: por la jurisprudencia invo- 
cada y jHir las consideraciones de hecho con qtte aquéllos y ésta 
se robustecí, debe V. S. desestimar la inadmisible prescripción 
en que se ainpárá la sociedad Chadwick. VVeir y Gfa. Ltda. 



II 

til fondo dé la cuestión — 

Kn los capítulos l v . 2", 6% 7 V y 8" del escrito «le agravios, se 
impugna la sentencia administrativa recurrida en cuanto al fondo 
del asunto, pues en ellos trátase de demostrar que las operaciones 
de seguros realizadas |>or intermedio de la allante, y que fue- 
ron objeto del presente sumario, no están sujetas al impuesto 
establecido en el art. 17 de la ley N" 11.252. y que, por tanto, 
es improcedente la multa impuesta. 
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Me será fácil convencer a Y. S. <le que dio entraña un 
simple error. quizá explicable. |>or la ni>arente osinriilacl ele la 
ley, ile la sociedad ajelante. 

V<lÍiicro, desde luego, a la tesis sustntada por el señor Ase- 
dado «le la Aministración de Impuestos Internos, en el 
n de fs. 58 v. del sumario, cuyas conclusiones legales re- 
odu i íntegramente, ppi! estimarlas conformes a la realidad 
de los hechos contemplados en este proceso, y al verdadero es- 
íritu del derecho aplicable cu la materia. 

Fuera ingenuo admitir, pues asi toleraríanse las más bur- 
ilas transgresiones, y entonces, hasta sobraría el refinado arte 
con que cierto comercio suele realizarlas tan elegante como im- 
punemente, que las leyes impositivas miran más al sujeto, al 
agente, que al hecho, al acto, cuando sancionan un gravamen 
cualquiera sobre las actividades mercantiles. Aquél se oculta o 
se desfigura con solo no salir a la plena luz de la calle, y con 
un barato disfraz: pero el otro, el hecho, el .suceso, no existe, no 
vive, si no toma su verdadera forma, si no encarna en su cuer- 
po, si no se exterioriza en la manera impuesta t*>r la ley, si no 
se materializa en el «acto jurídico»* que no puede ser por su 
esencia sino lo que realmente es. Por eso a éste, y no al sujeto, 
tienen en vista, en principio, como fuente de la renta fiscal, las 
leyes impositivas. 

La que ahora se discute, la X'' 11.252, en su art. 17, ha 
querido, como lo indica la lógica más elemental, que se pague 
«un impuesto del 7 % sobre las primas de los seguros que se 
celebren, exceptuándose los seguros sobre la vida, que llaga- 
rán el impuesto del 2 % sobre dichas primas, y los seguros agrí- 
colas que tu» legarán ninguno»* cuando esas primas han de ir a 
engrosar capitales radicados y en giro fuera del país, con el vi- 
sible pro|MJ3Hto. por el conocido procedimiento de los graváme- 
nes diferenciales, de fomentar la radicación en la República de 
los capitales destinados a negociaciones de aquella naturaleza. 

Sus antecedentes parlamentarios permiten asegurarlo asi, 
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si los Recorremos desdé la celebre discusión habida en la Cá- 
mara de Diputados, en las sesiones <le prórroga de Enero ,|e 
1897 (véase en las de los días 4 y 5 de ese mes. los discurso* <«e 
los domados Barroetaveña y Mitre, pág». 777 v 792 del tomo 
correspondiente)!, al tratarse la ley W .3469. precursora á 
m .3884 hasta llegar al informe .pie respecto dél art. lf. <le teta 
ultima, igual al 17 de la .V 11.252. actuabnente en vigencia, pro- 
dujo en la II. Cámara <le Senadores, en la sesión del 25 •> So 
Vimbre «le 1899, el miembro de la comisión de presupuesto se"¿ 
nadar por La Ríoja, don Lidoro J. Avellánela, quien «lijo, emr ■ 
otras cosas: 

«X.. es que nadie en este i«is esté en desacuerdo para pro- 
teger a las compañías extranjeras: no; lo que se quiere única- 
mente, es radicar en d ,«¡s, por lo menos, las ganancias que 
dan estas con,|»ñ¡as; puesto que todo el capital asegurado no 
es otra cosa, al finalizar cada año. como resultad Uc las fa- 
llancas que se ban obtenido de toda esa cantidad de asegurados» 



«Creo, señor Presidena* que no está lejos el dia en (pie 
se sancione un proyecto ele ley que obligue a todas las compa- 
ras de seguros ;• .pie dejen por lo menos sus ganancia? dentro 
del país, como sucede en todas las naciones del mundo en .pu- 
se opera esta clase de comercio». Pág. 953 del tomo respectivo. 

«... Eli Segtiftílo lugar, aplicado a las utilidades .pie cóscchán 
en el país los capitales de las compañías formadas en el extran- 
jero, el impuesto tiene su razón de ser y su explicación lógica 
dentro de un plan de política fiscal, mientras que no la tendría 
•>| licado a capitales .pie no se han vinculado al país y cuvos frit- 
as .... se han obtenido denrro de él. Él propósito de las leves 
«...posmas «le que se trata es fácilmente perceptible: gravar las 
Utilidades que están destinadas a salir del país para distribuirse 
en forma de dividendos entre capitales del extranjero: que con 
mimoseaba de nuestra economía van a acrecentar el ahorro de 
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otras naciones, y que se substraen definitivamente, a la esfera 
de acción cíe nuestro régimen tributario. Ks. por consiguiente, 
a las eomjnñías formadas en el extranjero y que traen sus ca- 
pitales a la República fiara emplearlos en bienes raices, en indus- 
irias o en otras clases de negocios, a las que está destinado el 
impuesto <kl siete |*.r ciento de utilidades: y cuando las leyes 
2774 y 2X5o hablan cié capital inscripto no radicado en el jiats, 
se han referido no a la implantación de esos capitales, q empleo, 
A el extranjero, sino a los que han sido suscritos y formados 
<¿eia de la República, a donde van también las utilidades a re- 
1 irtirse, contribuyendo a dar mayor fundamento a esa interpre- 
ta-ion lo manifestado en la discusión legislativa que precedió a 
la sanción (le la ley X' 2924. en la que fué suprimido este im- 
puesto (Diario de Sesiones de la H. Cámara de Diputados. \m>. 
pátf. 3á9¿ tomo 2"). 

Asi explicaba la Suprema Corte de Justicia Nacional en un 
pasaje del considerando 13» de la sentencia que se registra en el 
.torno 132, pág. 402 de sus fallos, dictada en la causa «Destile- 
ría Argentina contra el Gobierno Nacional, sobre cobro de pe- 
sos», el |*>r qué de estos impuestos internos sobre la» transar- 
es comerciales cuyos dividendos salen del país, y «con menos- 
de nuestra economía van a acrecentar el ahorro dé otras 
», y «se sustraen definitivamente, a la esfera de acción 
stro régimen tributario». 

-^«íwcl alto Tribunal interpretó bien, seguramente porgue 
consultó con acierto los antecedentes legislativos y emprendió me- 
jor el propósito social ]>erseguido. el verdadero espíritu y alcan- 
ce de esas leyes impositivas, antecesoras de las números AS84 y 
11.252, que ahora nos ocupan, e idénticas a éstas en la cláusu- 
la que discutimos, es decir, el art. 17 «le la ley N'' 11.252. 
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No puede pensarse, entonas, sino por una inaceptable ¡ii- 
terprctación al pie dé la letra. Ib cual nos llevaría a conclusiones 
ilógicas, casi irrisorias, que el impuesto establecido en la referi- 
da prescripción liega! grave «a las compañías dé seguros» como 
talo entidades, o siquiera únicamente a los contratos de segu- 
ros celebrados por ellas, como si sólo se hubiera ritiendo perse- 
guir a esas cor|M>rncioncs. dificultando con un mayor gravamen 
>u*. actividades mercantiles. Bastaría para burlar el designio de 
la ley. si asi se la entendiera y aplicara, con qjuc cada compañía 
aseguradora se valiera, en el trámite y celebración de sus contr i 
tos. de un tercero que no fuera a su vez «com]>ama de seguros . 
o que delegara en un agente individual cualquiera, (pie tain- 
poco se llamara «compañía de seguros», no obstante serlo en la 
realidad* SU personería o representación a los fine' de esas con- 
venciones. A ninguna le faltaría el «barato disfraz» a que aludí 
en un párrafo anterior!... 

Los decretos reglamentarios, o reglamentaciones genérales, 
de 26 de « >ctubre de l<>22 y 7 de Diciembre de 1923, se ajusta- 
ron bien. |H»r consiguiente, al verdadero espíritu y objetivo esen- 
cial dr las leyes respectivas, al decir en el art. 3 o del titulo X: 
tEI impuesto interno sobre serums es adeudado desde el mq? 
mentó en (pie se cobra !a prima»; y |x>r las mismas ra: * 
íundanuntan la precedente aserción, las que enuncié nías arta 
digcj qiie el dictamen legal de fs. 48 y. del sumario, a r v:, 
efusiones me adherí sin reparos en el secundo apar! 
capítulo, refleja fielmente, el real alcance de la cláusula , 
te del art. 17 de la ley X" I1.252¿ cuando expresa, entre otras 
cotós: «el hecho imponible lo constituye la jktccjkíóu de la pri- 
ma» : «cualquiera que lo realice, ¡«articular o compañía, princi- 
pal. agen{c o intermediario, está obligado a satisfacer al Pisco 
el impuesto correspondiente» : y «lo que verdaderamente de- 
muestra la existencia del seguro, es el pago de la prima, y desdft 
ese momento, él impuesto es adeudado jM>r el que la colwv*. 
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Siendo esto así, como ha dé reconocerlo V. S. en cuanto 
mediré un instante acerca del iondo cíe la cuestión planteada |Kir 
la sociedad recurrente, en el escrito de agravios a que contesto, 
convendrá también, sin esfuerzo y sin cavilaciones, en que no 
era necesario, sino para disipar tuda duda al comercio del ramo, 
y a los funcionarios de la administración encargados de hacer 
cumplir la ley en esa |Kirte, el agregado de las palal»ras «todo 
lar o compañía», hecho en el art. i'* del titulo X de la rc- 
ntación general de impuestos internos, de fecha 7 <Ie Di- 
ciembre de 1923. Se quiso evitar con él, y nada más. que los par- 
es, o asociaciones ele otra clase, puedan entender que. por 
1 unstancia de no ser «comjKiñías de seguros», están eximi- 
dos del pigo <Iel impuesto creado csohre las primas de los se- 
guros que celehren». el que, según lo vimos, grava a éstas, cua- 
lesquiera sean ios agentes que las perciban. 

La ley habla sólo de com|»amas de seguros, |>orque presu- 
me, a los fines del impuesto, que lo son tocias, aunque no se lla- 
men asi, ni lo sean realmente por su constitución, las que rea- 
lizan esas transacciones especiales ; y- no se ha referido a los par- 
ticulares, porque no es habitual, ni siquiera lo concebimos den- 
tro de la índole y magnitud de tales negocios, que éstos se efec- 
í ; .individuos no constituidos en socie<Iades de esa clase. 

* rece, pues, d antedicho decreto reglamentario de 7 de 
de n i M rfe 1923, de la grave trascendencia que le atribuye la 
uando ye en aquellas pula I iras transcriptas, un agre- 
gado o • "icnda a la ley respectiva, eu violación de la conocida 
clátistila 1 "I inciso 2 S del art. 86 de la Constitución Nacional. Si 
la ¡lite*] r ación y alcance del art. 17 de la ley N v 11.252. son 
lü esl Mecí en el punto anterior, y creo que din no puede 
[iscutirse. u|uel decreto, simplemente aclaratorio, intructivo, pá- 
i mejor ejecución de esa ley, no altera, fx>r cierto, el espíritu 
■ ..y ningún precepto constitucional vulnera asi. 

•:n luiente, y i>ara no distraer demasiado la atención de V. 
\ ■• prolijo examen del sumario, tengo que remitirme, res- 
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oto ,1c las CUC5 o«« «le- hecho, esto ,s. de las transgresiones 
n.pu a..as a la sociedad Chadwick. ^ y Cía. Ltda., a lo que 
resulta ríe las constancias de aquél, analizadas v estudiadas fcl- 
»k,u, e,rel .nfornie de fs. 21. de la oficina de Control y Segu- 
ros de- Alhajas, en el dictamen de ís. 58 v.. del señor Asesor I e - 
rado de la Administración de Impuestos Internos, del que antes 
« ¡ce memo, y en el pronunciamiento apelado. q U e corre dé fs. 
ni a 69 inclusive. 

4 

De esas constancias, y particularnientc de las contenidas en 
'.i- -utas cíe inspección que figuran entre fs. 1 a 16. sq ( \^. )refí 
<v <le manera inequívoca, que la compañía apelante incurrió en 
Lis infracciones a las leyes números .ÍS.X4 y 11 >i> ,, w sc ,.. 
atribuyeron en la dentmeia origen «Id sumario: percibió' estando 
en vigencia aquéllas, t««las las primas correspondientes a los 
-juros de que se trata, si„ alionar el impuesto «leí 7 >; estable- 
ro en e art. 16 de la primera y en el 17 de la segunda, hacle! 

lililí? S:,nCÍ °" CS ]K ' mU ' S PrCVÍS,aS ^ 

Sebo pedir, sin en.hargo. que Y. S. repare en ,«r,ic„lar. 
Ijor.lo sugestivo de esos elementos de juicio. ¿í, las constancias 
de lasol.citUd.de ís. 33 y de la carta «le fs. 42 bis. en cua • 
se infiere de la primera qué entraba dentro «le las activida. - 
normales y frecuentes ,le la compañia Chadwick, VVcir y 
Ltda., la «I.- celebrar. ««lirecta o indirectamente», contrato! I 
seguros; y en tan;., surge claramente de la segunda, «pie « , 
cotnmnia no es, r^pécto «k- estas transacciones comerciales, - ó 
una agencia o sncirsal en el ,«is «le las casas centrales de n- 
dres y «le Liverpool, en cuyas fináis sociales aparecen por , 
coincidencia, los mismos apellidos Chadwick v W eir. q„ e „s 
«'tnyen acá. unidos, la designación «k- la coñipaíua suma ,da 
En a primera parte «leí dictamen «le fs. 58 v.. se hace no,.,, |„» 
.l« tall«-s y c.rcunstancias que infunden a estos hechos uña csp. 
nal importancia como orientares de un juicio certero acerca 
dé la verdadera situación legal «le la recurrente, frente a las «lis- 
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j»osic¡oncs impositivas y júnales dé las leyes que rigen la mate- 
ria y dentro de la realidad de las operaciones que dieron niotivu 
al sumario, y fundaron después, el pronunciamiento administrati- 
vo. Por eso no me detengo en otros comentarios, y también |>or- 
que la experiencia y perspicacia de V. S. los suplirán con ven- 
taja. . . 

Una recta y juiciosa interpretación del claro espíritu de las 
leyes especiales de que nos ocupan aus ; un rápido estudio de los 
antecedentes que las ilustran, y un examen detenido «le las cons- 
tancias del sumario harán, pues, que sea ineludible la confirma- 
ción de la sentencia. 



III 

Las defensas subsidiarias — 

lie sostenido en el capitulo anterior, y creo halterio demos- 
trado, que el impuesto cobrado a la compañía sumariada, y. por 
consecuencia, la multa que le ha sido impuesta \h>t el hecho de 
no alionarlo, proceden por el solo iiHj)erío de las leyes números 
,?8S4 y 11.252, y no en virtud del decreto reglamentario de fe- 
cha 7 de Diciembre de 1923, el que, según lo dije también, ca- 
rece, entonces, de la trascendencia que 1c atribuye la contraía 
al impugnarlo como inconstitucional. Xo creo. |M>r consiguiente, 
que surja el «caso federal» que ésta plantea: no se apoya en él, 
en el decreto, sitió en los preceptos ciar* de la Ly. cuya incons- 
ti nacionalidad no sé pretende, el pronunciamiento o sentencia de 
la Administración dé impuestos Internos, motivo del recurso en- 
tablado. 

En virtud de ello, cfcep innecesario seguir a la jarte contra- 
ria en su estudio sobre la inamstitucionalidad y no retroactividad 
del mencionado decreto, el que, |wr otra parte, «o adolece, lo 
expliqué más arriba, de la invalidez que se le atribuye. 
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En mérito cíe lo expuesto, <lel>e V. S. resolver como 1.. soli- 
cite al principio, y hará justicia. 

-V. Concúliz Irainani. 



SEXTKXci.Y DEL JUEZ FEDERAL 



Bu«Wj Airo. Marzo 14 de 1927. 
Vistos y Considerando: 

1" Qué la resolución apelada de la Administración «le Im- 
puestos Internos «le fojas 61. fundada en l«»s arts. 17 de la ley 
•V 11.252 y ir. .le la .V 3S84, condena a los señores Chadwick, 
\\clr y Cía. Ltda. al pago «le una multa «le $ m u. 491.7.H/0, 
equivalente al décuplo «leí impuesto que esta compañía lia dejado 
d^alwnar por los seguros de. que informan las actas de ís. 1 a 
U,. realizados desdé Abril «leí alio 1918 hasta el 27 «le Agosto 
1924 en que se comprobó la infracción. 

Q."°. contra tóté fallo condenatorio, la compañía ha opues- 
to como defensa, la prescripción «le la acción penal respecto de 
todas las o]»raciones anteriores al 9 «le Septiembre «le 1922, míe 
excedieran de S 2:000 y anteriores al <> «le Septiembre .le 1923 
< n la parre que no excedieren «le esta cantidad. Y en cuanto al 
fondo de la cuestión, sostiene que la Cha.hvick. Wcir v Cía. Ltda. 
■i., aparecen como aseguradores ni conio agentes 'directos de 
compañías aseguradoras ¡ que procedió |H.r encargo ocasional «le 
l"s agentes .le seguros de Londres y Liver|MH>l por cuenta de 
quieius cobraban las primas; «p.e la combina no lucral* con 
ello y que la ley ha creado el impuesto únicamente para las com- 
pañías que realicen de un modo permanente e integramente, ope- 
raciones de seguros. Alega en último término, la ífteonstituciona- 
bdad «leí decretó «leí l\ K. del 7 «le Diciembre «le 1923. que al 
reglamentar el art. 17 «le la ley X *1 1.252. dispuso que todo pe- 
licular o compañía que perciban primas de seguros «le cualquier 
clase que sean, están «Migados a cumplir las disjMwiciones sobre 
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¡ncnjKtón, etc.. por considerar qíié este decreto lia ultrapasado 
los límites legales. 

3v ÍJue resolviendo en primer trnniuo la excepción de pres 
cri¡H*»s¡ón opuesta por la defensa, si bien es cierto que en el pre- 
sente caso no lian mediado actos de procedimiento judicial que 
¡rttérrümjian la prcscrí|>ción. debe observarse en cambió que ha 
existido desde el año 1918 hasta el momento de la denuncia; una 
sucesión continua de infracciones que han estado interrumpien- 
do la prescri|>ción. El Código Penal vigente en la época en que se 
cometieron estas infracciones, establecía en su art 92, que: «si 
antes de vencido el término comete el reo otro delito de la misma 
especie o que merezca igual «> mayor pena, la prescripción queda 
sin efecto», y esta dis|X)SÍCiÓl1 ha sido reproducida en el inciso 
2* del art. Ul del Código Penal vigente, en el que dispone «pie: 
«la prescri|H'ión se interrumpe si antes de vencido el término 
cometo el reo otro delito». 

Ante el texto expreso de las disposiciones legales que aca- 
ban de citarse y no resultando de autos que entre las diversas 
operacipones denunciadas haya transcurrido el término para que 
la prescripción se opere, es evidente que la defensa opuesta no 
procede y asi debe declararse. 

4" Que en cuanto al fondo de! asunto, la compañía denun- 
ciada sostiene «pie las operaciones de seguros realizadas por su 
intermedio no están sujetas a! impuesto establecido en los arts. 
17 de la ley X v 11.252 y 16 de la 3SK4, |>or no ser ella la que 
ha contratado directamente los seguros, sino «pie ha procedido 
como comisionista por cuenta de aseguradores extranjeros. 

Xo obstante el proveyente considera (pie las operaciones rea- 
lizadas |M>r la conijKiñia denunciada se encuentran comprendidas 
dentro del texto del art. 17 de la ley X'-' 11.252, que no és más 
que una reproducción exacta del arr. 16 de la ley 3S*S4, aplicable 
al caso suh jttdicc. Dice este articulo: «las cornalinas de seguros 
de cualquier ¿¡enero, cuya dirección y capital inscriptos no estén 
radicados en el país, pagarán un impuesto del 7 % sobré la prima 
de los seguros que celebren». Es indudable que la finalidad de 
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la ley ha sido gravar la operación del seguro y jior lo tanto, todos 
los qiie realicen estas operaciones están en la obligación de su- 
fragar el impuesto respectivo, desde que. una interpretación con- 
traria pinina abrir una amplia puerta al fraude anulando los 
efectos de la ley. La sociedad Chadwick, Weir y Cía. Ltda., aun 
cuando haya obrado |K>r cuenta de compañías extranjeras, del>e 
considerarse responsable ante la Administración de Impuestos 
Internos j>or el impuesto respectivo, toda vez que en lo que se 
refiere a los seguros ella habría estado desempeñando la fun- 
ción de agencia o sucursal de las compañías extranjeras y lia de- 
bido, |x>r lo tanto, cumplir con las obligaciones dispuestas por la 
ley inscribiéndose ante la Administración y abonando los im- 
puestos. 

Que ame esta conclusión no correspondería examinar el va- 
lor del decreto cuya inconstitucional idad se lia opuesto, «lado 
qúe esta decisión no se funda en este decreto, el que, |K>r otra 
parte, no seria repugnante al texto constitucional invocado, en 
razón de que los términos de dicho decreto no alteran el espí- 
ritu de la ley : att 86, inciso 2* de la Constitución Nacional). 

S v Que habiendo la conijanúa denunciada operado sin estar 
inscripta en la Administración <K- Impuestos Internos y sin ha- 
ber dado razones que justifiquen esa omisión, delw considerar- 
se que esas óperaciones han sido clandestinas jiara la Adminis- 
cióri de Impuestos Internos y por lo tanto, deben declararse com- 
prendidas dentro de lo dispuesto en el articulo 36 de la ley 
núm. 3764. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar a la pres- 
cripción opuesta, y por éstos y las consideraciones concordantes 
del fallo administrativo y dictamen fiscal de fs. 102 a 110. se 
confirma, con costas la sentencia de fs. 61, que condena a la so- 
ciedad C hadwick. Weir y Cía. Ltda., al pago de una multa ele 
$ 491.739.70 m n. por infracción a los arts. 17 de la ley 11.252 
y lo de la 3884. 

Miguel Jaulu.'. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE CÁMARA 

Buenos Aires. Mayo do 1927. 

Excma. Cámara: 

Considero que los sólidos fundamentos adticidós ]Mir el se- 
ñor representante <lct Ministerio Fiscal en primera instancia eii 
su hieu meditado dictamen «le fs. 102, tendientes a demostrar en 
forma indudable la existencia de las infracciones al art. 17 de 
la ley 11.252. imputadas a la firma Chadwrick. Weir y Cía., y. 
de consiguiente, la procedencia de la resolución administrativa 
de fs. 1. han agotado toda discusión en contrario con el fin de 
justificar o atenuar dichas infracciones. 

Habiendo, a su vez. el señor Juez a quo confirmado |x>r 
fallo de fs. 201 la resolución de la Administración de Impuestos 
Internos, este Ministerio Fiscal, con el fin de evitar repeticio- 
nes, se limita a reproducir sus términos y a solicitar de V. E, 
se sirva confirmar, con costas, la mencionada sentencia de fs. 
201 que declara no proceder la defensa de prescri])ción opuesta 
en estos autos y confirmar la resolución administrativa de fs. 1 
IK>r la que se im|x>ne a la firma Chadwick, Weir y Cía., e! |>ago 
fie una multa de $ 491.739.70. 

Manuel tí. de Anchorena. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Septiembre 23 «le 1927. 
Vistos y Considerando: 

Que en primer término corresponde pronunciarse sobre la 
prescrijición alegada jx»r lus recurrentes en su escrito de fs. 86 
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y sostenida antp esta Cámara en el memorial presentado en la 
audiencia señalada para informr «ih voce». 

Que debiendo contarse el término |iara la inscripción del 
derecho fie acusar, desde la media noche «leí día en qtie se co- 
metió el delito o, si éste fuera continuo, en <|ue cesó de come- 
terse, como lo preceptúa el art. 63 del Código Penal. procede es- 
tablecer en esta cansí en que lechas se intrin^ieron las disposi- 
ciones de las leyes Xos. 3XS4 y 11.252, y desde cuándo debe 
computarse el plazo dentro del cual se opera la referida pres- 
cripción. 

Que el art. IU de la ley X*> 3764. que rige en el sub jttdkc, 
atento a lo dispuesto en el art. 20 de la ley X" 1 1.252. concordan- 
tcmentc reglamentado |>or los an>. 1''. 2- y 3'-'. titulo X del decreto 
. de 7 de Diciembre de 1923, y arts. 15, 16 y 17. titulo ! del de- 
creto de 2(\ de Octubre de l f >22. dispone que los impuestos iiv 
teñios serón satisfechos del dia í* al 5 de cada mes. 

Que, de consiguiente, la transgresión al art. 17 de la ley 
X 11.252 (árt. 16 de la X" 3884), se comete en el momento de 
omitirse en la declaración jurada respectiva la Operación sujeta 
al pago de impuesto. 

Que siendo asi, en el presente caso, conforme a las cons- 
tancias del acia corriente de fs. 1 a 16, labrada de acuerdo con 
los asientos del libro slrisurancc Rcgister;», suministrado por 
los interesados; habiéndose realizado la primera operación de- 
mmeiada en 24 de Abril de 1 M IN. el término para la prescripción 
t tupe/aria a correr el dia 5 de Mayo de 1918. 

Que tal >eria la solución si se tratara de una sola infracción. 
IÓ ifJtlC inurre en Cftas actuaciones, desde que se observa que con 
posterioridad y en forma reiterada se han transgredido las dis- 
|K>sic iones legales antes citadas, lo cual, como lo establece el 
señ.»r juez u <]iu> en el faltó apelado, ha interrumpido el término 
para la prcscfipeióíi. 

Qüc estando siempre a las constancias del acta inicial, ha- 
biéndose efectuado la última operación sujeta a gravamen en el 
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mes de Diciembre de 1923. el plazo para la pfcsírij^íóii <lehe 
contarse desde el día 5 de Enero de 1924. 

(¿ue según el art 89, inciso 3° del Código IVna! anterior, 
vidente a la fecha de cometerse la primera infracción, ej término, 
para la prescri|>ción del dércelió de acusar en delitos que merez- 
can peña de multa, es el de un año. término cjti el art. 62 del Có- 
digo Penal actual ha fijado en dos años, inciso 5 V , cuando se tra- 
tase de hechos reprimidos con multa mayor de dos mil | tesos, y 
en . un año, inciso 6 V . citando la multa sea de dos mil pesos o 
menos. 

Ouc en el presente caso, cualquiera sea la disimsición legal 
que se aplique a los efectos ele la prescrijHrión. caite declarar que 
ella no & ha operado, pues de autos no aparece que desde que 
dejaron de cometerse las infracciones hasta el momento en que 
se puso en movimiento la acción mediante el procedimiento ad- 
ministrativo que señala la ley de la materia, haya transcurrido 
el plazo necesario, ni tampoco durante la tramitación judicial 
de la causa, ya que las resoluciones dictadas y demás diligencias 
del juicio importan actos regulares del procedimiento realizados 
antes de cumplirse el tiempo requerido para la prcseni>cióu 
(causa M. Trillo. Diciembre 24 de 1924 y Otras). 

Que atento a lo expuesto y a las consideraciones aducidas 
por la mayoría del tribunal en el juicio Baronc v. Marcioeoiie- 
tere. fallado en Octubre 21 de 1925. corresponde declarar que 
en esta causa no se halla proscripta la acción peña] y que. por 
|ci tanto, rtó procede la defensa opuesta por los recurrentes. 

< )uv en cuanto a la objeción formulada respecto a! decreto 
del Poder Kjecitlivo, de 7 de Diciembre de 1923¿ fundada en que 
dicho decreto su pretexto de aclarar 1*1 art. 17 de la ley W 1 1.252 
hace extensivas arbitrariamente, sus d¡s(x>sicióne$ a los particula- 
res, tío es admisible ni loca al Tribunal revolver la cuestión en 
la fórñfa propuesta, toda v / que del nombre mismo de los re- 
currentes, según el poder ele fs. 79 y escritos agregados a los 
:;;ito*. SUrgci que constituyen una compañía, y, por lo demás. 
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el propósito del art. 17 de La ley X" 11.252. art. 16 ele la ley 
3884. es gravar todas las operaciones de sentiros, como acerta- 
damente lo establece la resolución de fs. 61,, y en tal sentido el 
referido decreto dictado j>or el Poder Ejecutivo en uso de atri- 
hu -iones que le son propias, no altera el espíritu de la misma. 

Por estas consideraciones, las contenidas en la resolución 
administrativa de fs. 61 y pOf sus fundamentos» se confirma la 
sentencia arlada de fs. 201. «pie rechaza la defensa <!e pres- 
cripción opuesta y condena a la sociedad Chadwick, Weir y Cía. 
Ltda. al pago de una multa de cuatrocientos noventa y un mil 
setecientos treinta y nueve ]k\sos con setenta centavos moneda 
nacional, jxir infracción al art. 17 de la ley X* 11.252 y art. 16 
de la ley X v .VK4. con costas.—/. /\ Ltnta.—T. .Irías.— José 
Marcó. — En disidencia: Marcelino Escalada. — fl. Xasar An- 
chonna. 

DISIIíEXCIA 

Y Vistos: 

Por las consideraciones expuestas por la mayoría del Tri- 
bunal en el caso de Bienvenido Voldi, Mayo 16 dé 1924. se de- 
clara que en la presente causa se ha prescripto el derecho de 
acusar. — Mará-litio Escalada. — A. .Vacar Anchorena. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 3 de W2?. 

Corte Suprema: 

recurso extraordinario concedido a fs. 242 vta. por la 
Cámara Federal de la Capital, en el expediente seguido por 
Chadwick. Weis y Cía. Liada., apelando de una resolución de la 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 31 

Administración de Impuestos Internos» encuadra dentro del art. 
14 de la ley K 9 48, inciso 3» y art. & de la ley N° 4055, por ha- 
l*r cticstinado la parte apelante la inconstitucional klad del de- 
creto del R E. de Diciembre 7 de 1923. reglamentario de la ley 
N* 11.252. 

La circunstancia de no halarse pronunciado la sentencia re- 
currida sobre la tacha de'inconstituctonalidad opuesta al citado 
decreto, que se dice violatorio del art. 86, inc. 2 V de la Constitu- 
ción Nacional, no es óbice pora tener por planteado el caso fe- 
deral de acuerdo con la doctrina que surge de los fallos que se 
registran en el tomo 113,, págs. 92 y 438. 

A este respecto, cabe observar que la multa de que se trata 
ha sido impuesta a la ajelante por infracción al art. 17 de la ci- 
tada ley, en, virtud de no halier abonado oportunamente el im- 
puesto que corresponde a «las combinas de seguros de cual- 
quier género, cuya dirección o capital inscripto no estén radica- 
dos en el país», sobre las primas de los seguros que celebren. 

El art. 1", título X del decreto impugnado como contrario 
a la citada cláusula constitucional, se ajusta perfectamente al es- 
píritu y objetivo de la ley al comprender también en el impuesto 
de referencia a los particulares, pues sí se aplicara sólo a las 
comiKiiiías como lo expresa el texto de la ley, quedarían desvir- 
tuados los propósitos que se tuvieron en vista al dictarla, conce- 
bidos dentro de un plan eminentemente financiero, y, por ende, 
iwrjudicados los intereses fiscales. 

Por ello, y ele acuerdo con las consideraciones legales y de 
jurisprudencia de que hace mérito el Ministerio Fiscal en el es- 
crito contestando la expresión de agravios del contrario, fs. 
102, opino que al dictar el P. E. el decreto aludido, no ha inva- 
dido atribuciones legislativas que pudieran invalidarlo, ni menos 
alterado fundamentalmente la ley X v 11.252, como se sostiene. 

Pido a Y. li. se sirva asi declararlo, confirmando la senten- 
cia apelada en al parte que ha |>od¡do ser materia del recurso, 
es decir, rechazando la tacha de incoustitucionalidad cuestionada. 

Horado R. Lanera. 
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Buenos Aires. Abril 9 ele 1928. 

Y Vistos: 

F.1 recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la támara Federal de Apelación «le la Capital, en el 
juicio seguido contra los señores Chadwidc, Weis y Cía. Ltda . 
sobre aplicadón de una multa por infracción a la ley X" 11.252; 

Y Considerando : 

Ota eliminadas las <l¡ versas CUeStíOt)es <|iie se plantean y 
resuelven en la causa por antecedentes «Ir hecho v aplicación de 
disposiciones «le derecho común, entre las que está comprendí, 
da la prescripción juzgada con arreglo a detcrhiinádós precep- 
tos de! Código Penal, sólo queda a resolver por ésta Corte* como 
único [.unto determinante del recurso extraordinario intentado, el 
«le impugnación de incoristitücionalidad del «lecrcto reglamenta- 
rio de la ley 11.252. «lu ta.l.. ,x,r el Poder Ejecutivo en fecha l>¡- 
cienihrc 7 -le 1«>23. por danto, según se alega |H>r el recurren- 
te, la ley aludida se ha limitado a establecer que las compañías 
</<• segims «le cualquier género cuya dirección y capital inscrip- 
tos ti.» estén radicados ni el país, pagarán impuesto de 7 por 
« unto sobre las primas «le los seguros que celebren, mientras «pa- 
la ruada reglaraentndóii ha «Apuesto que todo particular «. coin- 
paftiai < n las condiciones antedidias. tendrán las obligaciones de 
referencia, I" que importa en concepto «leí apelante una extra- 
limitación «le las facultades «pie confiere al Presidente de ia Na- 
ción el inciso 2* «leí art. W. «le la Constitución. 

Qlte si bien tanto el prónnnciamiento «le la Ádmihisiracióii 
«le tnipüestOS Internos como el fallo de primera instancia y la 
sentencia confirmatoria «le la (amara declaran en tcnninos'eN- 
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presos que no les corre-sponde examinar !a cuestión suscitada res- 
pecto a la inconstitucionalidad clel mencionado decreto reglamen- 
tario, toda vez que, apreciando una situación cíe hecho, m con- 
sideren a efiadwick, U cir. como una entidad jwrticular. sino co- 
mo una compañía y. en consecuencia, aplican la ley, no argüida 
de inconstitucional, y prescinden de su reglamentación, lo rjiie 
implicaría que el recurso extraordinario es improcedente, sin 
emlwrgo, esta Corte lo examina en atención a los antecedentes 
de jurisprudencia invocados y a la circunstancia de que, en de- 
finitiva, aunque subsidiariamente, las decisiones aludidas se pro- 
nuncian sobre la tacha de inconstitucionalidad opuesta al decre- 
to de referencia. 

One de acuerdo con el texto expreso de la cláusula consti- 
tucional que se dice vulnerada en el casi», el Poder Ejecutivo 
tiene la facultad de expedir las instrucciones y reglamentos qué 
sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Xación. pero 
no puede alterar su espíritu con dichas reglamentaciones, enun- 
ciado que importa, en otros términos, de acuerdo con precep- 
tos generales de la exéresis más cxtncta. que los decretos re- 
glamentarios del jKHlcr administrador pueden apartarse de la 
estructura literal de la ley, siempre que se ajusten al espíritu 
de la misma: el texto legal es suceptihle de ser modificado en 
sus .iiodalidades de expresión' siempre que ello no afecte su 
ace|)ción sustantiva, y en consecuencia, procede establecerse en 
general, desde luego, que no vulneran el principio constitucional 
de que se trata las instrucciones y reglamentos que se expidan 
para la mejor ejecución de las. leyes cuando esa reglamentación 
se dicte «cuidando», para usar el vocablo de la Constitución, de 
que se mantenga inalterables los fines y el sentido o concepto 
con que dichas leyes han sido sancionadas. 

One la aplicación al sitb judlcc de las conclusiones prece- 
dentes, decide la cuestión en el sentido de la validez legal del de- 
creto reglamentario impugnado, toda vez que de sus términos 
no aparece que se haya dado a la ley una aplicación opuesta o 
contradictoria con sus enunciados fundamentales y sus propósi- 
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tos evidentes. Como se ha establecido en efecto, con retiración 
en el del «te de esta causa, lo que grava con un impuesto el pre- 
cepto legal materia de (a litis, es la prima del seguro, y. en con- 
secuencia, debe alionar dicho impuesto quien perciba esa prima, 
esto es. una Combina, un particular, un agente, un represen- 
tante, etc., del que ha realizarlo la operación en las condiciones 
qué prevé la ley. 

K> esa. |M»r lo demás, la interpretación que la jurispruden- 
cia lia consagrado al resj>eeto. El propósito de las leves ¡iftppsi- 
tivas de que se trata, ha dicho esta Corte juzgando" casos que 
guardan analogía con el presente, es fácilmente perceptible: es 
gravar las utilidades que están destinadas a salir del i«is para, 
distribuirse en forma de dividendos entré capitales dtl extran- 
jero que, con menoscabo de nuestra economía, van a acrecentar 
el ahorr.- de otras naciones, y que se substraen definitivamente 
a la esfe ra de acción de nuestro régimen tributario. Fallos, tomo 
132; pág, 402; tomo 150, |>ág. 89. 

One son exactas las declaraciones atribuidas a esta Corte 
respecto a la facultad que tienen y él déber en que se hallan 
los tribunales de justicia de examinar las leyes o los decretos' 
del Poder Kjecutivo en los casos concretos que se traen a su de- 
cisión. (Fallos, tomo 115, pág.JS9, y es precisamente, en ejer- 
cicio dr esa atribución moderadora constitutiva de uno de los 
fíiies supremos y fundamentales del fMxkr judicial de la Na- 
ción, que se examina y juzga este litigio; pero es igualmente 
cierto M ue no e xiste |Xiridad ni analogía posible entre el caso de 
autos y el que se invoca como antecedente dé jurisprudencia por 
la defensa de los inculjKulos. (Fallos, lomo 14,?. pág. 271. lis- 
tando la enunciación de aquella causa para establecer la inapli- 
cahilidad a la presente de la decisión que allí recayera: la lev 
babia conferido jurisdicción al Directorio de las ( ajas de IVc- 
visión Social para imponer llenas pecuniarias en delerniinados 
ca^os sonietjdós a su juzgamiento, y el decreto reglamentario, 
con violación evidente de expresas disposiciones constituciona- 
les, traiísfirió dicha atribución jurisdiccional al presidente de la 
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institución aludida, ejercitando el Poder Administrador facul- 
tades prevativas del Poder Legislativo. El fallo judicial debió 
pues, decidir como lo hizo, que se bahía ultra] Misado el poder <le 
reglamentación acordado pór el art. 86; inciso 3» de la Constitu- 
ción. 

Que atentas las consideraciones expresadas, no puede esti- 
marse subsistente la tesis de inconstitucionalidad que .sustenta la 
apelación extraordinaria deducida, pues de los antecedentes exa- 
minados se desprende con evidencia que en el dereto controver- 
tido en autos, el Poder Ejecutivo no ha excedido sus facultades 
ni ha creado el impuesto que se le atribuye, limitándose a ciarle 
la extensión y alcance que fluye de la manifiesta determinación 
del texto le^al. o sea del espíritu bien claramente definido de 
la ley. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada 
en cuanto ha podido ser materia del recurso. Notifiques? y de- 
vuélvase al tribunal de procedencia, donde se repudra el papel. 

A. Bermejo. — J. FicueKoa Ai.- 
corta. — Roberto Rkpf.tto. — 
R. Gvttio Lavaixe. 



Exhorto del Jttec Letrado del Rio Xvyro, al Jues del Crimen tic 
ta ciudad de Mendosa (sm dtlige$tc¡amiento). 

Sumario: 1* Corresponde a la Corte Suprema dirimir un con- 
flicto entre jueces de distinta jurisdicción, resjíceto a las 
formalidades que del>e llenar un exhorto librado por uno de 
ellos. 

2" Para que un exhorto dirigido |K>r autoridades na- 
cionales a autoridades de provincia o nacionales fuera de su 
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jurisdicción pueda diligenciarse no se requiere más requi- 
sito que la firma del juez y el sello del juzgado respectivo. 

Caso: explican las piezas siguientes; 



IMiTÁ.MKN DEL PROCURADOR GENERAL 

Búcnós Aires Noviembre 10 de 19-7. 

Suprema Corte: 

El Juez del (..'rimen de Mendoza ha denegado al Juez Le- 
trado del Territorio Nacional de Río ¡S T cgro, el pedido que éste 
le formula por exhorto para obtener m detención de un procesa- 
do ante el Juzgado a cargo de este último. 

I.a denegación aparece fundada en razón di- la falla de le- 
galización de las firmas qwc contiene el referido exhorto. 

V. I-!, lime decidido uniformemente, que conflictos de esla 
uaturaK z;i deben ser resueltos |«»r esta Corte Suprema en ejer- 
cicio de l;i facilitad conferida por el art. 9 de la lev 4055. 

Tiene asimismo, resuelto V. K. qtte los oficios precautorios 
que para el cumplimiento de diligencias como las que motivan 
<>ia> actuaciones, se dirijan los jueces entre si, deten darse por 
Miticicun-mcnie autenticados si llevan la firma del Juez y el se- 
llo de tima del Juzgado. 

Pales requisitos delien tenerse |w»r cumplidos en el exhorto 
de fs. U pot lo qiig soy de opinión que corrcs]*>nde resolver es- 
ta incidencia ordenando que el requirimiento del Juez Letrado 
del tíío Negro >ea cumplido por el del Crimen de Mendoza. 

Tal e> mi dictamen. 

Horario A\ tarreta. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Abril 9 do 1928. 

Autos y Vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado por o! Señor Procurador Kis- 
cal a fs. 10 y lo resuelto por esta Corte, en diversos casos se- 
mejantes al de autos entre ellos en d fallo inserto éii el tomo 
149. pqg. 113. se declara qué el exhorto dirigido por el Juez 
íle Rio Negro de fs. \ f al Juez del Crimen de Mendoza, retine 
los requisitos legales mdis]>cnsal>lcs y que por tanto debe ser 
cumplido por el Juez exhortado. A sus efectos, devuélvanse los 
autos al Juez de Kío Negro, doctor Carriga. a fin de que reitere 
el Ofició rogatorio de fs. 1. con transcripción del presente auto. 

A. Bermejo. — J. Figueróá Al- 
corta. — Roiif.rto Rkim-ztto. — 
r, gvwo i -avalle, 



Componía Pütróttfcta de Cacheuia\ sociedad anónima chilena, 
contra la Provincia de Mendosa, sobre despojo de la mina 
denominada %Cacheuto». 

Sumario: Las dis|>os¡c¡ones del Código Civil relativas al man- 
mato sólo son aplicables a las procuraciones judiciales en 
todo lo que no se opongan al Código de Procedimientos, 
articulo IS70. inciso 6 o , Código Civil, |>or 1»» que el art. 1924 
del Código Civil no puede autorizar la sustitución válida dei 
mandato qué no pérmttc la ley procesal. 

Caso; I.o explica el siguiente; 
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FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Bueitos Aires Abril II de 1928. 

A»i.,s y Vistos: % reventona solicitada precedentemente 

Y Considerando : 

Qué los efectos del contrato de mandato otorgado en San- 
tiago de Chile, para ser desempeñado en esta República, se rigen 
por la ley argentina, art. 1209 del Código Civil. 

Qii.- las dfeposiciónte del Código Civil relativas al mandato 
sol.» son aplicables a las procuraciones judiciales en tocio lo que 
no se opongan al Código de Procedimientos, art. 1870. inciso U> 
Código Civil, por lo «pie el art. 1924 del Código Civil no puede 
autorizar la sustitución válida del mandato que no jiermite la lev 
procesal. Fallos, tomo 107. pág. 453. 

Qué la ley 19. tit. 5", parte 3\ aplicable supletoriamente a 
las procuraciones judiciales, con arreglo al art. 374 de la ley na- 
cional de procedimientos modificada |>or la ley .V' 2981. ha he- 
cho notar las diferencias entre el jiersnnero para pleitos v «los 
"tros que son fechos tara recabdar o fazer otras cosas 'fuera 
«le juizio», disponiendo que el primero no puede poner otro en 
su lugar fuera de las circunstancias que expresa, a menos que 
le «fuese otorgado tal iKiderio en la carta de personería». 

One en cuanto a la ratificación de la demanda, qué en su ca- 
rácter de a|Mxlerado de la s<iciedad actora formula el letrado de 
la misma, no puede surtir efecto hasta que acredite haber cum- 
plido los requisitos exigidos ¡xir la ley 10.996. 

Por ello, no se hace lugar a la revocatoria solicitada. Re- 
mugase el |«ai>cl. 

A. Bermejo. — J. Ficjkroa Al- 
corta. — RORERTO RPPETTO 
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Don Juan Di Caro contra el Ferrocarril del Sud. sobre cobro de 
pesos. 

Sumario: Procede el recurso extraordinario del art.. 14, ley 48. 
contra una resolución que hace lugar a la excepción de 
arraigo que autoriza el art. 85 del Código de Procedimien- 
tos de la Capital, impugnado i>or el recurrente como con- 
trario a las garantías de inviolabilidad de la defensa en jui- 
cio e igualdad ante la ley. que consagran los arts. 16 y 18 
de la Constitución. 

2" \jü excejxrión de arraigo que autoriza el art. 18 del 
Código de Procedimientos de la Capital, no vulnera las ga- 
rantías de igualdad ante la ley c inviolabilidad de la defensa 
en juicio que consagran los arts. 16 y 18 de la Constitución. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DE 1" INSTANCIA 

Blicttos Aires. Mayo 4 de \*)27. 

Y Vistos.: Habiendo la Suprema Corte de Justicia ele la Na- 
ción declarado jxir fallo publicado en «Claccta del Fon»» del 20 
«le Agosto de 1921. Cn autn; Baños y Parque del Saladillo S. A. 
v. lil Saladillo S. A., que la exección de arraigo no es incons- 
titucional, se hace lugar a la exección opuesta, y se fija en seis- 
cientos pesos muñóla nacional la suma que el actor deberá arrai- 
gar, con costas. Se regulan en cien y en cincuenta pesos moneda 
nacional los honorarios del letrado y del apoderado de la empre- 
sa demandada. — Alfredo Labouglc. — Ante mí: I lemán Masch- 
toitS. 
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Al TO DE LA CÁMARA COMER! JAL 



Rueños Aires. Diciembre 21 ik- V>27. 

Y Vistos: 

Considerando : 

0UC la disposición cid art. 85 del Cód. de IWcd. al autori- 
zar a oponer la tascepción de arraigo. Cuando, como en el sub 
tudteCj la pane actora tiene su domicilio fuera de esta Capital, 
art. 318. ley X" 1893, no es contraria a las «aramias constitucio- 
nal invocadas |H,r el recurrente para atacar la validez de aque- 
lla, porque», como lo ha establecido la Corte Suprema «le Justicia 
<l« la Nación, cutre otros casos cu el que se registtt en él tomo 
134, pág. 424 de su colección de Faltos, que cita el auto arlado, 
las garantías acordadas en la Constitución están sujetas a las 
respectivas leyes reglamentarias, siempre que tales leves, a titu- 
lo de reglamentación, no imposibiliten el ejercicio de los dere- 
chos^ 

Qtte la defensa en juicio, estalilecida en el art. 18 C. \. no 
resujta violada |H,r el hecho de que se exija fianza de arraigo, 
mientras no concurran circunstancias por las cuales la obliga- 
ción .pie en tal sentido se imponga, haga ini|>osible su ejercicio, 
como sena el caso en «pie el actor hubiera obtenido declaratoria 
de |M)bfC2a; en cuya hipótesis no |*»dria exigirse la prestación 
de aquélla, art, 601 «leí Cód. de IWcd. 

Que la citada disposición del art. <S5. tampoco vulnera la ga- 
rantía 'le igualdad ante la ley. porque esa garantía, según lo ha 
dicho reiteradamente la Corte Suprema, no importa otra cosa 
que la prohibición de acordar privilegios o execciones que ex- 
cluyan a unas personas de lo que se concede a otras en las mis- 
mas circunstancias: y asi como la clasificación de tos litigantes, 
que luciese la ley. atendiendo a su posición económica, no que- 
brantaría aqtiélia garantía: la distinción que hace entre domi- 
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ciliados en ta Capital y fuera «le ella, |>ara utorizar a exigir de 
éstos fianzas que no pueden pedirse a los primeros, taiii|>oco la 
viola. pofqüe siendo diferentes las condiciones. cal>c establecer 
distintas d¡s]>osicioncs. 

Por ello, se confirma, con costas, el auto de fs. 108 vta. 
en cuanto ha sido materia del recurso; fíjanse en cincuenta y 
veinte |>esos moneda nacional, res| nativamente, los honorarios 
del doctor Prcsco y a|>odcradu l-aj»cyre en esta instancia. — 
CramvcH — Casares. — González Gmvland. 



DICTÁMKN DEL PROCURADOR CKNKRAL 

Buenos Aires, Marzo 29 efe 1*>28. 

Suprema Corte: 

Demandada la empresa del Ferrocarril del Sud |>or D. Juan 
Di Caro, anle el Juzgado de Comercio de la Capital de ja Xa- 
ción. |H>r cobro de peos, opuso la excepción d e arraigo que fué 
contestada por el actor, impugnando de inconstitucionalidad la 
disposición del Cód. de Procedimientos que establece dicha ex- 
ce|>cióu. 

Desestimada tal impugnación en amlias instancias, el actor 
ha deducido para ante V. E- el recurso extraordinario de ajwla- 
ción que acuerda el art. 14 de la ley 48. el que le ha sido con- 
cedido. 

Tanto la procedencia de dicho recurso, como el fondo de la 
cuestión propuesta, lian sido flecídidos i>or esta Corte Suprema 
en un caso análogo registrado en la j>ág. 420 del torno 134 de la 
colección de fallos del tribunal, estableciendo que la excejición 
de arraigo deducida no vulnera las garantías constitucionales que 
se invocan. 

Ajiicando la doctrina de ese fallo, por considerar innecesa- 
rio extenderme en mayores consideraciones, soy de opinión que 
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corresponde confirmar la resolución apelada de fs. 116, en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio K. Lamia. 



PALLO HE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Abril 11 de 1928. 

^ \ istós: Por los fundamentos legales y de jurisprudencia 
contenidos en el |>rece<lente dictamen del Señor Procurador Ge- 
neral concordantes con los de doctrina <|iic se registran en el to- 
mo 134. pág- 4J0, se confirma la sentencia arlada en la fiarte 
(|úc ha podfdo ser materia del recurso. Xotifíquese y repuesto 
ios sellos, devuélvanse al tribuna! de prudencia. 

A. Bermejo. — J. Figlkroa Al- 
torta. — Roükkto Repetto. 



Aguslín C. Telhu tentativa de defraudación c ¡natación a come- 
terla. Contienda de competencia. 

Sumario: Corres|H>nde a la justicia federal |>or ra/ón del lugar 
donde se cometió (Oficinas de Correos y Telégrafos de la 
Nación», y |»r el medio empleado para ello, el eonr»cimicn- 
to de una cansa f>or el delitoMe tentativa de estala e incita- 
ción a realizarla, cometido ni ocasión de haherse expedido 
un despacho telegráfico aconsejando la realización de deter- 
minados actos cuya ejecución era susceptible de sanciones 
contenidas en el Código Penal. 



Gasa: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SKXOR PROCURADOR GENERAL. 

Buenos Aires. Marzo 2<J ¡efe 1 ( >¿8. 

Suprema Corte: 

Se ¡nípula a Agustín C. Tclto el cielito de tentativa dé esta- 
fa e incitación a realizarla, cometido en ocasión de haber expe- 
dido un des|>acho telegráfico desde San Juan jwra la Capital 
Federal, aconsejando la realización de determinados actos cuya 
ejecución era susceptible de sanciones contenidas en ti Código 
Tenal. 

MI Jefe del distrito de Correos y Telégrafos de acuella ciu- 
dad, ha interceptado el despacho por entender que en él se vio- 
lalian tlisj)osiciones contenidas en la ley de Telégrafos Naciona- 
les. [*}v cuya razón, sin darle curso, lia puesto el hecho en ecw 
uocimiento del Juez del Crimen de San Juan. 

Con tal motivo, entre ésta y el Juez Federal, se ha traliado 
cuestión de comjíctencia para conocer en la causa de referen- 
cia, atribuyéndose amlios jurisdicción en la misma, contienda que 
corresponde a Y. E. dirimir, de acuerdo con lo dispuesto |>or el 
art. <> de la ley 4055. 

Si bien es verdad que el delito imputado es, por su natura- 
leza, de carácter común, cuyo juzgamiento compete a fa justicia 
local cid crimen, no es menos cierto que el lugar donde el mismo 
aparece cometido, las oficinas de Correos y Telégrafos de la 
Xación, está sometido a la absoluta y exclusiva jurisdicción fe- 
deral, siendo los jueces de sección los únicos comitentes |sira 
conocer en las causas «jue por aquéllos se promuevan, (art. 3 V », 
ley 48. 

Por otra parte, el medio empleado |>ara cometer el delito 
está Iwjo la jurisdicción y control del Gobierno Federal, en cum- 
plimiento de leyes es|>ecialcs dictadas j>or el Congreso de la 
Xación y en la causa va a discutirse el alcance de las dis|tosicio- 
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nes dé esá ley especial. 011 olíanlo concierte :| & trasmisión p de- 
tención de los deseadlos telegráficos, lo que rio puede decidirse 
pbr la justicia local, que no tiene ingerencia ni puede autorizar 
o negar la expedición de tales despachos por las lineas nacio- 
nales. 

Soy. por ello, <!e opinión que corresponde dirimir la pre- 
sente contunda en favor de la competencia del Señor Juez 
Federal; 

Florado A\ I.arrrta. 



PALLO DE LA CORTE Sl*!*REM A 

Hiten* Aires. Abril 11 de 1928. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos de hecho y de derecho del precedente 
dictamen del Señor Procurador (¡cutral, que se ajustan a las cons- 
tancias de autos y a las disposiciones legales aplicables al caso. 
s< declara que el conocimiento de esta causa compete al Juez 
Federal de San Juan, a quien, en consecuencia, se remitirán los 
autos, avisándose at Juez del Crimen de aquella ciudad en la for- 
ma de estilo, con transcri|>eión de esta resolución y del dictamen 
de referencia. 

A. Bermejo. — J. Fh.i kkoa AL- 
CORTA. — RolíKkTO Ki;i»KTT(l. 
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Exhorto del Juez rainal de San Juan al Juez de Paz de Media 
Agua (!*rwineia de San Juan). Su dilitjertciauiiento. 

Sumario: l v 1.a circunstancia de no hal*T diligenciado nn juez 
de Paz un exhorto de un Juez Federal, reiterado dos ve- 
ces, en que se le i>edia a requisición de otro Juez Federal, 
que luciera notificar una demanda, ni explicado en forma 
alguna la causa de esa omisión, no obstante el emplaza- 
miento qué se le hizo, permite establecer que ello pueda 
considerarse como una negativa tácita que autoriza la in- 
tervención de la Oírle Suprema para poner fin a un con- 
flicto que, tratando la acción de la justicia, perjudica in- 
tereses legítimos sin motivo justificado. 

2* f-os jueces y autoridades provinciales tienen el deber 
«le cumplir los actos y diligencias judiciales solicitadas |M>r 
los jueces federales, sea {tara hacer notificaciones, citacio- 
nes, cmljargos. etc.. de acuerdo con lo que discute el art. 13 
de la ley N" 48. sin «pie aquéllas puedan objetar su legalidad. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JIEZ FEDERAL 

San Juan, Febrtiro A > de 1 

Vistos; Que de las constancias de autos y lo informado |>or 
el actuario, resulta evidente la desolwdiencia del Juez de Paz de 
Media Agua, M. Lccam, a dar cumplimiento a lo ordenado por 
este Juzgado a fs. 1 vta., pues habiéndole oficiado j>ara que pro- 
cediera a notificar a Antonio Martínez l^ópez, en cumplimiento 
del exhorto del señor Juez Federal de Mendoza, no lo ha hecho 
no obstante halársele reiterado |>or dos veces dicho oficio, el que 
recibió, según lo comprueban los certificados de fs. 3 y 7. 
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Qmc ello ¡injerta una falta -rave, pues traba la acción de 
la justicia federal en ejercicio de su jurisdicción, lo que las auto- 
ridades provinciales de cualquier jerarquía o naturaleza que sea 
no pueden hacer, como lo tiene declarado en sus fallos, reitera- 
damente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, entre otros 
Torno 14o, pái{. 414. 

One careciendo e| infrascripto de medios coercitivos para 
hacer respetar su autoridad por los Jueces de Paz Provinciales, 
corres] N.nde poner el hecho cu continúenlo de la Suprema Cor- 
te de Justicia de la Nación, con tanta mayor razón «pie faltas 
análogas o iguales a la de que se trata, vienen cometiéndose de 
un tiempo a esta parte, no solo por otros Jueces de Paz. sino 
hasta por los mismos Jueces Letrados de la Provincia, hahiéndo- 
se visto el infrascripto en el caso de proceder en forma análoga 
a la que hoy lo hace. 

Que a la vez. debe dársele tamhién conocimiento de ese 
hecho a la Corte de Justicia de la Provincia, a los fines que ésta 
lo tuviere por procedente, en atención a la stt|»erintendencia que 
ejerce ¡*>|m$ los jueces inferiores, en el orden local. 

Eii consecuencia, procédase de conformidad, llévense las 
presentes actuaciones a la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción y comuniqúese a la Corte de Justicia de la Provincia. 



PALLO D|S LA CORTK SUPREMA 

P.uenos Aires. Abril II de !928. 

AfltOS y Vistos: 

Considerando: ^ 

Qup la comptencia de esta Corte |>ara intervenir en conflic- 
tos como el presente entre jueces d c distinta jurisdicción, ha que- 
dado estoWéeidá en reiterados fallos, entre otros. los dé los to- 
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mos 146. pág. 408 y 149¿ pag". 403, do acuerdo con ln dispuesto 
|H>r la ley X v 4055 en sus arts. 9 y 10, y la N v 7099 en su url. 2. 

Que si bien en el sab lite ño aparece que el Juez de Paz de 
Media Agua, Provincia d<e San Juan, se liaj-a negado expresa- 
mente a diligenciar el exhorto de que se hace referencia a fs. 1 
vta., reiterado a fs. 2 y 5. |>or el Juez Federal de aquella provin- 
cia pidiéndole a requisición del de Sección de Mendoza, que se no- 
tifique a don Antonio Martínez López el traslado de una de- 
manda, la circunstancia de no haber diligenciado esos oficios, ni 
explicado en forma alguna la causa de esta omisión, no obstante 
el emplazamiento que se le hizo y que consta de autos. |>crmite 
establcccr que ella pueda considerarse como una negativa tácita 
que autoriza el recurso empleado j>or el Juez Federal y la inter- 
vención de esta Corte |>ara poner fin a un conflicto que trabando 
la acción de la justicia, perjudica intereses legítimos sin ningún 
motivo justificado. 

(Jue los jueces y autoridades provinciales tienen el delwr 
de cumplir Los actos y diligencias judiciales solicitadas \*tr los 
Jueces Federales, sea ]>ara hacer notificaciones, citaciones, uñ- 
ilargos, etc.. dé acuerdo con lo que dispone el art. Í3 de» la ley 
W 4S, y conforme con lo qué consagra al res|>ccto la jurispru- 
dencia, esto es, que las autoridades provinciales no pueden trabar 
por actos u omisiones la acción de la justicia federal en el ejer- 
cicio de su jurisdicción, y eso im|>orta en el caso la actitud del 
Juez local de que se trata. toda vez que limita las facultades ju- 
risdiccionales que la Constitución y leyes de la Xación han con- 
ferido al Juez Federal que lia librado el exhorto en el que se 
omite el diligenciamiento requerido. 

lis permitido esperar que la Corte de la Provincia en el 
auto de fs. & y en ejercicio de las facultades legales que al res- 
pecto le conciernen, sabrá subsanar con eficacia las transgresio- 
nes actuales y evitarlas en cuanto fuere posible en lo sucesivo, 
rindiendo así a los intereses de la justicia el tributo de alta con- 
sideración «pie les consagra el régimen de nuestras instituciones. 
Entretanto, y oído el Señor IWtnw! r Gélierali se declara 
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en ti sub ¡«dice: que d Juez cíe Taz cié Media Agija debe prac- 
ticar la liuiiíicadón a que se refiere el exhorto del Juez de Sec- 
ción de San Juan, a quien en consecuencia se devolverán éstos 
ObrácJoS a fin de que reitere su oficio, con transcribió!! de la 
présente resolución, y sin perjucio de las medulas coercitivas a 
que el Juez Federal está autorizado en virtud del citado articulo 
< n el tttóo de que esta última requisitoria no sea debidamente 
atcndkla; 

A. Bermejo, — J. Fwüeroa AL- 
CORTA. — ROBERTO RePETTO, 



Don fosé Ricardp Rosútwald apelando de una resolución de la 
ÉAmiü, Cántara cu lo Criminal y Correehnal de la Capital, 

Sumario-. \ u pr.iecde el. recurso extraordinario del art. 14. ley 
4*. ni un «iSb en que la cuestión federal que se pretendía 
traer a la jurisdicción revisora de la Corte Suprema, fué 
plantead: |>or primera vez en el escrito en que se interpu- 
sicron los recursos de reposición y nulidad, esto es, después 
de pronunciada la sentencia que puso fin al pleito dentro de 
la justicia |oca(, y \h>t lo tanto, extern] 

Caso: ha explica el siguiente: 



FAÍ.LU ÜE LA CORTE St'PRE.MA 

Muchos Aires. Abril 16 <|c \*)2H. 

Autos y Vi>tos: 
Considerando: 

Ouc con arreglo a lo preceptuado por el art. 14 fie la ley 
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\ v 4S y por el art. (V* de la Iry X" 4055. sólo |>odrá deducirse 
para ante esta Curte Suprema el recurso extraordinario, l itando 
cu el pleito >e haya planteado alguna de las cuestiones de carác- 
ter federal enumeradas en los tres incisos del recordado artículo 
14 y concurran las demás condiciones que allí se mencionan. 

Qlle en el desenvolvimiento de este principio de la ley, se 
lia declarado uniformemente |>or esta Corte: que la cuestión fe- 
deral del»e ser propuesta a la decisión de los jueces locales en las 
instancias ordinarias del litigio, ames de la sentencia definitiva; 
que las cuestiones de consiitucionalidad (jtic no se han delint ido 
ante los triluuiales ordinarios y se suscitan después fiel tallo de 
éstos, y con motivo fiel fallo, no autorizan el recurso fiel art. 14 
de la lev X" 48; <|ue no es liábante a los efectos del recurso ex- 
traordinario la invocación de una cláusula constitucional hecha 
en el |>ed¡do «le aclaratoria fie una sentencia: y que el plante;^ 
miento de la cuestión federal del»e hacerse en condiciones tales 
que habiliten al triliunal fie última instancia en el orden local a 
pronunciarse sohrc ella en la sentencia definitiva * Tallos, tomo 
2.?, pátf. 249; tomo 75, pági 1S3; tomo W. pá«. 231 : tomo 104, 
pégs. 146 y 147; lomo 107. 273; tomo 110, |KÍ£. 88; tomo 
112, págs. 131 y U»S; tomo 113, pág, 3o; tomo 114, psig. 442 
y otros». 

(Jue no liasta. |>or consiguiente, que la decisión final fles- 
conozca un derecho fie carácter federal. A los efectos de la pro- 
cedencia fiel recurso es ¡ndispcusahle que ese derecho haya sido 
invocado por via fie acción o «le exccfjción como punto compren- 
dido en la controversia, pues sólo fie esa manera queda introdu- 
cido en el juicio y puede ser materia de pronunciamiento. 

Qlte a estas mismas conclusiones lia llegado la Suprema Cor- 
te de los Kstados Cuidos por aplicación de disposiciones de la 
Ley Indiciaría, fie la que fué tomado el art. 14 fie nuestra Ley 
fie Jurisdicción y Com|>ctencia fie los Tribunales Nacionales, 
«liemos decidido relindamente, ha dicho ese alto Trihunal, que 
una apelación a la jurisdicción de la Corle no dehe ser el resul- 
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tado de una reflexión tardía o tina mera ocurrencia, y que si 
se invoca algún derecho, privilegio o inmunidad fundado en la 
Constitución o leyes de los Estados Unidos, tiene que haber sido 
planteado y reclamado antes de la decisión final del caso en la 
Corte, tic la cual se recurre". (Cooley Constitutional l.imitations. 
7' edición, págs. 29 y M). nota n y sus citas de jurisprudencia). 

One en el presente caso, según resulta de la exposición pre- 
sentada, la cuestión que se pretende traer a la jurisdicción revi- 
spra de la Corte Suprema lia sido planteada por primera vez en 
el escrito en que se interpusieron los recursos de rep.skión y 
nulidad, est.. es. después de pronunciada la sentencia que puso 
fin al litigio dentro «le la justicia local, y. |K,r lo tanto, extempo- 
raneamente a los fines de la ablación extraordinaria. 

Que, |*>r lo «lemas, lo que en realidad se intenta olitener de 
la jurisdicción apelada de esta Corte es el examen y consiguiente 
anulación .le la sentencia dictada |x»r el tribunal de alzada por 
entender el recurrente que se han «violado las formas substan- 
cial.- que iHKlrian definirla como tal», es decir, cuestiones que 
esta Corte ha declarado por una constante jurisprudencia que 
son extrañas al recurso extraordinario, porque se encuentran 
re-.-i.la> exclusivamente |>or las leyes de procedimiento y de or- 
ganización de la justicia local. (Fallos: lomo 112. pag, 43 y 12.?. 
pag. 14.? entre ..tros!, aparte de que dicha nulidad ha sjdo va 
desestimada ¡...r el tribunal <i ,¡iw interpretando preceptos .le de- 
recho procesal invocados por el recurrente (arts. 548, 540. 4^9, 
509 y 511 del Código de Procedimientos), suficientes para sus- 
tentar la decisión y que escapan a la función revisora de esta 
(orle en el recurso de puro derecho federal que ha sido inter- 
puesto. 

«Juc. |«, r otra parte, cabe agregar también, a mavor abun- 
damiento <|ii«. .leí hecho de resolver el tribunal de alzada por 
los fundamentos del fallo de primera instancia, no puede dedu- 
cirse cómo consecuencia que se haya vulnerado la garantía cons- 
titucional coi.tcni.la en el art. 18 «le la ley fundamental «pie esta- 
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blece que tNhfffún Habitante de la Xación puede ser penado sin 
jau to previa fundado en ley anterior al heeho del proceso». I-o 
que se ha querido evitar cón el principio constitucional trans- 
cripto es que ningún habitante de la Nación pueda ser penado 
]H>r un delito no previsto en las leyes dictadas con anterioridad 
al hecho, y esto no H sido aleado por el recurrente, sin que 
tampoco <le aquel precepto se infiera cuáles dcl>en ser los requi- 
sitos qüe deban llenar los fallos que se dicten |>or los tribunales 
de justicia ni cuales delian ser las normas a que debatí ajustar- 
se los magistrados que componen dichos tribunales, los que en 
caso de incumplimiento de^ sus delires se hacen |>asibles de la 
sanción que la Constitución establece en su art. 45. 

Por ello: |x>rquc tratándose en la esjwcic sub lite <le un re- 
curso exce|K-ional jKir su naturaleza, las disposiciones qüe lo auto- 
rizan y reglamentan son de interpretación estricta. (Fallos, tomo 
97, I«ig. 285) : se declara tío halier lugar a la queja. Notifique- 
se y archívese. 

A. IÍKRMKJO. — J. FlGUEROA Al.- 
CORTÁ. — Roberto Rkpetto. — 
R. Guido [.avalle. 



Banco Francés del K'to de la Plata contra la Provincia de Co- 
rrientes. Juicio ejecutivo. 

Sumario: 1: Dcl>e desestimarse la excepción de falta de perso- 
lierí'a en el atxxlerado del actor si resulta que el mandato 
otorgado incluía la representación invocada en el juicio, que 
a mayor abundamiento, fué ratificada. 

2" Es improcedente la excej>c¡óii de inhabilidad de tí- 
tulo lasada en que el Manco demandante no es fideicomisa- 
rio ni representante de los tenedores de bonos, si dicho ca- 
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ráctcr resulta no sólo del reconocimiento expreso formina- 
do por la provincia <lcmaiula<!a acerca dé ese punto en otros 
juicios seguidos con ella y en el de autos en la diligencia de 
intimación de |*go, sino también en el Bono General del 
empréstito cuyos títulos y cupones syn materia de la ejecu- 
ción, y en el acto notarial incorporado a una cláusula de 
aquél. 

3» Xo procede la excepción de inhabilidad de título fun- 
dada en la falta de deuda liquida para iniciar la ejecución, 
en un caso en que ésta se lasa en una "scritura pública que 
según el art. 249, inc. 3* de lajey 50. es un instrumento 
que trae aparejada ejecución, en la que la provincia deman- 
dada aparece obligándose por tina suma determinada y los 
intereses correspondientes, no habiéndose opuesto la excep- 
ción de pago respecto del capital reclamado por una suma 
igual o menor. 

4 V La litis pendpítia sólo existe en el caso de que se 
intente traer ante un tribunal un asunto ya pendiente ante 
otro comitente, y la corresjM.ndiente excisión no es ad- 
sibli- cuando se 1a hace valer con ocasión de juicios que tie- 
nen diferente substanciación. 

Ctisn: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires. Abril 18 de VW. 

Y Vistos: el presente juicio ejecutivo seguido por el Banco 
Francés del Río de la Plata contra la FVovjneia de Corrientes: 

Y Resultando: 
Que don Enrique Eiriz. invocando su carácter de manda- 
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tario general del «anco Francés del Rio de la Fíala, promueve 
demanda ejecutiva contra el Suprior Gobierno de la Provincia 
de Corrientes, exponiendo : a, que por ley X 9 11 de Julio 16 de 
1910. el nombrado Gobierno resolvió contraer un empréstito por 
la suma de dos millones oro sellado moneda nacional en títulos 
de renta pública/con seis |x>r ciento de interés anuaí y cinco por 
ciento de amortización acumulativa, por sorteo y a la par; b) que 
en ejercicio de la facultad conferida i»r el art. 4" de la citada 
ley N* 1 1 el Gobierno de Corrientes negoció con el Banco Fran- 
cés de esta Capital la emisión del empréstito, firmando el con- 
trato de fecha 30 de Julio de 1910, que en testimonio acompaña. 

Oue según esc contrato: a) los títulos a emitirse serían to- 
mados |M>r el Batuco Francés del Río de la Mata con el cw>ón de 
interés al 1" de Febrero de 1911, {uniendo su ini|>orte a dts|x>- 
sición fiel gobierno; b) el Banco tomaba al firme el empréstito, 
l>ero con facultad de negociarlo total o parcialmente en Europa; 
c) afectóse en garantía del empréstito, todas las existencias, in- 
clusive el derecho de explotación del Ferrocarril Correntino. so- 
bre el cual constituyóse hi|x>teca a favor del Banco Francés del 
Río de la IMata, actuando como Fideicomisario de los tenedores 
del empréstito. 

Que en ejecución de lo dispuesto en el art. 5 V del contrato, 
la Provincia de Corrientes y el señor Carlos M. Dodero. otorga- 
ron la escritura hi|>otecaria que lleva la misma fecha de 30 de 
Julio de 1910; decidióse asimismo, de acuerdo con el art. 9*. 
que el Bono General se firmaría en Londres, siendo designados a 
esc efecto jior el Gobierno de Corrientes el doctor Juan G. Bel- 
trán. y |H>r jarte del Banco Francés del Rio de la Mata, los ban- 
queros Emite Frlanger y Cía., de Londres, |»ara la emisión de los 
títulos, quienes lo suscribieron en la Capital inglesa el 14 de Scj>- 
tiembre de 1910. 

Que la Provincia de Corrientes no ha cumplido las obliga- 
ciones que contrajo en los documentos referidos, adeudando en 
la actualidad en concepto de capital, doscientas noventa y siete 



54 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



mil quinientas veinte libras esterlinas y a titulo de intereses 

lin é e . * * Vmi ,n,,ne<la ' ° st " a cn conjunto la suma de 
4IO.?8.-»:IO,-í» libras esterlinas, por cuyo importe o su equivalen- 
te cu moneda nacional, más la suma que se fije pira intereses 
y costas, deduce la presente ejecución. 

Que formulada la intimación de pago con el resultado ne- 
gativo .le que instruye la diligencia de fs. 60 vuelta, se citó de 
remate a la Provincia demandada, la cual com|wrcce a fs. 72. re- 
presentada por el «l«.ct<»r Eduardo Díaz de Vivar, op<mien«l«Í las 
acepciones de falta «le iiersoneria. inhabilidad de titulo. litis 
pendencio, y a decir de plus |H-tición en loé términos siguientes: 

One el poder de don Enrique Eirá no lo habilita para ins- 
taurar esta vía de apremio, en nombre del Banco ejecutante en 
la calidad que éste invoca tener de fideicomisario o man«latario 
«le los tenedores «le Bonos y Cii|»one.s del «Empréstito exterior 
oro «le la Provincia «le Corrientes do! 6 |»r ciento de 1910». pues. 
a«|iiél es sólo para los negocios onlinarios o comunes «leí Banco! 
es decir, reclamar todo y cuanto se le adeude en su calidad «le tal 
con io titular propio «le un crédito suyo y nada mas. 

()ue la circunstancia «le tramitarse ante este trtliunal las 
«ansas «Palotneqüé, Rafael All>crt«». contra Corrientes la Pro- 
vincia s«»bre cobró «le |>esos» y «Benvenuto y Cía. contra Mo- 
riente la Provincia sobre cobro «le «>esos». seguid«>s por tenedo- 
res «le Ik>ii«»s y cupones «leí mismo «Empréstito exteri«»r «»ro «le 
la Provincia «le Corrientes», crea el antecedente de hecho que 
sirve «le base a la excejxrión de litis pciuicnlia. pues la «leman- 
«la«la no puede ser obligada a una. doble actuación judicial |>or 
raatoií «le un mismo titulo ejercido en un caso |xir derecho pro- 
pio y en otro por representación. 

One los documentos ac«mij>añad«M con la ejecución no cons- 
tituyen titulo hábil para iniciar la Vía «le apremio, «mes «le su 
contenido, no surge la existencia <le la deiula líquúla. y, por er 
contrario, en elfos se habla sólo de una obligación general por 
mayor cantidad «pie lo reclamado. 
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QWfi el titulo hábil serian los propios Iwnos y cupones ¡m- 
PgW que c! actor dehio acompañar a los autos y sostiene tam- 
bién que no hal>ien«Io el Banco acompañado poder en forma de 
todos |ps tenedores dé bonos y cupones, no ha podido deducir 
la presente ejecución. 

Que. |H.r último, la plus petición la funda en el hecho «le 
reclamarse en concepto de intereses un exceso de 5.957.162 so- 
hre lo «pie realmente se «lelic. 

Que eorrulo traslado de las exce,ic¡ones. fué evacuado |x>r ' 
ti Manco Francés a fs. 88. pidiendo su rechazo a mérito de las 
razones <p,e expone y abiertas a prueba se pr«,dujo la míe expresa 
el certificado del actuario llamándose autos a fs. 533 vta. 

Y Considerando : 

Que el iHKk-r otorgado |>or el Consejo de Administrafción 
del Banco Francés del Rio de la l'lata con feclw 29 «le Mayo 
de 1918 al gerente don Roberto ToWér, comprendía todos los 
asuntos, causas, negocios y oraciones, sin execciones de nin- 
guna clase, que aquél tuviera actualmente iludiente y que tuvie- 
ra en adelante en la Kepúhlica Argentina como en eí extranjero. 

Que. si el art. 13 de los estatutos enumera entre las opera- 
ciones que el Banco puede realizar la de ejercer |K.r medio de 
sus mandatarios legales la representación de terceros y si según 
el poder «lado a 'lobler se comprendían en él, sin excepción «le 
ninguna clase, todas las o|»eraci«uies habituales «leí Banco, es 
evidente que el mandato otorga«lo por el Consejo de A«lminístra- 
ción incluía la representación de l«» acreedores del Empréstito 
«le C«>rrientes. que se atrihuye al Banco en calida«l de fideico- 
misario. 

dé Corrientes, que se atrihuye el Banco en calidad «le füleico- 
existir sobre la existencia de la representación, ha quedado sub- 
sanada con la escritura de aclaración y ratificación otorgada el 
25 «le Noviembre «le 1925, por el Presidente del Consejo de Ad- 



56 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ministración (Id Maneo Francés, cuyo testimonio corre agrtigado 
a fs. 101. Kn estas condiciones la exección ele falla cíe jrtso- 
neria en el ajpwleradb del B8nco del»e ser desestimada. 

Que la excepción de inhabilidad dé título ha sido lasada en 
la objeción de que el Banco Francés no es fideicomisario ni re- 
preséntame de los tenedores de bonos y además que. ni del Imhid 
ni de la escritura que sirve de antecedente a la ejecución resulta 
suma liquida y exitfible. 

Oue en cuanto a lo primero, el carácter de fideicomisario 
del Banco resulta no sólo del reconocimiento expreso formulad» 
]N»r la Provincia demandada acerca de ese punto en otros jui- 
cios seguidos con ella y en este mismo en la diligencia de inti- 
mación de pago, sinó de los siguientes antecedentes: a) del acto 
notarial de 30 de Julio de 1910. incor|H>rado a la cláusula sép- 
tima del Immio general que establece que se afecta especialmente 
al pago del empréstito una primera hipoteca o pignoración por 
dos millones de |k-sos oro sobre el Ferrocarril Corrcntino. hecho 
en favor del Manco Francés del Río de la Plata, que procede en 
calidad de fideicomisario ele los tenedores de liónos de este em- 
préstito, transfiriéndole en su expresada calidad de fideicomisa- 
rio de dtch<»$ tenedores de I huios |«ira el servicio del presente 
empréstito cualquier suma que el (iobienio tuviera derecho a 
recibir del Ferrocarril Correntino; b) de la disposición según la 
cual el producido dí las ventas de tierras fHihlicas y del uno por 
mil adicional del Impuesto de Contribución Territorial, también 
afectado en garantía, se dejiositaran mensualmente en el Hanco 
Francés del Rio de la Plata como fideicomisario de los tenedores 
de Unios de este empréstito. 

Que en presencia de estas dos cláusulas, no puede existir 
duda sobre la exactitud del nombramiento de fideicomisario de 
los tenedores de títulos recaído en el Banco Francés del Rio de 
la Plata, obligatorio para el gobierno emisor, no sólo a mérito 
de lo que resulta del bonq general, sinó de su propio contrate» con 
los banqueros. 
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<h\i otando reconocido en d Bono Genera] y en la escritu- 
ra de .«) cíe Julio de 1910. la calidad do fideicomisario del Banco 
Francés en I.. q W se refiere a los tenedores de bonos, el Gobier- 
no «fe la Provincia de Corrientes no puede desautorizar sus pro- 
pios IkxIhis y contestar la legalidad «le un mandato que hizo |»r- 
tc de su oferta al público jnra la más fácil colocación «leí em- 
préstito. |H>r«|ite esta oferta accpta«la entraña el concurrí de vé- 
luntades y constituye una regla a que debe someterse la Provincia 
como a la ley misma. <\rt. 1197. Código Civil. Fallos, toniu 78. 
página AS). 

í¿»ie. l»»r último. n«> habiendo tenido los señores Emilio 
Erlanger y Cia.. «Ic Londres, otro panel que el de Iranqueros en 
Europa, «nonihra«los a ese efecto por el Hanc«> Francés del Rio 
«le la \lMa». «pie tomó el empréstito al firme, según resulta «le 
la cláusula 2*. no puede decirse que a<|ué!!os sean los sucesores 
«leí Hanc». y i**r consiguiente. I.is únicos que tendrían el derecho 
«le accionar contra la Provincia. 

Qoc en lo referente a la exceiición de inhabilidad de título 
fuiHla«la en la falta de deuda liquida para iniciar la ejecución, 
corres|wnde «ihservar que la escritura pública liase de la demanda, 
es mi instrumento <k- los que según el art. 249, inc. 3* de la ley 
X" 5C, trae aparejada ejecución y que la Provincia demandada 
se lia obligado en ella por la suma de dos millones de pesos oro 
y los intereses corresi*>ndientes al tÍ|N> establecido. En tales con- 
diciones y no habiéndose opuesto h excepción respecto del capital 
reclamado por una suma igual o menor, las observaciones o repa- 
ros que se tengan que formular acerca de los intereses, serán 
oportunamente materia de la liquidación, pero no pueden deter- 
minar la excepción propuesta. Así lo corrobora por lo demás, 
el (nonio escrito de la Provincia, la cual al considerar la parte 
de intereses liquidados por el Banco y haciendo valer cálculos ve- 
rificados por la contaduría de aquélla, ha pedido la reducción de 
la suma ejecutada en 5.957.162 de libras esterlinas, observa- 
ción que ha sido admitida por el ejecutante, lo cual por cierto 
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excluye toda malicia o temeridad que lo haga pasible de la san- 
ción solicitada |>or tal causa. 

(Jue. si el Manco Francés a titulo de fideicomisario repre- 
senta a los tenedores de fonos y si en |N»der de los señores Kr- 
lan^er y l ia., de Londres. lian«|ueros en Kuropa nombrados a los 
electos de la emisión por aquél, debían hallarse los fondos en- 
viados |»r el «Hibierno de tórnenles ej 1* de Huero y el I" do 
Julio de cada año ¡«ira el pago de los liónos, surge sin esfuerzo 
que aquél está investido de facultades para requerir del deudor 
la entrega de los valores que conforme a lo prometido debían 
|Minerse en manos de la persona nombrada |>or él y de abi que 
no sen nevesario. como se sostiene |Mir la Provincia' de Corrien- 
tes, la presentación de los propios Umos y cupones impagos. To- 
tno 78, pág: 48. 

One acerca át la excepción de litis pciitlefitia. ajarte dé que 
la circunstancia de tramitarse ante este tribunal los pleitos aná- 
logos al presente deducidos |H>r tenedores de bonos del mismo 
empréstito, rio puede en manera alguna originar la excepción 
como tal. pues aquélla sólo existe en el caso de que se intente 
traer ante un tribunal un apunto ya pendiente ante otro COin|>e- 
tente i Art. 7X inc. 5 de la ley 50 y Fallos, tomo 7. pá¿. la 
susodicha excepción no es admisible, como tal ni como acumu- 
lación de autos cuando se le bace valer con ocasión de juicios 
qué tienen diferente substanciación como ocurre en el caso ac- 
tual. Fallos, tomo 60; pág. 20S; tomo 54. pát;. 202: Caravantcs 
390, libro II. 

One ni mérito de estas consideraciones corres|H>ude el re- 
chazo di- las cxce]tcioncs opuestas y tratándose de tina obligación 
de pla/o vencido, auténticamente probada por instrumentos pú- 
blicos, el procedimiento ejecutivo es confonue con el art. 248 de 
la ley X" 50. 

Por estos fundamentos, no se bace lugar a las execciones 
opuestos y llévese la ejecución adelante basta hacerse pago al 
actor del capital reclamado, sus intereses con la melificación 
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aceptada a su rcsixxto ,x>r el Banco Francés y las costas. X„tif¡. 
quesc. remugase d y téngase presente al practicarse la li- 

qmdaaon lo resuelto en la fecha en los juicios ordinarios ,K>r 
col.ro «le ,ks.,s provenientes del mismo empréstito seguidos por 
Hevenuto y C.a.y Palomeque contra la Provincia de Corrientes 
con el fu, <le deducir su im,>orte del monto de lo reclamado 
en este. 

A. Bf.rmkio. — J. FlGt'EROA Al- 

COKTA. — KoilKKTO RePETTO. — 
K. GviOÓ I-AVALLE. 



lícm-culo y 0a. co„/ra /« l'roi-ineia dt . Corrientes sobre eobro 
de pesos. 

Sumario: V Habiendo reconocido las jartcs que la ley N" II, de 
fichá 16 de Julio de 1910 autorizó al Poder Ejecutivo de 
la Provincia de Corrientes jara contratar un empréstito fie 
«los nullones de pesos oro o su equivalente de trescientas 
ochenta y seis mil ochwicntas veinte y cinco libras esterli- 
nas y que el Immjo u «Micción general del emprésito fué 
suscripto a nombre de la Provincia de Corrientes, en París 
el 15 de Diciembre de 1910. el que se encuentra transcripto 
al dorso de los títulos emitidos; acreditado que los actores 
son tenedores de los títulos y cuiiones vencidos que sirven 
de antecedente a la acción y que de acuerdo con las estipula- 
ciones insertas al dorso del título emitido en consonancia con 
el l»no general, la Provincia de Corrientes estaba obligada, 
al pago de los intereses semestrales el 1» de Febrero y el 1* 
de Agosto de cada año y los bonos sorteados serian pagados 
el 1» de Febrero de cada año. a opción de los tenedores, en 
moneda esterlina en el despacho en Londres de los señores 
Erlanger y Cía. o en francos en el despacho de sus agentes 
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en París, en la Oficina <le la Banque Argentine y Francaisc, 
procede hacer lugar a la demanda de acuerdo con lo dispues- 
to por los artículos 1197, 979 inc. 5'. 993. 9A. 995 y 622 
y sus concordantes del Código Civil. 

Coso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires. Abril 18 de \<)>H. 

Y Vistos: este juicio seguido por Heuvenuto y Cia.. contra 
la Provincia «le Corrientes sobre cobro «le jh-sos, del cual resulta: 

Que a fs. 12 coni|Ktrcce el actor pidiendo se condene a la 
Provincia ríe Corrientes a jw^ar en el plazo de diez «lias el itn- 
ptírté de las obligaciones y cupones esj>ecificados en este escrito 
o sea «Hez y nueve mil cuarenta libras esterlinas o su equivalente 
en pegos moneda nacional, con más los intereses del capital re- 
clamado a razón del 6 j»or ciento desde el I" de Febrero do 1925 
y los intereses sobre el resto de sus créditos desde el día eje la 
notificación de la demanda, todo con es|>cc¡a1 condenación en 
costas. 

Que fundando su pedido expresa qué |*>r ley X" 11 de 16 
de Jütip de 1910, la legislatura de la Provincia de Corrientes 
autorizó al Poder Kjecutivo para contratar un empréstito exterior 
de dos millones de pesos 0ÍO con un servicio anual de seis |»or 
ciento ele interés y cinco por ciento de amortización acumulativa. 

Que en ejercicio de tal autorización el Poder Kjecutivo con 
fecha 2 de Septiembre de I°I0. designó como su apoderado al 
<|tK."tor Juan (*. Iteltrán. para que efectuara en representación 
de dicho estado un empréstito de un montó nominal de dos mi- 
llones de pesos oro o su equivalente de trescientas ochenta y 
seis mil ochocientas veinticinco libras esterlinas, ocho chelines o 
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Que en ejercicio de ese mandato el doctor Beltran firmó la 
Obligación General <lel Empréstito, comprometiendo a la Provin- 
cia de Corrientes a la fiel ejecución de las condiciones expresa- 
das al dorso de los títulos que se emitieron, de los cuales acom- 
paña dos ejemplares de veinte libras esterlinas cada uno. cuvas 
constancias piden se tengan como ¡«ríe integrante de esta "de- 
manda. 

Que entre diebas condiciones se estableció que las obliga- 
ciones devengarían un interés del seis |>or ciento anual pagade- 
ros al portador en libras esterlinas o en francos \ror los señores 
Emilio Krlanger y Cía., o sus agentes a la presentación del co- 
rres|x>ndiente cupón semestral y que el reemlnilso total de! Em- 
préstito se efectuaría dentro de un |>eríodo de quince años. i»r 
medio de un fondo anual de amortización acumulativa, por sor- 
teo y a la j>ar. los que se legarían en libras esterlinas o en fran- 
cos a oj>ción de los tenedores. 

Que la Provincia de Corrientes ha sus|>end¡du el servicio 
del interés y de la amortización de las obligaciones de! referido 
Empréstito desde el |v <| e Agosto dé 1919. cuyo cujwn está 
impago. 

Que de acuerdo con tales antecedentes, la Provincia nom- 
brada en la actualidad deliería halier reemliolsado la totalidad 
de su Empréstito oro de 6 % de 1910, adeudando consiguiente- 
mente: ¡>or capital de las seiscientas sesenta y cinco obligacio- 
nes de veinte libras y las siete de cien libras e intereses desde el 
I*' de Agosto de 1919 al 1" de Febrero de 1925. o sea doce cu- 
IMMics. la cantidad total de diez y nueve mil cuarenta libras es- 
terlinas. 

Que habiendo resultado inútiles las diligencias efectuadas 
para obtener de la Provincia de Corrientes el |iago de lo adeuda- 
do, lo reclaman judicialmente fundándose en los arts. 1197, 622 
y concordantes del Código Civil. 
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Que acreditada la jurisdicción de la Corte, corrióse tras- 
lado de la demanda, e! que fué evacuado, después de desesti- 
marse a fs. 32 la excqxrión previa de litis pendentia, al folio 
34. pidiendo el rechazo de la acción para el caso de resultar no 
probado qiie el actor sea legitimo tenedor de Bonos y Cupones 
del Empréstito Exterior Oro de la Provincia de Corrientes de 
Í9Í0, en la cantidad que afirma serlo, o, que aún justificada 
esta cantidad, resulte que aquellos lio fueron piados jx>r hechos 
imputables al actor y no a la provincia. 

Que es cierto que la P ovincia de Corrientes contrajo un 
Empréstito | M »r dos millones de pesos oro o su equivalente en 
trancos y libras esterlinas dentro de las condiciones señaladas por 
el actor en el parágrafo I de su escrito. 

Que Solo reconoce a la sociedac] demandante la calidad de 
tenedor de bonos y cnjMWies res|>ccto de los que existen en autos 
que son los únicos que ha visto y en cuanto a la suspensión 
de los servicios de amortización e intereses es exacta. 

Que aún probado que el actor sea legitimo tenedor de los 
Ihhios y cti|>ones. niega que la Provincia sea deudora, atenién- 
dose a la pruelia que sobre ello se rinde en autos. 

Que en el supuesto de ser el actor acreedor de la Provin- 
cia, ésta no adeudaría más intereses que los |>actados dentro de 
las condiciones del art. 622 del Código Civil, y por último, no 
enlistándole, niega que el actor haya hecho reclamación alguna 
al (¡oliierno ele la Provincia de Corrientes. 

Que abierta la causa a prueba a fs. 71, se produjo la que 
expresa el certificado de fs. 123, alegando sobre el mérito de 
la misma a fs. 125. solo la parte actora y se llamaron autos 
para definitiva a fs. 134 vta. 

Y Considerando : 

Que con arreglo a los términos en que la litis ha quedado 
trabada, deben estimarse como hechos reconocidos por las ¡janes 
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los siguientes: a) e|ue la ley N v 11 de fecha 16 de Julio <lc 1910 
autorizó al Poder Kjccotivo de la Provincia «le Corrientes para 
contratar un empréstito de dos millones ele jk-sos oro o su equi- 
valente de trescientas ochenta y seis mil ochocientas veinte y 
cinco lihras; b) que el bono ü obligación general del empréstito 
fué suscripta |w»r el doctor Juan IS. lieltran. a iiomhre «le la 
Provincia de Corrientes en Maris el 15 ele Diciembre de 1910, 
y se encuentra transcripto al dorso de los títulos emitidos. 

(Jm con el certificado fie de|>ós¡to otorgado j>or el Banco 
de Italia y Rio de la Mata ha quedado demostrado que los acto- 
res son tenedores de los títulos y Cupones que sirven ele antece- 
dente a la presente acción. 

Que de acuerdo con las estipulaciones insertas al dorso del 
título emitido en consonancia con el líono general, la Provincia 
de Corrientes estaba obligada al jmgo de los intereses scmestral- 
mente al 1" de Febrero y el l" de Agosto «le cada año y los lxi- 
nos sorteados serían irados el |v ( | v Febrero de cada año a 
r>|ición «le los temblores en moneda esterlina en el despacho en 
Lowlres de los señores Krlanger y Cía. o en francos en el des- 
dicho «le sus agentes en París en la oficina de la llanque Argen- 
tine y Francaise. 

Que los bonos «le la referencia producirían interés al tipo 
«le seis ¡H>r ciento anual sobre su valor nominal, debiendo lle- 
var adjuntos veinte y nueve cupones corresjxmdientes a igual 
número fie |iagos semestrales. 

Qw el reémUilso total del Empréstito se efectuaría en un 
plazo de quince años |K»r medio tic un fondo anual fie amortiza- 
ción acumulativa. Kl empréstito «lehía quedar totalmente satisfe- 
cho el l* «le Febrero «le 1925. 

Que, el último pago hecho por la Provincia «le Corrientes 
fué |M»r el servicio «le amortización vencido en 1915 y fie inte- 
reses a los tenedores de títulos sobre los cupones vencidos en Pé- 
brero «le 1919, cuyo pago se efectuó en Agosto fie 1921. Infor- 
me de la Contaduría agregado a fs. 81 vta. 
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Que la demanda de los actores se refiere a cupones de ven- 
cimiento posterior a íá última fecha de pago señalada |*>r la 
Contaduría de la Provincia de Corriente y la falta de pago a su 
presentación, no sólo resulta de las protestas levantadas en Lon- 
dres y en París, cuyos testimonios corren de fs. 4 a «. sinó lam- 
inen del hecho de afirmar la misma contaduría de la Provincia 
que esta no remitió a Krlanger y Cía., de Londres, ni a sus 
agentes en París los fétidos suficientes en libras esterlinas o 
su equivalencia en trancos para atender el pago «le los cupones 
y el rcemliolso «le los títulos que resultaran sorteados. 

Que. entretanto, los eu|>oncs objeto «le la demanda debían 
ser ««gados a la fecha «leí vencimiento respectivo a su simple 
presentación y sin mas trámite en las oficinas «leí banquero 
nombrado o en las de sus agentes en París. Asi resulta «leí bono 
general y asi lu reconoce la contaduría «le la Provincia «le Co- 
rrientes, fs. 81. 

Que en cuantd a los títulos, su cxigibil¡da«l proviene «le que 
en el momento de <le«lucirse la demanda había vencido el térmi- 
no dentro «leí cual debió «|ite«lar rcemUilsatla la totalidad «leí em- 
préstito. 

Que en cuanto a la «luda expresada por el representante de 
la Provincia, «le «pie los bonos r«:clama«tos se hallaran ith|K¡gOS 
jM>r un hecho imputable al demandante, como sucedería en el 
supuesto «le «pie hubieran resultado c«>mprendidos en tos sorteos 
realizados entre tos años 1911 y 1914. y no hubieran sido co- 
bra«l(»s. el punto ha quetladó aclara«to e«m el informe de fs. 93. 
«leí cual residía que tales Ixmos no fueron s«»rteados a los efectos 
«le su pago, |*to vencieron con este objeto el 1" «le Febrero de 
1925. «le acuerdo con los términos «leí bono general. 

Por estos fundamentos, «le acuerdo c«»n lo dispuesto ix>r tos 
artículos 1197. 979 inc. 5", 993. 994. 995 y 622. v sus concor- 
«lantes «leí Código Civil, se hace lugar a la demarula declarán- 
«lose «pie la Provincia de Corrientes está abligada a |»gar a la 
actora <lcntr«. «leí término de treinta- días, como im|H>rte de tos 
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títulos } cnpúixes prcsentaclosí la suma de diez y nueve mil cua- 
renta libras esterlinas o su equivalente en moneda legal al cam- 
bio de 227.27 por ciento, a mérito de !o dispuesto en el art. I* 
de la ley 3S71. y. sus intereses desde el día de notificación de 
la demanda hasta el de su efectivo pago y las costas del juicio. 
Xotiíiqnese, téngase presente a los efectos de deducir en el jui- 
cio ejecutivo seguido |H>r el Banco Francés contra la misnu 
Provincia ante esta Corte, el importe de la suma a cuvo pago se 
la condena en esta y rq>óngase el |^peí. 

A. Bermejo* — J. Fkhkroa Ai.- 

COKTA. — ROBERTÓ KkPKTTO. — 

K. Guido Lavallk. 

(1) En el mismo mtiiU* y por los mismos fumlamrntos legales, la 
tortc ¡suprema fallo el juicio scguiil.» por clon Rafael Alberto Palometa* 
contra «IicIki provincia. 



Don Xestore . lime contra la Provincia de C orrientes, sobre co- 
bro de pesos. 

Sumario : Sólo puede existir litis pendencia en el caso de que se 
intente traer ante un tribunal un asunto ya pendiente ante 
otro competente, y la mencionada cxce|)ción, como la acu- 
mulación de autos, requieren tiara su admisión que ambos 
juicios tengan la misma substanciación. 



Caso: Lo explica el siguiente: 



66 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FALLO Dt¿ LA CORTE SUPREMA 



Bueno» Aires. Abril 18 <lc 1028. 

Y Vistos: l'ara resolver la exección de litis pendencia 
«•puoia pdr la parte demandada. 

Y Considerando: 

9 ue ,a ücfensa ha sido opuesta jwr ja Provincia demandada 
fundándose en que ante este mismo Tribunal tramita un juicio 
ejecutivo seguido por el Baitco Francés del Rio de la Plata en 
el carácter de fideicomisario de los tenedores «leí empréstito, al 
que pertenecen los liónos cuyo pago reclama él actor contra la 
Provincia ele Corrientes. 

One. como lo ha declarado esta Corte en el juicio seguido 
l*>r Meiiveiuito y Cia. contra la misma Provincia, sólo puede 
existir lilis pendencia en el caso de que se intente traer ante un 
tribunal un asunto ya (tendiente ante otro competente fart 7? 
me. .V de la ley Ñ» SO y Fallos, tomo 7. pág. 338) ; siendo, ade- 
mas, de observar <,ue tanto la mencionada exección como la acu- 
mulación de autos requieren para su admisión que ambos inicios 
tengan la misma substanciación, cosa' que no ocurre en el case» 
snb índice. 

Qti« siendo esto asi. es innecesario examinar la cuestión 
propuesta (fe saber si el Banco Francés cuno fideicomisari- ex- 
cluye la acción directa de los tenedores de liónos v ctquincs. pues 
aún resultando verdadera, la excepción de lilis pendencia no 
seria admisible |»or las razones expuestas. 

Por ello se rechaza la cxcc|>ctón opuesta, con costas. Repón- 
gase el papel: 

A. IIkkmkjo. — J. Figueroa Al- 

CORTA. — RoREKTO ReI'KTTO. — 

R. Guido Lavalle. 
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Don Lorenzo A. Lugones. fiscal, denunciando a Carlos M. Las- 
tra. Bnicsto de las Carreras y Homero Fernández, por 
provocación a duelo en descrédito público y desacato. 

Sumario; Es un principio de derecho procesal arraigado en d 
art. 102 de la Constitución Xacional que el lugar del hecho 
criminal determina la jurisdicción para juzgarlo, siendo és- 
ta improrrogable (art. 19. Cód; de Procedimientos) ; en 
consecuencia, rorresponde al juez «leí Crimen de Mércales, 
provincia de Kuenos Aires, e! conocimiento de un sumario 
por los delitos de provocación a ¿lucio y desacato, en la 
persona del agente fiscal del iX-partamcnto del Centro de 
dicha provincia, cometidos en la referida ciudad. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 22 de 1928. 

Suprema Corte: 

Se acusa a Carlos M. lastra. Ernesto de las Carreras y Ho- 
mero Fernández, de! delito de provocación a duelo y desacato, en 
la persona dd doctor Lorenzo A. Lugones, Agente Fiscal del 
Departamento del Centro (Prov. de Buenos Aires), delito pre- 
visto en los arts. 99 y 244 del Cód. Penal. 

A estar a las constancias de autos de este sumario que *c 
inicia, tal delito aparece cometido en la ciudad de Mercedes de 
la provincia referida, al intentar apersonarse al doctor Lugones 
los representantes dd señor Lastra, retándolo a duelo por opi- 
niones emitidas por aquél en el desempeño de su cargo y que 
fueron consideradas injuriosas por el señor lastra. 
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Todo dio |ierniite afimar que es a la autoridad judicial de 
Mércenles a la que corres|ionde el conocimiento y decisión de es- 
ta causa jwr ser ese el lugar de comisión del delito, de acuerdo 
esto, con lo dispuesto i>or el art. 102 de la Constitución Na- 
cional y la doctrina invariable de V. E. 

Eil ese sentido opino que corresjMinde resolver la presente 
contienda de comjictencia negativa trabada entre el Juez en lo 
Correccional cíe la Capital de la Nación y el del Crimen de Mor- 
cólo, qué ha sido sometido a esta Corte Suprema. 

Horacio K. l.arrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bttcnos Aires, Atwil 18 de \V2X. 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que la denuncia de autos versa sobré los delitos de provo- 
cación a duelo y desacato, previstos en los arts. 99 y 224 del 
Código Penal, que el demmeiante imputa a los denunciados. 

Qijí del sumario ? desprende que e) ofendido desempeña 
el cargo de Agenté Fiscal en la ciudad de Mercedes, y es ai 
ella donde los padrinos del doctor l-astra buscaron al doctor 
Lugones |«ra retarlo a duelo. 

(Jxk la solicitada inserta en «La Razón» es sólo una conse- 
cuencia de la gestión de aquéllos. 

Que de estos antecedentes resulta, como lo opina el señor 
Procurador General, que la ciudad de Mercedes es el liiRar don- 
di se habrían cometido los resfieetivos delitos. 

Qí 1 ! "» principio de derecho procesal arrabio en el art. 
IQ2 d< la Constitución Nacional, que el lugar del hecho erimi- 
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nal determina la jurisdicción |»ra juzgarlo, siendo ésta impro- 
rrogable (art. 19 Cód. de Procedimientos). 

Que las circunstancias particulares de esta causa, demues- 
tran que siendo el ofendido funcionario provincial y habiendo 
sido desacatado por el ejercicio de sus funciones, asi dice la 
denuncia, y requerido, en la provocación a duelo, en el lugar 
donde deseni|>eña su cargo, es éste el lugar en que debe reputar- 
se prima fácie; cometidos los delitos res|>ectivos. (Art. 34, Có- 
digo citado). 

Que si hubiera duda al respecto» ésta debe resolverse en fa- 
vor de la jurisdicción del Juez que ha prevenido en la causa, en 
el caso el de Mercedes (provincia de Buenos Aires). (Art. 36. 
Código citado). 

Por esto se declara que el Juez competente para entender 
en esta denuncia es el del Crimen de la ciudad de Mercedes. De- 
vuélvanse estas actuaciones a dicho magistrado y comuniqúese 
al Juez Cor rede mal de la Capital, doctor Ortega, en la forma 
de estilo. 

A. ÜKKMKJO. — J. FlCUEROA Al- 

corta. — Roberto Repetto, — 
R. Gt'jm La valle. 



Don Luis F. FUlol y do fia Estlter Grandoli de Filio!, su concur- 
so civil. Cuestión de competencia entre el Jues en lo Civil 
y Cotitercial de! Rosario y el de igual clase de Cárdolni, pa- 
ra conocer en el juicio ejecutivo sajuido ante el primero por 
el fíanco de la Provincia de Santa Fe. . 

Sumario: I-as cuestiones de com¡>etcncia sólo pueden referirse 
a juicios pendientes y no corresponde a. los ya fenecidos, 
cuyo conocimiento no puede ser materia de una cuestión 
de esta índole. 

Caso : I-o explican las piezas siguientes : 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PKOCl'RADOk GENERAL 

Buenos Aire*. Mar». 2». d« 1928. 

Suprema Corte: 

Ante el Juez de primera instancia en lo Civil y Comercial 
del Rosario, se siguió. |»r el Banco de la Provincia de Santa 
Fe. una ejecución contra doña Victoria Grandoli de Fillol. en la 
que se llegó al estado de remate del bien ejecutado, el que so 
halla situado en la jurisdicción del Juez de la causa. 

Posteriormente, la expresada deudora y su esposo D. Luis 
Fillol. fueron concursados ante el juzgado de primera instancia 
en lo Civil y Comercial de Cónloba. en cuyos autos quedó plan- 
teada una contienda de competencia con el juez de Rosario, pa- 
ra conocer en la referida ejecución hipotecaria. 

Corresponde a V. E. dirimir esta contienda en ejercicio de 
la facultad conferida por el ait. 9» de la lev 4055. 

Como se ve. el juicio ejecutivo por cobro del crédito hipo- 
tecario cuya acumulación al concurso reclama el juez de Córdo- 
ba, se encuentra terminado por semencia firme ante el juez del 
Rosario, donde fué iniciado y quedó radicado. 

V. E. tiene declarado (100:274, caso análogo al presente) 
que las cuestiones sohre competencia sólo pueden referirse a jui- 
cios iiendientes y no comprende a los ya fenecidos, cuyo cono- 
cimiento no dclw ser materia de una cuestión de esa índole, se- 
gún lo tiene resuelto la misma Corte Suprema, en los tomos 48. 
nág. 215 y 6H. pág. 19. de sus fallos. 

Por ello soy de opinión que el juez del Rosario no está, 
obligado a remitir al de Córdoha. los autos que motivan esta 
contienda. 

Horacio R. Larreta. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



FALLO DE LA SUPKEMA CORTE 

Buenos Aires. Abrí! 25 rtc 1928. 

Autos y Vistos: 

I-os de contienda de com|K-tencia trabada entre mi Juez de 
Primera Instancia en lo Civil y Comercial de Rosario y otro de 
igual clase de Córdoba, |>ara conocer en e! juicio ejecutivo se- 
guido ante aquél ¡>or el Manco de la Provincia «le Santa Fe con- 
tra doña Victoria Grandoli de Fillol, concursada juntamente con 
su esposo don Luis F. Fillol ante el segundo de los jueces re- 
feridos. 

Y Considerando: 

Que como se hace notar en el dictamen de fojas 8. de acuer- 
do con lo que al res|>ecto acreditan las actuaciones del juicio eje- 
cutivo instaurado ante el Juez del Rosario, dicho juicio, reque- 
rido para ser acumulado al de concurso, ha terminado |*ir sen- 
tencia de trance y remate, la que aparece consentida por las par- 
tes al pedir de común acuerdo el nombramiento del martiliero pa- 
ra la realización de la venta del inmueble ejecutado. 

Que en estas condiciones, la inhibitoria formulada j>or el 
Juez de Cór<loha, invocando un juicio universal de concurso, no 
es procedente, toda vez que las cuestiones sobre comjietetKia sólo 
pueden referirse a juicios | vendientes y no comprenden a los ya 
fenecidos, y cuyo conocimiento, en consecuencia, no pue<le ser 
materia de una cuestión de esta Índole, de acuerdo con la cons- 
tante jurisprudencia de esta Corte. (Fallos, tomo 100, pág. 274; 
tomo 121. pág. 327; tomo 156. pág. 215; tomo 137, |iág. 335: 
tomo 147. |>ág. 414; tomo 149, |>ág. 333 y otros/. 

Por ello y conforme con lo expuesto por el Señor Procura- 
dor General, se declara que el Juez del Rosario no está obliga- 
do a remitir al Juez exhortante los autos materia de b contien- 
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da. En su mérito, devuélvanse los obrados «rrespqridicntes a los 
respectivos jueces, agregándose al de Rosario testimonio de la 
presente y del dictamen de referencia. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — J. Figukroa Al- 
corta. — KOÜKKTO ReFETTO; — 

R. Guido La valle. 



Sociedad anónima Savby tíótcl y anexos de Tueumán. contra la 
Provincia de Tueumán, sobre cobro de pesos. 

Sumario : !» La ley «le c«>nccsi«>n para explotar un hotel, teatro 
y casino, dictad» |*.r la legislatura «le Tueumán. con techa 
14 de Agosto «le 1908. no sólo no liace ninguna referencia 
a la emisión «le letras ni al empleo «|«¡ |«i S recursos de la 
provincia, sirio que tampoco autorízala al IVider Ejecutivo 
para llevar a cabo la expropiación, pues tal facultad fué re- 
servada al gobierno de la provincia, es decir, al conjunto 
forma«lo |*»r los tres gratules p«xlercs o dejsirtamentos que 
ejercen la autoridad en el orden local: por lo que, no en- 
contrándose investido el P«*ler Ejecutivo de facultades pm- 
pias para disponer de \w dinenw o recurs»» del Estado, ya 
sea efectuando pagos o contrayendo obligaciones que deben 
traducirse en futuras dis|>os¡cioncs «le sus fomlos (art. 103. 
inciso 14 de la Constitución de Tueumán). y no habiéndose 
¡nvoca«lo ninguna otra ley general o especial que facultase 
al Departamento Ejecutivo del gobierno para suscribir le- 
tras u otros «locumentos de crédito a cargo del Estado pro- 
vincial. o ¡vara ejecutar actos que pudieran ser comprensivos 
de tal autorización, forzoso es concluir que los funcionarios 
que firman los pagarés cuyo cobro se persigue, no han te- 
nido la representación indispensable para obligar a la pro- 
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vincia. y. en consecuencia, ésta ha podido desconocer la va- 
lidez de los mismos por falta de representación de las ¡kt- 
sonas que acrecen suscribiéndolos a nombre de ella ; falta 
de representación que puede ser alegada contra cualquiera 
que pretenda hacer valer el documento, sea que hubiere con- 
currido a la celebración- Id acto jurídico que dió nacimiento 
a la letra o legaré a la orden, o que fuese un tercero endo- 
satario del documento. 

2" Siendo las provincias ¡»ersonas jurídicas con arreglo 
al art. 23 del Código Civil, les son aplicables las disposicio- 
nes del art. 36 del mismo y se hallan, |*>r esta circunstan- 
cia, habilitadas para negar eficacia y validez a los actos de 
sus representantes cuando éstos se hubieran extralimitado 
al ejercer sus poden». 

Caso: Lo explica el siguiente: 



KALLO l)K LA SUPREMA CORTE <l> 

Butilos Aires, Abril 25 ilc 1928. 

Vistos : 

Estos autos seguidos |ior la sociedad anónima Savoy Hotel 
y anexos de Tucumán contra esta Provincia, sobre cobro de pe- 
sos, de los que resulta : 

Oue a fs. 19 se presentó la actor?» representada pgr el pro- 
curador l'arodi. acotii|*iñando el respectivo instrumento y ocho 
pagarés o letras emitidas por el Poder Ejecutivo de Tucumán. a 
favor de don Faustino I)a Rosa y endosado* por éste o su apo- 
derado, en blanco, y que en conjunto suman cuatrocientos cuatro 
mil trescientos ochenta pesos moneda nacional, cantidad jmr la 
cual demanda a la provincia en juicio ordinario. Dice el citado 
procurador que los documentos presentados representan «jarte 
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«le precio, de la enajenación <le los bienes ele mi ¡mi ¡invente y de 
la concesión del gobierno provincial, según escritura de compra- 
venta Otorgada |>ur el Savoy Hotel y anexos de Tncnmán a fa- 
vor de don Faustino Da Rosa, jior ante el estrilan.) de la ciudad 
de Tucumán don Ernesto .Méndez Saravia.» Provienen dichas 
letras, o toman origen en los decretos del Suprior Gobierno de 
techas >\ <|«- Junio dC 1920. 1S y 22 de Agosto de 1019 y fuñió 
2f> «le 1919. dictados |H,r el Señor Golieroador de la Provincia 
de Tncnmán y el Señor Ministro de Justicia. Hacienda e Ins- 
trucción Publica, relacionados con la expropiación al señor Faus- 
tino Da Rosa de los bienes de la sociedad anónima Savoy Ho- 
tel y anexos y modificaciones «le los plazos y otras condiciones de 
las letras entregadas en pago de esa expropiación. Esta donan- 
«la. agrega, no proviene «le empréstito alguno celebnulo por la 
provincia sin autorización legislativa: los documentos «leí caso 
íneron recibidos \Htr el señor Da Rosa tcorno consecuencia de 
la expropiación «le los bienes de mi representada y de los «lecrc- 
tos del Poder Ejecutivo que he mcnc;«ína«lo y «le L lev «le epn- 
cesión a la socie<la<l anónima qué represento, que ¡>or su art. 7" 
autoriza al gobierno «• al I»«>«lcr Ejecutivo de la provincia para 
hacer la expropiación en las condiciones que allí se establecen». 
Ksta demanda, continua la actora. se raluce en definitiva a la 
ejecución «le los |>agarés «• letras acompañadas recibiílas ix>r un 
tercero, «le buena fe. |»críectamcntc exigióles «le acucnlo con las 
<lis,»osiciones de l«»s arts. 505 y 1197 y correlativos «leí Gxligo 
Civil y capítulo I «leí titulo XI del libro 2> del Código de Co- 
mercio «pie equiiara los pagares a las letras de cambio y deter- 
mina que nxlas las d¡s|x.siciones estal»leci«las jara la letra de 
cambio son aplicables a los lagares». 

Pide la condena de la provincia ai pago de la suma «leman- 
dada con más los intereses y costas. 

íjue acre«l¡ta«la la competencia originaria de esta Corte y 
c«.rrid«» traslado a la |>r<iv¡nc¡a de la demanda, ésta la contesta 
ís. 35 y después «le algunas articulaciones previas, respecto a 
la |R-rs«ineria del acerado de Da Rosa para endosar las letras. 
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y otras consideraciones relativas a la naturaleza del asunto, niega 
en general los hechos aseverados |>ur el actor y |>articnlarmente 
la propiedad de los documentos por parte del endosante, la rela- 
ción directa de éstos y los decretos invocados, así como tpie és- 
tos fuesen dictados de acuerdo con la ley. el carácter tle tenedor 
de Iriieha fe que se atrihuye la actora e impugna fe facultad del 
Poder Ejecutivo para emitir los documentos sub lite, por tratar- 
se de operaciones de crédito, sosteniendo asimismo que la expro- 
piación, no ha podido llevarse constitucioualmente a término sin 
la ley previa que asi lo resolviera. por cuanto el art. 7" de la lev 
de concesión, al referirse al gol.icmo. no ha pulido limitarse 
al Poder Ejecutivo de la provincia. 

Que abierta la causa a pruelia, agregada la producida y !<w 
alegatos res|iectivos se- llamó autos ¡«ra definitiva a fs. 

Y Considerando: 

Que las cuestiones sustanciales que deben resolverse en esta 
cansa y que jwr su naturaleza e im|x>rancia prima sohre las 
demás planteadas, aún dando jwr auténticos los documentos que 
fundan la demanda, así como también su endoso, son las «los 
siguientes : 

Ha podido con derecho el Poder Ejecutivo de la Provin- 
cia de Tucumán, |wr sí solo, expropiar los bienes y concesión 
de autos, y suscribir, como consecuencia, aquellos documentos? 

¿Pueden o|x»nerse al actual demandante, los reparos que 
surgen de la cuestión anterior, en atención a lo dispuesto |>or 
el art. 212 del Código de Comercio? 

Que ambos puntos han sido considerados y resueltos |»r 
esta Corte en los fallos insertos en los tomos 148. pág. RI y 150. 
pág. 232. en los cuales el tribunal dejó consagrado los princi- 
pios, que en resumen, se trascriben y que son aplicables |hm- 
completo al caso de autos: cLa ley de concesión para explotar 
un hotel, teatro y casino, dictada por la legislatura de Tucu- 
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mán con fecha 14 <le Agosto de !?08. no solo no hace referencia 
alguna a la emisión de letras ni al empleo de los recursos de la 
provincia, sinó que tampoco autorízala al Poder Ejecutivo pa- 
ra llevar a cabo la expropiación, pues tal facultad fué reservada 
al Gobierno de la Provincia, es decir, al conjunto formado |K»r 
los tres grandes poderes o departamentos que ejercen la auto- 
ridad en el orden local í« |*>r lo menos y en el caso al ejecuti- 
vo y legislativo); «por lo que no encontrándose investido el 
Poder Kjecutivo de facultades propias jara disponer de tos di- 
neros o recursos del Kstado, ya sea efectuando fagos o contra- 
yendo obligaciones que en el futuro deben traducirse en otros 
tantos pagos (art. 103, inciso 14 de la Constitución de Tuctt- 
mán). y rio habiéndose invocado alguna otra ley general o es- 
pecial que facultase al Poder Kjecutivo para suscribir letras u 
otros documentos de crédito a cargo del estado provincial, o 
para ejecutar actos que pudieran ser comprensivos de tal auto- 
rización, forzoso es concluir que los funcionarios que firman 
los pagarés cuyo pago se persigue (iguales a los de autos), no 
han tenido la representación indispensable para obligar a la pro- 
vincia, y. en consecuencia, ésta ha jhkIícIo desconocer la valide/ 
de los mismos por falta dé autorización o facultad lastaute en 
las personas que ajarecen suscribiéndolos a nombre de ella y 
esta falta puede ser alegada contra cualquiera que pretenda 
hacer valer el documento, sea que hubiera concurrido a la cele- 
bración del acto jurídico que dió nacimiento a la letra o pagaré 
a la orden o que fuese un tercero endosatario del documento. 

Que las precedentes declaraciones son estrictamente aplica- 
bles a la presente causa. toda vez que en ella se ejecutan docu- 
mentos de la misma naturaleza de los aludidos en las sentencias 
ri cordatas, de idéntica procedencia y emitidos con el mismo 
objeto de la expropiación a cuyo jiago servían y que, |K>r consi- 
guiente, son equiparables a un empréstito o a títulos de un em- 
préstito désele qué representan sumas de dinero que la provincia 
del* abonar, lajo la res|Ninsabilklad general de sus bienes y cpie 
por tanto no han |>odido ser suscriptos ni dados en pago, sin auto- 
rización -especial al efecto (Constitución Provincial citada). 
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Que siendo las provincias personas jurídicas con arreglo al 
art. 13 «leí Código Civil, les son aplicables las dis|>osiciones del 
art. .Vi del misino y se hallan, |>or esta circunstancia, habilitadas 
I>ara negar eficacia y validez a los actos de sus representantes 
cuando éstos se hubieran extralimitado al ejercer sus |>odcrcs, co- 
mo lo ha declarado reiteradamente esta Corte Suprema. ( Fallos 
tomo 97. pág. 20; tomo 135. pág. 347 entre otros). 

Que no es óbice, en el caso. |»ara la aplicación de las men- 
cionadas reglas legales, el hecho de «pie los pagarés cuyo valor 
se lia demandado, sean «piijrarables a las letras de cambio y pu- 
dieran hallarse al ani|«ro del art. 212 del Código «le Comercio, en 
cuann» éste dispone «pie «la falta «le expresión de causa «» la fal- 
sa causa, en las obligaciones trasmisibles. por vía «le endoso^ 
nunca puede <>|K»nerse al tercer |Mirta«lor «le buena fe». por cuan- 
to la acción entablada no va dirigula contra los firmantes «le 
las letras, sin.» contra la Provincia «le Tncnman. «pie no puede 
ser obligada i>or sus jjoliernantes más allá «le sus propias fa- 
cultades, como ya se ha demostrado (art. 608 del Código «le 
Comercio,, Fallos, tomo -150. pág. 233. 

Por estos fundamentos y los expresados en los» escritos 
«le contestación y de alegato «le la demandada, se absuelve 
a la Provincia de Tucumán «le la presente demanda, sin ct.stas. 
en atención a la naturaleza de las cuestiones debatidas. Xotitúpie- 
se y repuesto el |»|>el archívese. 



A. I5kk.mk.io. — *J. Figi eroa Al- 
corta. RoiSKKTO RKPRTTO. 

R. Guido Lavalle. 

(I) En la misma fecha, en igual sentido y por análoga* considera- 
»- S? rt ^ Suorem » mhuó dos dimandas más: uiu instaurada por 
Héctor Ddlepmnc y otra por Alberto Maury, contra la misma provin- 
cia, pur cobro «le letras del mismo «.rigen. 
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Doña Angela Rufina González de Calle, su sucesión. Contienda 
de competencia trabada entre el fues de primera instancia 
en lo civil de la Capital y el de primera instancia en lo Civil 
v Comercial de la Provititia de tíñenos Aires. 

Sumario: Acreditado que la causante falleció en esta Capital y 
«pie varios meses antes el esposo de la intenta, al otorgar un 
fMwler. declaró estar domiciliado en la misma casa en que 
ocurrió dicho fallecimiento, en el que rcibió notificaciones, 
corresponde declarar la jurisdicción «leí juez de esta Capital 
para cono¿er del juicio sucesorio de la «le cujus. no obstante 
las declaraciones «le dos testigos que se hallan en desacuer- 
do con tas constancias ele todos los instrumentos públicos 
que obran en los autos, sobre el «Iomicilio «le los cónyuges. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DKL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Man*. 29 «le 1928. 

Suprema Corte: 

Entre el Juez «le !• Instancia en lo Civil «le la Capital «le la 
Nación y el «le igual clase del Departamento Sud de la Provin- 
cia dé Kuenos Aires, se ha traba«Io cuestión «le competencia para 
entender en el juicio sucesorio «le doña Angela Rufina González 
«le Colle. 

En el expediente tramifiido en esta Capital consta a ís. 1, 
«pie la causante falleció en esta ciudad el 3 de Junio de 1918 y 
que en «los de Febrero de 1918 el csfKiso «le la causante otorgó 
el jRMler testimoniado de fs. 10. en cuyo acto «leclaró estar do- 
miciliado en esta Capital Federal. 
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Las constancias existentes en la sucesión tramitada ante el 
Juez Provincial, no permiten modificar, a mi juicio, la prueba 
que resulta «le la manifestación hecha por el esposo de la cau- 
sante, en el poder referido «le fs. 10. 

Las «leclaraciones «le los testigos, dé fs. 29 y 37. no tienen 
antecedentes que permitan darles fuerza suficiente para destruir 
la «leí poder citad.». Por lo contrario, se refieren al domicilió de 
la causante en el partido de Xtcochca. citando las partidas de 
nacimiento de fs. 14 y 15 y «le ihátrimonio, de fs. 12. dan como 
domicilio «le los cónyuges el partido «le Tres Arr«.y«»s. «Ies«le 
1909 a 1913. Es decir, «pie esas «leclaraciones están en desacuer- 
«lo con las constancias «le todos los instrununt«is públics sobre 
el domicilio «le los cónyuges. 

Xo hay. puos. más elemento de prueba irrefutalile que la 
manifestación «leí propio cs|toso «le In causante, contenida en el 
poder otorgado en 1918. cuatro meses antes «le fallecer ésta, y en 
el cual se declara c«»m«. «lomicilio esta Capital Federal. 

Cpmp el «lomicilio «le la esjH.sa es el «leí marido tari. 90, in- 
ciso 9» Código Civil > y como. sctfún resulta «le autos ( fs. 30 «leí 
expediente de la Capital), el propio apnlenMlo de éste confirmó 
l.i existencia «le tal domicilio, soy «le opinión «pie al Juez «le la 
Capital «le la Nación c«irresi>on«le conocer en esta causa por 
hakr tenido aquí la causante su último domicilio, según la re- 
gla establéenla |x»r el art. 3284 «leí Código Civil, ante cuya juris- 
«licción. |x»r «>tra |>arte. se ha comprol»a«lo (fs. 6 vta. y 11 «leí 
ex|ie«l¡cnte citad»»), la existencia «le «lemandas «ledncidas contra 
la esposa íalleci<la y tramitadas en la época de su muerte lo que 
liace presumir, fundadantente, su domicilio en esta Capital. 

Tal es nú dictamen. 

Horacio K. Loneta. 
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FALLO PE LA SLI-KKM \ CORTE 

Buenos Aires, Abril 23 de l"2s. 

Autos \ Visitm 

Los de contienda cíe competencia ppf inhibitoria trabada 
emry un Juez de 1' Instancia cu 1<» c ivil cié esta Capital y otro 
de igual cláüe de la ciudad tic fcfoíores. Departamento cíe) Sitcl, 
Provincia de látenos \irc-. para conocer en él juicio sucesorio 
dé la sonora Angela Rufina (¡onzúlez de Gollc. 

Y Considerando: 

Que a mérito de q¿M? la prueba de autos versa sobre antece- 
dentes (Icniostrativos del último domicilio de la causante de la 
miom..,i. atriimklo a mm dudad por el Juez de la Capital, y al 
Partid- de Mccochea por el Juez de Dolores. IVovincia de Inic- 
uos Aire-, la contienda proviene en el caso de que ;uuIm»s jueces 
m- consideran competente?, para entender en los autos menciona- 
dos, fundándose en el hecho de IkiIkt tenido la causante su úl- 
timo domicilio dentn» de SUS resjartivas jurisdicciones. 

(JltO del examen comparativo de las actuaciones de prueba 
producida-, resulta qtje la rendida para acreditar el último domi- 
cilio en la provincia, se limita a la declaración de dos tcsti»o> 
que ii" demuestran debidamente la razón de sus aseveraciones, y 
que afirman, sin precisar íecba ni otros antecedentes, que la de 
atjm > es es|M»o « -tuvieran domiciliados en N'ecochea. lo que, 
|*>r uira parte, y como se oh>erva en el dictamen de ís. J07. no 
armoniza eon lo í|uc establecen las partidas de matrimonio de los 
eóityüj*es aludirlos y de naeimiento de su> lujos, referidas una y 
utfttó al Partido de Tres Arroyos, hasta el ano 1913, 

<Jm. ent^lailto, aparece demostrado qüe en esta ciudad, 
ralle > > erial J745. falleció la señora de Collc, el 3 de Junio de 
l'MS; que varios meses antes, el marido Otorgo la escritura de 
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poder general dé fs. 10, expediente dé la Capital, expresando 
<!»<' su domicilio era en dicha casa de la callo Verbal; que allí 
le fué igualmente notificado el auto de que instruye la cédula 
dé fs. 9: (|ue refiriéndose a esa notificación, Collo presentó ame 
el Juez dé esta Capital el escrito dé fs. II, aceptando implícita- 
mente su jurisdicción ; y en fin que el mismo apoderado expre- 
sa en su escrito dé fs. 30 qué trata ele averiguar el |>aradcro de 
su instituyeme, pites no le dejó su dirección «al mudarse de su 
domicilio de autos. Yerlwil 2745». 

[)m debiendo deducirse de lo expuesto que «Ion Klio José 
Cnlle y su es|Kisa (art. 90. iüctso 9?> Código Civil) se hallakin 
domiciliados en esta Capital a la época en que falleciera la cau- 
sante de esta sucesión, es evidente «pie. de acuerdo con la ley y 
la constante jurisprudencia de esta Corte (Código Civil, arts. 94, 
98, 99, 32H4 y sus concordantes; Fallos, tomo 149, págs. 43, 293, 
334 y los allí citados, entre otros), es a los jueces de esta Ca- 
pital, a quienes compete el conocimiento del juicio sucesorio dé 
referencia» puesto «pie la jurisdicción sobre la sucesión corres- 
ponde a los jueces del último domicilio del causante. 

Kn sn mérito, y de acuerdo CQtl lo dictaminado |$$r el Se- 
Fiof Procurador (ieneral. se declara que el Juez competente en 
el caso es el de lo Civil de esta Capital, a quien se remitirán los 
autos, avisándose al de Dolores en la forma «le estilo. Íe(^t1jgll- 
se el papel. 

A. Bermejo. — J. l ; ii;rrKo.\ Ai.- 
CORTA, RoiVRRTO KkI'KTTO. — 

K. QviW Lav.m.i.i;. 
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Doña Anieeta Ana Correa de Náñes (sus herederos) sontra /<* 
Provincia de Buenos Aires, sobre expropiación. 

Sumario: V Siendo los canales bienes públicos de! Estado pro- 
vincial en cuya jurisdicción existen, ait. 2340, inc. 7 V Códi- 
go Civil, cualquiera que fuese el origen de la existencia del 
«Santo Domingo» o las condiciones en que se construyó, la 
Provincia estaría obligada a indemnizar el valor de la tierra 
y los perjuicios a los propietarios, que conservan su dere- 
cho de propiedad sobre aquélla, aunque no lo ejerzan, art. 
2510i mientras no lo pierdan por su inacción en promover 
el juicio de expropiación durante treinta años. art. 3986. lo 
que ni este caso no ba ocurrido. 

2° Urdinari/ado el juicio de expropiación por acuerdo 
de partes y dada la forma en que se lia trabado la litis, él 
sólo puede versar sobre el derecho que puedan no tener 
los actores a exigir que el Kstado expropie el terreno ocupado 
|*>r el canal en cuestión y les indemnice su valor y perjui- 
cios si los hubieran sufrido. 

3" Es un principio general consignado ppr el art. 4 V de 
la ley 180, concordante con el art. 17 dé la Constitución Na- 
cional y el 2511 del Código Civil, que la expropiación no 
se perfecciona mientras no haya sido entregado o judicial- 
mente consignado, el precio de la indemnización; !> > que el 
derecho del propietario a reclamar ese precio cuando no ha 
mediado acuerdo, nace, legalmente, de la sentencia que lo 
establezca, es decir, en el mismo momento en que según el 
art. S" citado, el dueño es obligado a recibir |>or toda indem- 
nización lo que del juicio resulte; c) que según esto, si el 
derecho de reclamar el precio queda jx>r ministerio de la 
ley N" v H8¡9 subordinado en su existencia y nacimiento al 
pronunciamiento de la sentencia que termina el juicio de 
expropiación, la fecha de la obligación del expropiante no 
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podrá ser otra que la de aquella sentencia. El término de 
diez años a los efectos del art. 3956 del Código Civil comen- 
zara a correr desde ese momento. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE ÉA SUPREMA CORTE 

Buenos Aires, Abrií 27 cíe 1928. 

Vistos y Resultando: 

Que don Máximo G. Paz, como acerado de los herede- 
ros de doña Aniceta Ana Correa de Núñez, se presentó ante es- 
ta Corte entablando demanda |K>r expropiación contra la Pro- 
vincia ele Buenos Aires, pidiendo que ésta sea condenada en opor- 
tunidad al pago de la indemnización por el ¡injerte de la tierra 
de propiedad de sus mandantes, ocupada para las obras de 
de desagüe y canalización del arroyo «Santo Domingo», partido 
de Avellaneda, en una extensión aproximada de mil doscientos 
metros de largo por cuarenta de ancho, con los perjuicios causa- 
dos |H>r dichas obras e intereses devengados désele el I" de Oc- 
tubre de 1912 y costas. 

Funda su demanda: í) que en 1912 el Poder Ejecutivo de 
la Provincia |x>r decretos del 30 de Abril y 27 de Mayo de 1912 
dispuso la canalización del arroyo Santo Domingo, desde su con- 
fluencia con el Sarandí, siendo la obra contratada con la em- 
presa Goedhart Unos., e interceptando el canal los lotes desig- 
nados en el plano levantado jn>r el ingeniero Pico |>or orden ju- 
dicial, con los números 79, 90. 103, 114 y parte del 120 de la 
Sección I). Véase fs. 10; b) que dicha empresa inició y conti- 
nuó la obra hasta convertir el |>equefio arroyo Santo Domingo 
en un canal navegable, dejando incomunicados dos extensas zo- 
nas de tierra de propiedad de la sucesión Correa de Núñez con 
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el grave perjuicio consiguiente, habiéndose agravado esta situa- 
ción con la construcción del canal «Dominio»» que al cortar di- 
rectamente desde la calle Mitre hasta el Rio de la Plata en linea 
recta, ha dejado esa zona aislada, es decir, cercada |M>r los ca- 
nales Sarandi. Santo Domingo, Dominico y Río de la Plata; 
c> que dada la ocupación de la tierra |K>r el gobierno ele la Pro- 
vincia y su destino a una ohra pública, aquél debe alionar su 
valor y los |>cr juicios causados al propietario, con los intereses 
correspondientes, ya que con arreglo a lo preceptuado por la 
Con si it ución Nacional y por los arts. 2511 y 2512 del Código 
Civil, nadie puede ser privado de su propiedad, sino mediante 
una justa indemnización. 

Que justificada la cnm|)ctencia originaria de la Corte, se 
convocó a audiencia a las parte* |>ara nombrar |>eritos de acuer- 
do con el art. de la ley X" 189. mandando notificar al güber- 
nador de la Provino*! par? que compareciera a estar a derecho. 

Que no habiendo comparecido la Provincia a la audiencia 
señalada, se lijó nuevo dia jwra efectuarla, [>ero habiendo ma- 
nifestado el representante de aquella que, relacionándose en la 
demanda antecedentes que pueden interesar a la defensa, a fin 
de estudiarlos, pedía la |>ostergación de la audiencia, a le» que 
accedió la parte adora, proveyéndose de conformidad. 

Qltó el dia lijado para la audiencia se presentó el mandata- 
rio del Gobierno Provincial con el escrito de fs. IK. diciendo: 
que al enterarse de la demanda, se ha «lado cuenta de que no se 
tífjlta *'n realidad de un juicio de expropiación y que haciéndose 
eti elfo referencia a decretos y contratos que desconocía, encoti- 
trabaM- inhabilitado ¡iara hacer manifestación alguna a! respecto; 
qU< los antecedentes administrativos le habían sido entregados 
el dia antes con un informe de la Dirección Hidráulica de la 
Provincia y que dé aquéllos resulta que por 61 contrato celebra- 
do con la compañía Goedhart, no se hicieron obras en el curso 
del arn'vn Macicl o Santo Domingo; que siendo así, desconocien- 
do la Provincia la ocupación que se pretende, y ¡existiendo, ade- 
ma-, razones de otro orden «pie oponer a las pretensiones de Isi 
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liarte actora. es evidente que la discusión no cabría dentro del trá- 
mite fijado por la ley 189, debiendo, |>or lo tanto, aquella ejer- 
citar sus derechos en la forma que mejor le convenga. 

Que evacuado el traslado de esta e.\|iosic¡óii corrido al actor 
manifestó este su conformidad con que la demanda se tramite 
con arreglo a las disposiciones procesales que rigen el juicio or- 
dinario, fojas 21, a los que se accedió por providencia <le fs. 21 
vta.. dándosele, en consecuencia, traslado de aquella a la parte 
contraria jnir el término de ley. 

Que evacuado el traslado, pidió ésta el rechazo de la deman- 
da por las siguientes razones: a) que según los informes de la 
Dirección de Hidráulica y las constancias del exjiedicnte admi- 
nistrativo del álió 1912. letra G. Ñ? 30. puede afirmar que es 
inexacto que en ese año el Poder Ejecutivo de la Provincia dis- 
pusiera la canalización del arroyo Santo Domingo y que la obra 
fuera contratada con la empresa Geoclhart Unos, y terminada 
el l v de Octubre como dice l«i demanda, pues del contrato y de- 
creto referentes a esas obras que se encuentran en el exilien- 
te mencionado, aparece que esa obra fue eliminada de las que 
propuso realizar la empresa Gcodbart. agregando que si bien se 
peñsó en un principio hacerla, después fué desechada; b) que. 
|M>r otra parte, fué cosa convenida con dicha empresa que fue- 
ran por su cuenta los gastos requeridos para obtener de los pro- 
pietarios linderos el terreno necesario para realizar las obras 
de dragado que se establece en dicho contrato; o) que, además, 
y con relación a las obras que debían realizarse en esa zona en 
propiedad de la sucesión Juan M. Xúfiez, hay antecedentes que 
jarmiten asegurar que en ellas — que no son las que se mencio- 
nan como 1«se de la demanda — aquélla cedía el terreno nece- 
sario para el dragado del arroyo Sarandí, con tal «pie se le en- 
tregara las dos terceras partes del material del dragado: d) que 
en el supuesto de que pudiera probarse que por otro contrato, 
orden o resolución del Gobierno, que se desconoce, se hicieron 
las excavaciones a que se refiere la demanda, no sería posible 
admitir sus pretensiones sin establecerse cuáles eran los an- 
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chos, extensiones y cursos primitivos de los arroyos cuyos cau- 
ces no pueden considerarse de propiedad | articular y cuáles los 
beneí icios apartados por las modificaciones hechas, teniendo 
en cuenta que se trataría de tierras tajas, etc. 

Que abierta la causa a prueba, produjo el ador la que obra 
de fs. 27 a fs. 111, y el demandado el expediente administrativo 
agregado, con lo que se llamó autos |»ara sentencia. 

Que al hacer mérito de la prueba alegó también el repre- 
sentante de la Provincia, la prcscri|>ción liberatoria de la obli- 
gación de indemnizar a los herederos Xúñez ¡x>r haber transcu- 
rrido mas de diez años desde la é|»oca en que según la demanda 
se terminaron las obras de canalización, fundando la excepción 
en los arts. 3956. mí y 4023 del Código Civil. 

Y Considerando: 

Que conviene dejar establecido en primer término, y como 
punto de partida, si existe realmente el canal que según la de- 
manda se construyó en 1912 en terreno de propiedad de los he- 
rederos de doña Aniceta Ana Correa de Xúñez. sobre el arroyo 
Santo Domingo, en una extensión de mil doscientos metros de 
largo a |wrtir de su confluencia con el arroyo Saraudi. 

Que a este respectó es concluyeme el informe del perito 
ingeniero clon Adolfo lí. Stegman, fs. 106, del que resulta que: 
tía superficie ocupada |>or el canal Santo Domingo, desde su na- 
cimiento hasta su confluencia con el canal Sarandi. es la de un 
IKiralcló^ramo que mide mil doscientos metros de largo |*>r 
treinta y cinco de ancho, o sean cuarenta y dos mil metros cua- 
drados», existiendo sólo, como se ve, una diferencia de cinco 
metros entre el ancho afirmado por la demanda y el que esta- 
blece la jiericia. 

Que ésta se baila coiroborada |>or la prueba testimonial pro- 
ducida en este juicio por la parle actora, pues los vecinos de ¡ 

localidad, señores Juan Revista. José Reposa, Santos Simocbini 
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y Bautista del Gcner. declaran, de fs. 88 a 92. que presenciaron 
los trabajos de canalización del arroyo Santo Domingo en 191.1 
y principios de 1914. agregando Revista y del Gener. que para 
su ejecución fué necesario destruir un puente que existia sobre 
aquél. 

F.l diputado provincial señor Nicolás González Chaves, pre- 
sentado también como testigo, declara a fs. 95. evacuando la ter- 
cera pregunta del interroKatorío «le fs. 94 vta. que. en efecto, en 
los años mencionados, el gobierno de la provincia por intermedio 
de la empresa Goedhart Hnos.. practicó la canalización y recti- 
ficación del arroyo Santo Domingo, y lo saín: por ser vecino de 
Avellaneda desde bacc muchos años, y por el estudio realizad.) 
en la Legislatura de la Provincia, con motivo del provecto sobre 
construcción de canales en dicho |wrtido, presentado jx»r el di- 
putado señor Fabián Casari. cuyos antecedentes constan en el 
diario de sesiones de la Cámara correspondiente del año 1922 
A su vez el senador Onsarí. antes diputado, fs. 97. declara en el 
mismo sentido, agregando que Ic constalw lo declarado i>or co- 
nocimiento propio, y además, jior las " constancias de un expe- 
diente administrativo que tuvo a la vista y mencionó con motivo 
«le la presentación y discusión de un povecto de lev de desagüe 
dentro del |»artido de Avellaneda. 

Que acreditada así la existencia «le! mencionado canal, es 
la otwrtunidad de examinar la defensa opuesta por el represen- 
tante de la provincia contra ta «lemanda, fundada en que no es 
exacto que el gobierno hubiera dispuesto la canalización del 
arroyo Santo Domingo «lesdc la unión con el Sarandi en a«lelan- 
tc y que la obra fuera contratad-i con la empresa Geodhart Hnos.. 
no sieiulo. por lo tanto, legalmente rcsjx»nsable según él. de la 
indemnización reclama«la |>or los «lemandantes. 

Qfse éstos no han traído a este juicio la pruel» resultante 
de un instrumento público o privado, que acredite la existencia 
de un contrato con la empresa mencionada, con el objeto recor- 
dad..; ,kto. a«lemás de que tratándose «le una obra de tal natu- 
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rale/a y destino seria inexplicable qué la hubiera realizado otra 
entidad que el Estado-, fuera por medio de una empresa construc- 
tora o pof administración, constan do autos diversos antecedentes 
que llevan jK>r fuerza a esa conclusión, pudictido mencionarse en- 
tre oíros como decisivos los siguientes: a) que en 1910 el Po- 

dir Kjocutivo de la Provincia mandó practicar por él ingeniero 
don Abraham Tapia los estudios para la rectificación y canaliza- 
ción de jos arroyos Sarandi y Santo Domingo, situados en el par- 
tido de Avellaneda, como se ve. |M>r el plano y memoria descrip- 
tiva presentados éh Mayo del misino año j>or aquél, al director 
de la sección hidráulica, Puentes y Caminos, dando cuenta de 
l"s trabajos realizado* con el expresado objeto, fs. U¿ y 63* h i 
que el 22 de Noviembre del año mencionado se dictó una ley 
autorizando al Poífer Ejecutivo (Mira emitir un empréstito de diez 
y siete millones seiscientos cuarenta mil |k\sos oro. destinando 
la Mima de catorce millones para obras de desagüe en el ]»artido 
Avellaneda: o que el perito ingeniero Adolfo St£gnian en su 
citado informe de fs. 10o. dice textualmente: «MI canal Santo 
Domingo que existe en el terreno en recorrido de mil doscientos 
metros desde su confluencia con el Sarandi hasta donde termina, 
ha sido practicado de acuerdo con el plano corres|>ondiente a 
fs. .Vi (del cuaderno «le pruehas del actor y (¡2 de los HUtUS). 
en lo que se refiere a su dirección y a su posición relativa a los 
demás accidentes to|H gráficos que registra el plan»»»: il) que la 
Sección Hidráulica del departamento de ingenieros de la Pro- 
vincia, confeccionó las planillas agregadas de fs. 1J a 10 del ex- 
pediente administrativo ofrecido como prueba por la demandada, 
con el cálculo del movimiento de tierra a que darian lugar las 
excavaciones necesarias |>ara la canalización de los arroyos Sa- 
randi y Santo Domingo, cálculo que indudablemente fué hecho 
a liase de los estudios y planos del ingeniero Tapia, de acuerdo 
■oti los cuales. C0iitó se ha visto por la pericia de fs. I0r>. se cons- 
truyó «el canal: e) los informes de fs. 46 y 4S de la Contaduría 
<iciicral y del Tribunal de Cuentas «le la Provincia, de los que 
resulta que se liquidaban seis mil pesos mensuales con imputa- 
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cío» a la citada ley de 22 de Noviembre cíe 1910 para inspeccio- 
nar la construcción de los canales Sarandi y Santo Domingo 
¡>ago <lc sueldos del personal y costo de materiales, carbón, lu-' 
..rificantes. com|K>sturaa. etc.. necesarios para llevar a cal» la* 
Obras «le «bagado y limpieza «le dichos arroyos, agregando el úl- 
timo que no puede informar a cnanto asciende la parte Micaela 
por aquellos conceptos con imputación a la mencionada lev hasta 
tanto no se pr.cise ,»r la contaduría general, las cantidades n„e 
tneron |>aga<las |x,r tesorería general para ese fin. 

Oue todos estos antecedentes carecerían de explicación lógi- 
ca y racional, si la olira en cuestión río se hubiera realizado lior 
cuenta del Gobierno. 

Que lo mismo puede «lecirse del mensaje elevado por el go- 
her.K,«l„r de la Provincia, d.>ctor I.uis García a la legislatura en 
U14 «,ue alude a la prosecución «le los trabajos dé desagüe y 
rectificación de los arroyos Sarandi y Santo Domingo, ontre los 
nos de la Plata y la vía «leí fernu-arri! «leí Sud, así como de la 
ley de 4 «le Abril de 192.?. cuy.» proyecto presenta.!., en !922 ,x,r 
: h ' M,,:M,u ° n « ,ri - 'l»e el Po«!er Ejecutivo hizo suyo al año si- 
miente le autoriza para emitir l»ono s de «lesagüe hasta diez v 
•ete ..nilones «lestinados. en primer término, para continuar la 
cajhzación de dichos arroyos, debiendo darle a la parte canali- 
zo? la profundidad necesaria ,«ra hacerlos navegables. 

I?«#JP ] ™ ° tn ,WrtC - S ' c,Ml ° ,os cai,a,es «enes públicos «leí 
sta«io , roV mcial. en cuya juris«licción existen, art. 2.Í40. inc 7" 

«leí S£ VÍ !' CUa,í « uicra m ím <* «"gen de la existencia 
. ! iu «->««"»iko «> las condiciones en que se construyó la 
provincia c !:iria ob|j};aí|a a ¡ n<k . ninjzar e| va|or (|e , a 

a « propietarios. «,„e conservan su derecho de P ro- 
piedad sobre , ué „ a . aunqne „„ |o cjcrzan ^ 251Q 

no io punían ,, r su ¡„ accIon fcn promovcr fc , . fcj , 

piacion durante t»¡„», »,-„«, •.,* rasa- i 

nr„rr¡,l« I J986 ' '° 1" C «" eS,C Cí,SO "O ha 

ocurrido, pues «le „ ro modo sufrlría „ cUos un despojo comra 
la d.spostcton exprés y te múna..„ ., e , ^ 25 „ ^¿ g ^ 
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materia del mismo esté destinada a un objeto de utilidad pú- 
blica. Fatlo de esta Corte, tome» 140. página 207. 

Que al contestar la demanda opone también la parte deman- 
dada como defensa, el hecho tic que los herederos Xúñez ofre- 
cieron verlialmcnte donar él terreno necesario para la* o! ira si se 
les entrega!» la mitad o dos terceras lurtes del material dé tira- 
gaclO, pérA además de que allí mismo se dice que esta promesa se 
refirió a la parte de la tierra de los mismos propietarios donde 
se construyó el canal Sarandi. tampoco se ha producido prueba 
alguna tendiente a demostrar la certeza de aquella af irmación. 

Que en la misma o|H>rtunida<l observa el representante del 
Gobierno, que aún cuando pudiera proUirse que por otro con- 
trato, orden o resolución de aquél, que se desconoce, se hicie- 
ran las excavaciones a que se refieren los actores, no sería posi- 
ble admitir sus pretensiones sin establecerse cuáles eran los an- 
chos, extensiones v cursos primitivos «le los arroyos cuyos cau- 
ce no son de propiedad |xirticular. y cuáles son los beneficios 
alertados por las modificaciones hechas, etc.; pero estas cuestio- 
nes ni» pueden ser tomadas en consideración al resolver este jui- 
cio que una vez ordinarizado |x»r acuerdo de i«rtes. y dada 1;' 
forma en que se ha trabado la litis, sólo versa sobre el dered" 
que puedan o no tener los actores a exigir que el listado fttf 
expropie el terreno ocupado por el canal Santo Domingo/ 
indemnice su valor y i>erj«icios si los hubieran sufrido, <l*>icndo 
ellas ser estudiadas y apreciada en el juicio especial que*-™ 
cesario seguir, con arreglo y a los fines de la ley nación 1 W ,!St> - 

Que respeto de la prescri|»ción liberatoria pre |Sta V° r d 
art. 4023 del Código Civil, que igualmente opine"* 1 B$í? 
mandada al hacer mérito de la prueba, sostenieiu 5 *\ w & ' 1 ' 1 - 
gacióu personal de la provincia de indemnizar a os propietarios 
del valor de las tierras, está extinguida porq£ m iniciarse la 
demanda habían transcurrido más de diez año ,a termina- 
ción del canal, según la misma, pude ohscrv? se desdé luego, que 
residiendo los titulares del der-dio que ¿ hace valer en este 
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juicio, en la C apital Federa), y existiendo el bien a expropiarse 
en la provincia de Buenos Aires, sólo por el transcurso de vein- 
te años se prescribirla dicha obligación y la acción correlativa 
«le los demandantes a exigir su cumplimiento, art. 3'W; y del 
misino escrito del exce. .donante resulta «pte en ningún caso habría 
trascurrid.) ese término. • 

Que. ,ior otra parte, esta Corte lia declarado en el caso idén- 
tico citado en el considerando 5-, tomo 140. pág, 207: a) «pie 
es un principio general consignado |x»r el art. 4» de la ley 189. 
concordante con el art. 17 de la Constitución Nacional y el 2511 
del Código Civil, que la expropiación no se infecciona mientras 
no haya sido entregado o judicialmente consignado el precio de 
la indemnización: b) que el derecho del propietario a reclamar 
ese precio cuando no ha mediado acuerdo, nace legalmente, de 
la sentencia que lo establezca, es decir, en el mismo momento 
en que según el art. 8" citado el dueño es obligado a recibir ,x»r 
toda indemnización lo qne del juicio resulte: c) (pie según esto 
si el derecho «le reclamar el precio queda |>or ministerio de la 
ley X" 189. subordinado en su existencia y nacimiento al pro- 
nunciamiento de la sentencia «pie termina el juicio de expropia- 
ron, la fecha de la obligación del expropiante no podrá ser otra 
<l«» la de aquella sentencia. El término de diez años a los efee- 
tos Jel art. 3956 del Código Civil, comenzará, pues, a correr 
desde ese niomento. 

Q» siendo evidente la similitud «leí caso resuelto en dicho 
tallo y e. este Kt?gio. es «le estricta aplicación la doctrina allí 
consagrad. v m consecuencia, la excepción dé prescripción ale- 
gada jx>r ^representante «leí Gobierno no puede prosjjerar por 
no haber coi,.,,.,.,,.,, aim a curri . r e , lvrm ¡ 110 establecido por la 
ley para «pte «| a sc ))nH | uzca . 

Por estos ..ndamentos se «leclara que el Gobierno «le la 
Provincia de Bufe* Aires está obligado a expropiar a los herc- 
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miles de la ley X" 189, de acuerdo con los cuales se fijarán las 
indemnizaciones que aquellos reclaman. Las costas por su orden. 
Xntifíqucse y repuesto el pa|*cl archívese. 

A. Bermejo, — J. FinuEROÁ Al- 
corta. — Roberto Rkpetto. • - 
R. émm Lavallk. 



¡Vea India OH Company contra /</ Pmnncm </<• líheim Ain% 
sobre devolución de difirió. 

Sumario: 1" Las Provincias tienen facultad para gravar con im- 
puestos tod«» articulo de producción territorial y lodo otro, 
110 exceptuada, que procedente del exterior o de otras Pro- 
vincias*, se haya ineor|>orado a su propia riqueza genera! y 
sea materia efe transacciones dentro de su jurisdicción, ii** 
habiendo delegado los estados autónomos dicha facultad en 
el Gobierno Federal : pero no pueden crear ^ravr'unenes. ¿' 
especie alguna, que directa i» indirectamente, signifiquen un 
impuesto al tránsito de las mercaderías. |w»r el solo tóclw 
dé cruzar su territorio. Kl .sistema de la C*onstituciór¡»<» s ¡- 
do, en materia de circulación territorial y de com 1 * 01 " m ~ 
terprovincial. el de hacer un solo territorio par nn sn ' u 
pueblo. 

2" 1.a denominación dada al gravamen mr s Sttfictéltté 
para definir el carácter de éste, pues a tal ef' l ° >' ! ,ara ts " 
tahlecer su conformidad con la GinstintciórX'acional. dehe 

estarse a la realidad de ta> cosas y a la m?*™ cómo i,ui,|t 
el impuesto. 

.V* Es inconstitucional K flisjM •sit* 11 (M art - Pf inciso 
l. letra h) de la ley d« Supuesto a ]^omrrfio e Industrias 
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vigente en la Provincia de Buenos Aires durante los años 

I 917 .? 1921 ' ]y ° r SCT dla rc l K, « nanU ' a' art, 11 de la Cons- 
titución en cuanto importa gravar él transito de las mer- 
caderías importadas (petróleo y sus derivados y que salen 
fuera de la provincia ». 

Caso: Lo explican las siguiente? piezas: 



imrÁMKX 01:1. seSoR procurados gexerai. 

f&mps A iri s. Junio 2? Üc IJE38; 

Suprema Corte: 

Don Mariano J. Saravi, en representación de la West India 
<>il O', entabla la presente demanda contra la Provincia de Hue- 
llos Aires sobre devolución de la cantidad de doscientos cincuen- 
ta y seis pesos moneda nacional, a «pie se refieren las partidas 
especificadas en la planilla que acompaña, suma qué diee pagada 
indebidamente, bajo protesto, pot exigirlo asi el Gobierno de la 
Provincia en virtud ele un impuesto improcedente sobre el capital 
cu giro de la combina que representa, imposición que tacha de 
inconstitucional por ser atentatoria a los principios del art. 11 de 
la carta fundamental. 

La liarte demandada sostiene la constiiucionalidad de la ley 
por los fundamentos que aduce en el escrito de contestación de 
fs. 135, llegando terminantemente que ella grave el tránsito de 
la mercadería que introduce la compañía nctora á estar a los tér- 
minos de la disposición legal que cita. 

tratándose de cuestiones constitucionales el examen debe 
circunscribirse al caso que lo motiva del punto de vista jurídico, 
a fin ile (legal" a establecer si existen o no las incompatibilidades 
que se alegan entre los preceptos de la ley impugnada y los de la 
Constitución, como lo tiene consagrado la jurisprudencia. 
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Dentro de este orden, es de advertir que la devolución de la 
suma reclamarla fué alonada en virtud «le lo dispuesto en el art. 
5" de la ley de impuesto al comercio e industrias de la provincia 
de Buenos Aires, que estatuye que la tasa de este, impuesto se 
percibirá sobre el monto total realizado durante los doce meses 
anteriores a la declaración que establece el art. 7 V y en la siguiente 
turma * «b i pót cada mil quinientos pesos, las fábricas de artículos 
rurales exclusivamente, los frigoríficos, saladeros y los depósi- 
tos o almacenes de |>etróleo y sus derivados, que realicen o no 
ventas en la provincia, y las imprentas que editen diarios o |>c- 
riódicos». 

De esta disposición de la ley no resulta, a mi juicio, gravado 
el tránsito de la mercadería que introduce la comj>añía actora. L-a 
ley se refiere al monto total de las operaciones realizadas |M>r 
sus depósitos o almacenes de ¡x'tróleo, sin hacer distingas entre 
la destinada al consumo de la provincia o fuera de ella, lo que 
no contraria en manera alguna los preceptos de los arts. 10 y 11 
de la Constitución Nacional. 

I-a libre circulación que garante la Constitución es la terri- 
torial y no la económica, que es la base del comercio y tiene |K>r 
fin todas las transacciones tendientes a adquirir y trasmitir las 
cosas sujetas al comercio de los hombres, como V. K. lo ha esta- 
blecido en casos que tienen analogía con el sub jtidice, pudiendo 
citarse el que se registra en el tomo 51. pág. 349 y otros jHistc- 
riores, que establecen la sana interpretación de ta cláusula cons- 
titucional invocada en la demanda. 

El impuesto a que se refiere el art. I v de la ley impugnada 
y que grava projwrcionalmente todo ramo de comercio e indus- 
tria tu la provincia. im|M>rta un tributo que ésta |>erctbc en la 
forma que lo determina el citado art. 5", inc. b) anteriormente 
transcripto, y no puede negársele la potestad que tiene ¡«ira 
ello, debido a su propia capacidad política, máxime si se observa 
que dicho impuesto solo se aplica al establecimiento que alma- 
cena el petróleo y sus derivados; tein|x?rameiitó adoptado en 
substitución dé la patente fija, como se sostiene en el escrito de 
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fs. 135 y que grava única y exclusivamente el funcionamiento del 
dc|)ósito que cae tajo la acción fiscal de la provincia. 

En el fallo antes citado, se ha hecho la siguiente considera- 
ción al caso de autos : «El impuesto puede ser conveniente o in- 
conveniente, equitativo o exhorhitante, y en su ¡>erccpción pue- 
den cometerse irregularidades más o menos sujetas al juicio de 
los tribunales; pero, en el caso ocurrente, la Suprema Corte 
no tiene la misión de juzgar estos puntos. Su jurisdicción limi- 
tada señala los objetos y alcance de su fallo, que del» con- 
traerse a declarar la procedencia o improcedencia del recurso 
de inconstitucioiialidad de la ley, traído exclusivamente a su 
resolución». 

En mérito de lo expuesto y no atacando la ley impug- 
nada, ninguna de las garantías acordadas ]>or la Constitución 
Nacional, considero que esta fuera del alcance de la declara- 
ción de inconstitucionlidad que incuml* a V. E.. y pido que asi 
se sirva declararlo. 

Horacio R. LarreUi. 



FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Abril 27 de 1928. 

Y Vistos: 
Resulta: 

Que la West India Olí Company acciona a fs. 117. repre- 
sentada ix>r el procurador Saraví, demandando a la Provincia 
de Buenos Aires \m devolución de la suma de doscientos cin- 
cuenta y cuatro mil trescientos cincuenta y seis |»esos. prove- 
niente de impuesto al capital en giro, cuyo impuesto es impro- 
cedente, por ser contrarío, dice, al art. 11 de la Constitución 
Nacional, que consagra la libración de derechos llamados de 
tránsito, y que tal impuesto tiene dicho concepto desde que 
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gfáya la circulación del petróleo y sus derivados que la com- 
|>aflia actora despacha de sus depósitos en Campana, con «Ies- 
tino a la Capital Federal y otros punios del territorio nacional. 

Que arguyendo en el sentido indicado, agrega que la com- 
pañía estableció, por razones de su conveniencia, los depósitos 
de aquellos productos en Campana. Provincia de Hítenos Ai- 
res, al amparo de concesiones nacionales y qtté desde ellos los 
expende y remite con los deslinos indicados, Que no 0|)onc re- 
paro alguno a los impuestos recaídos sobre los que salen jKira 
el consumo dentro de la Provincia, pérü que si ha protestado 
contra la parte del impuesto que afecta a los qjie saliendo de 
los depósitos de Campana y otros sigilen su curso hacia pun- 
tos situados fuera de la Provincia. Que la eómpañia tiene sus 
clépteitojs dentro de éstet¿ pero que, en realidad, el asiento prin- 
cipal de sus negocio* y su administración general reside en la 
Capital Federal. 

Que el articulo que impugna ele inconstitucional dentro de 
la ley sobre impuesto al comercio c industrias, es el 5 V inciso l> 
que grava con un |>oreentaje que debe establecerse |H>r cada mil 
quinientos pesos que se percibirá sobre el monto total realiza- 
do durante los doce meses anteriores a la declaración escrita 
que los comerciantes e industriales del>en presentar a la Di- 
rección General de Rentas determinando el monto de las ope- 
raciones realizadas conforme al art. 5" mencionado 

Que la compañía actora, agrega, ha pretendido limitar la 
imposición al monto de las o| oraciones realizadas con destino 
a la Provincia, pero que ha sido reiteradamente desoída |>or la 
Administración que le ha exigido, siempre, el pago del impues- 
to con arreglo al monto total de las oraciones de venta efec- 
tuadas dentro y fuera de la Provincia, Transcribe el texto de las 
presentaciones a la Dirección de Rentas, en las cuales, como 
en esta demanda se ha sostenido igualmente la ilegalidad del 
impuesto impugnado, cita jurisprudencia de esta Corte, en la 
cual apoya sus pretensiones y termina la demanda aduciendo 
que ésta se limita a jwdir que de acuerdo con aquélla decida 
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esta Curie que la Provincia de Buenos Aires carece de facul- 
tades constitucionales j>ara gravar mercaderías que entran y 
salen del territorio de la Provincia sin haberse incorporada en 
forma alguna a la riqueza de la misma, |x>r no haber sido ob- 
jeto de ninguna transacción comercia!, ni de ningún aprovecha- 
miento ¡industrial dentro de dicho territorio, p¿r cuyas razones 
del>e declararse procedente la acción y procedente la devolución 
solicitada, con "intereses y costas. Acompaña varias planillas de- 
mostrativas del impuesto alionado. 

Ouc corrido el traslado legal a fs. 125 vta., lo contesta a 
fs. 135. el representante' legal de la Provincia, doctor Emilio 
Zorraquin, solicitando el rechazo de !a demanda, con costas. 

Expresa en favor cíe esta solicitud las siguientes conside- 
raciones íjiie en síntesis se transcriben : 

M- sittíplé copia <lel texto legal atacado |>or la actora Iras- 
ta (taja demostrar, que éste no vulnera los principios constitu- 
cionales relativos al tránsito de mercaderías, pues se limita a 
establecer, art. S'\ que la tasa del impuesto se percibirá sobre 
el monto total realizado durante los doce meses anteriores a la 
declaración que establece el art. 7 V y en la siguiente forma: 
Por cada mil quinientos pesos, ...«los de|M>sitos o almacenes de 
petróleo y sus derivados que realicen o no ventas en la Provincia». 
Que para el profiósito de la ley no interesa ni hay para que 
averiguar el destino que se le de a la mercadería. «El impuesto 
se aplica al depósito, al establecimiento de almacén de petróleo 
y sus derivados, instalados en la Provincia de Buenos Aires con 
la misma razón con que se gravan los demás negocios o indus- 
trias que funcionan en esta jurisdicción, ya realicen las ventas 
en la Provoincia o fuera de ella, ya se consuman en ella o fuera 
de ella. La forma adoptada para |>ercibir el impuesto, equivale 
a la implantación de una patente fija, sistema que pudo seguir- 
se, sin observación alguna» toda vez que lo que se grava es el 
funcionamiento del depósito, a liase de las mercaderías en mo- 
vimiento sin tenerse en cuenta su destino. Otra cosa seria si la 
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ley hiciera distingos res|>ecto al destino de las mercaderías, ¡x*- 
ro la provincia ha desechado toda diferencia, entendiendo que 
el impuesto grava los depósitos, que no son sepulcros «sino al- 
macenes donde la vida comercial esi>era latente lo que es propio 
de su naturaleza : la circulación». El impuesto es real, se refiere 
a la mercancía depositada, sin importar que las operaciones del 
caso, se realicen en la Capital Federal o en otra parte. Que la 
propia actora ha reconocido esta t»articular¡dad del impuesto en 
escrito presentado al Ministerio de Hacienda en 19 de .Mayo de 
1919; a! expresar que si no se exceptúa de la tasa las merca- 
derías que salen |>ara fuera del territorio de la Provincia, «nos 
veremos en el duro trance de seguir so|H>rtando un gravamen 
sumamente oneroso, excesivo a todas luces por haber cometido 
el error «le establecer nuestros depósitos en la jurisdicción de 
esa provincia creando un centro ya ini]Mirtante de trahajo y 
actividad comercial* Que esta manifestación importa la acepta- 
ción del gravamen y |»or consiguiente la falta del requisito de la 
protesta para tener derecho a la devolución de lo pagado por 
aquel concepto. 

Ouc abierta la causa a prueba a fs. 140. prodújose por la 
actora la certificada a fs. 237, alegando las partes a fs. 241 y 
24ó y habiendo dictaminado el Señor Procurador General a fs. 
254. se llamaron autos para definitiva a fs. 256. 

Y Considerando: 

Que como se desprende de los resultandos precedentes, la 
cuestión principal que esta Corte cjjébe resolver versa sohre la 
¡nconstitucionalidad de la dis|»osición del art. 5% inciso l'\ letra 
M de la ley al comercio í industrias vigente en la Provincia de 
Buenos Aires, durante los años 1917 a 1927. i>or ser ella re- 
pugnante al art? 11 de la Constitución Nacional, en cuanto im- 
porta gravar el tránsito de las mercaderías im¡>orradas (pétrú- 
leo y sus deriVttdós:)i y t[uc salen fuera de la Provincia, pues 
no otra cosa significa según el actor, el impuesto a los depósi- 
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tos o almacenos de aquellos productos, de los cuales se exlraen. 
a veces, después de vendidos con destinos a otras provincias o 
territorios federales. 

Que el art. l v de la ley impugnada al expresar su proi>ós¡- 
to im|M>sitivo dice textualmente, que «el impuesto establecido 
grava |>ro|M>rc¡onalmente todo ramo de comercio o industria «pie 
se ejerza en la Provincia», el 5 V dispone que la tasa se |>er- 
cihirá sobre el monto total realizado durante los doce meses an- 
teriores a ía declaración que establece el art. 7 V y éste ordena 
«que todo comerciante o industrial presentara a la Dirección 
General de Rentas una declaración escrita especificando los dis- 
tintos ramos a que se dedique y determinando el monto de las 
oj>eraciones realizadas». El dicho artículo 5 W , aclara el alcance 
del gravamen dis|)omendo que la tasa res|>ectiva se percibirá 
sobre las ventas y jx>r cada mil quinientos |>esos «las fábricas 
de artículos rurales exclusivamente, los frigoríficos, saladeros 
y los depósitos o almacenes de petróleo o sus derivados que 
realicen o no ventas en la Provincia» (inc. a. letra h.) 

Que está fuera de discusión, por tratarse de un asunto 
resuelto definitivamente \yor la jurisprudencia, ta facultad de las 
provincias para gravar con impuestos todo articulo de proba- 
ción teritorial y todo otro, no exceptuado, que procedente del 
exterior o de otras provincias se haya incorporado a su propia 
riqueza general y sea materia de transacciones dentro de su 
jurisdicción, no habiendo delegado los estados autónomos di- 
cha facultad en el Gobierno Federal (arts. KM y 107. Consti- 
tución Nacional; Fallos, tomo 125» pág. 333, entre muchos 
otros) y que está igualmente resuelto que los Estados particula- 
res no pueden crear gravámenes, de especie alguna, que directa 
ni indirectamente signifiquen un impuesto al tránsito de las mer- 
caderías, por el solo hecho de cruzar su territorio: «El sistema 
de la Constitución Nacional ha sido, en materia de circulación 
territorial y de comercio interprovincial, el de hacer un solo te- 
rritorio para un solo pueblo. (Fallos, tomo 149, pág. 137). 
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Qiie aún cuando del texto «le la lev impugnada, no se des- 
prende el propósito de gravar directamente las mercaderías ele) 
casp en tránsito por la Provincia, del propio tnecatiistno dé aqué- 
lla y «le su aplicación tuisnia resulta gravada de hecho la cir- 
culación territorial y el comercio interprovincial. 

Que de la comliiuación de los artículos transcriptos se in- 
fiere que el impuesto sobre los de|>ósitos o almacenes de petró- 
leo y sus derivados debe percihirse sobre las venias de estos pro- 
ductos, se realicen o no estas dentro de la Provincia. La última 
Cláusula aludida quiere decir que dichas ventas son gravadas 
se realicen dentro .o íuera de la Provincia, pues de otro modo 
ella lio tendría sentido práctico si pudiera referirse a un im- 
puesto sobre las ventas aplicable a un cle|>ósito (iue no vende. 
I'.s asi como se ha entendido l*>r la Dirección <iencral de Rentas 
de Ib Provincia estableciendo el monto del capital en yin» de la 
adora, comprendidas las ventas realizadas fuera de la Provin- 
cia y con destino exterior. 

(Míe la denominación dada al gravamen no es suficiente 
para definir el carácter de éste, pues a tal efecto y para esta- 
blecer su conformidad con la Constitución Nacional, tíébé estar- 
si- a la realidad de las cosas y a la manera cómo incide el im- 
puesto. j>or cuanto de otro modo podrían fácilmente burlarse 
lus pro|>ósitos de aquélla con respectó a la libertad de circula- 
ción de los productos y comprometerse gravemente al comercio 
imerprovincial. Kstc ha sido el criterio con que ha procedido 
ésta Cbfté en tirios los casos, como lo ha dicho expresamente 
en el fallo ya citarlo del tomo 125. 

Que la actora ha concretado tres hechos, que no han sido 
desconocidos por la demandarla: que el asiento do sus negocios 
está en la C apital Federal, que desde ella lleva a cal>o las ven- 
tas de sus productos con destino a distintos puntos fuera del 
territorio de la Provincia y qué estas ventas han sido expresa- 
mente alcanzarlas por el impuesto en cuestión aplicado y rs]>e- 
cialmeutc interpretado |*>r el Poder Ejecutivo. 
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Que, ei) consecuencia, es pertinente reproducir aquí la últi- 
pia sentencia de esta Corte dictada en caso semejante al de autos, 
y que resuelve la cuestión de derecho que aquellos hechos plan- 
tean. «Es de consideración elemental. <lice la Corte, que al legis- 
lar la Provincia de Buenos Aires en los términos de la cláusula 
referida (idéntica a la del caso), gravando operaciones realiza- 
das fuera de su territorio, actúa más' allá de su jwjtestad juris- 
diccional, invade otras jurisdicciones, afecta la circulación te- 
rritorial de sus productos, dicta realas al comercio iuterprovin- 
cial; y la jurisdiprudeucia de esta Oírte ha consagrado en nu- 
merosos fallos que el impuesto establecido |>or una provincia 
sohre productos que son objeto de venta o negocio, fuera de 
la jurisdicción de la misma, es violatorio de la-Constitución» (ar- 
tículos 9. 10. II. 67. ítíe. 12 y IOS de la Constitución Nacional; 
Fállós. tomo I.U. pátfs. 25 1 ) y ¿67, entre oíros). 

(Jue estos principios son estrictamente aplicables al suh 
judia*, toda vez «pie se trata de la ilegalidad de un impuesto pro- 
vincial (pie comprende las operaciones de venta qué ía W est In- 
dia realiza fuera «le la Provincia y que grava productos que sa- 
len fie su territorio, ya que un impuesto local sohre las ventas 
equivale a una inquisición sohre los ohjetos vendidos, no pudién- 
dose decir. |n»r tanto, que aquel se refiere a actos de comercio 
interno; sujetos a los gravámenes que las Provincias están fa- 
cultadas pira crear, dentro de su propia capacidad política: ( Ar- 
ticulo* U>4 y 107 de la Constitución* Fallos, tomo 51. página 
349: tomo 101. pág. s). 

Chic el representante de la demanda ha alegado que el .Ies- 
tino de las mercaderías Vendidas no interesa al propósito de la 
lev que se discute, atento a la naturaleza de la contrihución que 
ella crea, pero esto que puede ser cierto, según cireunstaii- 
evias. cuando las operariones se realicen dentro de la jurisdic- 
ción provincial, no lo es en tanto éstos se efectúen fuera de 
ella, en cuyo caso el destino de los productos, siendo externo, 
pone a éstos fuera de sus facultades impositivas, según los 
principios esenciales ya expuestos. 
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Que contestando al argumento central <lc la defensa hastío 
en que el impuesto afecta al dejxisito o almacén dé j>etróIeo tn 
su carácter de establecimiento comercial y a modo de una patente 
fija, puede afirmarse que la observación no es exacta. |>or cnan- 
to el objeto del tributo lo constituyen las ventas realizadas, ex- 
clusivamente, siendo de evidencia que si éstas fueran nulas, no 
babría materia imponible," como se infiere «le la letra y del es- 
píritu de la ley impugnada, art. 5. 

Qué si bien la función esencial de esta Corte Suprema, se 
limita al estudio de la cuestión sometida al detate judicial y a 
mantener incólume en todo el territorio de la República el im- 
perio de la Constitución Nacional, calie en el presente caso, co- 
mo ya se hizo en el falle» del tomo 149, pág. 260. y a mérito 
de la frecuencia con que se producen las sentencias que declaran 
inconstitucionales los impuestos de Provincia, inculcar nueva- 
mente sobre esta circunstancia |>erturl>adora de las finanzas pú- 
blicas, para que las autoridades rcs|>ectivas, estudiando serena- 
mente el sistema rentístico de la Carta Fundamental, enctiadren 
las contribuciones dentro de sus reglas básicas que. en manera 
alguna se oj>onen al desarrollo económico y armónico de los 
intereses nacionales y provinciales. 

Que la compañía actora ha justificado que bajo el apremio 
de la Dirección General de Rentas ha satisfecho el impuesto, 
protestando ei pago en lo referente a la jKirte que es objeto de 
la presente acción, y esta justificación resulta de las reservas he- 
chas |»or escrito cada vez que ha llegado la ocasión, no estando 
los actos de protesta sujetos a fórmulas determinadas. (Fallos, 
tomo 125, pág. 345, constancias del exilíente administrativo). 

Que res|>ecto a la suma cuya devolución es objeto del plei- 
to, su monto no ha sido discutido por el representante de la Pro- 
vincia, no habiéndolo sido tampoco las planillas acompañadas 
con el escrito de demanda, que arrojan un saldo igual al reque- 
rido |*>r la actora en su demanda. 

Qiíé los intereses solicitados en ésta corresponden legalmen- 
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te con arreglo a lo dispuesto en los arts. 508 y 509 del Código 
Civil, |>ero no la imposición dt costas al vencido, a mérito de la 
naturaleza de la cuestión debatida. 

Por estos fundamentos, oído el Señor Procurador General, 
se declara: que el impuesto cobrado a la compañía West India 
OH, en las condiciones a que se refiere este litigio, es violatorio 
de la Constitución Nacional y. en consecuencia, la Provincia de 
Buenos Aires esta obligada a devolver a la actora (art. 784 del 
Código Civil), dentro del término de 30 días, la suma demanda- 
da de doscientos cincuenta y cuatro mil trescientos cincuenta y 
seis ¡)esos moneda nacional y sus intereses a estilo de los que 
cobra el Banco de la Nación, contados desde la notificación de 
la demanda, sin especial condenación en costas. Notifíquese y 
repuesto el |K*pel archívese. 

A. Bermejo. — J. Figleroa Al- 
corta. — ROBKRTO REPETTO. — 

R. Guido La valle. 



Don Pedro Ordoqui. Su sucesión. 

Sumario: lv El art. 3* del Código Civil, al establecer que'las leyes 
disponen para lo futuro, no tienen efecto retroactivo ni pue- 
den alterar los derechos ya adquiridos, lia entendido, sin 
duda, referirse a las relaciones de derecho privado sobre las 
eme el Congreso, como una de las ramas del Gobierno Fede- 
ral, puede legislar, en uso de las facultades que le confiere 
el art. 67, inc. II de la Constitución Nacional, sin compren- 
der, propiamente, las leyes de orden- administrativo que se 
den las Provincias o la Capital o Territorios Nacionales, 
ejercitando también facultades reconocidas en la propia 
Constitución. Artículos 105 y 67, inciso 14,y 27 de la Cons- 
titución. 
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p El mero IhvIk» de que una ley <lc impuestos téyja 
carácter retroactivo no constituye una causa <fe invalidación 
de la misma. 

3? La Constitución Nacional no prohibe a las Provin- 
cias sancionar leyes retroactivas, sino sólo leves ex f>ost 
fúcto, habiéndose establecido por los tribunales nacionales, 
reiteradamente, que la frase <\r post Unto no se aplica a le- 
yes eniles o admnistrativas, sitió, puramente, a las de ca- 
rácter penal. 

4" Eti tesis general, el principio de la tu» rclroactividad 
no es de la Constitución, sinó de la ley. Es una norma de 
interpretación que deberá ser tenida en cuenta por los jue- 
ces en la aplicación de las leyes, pero no liga al Poder Le- 
gislativo que puede derogarla en los casos en que el inte- 
rés general lo exija. Ksta facultad de legislar hacia el pasa- 
do no es. sin emlKirgo. ilimitada. KI legislador podrá ha- 
cer que la ley nueva destruya o modifique un mero interés, 
una simple facultad o un derecho en espeetativa ya existen- 
tes; los jueces, investigando la intención de aquél, |>odrán, a 
su vez. atribuir a ta ley ese mismo e rto. Pero ni el legis- 
lador ni el juez pueden en virtud de ana ley nueva o de su 
interpretación, arrebatar a ultcrar un derecho patrimonial 
adquirido al amparo de la legislaciém anterior. Kn ese caso, 
el principio de la no retroactividad «leja de ser una simple 
norma legal jxira confundirse con el principio constitucional 
de la inviolabilidad de la propiedad. 

5 V l'na ley retroactiva creando impuesto o ampliando 
o alterando los ya existentes, no pugna con el principio de 
la inviolabilidad de la propiedad siempre que se mantenga 
dentro ele las condiciones que constitucional mente lo defi- 
nen, esto es, cuando es razonable, no es opresivo en su ma- 
nera de actuar, ni es ennfiscatorio. 
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Provincia (le Hítenos Aires, de fecha Ü ele Mayo de 1927 
al atribuir efecto retroactivo al ari. 39, inc 9 de la ley de 
12 de Abril de 1923, de dicha provincia, sobre trasmisión 
¿tramita de bienes, no desconoce ni el principio de la invio- 
labilidad de la propiedad, sancionado |>or el art. 17 de la 
Constitución ni la garantía «le igualdad consagrada |H»r el 
art. 16 de la misma. 

Cttso: l.o explican las piezas siguientes: 

SKNTKNi IA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DK I.A PROVINCIA 

DÉ RUENOS AIRES 

1.a Plata. Mayo 31 <!c 1937; 

Antecedentes : 

U Gáinara Sígllltda de Apel;.eión del Departamento de la 
Capital dictó sentencia en estos autos revocando la de í* Ins- 
tancia. Aquel Tribunal estableció: míe para determinar el 
impuesto a la transmisión gratuita de bienes debia apli- 
carse, al caso siib jiidicé., la ley de 5 de forero «le 1915: 
que el aumento del 40 por ciento fijado en la ley ele sellos de 1923 
era improcedente ; «pie tampoco procedía el pago de los intereses 
pun í torios incluidos en la liquidación de la Dirección General de 
Kscnclas: (pie las costas de ambas instancias debían pagarse por 
sn orden. 

Se dedujo recurso de inaplicabilidad de ley. 

Glifo el Señor Procurador General, llamados amos y bailán- 
dose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte 
resolvió plantear y votar la siguiente cuestión: 

„;Ks fuiulado el recurso de inaplicabilidad de ley? 
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VOTAC!OX 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de la Colina. 

dijo: 

Se dicen violados y erróneamente aplicados, en la sentencia 
de que se recurre, los arts. 25 y 39. íiic. 9* de la ley de sellos 
de 1923, en cuanto se establece que ésta no es aplicable al caso de 
autos, pues cae Iwjo el imperio absoluto de la ley de trasmisión 
grauita de 1915. y en razón de sostener también la Cámara que, 
al aplicarse aquella ley, se violan los arts. 10 y 99, inc. !" de la 
Constitución de la provincia. 

Considero fundado el recurso, debiendo sólo re|>etir aquí lo 
que tengo dicho ya en las causas Nos. 16.574 y 16.724. 

Ks regla sentada |>or el art. 24 de la ley de sellos, que jKira 
el |>ago del impuesto del* tenerse en cuenta el parentesco y el 
valor de los bienes trasmitidos, señalando en una escala fija, 
un tanto l*>r ciento de impuesto progresivo, según sea el monto 
de los bienes. 

Pero, ¿cómo se establece este monto? Sencillamente por la 
valuación de los bienes que debe hacerse con sujeción a las nor- 
mas que da el art. 25 de la ley 1923. por ser (art. 39, inc. 9*), la 
vigente en el momento de practicarse esa valución. En el pre- 
sente caso es, pues, la ley de 1923, como lo pretende el recurrente 
y no qomo lo resuelve el tribunal «a quo» la ele 1915. Y para 
que ello sea así no encuentro óbice en lo que dis|H>ne la primera 
parte del inc. 9* del art. 39 de aquella ley, {>orque, en mi sentir, 
al disponer que, «jxira liquidar el monto del impuesto se aplique 
la ley vigente en la fecha en que se dictó declaratoria de herede- 
ros o se aprolx» el testamento», ha querido evitar que se «se una 
escala distinta de la que regía en tales circunstancias, ya que 
ello ocasionaría desigualdades irritantes entre los herederos de 



DE JUSTICIA DE I.A NACIÓN 



107 



una misma sucesión; jkto. de ahí no puede seguirse que los he- 
rederos, en sus relaciones con el Fisco, que han elegido distintas 
éj)ocas jwira el |»ago del impuesto, se hallan en la misma situa- 
ción jurídica: los bienes pueden hal>er aumentado o disminuido 
de precio, y entonces el buen sentido y | a equidad imjxinen lo que 
precqaúa el inc. 9" en su última parte, que «los valores se de- 
terminen, en todos los casos, de acuerdo con la ley que rija en 
el momento de practicarse la liquidación». Es esta una regla que 
consulta tanto el derecho del Fisco como el del contribuyente; 
todo dependerá de la fluctuación de los precios, hecho al que 
necesariamente del>e estar subordinado el interés de uno y otro. 

Los rqxiros de índole constitucional que se formulan en la 
sentencia recurrida, tendrían razón de ser si, por to que disponen 
los arts. 24 y 39, inc. 9* se alterase la igualdad y uniformidad 
que las cartas fundamentales de la Nación y de provincia esta- 
blecen como l»se de tocia ley impositiva. Mas ello no ocurre así. 
La ley de sellos de 1923, como se ha dicho en otras causas por 
este Tribunal, al establecer el aumento del 40 %, lo hace como 
un derecho adicional que alcanza y obliga a todos por igual y 
no infringe, jx>r las razones expresadas en los expedientes nú- 
meros 16.738. 16.805 y otros, el principio de la irretroactividad 
que consagra el art. 3» del Cód. Civil. 

Finalmente corresponde declarar, de acuerdo con el dicta- 
men del Señor Procurador General, que la Cámara ha aplicado 
bien el art. 28 de la ley de 1915, al eximir del |xigo de intereses 
a los herederos en razón de no hallarse en mora (causa 17.301). 

Voto por la afirmativa. 

El señor Juez doctor Miguez, votó también por la afirmati- 
va, por las consideraciones expuestas por el señor Juez doctor 
de la Colina y las expresadas en votos emitidos en juicios se- 
mejantes. 

El señor Juez doctor de la Campa, dijo: 

Por los fundamentos que he expuesto ampliamente en la 
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causa X" 16.574. voto ampliamente en la causa X" 16.574. voto 
afirmativamente. 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Ballesteros, 
dijo : 

50 obstante considerar que el recurso interpuesto no pro- 
cede por razón de lo dispuesto en el art. 125 de la ley de se- 
llos y |>or las consideraciones que aduje en la causa X v 16.724, 
voy a juzgar dicho recurso en atención a que la mayoría del 
Tribunal ha sentado jurisprudencia en dicha causa en el sentido 
de la procedencia de recursos extraordinarios, cuando se trate, 
corno en el caso «le autos, de decidir dudas suscitadas en juicio, 
sobre interpretación de la ley de sellos. 

51 es exacto que el acto exteriorizante de la trasmisión gra- 
tuita de bienes se realizó, en este caso, tajo el imperio de la ley 
de 5 de Enero de 1915, es fuera de duda que el pago del impuesto 
debe ser abonado con arreglo a las disposiciones de la misma en 
toda su integridad, ya sea en lo que se refiere a la escala a apli- 
carse sobre el monto de los bienes en relación al parentesco de los 
herederos con el causante, ya sea en cttanto a la determinación 
de los valores que han de formar ese monto. 

fío considero que la ley posterior favorable o desfavorable 
a los intereses del Fisco o de los herederos, pueda modificar 
el criterio establecido sobre la liase de la jurisprudencia que se 
cita. incorporada a la ley de 1923 (art. 39. inc. 9»), primera 
parte). 

I-a regla de la segunda jwirte de este artículo en cuanto es- 
tablece que los valores, en todos los casos, se determinarán de 
acuerdo con la ley «le 1923. y al momento de practicarse la liqui- 
dación, solo lia podido referirse a los casos en que el ¿teto exte- 
riorizante de la trasmisión se realice bajo su imperio. 

f?br lo expuesto y fundamentos del dictamen del Señor Pro- 
curador General, juzgo bien aplicados jKir la Cámara los arts. 
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25 y 39. inc. 9: <le la ley de sellos de 1923, como también el 
28 de la ley de impuestos a la trasmisión de 1915. 

Así lo voto. 

El señor Juez doctor Dellepiane, por los fundamentos del 
voto del señor Juez doctor de la Colina y los que expuso, en la 
causa 16.805, votó también |>or la afirmativa. 



SENTENCIA 

Y Vistos: Considerando: Por mayoría de opiniones ha que- 
dado establecido: 

1* Que el art. 24 de la ley de sellos dispone que para el pa- 
go del impuesto déte tenerse en cuenta el |>arentesco y el valor 
de los liienes trasmitidos, señalando en una escala fija un tanto 
por ciento del impuesto progresivo según sea el monto de los 
bienes y esc monto se establece por la valuación de los bienes 
que debe hacerse con sujeción a las normas del art. 25 de la ley 
de 1923. por ser (art. 39, inc. 9*) la vigente en el momento 
de practicarse esa valuación. 

2* Que en el presente Caso, es. pues, la ley de 1923. como 
lo pretende el recurrente, la que «debe aplicarse y no la de 1915 
como lo resuelve el tribunal «a quo» : no siendo óbice para que 
" ello sea asi lo dispuesto en la primera jiarte del inc. 9* del art. 
39 de aquella ley, |>orquc al disponer que ¡>ara liquidar el monto 
del impuesto se aplique la ley vigente en la fecha en que se dictó 
la declaratoria de herederos o se aprobó el testamento, ha querido 
evitar que se use una escala distinta de la que regía en tales cir- 
cunstancias, ya que ello ocasionaría' desigualdades entre los he- 
rederos de una 'misma sucesión. 

Que los re|Niros de índole constitucional que se formulan en 
la sentencia recurrida, tendrían razón de ser si por lo que dis- 
ponen los arts. 24 y 39, inc. 9», se alterase la igualdad y unifor- 
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iniciad que las cartas fundamentales de la Nación y de la pro- 
vincia establecen como base de toda ley im|x>stiva; |>ero, no ocu- 
rre así, pues la ley de sellos de 1923, al establecer el aumento del 
40 % lo hace como un derecho adicional que alcanza y obliga a 
todos por igual y no infringe como se ha expresado por este tri- 
bunal en otras causas, el principio de la irretroactividad que con- 
sagra el art. 3 V del Cód. Civil. 

4* Que corrcsi>otide declarar de acuerdo con lo dictaminado 
|xjr el señor Procurador General, que la Cámara ha aplicado co- 
rrectamente el art. 23 de la ley de 1915, al eximir del pago de 
¡títeres a los herederos en razón de no hallarse en mora. 

Por estos y demás fundamentos del acuerdo que antecede, 
se declara que la Cámara ha aplicado erróneamente los arts. 25 
y 39. inc. 9» de la ley de sellos de 1923 y, en consecuencia, pro- 
cedente el aumento del 40 % en la determinación de los valores 
pata la liquidación del impuesto a la herencia: con costas, de- 
sestimándose el recurso en cuanto a las demás pretensiones. De- 
vuélvanse los autos a la Cámara de donde procede. — De lo Co- 
lina. — Migues. — fíaltt slcros. — Delkpiane. — Dr la Céntpc* 
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Rumis Aires. Abril 27 «le IV28. 

V Vistos: 

Considerando : 

Que la cuestión debatida en el presente recurso gira alrede- 
dor de la interpretación atribuida por la Suprema Corte de la Pro- 
vincia de Buenos Aires al iiíciso 9" del art. 39 de la ley de 12 de 
Abril ile 1923. sobre trasmisión gratuita de biéne*, cuyo texto 
en la jvirte pertinente es como sigue: «pura liquidar el monto 
del impuesto en los juicios radicados en la Provincia, se aplicará 
la ley vigente en la fecha en que se dictó la declaratoria de he- 
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rederos o se aprobó el testamento... Los valores se determinarán, 
en todos los casos, de acuerdo con la presente ley y al momento 
de practicarse ta liquidación. 

Que el causante de esta sucesión, don Pedro Ordoqui, fa- 
lleció el 15 de Enero de 1922 y en 14 de Junio del mismo ano 
fué aprolmdo jxjr las autoridades judiciales de la Provincia de 
Buenos Aries el testamento dejado |K>r aquél. 

Que tanto en la época del fallecimiento como en la de la 
aprobación del testamento hallábase en vigor la ley de impuestos 
a la trasmisión grauita de bienes de 5 de Enero de 1915. la cual 
fué sustituida por la de 12 de Abril de 1923. 

Que la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires ha 
declarado, interpretando el art. 39. inc. 9* de esta última, que 
es ella la que corresjxnule aplicar al caso y, por consiguiente, 
que la tasa legal señalada jxir la ley en vigor en el momento 
de la aprolwición del testamento del>e liquidarse con un aumen- 
to del 40 % sobre el monto de la avaluación fiscai- 

Que el alcance atribuido al citado articulo jxir la sentencia 
de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires en el sen- 
tido de que sus términos autorizan la conclusión <le que la nue- 
va ley del>e aplicarse, en cuanto al recargo del 40 %. también a 
las sucesiones cuya tramitación se inició durante la vigencia de 
la primera, atento lo dispuesto en el art. 14 de la ley X- 48. <!c- 
biendo esta Corte limitarse a decidir si interpretada de la ma- 
nera que lo lia sido, es contraria a las disposiciones ele derecho 
común y constitucionales que se invocan por los recurrentes. 

Que, como lo ha declarado esta Corte, el art. 3* del Código 
Civil, al establecer que las leyes disponen para lo futuro, no tie- 
nen efecto retroactivo ni pueden alterar los derechos ya adqui- 
ridos, ha entendido, sin duda, referirse a las relaciones de de- 
recho privado sobre las que el Congreso, como una de las ra- 
mas del gobierno federal, puede legislar, en uso «le las faculta- 
des que le confiere el art. 67, inc. 11 de la Constitución Nacio- 
nal, sin comprender propiamente las leyes de orden adminis- 
trativo que se den las provincias o la Capital o Territorios Xa- 
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dónales, ejercitando también facultades reconocidas ni !a propia 
Constitución. Artículos 105 y 67. inciso 14 y 27 ele la Constitu- 
ción. Fallos, tomo 117, pá#. 22 y los alü citados, 

*Jue. |w»r otra parte, el mero hecho dé cjtte tina ley de ini- 
|ni*->t* i tenga carácter retroactivo ni constituye una causa de 
invalizatión de la misma, porque a falta de otras objeciones, 
la legislatura puede hacer de k»s hechos jasados la base de su 
acción, ¡tanto Cpmo de los que todavía no han sucedido. 1X4 U. 
S. I5f>; Gray, Limitaciones al poder de tasar par, IS28. V en 
el nn-ino sentido esta C orte ha declarado que, aún k'ijo el impe- 
rio dt cláusulas constitucionales de mayor am|>litud (|ue las 
nuestras en lo relativo a la prohibición de rctroactividad. como 
son las consignadas en la Constitución de los listados Cuidos 
de América, se ha considerado que los impuestos pueden ser re- 
troactivos porque, en sus efectos prácticos. someten al gravamen 
propiedades sujetas a él para res|>onder a exigencias del listad*», 
y es lícito a la legislatura hacer de una manera indirecta lo que 
esta facultada para hacer directamente, i 17 llow 456; l§4 l\ S> 
150: 219 C. S. 140. Fallos, tomo 117. pa¿. 22). 

Que ni la Constitución Nacional ni la de los Estados Unidos 
prohibe a las Provincias sancionar leyes retroactivas sitió soló 
leves ex pos! fávlú, pér¡o tanto los tribunales nacionales como los 
de aquel país, han establecido reiteradamente (|ue la frase CX post 
fació no se aplica a leyes civiles o administrativas, sinó pura- 
mente a la> de carácter penal. Fallos, tomo 117. pág¿ 22 v los alü 
citado, y S Pe! 110: 1S4 C. S. 156. 

Qüc a mayor abundamiento, diversas sentencias de los tri- 
bunales de otado en los Kstados Cuidos de América han decla- 
rado con respecto al punto concreto que es materia de examen: 
ai que una ley de impuesto a las herencias, nula por carencia 
de provisión |«>r noticia, puede ser corregida a este respeto, y 
es entonces aplicable a la propiedad no distribuida todavía aun- 
que el testador hubiera muerto antes de que la ley fuere modi- 
ficada. Ferry v. C ampbell 110 lowa 2<X); h ) una ley de im- 
puesto que se aplica a las herencias cuyos testamentos habían 
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sido homologados antes de su sanción, jiero cuyos bienes han de 
>rr distribuidos después de la sanción de la lev, no es inconstitu- 
cional. Celsthorpe v. Furncllc 20 Monto 299 citado |>or Cooley. 
( ¡n Taxution. tomo 1. pág. 493, nota 1', 3» edición. 

Oue este ¡mmIit en los gobiernos de estado ¡jara sancionar 
Uves retroactivas no es sin embargo absoluto y reconoce las li- 
mitaciones ipie nacen de la existencia de otras garantías consa- 
gradas en la misma Constitución Nacional. En tesis general, 
lia dicho esta Corte, el" principio fije la no ret reactividad no es 
de la Constitución sinó de la ley. Es una norma de interpretación 
qttó deberá Sét tenida en cuenta i>or los jmv.es en la aplicación 
de las leyes. \>vrt* no liga al Poder Legislativo, que puede dero- 
garla en los casos en qué el interés general lo exija. Esta fa- 
cultad de Ivgislar hacia el pasado no es, sin embargo, ilimitada. 
Kl legislador i>odrá hacer qUc la ley nueva destruya o modifi- 
que un inen» interés, una simple faculta<l o un derecho en espec- 
lativa ya existentes: los jueces investigando la intención de aquél 
podrán, a su vez, atribuir a la ley ese mismo efecto. Pero ni 
el legislador ni el juez pueden en virtud de una ley nueva o de 
Sil interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial ad- 
quirido al amparo de la legislación anterior. En este caso el 
principio de la no retroaetividad deja de ser una simple norma 
legal para contundirse con el principio constitucional de la in- 
violabilidad de la propiedad. 

Oue en el presente recurso, dentro de este orden de ideas, 
se ha sostenido que la decisión al atribuir efecto retroactivo a 
una cláusula de la ley de trasmisión gratuita de la Provincia de 
I hunos Aires del año 1923, no sólo ha desconocido el principio 
de la inviolabilidad de la propiedad sancionada por el art. 17 de 
la Constitución, sinó también la garantía de igualdad consagrada 
por el art. 16, es decir, se ha propuesto ante esta Corte el solo 
medio legítimo de contralor que le corresponde ejercitar resíne- 
lo del poder de las legislaturas para sancionar leyes con efecto 
retroactivo. 

Oue. no puede sostenerse en el caso que la ley aplicada re- 
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troactivainente en cuanto a la manera de determinar el valor de 
los bienes sucesorios desconozca o prive a los recurrentes de un 
derecho adquirido de propiedad sin la corres|iondiente sentencia 
fundada en ley. Desde luego, porque toda ley de impuesto se- 
gún su propia naturaleza tuina para la satisfacción de las nece- 
sidades publicas una parte de la propiedad o del patrimoitío dé 
los habitantes, y como la propiedad así tomada, es generalmente 
adquirida antes de la sanción del impuesto, si a esta considera- 
ción se refiriera la argumentación, es de toda evidencia que no 
existiría impuesto o gravamen que fuera legitimo, no obstante 
hallarse él autorizado |x>r la Constitución en rc|>etidas y termi- 
nantes cláusulas. 

Que tampoco puede decirse que la interpretación dada a la 
ley del año 1923 por la Suprema Corte de la Provincia de Bue- 
nos Aires arrebata o altera un derecho patrimonial adquirido al 
amparo de la ley anterior. El derecho estaría en el caso consti- 
tuido por la obligación de llagar un impuesto menor que el se- 
ñalado por la ley posterior. Entretanto, un derecho de esa natu- 
raleza no ha podido nacer entre el deudor del impuesto y el es- 
tado, sinó mediante un contrato o una convención especial |>or 
virtud de la cual aquél se haya incorporado al ]>atrimonio del con- 
tribuyente. Tal sería la hipótesis de que mediante una concesión 
se hubiera concertado tina libración de impuestos o se hubiera 
asegurado el derecho de pagar uno menor durante el tiempo de 
duración de aquélla y aún la más frecuente todavía, de que el 
estado mediante la intervención de sus funcionarios hubieran 
aceitado la liquidación presentada por el deudor del impuesto o 
hubiese otorgado el corres{iondieiite recibo de pago. Pero fuera 
de estas hipótesis | articulares, no existe acuerdo alguno de vo- 
luntad entre el estado y los individuos sujetos a su jurisdicción, 
con respecto al ejercicio del j>oder de tasar implicado en sus re- 
laciones. l.os impuestos no son obligaciones que emerjan de los 
contratos: su im|>osieión y la fuerza compulsiva para el cobro 
son actos de gobierno y ele potestad pública. Gray, obra citada 
número 1830. 
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Qúe no invocándose \mr el recurrente la existencia en su 
favor de ninguna de las hipótesis de convención csj>ecial seña- 
ladas, el derecho que alega es inexistente y, jx>r consiguiente, la 
aplicación retroactiva de la ley no ha podido desconocerlo o al- 
terarlo. 

Que tina ley Retroactiva creando impuesto o ampliando o 
alterando los ya existentes, no pugna con el principio de la in- 
violabilidad de la propiedad, siempre que se mantenga dentro de 
las condiciones que constitttcionahnente lo definen, esto es, cuan- 
do es razonable, no es opresivo en su manera de actuar, ni es 
confiscatorio. Autor citado, N" 1831. 

Que tampoco en el caso de este recurso se ha argüido que 
el aumento o recargo en un 40 % de la avaluación fiscal ante- 
rior dé lugar a la aplicación de una tasa que lleve a una impo- 
sición confiscatoria ó extremadamente j tesada para el contri- 
buyente. 

Que la violación imputada a la ley del año 1923 de la ga- 
rantía de igualdad consagrada por el art. 16 de la Constitución 
debe también ser desestimada. En efecto, si como lo ha decla- 
rado esta Corté aquel principio comporta la consecuencia de que 
todas las personas sujetas a una jurisdicción determinada dentro 
del territorio de la Nación sean tratadas del mismo modo, siem- 
pre que se encuentren en idénticas circunstancias y condiciones y 
si dentro de la ley interpretada, precisamente el aumento o re- 
cargo se establece res|*cto de los bienes inmuebles de todas las 
sucesiones que no han pagado todavía el impuesto a la trasmi- 
sión de bienes, sin distinciones de ningún orden, no se vé có- 
mo puede hallarse comprometido el invocado principio. 

Que el hecho de que los recurrentes deban pagar en con- 
cepto de impuesto una suma mayor que la establecida |>or la ley 
anterior marcará, si se quiere, una diferencia entre ellos y los 
que realmente ¡lagaron antes de la sanción de la nueva, pen» 
esa desigualidad derivada del cambio de legislación no puede ser- 
vir de fundamento para declarar la invalidez de la ley sometida 
n examen, a cuya economía aquella consecuencia es totalmente 
extraña. 
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Etl mérito de. estas consideraciones, se confirma la senten- 
cia arlada de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Ai- 
res en la |>arte que ha |xx!ido ser materia del recurso. Notiíí- 
<iuese y repuesto el papel devuélvanse. 

A. Bermejo. — . J. Fic.ueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. GÜido I-avallk. 



X < ) T A S 

Ku once de Abril de i\v>\ novecientos veintiocho, no se hizo 
lugar a la queja deducida por dow Ernesto Herlyn en autos con- 
tra Miguel Gil. sobre uso de marca, por tratarse de cuestiones de 
hecho y de prueba extrañas al recurso extraordinario. 



En la misma fecha se declaro bien denegado el recurso ex- 
traordinario deducido |>ur don José Caril, en autos contra la Ca- 
ja de Jubilaciones de Empleados y Obreros de Empresas Parti- 
culares. jHir no aparecer <|ue se hubieran llenado los requisitos 
exigidos I*»r los arts. 14 y 15 de la ley 48. 



Eh la misma lecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
clon Horacio S. Hadaraco, en el juicio seguido al mismo |>or in- 
fracción al arr. 213 del Código Penal, en razón de que las úni- 
cas cuestiones resueltas eran, |K>r su naturaleza, puntos de he- 
cho y de aplicación e interpretación del derecho común extra- 
ños, por consiguiente, al recurso del art. 14. ley 48. 
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En la misma fecha se declaró mal concedido él recurso ex- 
traordinario interpuesto \wr don Cataldo Vinci en c-1 juicio se- 
Cuido contra Cecilio Hagu. por cobro <le pesos, en razón de qué 
fue oído en la causa, según las reglas procesales vigentes, que 
no aparecían tachadas de inconstitucionales, y de que la cuestión 
referente a la derogación pardal de la ley de Justicia de paz 
por la ley de paj>el sellado X* 11.290 y a la interpretación y apli- 
cación de ésta, no puede, por su naturaleza, llegar en revisión a 
la Corte Suprema. |x>r el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48, porque se trataba de leyes de carácter local, hecho por un 
tribunal también bical, en actuaciones judiciales propias de su 
jurisdicción. 



En diez y seis de Abril la Corte Suprema declaró mal con- 
cedido el recurso del art. 14. ley 48, interpuesto por el doctor 
Nemesio González en la querella seguida contra el director de 
«1.a Voz del Interior», por calumnias c injurias, en razón de que 
La simple manifestación de que se apela para ante la Corte Su- 
prema no importa entablar el referido recurso y que tampoco 
procede cuando la queja no reúne los requisitos exigidos por el 
arr. 15 «le la expresada ley. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida |K>r Antonio A. Venini en la querella contra Adolfo Fri- 
siani, |>or no encuadrar el caso en ninguno de los supuestos qüc 
contemplan los arts. 14 de la ley 4X y 6" de la 4055. 



En diez y ocho del mismo no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida j>or la Compañía General de Ferrocarriles de Buenos Aires 
en autos con don Francisco Cuenca, sobre daños y perjuicios, por 
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resultar que la sentencia arlada se tundalia en consideraciones 
<le hecho y de derecho común suficientes para sustentar el fallo. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queipa dedu- 
cida por «lona Selustiana < Jarargarza de Elicethe en autos con el 
Ferrocarril del Sud, sobre indemnización de daños y perjuicios, 
potf no haber llenado la recurrente los requisitos exigidos por el 
art. 15 de la ley 48, al entablar la queja por denegación del rc- 
pursó autorizado |>or el art. 14 de la misma. 



Kn la misma fecha tío se hizo lugar a la queja interpuesta 
por don Jorge Yillamayor en las demandas formuladas contra el 
mismo |H>r los herederos de don Lisatidro Olmos, en razón de 
a que no procedía el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. 
o nnra la sentencia apelada que se había limitado a declarar que 
el auto de primera instancia no era susceptible del recurso de 
apelación. 



En veinticinco del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida pot don Guillermo Firpo en autos con el Ferrocarril 
Central Argentino, |Hir devolución de fletes. |H>r denegación del 
recurso extra* >rdiuario del articulo 14. ley 48, en razón de no 
haber sido fundado como 16 exige el art. 15 de la misma y de 
ser extemporáneo lo hecho en tal sentido, en el escrito presen- 
tad» ante el tribunal. 



lín veintisiete del mismo se declaró" no haber lugar a la 
queja interpuesta i>or don Carlos M. Gibert en autos con el Fri- 
gorífico Artglo, S. A.. |K>r imitación fraudulenta de marca, en 
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razón de que el recurso extraordinario deducido se apoyaba en 
consideraciones de hecho y de prueba que no pueden ser revisa- 
da por la Corte Suprema por vía de dicho recurso. 



En la misma fecha la Corte Suprema falló la causa seguida 
|)or doña Dora Sheppard de De la Rosa y otros contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por repetición de dinero pagado en 
concepto de impuesto especial de afirmado del camino de I-a- Pla- 
ta a Avellaneda, autorizado jx>r la ley provincial de 30 de Di- 
ciembre de 1907. haciendo lugar a la demanda, a mérito de la 
jurisprudencia establecida en repetidos fallos sobre la inconsti- 
tucionalidad de la expresada ley provincial. 



Raúl Bañera contra la Nación por reintegración en su grado 
de mayor del ejército y cobro de pensión. 

Sumario: l v Un decreto del Poder Ejecutivo de la Nación por 
el cual se da de liaja a un militar retirado, a raíz de una 
causa militar, no importa el ejercicio de una facultad pro- 
pia de dicho poder, independiente de la referida causa, sino 
el cumplimiento de una disposición del Código de la mate- 
ria, constituyendo, por lo tanto, una de las piezas de aquélla. 

2* Planteada ante el Juez de Instrucción Militar, como 
incidente de incompetencia, la cuestión de si los militares 
retirados conservan o no sil estado militar, la causa debe 
fenecer dentro de aquella jurisdicción, sin perjuicio en su 
caso, del amparo de la justicia federal que el recurrente pue- 
de poner en movimiento por medio del recurso extraordina- 
rio que autorizan los arts. 14 de la ley 48 y 6* de la 4055. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SSÑTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Diciembre 22 de 1926. 

V Vistos: Ijps promovidos por Raúl Ltarrera contra la Na- 
ción, sobre reintegración de su grado «le mayor del Kjército y 
cobro de pensión de retín». 

Y Considerando : 

1" Que el actor manifiesta en su demanda de fojas 4, que 
cori motivo dé la publicación corriente a fojas 203 del expedien- 
te administrativo agregado, se le procesó yar insubordinación, 
nombrándose al coronel don Alfredo Frcixá jKira <|ue instruyera 
el correspondiente sumario. Agrega, que citado a prestar indaga- 
toria, concurrió con puntualidad ante dicho Juez, a quien pre- 
sentó un escrito alegando con todo fundamento la incompetencia 
de la jurisdicción militar, por encontrarse en situación de retiro 
absoluto. Señala que dicho Juez no resolvió esa defensa y lo de- 
claró rclieldc,' incurriendo en grave error, al que siguió otro del 
Poder Ejecutivo, consistente en el decreto de fecha Mayo 6 de 
1924j que da «le baja al actor. Añade que ha reclamado adminis- 
trativamente la reconsideración de ese decreto, no obteniendo 
resultado favorable, según puede verse en la resolución ministe- 
rial de fecha 31 ele Julio de 1924, que en copia acompaña. Sos- 
tiene que no formando j>arte del Ejército permanente por su si- 
tuación de retiro absoluto, no está sometido a la jurisdicción mi- 
litar. Estudia o»n detenimiento diversos disposiciones legales y 
reglamentarias y concluye expresando que el referido decreto del 
Poder Ejecutivo es violatorio de lo dispuesto en los artículos 17. 
18 y 95 «le la Constitución, j»or todo lo cual pide se dicte senten- 
cia declarando) que le corresponde ser reintegrado en el goce 
de su grado y pensión de «pie se le privó, con costas. 
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El Señor Procurador Fiscal contesta a fojas 33; manifes- 
tando cjue el actor volvió del retiro absoluto a | a actividad por 
haber aceptado el cargo cíe director de la usina eléctrica de Cam- 
|x> de Mayo, cuya situación prevé el art. 38, ¡neta* 3*', ley 9675 ; 
expresa, que con motivo de ciertas irregularidades en la admi- 
nistración de esa usina, se instruyó un sumario organizado por 
el coronel Freixá, en su carácter de Juez instructor y durante su 
tramitación, el actor verificó la publicación aludida en la den an- 
da que al constituir un delito contra la disciplina, dió margen 
liara que se involucrasen estos nuevos elementos al sumario res- 
istivo que se seguía al actor, cosa prevista en el art. 184 del 
Código de Justicia Militan 

Continúa diciendo, que el Juez Instructor tomó declaración 
al actor, quien después de responder a las preguntas relativas a 
irregularidades en la usina, se negó a prestar declaración acerca 
de la carta de fojas 203, prealudida, alegando la incompetencia 
de la justicia militar para juzgarlo. No compareciendo a nueva 
citación del Juez Instructor, éste lo declaró rebelde, de acuerdo 
con el art. 173 Código de Justicia Militar, y previo dictamen del 
Auditor General de Guerra y Marina, el Poder Ejecutivo dictó 
el decreto de Mayo 6 de 1924, como consecuencia lógica y obíi- 
íada de la declaratoria de rebeldía. 

Agrega diversas consideraciones, sostiene que la justicia fe- 
dera. caTece de jurisdicriú,, para rever actos producidos por el 
Poder Ejecutivo en su carácter de jxxler político, señala que el 
actor de»jó defender su derecho ante los Tribunales Militares 
competente; expresa que el decreto de referencia no es incons- 
titucional, (k ucuerdo con la jurisprudencia que menciona, indica 
que el actor eu* todavía en tiempo para obtener los pronuncia- 
mientos que pcKjjue con solo proseguir el trámite y presentáb- 
ante la justicia miitar, y termina s „|¡ c j, ail ,i se re chace, con cos- 
tas, la demanda. 

2> Que examinado c| asunto con todo detenimiento, pasa el 
suscripto a hacer mérito ... , as reflexiones que tal examen le su- 
giere. 
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Kl señor Juez Instructor, coronel Preixá, remitió al Director 
( leñera) del Personal, fojas 303. expediente agregado, una comu- 
nicación en la que expresaba a los efectos de ley, haber declarado 
en rebeldiá al actor, de acuerdo con el art. 173. inciso 1* del Có- 
digo dé Justicia Militar. 

Dictamina el señor Auditor (¡cuera! dé < hierra y Marina 
a í>. 305. aludiendo al art. 177 de dicho código y manifiesta qtte 
debe darse cumplimiento a esa disposición. 

El señor Ministro de Marina ordena se extienda el corres- 
l>ondiente decreto a fs. 305. el cual figura en original a fs. 306. 
llevando fecha Mayo 6 de 1924. 

Kl actor presenta, a raiz de ello, un escrito al Ministerio de 
Marina el 19 de Mayo de 1924 (fojas 490), en el que solicita 
reconsideración de aquel decreto. 

Dictamina el señor Auditor General en Mayo 26 de 1924. 
í.ijas 501. pidiendo se le informe si el actor compareció a las 
utaeiouos que se le efectuaron como él lo afirma y cuando en- 
tregó el puesto de actividad que desempeña!». 

informa el señor Juez Instructor en Mayo 30 de 1924. 
fojas 503. y atento ese informe, el señor Auditor General dic- 
tamina a fojás 506. expresando que como el actor no comparen'" 
a las (los últimsa citaciones que se le efectuaron, etc.. no es fOSi- 
hle entrar a considerar la cuestión de fondo que plantea. » que 
debe hacérsele saber, d i Spon ¡endose el archivo del ex|>e«*eute. 

El señor Ministro de Marina dicta entonces la resolución 
de Julio 31 de l l >24. fojas 507 y 2. de este evadiente, cuya 
resolución ministerial es la que alude el actor a fojas 8 de su 
<k manda. 

Expuestos los hechos qué anteceden, < ¿serva el suscripto 
que si bien es cierto promedia en este ca*> ' a téítía legislativa 
correspondiente para traer a juicio a la^ión. bueno es tener 
presente que la reconsideración del decreto de Mayo 6 de 1924. 
fué tienega<)a por simple resolución ministerial, lo que no equi- 
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vale ciertamente a una denegación del Poder Kjcculivo, a estar 
a los términos del fallo de la Suprema Corté registrado en el to- 
mo 118. página 439. 

Indudablemente, no se trata en este caso de una demanda 
contra la Nación en su carácter de |xrrsona jurídica, sujeta a las 
prescripciones de la ley 3952, pero nada impide tener en cuenta 
cierto paralelismo de circunstancias y aplicar por analogía la ju- 
risprudencia sentada j>or la Suprema Corte sobre el particular. 

En efecto, dictado el decreto ele Mayo 6 de 1924, pudo acu- 
dir el actor de inmediato al H. Congreso, solicitando la venia le- 
gislativa para demandar a la Nación. 

Prefirió antes de eso, pedir al Poder Ejecutivo reconsidera- 
se dicho decreto, lo que le fué denegado por simple resolu- 
ción ministerial y en tal virtud se colocó en situación semejante 
a la del que reclama derechos controvertidos ante el Poder Ejé- 
cutivo cuando la Nación actúa como persona jurídica. 

Y conviene advertir, que no sólo ha existido una denegato- 
ria ministerial a la reconsideración solicitada, sino que existen 
diversos pedidos administrativos del actor y dictámenes diversos 
'el señor Auditor General de Guerra y Marina, que no han sido 
ni«teria ni aún de simple resolución ministerial (véase fojas 417, 
419.423, 434. 436 y 438), destacándose el dictamen de fojas 
508, t.ch a Agosto 7 de 1924, o sea, anterior en un mes y medio 
a la pre*. mac ¡ un actor a , H Congreso solicitando venia para 
demandar t fa Nación (fojas 73 del presente). 

Se echa i e ve r t pues, que contemplando el caso con arreglo 
a la práctica 'dminsitrativa usual, era posible esperar que el 
Poder Ejecutivo <|ejase a salvo los derechos del actor una vez 
considerado el asu, to y reunidos ordenadamente los elementos 
dispersos en las actu. c ¡ ones a <ij untas y por cierto que deS p U¿s 
de la resolución minist^i de j u i jo 31 de 1924, abandonó el ac- 
tor toda gestión adminis^iva de reconsideración. Cabe, por 
lo tanto, aplicar por análoga , a jurisprudencia establecida i*,r 
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la Suprema Corte en su fallo del tomo 124, ¡úg. 2W, j>ara decla- 
rar en cierto modo extem|>oráiiea la demanda de fojas 4. 

3* Que en concepto del suscripto, esa demanda es plenamente 
extemporánea, i>or las razones que expresa a continuación. 

.Mientras prestaba declaración indagatoria el actor con fecha 
24 de Abril de 1^24, como procesado ante el Juez Instructor, 
según lo reconoce en su alegato de fojas 61, procedió éste a co- 
menzar a interrogarlo sobre la carta que obra a fojas 203 del 
expediente respectivo, y manifestó claramente el actor lo que 
se lee a fojas 222 vta. y 223, de ese exj>ediente, esto es, opuso la 
i xce|>c¡ón de incompetencia de jurisdicción |K>r vía de declina- 
toria, toda vez que la dedujo ante la autoridad a quieu conside- 
raba incompetente, planteando la cuestión a los fines consiguien- 
tes vale decir, no estar en juicio ante esa autoridad. 

Al usar declinatoria, quedó sometido al régimen de sustan- 
ciado!! prescripto por el Código de Justicia Militar que no le 
permite resolverla al Juez Instructor, ya que confiere esa facul- 
tad al Consejo de Guerra, arts. 342 y 343. 

MI actor pudo escoger libremente la inhibitoria, acudiendo 
ante el Juez del fuero ordinario o federal que hubiere correa 
pondido y de tal suerte la Suprema Corte de Justicia habría ote- 
dado habilitada para dirimir el conflicto que pudo haberse sus- 
citado, con arreglo a lo dispuesto en el art. 43, inciso 4 9 Código 
de Procedimientos en lo Criminal, art. 161 Código d* Justicia 
Militar y art. 9". inciso dj ley 4055. 

Habiendo escogido la declinatoria, el actor la tenido que 
Mijetarse al régimen por él elegido y \x>r ende Iv debido esperar 
a que el Consejo de «¡uerra la considere y reviva de confor- 
midad a lo establecido en el Código de Jttst»>a Militar. 

Eti razón de la declinatoria opuesta <?I actor, no puede 
la justicia federal sacar el asunto de n»"»» de la justicia mili- 
tar, pues es una cosa establecida p*»r H jurisprudencia reiterada y 
uniforme de la Suprema Corte, q** elegido uno de los dos medios 
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de que puede usarse |»ara promover las cuestiones de competen- 
cia, ii0 es |>crm¡tido aliandonar uno y recurrir al otro, como tam- 
jh kto emplearlos sucesivamente, sino que debe estarse al resul- 
tado de aquej a que se tenga dada la preferencia, tomo 124, pá- 
gina 144 y m 49, Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Es necesario, entonces, que la cuestión propuesta ante la 
justicia militar siga su curso y obvio es decir que el actor puede 
instar la resolución de aquélla con solo proseguir las gestiones 
jMir él comprendidas. 

En rigor no ludiría motivo» razón o necesidad de hacerse 
cargo de las diversas cuestiones planteadas en la litis, relaciona- 
das con el acierto o el error del Juez Instructor en su declara- 
ción de rebeldía, si el actor fué o no rebelde a estar a su actua- 
ción en el proceso respectivo, si estaba o no sometido a la justi- 
cia militar y si en consecuencia fué bien o mal dictado el decreto 
de Mayo 6 de 1924, desde que este es un asunto pendiente de de- 
cisión definitiva de instituciones ajenas al Poder Judicial federal, 
como sin duda lo son el Poder Ejecutivo de la Nación, y los tri- 
bunales militares. 

Una vez resuelta la declinatoria |x»drá establecerse si el actor 
está o no sujeto al fuero militar sobre el delito que afecta a 
la disciplina y si |Hido o no ser dado de baja por decreto del Po- 
der Ejecutivo y privado de su pensión de retiro, y sin duda, 
avanzaría su radio de acción la justicia federal, si adoptase cual- 
quier resolución en sentido de declarar al actor fuera del alcance 
de la jurisdicción militar á la que acudió proponiéndole se sejia- 
rase del conocimiento de la causa. 

Las reflexiones que anteceden, eximen de contemplar el 
caso con arreglo a lo dispuesto en el art. 41 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal y art. 122 del Código de Justicia Mi- 
litar, desde que según sea el resultado de la declinatoria, llegaría 
recién la ojiortunidad de aplicar o no esos preceptos. 

4» Que, por último, no procede bacersc cargo en forma 
fragmentaria de la inconstitucionalidad é ilegalidad del decreto 



126 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



del I'oder Ejecutivo fecha Mayo 6 ele 1924, puesto que como el 
propio actor lo reconoce a fs. 61, se encontraba sometido a su- 
mario, inculpado de falta en el dcseni|>eño de su cargo en el 
asunto de la usina, y al no concurrir al llamado del Juez Ins- 
tructor, oyó dentro de lo establecido en el art. 173 del Código 
de Justicia Militar, pues si bien es cierto había opuesto la decli- 
natoria con relación al delito que afecta la disciplina, tal declina- 
toria no lo autorízala a dejar <le concurrir al llamado o citación 
del Juez Instructor, como lo habría autorizado la inhibitoria si 
se hubiese tratado solamente de este último delito. 

En consecuencia, la declaratoria de rebeldía y el subsiguien- 
te decreto del Poder Ejecutivo fecha Mayo 6 de 1924, aparece- 
rían fundados en los arts. 173 y 177 del Código de Justicia Mi- 
litar, no siéndole posible a la justicia federal declarar a dicho 
decretó violatorio de la ley y de la Constitución Nacional. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda promovida sobre reintegración de su grado de mayor 
del Kjército en retiro y pensión inherente. Costas |>or su orden. 
Xotifiquese, repóngase el sellado y o[>ortunamcnte archívese 
previa devolución de los documentos y expedientes agregados 
a su procedencia. 

Saiíl M. Escobar. 



SENTENCIA DE Í.A CÁMARA FF.DKRAL 

Buenos Aires, Septiembre 26 de V>27. 

Vistos los autos seguidos por el mayor retirado, don Raúl 
Barrera contra el Poder Ejecutivo Nacional sobre reintegración 
en el {goce tf e su grado y pensión de que lia sido privado |*>r de- 
creto de Mayo de 1924; |wra resolver el recurso de apelación 
deducido por el actor contra la sentencia de fojas 77 a 84 del 
señor Juez Federal, que no hizo lugar a la demanda, y 
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Considerando : 

Que de los expedientes agregados, remitidos por el Minis- 
terio de Guerra, resulta en relación a los hechos cuestionados: 

a) El Juez Instructor militar coronel Freixá fué designado 
el 7 de Marzo de 1924, «le acuerdo a resolución del Ministro de 
( hierra de 29 de Febrero, para instruir un sumario a fin de es- 
clarecer la responsabilidad que pudiera corres|)onder al director 
de la usina eléctrica de Campo de Mayo, mayor retirado don 
Raúl Barrera, en gastos que aparecían efectuados sin autori- 
zación, expte. 17. 795, fojas 116 y siguientes. 

b) Después de practicar algunas diligencias, el Juez hace 
contar a fs. 174, que «no se ha tomado a Barrera declaración 
indagatoria. jx»r cuanto en la investigación que se le remitió jwra 
continuarla, no surgían causas suficientes (tara considerarle co- 
mo responsable de delito ni falta», y que «tampoco al declarar 
cotilo testigo se le exigió el juramento, |xirque como debía ha- 
cerlo por actos que él mismo había efectuado, resultaba contrario 
a lo dispuesto |>or la Constitución Nacional». 

Y considerando agotada la investigación, la dá j>or termi- 
nada elevando el sumario al Director del Personal, fs. 174 a 
1027. 29 de Marzo. 

d) Este lo |>asa en vista al Auditor General de Guerra y 
.Marina, 31 de Mareo, quien se expide a fs. 199. 15 de Abril, 
aconsejando sea devuelto al Juez para que «recil»a declaración 
indagatoria en forma al mayor retirado don Raúl Barrera, por 
encontrarse inculpado de delito en el desempeño de su cargo», 
y para que «proceda a aclarar las contradicciones existentes en- 
tre las declaraciones» de Barrera y algunos testigos; «practique 
toda otra diligencia que surja de las anteriores o se estime de 
conveniencia al mejor éxito de la investigación». Así se provee 
por resolución ministerial de 17 de Abril de 1924, fs. 201. 

d) Entretanto, un nuevo hecho consistente en la publicación 
aparecida en el diario «La República» el 24 de Marzo de 1924. 



128 



FALLOS DE LA CORTE SL'PRKMA 



de una carta que Harrera dirigiera al señor IVesideiHe de la 
Xacióu, formulando caraos contra el Ministro de Guerra, gene- 
ral Justo, dió motivo a ta formación de un nuevo proceso, de 
que instruye el expediente H. 206, también agregado y que fi- 
gura como cueqio IV del anteriormente citado. 

Denunciado este hecho por el Director de Ingenieros, córo- 
j:ol Arenales Urihuru al señor Ministro de (¿tierra, general Jus- 
to, éste lo comunica al señor Presidente de la Nación, a la vez 
que se excusa «le actuar, lo que dió lugar al decreto de 25 de 
Marzo de 1924, que corre a fs. 2 del expediente R. 206, desig- 
nando al Ministro de Marina para que intervenga en este asunto, 
tomándose por el departamento a su cargo, las medidas acceso- 
rias para la tramitación a que hubiere lugar, de acuerdo con los 
antecedentes agregados ver fs. 1 a 5, ex|>ed¡cnte citado). 

< >ido Sobré el particular, fs. 206, expediente L : . 795, el Audi- 
tor de (¡uerra dictamina que el «mayor retirado Raúl Harrera 
ha cometido un delito que afecta a la disciplina, que déte ser 
indagado \w un Juez de Instrucción Militar y que existiendo 
constancias de que el cansante encuentra procesado j>or otras 
infracciones sujetas a la jurisdicción militar, corresponde de 
acuerdo con el art. 184. inciso 2> del Código de Justicia Militar, 
que los antecedentes sean tasados al señor Juez Militar que 
entiende en el sumario pertinente», abril 16 de 1924, fs, 206. 
Así lo resuelve el Ministro de Marina en 17 de Abril de 1924, 
fojas 206 vuelta. 

c) Recibidos los antecedentes por el señor Juez de Ins- 
trucción Militar, coronel Kreixá, el 18 de Abril, provee el 21 
del mismo, citando a Harrera a concurrir al Juzgado «a fin de 
ampliar su declaración anterior (en el proceso de la usina) y 
1 «restar una nueva el dia 23 a las 13 horas*. 

Harrera comparece el dia designado (ver fs. 208). contesta 
las preguntas y hace las declaraciones que se le piden relativas a 
mi actuación al frente de la usina eléctrica, sobre lo cual da 
amplias explicaciones. 
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Pero al intentar el Juez investigar res|>ecto al delito re - 
lacionado con la mencionada carta, el mayor Barrera «lijo : qüe 
consideraba al Juzgado y a toda la justicia militar, no obstante 
el profundo respeto que ella le merece, incompetente para cono- 
cer del hecho, por cuanto son tribunales de excepción, y si bien 
él ha sido militar, ya no lo es, j>or encontrarse en retiro absoluto 
del servicio del Ejercito, lo que pidió se justifique librando ofi- 
cio al Ministerio del ramo y, una vez hecho, declarar su inconi- 
l>etencia y pasar la causa al Juez que corresponda. 

El Juez, después de exhortarle a que declarase, sin conse- 
guirlo, suspende la audiencia i>ara continuarla el dia siguiente. 
Barrera no concurrió esc dia, enviando, en cambio, un escrito 
fundando la incompetencia alegada, escrito que le fué devuelto, 
decretándose una nueva audiencia |»ra el dia siguiente, a la que 
tampoco concurrió Barrera. Entonces, el Juez, sin dar trámite 
a la excepción de incompetencia, ni proveer a la comparecencia 
forzada del inculpado, lo declaró en rebeldía, comunicando esta 
resolución a la superioridad a los efectos del art. 177 del Códi- 
go de Justicia Militar. 

f) Esa comunicación dio lugar al decreto impugnado del 
Poder Ejecutivo, que corre a fs. 306, de fecha Mayo 6 de 1924. 
\ror lo cual, vista la rebeldía declarada se dá de baja del Ejér- 
cito al mayor retirado don Raúl Barrera, aplicando el art. 177 
del código citado, que establece : «Cuando se declara relwlde a un 
jefe u oficial, cualquiera que sea la jerarquía, queda por el he- 
cho de la declaratoria dado de laja del Ejército o Armada, al 
menos que al presentarse, probare que le ha sido matcrialmeuti' 
imposiMe comparecer en el término del emplazamiento». 

g) Barrera solicitó del Poder Ejecutivo la reconsideración 
del decreto, fundándola: a¡) en que no estaba sometido a la ju- 
risdicción militar, \\or hallarse en retiro absoluto y no formar 
I«rte, en consecuencia, ni del ejército permanente ni de las re- 
servas; b) ]>orquc la rebeldía había sido mal declarada por el 
Juez Instructor, por haberse presentado a la citación y por ha- 



130 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ber opuesto la excepción previa cíe iiicomjwtenda, la que debió 
>ir resuelta antes de proseguirse las actuaciones y de tomarse 
otra resolución; c) |X>rque siendo la pensión una propiedad defi- 
nitiva, no puede ser privado de su goce; y d) porqué habiendo 
>ido ahsuelto por el Tribunal de Honor, que es el de última 
instancia en los de su fuero, no ha |>odido ser privado de su 
uniforme, ni del titulo de su grado, art. 51, ley %75. 

El señer Auditor General de Guerra y Marina, dictamina 
«iue teniendo en cuenta la inconipareccncia de Barrera a las dos 
últimas citaciones del cargo que desempeñaba, no era |»osible 
entrar a considerar la cuestión planteada. En su mérito el se- 
ñor .Ministro resolvió ordenando el archivo de lo actuado, fulio 
31 de 1924. fojas 506 y 507. 

Que en Julio 22 de 1<>25, previa venia del H. Congreso, ba- 
rrera se presenta ante el señor Juez Federal demandando al 
Poder Ejecutivo de la Nación por reintegro en el goce de su 
i;radn y |«nsión de que ha sido privado por el referido decre- 
ta, al rpie impugna de ilegal e inconstitucional. 

Fundando su demanda, dice: «Fui citado a prestar declara- 
ción indagatoria y concurrí con puntualidad ante el señor Juez 
Instructor a quien presenté un escrito alegando con todo fun- 
damento, como lo demostraré más adelante, la incompetencia 
de la jurisdicción militar, por encontrarme en retiro absoluto. No 
se resolvió mi defensa y el señor Juc7 Instructor me declaró 
rebelde, a mi. que he concurrido a sus llamados; que no he re- 
huido rcsj>onsabiIidad alguna, que he alegado su incompetencia, 
cuestión previa y fundamental cuya prioridad de resolución se 
imponía a cualquiera otra, para no caer en el hecho de ser juz- 
gado por jueces es|)eciales, contrariando el art. 18 de nuestra 
Constitución Nacional. Esté decreto ilegal, que entraña un craso 
error, dictado |n>r un Juez Instructor incompetente, nombrado 
al efecto de sumariarme, sin oírme, sin ablación para ninguno 
<!e los tribunales militares, es el que ha servido de base para 
darme de baja privándome de mi grado y de mi pensión de 
retiro». 
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Y turnia la ¡ucunqietencia de la justicia militar en que a la 
é|Kxa en que dirigió y publicó la mencionada carta había vuelto 
a su situación de retín» absoluto; pues el cargo de actividad que 
desenfílala lo había ya renunciado, su renuncia había sido acep- 
tada el 13 de Febrero de 1924 y relevado el 18 del mismo mes 
y año. fs. 417 y 425 y siguientes; y que cu tal situación no es- 
talla sometido a la jurisdicción militar, conforme a la doctrina 
y jurisprudencia que cita. 

Que de los hechos expuestos resulta claramente que consti- 
tuyen los fundamentos capitales de la demanda, en primer termi- 
no la inco»t|)etencia del Juez Militar: en segundo término, en 
halKT dicho Juez resuelto la declaración de rebeldía estando cues- 
tionada la incompetencia ; en tercer término la improcedencia 
de esa declaración. 

Resulta asimismo que el decreto impugnado se dictó como 
tina consecuencia del procedimiento seguido ante la justicia mi- 
litar y que se Italia indisolublemente ligado a la resolución judi- 
cial que' lo ha motivado. 

Que de consiguiente, la demanda lleva implícita una cues- 
tión jurisdiccional, previa |>or su naturaleza, ai pretender que 
la justicia federal se avoque al conocimiento de hechos que es- 
tán pendientes de procedimientos seguidos ante la justicia mili- 
tar, lo cual importa pedir que la primera declare que es la com- 
] atente jiara conocer del caso, en que la última está conociendo, 
o sea, promover, |»or vía de inhibitoria, la inconi|)etencia del Juez 
Militar. 

Que ello tropieza con el óbice de que ya se había propuesto 
la misma cuestión ante el Juez Militar, por vía de declinatoria, 
y según lo establece el fallo apelado, de acuerdo con la ley V 
jurisprudencia que allí se cita, debe estarse ai resultado de la 
vía primeramente empleada, sin que sea permitido abandonarla 
(«ara emplear la otra. 

Que las circunstancias invocadas |>or Barrera, de haberle 
sido devuelto el escrito en que fundaba la incompetencia del 
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Juez, la de no liaber éste substanciado la incidencia, no son su- 
ficientes para tener jx>r no promovida la declinatoria, puesto 
■|uc el misino actor dice en su demanda que la propuso explíci- 
tamente, al basar en ello la invalidez de la resolución que lo de- 
clara rcl>elde. >' puesto que ha podido usar de los remedios lega- 
les pertinente», dentro de la misma jurisdicción, para obtener su 
debula sustanciación. No lo es tatu]>oco la circunstancia que in- 
V'oca en esta instancia, de haber propuesto la cuestión durante 
el sumario y ante el Juez de Instrucción. 

One por lo demás la justicia federal no puede entrar a étt- 
luicer sobre el error o injusticia en que pueda haber incurrido 
la justicia militar, puesto que los actos y procedimientos de es- 
la. cuando obra dentro de su competencia, no son revisibles 
|H>r aquélla, sino en los casos extraordinarios que autorizan las 
leyes. 

Que |M»r tanto las cuestiones de fondo y de forma que la de- 
manda involucra, como son la de si liarrera podía o nó ser so- 
metido a la justicia militar |>or la carta de referencia; sí el Juez 
Militar debió substanciar y resolver previamente la cuestión ju- 
risdiccional ; si pudo, estando cuestionada su competencia, tomar 
medidas de la trascendencia de la reclamada; y si el hecho de 
haberse negado Harreia a declarar primero y a concurrir después 
a las dos citaciones que se le hicieran con tal objeto, justifica la 
declaración de reincidía, son cuestiones que, o están supeditadas 
a la cuestión jurisdiccional, o no están sujetas a la revisión de 
la justicia federal : y todas o algunas «le ellas solo podrían llegar 
a la Corte Suprema por vía del recurso extraordinario establecido 
por el articulo 14 de la ley X- 48, ya que «los tribunales milita- 
res se encuentran en situación análoga a los de la Capital y pro- 
vincias, cuando proceden dentro de la esfera de su competencia» 
(Corte Suprema, tomo 101, j>áfí. 354). 

Oue si bien es cierto que la demanda implica otras cuestio- 
nes, cirmo la de si la ley posterior N- 9675, ampliatoria de la 
orgánica militar, ha limitado la disposición del art. 177 del Có- 
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(ligo (le Justicia Militar, y sobre los efectos que déte producir 
la baja, atento lo dispueto por dicha ley, tales cuestiones no pue- 
defi resolverse sin rozar la cuestión jurisdiccional planteada; y. 
por otra parte, tratándolas aisladamente no sólo se dividiría ta 
c mtineneia de la cansa, juzgándola fragmentar ¡amenté, como di- 
ce el «a quo», sino que |>odria recaer juicio sobre una cuestión 
abstracta, si la baja quedare sin efecto ]*>r no subsistir la pro- 
videncia de que se ha derivado. 

Por los fundamentos expuestos y concordantes de la senten- 
cia apelada de fs. 77 a H4. se la confirma, debiendo alionarse 
las costas de esta instancia en el orden causado. Repóngase las 
fojas en 1* Instancia. — /. Luna. — Marcelino Escalada. — T. 
. Irías.— B. A. Ñtísar Anchorcna.—José Marcó. 



FALLO DE LA 

Vistos : 

Considerando: 



i A 



buenos Aires. Mayo 7 de 1*>28. 



f>uc aún cuando el fundamento princi¡)al de esta demanda 
se basa en la inconstitucionalidad del decreto del Poder Ejecu- 
tivo de la Nación, por el cual se dió de bajá del ejército al ofi- 
cial retirado, actor en este juicio, delie de tenerse presente, para 
apreciar la procedencia de la acción entablada, que dicho decreto 
no im|x>rta el ejercicio de una facultad propia de aquel poder, 
independiente de la causa militar que le dió origen, siendo, jx>r 
sus antecedentes, la consecuencia del procedimiento especial que 
rige en aquella jurisdicción, el cumplimiento de una dis|x>sicíón 
del Código de la materia y constituyendo, i>or tanto, una de las 
piezas de aquella causa. (Arts. 173 y 177 del Código de Justicia 
Militar, copia de fojas f). 



134 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que la cuestión debatida éii estos autos y <|uc fnrma la sitó» 
tancia del sub lite, a salier, sí los oficiales retirados conservan »» 
no su estado militar, fué planteada ante el Juez dé instrucción 
como incidente de inconi|>etcnc¡a y así lo dice el propio actor, 
fs. 9 y 12. y resulta de las actuaciones sumariales, agregadas por 
cuerda, debiendo a mérito de lo expuesto y por imjKTio de la 
ley, fenecer la causa dentro de aquella jurisdicción (art. 14 de 
la ley 48. Fallos: tomo 23, pág. 458; tomo 70, i>ág. 152; tomo 
Oí, pág. 249: tomo 145. jwg. 130. Art. 342 Código de Justicia 
Militar). 

QtiÜ el prununciamiento de la justicia federal sobre la cues- 
tión señalada, estando pendiente el sumario militar y habiéndose 
promovido ante el juez resj>ectivo la misma cuestión, |x>r decli- 
natoria, significaría la revisión de actos propios y exclusivos de 
la jurisdicción citada, fuera de la oportunidad que determinan 
las leyes, como se desprende de los antecedentes de esta causa 
y lo demuestran los fallos de I* y 2* instancia. 

<>ue. la presente acción, traída ante el Juez Federal, im- 
porta igualmente la sustracción de la causa de la jurisdicción 
del funcionario militar que la está sustanciando. i>or medios in- 
directos e inadmisibles dentro del orden jurisdiccional estable- 
cido jmr las leyes (arts. 7 y 14 de la ley 48). 

One. |Kir otra |>arte ( la situación de Iwja en que actualmente 
se baila el allante, no es definitiva, |>or cuanto se encuentra 
sometida aún a las continencias que preven los arts. 177 y 17S 
del Código de Justicia Militar. 

«Jtie la conclusión a que conducen los anteriores consideran- 
dos con mayor fundamento en los concordantes del fallo arla- 
do, no establecen la privación, en su caso, al recurrente, del am- 
paro de la justicia federal, toda vez que ella puede jwuerse en 
movimiento, en la o|>ortunidad debida, y |>or medio de los re- 
cursos legales corresjMindientes, provocando la jurisdicción ex- 
traordinaria de esta Corte que alcanza a tocios los casos previs- 
tos en v\ art. 100 de la Constitución. 14 de la ley 48 y 6 de la 4055. 
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l*or estos fundamentos se confirma la sentencia apelada 
de fs. 104. sin costas, a mérito de la naturaleza de la causa. No- 
li fú|uesc y devuélvase a la Cámara. 

A. Bermejo. — J. Fk;i;eroa Ál- 
corta. — Roberto Rkpetto. — 
R. Grnio Lavalle. 



Compañía .¡II Amerita Cablas Incorporatcd contra la Munici- 
palidad de la Capital, por cobro de pesos. 

Sumario: l 9 Procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48. contra una sentencia de la Cámara de Ablaciones en lo 
Civil, contraria a las pretensiones del recurrente, fundadas 
en los arts. 10 y 1 1 de la Constitución. 

2* I-a contribución establecida en la ordenanza muni- 
cipal del 16 de Noviembre de 1900, por el uso de la vía pú- 
blica y del espacio aéreo con la colocación de postes y líneas, 
no reúne los caracteres de un verdadero impuesto, en los 
términos eti que la jurisprudencia de la Corte Suprema ha 
definido la naturaleza del impuesto en un caso análogo al 
presente. Véase el fallo del tomo 127, i>ág. 18. 

3 o Las execciones a las leyes generales no pueden in- 
ferirse sino que requieren uña mención especial, por ser. 
atento a su naturaleza, de interpretación restrictiva. 

4 V La circunstancia de tratarse en el caso, de un telé- 
grafo nacional, en mérito del recorrido de sus líneas (art. 
2?, inciso 2> % ley 750 */ 2t no importa ponerlo fuera del al- 
cance de las legislaciones locales en cuanto al uso y goce 
de los bienes del dominio público. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DE !• INSTANCIA 

Bttéños Aires, Diciembre 4 de 1923. 

Y Vistos: 

A ís. 4 se presenta don Aurelio C. Cag^oli, en represen- 
tacfóji de la compañía A1I America Cables Incorporated. antes 
denominada Central and South America Tclegraph Co.. y de- 
manda a la Municipalidad de la Capital por devolución de ía su- 
ma de seis mil ciento sesenta y seis pesos 50 cts. m/íi. que aqué- 
lla fué condenada a [lagar |»or la vía ejecutiva, en concepto de 
impuesto o tasa por la colocación de (Mistes en la vía pública, y 
expone : 

<Jue la demandada inició contra su mandante, cinco juicios 
ante la justicia de paz y dos juicios ante los tribunales de pri- 
mera instancia, todos los cuales relaciona detalladamente, expre- 
sando halwr sido condenada la compañía a alionar diversas su- 
mas de dinero, que importan un total de 6.166.50 pesos, por 
cuyo inqiorte inicia esta acción. 

Agrega que la tasa o impuesto que colira la Municipalidad. 
!o hace alegando que la compañía ocujia la vía pública con los 
púSteS de sus alambres telegráficos, lo que es exacto y no obs- 
tante haher aleado la injusticia e incoustitucioualidad del co- 
bro, administrativamente y en los juicios referidos, ha debido 
alionar lo reclamado, reservándose exigir su devolución en este 
inicio ordinario, fhte la ordenanza municipal respectiva grava 
el uso de la via pública y del cs|«cio aéreo en la colocación de 
| mis tes, con la suma de veinticinco peso por cada |>oste y por año, 
lo giíc es contrario a nuestras leyes y a la C onstitución XacionaL 
Kxprcsa que por ley X 1 ' 353 del 9 dé Octubre de 1870. el go- 
bierno Federal concedió a los señores Clarck y C ía. la construc- 
ción de la primer linea telegráfica nacional e internacional en- 
m \'alj>araíso y Villa Marta. <Juc la ley 353, lejos de gravar la 
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concesión, acordó a los concesionarios la suma de treinta mil pe- 
sos en fundos públicos i>or diez años. f)ue |K>steriormentc el IX 
de Mayo de 1887 la empresa fué autorizada jxira prolongar sus 
líneas y ampliar sus servicios, imponiéndosele algunas obligacio- 
nes, entre las que tío se encuentran las de pagar el aire o el te- 
rreno que ocupan sus postes. Agrega también que en Knero de 
1892 el P. K. Nacional aceptó la transferencia de la propiedad 
de la concesión a su mandante. Qué la ley de telégrafos nacio- 
nales al reglamentar los existentes, no impuso gravamen alguno, 
obligando simplemente a respetar la reglamentación municipal 
que rige la colocación de |>ostes. Asimismo la ley 4058 autoriza 
un impuesto sobre telégrafo url»ano. facultando la X v 5098 al 
Intendente para cobrar los impuestos establecidos |K>r la ley. 
sean impuestos o retribución de servicios. Que en presencia de 
• Hcbas d ¡s] ios ic iones y antecedentes, se pregunta si está autori- 
zado por alguna ley el impuesto, retribución de servicios o tasa 
cjue se cubra a un telégrafo nacional o internacional j»r la co- 
locación de sus postes? Expresa que no, pues la ley se refiere 
a los telégrafos urbanos y no al que representa, que es interna- 
cional, siendo, |x»r otra parto, el impuesto que se le cobra, una 
carga contraria a las leyes citadas, 750, 4058 y 5098 y a lo dis- 
puesto por el art. 31 de la Const. Nacional. Que la ley 10.657 
ha definido claramente lo que es un impuesto y una tasa, pero 
que en cualquier caso lo que se le cobra no se encuentra autori- 
zado por ley alguna y si lo que se pretendiera cobrar fuera el 
espacio aéreo o «le tierra que ocupan los ]M>stes, no procedería 
cobrar el precio con carácter general, sinó previa estimación de 
peritos y mediante juicio de expropiación, pues reglamentar el 
uso de un bien público rio equivale a crear un impuesto o exigir 
una coni|x*nsac¡ón pecuniaria. Plantea, pues, la cuestión de cons- 
titucionahdad, pues la carga que se pretende imponer, es contra- 
ria a los incisos 2 y 13 del art. 67 de la Cout. Nacional, pues sólo 
el Congreso puede imponer impuestos y reglamentar lo referen- 
te a correos y telégrafos. Asimismo la imposición recordada re- 
pugna a los arts. 10 y 11 de la misma Constitución, pues cons- 
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tituye un impuesto a la circulación <lc las ideas, lo que es peor que 
gravar la circulación de las mercaderías. 

A mérito de las precedentes consideraciones, solicita se ha- 
ga lugar a la acción interpuesta, condenándose a la demandada a 
la devolución de las sumas cobradas, .sus intereses y las costas 
del juicio. 

Corrido traslado de la demanda, se presenta a fs. 13 don 
José Valenzuela, por la Muniei|>alidad de la Capital, y expone: 

Que se trata de un asunto ya resuelto ¡x»r los Tribunales, 
en el que se insiste, a mérito de lo dispuesto |K>r el art. 500 del 
Cód. de Procedimientos. Manifiesta que no o|>ondrá excepción 
de cosa juzgada, aún cuando dicha disposición legal no puede 
implicar la modificación del concepto que la rige sin ini|>ortar 
un desmedro a la majestad de la justicia. Que la facultad de re- 
petir en juicio ordinario sólo puede existir cuando existan he- 
chos nuevos que no hayan sido controvertidos ni prohados o 
cuando el punto no ha sido discutido en virtud de razones le- 
gales o de hecho. Que pasando al hecho principal, la ocupación 
de la vía pública con jmstes. está reconocida* tratándose, pite*, 
de un asunto de puro derecho. Qtn como lo ha demostrado en 
Mira oportunidad, el actor confunde los conceptos de urbano y 
nacional, qué nada tienen de común y aunque la ley no autori- 
zara el cobro de impuestos a los telégrafos urlianos. la ley S09S 
en su art. lfi. al autorizar el cobro de todo lo que importe una 
retribución de servicios, ini|>ortaría cobrar el impuesto a los te- 
légrafos urbanos, lis inconfundible el concepto de urbano y na- 
cional, de ntodO que la ley abarca también los telégrafos inter- 
nacionales. Que en su oportunidad traerá a colación jurispru- 
dencia testante para fundamentar sti derecho, agregando qtic 
nada itíiportá que en la época de la instalación de los primeros 
telégrafos, se otorgaran fructíferas concesiones, pues las razo- 
nes de aquella éjxica no perduran hoy. Que en cuanto a la in- 
omstitucionalidad carece de liase alguna, pues sentado que la 
ordenanza municipal es válida, va de suyo que se han respetado 
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las disposiciones constitucionales. pues repite una vez más, no 
es impuesto Ib que se cobra, sino una simple retribución de 
servicios por el uso de la vía pública con fines individuales. Pide 
le rechazo de la demanda, con costas. 

A fs. 17 vta. se declara la cuestión promovida de puro de- 
recho y a mérito de lo dispuesto |*>r el art. 103 del Cód. de 
IWedimientos. se corre a las jxirtes un nuevo traslado \x>r su 
orden, que es evacuado resistivamente a fs. 19 y 26, llamán- 
dose a fs. 29 «mtos i*ira sentencia; y 

Considerando: 

Las razones que alega la |>arte actora para pretender que 
se condene a la demandada a la devolución de las sumas percibi- 
das en virtud de las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos 
que indica, y las que esta parte aduce para negarse a esa devo- 
lución, ponen de manifiesto que el presente litigio no es sino 
una repetición de cuestiones ampliamente discutidas y ya solu- 
cionadas en pleitos promovidos contra la misma Municipalidad 
por otras empresas que explotan servicios públicos similares a 
los fie que se ocupa la demandante. 

Así resulta de la simple lectura de estos autos y del fallo 
dictado por el señor Juez Figucroa con fecha diez y ocho de 
Agosto del corriente año, en el juicio seguido por The Western 
Telegraph Co. Ltd. contra la Municipalidad de la Capital, publi- 
cado en «Gaceta del Fon» del 26 dé ese mes y año. 

Se tratalxi en aquel caso fiel cobro hecho |>or la Munici|»ali- 
dad como importe y recargo por ocu|>ación del subsuelo con ins- 
talación de cañerías desde un punto dado a otro; y, según los 
términos de la demanda, se trata en el presente de sumas que 
la demandante ha sido obligada a i>agar a la demandada en 
concepto de impuesto o tasa por La colocación de postes en la 
vía pública. 

Es. pues, evidente, que en ambas o|>ortun¡dades las sumas 
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cobradas i«>r la Municipalidad están relacionadas con la 
ocupación por parte de las empresas, de bienes que la ley repina 
de propiedad de aquéllas y cuyo uso Ies está permitid" a los |>ar- 
t ¡ciliares con sujeción a las ordenanzas que se dicten, arts. 2344. 
2340, inciso 7* y 2¿4l del Cód. Civil. 

El acertado estudio y exacta apreciación cié los hechos que, 
a juicio del subscripto contiene aquel fallo en lo relativo a lo 
que constituye un impuesto propiamente dicho dentro de los 
principios jurídicos y doctrinarios de que hace mérito el Juez: 
y en lo relativo a las facultades que las leyes acuerdan a las auto- 
ridades municipales jiará la formación de la fuente de recursos 
comunales y la similitud existente entre los hechos que motivan 
aquel pleito, y los que han dado margen al presente, convencen 
de que también en este caso no cabe otra conclusión que la de 
que la suma cuya devolución se exige «no constituye un impues- 
to sino la retribución de un servicio que la Municqialidad presta 
a la empresa ¡articular, la cp|npensaeiStf del uso de un bien que 
a la empresa no le |>ertenccc». 

Caracterizado así el concepto del cobro realizado mediante 
las ejecciones que se mencionan en la demanda, la solución del 
pleito no ofrece dificultad, porque ni puede pretenderse que 
también la retribución del servicio que recibe la demandante está 
incluido entre las exenciones que le acuerdan su ley de concesión 
y porqu? es sabido que quien presta un servicio a otro puede 
demandar su precio, aunque ninguno se hubiere estipulado íart. 
V>27 del Cód. Civil). 

Por lo que hace a la suma fijada como importe de la pres- 
tación, ninguna importancia tiene la circunstancia de que ella 
aparezca establecida |>or la sola decisión de las autoridades itíü- 
nicipales. El hecho res¡>onde a facultades privativas de esas auto- 
ridades y al uso de uno de los derechos emergentes de la condi- 
ción de propietario en que ta Municipalidad se encuentra con 
relación al bien de que la demandante se sirve, y está en la vo- 
luntad de ésta aprovechar o no ese servicio. 
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Por análogo razonamiento se llega a igual conclusión en cuán- 
to a la inconstitucionalidad que también se alega en la deman- 
da. Es obvio que tratándose de sumas de dinero que responden 
al pago de sercivios recibidos, cuyo cobro no ha sido expresa- 
mente prohibido por la ley a las autoridades que lo exigen, nin- 
guna aplicación pueden tener los preceptos constitucionales qui- 
se citan como fundamento de la referida cuestión. 

Y aunque dentro de este orden de ideas es evidente que 
carece de objeto averiguar si el telégrafo de la actora está com- 
prendido entre los «pie la ley califica de nacionales, bueno es te- 
ner presente la falta de consecuencia que se nota entre las teo- 
rías sustentadas por esta jxirtc |»ra excusarse del cumplimiento 
de lo que es un deber en todos los habitantes de un j>aís, y el 
hecho de (pie siís actos y procedimientos se rijan |>or decisiones 
tomadas por un directorio establecido en fiáis extranjero. 

Tampoco es de tener en cuenta jara la solución que corre>- 
l>onde dar a este asunto, el esfuerzo realizado para establecer la 
vía de comunicación de que se trata ni los beneficios que ella 
presta, porque aún admitiendo el mérito que a esos antecedentes 
se asigna en la demanda, justo es que la demandante reconozca 
también que ese esfuerzo ha tenido la compensación que merece 
uhIo acto bien intencionado, como lo prueba su actual estado 
ele prosperidad que todos celebramos. 

No han de ser sin duda las pequeñas sumas que la Munici- 
|>alidad cobra |ior lo que a ella pertenece y que devuelve tradu- 
cidas en actos de beneficio general, lo que ha de evitar que ese 
estado de prosperidad continúe, ni han de agraviar a nuestra 
Constitución, ni han de hacer frustrar las esperanzas y deseos 
de Albcrdi, notoriamente realizados hasta el presente, ya que. 
en la generalidad de los casos, son las contribuciones que las 
municipalidades reclaman de las empresas, las que sirven de fun- 
damento a éstas para aumentar sus tarifas, aunque la exigencia. 
res|K>nda como en el caso, a servicios que Ies son prestados por 
isas mismas autoridades. 
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Finalmente, si no bastaran para desautorizar a la deman- 
dante en sus manifestaciones relativas a violación de la fe pú- 
blica y a Ja existencia de voracidad fiscal, su propio estado de 
prosperidad y sil insistencia de continuar explotando los servicios 
públicos a que se encuentra dedicada, seria suficiente para ello 
recordar que. como esa misma parte lo reconoce en su deman- 
da, al principio no estaba comprendida esta Capital en su ley 
de concesión, y <|ue, no obstante las largas distancias que sus 
lineas recorren dentro del país, el servicio que recibe sólo le es 
cobrado por la jarte urbana de la ciudad. 

Por estas consideraciones y las de los escritos de fs. 13 y 
fs. 26. que se reputan arregladas a derecho, fallo: rechazando 
con costas la presente demanda, a cuyo efecto regulo los honora- 
rios de la parte demandada en la urna de $ 400 m/n. y en $ 150 
de igual moneda los del procurador de la misma parte. Hágase 
saber; inscríbase en el libro respectivo y repóngase el sellado. — 
/. Isaac Arrióla. — Ante mí : Dámaso Palacio. 



SEXTI'XC IA DE LA CÁMARA CIVIL 1» 

Buenos Aires, Junio 23 dé IQ¿5. 
¿Ks arreglada a tlerecho la sentencia apelada de fs. 32? 
Kl señor Vocal doctor Casabal, dijo: 

I-a actora ha ocurrido en procura de la re¡>etición de diver- 
ja* sumas que, de conformidad con las ordenanzas en vigencia, 
la Municipalidad le ha cobrado por cada uno de los postes que 
tiene ubicados en la vía pública. 

El señor Juez ha rechazado la demanda y. a nü juicio, esta 
decisión debe ser confirmada en Unías sus partes, 

El asunto no es nuevo y fué ventilado en este mismo Tri- 
bunal en el acuerdo de Julio 26 de 1917, in re The United River 
Mate Telephone Company Limited versus la Municipalidad de 
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la Capital, litigio en el cual recayó también el pronunciamiento 
<lc la Suprema Corte cíe 18 ele Diciembre del mismo año, con mo- 
tivo de haberse dicho en él de violación del art. 16 de la Cons- 
titución. 

Podría, pues, por todo fundamento, referirme a los men- 
cionados fallos, como también al de la Cámara Civil Segunda 
in re Central y South American Telcgraph Comi>any de Abril 7 
de 1923, |>ero como quiera que en la demanda de fs. 4, en el 
alegato de fs. 19 y en la expresión de agravios de fs. 50, se en- 
caran as|>ectos que se pretende no fueron contemplados con an- 
terioridad desde que con tanta insistencia se vuelve sobre ellos, 
no creo del todo inoficioso añadir algunas otras consideraciones. 

La ordenanza municipal que motivó el cobro de las sumas 
ahora repetidas establece como causa de ese cobro, según lo re- 
conoce la misma j»arte actora a fs. 21, «la ocupación y uso de 
la vía pública y del es|wcro aéreo para la colocación de los pos- 
tes y lineas. . .» Y si bien no se niega en autos que tal ocupa- 
ción y uso sean un hecho cierto, en cambio se sostiene que la 
autoridad comunal no está habilitada para exigir de los parí i - 
ciliares un precio \ror ese concepto. 

Olvidase así que las calles, construidas para utilidad o co- 
modidad común y cuyo goce está sujeto a las disposiciones del 
Código Civil y a las generales o locales que se dicten, son bie- 
nes públicos del Estado general o de los listarlos particulares, 
según la distribución de los poderes hecha |>or la Constitución 
Nacional (conf. artículos 2339, 2340, inciso 7* >, como se olvida 
también que. en razón de hábér reconocido la ley a la actual Mu- 
nicipalidad el carácter de representante del antiguo municipio 
de la ciudad de Buenos Aires, con todos sus bienes, y obligacio- 
nes (conf. art. 67, ley #1 1260). sobre las calles de esta Capi- 
tal, ella ejercita facultades que no es dado dejar de desconocer 
y que se traducen en actos cíe conservación y de mantenimiento. 
l>ara responder a los cuales la legislatura local, o sea el Congreso, 
ha señalado los medios. 
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No hay «lucia que los particulares tienen el uso y goce «li- 
las calles, jkto tal uso y goce es gratuito en tanto se acomoda o 
armoniza con la finalidad pata la cual fueron construidas, y ño 
produce deterioros o innovaciones, que no sean los provenien- 
tes del ejercicio adecuado y regular dd mismo, o de la natural 
acción «leí tiem|>o. Y así se explica «pie la autoridad local repre- 
Mittaliva de los intereses generales cuente con los jxxleres nece- 
sarios, bien para evitar extralimitaciones. bien para acordar per- 
nios ampliatorios mediante 1a entrega «le sumas reguladas en 
I >ro| »orción al Itcneficio que se reporta, a las restricciones que 
supone, y a los desgastes «pie habrán de remirarse, para que no 
sufran perjuicio los demás. 

¿ \\\a\c una empresa, como la actora, |*ara los «ihjetos de stt 
negocio, colmar |X>Stcs en la vía pública, sin res|K>nsabili«lad al- 
guna, amparada sólo en el principio de que las calles se han be- 
rilo para la utilidad o comodidad común? Es evidente <|tte no. 
porque; tratándose de un uso que no equivale al que la ]«$' reco- 
noce para todos, sólo |Mir una concesión «leí poder público, a el 
lia podido llegar. ; Puede a su vez la Municipalidad, sin una dis- 
posición especial «pie a ello la obligue, permitir la ocupación 
gratuita «le la vía pública para fines exclusivamente mercanti- 
les? lis evidente también que no, ]>orque la comuna no puede 
licitamente renunciar a la percepción «le los recursos que la po- 
nen precisamente en condiciones de satisfacer las necesidades de 
la colectividad. 

Arguye la actora que tiene a su favor la concesión gratuita. 
c«mu» que está contenida, afirma, dentro «le las leyes y decretos «le 
orden general y especial «pie rigen su personería y su acción. Re- 
fiérese pór ello a las leyes Nos. 353 y 750 y¿. I-a primera, sin 
embargo, UO hace al caso, como «pie alcanzó sólo a demostrar 
el espíritu «le lit>erali«la<l con que el Gobierno de la Nación ©jí- 
caro en épicas ya lejanas las cuestiones relativas a los telégrafos. 
Y en cuanto a la segunda, en 911 art. 25. sólo establece que cuan- 
<Io las líneas telegráficas atraviesen ciudades y villas, las em- 
presas déferáñ sujetarse respecto de la clase de los postes, de la 
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conservación y colocación de los mismo y demás medidas pre- 
iaucionalcs, a los reglamentos que cotí tal objeto dicten las auto- 
ndades resistivas. 

¿Dónde está reconocida en esas leyes la exención que in- 
voca la actora? En ninguna parte, y si no lo está, no queda otro 
recurso que reconocer cjue al cobro de esas sumas ha procedido 
la Munici|xdidnd, de acuerdo con los preceptos legales vigentes 
y a mérito del principio elemental del orden civil, de que todo 
servicio se presume prestado a título oneroso. 

Prescindo «le referirme al inciso 11 del art. 19 de la ley 
X 4058. |>or más que, a mi juicio, no corres|>oiida deducir de 
la calificación de «urbanos» la circunstancia de que no alcan- 
zan a ]a actora las ordenanzas reglamentarias del mismo, puesto 
que nada supone, a los efectos de exigir la tasa retributiva, que 
los postes sean de propiedad de una empresa que realice su ne- 
gocio únicamente dentro de la Capital o sean de una empresa 
que tenga extendidas sus líneas más allá del éjidu. 

Prescindo, decía, de encarar la legalidad de la disposición 
municipal de que se trata a la luz del citado texto que, sin duda, 
l»or sí solo, resuelve la cuestión, y digo que la solución está tam- 
bién en el art. 16 de la ley N* 5098, que autoriza al Intendente a 
cobrar toda suma que imj>orte una retribución de servicio. 

No creo necesario añadir una palabra más. Porque el as- 
ueto cuantitativo de la cuestión, que lleva a la parte actora a 
decir de confiscación parcial de utilidades (conf. fs. 52), no en- 
madra ni puede definirse dentro de esta acción y, en el su- 
puesto de que hubiese abuso, ya sabrá dicha parte los medios 
administrativos que tiene a su alcance. Y porque, en lo que ata- 
ñe al aspecto constitucional, puesto en juego siempre en estos 
asuntos en razón de olvidarse la diferencia entre el impuesto 
propiamente dicho y la tasa, diferencia bien establecida en el 
fallo de la Corte a que me he referido con anterioridad, y luego 
en la ley 10.657. sttrge con claridad de lo anteriormente expuesto 
la improcedencia de las argumentaciones que se basan en los ar- 
tículos 10. 11, 16 e inciso 13 del art. 67 de la Constitución. 
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Voto en el Mentido exprcsidQ, 

Los señores Vocales doctores Peta, Colmo y Juárez Cel- 
inau, por razones análogas a las expuestas por el señor Vocal 
tioclOr Casalwl, votaron en igual sentid*). 

Sohre la cuestión propuesta el señor Vocal doctor Sayauca. 
expuso : 

Dejando a salvo mi opinión sohre la incomjictencia del Tri- 
bunal para entender de acciones de inconstitucíonalidad. sosteni- 
da en mis votos en los casos de Correa v. Municipalidad de la 
Capital, y de Hordieu v. id. id., registrados en las págs. 249 y 
2<V> de (¡aceta del Foro», del 2 y 4 de Abril del corriente aflo, 
v debiendo votar sobre el fondo en mérito de lo resuelto en 
mayoría por el Tribunal sobre que si es Competente, lo bago 
adhiriendo al voto del señor Vocal doctor Casalml. i>or análogos 
fundamento», o sea, por la afirmativa. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguiente 
>entencia. — Juárez Cclnum. — Casaba!. — Pera. — Colmo. — • 
Saytmca. — Ante mí : Jonje Pujueroa Aleorta. 

Buenos Aires Jimio 24 (le Iftí?; 

V Vistos: Por lo «pie resulta de la votación de (pie instruye 
el acuerdo precedente, se confirma en tocias sus |tartcs la sen- 
teneja apelada de fs. te. Con costas, regulándose en ciento vein- 
te |x*sos moneda nacional los honorarios del doctor llurgos, y 
en cuarenta pesos los derechos procuratorios de Valcnzucla. Re 
póngase las tojas y devuélvase. — Tomás Juárez Cclman. — 
Adolfo J. Casaba!. — Julián ¡\ Pera. — /. Sayanm, — A. 
(orino. — Ante mí: Jortje Fujueroa Aleorta. 
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DICTA MKJÍ DEE. SEÑOR fKOCl'KADUR GENERAL 

llueitns Aires, Noviembre 19 de IV25. 

Suprema Corte; 
■ 

Se discute en la presente cansa la inconstitucionalidad de la 
< )rdcnanza Municipal, en virtud de la cual se ha cobrado la su- 
ma de $ 6.166.50 m/n. a la Compañía de Telégrafos fifi Ame- 
rica Cables Incor|>orated». 

1.a referida ordenanza prescribe que las com|>añías telefó- 
nicas y telegráficas, |K>r ocupación y uso de la vía pública y el 
esjucin aereo |iara la colocación de sus |x>stes y líneas, pagarán 
|K>r cada poste y \K>r año un impuesto <le acuerdo! con una e>- 
cala que la misma ordenanza establece. 

La sentencia dictada en última instancia ha sido contraria 
a las pretensiones de la Coni|Ktma demandante y. como esta ha 
fundado su derecho a repetir las sumas pagadas a la Municipa- 
lidad por el concepto indicado en varias cláusulas de la Cons- 
titución y disposiciones legales nacionales, soy de opinión que 
corresponde el recurso de apelación extraordinaria deducido |»a- 
ra ante V. EL (art. 14 de la ley 48). 

En cuanto al fondo del asunto: 

1.a .Municipalidad de la Capital ha sostenido, con acierto 
en mi opinión, que lo que cobra |>or la ocii|>ación y uso de la vía 
pública y espacio aéreo es una contribución especial por dicho 
uso que no reúne, en manera alguna, los elementos que caracte- 
rizan al impuesto, general jx>r definición, y que recae sobre to- 
dos los habitantes prescindiendo de la utilidad que particular- 
mente pueda recibir cada uno de ellos. 

Es indudable el derecho que a la Municipalidad le asiste 
paria exigir el pagó de los servicios que presta autorizando la 
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ocupación ile (os Iñciics de su dominio, con presciudencia de 
todas las cuestiones plantillas en la causa |H>r la ¡xirte adora. 

La materia de este litigio ha sido, |K»r otra jKirte. tratada 
\ resuelta |xir esta Corté Suprema en la causa que se registra 
en el tomo 127. |>ág. 18. de la colección de fallos en análogo 
sentido que lo ha resucito la sentencia contra la cual se recurre 

a ís. 72. 

Soy jH>r ello de opinión que corres|H>nde continuar dicha 
M ntcneia en la |virte que ha podido ser ajelada. 

Horacio A\ I.tirrcta. 

PALLÓ DE I.A CORTE SUPREMA 

Kucnos Aires. Mayo <J «le 1928. 

Vistos: 

Considerando : 

Qtíe la compañía actora «All America Cables Corporatcd». 
reclama, contra la Municipalidad de la Capital, la devolución 
• le la suma de seis mil ciento sesenta y seis |>esos moneda na- 
cional que ha sido obligada a pagar en concepto de impuesto o 
tasa |H»r la collación de postes en la vía pública, y multas |x« 
el reíanlo en el pago respectivo.' impuestos o tasas correspon- 
dientes a los años 1916 a 1921. 

Para sostener su derecho la actora ha alegado que tratán- 
dole ele un telégrafo nacional, y no urbano, la empresa sólo está 
stijetíi a las leyes nacionales y exenta, por tanto, de todo im- 
puesto o gravamen provincial o municipal, como se desprende 
le la ley de la materia y de los arts. 4 y 67. inciso 13 de la Cons- 
t i ilición Nacional. 

Ha sostenido, adema*, que los impuestos y cargas de que se 
nata en este pleito, significan un verdadero derecho de los Ha- 
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ruados de tránsito. |x>r los cuales se grava la circulación de los 
despachos telegrafieos, o si se quiere, la corriente eléctrica que 
trasmite el desdicho, siendo, por consiguiente, desde este pun- 
to de vista, repugnante a los arts. 10 y 11 de la misma Consti- 
tución. 

Que la Municipalidad demandada ha contestado, argumen- 
tando principalmente con las siguientes razones: ]<a contribu- 
ción municipal requerida a la compañía actora, no es, propia- 
mente, un impuesto sino una retribución dé servicios, de modo 
que aún sii|M>niendo que del texto combinado de la concesión 
respectiva y de la ley 4058 surgiera alguna exención de impues- 
tos, ella no abarcaría los cobros de la naturaleza del impugnado 
en esta causa, el cual está autorizado |»r la ley nacional 5098. 
circunstancia que lo pone a cubierto de la inconstitucionalidad 
en concepto del art. 67, inc. 27. 

Que las pretensiones de la actora han sido rechazadas jau- 
la Cámara !• de Ablaciones en lo Civil y como aquéllas están 
fundadas en disposiciones constitucionales, su rechazo autoriza 
el recurso extraordinario concedido a ís. 74, de acuerdo con el 
art. 14, inciso 3" de la ley 48. 

Que la Ordenanza Munici|>al impugnada, según lo expresa 
el actor, «se limita a gravar a la compañía que represento, por 
el uso de la vía pública y del espacio aéreo con la colocación 
de sus postes, con la suma de pesos veinticinco j>or cada i>oste 
y |K>r año», fs. 5 vta. 

Que la naturaleza de esta contribución ha sido ya t definiti- 
vamente apreciada por la Corte en el fallo que se registra en la 
pág. 18 del tomo 127 de st* jurisprudencia, donde se establece 
que «la i glabra impuestos, aunque no tiene un significado bien 
definido y uniformemente aceptado, puede considerarse que 
comprende a los tributos o cargas públicas sancionadas para ha- 
cer frente a los gastos de la administración y no se extiende a 
la retribución de servicios que no se exigen general o indistinta- 
mente a todos los habitantes de un municipio |>or el hecho de 
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sert© o de |>oseer propiedades en el sino a los que recitan el 
*ervici«» {«articular que se Ies cobra». Fallos tomo 120, pág. 372. 

One la contribución exigida a la actora, y que lia ciado 
motivo a este pleito, según lo expresa ella misma a fs. 21. es la 
1 -revista en las ordenanzas municipales que establecen «cjue las 
compañías telegráficas y telefónicas |H>r octi|>ación y uso de la 
\ia pública y el espacio aéreo jwira la colocación «le sus |>ostes 
y lineas pagarán |ior cada i*>ste, etc.» 

Hasta la lectura de la disposición trascripta |>ara |>enetrarse 
«le que la contribución a que ella se refiere no reúne los carac- 

res de un verdadero impuesto. por cnanto no' es general ni 
obligatorio jvira tocios los habitantes del Municipio y puede ce- 
sar por la sola voluntad de la parte a quien se cobra y en el 
momento que deje de nsar los espacios de que «hsponc. levan- 
tando los postes o las limas. 

Q«c cualquiera fuese el concepto de la tasa impugnada, es 
de toda ini|N»rtancía tener presente piafó la solución de este liti- 
gio, que no se ha citado ley alguna de carácter nacional, qm 

1 xinia a la compama actora de todo impuesto o gravamen pro- 
vincial u municipal, como ella pretende, aduciendo que su conce- 
sión es dé ley nacional y regida |>or la de telégrafos. Ni ésta ni 
aquélla contienen disposiciones expresas al respecto* como fue- 
ra menester, ya t|ite las excepciones a las leyes generales, no 
pueden inferirse sino que requieren una mención especial i*>r ser. 
átenlo a su naturaleza, de interpretación restrictiva. 

ijuv la circunstancia de tratarse, en el caso, de un telégrafo 
nacional en mérito del recorrido de sus líneas (art. 2 1 -', ¡tic. 2\ 
ley 75(1 l¿t. no impona ponerlo -fuera del alcance «le las le- 
gislaciones locales en cuanto al uso y goce de los bienes del «l«>- 
minio público, pues tal cosa no dicen las leyes invocadas, sino 
míe, |n»r el contrario, el art. 25 <Ie la cita«la 752, las somete a 
la jurisdicción municipal en cuanto a las clases «le postes que 
deben ufarse, a su colocación, conservación y «lemas medidas 
precaucionáis. CtjC. 
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Qué lüd se ve, pues, en qué manera puede el gravamen, per- 
cibido de la compañía adora de conformidad a las ordenanza- 
respectivas, ser repugnante a los arts. I, 4, 10, 11. 16, 17, 28, 31 
y í»7 de la Constitución, como ha sostenido el actor, y a los 2. 
25 de la ley 750 y 2 . ley 1260 y 4058. fs. 61, no teniendo rela- 
ción alguna con la litis trabada el art. 1- citado que atañe úni- 
camente al régimen de gobierno establecido por la Constitución. 

1.a relación atribuida a los arts. 10 y II con la materia 
dél pleito, carece en absoluto de fundamento, ya que no es posi- 
ble hallarla entre la libre circulación de efectos y mercaderías 
dentro del país, la prohibición de los derechos de tránsito, y el 
precio establecido i*>r la Municipalidad |>or el esjwcio ocupado 
l»ara postes y líneas telegráficas. 

f)ue no tratándose de un impuesto, como ya se ha dicho, 
es inoficioso examinar la cuestión bajo el concepto de igualdad 
del art. 16, pues dicho principio se aplica sólo a los impuestos 
y cargas públicas (Fallos, tomo 127. pág. 33), siendo evidente. 
\h»t otra ]>artc, que la inviolabilidad de la propiedad consagrada 
por el art. 17, no puede ser afectada jK>r un gravamen que im- 
porta la retribución de un servicio recibido. 

fjur los arts. 28 y 31, también invocados en salvaguarda 
de los derechos de la actora, que consagran la supremacía de 
la Constitución y leyes nacionales» no han sido afectados por la 
retribución exigida, por las razones que han sido expuestas y 
las que fluyen de los principios invocados |«ra sostenerlas, no 
habiéndose citado cuál es la ley reglamentaria que puede haber 
alterado, en el caso, las garantías y derechos que consagra la 
Constitución. 

One, por último, los artículos 4 y 67, inciso 13 de ésta, na- 
da tienen que ver con la cuestión delmtida, refiriéndose ambos, 
a considerar como rentas de la Nación a las que produzca el 
correo y a atribuir al Congreso la facultad de arreglar la pis- 
ta* y correos generales. 
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Por esto y sus fundamentos concordantes, de acuerdo con 
ló dictaminado |>or el Señor Procurador General a fs. 86. se 
confirma la sentencia apelada de fs. 70. en cuanto hu podido ser 
materia del recurso. Notifíquese y devuélvanse previa reposición 

del papel. 

A. Bermejo. — J. Figceroa Mu- 
corta. — Roberto Repktto. — 
R. Goido F.avm.i.k. 



f>on Ernesto /.. Boffi sottcUa (a inscripción de si, Ululo en lo 
matricula de escríbanos. 

Sumario: Con arreglo a la ley 48 cuando se entabla el recurso 
«le apelación autorizado |>or el art. 14. la queja respectiva 
delx- de<lucirse «le manera que su fundamento aparezca de 
los autos y tenga relación directa e inmediata con los ar- 
tículos de la Constitución, leyes, tratados o comisiones en 
disputa. 

( USO: \m explican Jas piezas siguientes: 



ATIO DE LAS TÁMARAS CIVILES 

Buenos Aires. Junio lo de 1927. 
Y Vistos : Atento lo resuelto en la acontada de fecha 18 de 
Agosto de 1910. y conformidad con lo dictaminado por el señor 
Fiscal «le Cámara, no ha lugar a la inscripción solicitada. De- 
vuélvanse al recurrente los documentos previa redición de 
sellos.-/:. Loca. — Pera. — Salvat. — Lagos. — Campos. — 
GiMW, - Cosahal. - A. Colmo. - Senillosa. - Ante mi : 



DEL PROCURADOR (¡EXEKAf. 

Bueno* Aires, Noviembre 17 de 1927, 

Cúrte Suprema: 

La gestión iniciada por D. Ernesto L, Hoffi. tiene por pfr- 
jeto obtener se inscriba en e! registro respectivo de esta Capi- 
tal, previo juramento, el diploma de escribano expedido a sti fa- 
vor |>or la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, fun- 
dando su petición en las consideraciones expuestas en el e&litfl 
de fs. 5, c|uc apoya en el art. § de la Constitución Nacional. 

Las cámaras de apelaciones en lo civil, reunidas en pleno, 
no han hecho lugar al |>edido t de acuerdo con la jurisprudencia 
que tienen sentada al respecto (fs. II), motivando esta resolu- 
ción el recurso extraordinario de ablación interpuesto por el 
!>ettcionario y concedido conforme a lo estatuido en el art. 14 de 
la ley 48. 

En el memorial de fs. 18 se menciona el dictamen «pie ex- 
pedí en una consulta administrativa formulada |>or el ministerio 
de justicia, referente a si el escriliano público provincial, don 
Ramón S. Pasel. estaha habilitado para ejercer las funciones de 
regente de una escribanía de marina en la Capital Federa!, con- 
sulta que evacué favorablemente por tratarse de funciones en 
d orden nacional que guardaban marcada analogía con «el cri- 
terio sustentado y mantenido jx>r el más alto tribunal de ta Na- 
ción, al designar secretarios en el fuero federal de la capital de 
la República a escríbanos provinciales». 

La ley X" 7048. modificatoria de la N" 1893. no contiene 
ninguna prohibición al res|»ecio. Si la intención del legislador 
hubiera sido contraria a tal pro|>ósito. se habría consignado en 
ella una dis|*isición análoga a la que expresamente contiene la 
ley \> 4500 que. en el art. 1*. establece que desde su promulga- 
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eión. «el P. E. y los tribunales de la Nación no conferirán car** », 
empico p comisión en los ramos de ingeniería civil, mecánica, 
arquitectura, química, agronomía y agrimensura, sino a los di- 
plomados l*»r las Universidades y escuelas especiales de la Nación. 
<• a los que revaliden su titulo extranjero de acuerdo con Jas dis- 
posicipiies videntes», en cuya ley, como se ve, no están com- 
prendidos los escribanos con título provincia*. 

Pero, si bien el |>ostulaiite tiene derecho a i>eu|>ar en el orden 
nacional los cargos (|tte dejo enunciados, esta circunstancia no 
lo autoriza \awii pretender pie la atoridad judicial, en la juris- 
dicción ordinaria de la Capital, inscrita en sus registros un ti- 
ntín de escribano público emanado de la Suprema Corte de un 
estado provincial que, ciado el sistema de gobierno que nos rige, 
no lo habilitaría para ejercer la profesión en esta Capital, sien- 
do \»>r Lo tanto innecesario el requisito de la inscripción en la 
forma pedida. 

Kl art. 7" de la Constitución no tiene el alcance ni exten- 
sión que le atribuye el peticionario. Al decir que «los actos pú- 
blicos y procedimientos judiciales de una provincia gozan de cu- 
lera le en las demás», debe entenderse en el sentido de recono- 
cerles autenticidad y validez, salvo pruelxi en contrario; siempre 
quQ ellos encuadren dentro de los |>odcres expresamente delega- 
dos a las provincias jK»r los arts. 5 V y 105 de la carta funda- 
mental. 

I k*Mro de estos conceptos, que conceptúo lo legal, pido a V. 
K. e sirva confirmar la sentencia a¡>eiada en la parte materia 
4 leí recurso, declarando que no ha sido afectada la garantía cons- 
titucional invocada por el interesado. 

Horacio R. Carreta. 
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Buenos Aires. Mayo II do 1928. 

Y Vistos: 

El escriliano provincial Ernesto L Hoffi. presentando a la 
l imara C ivil 1» de esta Capital el respectivo diploma otorgado 
por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, solicitó 
mi inscripción Ctí la matrícula correspondiente^ pidiendo se le 
reclines? f juramento de ley, alegando que el titulo aquél, como 
avio público emanado de un estado particular, surte efectos en 
toda la Xación. según los arts. 7 de la Constitución Nacional y 
4 de la ley 44. Las Cámaras en pleno, negaron lo solicitado. De 
esta denegación formulada en e! auto de fs. II, el recurrente in- 
terpuso ablación extraordinaria, limitándose come» consta a fs. 
14. a la mera interposición del recurso, no obstante lo cual el 
Tribunal lo concedió a fs. 15 «de acuerdo con lo dispuesto en el 
art. 14. inciso >' y 3* de la ley X* 48. de 14 de Septiembre de 
Mffc 

Y Considerando í: 

Que con arreglo a la ley invocada cuando se entabla el re- 
curso de ablación autorizado por su art, 14, la queja respectiva 
debe deducirse de manera que su fundamento acrezca de los 
amos y tenga relación directa e inmediata con los artículos de 
la Constitución, leyes, tratados o comisiones en disputa, requisi- 
to que no ha cumplido el apelante, no testando a suplir dicha 
omisión el memorial presentado ante esta Corte, (>or cuanto si 
fuera admisible tal procedimiento, estaría demás el art. 15 de 
aquella ley. (Fallos, tomo 109, pág. 82). 

Que con respecto al inciso 2* del art. 14, es de observar 
que la decisión de la Cámara, materia del recurso, no es favora- 
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lile al titulo provincial invocado ni a esta se le ha opuesto re- 
pajo alguno emanado de la Constitución Nacional o leyes del 
Congreso en cuanto a sus efectos dentro de la jurisdicción pro- 
vincial. 

Que tajo el punto de vista del inciso 3?, la resolución de 
la Cántara, impugnada, no afecta en manera alguna el derecho 
del afielante con fundamenta en el art. 7 V de la Constitución y 4 
de la ley 44, pues no se ha desconocido la fe merecida por el 
diploma presentado por aquél y que lo acredita como escribano 
provincial ni se ha negado tampoco validez a acto público algu- 
no suyo emanado de su función notarial, únicos casos cuya re- 
solución pudiera dar origen a la jurisdicción extraordinaria de 
esta Corte. 

Oue la simple invocación de disposiciones constitucionales 
que se dicen violadas no bastan i>ara determinar la procedencia 
del recurso extraordinario, siendo necesario para que esta Corte 
conozca en el, que esas dis|Misiciones tengan relación inmediata 
y directa con la cuestión detatida, y en el caso la denegación pro- 
nunciada jHir la Cámara a quo no la tiene con los artículos de 
la Constitución y de la ley, en que la parte ajelante ha fundado 
stí derecho a la inscri|>eión de su titulo de escribano provincial 
en el registro respectivo de la Cámara Civil de la Capital Fede- 
ral, con miras al ejercicio de su profesión en cualquier punto 
dé! territorio nacional. (Fallos, tomo 149. pág. 389). 

yue. por otra parte, la ley 704» en que se funda el auto 
apelado, tanípoco tiene relación alguna con el artículo constitu- 
cional que sirve de fundamento al recurso ni con la ley 44 que 
se ha invocado igualmente. 

Por estos fundamentos, la doctrina sentarla |x>r esta Corte 
en caso semejante (Fallos, tomo 31, |>ág. 62), oído el Señor 
Procurador General, se declara rio haber lugar al recurso. Nptt- 
tiquese y previa rei*>sición del papel devuélvase a la Cámara 
de origen. 

A. Bermejo. — J. Figi iroa Al- 
CPRTA. ~ Roberto Repetto. — 
ti. (ir ido La valle. 
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*»n Angel GuUIcrmp h'rontini y Ministerio Fiscal contra ll'est 
India OH C? y Compañía Nacional de Petróleos, sobre de-, 
f rotulación a la renta aduanera. 

notario; l* No procede el recurso extraordinario del art. 14, 
ley 48, en los casos en que corresponde y se ha concedido 
el ordinario en tercera instancia, autorizado por el art. 3" 
de la ley 4055 ; recurso que tiene por fundamento en los 
casos del inciso 2\ el interés de la Xación en el resultado 
de los juicios en que ella sea parte* interés que se encuentra 
suficientemente protegido por la ablación del Ministerio 
Público y i>or la intervención del Señor Procurador Ge- 
neral. 

2' Xo existiendo en autos la prueba suficiente que acre- 
diten los hechos denunciados y que puede fundamentar una 

condena por defraudación, corresponde absolver a los de- 
mandados. 

3* De acuerdo con la letra expresa de la partida 3270 
de la Tarifa de Avalúos, la ley N* 10.362 no requiere que 
el |>etróleo introducido para combustible haya sido de an- 
temano deshencinado ni que tenga determinado punto de 
inflamabilidad, y sólo exige fuera del destino declarado, 
que presente una densidad mínima de 6.900 a 15 v C. f |>or 
lo que. reuniendo esas exigencias el petróleo mejicano, no 
es i>osible calificar de ilegal por ser contrarío al texto de la 
referida partida, la resolución del Poder Ejecutivo, de fe- 
cha 5 de Octubre de 1917, por la cual se autorizó a la West 
India Oil C° |*ra destilar mediante el topping una parte 
de las esencias livianas contenidas en el petróleo para com- 
bustible importado de Méjico en la medida necesaria para 
elevar su punto de inflamabilidad, bajo el contralor fiscal 
y pagando a la Aduana los derechos correspondientes a los 
productos asi obtenidos. 
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4 9 La circunstancia de que la Compañía Nacional de I V- 
tróleos ál introducir al j>aís petróleo para refinar de la par- 
tida 45, se ha limitado, en relación al procedente de los li- 
tados Unidos, a declarar como punto de origen «Kstado> 
del Sud». no puede servir de antecedente en el caso para 
fundar una defraudación o una contravención aduanera. 

•5 9 Tanto el art. 1025 como el 1037 de las Ordenanzas 
de Aduana requieren como condición para la existencia del 
fraude, que la falta de requisito, la falsa declaración o el 
hecho, hayan |*xltdo (tasar desaj>ercihidos a las autoridades 
aduaneras, y no {Hiede decirse que la falta de requisito ha- 
ya podido pasar desapercibida en un caso, como el de auto.-, 
en que el querellado, antes de formular la declaración re>- 
¡wctiva, consultó previamente, con el Administrador de 
Aduana y éste con el Ministerio de Hacienda, el que con- 
firió la autorización del caso. 

6 V No resultando de autos -que la denuncia haya sido 
fundada ni bajo el aspecto en que primeramente fue pre- 
sentada ni en el de las infracciones legales posteriormente 
aducidas, es de estricta aplicación al caso el art. 144 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 

SKXTKXCIA DEL SKXOR JUEZ FEDKRAL 

1.a Piala. JulÑ» 11 de 1925. 

Y Vistos: Estos autos seguidos j>or Angel Guillermo Fron- 
tiui con intervención del Ministerio Fiscal contra la S. Anónima 
West India Oil Compaiiy, por defraudación a la renta aduane 
ra. de su estudio resulta: 

1* Que a fojas 3, él 26 fie Mayo de 1922 se presenta dón 
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Feliciano Culler |>or don Angel Guillermo Frontini, según p<#dir 
que obra cu aim>s. mani f estando que la coni|>aiíia referida in- 
troduce a! país jK'tróIeo natural o éh bruto, destinado a refinar- 
se o para servir de combustible. Que dicho |>etróleo ha ingresad»» 
l>or las aduanas nacionales y cs|>ecialmente por la de Campana. 
<¿ue en Octubre 5 de 1917 la compañía denunciada había obte- 
nido del Ministerio «le Hacienda autorización para destilar el 
l>etróleo que introducía para combustible, con cargo de alx>nar 
los derechos corres|>ondientes a la nafta y al kerosene que ex- 
trajera de aquellos petróleos, bajo el control de la Oficina Quí- 
mica Nacional. 

Que la compañía denunciada lia introducido ]>or el puerto 
de Campana, desde el primero de Enero de 1917 hasta fines de 
1921 : 585.606.743 litros de petróleo natural o en bruto |>ara 
combustible; 177.627.743 litros de petróleo natural o en bruto 
l>ara refinación, procedentes de! Perú, de Méjico y de los Es- 
tados Unidos; 227.104.643 litros de nafta, 43.389.330 litros de 
kerosene y 20.702.125 litros de gas oil. 

Que analizando el denunciante las cantidades de petróle.» 
natural o en bruto jwra la refinación, las del petróleo |>ara com- 
bustible y los pnxhtctos livianos introducidos par la West In- 
dia Oil (>\ asi como las cantidades de nafta y kerosene salidas 
de las usinas de esa compañía, de Campana, dentro del período 
a que se refiere la denuncia, llega a la conclusión de que las 
comjiamas denunciadas han debido recurrir a procedimientos de- 
lictuosos para conseguir importar so pretexto <Ie fwtróleo puro 
liara combustible libre de derechos de acuerdo con la jartiila 
3270. petróleo natural del comprendido en la |»rtida 15 de la 
tarifa de avalúos y so pretexto de petróleo natural para desti- 
lación «una mezcla de kerosene con otros derivados petrolíferos 
tales como nafta y gas oil, que mediante manipulaciones sumi- 
nistradas casi de inmediato, los artículos que de otro modo hu- 
bieran pagado cuantiosos derechos aduaneros». 

Que esta actitud, empleando los términos de la denuncia. 
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«es |)ur su clandestinidad, característica del delito de contraban- 
do, previsto y legislarlo |*>r el art. 1036 de las ordenanzas de 
Aduana, como por los arts. 52 y 53 de la ley de Aduana». 

One. «el jKtróleo natural importado como combustible y que 
luego fué sometido a la destilación, de acuerdo con la resolu- 
ción <lc 5 de Octubre de 1917. había sido despachado candido- 
nalmcttte; de suerte que si antes o después de esa resolución, se 
obtuvieron sustancias que alxmalwn impuestos fiscales, omitien- 
do su pago, se procedía en forma subre|>ticia jxira eludirlo y que 
l>or lo que respecta al petróleo natural o en bruto para la refina- 
ción, si no satisfacía las prescripciones del art. 2" de la ley 10.237 
y decreto reglamentario de la misma, se habría igualmente co- 
metido el delito de introducir bajo el rubro de la fxirtida 45 de la 
misma tarifa, una mezcla de derivados livianos, que abonan un 
derecho muy superior al del petróleo bruto para destilación». 

Que según el denunciante, esa contravención debe juzgarse 
como si se hubiera cometido en el acto mismo de introducir las 
mercaderías en la Aduana, ya que si ten dicha oportunidad se 
hubiera manifestado lealmente que el petróleo de una clase tío 
era comlwtiblc sino para destilar, y que el de la otra no podía 
clasificarse de natir al, sino de una mésela de kerosene y otras 
productos, aquél no habría ingresado sin abonar derechos y és- 
te tendría que haber satisfecho otros muy distintos, puesto que 
dentro dé la tarifa de avalúos correspondían a números muy di- 
versos de los denunciados al Fisco». 

Que. siempre según el denunciante «la diferencia es, pues, 
de clase o de especie en el sentido de los artículos 930 y 128 de 
las ordenanzas, wr lo que respecta a los productos que se hi- 
cieran jwsar indebidamente como petrtólco natural». 

Que el denunciante, concretta en definitiva su denuncia en 
los siguientes términos textutales: «Denuncio en consecuencia 
como contrabando y en subsidio en calidad de defraudación a la 
renta fiscal; a) la importación de petróleo bruto |>ara combus- 
tible, en cuanto a las cantidades de kerosene, nafta y otros pro- 
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tinelos «le destilación, que no alonaron derechos <les«lc el pri- 
men, de Enero «le 1917, hasta que se haga efectivo el pago «le 
los mismos; b) la imjM.rtaeión bajo el rubro «!c petróleo natu- 
ral para destilar «le sustancias «le índole diferente, qué debieron 
satisfacer impuesto mayor o que habrían producido una canti- 
dad de nafta y kerosene que no ha cubierto los derechos fisca- 
les en la medida correspondiente, todo en el mismo periodo den- 
tro del inciso anterior». 

Que el denunciante termina, después de otras consideracio- 
nes pidiendo se imponga a la sociedad anónima West Iridia Oil 
Compnny y a sus cómplices, las |>enalidades corre S |»on<licntcs al 
«lelito «le contrabando por los actos materia de esta denuncia* o 
cu su defecto, la prevista |>ara el cas<» de defraudación, con es- 
liccial condenación en costas. 

2> Que teniendo, sin más* trámite |»r acreditado el fuero, 
este Juzgado mandó instruir él sumario «le práctica por reso- 
lücióh «leí 26 «le Mayo «le 1922. constituyéndose el titular del 
mismo en aquella época en el pueblo de Campana para las pri- 
meras diligencias, todo ello con intervención «leí Ministerio Fis- 
cal, desarrollándose los procedimientos en la inteligencia de que 
debran aplicarse los preceptos de las leyes aduaneras. 

Que aceptada la intervención «le la parte denunciada, se 
produjo la prueba que añinos ofrecieron y las que el Juzgado 
encontró necesario verificar, declarándose clausurado el suma- 
rio a fojas 02 y dándose vista «leí mismo al «¡-enunciante, a la 
parte ncusaíla y al Ministerio Fiscal. 

i' 1 Que el «lemmeiante al c«>noccr toda la prnclia pr«>duci«!a 
en el desarr«»!lo «leí sumario, articula sus acusaciones, ratiíican- 
«lo las que ya había formulado en su escrito «le denuncia y an- 
tes de pmceder al análisis «le la misma hace un estudio detenido 
de los preceptos legales, cuya infracción sostiene, a fin «le de- 
mostrar que en realidad al desecharse los cargamemos «le pe- 
tróleo recibidos por la denunciada, so ha incurrñlo en errores 
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de clasifu avión o en falsas clasificaciones en detrimento de la 
renta fiscal- Trata así de demostrar lo que es ante la ley de 
Aduanas pétrólep para combustible de la |>artida 3270 y petróleo 
para destilación, de la partida 45, llegando a la conclusión de que 
el petróleo para combustible introducido por laü compañías 
denunciadas durante los años a que se refiere la denuncia 
no ha debido ser clasificado como correspondiente a la |>artida 
3270 de la tarifa de avalúos sino como correspondiente a la jwr- 
tida 45 de la misma. Concreta por último su estudio a este res- 
pecto la parte denunciante en los siguientes términos textuales: 
«De las consideraciones que preceden surge con toda evidencia 
que las compañías denunciadas al im|x>rtar petróleos naturales, 
tal como salen de los ppseps clasificándolos como de la partida 
3270, introduciéndolos libres de derechos, lian infringido la ley, 
puesto que estos petróleos, en el mejor de los supuestos, corres- 
l>ondían a la partida 45 y. en consecuencia, debían satisfacer el 
gravamen c* irresj * >ndiente». 

Oue después de sentar en estos términos la afirmación de 
que los petróleos introducidos |)or las compañías denunciadas 
lo han sido a base de una clasificación faisa o errónea, dado 
que se ha introducido |Hrtróleo crudo para destilación |K>r |>ctró- 
leo crudo para combustible, se rectifica afirmando que «los pro- 
ductos imputados como comprendidos en la ]>artida 3270, ni si- 
quiera eran (aunque lo ha sostenido liasta ahoni/ de aquellos 
a que se refiere la partida 45, sino que se trata de un prefinido 
especial, de una mezcla hábilmente combinada por medio de la 
cual se introducía al país, nafta, kerosene, etc.. sin pagar los res- 
pectivos derechos». 

Oue, con esta afirmación se insiste sin embargo |>or el de- 
nunciante Sobre el hecho de que los |>etróleos introducidos por 
las coni|>añias denunciadas, lo han sido siempre a liase de una 
clasificación falsa; se han introducido esos |»etróieos como jk*- 
tróleos para combustible libres de derechos cuando en realidad 
eran petróleos jvtra refinación o un preparado especial dé una 
mezcla de nafta o kerosene, o se han introducido como petróleos 
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para destilación cuando en realidad se tratada de la misma mezcla 
de nafta y kerosene. 

Y, por último, el denunciante analizando las constancias 
del ex|K.-dientc. calcula las sumas dejadas de percibir, a su jui- 
cio, |»r el Fisco, como consecuencia de las imiiortaciones de j>c- 
tróleos realizadas por las compañías denunciadas en las condi- 
ciones referidas y de la resolución del Ministerio de Hacienda 
de Octubre 5 de 1917, que el denunciante salifica de ilegal y por 
la cual se autorizaba a la compañía a extraer del |>cróleo natural 
jwira combustible las cantidades de nafta y kerosene considerada* 
necesarias |>ara elevar el punto «le inflamabilidad hasta colocarlo 
en condiciones de que su uso no ofreciera peligro a tos consu- 
midores-. 

4* Que la compañía denunciada, en su escrito de descargo 
de fojas 515, negando todos los cargos formulados j>or el de- 
nunciante, agrega que, no obstante la corrección de los procedi- 
mientos observada por ella en el des|Ktcho de sus cargamentos 
de |)etró!eo llama la atención sobre los siguientes puntos de pre- 
vio pronunciamiento: a) que no consta en forma ilegal la exis- 
tencia del cuerpo del delito; b) que el denunciante no ha indivi- 
dualizado la persona de los presuntos delincuentes en cada caso 
concreto, y e) que el denunciante carece de acción jwra rever la 
clasificación de mercaderías desde tanto tiemi» salidas de la ju- 
risdicción de la Aduana. 

Que después de plantear estas cuestiones de previo y espe- 
cial pronunciamiento entra a considerar las distintas diligencias 
de prueba realizadas en el curso del sumario, llegando a la con- 
clusión de que ninguna de las constancias del sumario autoriza 
a sostener que se encuentren comprobados los delitos de contra- 
llando o de defraudación imputados por el denunciante y soste- 
nido por el Ministerio Fiscal, por lo cual solicita se declare in- 
fundada en absoluto la denuncia del señor Frontini, condenán- 
dolo al pago de los gastos causídicos con expresa reserva de las 
acciones que pudieran corresponder a las compañías contra el 
referido denunciante. 
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5* Que articuladas en forma sus acusaciones jw>r el Señor 
IV>curador Fiscal a fojas 490, quedó la causa conclusa para de- 
finitiva. 

Y Considerando; 

Primero: Que la parte denunciante ha concretarlo su denun- 
cia sosteniendo que la Wesl India Oit Company y sus cómplices 
han cometido el cielito de contrabando o en subsidio el de defrau- 
dación; más adelante incluye también entre esos cómplices a la 
Compañía Nacional de Petróleos. Como la intervención de ésta 
se limita a la refinación del petróleo que se hacía p$r cuenta de 
la W est India 0¡) Cómpanj^ me referiré en lo sucesivo a esta 
última solamente. 

Que para sostener qút en realidad la com|wtiia denunciada 
ha cometido aquellos cielitos, objeta la legalidad del decreto del 
l\ Ejecutivo de 23 de Abril de 1917 y de la resolución del Minis- 
terio de Hacienda de 5 de Octubre del mismo año, afirmando 
que tal decreto y tal resolución son ilegales y que por lo mismo 
no pueden ser inv<»cados para justificar actos contrarios a la ley. 

Segundo: Que si en realidad se tratara como lo sostiene el 
denunciante, de los delitos de defraudación o de contrabando, 
este Juzgado tendría que declararse incompetente en virtud de 
la dis]H»sición contenida en el art. 73 de la ley X" 4933. que dis- 
pone pe: «ócla denuncia sobre infracciones aduaneras, defrau- 
dación o contrallando, hechos |*>r personas ajenas a la admi- 
nistración aduanera, debe ser formulada por escrito ante la Ins- 
pección de Aduanas y Resguardo o ante el Administrador lo- 
cal : sin cuyo requisito no surtirá efecto'». 

Que la claridad del texto legal excluye la necesidad de un" 
comentario. «No surtirá efecto», dice la cláusula transcripta, es 
decir, que cualquier denuncia de defraudación o contrallando 
formulada ante la justicia federal por persona ajena a la Ad- 
ministración de Aduana, y que no lo haya sido previamente ante 
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las autoridades coriipetentcs en esta materia, carece eu absoluto 
de eficacia. Es calmlmente el case» de autos. 

Tercero: Qtie esto, rió olwtaiite, no significa desconocer en 
lo mínimo la competencia «le la justicia nacional para entender 
en las causas aduaneras, tal como lo establecen la Constitución 
Nacional, las leyes de procedimientos y el art. 1034 de las or- 
denanzas de Aduana; |*>r el contrario, tanto la dis|*>sición citada 
de la ley 4933 como la contenida en el art. 1034 de las ordenan- 
zas conenerdan por lo que se refieren a la interpretación esta- 
blecida. I-a primera impone a todo denunciante ajeno a la admi- 
nistración aduanera la obligación «le formular su denuncia ante 
las autoridades «pie ella menciona expresamente ; la segunda al 
prescribir a las aduanas no a los denunciantes ajenos a la admi- 
nistración aduanera, «pie delien recurrir a los tribunales nacio- 
nales eu los casos de infracción a los reglamentos aduaneros que 
baya |>asado inadvertida al tiempo del desbebo, presupone «pie 
ellas (las Aduanas) ya delien tener conocimiento de tales in- 
fracciones, babiendo dado curso a la denuncia, hecho el suma- 
rio y elevado a la decisión del Juez Federa! las constancias de 
ese sumario con la debida acusación, a fin de que el Juez sus- 
tancie la causa y decida la sanción a (pie pudiere halwr lugar. 
Asi. pues, en las distintas situaciones contempladas por las cláu- 
sulas legales mencionadas, las denuncias lian de llenar siempre 
el mismo requisito, esto es, deben ser formuladas ante una auto- 
ridad aduanera. 

La disposición del art. 73 de la ley 4933, es en realidad una 
dis|Kisición de carácter procesal y ninguna denuncia o acto que 
coni|x>rtara la violación o inobservancia de ella ]>odría tener efec- 
tos provechosos jíara el que formulara la denuncia o para el que 
ejecutara el acto. Si se trata, pues, en realktad. de los delitos de 
contrabando o de defraudación, como lo afirma el denunciante, 
la desestimación de la denuncia que es materia de este proceso 
se itii|K>ndría en virtud de la dis|»ostc¡ón del art. 73 a que me 
vengo refiriendo y a lo establecido en los arts. 973. 974 y 978 
del Código Civil. 
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Cuarto: Que, sin embargo, a poco que se fije ia atención en 
el carácter «le los cargos que formula la denuncia y que compar- 
te la acusación fiscal, se advierte que esos conceptos de contra- 
lando y de defraudación se empican equivocadamente para cali- 
ficar otro hecho distinto cual es el de que se ha producido una 
disminución de la renta fiscal como consecuencia del despacho 
de mercaderías a que se refiere a base de una clasificación falsa 
ó errónea. En efecto: su|)ongainos, j»ara demostrar esta afirma- 
ción, que fuera exacto que la West India OH C no haya efec- 
tuado el pago del derecho de importación correspondiente a las 
sustancias extraídas del petróleo que introdujo para combusti- 
ble en uso de la autorización ministerial de Octubre 5 de 1917, 
y que también haya incurrido en falsa manifestación al declarar 
como petróleo natural para refinación una o más sustancias de 
índole diferente y sujetas a un mayor impuesto de aduana. Y 
bien, de las constancias del sumario y de la* propias manifes- 
taciones del denunciantte, se desprende que en todos los despa- 
chos de importación de |wtróleos solicitados por la denunciada 
durante los años 1917 a 1922 a que se refiere la denuncia dd 
I*tróIco. ha sido analizado por la Oficina Química Nacional y 
clasificado de conformidad con las conclusiones de los mismos 
análisis, en los que se estableció expresamente la |*rtida de la 
tarifa de avalúos a la cual correspondían. Consta, asimismo, que 
los derechos han sido siempre liquidados y abonados de acuerdo 
con esa clasificación. Resulta, igualmente comprobado que siem- 
pre se introdujo petróleo para combustible con arreglo a la re- 
solución ministerial de cinco de Octubre de 1917 y que se cum- 
plieron las condiciones que la misma resolución, comprobando 
en todos ellos, de acuerdo con el procedimiento establecido al 
efecto, la exactitud de tas relaciones de la compañía sobre la can- 
tidad de nafta y kerosene extraídos del petróleo para combusti- 
ble, y por último que los derechos correspondientes a esos pro- 
ductos han sido liquidados sobre la base de esas clasificacio- 
nes y abonados indefectiblemente en las respectivas oportuni- 
<lades. 
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Quinto : Que no puede exigirse un procedimientos más leal 
que eí que se ha seguido en todos los despachos impugnados por 
la denuncia. No puede decirse que haya el menor asomo de ocul- 
tación, de clandestinidad en la actitud de un imjx>rtador. que, in- 
variablemente, entrega al análisis previo de la oficina técnica co- 
rrespondiente el artículo cuyo despacho solicita observando to- 
dos los preceptos de las leyes y de los reglamentos aduaneros. 
¿Qué reserva, qué secreto, puede racionalmente presumirse que 
no lo descubra el análisis químico que ineludiblemente ha de 
practicarse en cada caso, desde que este análisis es un requisito 
previo indispensable para la clasificación y para d despacho del 
articulo? ¿Qué ocultación podría caber en las relaciones si, 
como ha ocurrido siempre, la compañía tendría que consignar la 
naturaleza y cantidad de las sustancias volátiles extraídas por ella 
del petróleo introducido bajo las condiciones de la resolución 
del 5 de Octubre de 1917, que establecía el control de la Oficina 
Química Nacional sometiendo esas relaciones al resultado de 
sus análisis? 

Nada, pues, que importe o implique ocultación o clandestinidad 
puede admitirse ante tales comprobaciones ineludibles en cuanto 
a su realización y en cuanto a su eficacia y por lo mismo la con- 
clusión de que no ha existido el delito de contrabando que se 
imputa a la compañía se impone, ya que no se concibe el contra- 
bando sin la ocultación o sin la clandestinidad, según lo ense- 
ñan las prácticas universales y según lo declaran nuestras leyes. 

El art. 1036 de las ordenanzas de Aduana lo prevé y lo de- 
fine en los siguientes términos: «Serán considerados contra- 
bandos las operaciones de importación y exportación ejecuta- 
das clandestinamente o en puntos no habilitados por la ley o por 
permiso especial de autoridad competente, las hechas fuera de 
las horas señaladas y las que se desvíen de los caminos marca* 
dos para la importación y exportación*. 

Con arreglo a esta definición de nuestro código aduanero, 
el contrabando supone la ausencia de toda intervención por parte 
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de la Aduana en las operadones que lo constituyen, ele donde se 
infiere que no puede haber contrabando si la minad cria ha sido 
dcstarhada for la Aduana (Cámara Federal de la Capital, sen- 
tencia de Septiembre lí. de 1914. Jurisprudencia de los frito- 
nales Nacionales, Septiembre de 1914. pág. 52). 

Fór otr» lado, la ley \ • 10.302 de 21 .le Febrero de 1918 
completa aquélla disposición de las orclénatwas, declarando en 
su art. 16, que «se considerará contrabando toda forma de oenl- 
taato clandestina, ya sea en doble fondo .. utilizando envases 
comunes y especiales .le ..tras mercaderías o acondicionamiénto 
«le mercaderías en ..mis de ,u,.r especie inferior calidad v en 
general, todo acto tendiente a sustraer las mercaderías a la veri- 
ficación de la Aduana». 

El mas snperfieial análisis basta para ai>crcil.¡rse de que 
mngunp de los pr..ced¡m¡entos mencionados o aludidos por este 
art. 16 ha sido ni ha podido ser puestn en práctica por la com- 
pama denunciada en el caso sub judicc. Pues no se eo.,cil»e que 
pueda tribuirse la intención de sustraer las mercaderías a la ve- 
nt.cac.on de la Aduana y le pide que practique con ellas un 
análisis que no puede dejar de señalar parte alguna de sus com- 
ponentes, |K.r mínima que sea, ningún detalle capa* de influir 
en su clasificación. 

La imputación del delito de contral«ndo. no resiste, pues a 
un examen desprevenido de los actos denunciados, porqué está 
en pugna con la razón y con la ley. 

Sext..: One el mismo denunciante se Fia rendido ante la evi- 
dente inexistencia del contrallando admitiendo cpie. en s„ de- 
fecto, pueda balnr defraudación en los hechos que denuncia. 

Que a esc resjx-cto cabe rqietir lo que va se ha dicho: U 
compara efectuó los desechos objetados conformándose, en 
todos los casos, a la tarifa de avalúos, a las ordenanzas v leves 
«le la Aduana, a los reglamentos dictados por el \\n\er Ejecuti- 
vo y a las condiciones impuestas por la resolución del Ministerio 
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de Hacienda de 5 de Octubre de 1917. De acuerdó con las pri- 
imras hizo la nnnif estación del petróleo natural encuadrándola 
en las partidas 45 y 3270 de la tarifa, según fuera ese petróleo 
para la refinación o para combustible; y especificando la región 
o distrito ile origen como lo establece la misma tarifa, reirían nu- 
tación contenida en el art. 2" de la ley X 10.237. el art. 1 1 «le 
la ley 10.362 y el decreto del Poder Ejecutivo «leí 2.? de Abril 
de 1917. Ha sometido el producto a los análisis .pie debe prac- 
ticar la Oficina Química Nacional res|>ectiva v qué debe acom- 
pañar el interesado con el pedido de despacho, según el art. 10 
de la ley 10.362: ha cumplido, en otras palabras, todas las exi- 
gencias de las leyes «le las rc>;lamentaeiones vigentes sin omitir 
la observancia de ninguna de ellas, siendo oportuno agregar a 
este antecedente, la consideración de .pie el análisis químico de 
^ toda partida «le petróleo que se pretenda introducir, es un requi- 
sito ineludible del despachó como «pie es el «|uc proporciona los 
elementos de juicio necesarios |wra la clasificación arancelaria 
del articulo, requisito tan indisiiensable (pie si el interesado no 
acompasa el documento que consigna los resultados de ese aná- 
lisis, la Administración no puede dar curso al pedido de despa- 
cho resistivo. 

Xo existe. |K»r lo mismo, la posibilidad de que se omita esa 
diligencia técnica. Sin ella el petróleo no ¡unirá ser clasificad.» 
y sin clasificación no |>odrá hacerse el despacho. 

Ahora bien, las ordenanzas de Aduana establecen en el art. 
1025 que «será considerado como fraude y. por consifíuiente. 
materia «le pena, toda falta de requisito, toda falsa declaración 
o todo hecho que. desdichado en confianza por ellas fias Adua- 
nas) o que si pasara desapercibido, produjera menos renta de 
la que legítimamente se adeuda». Y en el art. 1037, declara 
«operaciones fraudulentas las practicadas en las Aduanas en in- 
fracción a estas ordenanzas y que no aj>ercihidas p<>r ellas. |k>- 
drían disminuir o aumentar la responsabilidad del Fisco». 

Cabría preguntar aquí : cuál es el acto o la omisión realizada 
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o en qué ha incurrido la ccnn|iañía, que autorice a encuadrarlos 
entre los actos u omisiones que caracterizan la defraudación se- 
gún las disposiciones transcriptas? 

La com|Kuiía ha cumplida los requisitos impuestos |>or las 
leyes res|>ectivas de acuerdo con las indicaciones de los decretos 
reglamentarios y resoluciones administrativas; no ha incurrido, 
en declaración falsa como lo evidencia la conformidad de todas 
sus declaraciones con los resultados de los análisis que en cada 
despacho practicara la Oficina Química Nacional y las decisio- 
nes de la Aduana de Camena como con secuencia de esos mismos 
análisis y de que tales declaraciones fue. »n siempre concordan- 
tes cutí las partidas correspondientes de la tarifa de avalúos. 

Que estas circunstancias excluyen enteramente todo indicio 
de falsedad y la Cámara Federal de la Capital de la República 
lo ha considerado asi entre otros casos en el fallo que dictó en 
ocasión de la causa seguida por la Aduana contra Haratti y Cía., 
]K>r falsa declaración sobre calidad en un despacho de una par- 
tida dé respaldos de bronce manifestados como camas del mis- 
mo metal, fallo que se registra en la colección respectiva. En el 
caso mencionado, el Tribunal absolvió a los denunciados en 
atención a que la manifestación hecha |*>r ellos estalla de acuer- 
do con la leyenda de la partida 509 de la tarifa de avalúos y la 
segunda nota explicativa de la secejón novena (véase además 
causa CCCXIV, Fallos de la Cámara Federal de La Plata, to- 
mo VIII. pág. 490). 

Séptimo: Que tampoco es ]x>sible suponer que la compa- 
ñía ha realizado actos fraudulentos susceptibles de pasar inad- 
vertidos, desde que los análisis químicos habrían revelado en ca- 
da despacho unios los elementos requeridos fiara la clasificación, 
y, de consiguiente, |>ara la liquidación de los derechos que de- 
bían aleonarse al Fisco. Por otra parte, resulta imposible, del 
punto de vista científico que una mezcla artificial de kerosene 
y de nafta pueda ser confundida con petróleo natural, y las cons- 
tancias del sumario en parte alguna afirman, como que no lo 



DE JUSTICIA DB LA NACIÓN 171 

IHieden afirmar científicamente, 1% posibilidad de semejante 
confusión. Ella tendría fatalmente que aparecer en el análisis 
del petróleo objetado. 

Octavo: Que no se trata tampoco, en el caso sub judicc, de 
un despacho en confianza, como lo asevera el denunciante. Des- 
pacho er confianza, en el léxico aduanero, significa el despacho 
sin verificar o previa verificación de una mínima proporción de \^<S 
las mercaderías manifestadas y, por consiguiente, de un articulo 
que ha de ser necesariamente analizado para su clasificación, sin 
cuya diligencia no hay despacho posible. 

Forzoso es aceptar, entonces, como evidente, que la compa- 
ñía no ha cometido ninguna defraudación desde que no ha 
efectuado ningún acto ni incurrido en omisión que le sea im- 
putable. 

Noveno; Que suponiendo que se. le pudiera considerar m- 
cursa en falsa declaración, como lo sostiene el denunciante, se 
verá como tampoco es procedente la denuncia formulada por de- 
fraudación, ya que el delito de contrabando no cabe ni en hipó- 
tesis. 

Dentro de nuestro régimen aduanero las falsas declaracio- 
nes sujetas a penas no pueden versar sino sobre la cantidad, 
la especie o sobre la calidad de las mercaderías manifestadas 
para su despacho, depósito, etc. Así fluye de diversas disposicio- 
nes de las ordennzas y de las leyes de Aduana, y, especialmente 
de los artículos 128, 930 y 1026 de las primeras y 16 a 18 de la 
ley 10.362. «Todo hecho que tienda a disminuir indebidamente 
la renta, dice el art. 1026 de las ordenanzas, aunque no tenga 
en estas ordenanzas una sanción especial» será penado con la 
pena de comiso y si la defraudación se intenta sobre la cantidad 
o la espeje de las mercaderías y con pago de dobles derechos si 
es sobre la calidad». Y el ar. 930 refiriéndose especialmente a las 
diferencias que resulten de más en la verificación del despacho 
directo y que excedan de la tolerancia, prescribe que: «serán 
comisadas las de especie o cantidad y condenadas a dobles de- 
rechos las diferencias de calidad». 
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causa mngtmo de estos deje de ser petróleo natural. No hay con*, 
tanca alguna en las diligencias ,1c ai,t.,s que autorice a sostener 
f|«e .... lo sea, fuera de las áfirníáeíones <le (a denuncia. 

Xo existe, pues, la diferencia de especie a «,uc alude la dc- 
nuncta. Ni puede existir, ya qüe s..n las mismas obstancias las 
■|..e const.tuycn la n.e.cla que se denomina petróleo >m„M aun- 
que eiias intervengan en diferentes proporciones eii los petróleos 

de diferentes procedencias, 

( "and,, se trata, pues, de un inismp articule e artículos 

•guales^ (petróleos, mezcla de hidrocarburos), qüe solo difieren 
emrc si en cuanto a la materia ,, clases más „ „,e„ os fUm , 
>or ,. menor proporción de las substancias que forman la „„,- 
escomo en m casos de autos, h, diferencia « de calidad v 

n xxXNN "r ma C0rt ?. Nad0na,i iM " «• I» can- 

sa -\\.\lll.. I,, nnpu.ac.on de f a |>a declaración sobre es- 

P£¡ del articulo introducido ,„„• |, compañía, queda pues des- 

v-nuada. ,H,r mvcrosimil. ante esta definición emanada de una 

a«^dad tan md.ScMt.Me como es la de la Corte Suprema Xa- 

l>éein, ( .pn m(Tl , : Qüe la denuncia ha imputado el decreto 

Z*¿ffi+m**m»**-m Ministro de Macie,;! 
<lel 5 de »c ubre del nnsnu, año. tachándolos de nulidad poríruc 
q su modo de ver. están en oposición con la lev 10.237 v ha ¡w- 
mo 11 la «»*ni»n«.l el derecho de invocarlos en su apoyo. 

Pero la impugnación es inadn.isihle y choca con uno de los 
preceptos mas nidimcntatíos del derecho común. Los actos de 
que fe .rata emanan de funcionarios públicos que han actuado 
en ejércelo de sus atribuciones: so., incuestionablemente Vali- 
dos faftS 979 y 980, Cód. Civil,. Y en el supuesto de q„e í„c- 
■ an anulaMes. han de ser válidos mientras no 'sean anulados fot 
KM6, mismo código), 

DccimoseK.tndo: Que en conclusión, los actos imputados a 
la compañía denunciada como contrabando o con,,, defraudación 
«... s,,„. pues, como se ve. ni contrallando ni defraudación. no 
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revisten los caracteres qué las leyes establecen para tales califi- 
caciones y nada obsta para que el Juzgado restablezca la propia 
caí.t.eacion ,le los cargos en <,ue se fttn.la la denuncia dentro 
de las mismas constancias «le autos para poder llegar a las con- 
clusiones correspondientes, 

<_>uc para el infrascripto la denuncia motivo ele las presen- 
tes actuaciones constituye en último análisis una reclamación 
Contra la clasificación en cuya virtud se lian introducido los pe- 
tróleos para combustible y pm refinación consignados a la com- 
pama denunciada» Para demostrar la exactitud de esta afirma- 
ción listará establecer cuál es en realidad el concepto de la cla- 
sificación aduanera, 

® decreto de 22 dé Diciembre de ll*J3 definió ese Concepto 
en los siguientes términos: «declárase asimismo que el Poder 
Ejecutivo entiende |n.r clasificación la determinación adminis- 
trativa del gtnerot especie y calidad de ta mercadería o en otros 
términos s„ definición legal a los efectos del abono de los dere- 
chos que correspondan.» 

Según el criterio administrativo, pues, la especie y | a cali- 
dad son los elementos cuya determinación es indispensable para 
la clasificación aduanera de las mercaderías. Vale decir, que si 
se controvierte, si se impugna la especie o la calidad de una mer- 
cadería, si se reclama contra la una o contra la otra, esa contro- 
vers.a. esa impugnación, esa reclamación afecta, inevitablemen- 
te, a la clasificación misma de la mercadería. 

Que la denuncia y la acusación fiscal al impugnar las decla- 
raciones qué la compañía formuló en sus solicitudes de despacho 
confirmadas por la < >ficina Química Xacinna! y aceptadas en su 
oportunidad l"' r las Aduanas, impugnan la clasificación del pe- 
tróleo despachado y redaman entra ella y esa reclamación, v esa 
impugnación se Inducen años después de efectuados los despa- 
chos, cuando las mercaderías se encuentran fuera de la juri>dic- 
ClOn de la Aduana y fuera también del control dé los mismos 
importadores; lis de tal evidencia esta circunstancia que el mis- 
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dim libres de toda rfg& rapeeto tic los comerciantes», como 

lo determina el art. 4.Í4 <le las onlenanzas de Aduana. Este c. 

PWttciite el artículo que consagra el principio de la irrevo- 

cabibdad «le las clasificaciones aduanera.; «•» f ntw i ■ 

»..iiiums aduaneras en favor del comer- 
ciante importador. 

M prc-cq,túa que, «no podrá, ni la Aduana ni el comercian- 
te reclamar contra la clasificación de los artículos después de 
>ahr estos de la Aduana, debiendo satisfacer al Fisto, los em- 
pleados que hayan intervenido en la clasificación las cantidades 
(fu* pot. culjw suya hayan cleja<lo «le percibir». 

Este principio es amplio, es calórico v es moral. Es am- 
plio |H.n,ue carece de tocia limitación. Ninguna reclamación pue- 
de promoverse contra la clasificación aduanera, sea ella errónea 
simplemente, sea ella dolosa o fie maía fe. Es categórico porque 
coj^gra el pnneipio ,|, la irrevocahiüdad de la clasificación pa- 
ralando cualquier intento de revisión de ella en favor o en 
entra del comerciante o de la Aduana, Y es por uMmo un pre- 
cepto moral. ,H,r«,ue cajiga al funcionario aduanero q Ue ,«, r 
ughgencia o mala fe origina un ajuicio al Fisco, al mismo 
tiempo q»e ampara al comerciante contra las consecuencias de 
esa negligencia. 

Ante la dis,H,sic¡ón legal Objeto de este comentario, la cx- 
c<-|K,on de previo y especial pronunciamiento que, invocándola. 

us innl í 7° m,,añÍaS <len "" CÍ;,<las - »¡SfrW ,>erfecta,„en,e 
I u i ■ m r ,C ' a Í,C díSmÍ ™ do » *> renta fiscal pro- 

Lela ,K,r la introducción de ,*trÓÍeq a base de clasificaciones 
. Ñas o ern.neas ,„ r ,«„e de la West India Oi) es inconsis- 
tente v por lo nusmo se impone la ahsolución de la denunciada. . 

l-.sta COnduSIÓIÍ es. ,>or lo demás. | a q ue co „sagra la juris- 
prudencia umtorme de nuestros tribunales ( véase «, ¡aceta tM 
I- oro» .V .528. pág. ,54: id. X- «7*, pág. 5). Jw¿ ley ni 
la jurisprudencia, dice en este caso el Procurador Fiscal de la 
..mará Federa) de Apelaciones «le la Capital de la Ucpuhlica. 
t> rnnicn dimmr ante los Mtowlcs de justMa las clasif irado - 
>u-s aduaneras, adquiriendo estas últimas una ves producidas por 
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<l..ll. s ele l-TGorte Si.pre.fla Nacional, tomo II. ¿ 
rf'f 8 - Fa,,te ,,< - ,a (íi "™ P«léral «|, , ;i capital .1, 

U " d mi T° de ni l»r via «I. apelación „„, 

■•n. Ikw a lá r^ció,, dfe Ia jl|s , ida ^ , a 

^c^, «caciófl «le mercaderías va resueltas por lo fZZ 
•nos aduaneros declarando que, «el inferior es incbhípet^c. 
P£ conocer en grado * apelación de la r^htóón adnSS 

¿1^1' ' C " 10 re ' atÍV " a la ****** de mercaderías no 
hgndO en consecuencia procedido con arreglo a 

■ n la causa a prueba a objeto .1, determinar si la clasificación 
m- «ra,a se ha hecho o „o c „ n am ., I() á , a ^ ¿ 

£y T* •! • *S ' a ^ Su P rert * ^Cional, tomo 47 
! «• 402; tomo 4,. 327; ton,,, «JO. pjg, 3I7 . tümo „ 4 . 

?ong *7. pag. 52; tomo 87. pág. 397; «ouk> 63. J 70 

( .uñara |.,,, ( .ra. de la Capital ,1c la Nación, *Wta del Fornl" 

-\ 1730. pag. 5. Cámara Federal «le La Plata. tomo 5. pág ux, 

1W «.as consideraciones y demás concordantes de la de- 
s , Wmmmm jugando, falte: redando c, todas s„s 
lt ' ' lM,mc,a f ? rnu,,ada P* *»n A„ g e. Guilles, Fmnti- 
. ontra as con ip añ,as West india OH O' y Nacional de IV- 
.rolcos y dejando a salvo a éstas las acciones que Rieran co- 
rrespondérles. Todo con costas al denunciante. 

A*. *•/. Lvtjnhamán. 
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SENTENCIA IJE LA CAMA KA FKIiEKAL 

l a Plata, Junio >7 de 1927. 

Y Vista : ls «a causa en el acuerdo <l, la fecha, y en aten- 
a las «hhcuha.lcs que día presenta, reveladas en su ¿¿ 

s™;r:r * rcsu,vi,v m ■* * 

sqwradamentc su «oto. 

IJ<«ye,o «leí recorsp # nulidad dédttcjdo po F el «lenun- 
ciantc, el l resálente doctor Marccnaru. dijo: 

r ' l "™> »«• ha sido mantenido en esta instaneia. 
tu debe co„ sl ,lerarse desistida a la pi»rte qúe lo «.edujo, feidá 

I.-.V objeíaWe ,nm,„>co en la forma «le la sentencia recurrida- v 
en canto al pr«,cedimicnt«, anterior a ella, ya ha habido pronun- 
nanmnto de este Tnbunal (sentencia de fs. 771 ,. Por otra £ 
«e el señor Juez a ,y, w ha tenido competencia para entender v re- 
- ver pues el art. 73 de la ley de Adnanas X" 4953 que obliga 
. - den„,™ m cs de infracciones aduaneras, ajenos a «a M 
».s«rac,o„ del ra „„>. a presenütr alli sus denuncias so pena «| c 

o -surtu efecto alguno, no es aplicable a. caso de autos, ni a 
-ado delproceso, en que hay ya acusación fiscal. La actitud 
d denunoante pod ria . en todo caso, perjudicar la acción Z 

d^r:u::,"r o - m m ,,,s « 

^y®m --avalle adhirieron a , 

II. Respeto «le la excepción <Ic falta «le acción opuesta por 
las comunas «purclladas. el «loctor .Marcenar.,, «lijo: ' 

Qtté los hechos imputados a las compañías querelladas, tan- 
to por el .Muusterio Fiscal como por aütor de Ia (kmwiu 
consisten concretamente en que. bajo la denominación «le „ K - 
trofeos para combustible* «le la partida 3270 de la tarifa «le ava- 
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l»..s. que é S libré de derechos, y bajo | a de «petróleos naturales 
c« bruto para , a rcli „ació„. s j„ m^aón^J, 
con, un derecho especifico de medio centavo j kilo la ,,r- 
m fe (ley 10.237) ha» introducido producto, .,ue no h ., , 
correspondía en realidad a ñingüWa de esas denominadono l 
a te), y habrían consistido en me/clas de aceites destilados ha- 

7"; ""T"^ / * « »as cua.es habrían £ t 

raidos al pais nafta, kerosene y otros pro«h,ct0s. sin alonar 

> derechos que correspondían, Como se ve. ta acusación es 
PQ« falsas declaraciones en los manifiestos de introducción a 
plasa. sin perjuicio de subterfugios que tanibién atribuye a las 
«MK para^ «ales manifestaciones no fueran observadas 
R* a Aduana : hechos que caen bajo las disposiciones penales de 
•> : .rde„a„ zas de Aduana en sus arts. 128. 930, 1025. 1026 v 

e^cS. d! SJ!?*?* I a aCUSÍ,CÍ ' in - no I»Nce admisible la 
- pt -ón de taha de aectón deducida por las compañías querella- 
das. fundada en el art. W de las ordenanzas dé Aduana Se- 
gun esta disposición legal, «no podrán, ni la Aduana ni ,'i co- 
mércame, reclamar contra la clasificación de los artículos des- 
pues de sahr estos de la Aduana, debiendo .satisfacer al Fisco 
- empleados qué hayan intervenido e„ la clasificación las can- 
•d. «les que por Cid,» suya haya dejado de ..ercibir». Este de- 
recho se da, pues, tanto al comerciante como el Fisco; v asi 

, , ' U y: ( ' ***** q«c la que corresponde por 

I- Ic> o la tarifa de avalúos, y el comerciante paga y retira tos 

caSS r ,C * :Ul "? Í<,a " ,:ÍS ,íl ES* a la m£ 

cader a le correspondía „n aforo o »., derecho menor : v cinui- 

do, al entraño. | a Aduana se apercibe de qué aforó los e fecws 
a un valor menor del que por la ley correspondía, v la cóS 
taC '°" (M hecho «0 l-de ser hecha con dios a la vis, , r- 
.,«.«■ «ucron retirados, tampoco tiene acción contra el ¡ntroduc- 

, c ,Z ' C " n,ra d - VÍS,a qüe hiz0 ,a cNficación v «por 
s« u,lpa» se causo „„ perjuicio el erario publico. Pero si la cía- 
Mf.cac.on equivocada hecha ,H,r la Aduana en contra «leí Fisco 
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h * m,,„,a.,|, a culpa cid empleado q„ c la rcafeó, sino ,„,, , la 

x. .... hecho p una omfetón imputable a éste, va el cometón 
m - |H.ede ampararse en el art. 434 porque sería escudará", 

^cobrados de menos por cnlpa «leí comercianTe v aplicar a 
Me .as sancones penales en que haya incurrid.,. Tan £¿ 
e dto q t ,e .a lev ha ijado el ténnino de & años para .a s 
^f" * «*■ (a«. 434 ordenanzas dé Acmanaf 

saaon de autos atribuye a las compañías querelladas fij, 5 

^» Respecto de. fondo de la causa, el doctor Marcenan,. 

ameill~ g *fiP <W í, '" <l " * -viene 
1.1 1r '?* ,mHh,C,OS 3 '« ue b acusación se refiere- 

" ,H?,r ° ,CO ■» «'"»'«'«¡hlc V el destinado a la refinación L a 
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-I- !" Cíe Mar*, de 1917 ( .V 1037), modificando la tarifa 

2 '''i- ""- 7 ,|m ' ,,aa " a ' >• *»• derivado». declaró ,,ue 

eran libres de « erecto* los emóleos para comWtíblc con dén- 
Sfdad munma de 0.<XX>- a 15-C: y esta Moralidad sul.siste c u 
tes leyes jwstenores hasta hoy (tarifa de avalúo*, partida 3270) 
J -l petróleo destinado a ser refinado en el país, fué enunciado 
aSI ****** U > : «IH-irólc, natural o en bruto para la refi- 
nación. >,„ elaboración previa de ninguna naturaleza y con de- 
claracioii del punto de origen: aforo 0.04 el kilo. |). K oms»- 
y tal definición y -ravan.cn subsisten hasta hoy (partida 4S,* 

Que COU referencia al primer proteo, el petróleo para 
r^tn^ ,,bre * de importación, la ¿pafiia fe, 

2 a 0,1 * ' ,resént0 GP'^WO Nacional en 1017. maniíes- 
«¡J 'I'"" el q«ic ella introducía podía aplicarse con* tal con,- 
'•••><»>'- - var-as industrias sin peligro alguno; pero en otras 
x-imna ser elevado su punto de inflamabilidad, desojándolo 

Vms ,|,,e ctmi ™: ese producto no resistí.-, 
■1 1 mptu-sto ,,„, grava el .n-tróleo ,„ ra refirtar, y coñ,o venia 
x. ,n.,n,n,c. para combustible, proponía introducirlo como 
21 C í, tra r ,C ! ; ,r «acioi, los productos más livianos v pagar 

I or resolución del Ministerio de Hacienda en fecha cin- 

rü ión T 7' T f '? S ° ,Íd,a ""- ^"'"'tándose la ope- 
ra f°' e " «llvagOardm de los intereses fiscales, Kste product., 
rSlS lales condiciones, fue c,cl„sivan,n,e Sgó" 
f ;° aS ' 8 v «««amen unánime de los señores 

pernos. « I petróleo mexicano para combustible que las coiniKiñias 

T T ,M ° y " ,;>,ÍI: " ,n 3 '<* previstos en el 

decreto aludido, da un rendimiento medio de ( 1 1 %,,o„«- por 

* " af,a I « fi* ciento de kerosene. KccoL- 

ce», lo, tres peritos .„«• el petróleo Crudó mexicano puede dar 

rC "f"!" C, f mav, ' r: l**> puente que las com,añia> 

ÓIo destilan los acetes volátiles en esa projn.rción. p„,s la ope- 
ación no tiene otro objeto ,,,,e hacer el producto más apto para 
combustible (fs. 257 y 270). La acusación reconoce en él cuadro 
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íle h. X)>. ,,„ e | as ,oin,, : ,f,} as h;iI1 ( | tr | ;ir ..,|,. h ,. . . 

con los análisis ,| c (a Oficina o.,;»,;., v • . 1 K ' 

- acci.es ¡22? " S " ,n "- S '" todo. 
l*sa (obre las comiwñías «uerelfe,.^ r , ac «*«ciun que 
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v-r diyer^d ¡ínagi^e en s» conn^ición y caracteres v 
- • pmde obtenerse cierta «flUUg L los ¡¿ se e^uenTran 

declarado. Va cotí anterioridad a la lev v.Wnu- e | Poder i. ¡,. 

W natural I., docimieiiíacióii legalizada de su procedencia con 
-pumeac,,,» de la regió,. o distrito «le que ,J s ^ 
? at0 ^ apañar a las muestra S los a„Í ' 

- tetados por los consignatarios, sean renliti ,a' o^¡ 
Qn«a Xac.onal, Las compañías afectadas , Mir re«.a n 
. .. se ,,esen,aro„ a. (¡obierno en a„,,e. entonces, nu 
«Me H petróleo «atara! que ellas recibían dé l-sta<lo Un 
<l«» provenía, hasta donde podía sarrio, de , 5¿ ^ „^ 

¿w. i e . Mt ' ° íkI «'"tro de Estados Um- 

| >• I» .,ue ,ue acordado ,v, el Poder Ejecutivo, por dSetol 

S Ho nT/^ tÍ "" 5 - ESfa r ^'»~ión caducó Z Í 
I* modtftcó coinpletamertt* la tarifa de avalúos en lo 

referente al petróleo y sus derivados, en la forma que queda va 
respecto de los dos productos en estudio; y en él 
( Olfreso. cuando esa ley fué disentida con toda amplitud, se 



i 
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creyó ¡iísiiffeíente la sola indicación de ía r, „• .■ . 

»«« ,! w Kj.,,,,,,,, Si 25 

„,r,r^ """""" " ,m " » * * ««i», mm Jn». 

Q«é estas son las condiciones Iccales , „ „„.. •„ 

taro Kan sido intr,»i„..;,i i ' • - s " W«* 

Hada S?, " W r UCldM los « * este proceso 

t::;t' rr* ,iu - mKSSs sratí 

I» r, S , 1 ' "™'" ar IV """ I"""" * ori,™ 

- 
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relativa la o.ni,»araci,n .,.«• se puede hacer, por I., que om . ,., 
*> ue su f cnbe - 1 Uc - *N» ^ mejor parecer de V. K.. |, ;i sta ( a ,l c 

Petrog en el documento que origina este expediente», A coi,, 
i f. th Co " informado |»r la Oficina Química 

« > efmos—SahbeH*,, De esta actuación hay qué sacar va 
»** co,, m ,,, I c,as. En primer higar, ,,„, , a b«£7SL£ 
; W"a. mconvenfemes ttfcj sülisanabieñSS 

racaso de la ley y aconseja, por ell,, q„ e no sea c, m„2" 

- i „ í s f r * ct ' r,iíica * 1 " en ^ •*£ £. 

ras reyes, y menos mra • Irro^-irl-is ,tr, ^ " wr 

2 *J ? de Hacienda firma,* d „n,S ■ g 

' «1<; y «ransenpto ««cribtó el decreto reg.amemario dVtó ti 
10.23*, cuyo art,eulo lo Contiene, en s„ segunda parte la £¿ 
< literal de. art. * de. decreto de. ,7 de S £ .9 

ZS.t a r " , ;" S ' rí, ° * <,,,C ha ** "<«*«°- Como 

l ' , M S " ,,P,e ,>rüVel,lM de ,rá "" tP - -"lente„,nte con* 
radictorios s, daba a este último d carácter que | e dio la reso- 
lución ministerial, optar ,.or el proveído? 
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gm el decreto reglamentario aludido. ,| disi^icr «,.„■ i 

ES * r**"* W» rcfinnr citare,, la S??^ 
m« <le «fe procede * M v] - - 

* «m ,,„,„|„ res.nem,,. si„ó„i„,„ <|, « <lislril( „. (l , CC1 g ° * 

pdo la i.,. ,„ g Ue MO rará ,„ m u . N ^ ^ ¡? 

"lo ,1 .,,1. la v ,«enc,a de la lev actual, p**, sin ¿¿ ' . jo „ 
- |H«rok-os para refinar «raidos poiaé^ óu i, 

* --. han «I» «ffgft, por las S¡¡5tS?JÜ2 

* «.te proceso, cpñte procedentes dé Raneer (Ti-vk . H 

> Red Kiver <I^„sia,,a). (fe m% * ( H "" ,tr 

vrjl^r ?tí ,H At,Uaha * Cí »''l«'"a. a estar a lo ex- 
> de Centro, es completante ¡nadmisij*, ,,„es apande 
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ticas y memorias oficiales (véase ,„.-,,« «le fs. 375. donde se re 
«is.ran y ubica,, 2o3 de ellos, : y el mismo cargamento ¿ orí. 

,raU, ° 1 Va,H,r " " NÍS a fines rfe 

el r ,y ° , , ,,,, , MO * *** * »»l-t.«.»ra 

srnegó especificar, habna procedido del «listrito «le Red R¡- 

;™ ,r aI tmm tscrito * füjas 337 *■ **** «5 



«Jue a estar a la aludida manif estación «le éstas, todos lo, 

a,,os , a \ M r* «*» m ^ >■ » 

; . ^ ; '7 C , a " ,,,s p,,n,os * ,,,e m^mm 

ta, los a los autos los documentos de fs. 320 a 336; y aunque 
O Mu„s,en„ Riscal ,, a aceptado corno acreditóla con ellos ta pro- 

• >c «rata «le simples copias «le certificaos expedidos por una 
pUiaín pr.va.la. sm fecha. algunos sin firmas, o con f irm , 
.".Presa mecánicamente, y todos sin autenticadon alguna 
que no es posible prestarles fe. 1 

ÍJue en estas condicione, la c«,nstatación de los hechos d<- 
* hace difícil, sino «nposihh, porque e, e*amen\ , 
mw f «n petróleo no pueden llevar al descubrimiento del va- 
c.nmn,o de que procede; «le ahí q, íe es ineludible la «leclara- 
cion del punto «le origen para la seguridad «le la rema fiscal. 

QUC recurriculo a la cuenta general «le la nafta y ken, 
sene que han ,,r«Kl«ci,lo los diferentes aceites minerales" recibi- 
dos y manipulados por la compara, rio se llega tan,,™,. a resul- 
tado alguno que «lesatu«»rice sus «leclaraciones aduaneras. F„ 
«r«to: a) en cuanto al i*,róleo para cojnbustiMe, ya he dicho 
anteriormente que no hay prueba «le «,ue se le haya extrai.lo ma- 
yor ,,ro,,,rc,„n «leí prome«l¡o del (18 %, «|¡ ez y ocho ,*,r ciento 
de ambas esencias ,«ra rcl«jar su inf tanmbUidad ; b) la nafta 
■■"Pura « el Perú. toda ella es nafta y kerosene, según los «res 
lentos (fs. 2x-> y 270: nafta 68.5. ker«,sene 31.5=100 %, • c , el 
petrolio crudo para refinar. «le la misnw promlencia. ha ¿lo 
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en Campana un rendimiento .total, en ambas esencias de un oro 
4 f f sesenta y cinco, veintinueve ccntétilV r 
.o. según el c„a<,ro gráfico de fs. 376. preparado por la ac - 

uHcu. , a ;» ,tre en ," ,,,Ch ° * Seña,a<, ° «** Pl Serte de 
ni ir? , ^ ara,b,r nu, » er «» ««««ciemos treinta y dos. pári- 

| números albulos. fi£ 

peque» d.ferencia. derivar consecuencia alguna; d el L tról^ 
crudo para refinar procedente de México según la mi „'* 2? 

a un ^i ¿\7 S ,,Cr,,OS e " " ,ayoria ( fe 257). llega,, 
a »" (376 % ) treinta y siete seis décimos por ciento- v en Can, 

!¡E " ta aI »® %>• «reinta y tres. I3£í5í 

ceme S ,„,os por ciento, t ¡rtniho medio ( f s. 337 y 385 > : e) el t 

7 '«f 1 ™»* constadados por | as aduci(Ias „ d 

Mdcrando anterior de», considerarse que viene de los 1 „Z- 

«.mpilsados probamente los «utos ,>ara establecer qué cL 
«ad de ...roleo corresponde a cada una de esas fue, es y c 
promedio de esencias obtenido para cada una en 
gamos a este resultado: los petróleos que se dicen proceden! 
de Womer han dado el (49.53 %,. cuarenta y „„eve. 1S 
y tres centésimos por ciento (16.76 + 3^77 fs. ffi ' Z < 
Kangcr el (58.66 %) cmcuenta y ocho, sesenta y sd ^ ^ 

nn í ;,Tr ? ' B* SeSe " ,a y Sds Cemés "»" s cien- 
1M, •- i fSl 3H 3,9,81 K AhMra ■** *» 'nfbnnes 
S ÍÍ n ° T'w" d , * ndÍn,ÍCn * de mm Petróleos, pues 
.«noralan. cundo mfoimaron. las manifestaciones de las com- 
m*m a que se ha aludido, y los porcentajes generales de todo 
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•".a /,.„.-, Mtmkru son inútiles, pues llevan a lo arbitrario. Dé 
la "h.|„ a para mejor proveer de fs. 953 vta.. evacuada a 
fs. 1020 y de olla, tomando en cne.Ua las publicaciones oficíale, 
t L 'í!? dOS 5*** > ln "''«''•vació,, dC tojas 1025 hecha por 
chO Ministerio,, se llega a constatar qúc los petróleos de Homer 
•tan un rendimiento hasta 300» C. de 50.7 %) (I9.Í + 31.6)- 
osdeRánger (55.0, cincuenta y cinco m.eve décimos por cien-" 
+ 37.5,;y los de Red Rivér (74.7, .sesenta v cna.ro. 
«ta -léenos por ciento ( 10.5 + : lo ílue no acusa diíeren- 

m W l-.K-.lvn servir de Lase par* „„ a presunción .le fraude: 
' por Ultimo, los petróleos de Comodoro Rivadavia dan. según 
i: S^V'S V cn " s 'K" a< ' os en la página 16 de la circular 
va aludida del Ministerio de Agricultura (fs. U58), „„ pro . 
" ,e * <** %> veinticuatro sesenta y seis centesimos'^ 
ciento de nafta y kerosene (5.16 + 19.66) ; y |., acusación. 
m a I» consignado en el cuadro de fs. 393. no ha atribuido a este 
rengjón do escunas obtenidas en Campana sino „,, promedio me- 
nor; y esta circunstancia y la pequeña cantidad dé petróleo dé 
esa pr.Ko,]enc.a (dos mil toneladas más o menos) demuestran 
• .nubilidad de que las compañías <,«erelladas hayan imputa- 

18 M |K ' ,r,Í,t '° de C «"°doro «ivadavia los ex- 

cesos qué Imhieran obtenido en otras partidas. 

.Que en cuanto a la prueba de car,,,, pr.Kl„ci«la en esta ins- 
anca, esta acreditado queden un contrato privado. q„é luego 

S^r C0, ' Za ; IH "' ' aS ***** M** «> I dé Enero de 
I '20 en la oscr,U„na de don Eduardo L. Durao, se convino, ade- 

uas de la reorganización de la Compañía Nacional de Petró- 
leos, a provisión a esta .le un petróleo mezclado crudo, por un 
IWIíkIo de cinco años a contar desde el 1 • dé Noviembre dé Í9I I 
encargándose «elusivamente a la Cía. West India o¡| de la U 
ocaaon de sus productos en plaza. Está probado, también. q„e 
- enverno fué redactado en idioma inglés y con su traducción 
".«• incorporado a la escritura de protocolización; que la tra- 
duce.™ establece que la mezcla de petróleo crudo, qué debía ser 
proveída a la ( ompañia Nacional de Petróleo, debía componer- 
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se «le «sesenta y cinco ,«r ciento de crudo especial, y treinta y 
cinco ,K, r ciento de jietróleo cru«l«. de Kansas o India Territo- 
ry» ífs. 1071 ) ¡ que el componente en mayor proporción aparece 
expresado eft e! original inglés con estas palabras «pedal cru- 
do» (fs. 107/ vta*) ; que el examen caligráfico realizado en ese 
documento, ha revelad* una alteración de esas palabras y «„„• 
primitivamente, en vez de ellas, el instrumento decía: «reíined 
oil deshílate», tan que esa enmendatura acrezca salvada en for- 
ma alguna (véase V cuer,™ de autos,. Que este antecedente ha- 
bría consumido prueba plena de la defraudación fiscal imputada 
a las compmias querelladas, si hubiera sido corroborado ix.r el 
rendimiento de los petróleos tratados ,K,r la compañía* lo que 
queda ya examinado en los considerandos anteriores, con „„ re- 
sultado ncgatfoo; i>ero en falta «le tal prueba, el convenio de 
que se trata y las irregulari«la«les «pie |»resenta. »ól«, «instituyen 
una presunción que no reúne las «lemas cali«la«les legales para 
constituir pío» p r „e|„ : mbre lodo s¡ st . ^ m JT^ . 

ese convento no aparece rigiendo las imanaciones «le autos 
mMm ca«luca«Io el plazo allí señalado; y aunque es pre- 
sumible que haya sido renovado «le acuerdo con la cláusula 16 
», fine, que así lo aumriza. falta la pr,,el« «| c la renovación v no 
puede «larse el hecho ,K>r acredita«l«». ,K,r«p,e ello imiM.rtaría 
aceptar una presunción fun«la«la en otra presunción. 

Que. en consecuencia, la situación legal de las compañías 
querellas en este proceso, es la sédeme: ellas han cometido 
manifestaciones ilegales por contravenir la lev «le Aduana vi- 
gente que las obliga a declarar el punto «le origen «le los .«mieos 
crudos ,«ra reíinar. «le la partida 45 de la tarifa «le avalú«.s- 
no ha legado a probarse que hayan cometido deíramlación de 
los «Icrecmis fiscales; ,,ero esa omisión «instituye, por sí so- 
la. una infracción punible (articulo 1037 «le las ..rdenan- 
zas, : y es ,wmihle sin que por ello p„e«la «leseo,,, «erse la 
l«r«,c,,«c.ón que en el hecho han tenido la Aduana y «lemas 
oficinas «p,e han interven!,!., y facilitado las «^raciones" ilegales 
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2 V , ,* Cna,CS "° 68 ^««e pronunciarse, rio 
- • pon.ue faltan demtfta. de juicio, sino también por no ha- 
ber sido parte en el proceso los funcionarios aludidos 

guc en consecuencia, las compañías querelladas deben ser 
— « ^nadas a una multa que fije el Tribunal, atento a las | 
Rancias de hecho y a las atenuaciones que autoriza e n 
I'W. .le las ordenanzas de Aduana. 

El doctor llenci. dijo: 

^inLtdTa S ' fa, t de prUCb? « * 
H " 1,,s ^mtm introductoras, y como «miera mi é 

> «ac,o„es n .a lev de Aduana. Aladas ,I, r „ • 
• Mer-o de Hacienda, eSpédáhhente en la resol, IC ¡ón dé Abr¡Í>dc 

h'.lX^ :mra 7T '" <le a '*" d,os ™ <° concerniente 

¡ '» d «f»racion 114,1 P«»to ^ origen de los .«-tróleos ta | i 

-ahdad aprovechada o „o por los introductores U crc Ib,, 

acto doloso o tentativa de defraudación. El señor |„cv l ,1 

l»a demostrado que el «modüs oneramfi» ,,p . - 7 
lacio,, ., r. i,,,' , q W n W» '!<• las compañías en re- 

, " 1,1 Mmm - ts excluyeme «fe todo delito o infracción vi 

m mm im^m m e, visto »,„«„„ de ,, )S S :¡i 

piados que nnervienen en las revivas operares 

mu s CPntrátem,OS y *«* defraudaciones 

lt .'o , V0, ? ,nOS ° ,,nKCS " **** ««««elto no s.,1,, 

i -1 1 S i, M "° t *" ,JÍén a ^"Cionarios qué 

o) wnes aron a M uellas operaciones, comprendidos los técnicos de 
; " QWri",ca v agú„ titular del Ministerio de Hacienda 
" l-nente para el país. ,a déntnlca no se atreve a tant, 

5gr ' M,,s m, " ,s dc,,,cnt ° s f** «** — * * 

«odetS >Ím, 'r S ^ IWS ^** - * áticas v en los 
Porosos mechos que se atribuyen a ciertas empresa para ope- 
rar unpunnnente. pueden v deben provocar el celo fis al le 1 
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corresppndicmw funcionarios administrativos y «les,>ertar las i„i- 
oat.vas parlamentarias en defensa de los intereses fiscales- .«•,.. 
ellos náda valen ante la frialdad de la justicia, a la cual ¿Jó ic- 
es permitido arrancar la verdad legal de las constancias dé los 
expedientes y fallar la cansa «secumdum allcgnta él prolata» ¥ 
a ese respecto, quiero repetirlo, el voto «leí «loctor Marcenan, es 
urm.nante y se ajusta estrictamente a las constancias dé autos ■ 
lio hay en estos la prueba suficiente que acredite los hechos de- 
minciados y que pueda fnn.lamcntar una condena. Respecto ¿ 
la prueba producida en esta instancia, la presunción adversa 
que tí Vocal preopinante hace resaltar, queda .le hecho sin valor 

lV f l |K,r C1,am ° ,as trituras estimadas como sosix-chosas sé 
refieren a una época que está fuera , ít . ¡ a 1)rc . st>nlt . \- () ,„ 

en consecuencia, por la infirmación de la sentencia apelada, en 

cuanto ahsuelve lihremente a las compañías querelladas 

m d«>ctor (¡nulo L-t valle se adhirió al voto precedente. 

IV. Respecto «le las costas, el doctor Marcenan,, dijo: 
Oue. e" mi concepto, ellas clélxn, ser a cargo cié las compa- 
ñas q„erclla«las. ann absueltas en falta de prueba «le la «lefra,,- 
<bmm P0«. no puede negarse «,ue ellas han dado motivo a la 
,|e , esu ' l™"™- «""ó creo haberlo dejado demostrado: 
y ann c«an«l«, se admita la disculpa «le que la Aduana consintió 
la omisión de declarar el punto «le origen, tal ..misión es «-onstitu- 

tna «le una infracción aduanera. 

■ 

MI doctor Benci; «lijo ¡ 

Dcntro del Proet-dimiento penal en que se ha desenvuelto 
esta caUS* no es legalmente posible la «ximición «le costas al 
vinculo: las reglas contenidas en los arts. 144 y 145 del código 
-le a materia, son inflexibles y a diferencia de lo que sucede 
en los juicios civiles, no «Jejan lugar a excepción alguna: Pero 
ere el caso, el .señor Vocal propíname lia i«l„ más allá «le la exi- 
ttmm de costas al vencido, llegando hasta la cbticlenación .Id 
vence«lor. Da fundamento a su voto el hecho «le que las compa- 
ras denunciadas han dado lugar a este proceso con sus pr.RV.li- 
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.-.nManca alguna que ponga a la, confuías dedadas te 
c „, ( , tlV o d^constílfa ««pedal «.o aquella reparteíon ÍT. 

pues por la condenación c„ costas al vencido. de acile r. 
o! articulo 144 del Código de Procedimientos Cr „, inZ- 

Hl doctor Guido |.nvalle. adhirió al voto precedente 
En consecuenda, el Tribunal resuelve- rechaza k 
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FALLO Dfi LA CORTÉ SUPREMA 

BueiKM Aires. Mayo 11 de 1928. 

\ \isios: esta causa seguida |M>r don Angel Guillermo 
Frontini iv Ministerio Fiscal contra VVesI India ( )il C° y Com- 
pañía Nacional de Petróleo sobre defraudación a la renta «Jé 
Aduana venida en apelación de la sentencia pronunciada por la 
C ámara Federal ele Iai I 'lata : 

Y considerando en cuanto a los recursos otorgados: 

Ouc la C ámara Federal de U Plata ha concedido al denun- 
ciante y al Ministerio Fiscal, el recurso ordinario autorizado por 
el art. 3* de la ley 4055 y el extraordinario legislado in.r el 
art. 14 de la X* 4X. 

Oue si según última <lis|»osición y el & de la ley 4055, el re- 
curso extraordinario sólo procede contra las sentencias definiti- 
vas dictadas por los Tribunales Supriores de provincia o pol- 
las Cámaras Federales, es de toda evidencia que el hecho de c- 
rresjxmder y concederse el ordinario en tercera instancia, excluía 
I>or eso misino la procedencia del extraordinario desde que la 
sentencia en relación a la cual éste se interponía, había dejado 
de ser definitiva |Mir virtud de la primera apelación. 

Ottft por otra parte, el recurso extraordinario, en los jui- 
cios en que procede la tercera instancia pira ante esta Corte es 
absolutamente innecesario. |*>r cuanto en esta corresponde exa- 
minar no sólo las cuestiones de derecho que constituyen la ma- 
teria propia del primero, sitió también los hechos de la causa 
ajenos a aquél. 

Que en cuanto al recurso ordinario interpuesto i»<»r el de- 
nunciante, esta Corte ha declarado que la tercera instancia in>- 
tituida |H»r el art. 3\ inciso 29 de la ley 4055, tiene por funda- 
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mm el ¡«teres «le la Xació» en el res„l,a,lo <| e ñ* juicios en 
• q« e«a sea partev que, por consciente. a«p,é. carece de per- 
sobria para «leduarlo. ,«„«« ve Z q* no representa la causa fiscal 
>• '!««; |".r la ablación «| e | Ministerio páblicb y por la Ínter 
"•noon .le, Señor Procurador en ,a iniancia. e, mtcrÜs T i 
FC¡r^" C,,Cmra S " fÍCÍeme,m » tt '»"'"«•<■•>• Fa««.s. tomo 139. 

fe estas condiciones se declaran mal concedidos el re- 
u ->.. extraonhnano mterpuesto pe* el Señor Procura«lor Fj 8 - 
cal y el ordmano deducido por el denunciante, con d Ja actón 
d extraordinario acordado a este ú„i„ M . se trafcrTcZ 
juntamente con el ordinario. 

PÓt ello así se resuelve. 

Y Considerando: 
Oiie en cuanto a los hectos. la defraudación imputada a las 

rJ « **, 3 1 s 1™i«ite: I" Teniendo en cuenta lo q,« la 
Com,«ma Uest India ha importad* de petróleo natural ñ Ten 
•ruto M el I de Enero de 19.7 hasta finalizar X .92 

Z'I, " £98 ,,u T. e » niisM ° * *Jüc 

en él , ° dC ,917 ' >' lo «a «HÜWo de Campiña 

c» el mismo periodo con destino a la venta, aquélla debía C¡ 

2 St0Ck - a- «921. la cantidad 1 cSto^mf 

Pne, se,ec,en,«.s setenta y tres mil Pecientos Stag&E 
«le petróleo crudo y fuo. oil. Si esa cantidad de petróeo ,m Z 
encontrara en es,™ a. c«,„c,„¡r el ano 1921. querría decí R£ 
la habla su lo destilada total ó parcialmente sin abonar lerl 

^ HSre' $¡g** W « 

Seguido: Q„e los ciento setenta y siete millones «le litros 

por la Compañía Nacional «lesde el |* «le Enero «le 1917 hasta 
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unes «le Diciembre de J921. no ha,» podido jamás producir la 
enorme cantidad de kerosene «pie durante aquel lape» de tiempo 
:i|wrece despacliado en Campana representado por ciehtQ sesenta 
y fKrho millones, cuatrocientos noventa y tres mil ochocientos se- 
tenta y seis litros, pues si se descuentan setenta y dos millones 
treinta y dos mil «pimientos veintiocho «le litros entre el kem- 
sem- inijiortadn en especie y lo destilado del |*tróleo j«ra com- 
bustible con autorización ministerial, «pieda un saldo de noven- 
ta y seis millones, cuatrocientos sesenta y un mil trescientos cua- 
renta htr«»s «pie habrían producido aquellos ciento setenta 
y siete millones, es decir, una prodición en el rendimien- 
to «le 34.3 %. tosa «pie es científica y prácticamente imposible, 
\grega la denuncia. «Mié el examen de las cifras expuestas revela 
no solo «pie las comjañías delien comprobar la existencia <le los 
Cipto once millones «le litros entre ,xtróleo para combustible y 
ftiel oil. sino principalmente exjdicar la razón del consúlerable 
exceso entre las sali.las de Caimana res,>ect«> «le las importacto- 
nes en lo relativo a kerosene y «as «¡I fenómeno que prima facic 
no se c«mcibe. sinó ,x.r obra «le maniobras fraudulentas en iier- 
jiucio «leí fisco que habrían consistid» en importar en lugar «leí 
petróleo |>ara refinar autoriza«l«, por la ,arti«la 45 de la ley «le 
A.luana, una mezcla de kerosene con „ a fta y «as oil que. median- 
te una rápida manipulación suministraba casi «le iumediato las 
educías que. «le otr.» modo, hubiesen ,»ga,| cuanliosm dere- 
dios aduaneros. 

Que al evacuar el denunciante la vista c«»nferi«la sobre el 
ment«> del sumaro, f s . 377. expresó que si en I» substancial 
no han varia«lo los carg««. tanto est«>s como los resultados fi- 
nales up son exactamente i«léntíc«>s a los que acrecen dentro de 
la denuncia «iríginaria. y en el capítulo III se «>cu|» de enume- 
rar cuáles son ellos. La lectura «leí escrito muestra, empero, 
que es sieni|»re. la enorme diferencia entre los ingresos de ma- 
teria prima constituida |K>r el petróleo «ara combustible v por 
el jietróleo jara refinar y los egresos constituidos por el ker«»- 
sene la nafta y el gas «»il. el antecedente en cuanto a los hechos 
«pie prestan su principal fundamento a la denuncia. 
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Que pora mayor claridad ele este prouiniciamientó conviene 
examinar la prueba rendida comenzando |>or los hechos rme 
fundaron la denuncia en el escrito inicial, considerándolos en el 
rtobleaspecto en que fué presentada y dejando pura más adelante 
el análisis de las cuestiones legales y accesorias vinculados a la 

misma 



Que. desde luego, acerca del petróleo |K«ra combustible la 
«mputaapn es l« de que si la Compañía no tiene en sus tanauei 
cunto once «rollones, setecientos setenta y tres mil novecientos 
vc.nt.tres, ,,,ro8 dc *i«el "'"amable, eso constituirá la prueba 
nVque tal cantidad o parte «le ella ba si.lo «lcs.ila«la en violación 
«le «lecrcto .Mnnsterial autorizando el topping. Q |icricia ¿fe «,„. 
adores corr,en«e a fs. 175 «lemucstra «„„■ segón los libros de la 
tompamá en M de Mayo de 1922. tebía en existencia veinte v 
dos nullones cuatrocientos cuarenta y seis mil setecientos a¿ 
venta y se.s kilos de petróleo crudo mejicano y ocho millones' 
OcJiOctentOs sesenta y dos mil doscientos setenta y dos litros de 
norteamericano. I'ero consigna a la ve* (h. 205,'. que la Con. 
Wm <k ''-«róleos ha consumido, según sus libros, durante el 
*rnttno al»rcado ,x,r la denuncia, cincuenta y dos millones no- 
vecientos cuarenta y siete mil novecientos noventa v ocho kilos 
y la Y\ est índ,a un millón «„¡„i c „,os noventa y un ...» treinta v 
>.ete kilos, habiéndose, además, entregado a una fábrica de papel 
I - benix. entente al lado dé la West Itulia. catorce millones, 
.-cimientos tremta „„| quinientos cincuenta v un kilos. Kstas 
^n.,da« es unidas a la existencia, representan más «le cien millo, 
nes de k.los. cuyo cómputo ha escaldo a las estadísticas ferro- 
vanas o de aduana «le ,,„ e el denunciante sé ha servido 

cnanto „«, han sal» c Campana ,H,r tren o ,H,r agua Y ¿ta 

prmier comprobación permite contraponer a íos ciento once 
millones ,,„e según la denuncia habrían sido convertidos en naf- 
ta y kerosene, la de más de cien millones «le kilos «,„ c en lugar 
de haber s.do destilados frau.lulentamen.e. han si«|«, c..nsun,¡,|,,s 
< " combustible dentro del lugar. 

Que igualmente infundado resulta el cálculo contenido en 
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Ja denuncia acerca de la exagerada producción de kerosene en el 
periodo aereado |>or aquélla. Eh efecto, del hecho de que cien- 
to setenta y siete millones «le litros de petróleo para retinar hu- 
bieran producido noventa y seis millones de litros de kerosene, 
se infiere la conseenneia de que la materia prima «introducida 
no debía ser un producto natural, sino una mixtura disimulada 
«le nafta y kerosene. Cal* observar. <lesde luego, que según la 
iwricia de fs. 175. no sólo es mayor la cantidad de aquella ma, 
teria prima importada «pie la señalada ix>r la «lenuncia trescien- 
cientos cuatro millones contra ciento sententa y siete, sitió que. 
además, el producido en litros de kerosene es de ciento once mi- 
llones en lugar de l«»s noventa y seis expresados por el denun- 
ciante. A lo que corres|H»nde agregar que éste no ha tenido tam- 
poco en cuenta, el hecho de que la Compañía Nacional empleara 
como materia prima en la producción del kerosene, ciento sesen- 
ta y seis millones de litros de nafta cruda del Perú sobre la cual 
ha abonado los derechos fiscales correspondientes a ese producto 
refinado. 

Que constituía otro de los antecedentes básicos de la impu- 
tación de fraude formulada contra las Compañías, el exagerado 
rendimiento que ellas habrían obtenido cíe la materia prima in- 
troducida. Entretanto, el examen de la prueba producida condu- 
ce a resultados bien opuestos a fas afirmaciones anticipadas. 
Desde luego, la modificación en el sentido del aumento de ci- 
fras correspondientes a | a materia prima empleada por la Com- 
pañía Nacional durante el tiempo corres,»ndiente a la denun- 
cia |»ra producir kerosene, quita valor a b aseveración, de que 
% era necesario haber obtenido un rendimiento medio de 54 % 
jwra producir la cantidad de aquel producto a que se habría da- 
do salida. 

Que si bien los peritos en mayoría, fs. 253. lian asignado al 
iwtróleo peruano para refinar un bajo rendimiento de kerosene 
(3 %. pudjendo llegar a 8 y 9 % empleando Topping). que no 
guardaría relación c«»n el encontrado por la Oficina Química Na- 
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cional y que de ser exacto dejada sin explicación la producción 
de aquella substancia |*ir la Compañía Nacional, dio es .sin 
duda la consecuencia fio sólo de halier tomado como liase de 
sus conclusiones estadísticas comerciales que no siempre refle- 
jan la verdadera riqueza en sulistáncias volátiles de los aceites 
minerales a los cuales ellas se refieren, sitió también de halier 
dado preferencia a señalar términos medios de producción en 
lugar de buscar los índices máximos corrcsjionditrntes a los |X'- 
tróleos del Perú introducidos por las Combinas. La propia pe- 
ricia lo denota: asi el análisis «le la nafta cruda del Perú real- 
zado i>or la mayoría de los |>eritos sobre muestras lomadas en 
Camama dió un rendimiento de M.5 % de kerosene y este re- 
bultado no únanla relación ni armonía con aquellos liajos ren- 
limientos tullios so1>re el ¡wtróleo para refinar del Perú, pile? 
sietulo la nafta de acuella procedencia un producto ya destilado, 
es evidente que el ¡ntróleo del cnal se extrajo, deJie acusar un 
rendimiento mayor. V así lo Confirman las estadísticas conteni- 
das en el cuadro final de la circular \' v 232, agregado |>ara me- 
jor proveer a fs. 1158. «pie atribuye a loé |>etróIeos «leí Perú 
un rendimiento medio de 36.7 %. I.a aseveración de! perito C'our- 
tenay I.uck en el sentido de que las muestras de petróleo crudo 
del Perú que reciln- la refinería analizadas j>or él o vistas ana- 
lizar rinden más o menos dé .33 a $9 7* en volumen, dependien- 
do del grad» de cracking a que se le someta, del* tenerse tóftiq 
la expresión de la verdad científica sobre el |>artictdar. 

Qüé en cuatity al rendimiento ]>osible <le los |>ctróleos nor- 
teamericanos, las cifras sobre el particular contenidas en el cua- 
dro publicad*» |>or el Ministerio de Agricultura, denotan de un 
irtodo general la gran riqueza en kerosene de ai|ué||os. Las tre«# 
clases de petróleo para relinar injertadas en el |>críodo de P>27 
a I<>22 i»or la Cotitpañia Nacional <Ie Petróleo fueron «Red Ri- 
yer crudc < til» de Red River Parisb del Kstado cíe LoUisiana. 
R antier (Yudo < >il de Ran^er Kstado de Texas y «le Homer. y 
a >u resurto expresa el perito Courtenay Luck a fs. 271. «pie el 
pe>o especifico tan lujo «le los dos primeros de estos |>etróleos 
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XJ48 a SOI 7. se cfel* al alto porcentáje de kerosene «pie contie- 
nen. Lo corrolHira asi la recordada talila de rendimientos publi- 
cada jmr el Ministerio de Agricultura. «pie adjudica al primero 
un |)orcentaje en kerosene «U? 68,5 % y a los |Wtró!eos <le Texas 
tino «pie oscila entre 40 y 59.94 %. 

Kl informe expedido por el Ministerio de Apricultura co- 
rriente a ís. 1020, que lia servido de tfitía a la Cámara Federal 
de La Plata, acredita a su vez que los |>etróleos Ranger, Red 
Kiver y Homer, pueden «lar respectivamente un rendimiento 
hasta 300" <_'. en el conjunto «le nafta v kerosene de 55.9 % 
( 184 + 375). 74.7 % (10.5 4- 64.2). 50> % (19> + 31*). 

<¿ue en estas condiciones la afirmación formulada |x>r el 
denunciante «le que las Compañías habrían obtenido ixircentajes 
«le rendimiento práctica y cientificamente im|>nsiblcs y que c«>ns- 
lituye uno de los factores en que la imputada defraudación se 
ha fundaílíi, pienle tuda su trascendencia, aún en la hi|KÍtesís de 
qfle los rcndimient«>s acepta«los como posibles en l«>s considerandos 
anteriores sean los máximos que es dable extraer de los petró- 
leos jni|)ortado5 |n»r las denianda«las. 

One sentado lo «pie precede y («arriendo «le la liase esta- 
blecí «la en autos (ís. 352). «le que los análisis de la Oficina Quí- 
mica Nacional se practican según d método Ehgler a«lo|*a«lo por 
el Congreso Internacional «le (Química «le Uucarest y de que «en 
la iiulustria existen proce«lini¡ent«is «le elaboración ¡dél petróleo 
que permiten obtener mayor rendimiento en productos livianos 
comn ser los «lenominados de cracking, los |x>r hidrogeiiacion ca- 
talítica y |M>r acción «leí cloruro «le aluminio», como asimismo 
que las expendas comerciales «leí momento que se considera 
pueden llevar a la iiulustria a obtener legítimamente de un pe- 
tróleo analizado se^ún a<piel procedimiento, mayares o menores 
remlimientos «le un derivado que «le «Uro; las diferencias que 
pueden existir entre las cantidades de ñafia y kerosene acu- 
>adns |K»r los análisis «le la Oficina Química y los obtenidos p ( »r 
la industria, según los cálculos «leí actor lio tendrían influencia 
alguna a los efectos «le coniproknr la defraudación. 
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jije N^nclicmc^tc «le- estas razones y de í* invoc* 
dílS por la sciiíencK, ,|c la Cámara Federal «lo U Pláta bara lié 
m J -"clnsion de que o. examen de. Í£¿ , ^ £ 

"cr- s de las Mmpafiias. existe otra también dédsiva que pro- 

lep I rnto para retinar o para combustible sea en v rcl-Jl ,„•, 

«la h renta aduanera. Esa ra/ón fl uyc de los a ¿ ¡s¡s g 
ad,« por ,„ Oficina Qjtímic, Nacional sobre muS 
gentes a setenta y sds barbos con petróleo para combZiwé 

LriW r^ ,K,r, ' ,W> entra, L , la turó 

g • cíe Enero de 1917 hasta el 3. de Mayo de 1922 ' v 

""'r^? '«varpWctttenté que la curva de destilación 

camodes de petróleo que vienen además, visadas 
sules argentino, en los puntos de embarque. ' 

el fSt í 2«2f <lel ,locmm » 1 » aco„,,« ñ a ( | a fs . 922 . «,„ 
e f.n de u,st,,,car *„* el pétreo natnral introducido Z I, 

1 . rota,, f». 10j9. fui rcalme,,,,, ^ ana h , f , 
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signaba en el primitivo contrato redactado o propiciado por 
Senil tener. 

One. sentado, como queda que la producción de nafta y ke- 
rosén* durante el tiempo abarcado por la denuncia, guarda' una 
razonable relación con la materia prima introducida durante el 
mism,, ,)eri«Hlo, consecuencia prevista si se atiende al hecho tam- 
bién comprobado en autos de que las Compañías «lenunciadas 
han ajustado sus procedimientos con la aduana v con la admi- 
nistración a l « ,as «Hsppsiciortes en vigor para ¿la introducción 
de sus cargamentos, corresponde examinar ahora, los reparos dé 
Orden legal opuestos |>or el denunciante a las resoluciones toma- 
das |M.r la Administración, interpretando las disiwsiciones de la 
tarifa de avalúos (partida 45 y partida 3270). en relación al 
petróleo introducido |«ra combustible y para retinar, con el 
fin fie determinar si tales resoludones en cuanto han sido pues- 
tas en obra por las Compañías, pueden dar origen a la aplica- 
ción «le las pepas establecidas ,H,r las Ordenanzas de Aduana a 
fos defraudadores del Fisco. 

v )ll ¡n'í/ ,CUen, ° co " la letra <le la partida 3270, la 

Ky .V 10.362 no requiere que el petróleo introducido para com- 
bustible haya sido de antemano deslrcncinado ni que tenga de- 
terminado punto de inflamabilidad, y sólo exige fuera del desti- 
no declarado que presente una densidad mínima «le 0.900 a 15» C 
El petróleo mejicano de que se provee la West India reúne 
aquellas exigencias según l«,s análisis practicados en ocasión di 
su introducción ,„,r la Oficina Quimica Nacional v ello es sufi- 
ciente, no obstante tratarse de un producto natural importado 
tal como se extrae de los |x»zos. 

Que en tales condiciones no es posible calificar de ilegal por 
contrariar el texto de la |K .rtida 3270 la resolución de 5 de Oc- 
tubre de I<»17. méd.|ante la cual se autorizó a la West India 
para destilar ««liante el topping, una ,wrte de las esencias li- 
vianas contenidas en el ,,etróleo para combustible imanado de 
■Méjico en la medida necesaria para elevar su punto de inflama- 
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Miniad, tejo el contralor fiscal y ,«,,,„„,„ a la Aduana id* 
«hos correspondió a |* productos asi obtenido». Él proel 

in'L ilí!» mu- lo i - un punto .1, ¿LuuL 

m*. . .dm que o haca apto para ser usado como combusHblc sin 

SgSSTffir* ' 2 * byrt ^ á ***** « C 

ngresos É.scak-s y creaba en el país una hueva industria o date 
'■mor amplitud a la ya existentes, ' ■ 

senJefc Sil a, ' ar0CC ,- ,,t " aU,OS C " m ° ***** '« 

i ™ m t Ti n v^ : " ,,U " a »^ •**»*»- 
Uva se taya defraudado la renta aduanera destilando del Pctró- 

o „,.,,.,„., «.mrantidacl d, esencias livianas súpeHora b t 

dlspensable para los fines propuestos. 

Um- la circunstancia acreditada en a,»,* de qfc | a C om- 
..una Naaonal de «'eróles al introducir ai país ¿LL .» ra 

«lós del S . " " , ' a dectóR,r C " n,M * «U cEs- 
u d, SlTVÍr * Ihuc en el caso liara 

fundar una defraudación o una contravención aduanera i" 
e^tO. aun presand endo de que los yacimientos de fig , 

Sé nT ' * pfÓCC,,C *' ^'eo nortcaLr ica . 

hn i ™ éhe *W*» en los listados de t.o«i- 

. > ' ,t ' ll ' V:,s a" S«d de aquel país y de el ir 

dv .mputadon la Cdmjtfñia, en cuanto al lucho .lc , " , ' 

i i 'i/. omelndo en estos términos: «con lo informado ñor la 
Oto» Química Nacional vuelva a la Aduana de < "Zu - i 
ra su cbnócihifcnto y efectos,. i ani,Mn., |-.- 
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Qm tal autorización eojifin-ijla por él Ministerio de Ha- 
cienda en presencia de la consulta formulada por el imixirta- 
thr a la A<l " a,w - mWe'b posibilidad de la existencia de , ma 
contravención aduanera con mdependéncía dé saber si aquella 
autoníación se ajustaba legalmente o „„ a los términos en que 
se encuentran concebida la partida 45 de la lev X* 10 V>> En 
efecto, tamo el are. 1023 como el 103/ de las (>r«lcnan Z as cíe 
Aduana, requieren como condición ,«,ra la existencia del fraude 
«gOa .alta de requisito, la falsa «Maración el hecho. Lavan 
podido pasar desapercibidas a las autoridades aduaneras. Y bien 
cuan,!,, con o ci i el cas«,. promedia riña consulta a ar,„éllas ex-' 
Wndo las dudas de interpretación m requiere el texto dé 
•'"a ley. no piuxle <lecirse que la falta de requisito (va que ,| 
¡so se «rata en la hipótesiV). haya ,khIÍ«|«, |K ,sar «lesapercil.ida. 
i-« . buena fe con que ha actuado la Compañía Nacional dé fe- 
troleo a proceder en la manera indicada, es incontestable y hace 
excnsahle su error legal si !„ |„,|k>. pifes hahria caído eíi él a 
consecue W ,a «le seguir el parecer de la mas alta autoridad a.lna- 
.ura. es,K-c Ia lme„«e habilitada ,K,r razón dé sns funciones para 
epr el c»mpl,m,c,«„ de los re,p,is¡t.,s o declaraciones relati- 
vas a la importación. Doctrina de los Fallos, tomo «JO na* M- 
tomo 87. p%. 397. Basaldua. pág. 56. ' ' 

Que, con arreglo a lo precedentemente dicho, las cuestiones 
P^ eadas por el denuncíame para fundamentar el recurso S 
«raordii^o y consistentes en „ Mr qm P(Kk . r j^J? 

ÍM¿ Y nmr ° * HaCÍC " <la ha,,ría » *«W» las 

facultóles reglamentarws prescriptas ,„«- el art. 86. i„ c . >■ de | a 

Constitncon al interpretar la ley X" I0.3f,2. „„ tienen ninguna 
laaon dirma e inmediata con la materia de «a cansa, pnes ann 
2 3 h r tes,s d * W la m N* v^dé», la consciente 
declaración no modificaría el resultado «le la acusación ni alte- 
rana la buena fe de las Com^ñias. no p«>«lria o,H,„erse al texto 
xam-nado de los arts. 1025 y 1037 de las Ordenatas de Adu- 
na a los efectos «| e f„ luIar una acHsad ,, n ik ^ ]Mvrmim , 
na simplemente. ,m prominciamient.. inoficioso. 
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Que acerca de las cestas no resultando ,| e los mos qttc 
. « cnunna hava sido fundada ni bajo el aspecto en qüe prime' 
ranp: f„ e presentada, ni en el ele las infracciones ¿ales pos. 
W^nte «Incidas, es de estricta aplicación ai cas,, el art. N4 

fletó " ' r ; ,tt<lin,ic " ,,,s en '9 Crindnal, con,,, j„ resuelvo 
u sentencia apelada. 

!■:« mérito de estas consideraciones y por los fundamentos 
•I I.. sentenaa apelada, se la confirma en todas sus partes \„- 
tfgjp* v devuélvanse, reuniéndose el papel en el foqjado d< 

A. Iíkümkjo. - J. Ftrit'EROA Al- 
cor r.\. — Roberto Repetto. 



S '"" a r.° : , " '■" h * entre jueves de distinta jurisdic- 

ción rcsmto a las formalidades de un exhorto librado por 
ellos, procede la intervención de esta Corte, de acal- 
do c.,n os moydes y el alcance atribuidos en retéirados 
casos análogos al art. 9> de la ley 4055. 

m mm exhorto dirigido por autoridades nacio- 
,-Ml,s a atttortdades de provincia ., nacionales fuera de S „ 
juns-hecu,,, pueda diligenciarse, no se requiere más remu- 
>.«.- «Me la f.rma del jue* y el sello del juzgado respectivo. 

■ h I !'T 1 , ' r, ^ ,li " ,it '" ,,,s Mfcía'es a «pie se refiere el 
art, > de la ley >f» 44. de 26 de Agosto de 1863, v por ««,- 

S",?-- T 'T CrÍ ' W ,a * XV son aquellos 
q«e >,• qmeren hacer Aa.er en otra provincia como compro- 
bantes o como t.t«l„ s de algún derecho, y „„ las comunica- 
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cxmw entre jueces <fe distinta jurisdicción, emr, 1.,, ,,„, 
se comprenda a los exhortes u oficios .,„, se dí%cll ,„, , . 

tos de que conocen. 
( Lo explican las piezas simientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOK PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo > <fe I",* 

•Suprema Corte: 

Lo? conflictos entre los jueces de distinta jurisdicción re- 
«dos con las fonna.idades que debe llenar „„ eXX^i- 
ado ,H,r „„o de ellos. eomo el qH e motiva est* a cu, c 

^e^rT"! ,K>r V E - dC aC " e " to ™ "-¡les " el' 
alcance «ntafc en rearados casos a„á.o R „s. al art. 9> de la 

Tiene esta Corte Suprema uniformemente resuelto <„,e las 

^.nca con otra, somatando el cumplimiento de diligencias re- 
feS? 7 aSUn, ° S . en COnocen ' "° para s aml 

no 7 qUÍSi,0! ; i a P arece » cumplidos en el exhorto de fs | 

^S§^^ - te» 4S 

Soy. por lo tanto, de opinión que corresptmdt devolver es- 
tas actnacuH.es al Juzgado de origen, a sus efectos. 

Horado R. Cañeta. 
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FALLO DK LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires. Maye» II de V)2S. 

Alltns y Vistos: 
Considerando : 

Oue tratándose en el caso de un conflicto entre jueces de 
distinta jurisdicción res|»ecto a las formalidades de un exhorto 
librado ]K)r uno de ellos, procede la intervención de esta Curte, 
de acuerdo con los móviles y el alcance atribuidos en reiterados 
casos análogos al art. 9* Ae la ley 4055. 

Que en ejercicio de la facultad conferida a este Tribunal 
|H»r el art. 10 de la ley precitada y el art. 2* «le la ley X* 7099, 
sobre su]>erintendcncia general, se dejó establecido reglamenta- 
riamente que siempre que hayan de librarse desechos dirigidos 
a autoridades de provincia o a autoridades nacionales fuera de 
su jurisdicción, se |M>ndrá el sello en tinta del juzgado con la 
firma del Juez (acordada de 21 de Febrero de 1906; Fallos, 
tomo 90, p4g« 9). 

IJue llenarlas dichas formalidades en el exhorto de fs. 1 
dirigido |>or el Juez de Paz de la Sección II de esta Capital al 
ele ¡filial clase de la ciudad de San Juan, hasta la observancia 
de tales requisitos fiara la legalización del desjiacho precautorio 
de referencia, sin que puedan o|>onerse a esto división, en el 
cas... las consideraciones en que se funda el auto denegatorio 
cfel Juez exhortado. i»or cuanto, según se ha establecido reitera- 
damente |»or esta Corte. (Fallos, tomo 118, pág. 202; tomo 143, 
|)4g. 189 y otros», los procedimientos judiciales a que se refiere 
el art. 2 de la ley X" 44 de 26 de Agosto de 1863. y |>or coiisi- 
giiiente, los que prescribe la ley Ñ? 5É3. son aquellos que se 
quiere hacer valer en otra provincia como comprobantes o como 
tiüilos de algún derecho, y no las comunicaciones entre jueces 
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de distinta jurisdicción, entre las que se comprende a los ex- 
hurtos y oficios que se dirigen encardándose e! desempeño dé 
diligencias relativas a los asuntos de que conocen (Fallos, tomo 
K iwjf. 385). 

<Jne. en consecuencia, el auto de fs. 6 t en el que se hace 
mérito de las consideraciones procedentes, no guarda con ellas 
la debida concordancia al exigir el requisito de la firma del 
actuario. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto por el Señor 
Procurador General, se declara que el oficio rogatorio aludido 
está en debida forma y del* ser cumplido por el Juez de Paz 
de San Juan. A sus efectos, devuélvanse los autos al Juez de 
esta Capital, a fin de que reitere el exhorto de fs. 1 con trans- 
cripción de la presente resolución. 

A. Bermejo. — J. Fkukroa Al- 
corta. — Roberto Rkpetto. — 
R. Guipo Layalle. 



Administración General de Contribución Territorial de la Xa- 
ción contra Italo Cappani (Cónsul General de Italia), por 
cobro de pesos. 

Sumario : Xo corres|x>nde substanciarse ante la Corte Suprema 
una demanda por cobro de impuesto de patente y multa in- 
terpuesta por la Administración General de Contribución 
Territorial. Patentes y Sellos contra un cónsul. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire», Mayo 12 de 1928. 

Suprema Corte: 

La Administración General de Contribución Territorial 
Patentes y Sellos de la Nación, demanda a don Italo Capparú 
!K>r cobro de la suma de setecientos setenta pesos que adeuda 
por impuesto de ¡«tente y multa correspondiente al año 1927 
por su negocio de cllazar de Arte». 

En razón de desempeñar el deudor el cargo de cónsul ge- 
neral de Italia, según manifiesta el actor, deduce éste su de- 
Wanda ante V. E., invocando la jurisdicción originaria «leí Tr¡- 

■HIIIUJ. 

Tal jurisdicción no procede, en este caso. |K>rque la de- 
manda no versa, como se vé. sobre privilegios o exenciones del 
cónsul refendo en su carácter público, como lo exige el art 1* 
maso 4' de la ley 48. b 

Opino, por ello, que la presente demanda no puede ser tra- 
mitada ante esta Corte Suprema. 

Horacio R. Larrcla. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Mayo 16 de 1928. 
Dé acuerdo con lo precedentemente dictaminado por el Se- 
ñor 1 rocurador General, declárase que la presente causa no co- 
rresponde sea sustanciada ante este Tribunal. En consecuencia 
bagase as, saber al accionante, a fin de que ocurra donde corres- 
poncJa : y fecho, archívese estas actuaciones. 

A. Bermejo. - J. Ficueroa AL- 
CORTA. — KoB' RTO RePETTO. — 

R. Guido Lavalle. 
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Do,, Francisco Maciá y don Ventura Gassol. Recurso de hateas 
Corpus. 

Sumario : 1 : La Nación tiene el derecho de impedir la entrada 
de extranjeros en su territorio o de admitirlos en los casos 
y bajo las condiciones que juzgue conveniente establecer 
de acuerdo con la letra y el espíritu de los arts. 25. 67, inc.' 
16 y 28 de la Constitución y con las limitaciones que los mis- 

rVSTf T í e " ejCTddo de «* * Congreso 

ha dictado la ley N? 817 sobre inmigración, la ley N* 4144 

sobre admisión y expulsión de extranjeros, la ley 7029 so-' 
bre seguridad social y la ley N» 9143. sobre trata de Man- 
ará m*¡ e *P r ««»™te derogadas por el 
art. 305 del Código Penal. las números 7029 y 914¿ 

2> La ley 4144 se halla en vigor sin alteración acerca 
de la facultad concedida al Poder Ejecutivo de ordenar la 
la salida del territorio de la Nación, de todo extranjero 
que haya sido condenado por tribunales extraños por crí- 
menes comunes, o cuya conducta comprometa la seguridad 
nacional o perturbe el orden público; por lo que el P. Ejecu- 
to ha ,kxIkIo reglamentarla por medio del decreto de 31 de 
LVembre de 1923. exigiendo, como lo ha hecho, bajo pena 
de no admisión, todas aquellas comprobaciones que a su 
juicio fueran indispensables para identificar a los extran- 
jeros que llegan a la República sin tener todavía habitación 
o residencia en ella. 

3<> El vocablo habitante empleado por el art. 14 de la 
Constitución, comprensivo tanto de los nacionales como de 
los extranjeros, se refiere a las personas que residen en el 
territorio de ta República con intención de permanecer tn 
el, que lo habiten, aunque no tengan constituido precisa- 
mente un domicilio con todos los efectos legales de éste. 
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quienes gozan, por lo tanto, del derecho de permanecer y 
transitar, conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio. 

4* líl ingreso al |ais con violación del decreto, del Po- 
der Ejecutivo no comporta la expulsión como consecuencia, 
ya que tal sanción no se halla especialmente consignada en 
ninguna ley eti vigor; |M»r lo que no habiéndose ejercitado 
la facultad reglamentaria en el momento de entrar al país 
los recurrentes, respecto de quienes no se insinuó siquiera, 
que hubieran sido condenados i»r los tribunales extran- 
jeros |>or delitos comunes, ni alegado que sti conducta com- 
prometa la seguridad de la N'ación o el orden publico, aún 
admitiendo que su entrada al país se haya pelúcido clan- 
destinamente, la expulsión de los mismos después de ha- 
llarse incorjM.rados como habitantes de la Nación, no se en- 
contraría autorizada actualmente. por ley alguna y pugna- 
ría, |N.r consiguiente, con los arts. 14 y 20 de la Constitu- 
ción. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



VISTA OKI. PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez Federal: 

Evacuando la vista que se me corre en la providencia que 
antecede, paso a cx|>edirme acerca de la procedencia «leí recurso 
• le «habeas corpus» ele que instruyen estas actuaciones v a V. S.. 
digo: 
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Dos ciudadanos extranjeros, don Francisco \\ui-\ . i 

,,,,iiM ¡ s - — — 2£¡ £ 

«r., c dérechd de permauecer en el territorio am-mino evo 
|re ejercico cr,,n restringido y an ,e,u»ado „or cimós 1 " 
= s * f,,„cio„arios desdientes de. Poder iijecutivo \ |! 
conal. j llega as. a estudio y decisión de Y. S ñor la vía rf!| 

c Sil '7 *" ,,r0,,,a " a,nra,,za - >' *<«*.en por fl¿ 
, r vs, T" ,ales le atraido va i.., visible foterZ 

isa ft¡sr^ <,c » rf^ 

Son siempre de una inevitable trascendencia social ,-, 

£&S!*£r ? ar """" a la * i» 
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del Ministerio que ejerzo es la de tvigilar el fiel cumplimiento 
de las leyes» (art. 118. i„ c . 4' del Código de Procedimientos en 
lo Criminal), y que la primer ley que del» aplicarse es la Cons- 
titución Nacional íarts. 21 de la ley N" 27 y 59 del Código de 
Procedimientos Chiles). 



II 



RESTRINGIR LA LIKKRTAD 

• - ■ ' '. 

Los recurrentes no están encerrados en ningtma cárcel, ni 
tampoco detenidos en ninguna parte; y asi resulta no sólo de sus 
propias manifestaciones, sino también de los informes oficiales 
que se produjeron ,>or orden de V. S. Afirman únicamente que 
al llegar por primera vez al país, hace muy poco tiempo, fueron 
obligados, sin causas legales y sin resolución judicial, a volver 
al puerto de origen para el que se les reembarcó inmediata y 
violentamente: que como han logrado penetrar de nuevo a nues- 
tro territorio, en las mismas condiciones en que antes lo hicie- 
ron, temen que las autoridades administrativas, invocando idén- 
ticos motivos, a los de aquella o,)ortunidad. insistan en expulsar- 
lo*; y que en esa situación y frente a esa amenaza, consideran 
restringida la libertad individual, en forma que autoriza el re- 
curso de «babeas corpus» que promueven. 

Los antecedentes gregados a estos autos, y los nuevos in- 
formes producidos, acreditan suficientemente la exactitud de los 
hechos afirmados ix»r los |*ticinnantes, los que. por otra ,>arte 
son de pública notoriedad; y dél)csc establecer, entonces, si ellos 
pueden determinar la procedencia del recurso que se intenta. 

El estrecho y tímido concepto de la ley N» 4X— v no digo an- 
ticuad., emo alguien añadió. pojq« e en esta materia "resulta mejor 
lo viejo que lo nuevo, la ascendencia que la descendencia-cuyo 
art. 20. c.rcunscril)c el derecho de «liabeas corpus». matcriali- 
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ÍOn " a 3 ,OS «~ «' Ios ""'"¡dúos 

L^ I 5 Pre ^ u dete,,Íd ° S ' fU¿ en W 3E 

dob y me orándolo convenientemente, por el que encierra d 

tend.o los benef,cios de aquel precioso recurso-tan iuseparable 

a^;rra O r, rC^,, Z 1 P0,i,iCü • y C "° 3 t0daS ,as 

un fldo^H PrOC ír e <C ° ntra Amiento de 

¡StaÍt^^ 3 ~ * ttK «a ¡ 

En presencia de esta clara disposición, cuyo análisis me 
rece nmecesano. va no puede ponerse en dtidá «,u L ner 

«nañen^enu , , ' ** ^ *' o per- 

«mnememente del ejeraclo de funciones públicas. sra m £. 

c o„ popular o por nombramfcntó de autoridad c^nn^ñte» 1 

Í3 Í C tf ^ C,K,nd0 tíCnda a «»**2 TSS ¡a 7 
d recurso de «Jabeas Corpus» con que se la arnera Y advfór 

codujo, a disminuir «la libertad de una .«rsona» es Llr 
üfaJSSS Para e ' PrCMÍgÍO m,e,cetMa, *» P»i>. casi todos 

r^2. P S y tra,a,HS,a8 dP ,a «¡s, q* «2 

u, enderse con esa amplitud dé libertad a que alude 2 lev y 
entre los conterráneos, Tomás Jofré. quien hace un eludió 
muy ta^dó del punto, critica con acierto y verdad ZSÜÍ 
con de aquella. ,a Han» «diminuta en todo Ltidt ?¿3R 
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Üm al hecho de que m> arnera la libertad en tofos los casos 
en que nos son restringida por cualquier |*rsona. funcionario 
público o no, serrándose asi de su modelo inglés, exclama con 
fuerte y merecida ironía: «; Bravo recurso!». {«Manual de Pro- 
cedimiento Civil y Penal», tomo >\ pág¿ P>4). 

Mas afortunadamente todavía jwra la verdadera interpre- 
tación de las instituciones fundamentales argentinas, hace mu- 
cho que la Suprema Corte Nacional, cpie siempre honró su altí- 
sima misión de intérprete y custodia de nuestra ley constitutiva, 
declaró, aplicando la dis¡>osic¡ón del art. 617 «leí Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, que respecto de tcualquier restric- 
ción o violencia a la seguridad |>ersonal¡». procede «plenamente 
« I recurso autorizado |M»r ella». (Considerando 2» in fhu% de la 
sentencia de fecha 17 de Septiembre de 1891. que figura en el 
tomo 46, | Wl g. 8$ de sus fallos- Ante este categórico pronuncia- 
miento del alto tribunal, que señala tan claramente el alcance 
de la recordada prescripció* legal, resulta indiscutible que los 
peticionantes han ppdicíp deducir este recurso de amparo aunque 
no se hallen presos o detenidos. 

Eli la esfera de los negocios privados Iwsta que una per- 
sona se atribuya en simples conversaciones familiares derechos 
propios a bienes «pie constituyen nuestro ¡«trimonio, para que 
consideremos realmente afectada la integridad de este, la ple- 
nitud del libre dominio de las cosas que leseemos, y podemos 
recurrir a los jueces. |>or la vía cié una acción de jactancia (art. 
425 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial), ele- 
mandando se condene al jactancioso, q(K . así turba y disminuye 
nuestra libertad de propietarios, a que «guarde perpetuo silen- 
cio», como se dice en el clásico lenguaje curial. ; V no habríamos 
de tener ningún recurso pWa pedir a la justicia que proteja y 
salve nuestra libertad individual, citando el vigilante de la es- 
quina nos la >upriine vinualmente del todo, ¡tan delicada es. v 
tan amplia dclnr ser dentro del orden establecido!, al solo decir- 
nos con la mirada y la actitud amenazantes, que esta resuelto 
a detenernos ?. . . 
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La libertad individual es con... la luz y el aire: una nube 
pasajera la oscurece, y un miasma cualesquiera la vuelve irres- 
pirable, s, no concurre pronto en su auxilio el viento fuerte y 
pijrtficador, que en su caso se llama justicia. 



nr 



I.A IXCOXSTITITIOXAI.IUAI» ALEGADA 

Hállale entre los derechos inalienahles del listado, contf. que 
es inherente a la .soberanía de las naciones, el «le evitar la incor- 
iwración al país, negándoles la entrada o expulsándolos después 
de los extranjeros que por cualquier motivo la Constitución y 
las leyes hubiesen dispuesto excluir del territorio nacional. La 
Suprema Corte ha dicho ,K,r eso. aceptando un principio indis- 
CUfido: «que la Nación tiene el derecho fie impedir la entrada de 
extranjeros en su territorio o de admitirlos en los casos y bajo 
las condiciones que juzgue conveniente establecer de acuerdo 
con la letra y espíritu ríe los arts. 25. 67 incisos 16 y 28 de la 
Constitución, y Con las Imitaciones que los mismos preceptúan» 
(Sentencia «le fecha 8 «le Junio «le 1927. en el recurso «le «ha- 
ldas corpus» «leduci«lo ,H»r Irene Amor Magas «le Gomales). 

Pero, y se infiere bien dé lo expresado allí, esa soberana 
facultad «le defensa nacional ha sido entre nosotros delegada al 
Gobierno; con sujeción a limitaciones constituci» males, reglamen- 
tadas a su vez por las leyes «le la materia; y los recurrentes sos- 
tienen que aquellas y éstas fueron abiertamente violadas al ex- 
pulsarlos «leí territorio argentitm. y que continúan siéndolo al 
amenazárseles con una nueva expulsión. Creo que tienen razón. 

Puede «larsc por cierto, desdé luego, teniemlo en cuenta 
la calidad «le las personas, la forma y condiciones en que llega- 
ron al territorio nacional, y el fin públicamente manifestólo «leí 
viaje, que los recurrentes lío son inmigrantes, ni dentro «le la 
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acepción común según la «mi «entiéndese por inmigrante el ex- 
tranjero que entra en un país con el propósito de domiciliarse 
en el (Rafael Bielsa: «Derecho administrativo v legislación ad- 
ministrativa argentina», tomo *\ ,>ág. 445). ni mucho menos 
<!entro de la definición del art. 12 de nuestra lev X" X17 que 
aqtiéjos transcril*!! en su demanda. En consecuencia, resulta in- 
negable, «uno lo sostienen con justicia, que no debió aplicárse- 
les las disposiciones reglamentarias que rigen solo en cuanto 
se refiere a los inmigrantes, carácter (,ue ellos no tienen. 

Se les sometió, sin eml«rgo. a las exigencias proscriptas 
en el decreto «leí Poder Ejecutico, de fech* 31 de Diciembre de 
lJ¿ ?\ reglamentario de la mencionada lev X" 817. y en el que 
se hicieron extensivas a los simples ,*,sajeros. algunas cíe las 
condiciones establecidas en aquélla exclusivamente ,>ara los in- 
migrares. Pienso, por los mismos fundamentos, de derecho que 
los peticionantes invocan, que el referido decreto es en la parte 
imptigiKtda por éstos evidentemente inconstitucional, y que V 
S. puede declararlo asi. 

El Congreso pudo, en ejercicio de las atribuciones establecí- 
as en el rmsritó art. 14 de la Constitución. que consagra los 
derecho? de ..k los los habitantes de la Nación. , cn los ¡ ncis()s 
16 X 28 del art. 67. dictar la ley N* 817 que limita y restringe. 
T 1,1 ™ tíada de ««"«rantes al pais. ,x,rquc está ihvesti- 

« ... en virtud «le aquéllas y «.tras facultades «con la potestad 
de dictar todas las restricciones ,,„ e nacen «le la misma natura- 
Uva de la sociedad, de los principios eternos de justicia v «le mo- 
ra!, y «leí conjunto «le medios y rccurs.,s ideados por la Constitu- 
ción para afianzar la justicia, consolidar la ,*z. proveer a la de- 
fensa onuin. procurar el bienestar de todos y asegurar la li- 
iwrtajl», <.|.k,<,„í„ V. González: «Manual de la Constitución \r- 
gentiua*. pig. 94): más al Poder Ejecutivo le estalw vedado, pues 
carece .le poder semejantes, eminentemente legislativos, aumen- 
tar as htnitaqones impuestas por la ley N» 817. o por ««ras co- 
"... las Nos. 9143 y 702». al «lerecho de libre entrada de l«.s ex- 
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tranjeros en el territorio argentino (art. 25 «le la Constitución), 
y extenderlas a personas y casos no comprendidos en dichas le- 
yes, desde qüe ello significa. i>or cierto, «alterar su espíritu», en 
pugna con lo proscripto en el inciso *> del art. «6 de nuestro es- 
tatuto orgánico. 

Las leyes <jue reglamentan y limitan, v recuérdese que «li- 
mitar no es alterar», los derechos enumerados en la Carta Funda- 
mental, son. ,„>r su misma naturaleza, de interpretación restric- 
tiva: y los decretos del Poder Ejecutivo «,„e reglamentan aqué- 
llas, «ieixm ajustarse estrictamente. por lógica consecuencia y ne- 
cesaria derivación, al espíritu y letra de las mismas. 

Y ya tenemos resuelto el caso, aunque implícitamente, ix.r 
i ."''I 6 ™ Corte En la sentencia «le fecha 8 «le junio 

de 1927. pronuncióla con motivo «leí recurs«, «| e «babeas corpus» 
entablad.» por doña Frene Amor Magaz «le G«»„zález, antes acor- 
dada, «lecidio (,ue los arts. 9» y 10 del decreto «le 31 «le Diciem- 
bre de 1923. reglamentario «le la ley N" 817. no pueden aplicar- 
se sino a los inmigrantes <,ue ésta contempla y «lefine en su art 
- v "° a ,os ?«WPles |»sajeros «, viajer«»s que csca|>an a sus 
prescrqiciones. Todos los fundamento» «le «licho fallo, interpre- 
ta.los a contrarío sens,,, llevan fatalmente a esa conclusión, y 
inmuten sostener «pie el supremo tribunal ha «leclara«lo «<le he- 
cho» la mc.»nstÍtucionali«la«l «le las antedichas «lis.x>sic¡ones regla- 
mentarias, en cuanto se prcten«la aplicarlas a los viajeros «. .vi- 
sajeros que no estén c«»m,»ren«li«Ios «lentr» de la definición «le 
inmigrantes contenitla en el art. 12 «le la ley N" 817. 

Los recurrentes invocan en apoyo de la proce«lenc¡a en esta 
clase «le juicios, «le la exceixión de ¡nc«.nst¡tuc¡onalidad que íor- 
.nulan. el fallo «le la Suprema Corte que se registra en el tomo 
IW, pag. 70. donde así se reconoció; y pu«lier«,n ampararse tam- 
bjen con igual eficacia, y demostrarlo a la vez «,„ e aquél es un 
viejo y mantenido criterio «leí referido Tribunal, en la sentencia 
de fecha 17 «1c Septiembre «le 1801. ( ,ue figura en el lomo 46. 
pag. 83. y cuyo tercer consi«leran«lo dice, refiriéndose al recurso 
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n £¡£ .77 : r^" SÍe,U, ° d W^m^ pa- 
ra obtener este beneficia completamente sumario en todos os 

-sos s, K „„ el texto v economía general dé la lev, dént>o de ¿I 

Mm mudarse «odos ,os hechos y toda» .as causas, cuales, U 

Z orifl ? - ,rVa " ,,e i f,ÍndtWento - *»" a las for- 

hlaton... del jmco ordinario e„ el procedimiento común. 

cSiiST cx,ra,,as - y , sin ° ,ra ní ,,,r: * ^ «»« 2 

2 ¡ , n 9 ,mp0ne ,a mÍ8 ™ excepcio^i y privi- 

l ' ' ': kT «recto responsable de la seguri- 

dad pubhca y del orden social, llevad., de un explicable v Z 

fffi" * 9 * - »».H K ncio„es'„ás IpreSut 

S rhm^ ,a "^ C " SUS decre,DS ^ ^'alntacl- 
' 1,1 '"""«««ón consutocional del Congreso; y Sue |é on, 

a& más 1 : . 

dtf¡ "n y : " e ,aw y la,K,ri " sa sa ' v ° 

«tH.ks «paciones del pus. con grandes beneficios colectivos 
-o. con todo eso. y cuando a los jm.es se presenta Sut 

•U la> leves fundamentales, que han establecido y tutelan el 

US hab.tantes. no han de vacilar tampoco en restablecer con 
sus decisiones el orden cons.itucio.wl. más importante y .«rnn- 
nente, que a ellos incumbe custodiar. 5 ' 



IV 



t XA TESfS EQUIVOCADA Y PEUCROSA 

• a favw 1,1 r ° mas Heniánae*, en Octubre de 1923. el l)¡- 



DE JUSTICM DE LA NACIÓN 221 

rmor General de Inmigración de entonces, doctor l„ a » f» r, 
s « n es de la Dirección «le Inmigrado,, negando a los exIranTe 

En canto a la j,,rispn,dencia m.rteamericana. q„e se ¡nvo- 
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ca, muy respetable, sin duda, como doctrina, no tiene en este 
caso el valor c|ue se le atribuye como orientadora de la nuestra. 
Si en algo no heñías seguido el modelo del Norte, es, todos I.» 
sabemos, en materia de inmigración: y desde el preámbulo de 
nuestra Carta Fundamental hasta el último de los artículos de 
ella correlativos a los del estatuto norteamericano, hay una no- 
table diferencia con aquél. ¡ Para algo se movió tanto sobre el 
punto, la expefta y convincente pluma de Alberdi! 

Los americanos del Norte quisieran asegurar sólo para 
ellos y su posteridad «los beneficios de la libertad»: v nosotros 
los ofrecemos y aseguramos «,»ra todos los hombres' del mun- 
do cpie quieran habitar el suelo argentino». Ellos establecieron 
y tienen un impuesto a la inmigración, que les rinde cuantiosos 
recursos f ¡seales ; y nosotros no podemos gravar «con impuesto 
alguno» la entrada de los extranjeros al país (art. 25) Filos 
les restringen los derechos reales o de dominio de la tierra, y 
acá les reconocemos todos los derechos civiles que tienen los 
ciudadanos. >' a, S*MK* más (art. 20,, Y ellos ya no los necesi- 
tan, y nosotros estamos todavia fomentando por todos los medios 
la inmigración a nuestro enorme y dcs|>oblado territorio. 

i Podríamos imitarlos en los procedimientos que usan, cuan- 
do somos en esto tan diferentes de ellos?. 

No necesito detenerme más en esta ligera réplica, que sólo 
formulo ,K,r el temor de que aquella tesis ,Hidiera influir en el 
prpnuirciamiento de V. S.. ,M,rque la Supre. Corte Nacional la 
desvirtuó en absoluto, y por anticipado, en el fallo «pie figura 
en el tomo 117. pág. 165 de su colección, al confirmar por sus 
fundamentos la interesante, acertada y enérgica sentencia de la 
Exima, Cámara Federal de U Plata, que en un caso nálogo. . 
casi idéntico al sub jmlicc, estableció la justa interpretación de 
la ley XI 7. y amparó la liliertad de |iermanecer en el territorio 
argentino, a extranjeros «pie habían |>enetrado a él en |>eorcs 
condiciones legales que los recurrentes. Reproduzco, como un 
mejor alegato en contra de la equivocada v |K-ligrosa tesis a que 
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aludo, las consideraciones en que se apoyan aquellas dos sen- 



tencias. 



U Cámara dijo allí, dejando sin efecto la orden de expulsar 
el país a unos «bohemios» que habían entrado clandestinamente 
dada !>or el Ministerio del Interior a la policía del Neuquén, a 
requerimiento de la Dirección de Inmigración, que «no existe en 
el territorio argentino una autoridad que. dentro de la normali- 
dad constitucional, esté investida del poder suficiente a juicio o 
formalidad legal alguna, fuera de los casos es|)eciales previstos 
en las leyes de defensa social, en los cuales ellos ejerce la facul- 
tad excepcional del Poder Ejecutivo de la Nación»; y la Supre- 
ma Corte agregó, aludiendo a la detención de los bohemios via- 
jeros, que «aún cuando ésta se hubiese realizado en la continua- 
ción de su viaje», para «hacerlos regresar al país del cual acaban 
de llegar», constituye una ilegítima restricción a la libertad in- 
dividual, no autorizada por ley alguna y antes bien, violatoria 
de las garantías civiles consagradas por el art. 14 de la Cons- 
titución Ncional». 

Y así se restableció en ese caso, como debe serlo en el pre- 
sente, el imperio de las garantías constitucionales. 



LAS CIRCIXSTANCIAS ESPECIALES 

Durante los años «le la gran guerra última, y con motivo de 
los trastornos sociales y políticos que ella acarreó para varias 
de las naciones en lucha, los tribunales civiles del país viéronse 
obligados a admitir, aún al margen dé ciertas dis|x,siciones de 
nuestras leyes de fondo y forma, que los naturales de aquéllas, 
imposibilitados |x>r esas circunstancias extraordinarias de olite- 
ner los documentos públicos que prueban la identidad de las per- 
sonas y sus vinculaciones «le familia, acreditaran con informa- 
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nones sumarias supletorias, esos extremos legales. Y dé esa ma- 
nera no había otra, los jueces dictaron declaratorias de herede- 
rOS j ' la,K, ° ,H,r b,cn P roba * « asi el matrimonio, el fallecimiento 
y d parentesco de las personas, y dispusieron el traspaso de los 
..enes sucesorios. q,,e suele ser casi siempre eos.-, definitiva e 
■m pable. Es que «el Juez del* inter,,retar la lev segúu s„ ci.-n- 
m y conciencia, con relación al caso que debe decidir» art. 60 
del tod^, dérProcedhnientos de la Capital, de aplicación suple- 
toria en los tributóles federales, de acuerdo con la ley X .*.S<¡1 ,. 

Aquellos trastornos ,*rduran todavía como una nefasta con 
mwncm déla horrorosa conflagración; y una caravana dé hom- 
bres con.K-.dos e imanantes ha debido abandonar el ,„is ,|, 
Wgen, en defensa «le la vida, o de la conciencia y el honor, que 

iKfahles lK-„e.,c...s de la libertad, de la ,« z y del orden. „„ rc- 
ÍUgiq para VIVir, o siquiera un sitio dondé pensar mejor en la 
suerte y en el destino futuro de la patria. ¡ Y claro está que sa- 
lieron sin pasaporte y sin credencmles f. . . 

Ciegan a la Argentina cuya Constitución los invita a venir 

i Zff* CUa,,, ° Pisa " * u • sudo: y ™»"» arriban asi. y 
acreditan s„ litación y su conducta oh, el testimonio ,, u h|¡có 

ta universal, no i„, lH ,r,a que no traigan, com. l.Jro, " 

Wtestros que antes salieron de acá. el acta del Registro Civil v 
el certificado policial. ¡Ojalá llegaran todos los días al territu- 
no argentino s,„ dodnnentos y si„ „ a da. juntos con los otros 
<W ym*n a labrar el suelo, estos homhres con ideas y pasiones 
confesadas, que tanto necesitan las nacientes democracias! 

Kn inéri,,, dé lo expuesto, pienso, y asi lo dictamino. <„,, 
\ . S. debe hacer lugar al recurso de amparo de la libertad de 
Knnancccr en el territorio argentino, entablado ,K,r don Fran- 
cisco Maca y «Ion V entura Gásspl, resolviendo en la forma que 

n'and" ' " ™ ^ m ° ** ***** <le ,a de ~ 

.V. Gonsálcs Jnmiain. 
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! DEL jüEZ FEDERAL 

• Hítenos Amat, Mar». >.? efe |9_>8. 
Vis,,, ,| recurso (lc «, IalH , ls ¡nu . rpMC8to j 

**B* escoles rranciseo .Maca v Ventura CasJ. v 

carJKll C "° '"; " ,,S,ami '- la *™ mt^e no puede en- 

j Que siendo asi. la juri«licción federal auge en ra/< „, ,,, 

1 ' V ,a Nacional, y el «hak-as cnrp¿ „. 

•r, .as«o de * ser analizado porque, como lo ha resuelto tZ 
W**m »a jurisprudencia .le los trí ,„ inales S¿¿¿ 

ando para dlo une se alegue cualquiera restricción o violación 
a la segundad personal. 

+' Qué el art. 14 «le la Constitución Nacional, consagra, co- 

-d.r del territorio ar K ent,no. pero tenerse en cuenta Le 
la m,s.na d,s,K,s¡c¡ón estahlecc q«e ,o Z an de'ese ir^lodcí 
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lós hal.ita.ues de la Nación confornu- a las leyes ,,„e recen- 
ten su ejerciciot. s 

5? Quccoñió lo ha establecido | a Suprema Corte en el fallo 
a que se reitere el Procurador Fiscal «la X ac ió„ tiene él «lere- 
cljO de ,„,pcd,r la entrada de extranjeros en su territorio, o de 
admitirlos en los casos y hajo las condiciones que j„ Z g„c conVe- 
mente otaMecer. de acuerdo con la letra y espíritu de los arts 
25, ../ .ncisos 16 y 28 de la Constitución y con las limitaciones 
<|tic las mismas preceptúan*. 

& Que dentro de nuestro régimen administrativo es al Po- 
der Ejecutivo, ,H,r órgariO de la Dirección de Inmigración, a quien 
".rrespon, e en pritner término, apreciar las condiciones de a* 
nns, bthdad de los extranjeros que deseen ingresar al país, v esa 
^cuitad no excluye, desde ÍUego. el derecho de los Lerendos 
la.a ocurnr a la yta judicial en caso de qué consideren que la 
* Postan admnnstrativa viola prescripciones constitucionales 
. leales: y ha sido dentro de este orden de ideas que el ¡m- 
g*do, al Jetar el auto corriente a fe. 8 del expediente agrega- 
«J-;. ""dado con motivo <lel anterior ingreso clandestino al te- 
rritono de los mismos recurrentes, ordenó la detención de los 
referidos en razón de que ,«ra su ingreso debian llenar las for- 
malidades de la ley .le inmigración y sus decretos reglamenta- 
nos ante la Dirección General de Imnigración • debiendo hacer- 
se constar que en esa oportunidad no se formuló j>or los recu- 
rrentes reclamación ni recurso de ninguna especie, en cuyo caso 
.ahna sido la o,H,rtunidad de un pronunciamiento sobre las cues- 
tiones de fondo que se hubieran planteado ,,or los recurrentes. 

f« Que según resulta del informe de la Dirección General 
<!«• inmigración, corriente a fs. 15. los referidos Maciá y Gassol 
lian ingresado al país clandestinamente, sustrayéndose aí control 
y a los pn-cedimientos fijados para el efecto y eludiendo la in- 
tervencoti de la autoridad encargada de aplicar los reglamentos 
resjH-cttvos. y, ,>or.!« tanto, si el Juzgado entrara a pronunciar- 
se sobre cuestiones cuya decisión corresponde de inmediato a re- 
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.«ruciónos administrativas, incurrirían en primer lugar en «na 

c r:,: ,!:t ,,,,ü <le * ,os 5 ¿*c 

<*u.cu «le nuestra organ^ciou constitucional, v ge eXfióftdr a 

^»«ís as£H55 

„eraf F,,CCÍ,,n,,en ^ *RNft«fti de la Administración Ce- 

.-ta H „ d t , . a , a iU9tldk mja faha | ' K ; 1 - 

"><» Pribunal, que no se puede ni del* exatóar- v ll 

en esas cediere, de£ ser wH^SS 

Juez ,| e la causa». ' <»M><>Mcn>n del 

"I t Y vMc » ,a "<»« ¡nadmfeible que los re- 

, " HnM, ° *' ,WÍS • sabiendas como pri . 

T .X Il^h . T°' " ,W Ví ? ad6n "** **** amparé 

Sustentar esa situación y admitir el recurso en las condicio 
- en que se .nterpone. implicaría pues, no sp^te^ 
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huir a la alteración «le las normas que la ( onsiituci.m fija para 
el gobierno interno de la Xación. si„„ también autorizar .... aten- 
tódo a la soberanía de la Nación en sil derecho inalienable, como 
dice la Suprema Corte, para admitir no la entrada de extran- 
jeros al pajs, 

9* Que tratándose, por 16 tanto, de cuestiones «le orden pú- 
blico y que atinan, contó se ha dicho a la soberanía del listad., 
y su régimen institucional, y el principio «le autoridad, la justicia 
federal, en su carácter ,| e ,HHler público, está ,>l>lij-ada a proce- 
der en salvaguardia «le <-s..s principios, no obstante v a m-sar de 
las ópinibnes contrarias «leí Procurador Fiscal. 

Por estas consideraciones, tu, I,:*,, |„ K ar al recurso «le «ha- 
bías c.rpus* interpuesto, coji estas. 



IX. TAMKX Bilt. PROCURADOR IIS. AI. .>,: rÁMARA 

Kxcma. Cámara : 

A esta, a los términos del escrito de is. 3, los señores ft*n- 
cisco Maca y Ventura Gassol deducen el préseme recurso de 
«irabeas corpus». , Mir considerar que su libertad se halla nneva- 
mente amenazada o restringida c. ...... consecuencia «le su rein- 
greso al país, «leí que fueron anteriormente olihgados a salir por 
carecer «le la docunientación exigida por la Pjrección General 
ele inmigraron, en cumplimiento ,j e | dispuesto en el decreto 
reglamentario «le la ley X" 817. 

Agregan que su detención seria ilegal toda vez «pie n«. son 
inmigrantes en el sentido expresado en la lev X" «17 „i les al 
canzan por ningáti c«.ncept«, las «li s ,„,sici«,nes contenidas en 'la 
•mstm y queden tal virtud, el decreto reglamentario «le Diciem- 
bre 31 «le 1923. al extender su alcance en sus arts. 9- y 10 in- 
ciso k, a los ,»asajer.,s. resulta ¡..co,. s t¡t«ci.,naI y viola, adema.-,, 
los derechos consagraos en el art. 14 ,le nuestra Gmstitución 
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Planteado «i está f„rma el recurso y contemplado balo su 
aspecto pmwm legal, m considerarse- t .„ pr¡mer ¿ im 
Si el caso es í?e los previstos en el art. X de la lev .V 4X y art 
<•■/ «leí God. <fe Procedimientos en lo Criminal. 

Del texto de ambas disposiciones legales procede subs.an- 
Wt H reenrso .le .haln-as corp„s« en ellas admitido no tan solo 
r; : vl lo" ' nd,VMl4t ?.! e ha,b ó preso, (ar,. 20 de la 

u n fi ÍMo mm publico fceftdiehté a restriñir sin derecho la 
n o trmi , „ on ^ |¡is jllformacioiu . s Slmiinjstra<|as a 

^0 por la IV.hm de la Capital (fs. 13) y la Dirección Ge- 
"eral de Inmu-raaon (f s . 15). „o réstiít* m,e exista actualmen- 
f contra los mencionados Francisco Alacia y Ventura Gassol 
orden alg^ma tendiente a privarlos de s„ hartad, es evidente 

, m ™?? m *¡m®Ím «-velan que pueden hallarse ex- 
puestos a S „f„r restricción en el goce de anuella 

"asta. p„es. esta sola circunstancia para admtir el trámite 

• ^K,ur l,,s recurrentes q«* no se halla,, comprendidos en 
- felones del decreto reglamentario de la lev .V 8 I7 de 
^.nbre de 192.1. por no ser inmigrantes, /oponerles 

• c . de mconsmnconal por contrariar el espirito dé la lev re- 

t^Z y V " ,,ar mmM c *" ,sa ^ s "*' r '* 

mJiS* '"'T "° ÍM,m,,ü d crí,crio ix»- éi 

a «ia7'''' f t ' X ' ,rCSar 3 fs - 28 '«■"• « si « **** errara 
nuarse sobre c„es,,o„cs cuya decisión corresponde de 

".nu.hato a re, «rt .nones administrabas. i„ ciirriria en prímer 
»"«..r en una v.olacon al principio de separación dé los iteres 
q«e es de la esencia de nuestra organización constitucional v se 

3^ a "7 ,¡tS - ' »» Pronunciamiento inoficioso p„ ! 

I «Cera suceder ^ , rami , a(Io eI ^ >r fa yJ 

"»sma adm.mstración acordara a los recurrentes el <S| 
"'«Teso. e„ cuyo caso no habría contienda federal». 
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Por mi i«rt«-. sostengo lo contrario, pues entiendo que des- 
de el momento que las parles, se han sometido al fallo de la 
j«.st,c.a, solicitando el amparo que entienden les acuerda la ley 
lo que resuelva esta será indiscutible y SUS resoluciones deliran 
ser cumplidas y acatadas |H, r las diverjas reparticiones públicas 
SIH limitación olguña¿ y en cuya virtud considero «pie las cues- 
tiones pla.uea.las ,H,r los recurrentes dehen ser examinadas v 
resueltas de conformidad cun las leyes que rigen la materia. ' 

Ahora bien, la ley de inmigración X" 817 al crear el De- 
partamento General de inmigración* le encomendó en el art 3' 
mciso _>••. protegiera la inmigración que fuese honorable V la- 
boriosa y que aconsejara las medidas para contener la corrien- 
le de la que tuese viciosa o inútil, y en el art. 4\ inciso es- 
tablece que los agentes .le inmigración <lel,crá.. certificar sobre 
la conducta y aptitud individual de toda persona qué se dirija 
a la República en calidad de inmigrante, agregando el art. 16 
•i»'- la buena conducta y aptitudes del inmigrante podrán acre- 
■Liarse por medio de certificados de los cónsules o ademes dé 
..um^racun de la República en el exterior o por certificados de 
■as auinnclatk-s del domicilio del inmigrante, lenizados por los 
referidos cónsules o agentes de inmigración de la República. 

Dentro de estos propósitos que persigne la referida lev. se 
ha dictad., el decreto de Diciembre 31 de 1923, qlie no constitu- 
ye, como lo sostienen los recurrentes. „„ | H cl,o insólito en los 
anales mst„ «dónales de la República, denunciando esta regla- 
'"«■'•«acón después de medio siglo estado de desconocimiento 
y desorientación en el Gobierno, pues todo ello revela un error 
completo de información, bastando recontar los decretos .le 
Marzo 4 de 1880, de Junio 17 de 1X81. Noviembre 30 de 1887 
Diciembre 30 dé 188% Octubre 28 de 1913. Abril 16 y Octubre 
3 de 1916; los cuales reglamentan diversas dis|>osic¡ones de la 
referida ley. sin que jamás se hayan discutido las atribuciones 
del Gobierno en esta materia. 

De conformidad con este criterio de selección «pie anhela 
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T^TrT r- ,,K * S,a - Sa " a y como la <* 

m m. d I oder Ejccutiyó dictó el decreto «le Diciembre 31 ¿ 

m¡ co,»,>re,»l,e,Hl» no tan solo a los inmigrante», sino tan,- 

In^L^TTí — ' -• mn C " aqUC " a - " ^««amento de 
gipciófl de!*» mspecc.onar los buques conductores de ¡mof- 
eantes y e*.g,r a los capitanes las listas de éstos. s ,,s apor- 
tes. pu>des. conoamientos. etc.. no pudiendo transitar enfer- 
mos de mal contagio», „¡ dementes; mendigos, presidiarios o cri- 
nimales de la misma manera el decreto de Diciembre 31 de 1923 

SndüS • ,,,,e ,od ° ,,,M,ue prowdente *« I- 

r 2 *fa r^fT' ms ^ cio " a < , ° empleados de la Di- 
cen (.enera de Inmi K ración, debiendo el capitán del buque 
lucer «, Mr .fe ,„ | 1>t a de pasajeros visada por los cónJé 
ar^entmos dé los puertos de precedencia, «leí pasa,x,r,e X 
nfteado jmIlmi ^pedido Ias ^ «le a 

Xac. „ a que pertenezca el pasajero, la fiel» individual «le cada 

TZ V\ Y ,,c ***** ™ Io - 

m^r C> ' * 817 ' eS,aWeCe d art - * « que el 

pasajero que > se enc«»ntrase en esas condiciones será dcL«lo 

ZrL , iUC,r, °, P rev,a -^facción «fe las multas y ¿ 

e SS& r¿ Ü2T comHcíones *' ue ¿ ss 

n«l«, , ' Caf PreSemar sin,on,as de ha "*rse ata- 
«* «le ubercufosts. lepra, tracoma, «lemencia o ser deeos sor- 

•sndo , ' f ' Ca<, ° / U(l,CÍaI ° N*¡*l acredite que no ha 
aCC, °" * ' a j " S,ÍCÍa "° r comunes, etc 

-Ahora bien, en presencia «fe «!¡s,x,s¡c¡oncs tan claras v ter- 
'"-nantes no es posible sostener que el decreto dé la refere, da 

Ik «, «lecreto .mpone a unos y otros las formalidades y 

3££ÍB5£ : u - v •** sáS 

Ln ^7 ? 3 °t- qUe ' OS rwurre "«* señores Maciá v Gassol 
han v,ola«l„ d cumpl.miento de tales fórtmlioades. intróducién- 
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< " é] tcrrüorte ele b Xaciún m forma c, ,vi- 

2 8f S " h ; m coU ' ;i<l<> <te <Ii*i>osidon,s ,H,mU, 

contenidas en el nusmo. 

Y es HKliscuHMe que la circunstancia de haber penetrado 
•»uIh.s al pa.s eludiendo d carácter <le fajeros, no puede lógi- 
¡ámente- colarlos en «na situación de privilegio sobre quienes 
o hacen llenando las prescripciones lígales rWpetando con ello 
la -I-rama de la Nación, desdé que las Im, y decretos regla- 
mentarios se dictan para ser cúfllplidós y se hallan en pleno vi- 
gor mientras no sean derogados o la justicia competente declare 
su inconstitticionalídad, no pudiendo quedar librado su acata- 
dlo, como en el caso de autos, al criterio o voluntad de qule. 
nes se consideren perjudicados. 

Se sostiene también en el presente recurso como acción sub- 
sidiaria o coinpletamehtária del mismo, la incOitótHucionalidád 
■ el mencionado decreto de 31 de Diciembre de 19.'.?, por consi- 
aerar que contiene disposiciones contrarias a la lev X" 817 y 
viola además derechos consagras por la Constitución Nacional'. 

Consecuente con las opiniones emitidas en casos análogos, 
sostendré ante V. K. qoe las cuestiones referentes a la declara- 
eJon de ...cnstitucionalúlad de una ley no es oportunidad ira- 
•arlas en juicios de carácter sumario, dado lo angustioso y pe- 
rentorio de los plazos acordados para su solución y ante los ca- 
lo escaparía el juicio sereno y reposado con que debe tratarse 
una cuestión tan grave como es la Utilidad «le una lev o de un 
decr^ kol,n>,ecc adema*, este fundamento, ta disposición de! 
•irt. 640 del Cód. de Procedimientos en lo Criminal, al establecer 
<W « I procedimiento a que dé lugar el recurso de amparo de la 
libertad sera verbal y sumario tramitado serradamente de la 
cuestión ríe fondo con que pudiera tener relación. 

No Obstante ello, cal* hacer notar que el mencionado decre- 
to reglamentario de la ley X" 817. ni contiene, como se afirma 
excedes cnn,raria> a su espíritu ni es vibiatorb en manera 
alguna .leí derecho consagrado en el art. 14 dé la Constitución 
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' según (o he demostrado anteriormente existe 
m gmt de criterio completo en el espíritu que informa !a 
S,/ , v e, <,ecrcto ^«amentarib «le .11 de Diciembre de 
IW23¿ pues las mismas dis,,osic,oncs que inspiraron al legislador 
para atraer una inmigración honesta, trabajadora y sana, son las 
que han motivado el desteto de Diciembre M de 1923 con la 
Unica d.fercncia dé que aquella se referia a los inmigrantes, a 
os que v.ajahan con .«sajes de segunda y tercera clase v éste 
. tuno se refiere a los pasajeros de primera y secunda que n, 
u.i;an como inmigrantes. 

En esta situación ¿cómo es posible sostener que el decreto 
• la referencK, es .«constitucional, si se halla informado en 

t«l todq en las d,s,x,s,eioncs «le la ley de inmigración N? 817 ' 
¿«-orno puede afirmarse <,ue el <lecreto de la referencia viola 

tas derechos reconocidos la Constitución Nacional cuando no 

hace mas q„c consagrar la igualdad más completa para todos 

los extranjeros qué lleguen a la República? 

•Más aún. los recaudos exigidos en el referido decreto para 
««"«• pueda,, entrar en el país ios viajeros de primera, segunda 
> «mer., Ca.se 1Kirm . mn ^ ^ fr^^J^ 

sp,r„„ de„,ovra„co que lo inspira en arn,o,,ía con los concep- 
tos .guahtanos consagrados en nuestra Carta Fundamental. 

.Mientras tanto, los señores Alacia y Gassol pretenden ha- 
llarse «era del alcance del decreto .reglamentario, olvidando 
<|„c la ley .V SI7 legisla sobre la clasificación dé inmigrantes a 
los electos administrativos par* los fines de los íicnéficios del 
hospedaje en v] Hotel de Inmigrantes y para el transporte al 
•"tenor del |«¡s. pero nunca para establecer diferencias en los 
.•e«|u,s,tos exigidos a las personas que deseen entrar a la Re- 
publica, pues lo contrario significaría admitir que „„ tubercu- 
loso o tracomatoso ,M,dría entrar al país si «miera con pasaje 
de pnmera clase, pero no podría hacerlo si viniese en tercera 
clase, todo lo cual no armoniza con el criterio de igualdad oté 
caracteriza nuestra legislación. 
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V para demostrar en forma conch.ye.ite que e] decreto im- 
pugna, 10 es perfcc^cnte legal. me l,,s,ará recordar el Z , 
$ * hab f 8 ^^ ¡nterpuesto a favor de doña Irene W 

W, - ' * ? Cámara Uñando con costa, al 

eco (.enera, de^g^ , H<r hM , , 

I- I l ;: .-„,l,rco. Habiendo el suscripto interno el rec „ 
Mruordmano de apelación qtft fe fué ^ „ fa g^? 
Cunara. rccurnó en queja ante la Suprema Corte, a ef cío ie 
m * focara la referida resoju^ con. efcc iva» e ^ £ 
e N.,H,,,r Tribunal. rccüll( , k . n(b * ¿¿ 
ad del derwo , e fe referencia, pues las disposiciones de mi - 
m (c Mrveron ,le fundamento ,«ra decf : ¡Qué en «ales „n 
-nes fe señora de Gonzéiez no sólo «terfe^eid^t 

**** r «■ !»* $ prohi,, a , us capi ¿ ™ 

rans.H.rtar a la Repubüca en «lid* de inmigrante a X 

de ,„al contado. con,o es el tracoma, 8M | qm 
njrla.nento de | de Diciembre de 1023. cuando én su ? 10 
«jaso a», se refiere a los pasajeros, seria ,*rfectamenie aplica' 
Me por tratarse en el caso de dna inmigranL. ' 

NV» terminé Exana. Cámara, sin recordar míe la situa- 
c.on creada a los recurrentes se halla prevista en el ar 1 fZ 
greto.de Diciembre 31 de .923. al esiaWecer que t« JTp^ £ 
m^f^f de, pais c ., nm ,^ jen , clandestino v rtior- 
a el rechácelo por otra nación, será detenido en e buque 

<> JEHP il ~ k ' ntCS >• * ¡2 
„° Ppn f^ be c " forn » Wentídad, residencia antigua y Inu- 
£ cm.ducta anteno, V fe Dirección Genera, de .nmigraci.^ 
fs- 5. .V 4. „ forma que lodo aquel que no se encuentre en fes 
r dK r* S£* Por S ley N» 817 y 8U decretó redantLt 
- esta unpcdulo de entrar en el país, salvo que esta ^3 

Én mérito de lo expuesto considero que V. E . del,. rwha . 
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zar la mc«»nstitucional¡dad opuesta al decrete reglamentario de 
la ley N« 817 y declarar que los recurrentes se hallan compren- 
didos en sus disposiciones, confirmando, en consecuencia, la 
sentencia de fs. 17. (pie no hace lugar al recurso de «hateas cor- 
' ir - * 



SENTENCIA DE LA CÁMARA 

tt ."'ios Aires, Abril 18 de 1928. 

Considerando : 

Que de estos autos y de los agregados, consta: 

a) Que el 3 de Febrero del año en curso el Director de 
Inmigración se presentó al señor Juez Federal en lo Criminal 
de esta sección, manifestando tener conocimiento de que el co- 
ronel es |K »ñol señor Francisco Maciá y su secretario don Ven- 
tura Gassol. habíanse introducido clandestinamente en la Repú- 
blica, violando dis,x,s¡ciones de la ley 817 sobre inmigración y 
de su decreto reglamentario de Diciembre 31 de 1923; que te- 
ma la certeza de que ningún cónsul argentino había visado la 
(tocumentacióú de |„s nombrados, lo que da la seguridad de que 
si no «.recen «le ella la que -»seen, no es la requerida por las 
dis,x»siciones legales citadas; que. por otra parte, al introducirse 
clandestinamente en la República, eludiendo la ins,>ección regla- 
mentaria a que del* «.meterse «todo extranjero que viene a ra- 
dicarse en ella» hace presumir que están comprendidos en al- 
gunas de las otras prohibiciones que la ley y sus reglamentos 
«stablm-n. por lo que |>edía se dictara la resolución -.ertmeiue 
a fin «le que Maciá y Gassol fueran puest«.s a su disposición 
a efectos de onlenar su reconducción. 



286 



FALLOS DE U CORTE SUPREMA 



E! Juez, considerando que se trata de extranieros Üué 
«.'"» leñar las formajes de la ley de inmigró» S£2 
a la añudad de su Dirección (¡enera, vetando 2 - 
^, ?le estableado que se ha» sustraído a ellas, resohió ti Z 
-'.n„ ,1 Jefe de Policía de la Capital «para que proceda « fe 
■Inenn.,,, de Francisco Maciá y Wntnra (¡ ass ,!,. val p el„- 

W » "a Dirección bcneral de . 

rnigrawn, a cuya disposición deben continuar». 

c . La pulida comunica que en virtud de la orden expedida 
de o„,t,,n„,dad con el auto de referencia, de 7 de Febrero p^o 

23 tL Vé T um V* y *■ ■« ^M» 

» etor de Inm.grae.on fuero» enarcados al mismo día 
•i la> 22 horas con rtátbo a Montevideo. 

'I» Que habiendo logrado entrar nuevamente al país en 
Wlcs condenes que antes. Alacia y Gassol intérpusS 
Prese,,,, recurso de amparo de su libertad; fundado en que te 
« ■ q«e las autoridades ádministrativas. invocando los S£ 

na;. ante tal amenaza hallase restringida. 

Que según la djsj^íci&n del art. 617 del Cód. de frde en 
l« l r,nn„al «contra «oda orden o procedimiento de un funaV 

Z UW,t0 mdÍ& >" 3 * la «íitertad de 

una persona» procede el recurso de «hahea* corpus, V„ | 
pup necesario qué la persona afectada por la «orden» o el «prb- 
« ~,, se halle detenida, presa p confinada: fi*^K¡¡ 
"■ I."- manera su libertad se encuentre restringida s», de- 
uch„. o amenazada por una orden o un procedimiento tendien- 
e a res,r„ 1K , r ,a. (Fallos. C S. tomo 46. I% i y utr , )S . 
de la Capital; cas.» Lauto Lagos y otros). 

V el art. 623 demuestra la extensión q„ e t .| K , isl;u | or Ka 
• u r,do acordar a esta garantía y la amplitud co„ que deben 
.,K,narM- las circunstancias que la hacen procedente, al estable- 
cer que «Cuando un «r,h„nal o juez de jurisdicción competente 
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*Jf « ,,M ™'*nto por prueba satisfactoria, «le que ata ,, tT - 
>..im c, ...antemcb en custodia, detención o confinamiento por 
dC S " ^H** » administrativo, ijiti- 

u. o , minar. y q Me es de temerse sea Esportada fuera del te- 
t«,n„ , , su jnr,sd,cc,ón o que se le hará sufrir un pernio 

ÍSlnév?? T CS, " ,Írl0 * ° fíC& * quimil 
• ««««.ene o a cualquier comisario. a«en«e de policía u otro em- 

Pteado. que tome la persona detenida o amenazada y la «ra 2, 
a s« presencia para resolver lo q uc corresponda se«ún dtlhl 
Que corre.s,H,„ < |e. pues, resolver. en primer lugar si los 

-hos que fundan d recurso son sufidels a deSnar 
procedenaa, o sea. si de ellos resulta que la libertad .«Tona 
* ** recurrentes hállase efectivamente amenaza o 
«.dn^ envegando lu «ar. sí ta| r< . stricc¡ . , ^ . ?¿ ^.g 

F¡sc,NÍe í"«„T U ' a '* ,,rÍ " ,era C " eS,Í,,n - tanU > *» Próc^ 
S^fW d ffc** «»r Pisca! de Cámara, no 

S r^ren,; " * ^ ***** * '« ■«* 

,„•.,, 'i 3 '''' 1 S¡ Pr " ner °- es,am, ° a "«'«ados los hechos que se afir- 

" i 11^'" ^ t,C '"«Hedí!, v - 

«o el categórico pronunciamiento de la Corte Suprema de 1 

LÍ^T* t vio,encía * ,a <*¡» " 

r«a pknamente el recurso, resulta indiscutible que los netido 
nantes han podid* deducir el préseme (fs. 17). ' 

eviZr d 7" ,M, °- d sef,or Fiscal * ^¿ Cfe 33) • «Fs 
v dente q„e las actuaciones agregadas revelan que ptielñ ha 
l^se expuestos a sufrir una restricción en el «.Ice TmH _ 

mi* ^ ^ S °' a I»» admitir el Í- 

n nr . P -T ,,e ' ,a de fondo de. 

nnsmr, al sostener los recurrentes que no se hallan comprendido 
«• las disposiciones de. decreto reglamentario de la J 
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tft&ttft 31 de 1923,. «Desde el momento, añade, c,«e las par- 
tes se han sometulo al fallo de la justicia, lo que ésta resuelva 

hhcas» - " CfH?rá aCa,ÍMl ° ^ ' aS "1™™™ SI 

íw>ue <le acuerdo a I» expuesto ,M>r los funcionarios del Mi- 
n.suno iMscal es .ndüdable que la libertad de los señores Maciá 
C-assol «c halla javamente restriñida. Existe endiente un 

,m s. Los motivos del nusmo subsisten; más. están reagrava- 

^n^^^** in,p,,r,a d ¿su 

a sin llenar las ex.Renc.as de las autoridades administrativas. 
U orden soletada a dicho efecto y dada para que «sean dete- 
mdos y presentados mme<l¡atamente a la Dirección General de 

mSFÜ*' a CM>a <,ÍSP ° SÍCÍÓn ***" subsiste igual- 

eme. porgue no contiene .mutación de tiempo y «disten los 
JH>Í vos y la fmalidad con que fué requerida. Y ¿ Dirección de 
nnn K rac,ón p^té en aplicarles e, ^amento cuestfoZ. „e 
s« „ f.,m,e de fs. 15. dice: «No solan,e„te dichas personas. 

Th t a< S,7 i" 6 * enCHCmre * >«* -n.liciones'exi^idas 
núrr !„ '» ■' i ^ r ^ an ™ tari °. impidas de 

«"trar en el ,«,s. salvo q„ e esta Dirección les conceda el „er- 
nus,. necesario por so»icitu<l -emitida en forma de. cxt™£o 

auto d« Febrero 7. esta Ibrccción General volverá a aplicar los 
roñemos dictados por el V. F.. de quien dependo. ¡££ 
u. uMlqmer .,,„,„„, con o sin nneva orden, pueden ser „Lto 
« <• las medulas que conceptúan ilegales, y de tal modo, pesa'so- 
breaos nua rea. v seria amenas q„ e importa una restricción 
' l ^f Va ^ * * V * lM y ,i, ^a<. ,K.rsonal. Asi lo sos- 
T ,a i m,,,c " « •** Jm ™ la sentencia apelada de fs. 27 
ahnmndo que existe una restricción en el pleno ejercicio del 

J . -o,, , • ,„rmanccer en e, ,«is. .'nede. p„es. decirse que este 

PWttB e>ta turra «le discusión. 

Que la circunstancia que expresa el a qno de que Maciá v 
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fias»» «.Maro,, reclamación ni recurso afenno c„ b „ lw „- 

P"KC* S " **» «* *> 

* la NarionTsuTJicfoef r M , TT , ,!t ' h 
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argentino. 
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Que la |,v SW. titula.la de «hnnij-ració., v ColoiifcW». 
«i ri .,„„,, ,0 tiene declara..,, £ £ ^ t 

0*3*0. que 11^,, co„,» i^^mm, n lofque de nu ó 

Viajeros » pasajeros en general, que IWañ al ,*í s „,„• 1 

s »"*>»«•■» y »" contó inmigrantes. 

Kl Congreso „„ i* dictado hasta .-.hora ¡afean ley r,u* re- 
a ''«■ '<* Pajeros en general* es lio „„• 

ü"c .... es .!„<!.,,, qne los recurrente* ,ánto en el primero 
"' r '"' ,a ""—'> de jicrrñánecer en d país y ,. n e ' 

--na no han podi„„ serles picadas efisp^ * T 
8 7. relama a los inmigrantes, s, r éxp.,feaL «Id ,,a¡ ' ' g 

u ...„„„,,,,„ , de n . Kl;uiR . ntos a , Iminjs , r;itiV(is si 

H"U U fa uUad ac,n.a,.a al Poder Kjecntiv,, ,,ara rc.la,ncn- 
t-.r ■> leyes es a combe*, de no desvirtuar su espíritu v ¡anuís 
I- "legar a *ams* por decreto m , ¿¡¿fr , ,, Se 
<• ««tere s„l«, a „e,ai K í nte „,, derecho, verdadera pena SJÍS 
; """ n/: " ,: ' »'«• — '-.«acasos no previstos 

■Qne el señor Pisca, «le Canora a W . «, contrario rp,e „.. 
>■ del* entrar a ,|,,n„ir en cs,c jinete sumario la ile- 'a.i.l ,,, 

mconstí^nalkhd del decretó . q„ c en presencia de sf ^ 

1 «tónia, ciaras y terminantes no es posible dudar que se anli- 

Ca . ,nm,Me " a »*" W-os y qne en consect Jcia esc re- 
glamento debe ser cumplid... 

J ...h- es lógico, y as la establecido la ¿nrisprn.kncia. .„,, 

" l;i 9 «"«"'M prcH-edimieino q, K reepuere por sí. 
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naturaleza este recurso excepcional, se ventilen en lo necesario, 
todas las cuestiones que sean indis|>cusahk s a su resolución, 
pues la efectividad fie la garantía no puede quedar librada al 
arbitrio de las leyes procesales ni a las contigencias de que se 



giná 70). 

Que, |x»r otra parte, los tribunales y jueces nacionales de- 
ben proceder, aplicando la Constitución como ley suprema, las 



Que no se trata de establecer si el decreto de 31 de Diciem- 
bre de 1923 comprende o no a los pasajeros en general, sino 
si piulen aplicarse a estos restricciones creadas por la ley para 
aquellos que exceden la de simple policía, en cuanto afectan suhs- 
tancialniente o anulan un derecho reconocido iwr la Constitu- 
ción. 

Que el antecedente de jurisprudencia a que alude el señor 
Fiscal, lejos de abonar su tesis, la desvirtúa. Basta para demos- 
trarlo, la sim|)le lectura del considerando transcripto por el se- 
ñor Procurador Fiscal. En efecto, dice la Corte Suprema: «Que 
en tales condiciones, la señora de González no sólo estaría com- 
prendida en lo dispuesto |x>r el art. 32 que prohibe a los capi- 
tanes de buques transportar a la República en calidad de «in- 
migrantes», a enfermos de males contagiosos, como es el tra- 
coma, sino que además el reglamento de Diciembre 31 de 1923. 
cuando en su art. 10. inciso a), se refiere a los pasajeros. le 
seria aplicable, por tratarse de una inmigrante» (tomo 148. pág. 
140), lo que vale decir, que si no se tratara de un inmigrante, 
no seria aplicable a otra clase de viajeros. 

Que en el caso el Poder Ejecutivo no ha áecho uso de las 
facultades acordadas por la ley 4144 para impedir la entrada u 
ordenar la salida del territorio de la Rqniblica. de los recurrentes 
a quienes ni siquiera se les ha imputado antecedente alguno que 
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a..t..rk-, a cuiBidéraVlps in,ksc- a l.l,s. Si él Poder Ejecutivo M ha 

«*» onfer.cto por tf Coroso .«ra limitados casis. res, 
■ . mas .mpr^cdente ,1 de la Dirección ¿55 
de Inmigración contra el cual, tiara o... « Ü, . 



recurso; 



paja que a-se. se ha deducido este 
Que esta Cámara en l.,s casos de Fidel Gome* fkOkW* 

I Je <*tiibre de 1923. Kart Hofer, de Octubre 14 de S* 
declarado , (I ,e tratándose «le personas entradas a , L cí 
W^Kl » '« derención y cuya calidad «le hm^ro ni „, 
-«.entra comp^da no puede considerárseles 53* *e« 
nn^momento á los preceptos de la lev 8.7. y J r t ¡e 
«e al alcance de las facultades qué dicha ley o, CTh 

güe , por lo demás, ningún motivo concreto se ha invocado 

ara c,,n ;V erar inconveniente ,a emrada a. país dé £2£ 
•Maca > Gassol, apareciendo |M.r el contrario, que no hav siemie 
ra n,o„vo de «huías, y que si no han .hhIÜIo presln " lo r " 

: « ■«"-. tratarse de ex al g 

-r V.H.S.S poicas; par? (| „ie„es el «asilo es inviolable» con- 
..mu- ,,«a escrito en el Tra,a«.o «le Montevideo (art. o " s 

la tradición jurídica «leí país. • ts 

IW yos fundamentos, se revoca la semencia apelada «le 

f > * '»«••"• « «wirso de «babeas corpus, deducido 
pr los señores Francisco Maciá , Ventura 

, ' (k / ' a r , ; sc,m ' J***» » *«* efectos. Devuélvase.- 
- En «hsulenca : B. ,/. Xacar Anchorcna. 
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DISIDENCIA; 

Autos y Visto»; 
Considerando: 

Que los señores Francisco Maciá y Ventura Gassol inter- 
ponen el recurso dé «haldas coráis» para que sc d«j e sin efecto 

la restricción de su Mirlad o la amenaza efe restringirla eme 
l>udiera existir. 

Que es requisito indisucnsable ¡jara la procedencia del re- 
curso, ,,„ c exista una Ofdeh o un procedimiento de funcionario 
publico «,tie restrinja efectivamente la libertad, o que. sin res- 
tringía .•.vucrialmente. constituya una amenaza contra aquella 
(art. 617. Código de Procedimientos en lo Criminal). IX-cidir 
la procedencia de un recurso de «halieas Corpus» sin que exis- 
ta funcionario alguno que atente a la libertad, ,x,r la sola hipó- 
tesis de <,„e es o pudiera oClirrir en lo futuro, en mérito de un 
procedimiento ,,asado. pefo <,ue no puede liacerse revivir en la 
actualidad Sin una nueva orden o procedimiento, ¡miliaria re- 
-solver en abstracto una cuestión jurídica. Y esto está vedado al 
I oder Judicial, al que sólo corres |( óndele decidir las causas o 
casos concretos sometidos a su jurisdicción, como lo tienen re- 
suelto uniformemente los tribunales nacionales. 

Que cumplido el recmlwrco «le «pie informa el Jefe de Po- 
licía a fs. 13. en febrero 7 del corriente año. v habiendo rece- 
sado al país los citados Maciá y (iassol. no existe actualmente, 
ni ha existido desde su nuevo arrilio. ocurrido el 13 de Marzo 
del corriente año. como así también Id informa el citado oficio 
«ninguna orden de detención ni de restricción de su libertad, 
I>or lo que si no mediara una nueva orden de autoridad comjie- 
lente. no serían detenidos ni molestados en sus actividades ordi- 
narias en caso de que residieran en esta ciudad»; y la Dirección 
:ión confirma esto mismo, al decir que" si el Juez or- 
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«leñara nuevamente s„ detención día fe aplicaría los r < 
tos decretados |x»r el p. k. 1 r< 

& *¡£¡¡ WZZW^ m ,a ,,w,araci< *" <•> ÍJ 

, est : ir ' C f* ta, " ara - «sos ¡«forme, al con 

ció en el «íes de Sí Si T"" * ,|HC 

mm de ro q «e fe aeontj crthSSS^ en 

forero ppdo.» amenorif^l en el ñus de Fe- 

comes*eM,^ Pi ver las 

del dfe, 1 II r ' af,FllBn «' ,,c ***** <lc la audiencia 

del día 13. a que los convocó el Tribunal «.„,' . -UH,crKW 
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Es evidente, píiesj a mi juicio que no existo: cu la actualidad 
ni desde que volyieron al país el 13 de .Mam, del corriente año 
los señores A lacia y Gassol. procedimiento alguno que restrinja 
la hartad dé los recurrentes, ni nada real que constituva una 
amenaza de restriñirla, ya que no puede considerarse que esta 
exista en virtud de la afirmación del Jefe de Policía de ,,ue «no 
los detendrá si no mediará una orden de autoridad comitente» j 
y asimismo la repite el Director «le Inmigración, ha Policía con- 
testa <,uc haría lo que constituye .su «leber; «cumplir las órdenes 
de detención emanadas «le la autori«!ad competente pora dictar- 
la. como ocurre precisamente con las órdenes emanadas «le los 
jueces, aun cuando luego puedan ser revocadas, es patente que 
no procede el recurso «le «babeas c«jrpus». 

Las órdenes «le detención «, «le prisión «HctaOas jwr los jue- 
ces competentes sólo pueden rcwwarsc. legalmente, mediante el 
recurso «le ablación; no |x,r el «le «babeas corpus.. que 

solo atañe a las órdenes o procedimientos «le funcionaras que 
restrinjan, sin derecho, la libertad personal. 

El pr«K.e«liiiiient«, segui«I«, es. a mi juicio, erróneo. Mientras 
los recurrentes no apelen «leí auto que restringió su libertad» éste 
no puede revocarse mediante un recurso «le «halieas c«,rpus». 

En efect«>, contra «pie funcionario se cxiiediría la sentencia 
«le «liabeas corpus» en favor de los recurrentes, si no existe en 
la actualidad, ni des«le el «tía 13 «le Marzo en que éstos volvie- 
ron al iwis, funcionario alguno que restrinja o que preten«la 
restringir o^unenazar la lüiertad |>ersonal de los mismos? 

El art. 619 del Código de Procedimientos preceptúa «que el 
Juez c«»nq>eteme para conocer del recurso, solicitará inmediata- 
mente del fuacionario autor de la «letención, el informe sobre 
los motivos de que ésta pr«ice<le t para resolver en su vista». El 
articulo 620 agrega «que el auto de «babeas corpus» «leí* ser 
ol»edec¡do inmediatamente, siempre que «le sus términos conste 
claramente cuál es el funcionario autor de la orden de detención 
y la iK-rsona objeto «le dicha orden». Y el artículo 623 aclara más. 
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•si cal*, d semi.lo de los anteriores, al decir ■ áCíü* r,.... . 

'•«ro ele q«e eso ocurra es. pues. e„ p„ ri( , a( ,. ¿Jj3 '* 

#, //. A'asar AnocUorcna. 

DICTAME* DEL «tOCL-BADOB GENERAL 
_ . Aires. Mayo II «K- |93S. 

Niprcma (porte: 

recita de los ,én„¡„os cié la nota qtjc erre ag**g* 
1 , , , d ': r '^ ,,i »"«»<. «^servado ,H,r la Erección < ¡em- 

'••■I.. e„ . ^puesto en el ar,. 32 de .a lev X- ffi v nr, .0 
u,s,. k, ,|,| .kvre,,, reglamentario de fecha Si de l)'icie,„l,r, 
de y. yéndose sostenido a fs. 33 y siguientes por el Mi- 
nisterio Fiscal que, en virtud de la citada disposieión del ar» o 
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y de las contenidas en los arts. 3, 4 y 16 de la misma lev X v 817, 
aquella autoridad administrativa está facultad para dictar me- 
didas tendientes a impedir el ingreso o la inmanencia en el país 
de los señores Francisco Maciá y Ventura üassol. 

Ha sido, pues, materia de discusión en el presente caso, el 
alcance e inteligencia «le varias disj>os¡c¡oties de la ley nacional 
y «leí decreto reglamentario de la referencia, y siendo la senten- 
cia pronunciada a fs. 46 |>or la Cámara Federal de Apelación de 
esta Capital, que ha hecho lugar al interdicto, contraria a la va- 
lidez de la orden de las autoridades nacionales, acrece manifies- 
ta la procedencia del recurso extraordinario interpuesto a fs. 57 
péra ante esta Corte Suprema, conforme a lo dispuesto en el 
art. 14. incisos 1 y 3 de la ley K? 48, y a lo declarado jx>r V. K„ 
entre otros casos, en los que se registran en la pág. 165 del tomo 
1 17 y en la pág. 410 del tomo 148 de la colección de fallos. 

La sentencia arlada de fs. 46 contiene, entre otras declara- 
ciones, la de que jn-sa sobre los señores Maciá y Gassol «una real 
y seria amenaza que importa tina restricción actual y positiva 
en su seguridad y lilwrtad |>ersonab. asi como «que no es iludo- 
so que los recurrentes, tanto en el primero como en el segundo 
viaje, han llegado al |>aís. tío en calidad de inmigrantes, sino en 
el de simples viajeros o pasajeros en general, fxirque no son 
jornaleros, artesanos, agricultores, etc.; han llegado con sus re 
cursos propios y no se ha justificado «pie tuvieran la intención 
de |>ermanecer en el i«tís». 

Kstimo que estos pronunciamientos, por versar sobre cues- 
tiones de hecho, no pueden ser revisados |>or V. E. en el presente 
recurso extraordinario, ya «pie éste sólo es autorizado resj>ecto 
de cuestiones de puro derecho federal, según así se infiere de lo 
dispuesto en el art. 14 de la ley N" 48. Fallos, tomo 117. pág. 
261; tomo 120. pág. 145: tomo 124, pág. 170 v tomo 143. pá- 
gina 219. 

Esto sentado, y refiriéndome al fondo de este asunto, del» 
expresar que mi opinión concuerda con la manifestada ¡>or la 
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mayoría del Tribunal " quo cuando declara en su fallo de fs 46 
¡júe la ley W 817 «sólo ha Je K islad«, sobre los extranjeros que 
llegan corno inmigrantes, a los qué define con precisión en su 
m 1-» : que «el Congreso no ha dictado hasta ahora ninguna 
ley que reglamente la cntra.la «le los iwsajeros en general y es 
Obvio que no se (Hiede suplir el silencio de la lev ,H.r re»lamcn- 
taciones «lministrativas, que creen restricciones' a los derechos 
individuales., no í "»" ri ^<las ,„ r j a ley» ;..y que. con consi K „ien- 
te. no revistiendo los sef,ores Maciá y Gassol la calidad de in- 
migratítes, en ra*.',,, de las circunstancias de hecho «le que hace 
mentó dicho Tribunal, «no hah l>odido serles aplicadas dis,,., 
Siaones déla ley 817. relativa a los inmigrantes, ni ser expulsa- 
dos «leí ,«is por las oficinas administrativas «leí P E sin las 
debidas formas «le ley. en cumplimient«, «le reglamentos admV- 
mstrativos solamente». La facultad acor«lada al i». I£. ,«,r el ar- 
«cuk. *>. inciso * de la Institución Xacioiai para regíame.,- 
tarjas leyes es. como muy bien dice el fallo recurrido, «a con- 
dición «le no «lesvirtuar su espíritu y jamás puede llegar a esta- 
blecer por decreto una restricción que anule o altere substancial- 
mente un «lerccho. ver,!.i«!era pemlhU, no autorizada ,x.r lev o 
extenderla a cas«»s no previstos |»r ésta». 

A.lhier,,. pues, a las consideraciones que, en el sentido que 
dejo puntualizado, sustentan la resolución rccurrkla. k s (|Ue , ,„ 
"n sem.r. son perfectamente ajustadas a derecho y a las que na- 
«la tengo «,„ t . añadir, por estimarlas abéticamente concluientes 
y en tal virtud, creo que corresponde se sirva V. E. confirmar 
el aludido fallo «le fs. 46, en cuanto I» iHxlido ser Si 
recurs.. extraordinario interpuesto. 

Horacio R. Larrcla. 
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Buenos Aires, May.» 16 de 192$ 

Y Considerando : 

i 

Que la Nációri tiene él derecho de impedir la entrada de ex- 
tranjeros en su territorio o de admitidos en los casos y bájo las 
condiciones que juzgue conveniente *;tableccr. de acuerdo con 
la letra y el espíritu de los arts. 25, 67 iuc. 16 y 28 de & Cons- 
titución y con las limitaciones que los misinos preceptúan. 

Que ese |>oder ha sido investido |>or la Constitución en el 
Gobierno Federal, a quien ini|>onc la obligación fie fomentar la 
inmigración curóla íart. 25), dando concretamente al Con- 
greso la facultad de reglar el comercio marítimo y terrestre con 
las naciones extranjeras (art. 67, ¡he. 12) y la de proveer lo con- 
ducente a la pros|>eridad del jiats. promoviendo la inmigración 
(art. 67, inciso 16>, sin |>odcr restringir, limitar ni gravar con 
impuesto alguno la entrada al territorio argentino de los extran- 
jeros que traigan jwr objeto labrar la tierra, mejorar las indus- 
trias e introducir y enseñar las ciencias y las artes (art. 25 >, 
principio este que comporta una limitación a las facultades con- 
feridas al Congreso por .el inciso 28. 

Que en ejercicio de esos poderes, el Congreso ha dictado 
la ley X* 817 sobre inmigración, la ley X" 4144 sobre admisión 
y expulsión de extranjeros, la ley 7029 sobré seguridad social y 
la ley X* 9143 sobre trata de blancas. De estas leyes han sido 
expresamente derogadas por el Código Penal las X ' 7029 y 914.1 
según así lo establece el art. 305 del citado cuerpo de leyes. 

Que el Poder Ejecutivo en ejercicio de la potestad regla- 
mentaria í|tie le atribuye el inc. 2» fiel art. 86 para la debida eje- 
cución de las leyes de la Nación, ha dictado el decreto de 31 de 
Diciembre de 1923, señalando en su art. 10 las condiciones que 
deben cumplir los ¡tasajeros jara ingresar al país y ha puesto por 



250 FALLOS DI LA CORTfi SUPU-MA 

los arts. 21 y 22 el contralor correspondiente en manos de la Di- 
rección de Innugración y de los empleados de la Prefectura Ge- 
neral dé Puertos y <le la Dirección de Rentas bajo | a vfcibnc» 
de la primera. 

<Jiie el citado art. 10 en sus incisos g y k dispone lo siguieti- 
<•: «so„ condiciones que impiden la entrada de ajeros en la 
KepuMua. carecer de un certificado judicial „ policj.1 que acre- 
d«e que no ha estado bajo la acción de la justicia por delitos 
comm.es o contra el orden social durante | os Últimos cinco años 
Este cercado debe ser expedido ,K,r las autoridades judicia- 
les o policiales <le la .Yació,, a que fenezca el extranjero vi- 

deti.!.r m ttfnSHl arKt *" tín0 acm,i,a<1 '» * b * ser dan- 

Uno aplicando el precepto transcripto, la Dirección de In- 
nngracrólt, mediante el concurso de la justicia federal, ordenó e 
7 r ' Wma , \ s í ,i « la * ^P«»'"ca de los subditos escoles 
I. " I rancM-o Maca y don V entura Gassol. a cansa de <u,c 
-a «an entrad,, a ella clandestinamente y sin hallarse munidos 

aniado la ° ^ *^ d ^ •* ^ 

Qüe el préseme recurso de «habeas cropus, se ha basado 
" que los antchchos mc.sos del art. 10 del decreto reRlamenta- 
no myocados por | a Dirección de I»„u R ració„ para ordenar 7a 
-Pulsum. son d^aU, desde que no existe sanción al*,,» de. 
Congreso q„c haya podido servir de antecedente al Poder Fie- 
cuttyp para im,>o„cr tales condiciones de admisión, no pudíendo 
|,«eí creada, pues re.lantetuar no es legislar si ha de «tm.Íirse 
«l mi. * «leí art. de la Constitución. 

<¿uc. en efecto, si los mencionados incisos del art 11 no re- 
COnoe,eran f t0 «n^enie legal que el constituido por las dis- 
pos.ctones dc la ley de inmigración, ellos no habrían ptfidó re- 
enrse a «pajeros» sino, exclusivamente, a «iimi.Kra.ucs». es 
decir, a todo extranjero, jornalero, artesano, industrial, agricul- 
tor o profesor, que siendo menor de sesenta años v acreditando 
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su moralidad y sus aptitudes, llegase a la República |«ra estable- 
cerse en ella, en buques a va|x>r o a vela, pagando |iasajc de se- 
gunda o tercera clase», según la definición o munida en el art. 
12 de aquella ley. I*a aplicación extensiva hecha jK>r el decreto a 
(visajeros que no revisten carácter de inmigrantes |*>r no haber 
venido al país en segunda o tercera clase habría, evidentemente, 
alterado la !ey o creado el derecho con manifiesta violación 
del inc. i' del art. 86 de la Constitución. 

Que, sin eniliargo. el decreto del Poder Ejecutivo del año 
1923, puede reconocer también como antecedente legislativo la 
ley 4144. de 23 de Noviembre de 1902, que no ha sido dero- 
gada expresamente |X>r el Código Penal ni jH>r ningúu otro es- 
tatuto legal. Por ella se facultal» al Poder Ejecutivo para im- 
pedir la entrada al territorio de la República de todo extranjero 
cuyos antecedentes permitan incluirlo entre los que hayan sido 
condenados o sean |>erscguidos |ior crímenes o delitos comunes 
o cuyos antecedentes autoricen a creer que puedan comprometer 
la seguridad nacional o jierturbar al orden público, asi como a 
expulsarlos de! país en los mismos casos. Y promediando tal 
autorización legislativa, el Poder Ejecutivo, si tal estatuto se 
hallase en vigor habría jiodido, reglamentándolo, referirse tanto 
a «inmigrantes» como a «pasajeros extranjeros», que es el caso 
del señor Maciá y de su acompañante, sin incurrir en la pre- 
tendida violación del art. 86, inciso 2 J de la Constitución. 

Que para saber cuál es la situación de la ley 4144 en cuan- 
to a su vigencia actual, es necesario empezar \\or establecer en 
qué medida influyó sobre su articulado y contenido la ley in- 
terior X* 7029, ya que ésta dejó sin efecto |x>r el art. 33 todas 
las dis|K>siciones de otros estatutos y. |x>r consiguiente, de aque- 
llas que se opusieran a su contenido. 

Que ia ley 4144 fué modificada |x>r la ley 7029 en lo re- 
ferente a la admisión y entrada de extranjeros, |>ero sólo en 
cuanto a las causas que autorizaban al PtKler Ejecutivo jKira im- 
pedir la entrada al paj$ sustituyéndose éstas j»or las expresadas 
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7 '7 Ti f°, ? -' X, ° <le la se « ,,,M,a - ,)c «cuerdo, pues ton 

h "vefen* í y ^ * ^^¿fde 

«w leyes en vigor que se opongan a ella», habría caído balo s,, 

f^f ? a "- * * !a ley 4144 en cuanto a las can 212 
la curada d, extranjeros y. cómo es obvio^HisS 
»,, babna Mido revivir en la fecha «le ser abrogada ta 
c 7029 oor el art. 305 del Código Penal. La oposS entre 

SretosS H8 íáCÍ,n,mC - * * *«¡ StíS 
en in los textos de una y otra: la 4144 autoriza al Poder Eíe- 

cuno Ji tmpetlir la entrada de extranjeros q«é sólo n r „ 

«persegtudos* por delitos del derecho común, la 7029 ' !" 

siempre, que^ubier. mediado „„a «condena». La pringa ó' 

que^iafd e 2 ,a na,,,ra,cza * ,a ,a 

que se tnuara de delitos que «merecieron («na corporal secón las 
disposHuones del Código Penal Argentino». ^ 

Que ello, no obstante, la ley 4144 continuó en vigor sin d 

ordenar la salida del territorio de la Nación de todo extranjero 
- .aya salo condenado por tribunales extraños por §2 Z 
o del o, comunes, o cuya conducta comprometa la «¿S 
nacional o .per, nr. orden público. Lo confirma asi o "r ' 
4,. S y 6 de a ley 7029, al disponer el primero que «el Poder 
^»«.vo ordenará la inmediata salida del pais dé todo é ™ 

o que se baile comprendido por la ley 4144». Los otros dos £ 
■cu «.s reproben él concepto y revelan como a<p. UattX 
c .»n bien mamíiesr. -le mantener al lado de ,a ley 7029 «as 2 t 
n/acones no modificadas o derogadas dé la 4144. 

0ue si la lev 4144 no se confundió con la 7029 ni fué tó- 
rnente modificada por e Sla ultima, «««teniendo.^ "o „rt 
-a egal propta y completa en cuanto a la facultad e éx 

h»r el art. 305 del Código Penal ha dejado subsistente nmó\U 
en cuanto autoría ,a expulsó,, de. pais'de «oVÍ^rSra> 
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cuando hayan sitio condenados por los tribunales extranjeros 
I>or delitos comuna; b) cuando su conducta comprometa la se- 
guridad nacional o perturbe el orden público. La derogación im- 
plícita ordenada por la segunda jarte del art. 505 del Código 
Penal respecto de las «lentas leyes vigentes en cuanto se ojmn- 
gan a su contenido (Jotre. Código Penal. nág. 20). no alcan- 
zaría en sus efectos a la |»arte subsistente de la ley 4144. cuya 
materia y cuyos fines son del todo extraños al articulado de 



Que si las facultades acontadas al Poder Ejecutivo jx>r la 
4144 continúan subsistiendo, ley cuya constitucionalidad no 
sido discutida en la causa, y si aquél tiene la obligación de 
cumplirla mientras subsista como tal. es evidente que ha podido 
reglamentarla por medio del decreto impugnado, exigiendo, co- 
mo lo ha hecho, lajo pena de no admisión, todas aquellas com- 
prolmciones que a su juicio fueran indispensables para identi- 
ficar a los extranjeros que llegan a la República sin tener toda- 
vía habitación o residencia en ella. El requisito del certificado 
iwhcial o judicial y de los demás documentos señalados por el 
decreto, se hallarían en relación a la lev 4144 dentro de la más 
estricta lógica jurídica, pues a,arte de ser ese el medio de evi- 
tar la resolución mucho más grave de la expulsión cuando el 
extranjero se encuentra ya incorporado al país, permite al Po- 
der Ejecutivo la identificación y el conocimiento de los antece- 
dentes «le cada uno de ellos a los efectos de la ulterior aplica- 
ción de la !»ropia ley. Y que la autorización para expulsar pre- 
Mi,x>ne la facultad de impedir el ingreso al país, resulta palpa- 
ble ante la siguiente oliservación : sería contradictorio por parte 
del Poder Ejecutivo no impedir la entrada a la República de un 
extranjero condenado por uno o varios delitos del derecho co- 
mún so color de que carece de facultades al respecto, para or- 
denar enseguida su expulsión, inmediatamente de haberse domi- 
ciliado en el territorio, a mérito de atribuciones que la ley ex- 
presamente le confiere. Y no se concibe otra manera de discernir 
en el momento de su entrada entre extranjeros condenados por 
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djiti* mwm * que l-r mu antecedentes puedan , Ie ^ f a stT 
pe,, « rowa I""* 1:1 ««««ridad o el orden publico v los que no se 

'Id „ .s, „o fuera por tal medio hahria que elegir entre 

";; sfSi ¡SI ; x, , ra,,i< ' r " *** ^ 
, m * * b r 4,44 ° ,Hrn,í,ir d nn* « 

m **mÍK*c*n pr,v,a: lo primero, importaría clausurar el in- 
VW de peajero,, fa> .qpmdo ... cumplir la le v 4144 y Sngima 
las .1», conM-c.,«KÍa, ,«,«lc aceptarse. 

.uJif "»" £2? ÍP3? ttmp0 ^' «*» rf ^ Ejecutivo, ai 
CL de í! S t ,mm ' m y "» ía desde que, con» 
* corMNdera l a ley .le inmutación, es patamente válido y 
%¡&J£ S *m <«"«• es también nna ley nack^ Y Ln- 
ne, d drten«^ue se presenta es el .«úfente: K fcefara la 

^«^^ *Ü *■ ,a *p* h « «fifi 

»ta k> m cerrando los ojos ame la a*prfcación implícita que 
l.;> 4 44 «mfjere a. Poder Bjecut^ o se los até y . se decfaS 

***** rnérno de lo que ta ultima dispon*, ta JBg 
"tr« U» do. «em,*ran,en.„s no ,n*dc ser dudosa si se tiene 
TCM-nte , ( „e. ante todo, es deber de esta Corte examinar las 

km «ta» ^nado, con el fin de ver si es posible arS 
bar a h «tee|ara«6n de valide*, pues lo contrario. wto e» la 
•itiiilactoi), es una medida de extrema ««vedad y e**dato¿te 
.» el caso de auto., que debe ser nsada con gran discreción 

U.u- m la préseme causa, sin embargo, al hacerse salir del 
- ..j wurrentes, «• ha ido más allá de lo que ta propia 
ton, del regtamento permite. Este alude, en efecto, «a ¿ con- 

• l «. no se ha Impedido la entrada, sino que se ha verificado 
' > a ««««• «««res Maciá y Gassol residían en 

esto < apjfal citando aqúéJfa se ordenó. El art. 14 de la Constitu- 
™ ^ * IP» ««.hitantes de ta Nación. coní,™ a 
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las tey$g que reglamenten su ejercicio entre otros, el derecho de 
entrar. petTOánecer, transitar y salir del territorio argentino. 
El vncahlu «habitante» comprensivo tamo de los nacionales co- 
mo de los extranjeros, se refiere a las personas qué residen en 
él territorio de la República con intención de permanecer en él. 
que lo habiten, aunqne 110 tengan constituido precisamente un 
domicilio con todos los efectos legales de este. Los señores .Ma- 
fia y Gassol désele su ingreso al país fueron habitantes del mis- 
mo y gozaron, por consiguiente, de los derechos y garantías pro- 
clamada en su favor |>or los arts. 14 y 20 de la C onstitución. 

Que el ingreso al |kiís con violación del decreto del Poder 
Ejecutivo no coni|>orta tani|>oco la expulsión amo consecuen- 
cia, ya Que tal sanción 110 se halla es|)ecia1mente consignada en 
ninguna ley en vigor. No lo estaba siquiera en plena vigencia 
«le la ley 4144, siendo necesario que la derogada ley 7029 la es- 
tableciera de un nimio categórico en su art. 4 V para dar a la pri- 
mera mayor eficacia. 

Que aún cuando la expulsión ordenada |*>r la Dirección de 
Inmigración no se ha fundado en la |>arte vigente de la ley 4144 
y sin comar con que ella sólo habría |Mxlido ser resuelta |>or el 
Poder Ejecutivo, la medida tampoco hubiera sido ajustada a la 
ley en el caso «le este recurso, desde que. j»r una jiarte no se ha 
insinuado siquiera que el señor Maciá y su acomunante hayan 
sido condenados por los tribunales extranjeros |mr delitos co- 
munes y por otra no se ha alegado que su conducta comprometa 
ti seguridad de la Nación o el orden público como Ib requiere 
la ley 4144. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones del* con- 
cluirse: 1*. que el Poder Ejecutivo ha podido dictar legítima- 
mente y en ejercicio de sus facultades reglamentarias el decreto 
de 31 de Diciembre de 1923. comprendiendo en él tanto a los 
«inmigrantes» como a los «pasajeros* extranjeros que arriban a 
la República y. 2» que no habiéndose ejercitado la facultad re- 
glamentaria en el momento de entrar al |*¡s los recurrentes, aún 
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«gP^O que ésta se haya producido clandestinamente la me- 
M> de expulsan que contra ello se ha tomado después de ha- 
Ha se mcorporados como habitantes a la Nación, no se encúent™ 
autoruada actualmente por ley alguna v puima tur r^¡ 
te con los arts. 14 y 20 de fa ?<£Z#^ ^ 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada en 
¡ajT ^ ^ S " drf — Notifiqué tde- 

A. Bermfjo. _ J. Ficueboa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lavalle. en disidencia 
de fundamentos. 



DISIDENCIA DE FUNDAMENTOS 

Vistos : 



Que ¡«ra considerar esta causa, en sus verdaderas propor- 
co„es. connene sintetizar los hechos que le han dado oZn 
presc.nd.endo en absoluto de la calidad de 1», n,r™¡ 
m intervienen y de otras circunston^ £ fe ffi 
-.o en el curso del debate judicial, tendientes a sacar TTcueT 
Lones fuera del quicio legal que les corresponde 

acto^ueTn^T^ T*"* *" ** 

actores fueron ex,Hilsados violentamente del país, por orden de 

nones de la ley 817 sobre inmigración y su decreto reglamento- 
no de fecha 31 de Diciembre de 1923. procedinrn^T,^, 
presto su concurso el señor JxKZ Federal en lo Criminal y Co 
rrecnonal de la Capita». a requirimiento de aquella Dirc«fón 
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Vueltos nuevamente al territorio, los actores entablan el pre- 
sente recurso de «febeas corpns». preventivo, en el temor de 
*er sometidos al mismo criterio administrativo anterior y ex- 
pulsados otra vez, en consecuencia, aún cuando no ha sido dada 
orden alguna al respecto. 

Con estos antecedentes, y otros que obran en autos, la Cá- 
mara Federal a quo ha establecido, en su fallo. c,„e ellos consti- 
tuyen «„„ a real y seri., ame|Jaza ^ ^ 

actual y positiva en la seguridad y libertad personal», <le Mac» 
y Gassol. asi como «qué no es «Indos,» q„e est<«. tanto en el 
pnmero como en el segundo viaje, han llegado al país no en ca- 
bdad <le inmigrantes, sino en el de simples viajeros o ««sajeros 
en genera . porque no son jornaleros, artesanos, .agricultores, 
cu. : han llegad,» con sus recursos propios y „„ «. ha justificado 
que tuvieren la intención de |x»rmanecer en el ,w¡s». 

Que los prom,„c¡ am ie,„,,s sobre los hechos, como lo afirma 
el Señor Procurador General en su dictamen de ís. 76. no pue- 
dn. ser revisados por esta Corte en el recurso extraordinario 
traído, ya que en este, solo se ventilan cuestiones de pnro dere- 
cho federal, según se desprende del art. 14 de la ley 4X v | a ju- 
risprudencia citada en dicho dictamen, en el cual se- na demos* 
trado asimismo la procedencia del recurso concedido. 

t>-. por tanto, las únicas cuestiones que esta Corte debe 
de resolver son las siguientes: ¿ Contiene el decreto reglamenta, 
no de la ley de inmigración, o la ley misma, que se han invoca- 
d... disiiosicion alguna que autorice a la Dirección respectiva pa- 
ra expn sar ,»erso,ws que han ,»enetra«lo al país sin su fiscaliza- ' 
nonr ¿fcn ca«o afirmativo, es constitucional aquella disposi- 

Que es esencial dentro del carácter de esta causa, examinar 

la primera cuestión con preferencia a toda otra, pues si el ftfiP ' 

nonario (lllt . restringió la libertad de una carece de atri- 

Imciones para ello. pr,»cede «ipso facto» el amparo ante la justi- 
cia (art 630. inciso 2> del Código de Procedimientos). v , a J 
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cuestión está involucrada en á presente recurso por tratarse cic- 
la interpretación <lc una '»•>• dej Congreso y su decreto regla- 
mentario, dada por el inferior en contra de las facultades invo- 
cadas por la autoridad administrativa, con fundamento en sus 
disposiciones. 

Que la única explicación de la Dirección General de Inmi- 
gración respecto a su procedimiento en relación a Alacia y (¡as- 
sol, consta en el oficio de fs. 15. dirigido al Juez Federal d«»c- 
tor Jantns. en el que se dice: «3» punto. Se ordenó esa medida 
en virtud de lo dispuesto en. el art. 32 «le la ley 10. inciso k. del 
reglamento de 31 de Diciembre de |<>>3». 

Desde luego, puede < «Inervarse que la ley invocada es ina- 
plicable a los actores que evidentemente no son inmigrantes en 
el concepto legal (Fallos, tomo 117. pág. 105). refiriéndose, 
además, el citado art. M, a los capitanes de buques conductores 
de inmigrantes y a sus responsabilidades en ciertos casos. Has- 
tana, pues, esta circunstancia para establecer que la Dirección 
de inmigración. i»r si soja, carece de facultades, para reembar- 
car u ordenar la reconducción de i«ersonas que se lian intr«Kluc¡- 
d.) al país en otra forma que la de inmigrantes y que habiendo 
penetrado en su territorio, se encuentran al aimaro'dc todas las 
garantías que acuerda la Constitución a sus habitantes. 

Xo existe en la ley de inmigración disposición otra alguna 
que autorice la expulsión o reconducción de pasajeros o viaje- 
ros en la forma que la Dirección lo hizo con los actores, cuand.» 
estos se habían incor|»orado ya al cucri*> social «le la Nación. 

Facultad tan excciwional debiera «Mistar expresamente en 
alguna ley. t«»da vez que los derechos aconlados por la Carta 
Fundamental solo pueden ser reglameutad«»s |x»r el Congreso y 
con la mesura necesaria para no alterar su ejercicio (art. 14 v 
28 «le la Constitución). 

Que no existiendo ley autoritativa de l«>s pniced ¡miemos que 
han dado margen al presente «babeas cor|Mis». claro es que no 
ha podido ser ella reglamentada por el Poder Ejecutivo owno 
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igualmente lo es, que éste, a pretexto de reglamentar la de inmi- 
gración no ha creado sanciones ¡«nales para reprimir infraccio- 
nes no previstas en la legislación. 

El inciso k. del art. 10 del decreto aludido y «tros atinen- 
tes del mismo exigen requisitos para permitir el desemliarco de 
pasajeros dando atribuciones a la Dirección de Inmigrantes pa- 
ra hacerlos efectivos, pero en ninguna de sus disposiciones fa 
culta a dicha repartición para investigar la forma que han llega- 
do a la República las personas que se hallan en ella gozando ya 
del privilegio de sus instituciones literales, y que han escapado, 
de hecho, por cualquier motivo, a la fiscalización de su entrada. 

Que toda interpretación de la ley y del decreto respectivo 
tendiente a reconocer la facultad explícita o implícita en la Di- 
rección General de Inmigración |*ara proceder a la expulsión de 
extranjeros en la forma sucedida con los actores y que podría 
repetirse, sin el amparo oportuno de la justicia/seria, a méri- 
to de lo expuesto, inconstitucional y sin valor ya que el insólito 
procedimiento se hallaría fuera de la ley y aún del decreto re- 
glamentario. 

Que la atribución de esta Corte para dirimir como Tribu- 
nal Supremo, las contiendas que afecten a la Constitución Na- 
cional constituidas dentro de sus facultades limitadas, constituye 
la más alta prerrogativa de sus funciones y debe considerarse 
como la necesidad más imperiosa, superior a toda otra, j>ara la 
conservación de la libertad de los habitantes de la Nación, den- 
tro del orden institucional establecido (Fallos: tomo 115, pág. 
189 su doctrina, art. 3» ley 27). 

Que habiendo quedado en evidencia que la Dirección de In- 
migración ha procedido sin jurisdicción ni imperio en el caso 
anterior, e importando una amenaza de repetir los hechos ocurri- 
dos la afirmación contenida en el oficio de fs. 15, punto 5*, de 
que en iguales circunstancias obraría del mismo modo, procede 
d recurso de «babeas corpus» deducido. 
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Que en cnanto a la segunda cuestión planteada sobre in- 
constitucionalidacl del reglamento de la ley de inmigración que- 
<la. de hecho, desplazada por la solución dada a la primera, va 
que al dilucidar ésta se ha demostrado «.Me el decreto de refe- 
rencia i... contiene la facultad ejercida < e pretende ejercer la 

Dirección de limitación, bastando este aserto para fundamen- 
tar legalmente esta sentencia, con arreglo a la acción deducida 
en la presente causa íart. 2°, lev 27). 

Une. por otra parte, la ley 4144 no ha sido aplicada en el 
ea>o ,«r el I'. Ejecutivo, ni discutida en autos, ni tenida en cuen- 
ta, siquiera; ,K,r los actores, que ,K,r consiguiente no han podi- 
do retcnr su defensa a las dis,x,sici(.nes de aquella lev. razones 
todas ellas ,K.r las cuales no es necesario al Tribunal pronuncia- 
miento al res|>ecto. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia «le fojas 
46 en cnanto ha podi«lo ser materia del recurso extraordinario. 
NOttfiquese y devuélvanse. 

A". Gufdo Luvallc. 



Don Crc.jorú, J. liscorihurfa contra la Provincia de Mendosa 
sobre devolución de dinero c ¡nconstitucionalidad de ley. 

Sumario : Las «lis|H»sic¡«.nes «le los artículos 13 «le la lev X" 758 
II. 12. 19 y 30 «le la NV 759 y art. «le la lev K- Sio'.k- 
la Provincia «le Mendoza (sobre vinos), contrarían las ga- 
rantías estal.leci.las en los arts. 14. 16. 28 y M «le la Cons- 
titución Nacional. (Fallos, tomo 140. pág* 154 y 166- t«,- 
mo 141. pág. 5 y tomo 142. pág. 106). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCIRADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre _>5 de !■>'(, 

Suprimía Corte: 
Hun Gregorio Julián Kseorihnela. representado por .Ion 

} 'J* y la cíe la 703 cjue les precedió 

cede»«a de la accon en cuanto a dicha ley 759 se refiere 
na,i^ , s Ü , ° ^ rW 3 * * m ' «¡ — W 

o S ' 80 reí,ere 8 V* en s» art 8» 

el nnsmo p-pp, crcatlü |lor d art I9 d¿ , a ' » 

E. ha declarado ínconsliiucional. " 

7*9 ÍlÉP * dÍCC: * Míentras < í,,re h vigencia de la lev 
759 mod.f.case el art. 19 de la misma, estableciéndose „„ 2 
P-to de cuenta centavos por cada qH ¡„ta. de 1 
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cosechada en c! territorio de la Provincia. Este impuesto se co- 
brará de acuerdo con los términos cíe la misma ley 759». 

La modificación con respecto al art. 19 se refiere, como se 
ve, al monto del impuesto, pero no a la finalidad del mismo, al 
destino que se le dá dentro de la ley.. 

Y Y. E. tiene declarado en las causas que he citado pre- 
cedentemente, la inconstitucionalidad de los impuestos creados 
|>or las leyes de referencia. 

La doctrina de esos fallos, por ser de estricta aplicación al 
caso de autos, me permito darla por reproducida conjuntamen- 
te con los dictámenes que en las referidas causas tengo expe- 
didos. 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde declarar 
hiconstitucional a los efectos de este pleito las leyes números 
759 y 810 de la l'rovincia de Mendoza, por contrariar cláusulas 
de la Constitución Nacional. 

Horado A\ Loneta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Dueños Aires, Maye» 16 de 1928. 

Y Vistos: los seguidos por don Gregorio Julián Kscoriliuela 
contra la Provincia de Mendoza. pój devolución de impuestos, 
de los que resulta ! 

QtlC a fs. 2S y con los documentos precedentemente agre- 
gados, él representante del actor demanda a la Provincia de 
Mendoza por inconstitucionalidad de las leyes 759. su decreto 
reglamentario y 8l0¿ y en consecuencia, por devolución de la su- 
ma de 3*764 pesos con veinticinco centavos y sus intereses, su- 
ma que el actor lia al>onado bajo protesta |x>r concepto de los 
impuestos greados j>or las referidas leyes. 
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Q$e declarada jXír esta Corte la iucon*titndonalidad de ta 
ley 703. se sancionaron para reemplazarla las números 75.S y 
759, qwe reproducen en otros términos las cláusulas $e la ante- 
rior derogada, como lo demuestran los ans. 13 <je la ley 75S. II. 
12. 19 y 20 de la 759 y arts. 48 y 49 del decreto reglamentario 
de esta Última, dis|>osieio.H-s (|U e se transcriben pata mayor 
claridad. 

Ouc las leyes anteriormente aln<lidas fueron más tarde de- 
roblas por la X v «lí), la que dispone cu su art. 8? que mientras 
dnre la videncia de la I y 759. se modifica el art. 19 de la mis 
ma, estableciéndose un impuesto de cuarenta centavos por cada 
quintal métrico de uva cosechada en el territorio de la provin- 
cia, el que se cobrará de acuerdo con los términos de la misma 
lev 759. 

Que el pggo hecho por el demandante, bajo | a reserva y 
protesta referida, según se acredita con los ciHiipmhantvs res- 
pectivos. corrcsf>ondc al año 1923, 

One las leyes impugnadas son inconstitucionales porque, 
como lo tiene declarado esta Corte, la X" 758 establece un gra- 
vamen a la uva cosechada y destinada a la vinificación, que iip 
es tal impuesto, |x>rque no tiene en mira costear gastos de la 
administración pública, sino beneficiar a determinadas institu- 
ciones o gremios, en pugna con derechos fundamentales consa- 
grados |>or la Constitución, la X" 759 crea la Comisión de Fo- 
mento Industrial Vitivinícola, dependencia del fisco, que se 
convierte en comerciante, industrial, fabricante, asegurador, im- 
pone contribuciones extraordinarias y fija un porcentaje al vino 
que |MMlrá entregarse al consumo mensualmente : y en cuanto a la 
X" K10, no hace sino disminuir ¡>ara el año 1923 el impuesto 
del art. 19 de la ley 759, como si esa rebaja pudiera cubrir la 
inconstitucionalidad de! gravamen de que se trata, resultando, 
en consecuencia, que las leyes citadas atacan la lilwrtad de tra- 
Imjo y el ejercicio del comercio y de la industria, crean un mo- 
no|)olio oficial, suprimen la libre concurrencia industrial y co- 
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inercia! y quebranta!! la igualdad, que es la base del impuesto y 
de las cargas públicasT™uecedentes en mérito de los cuales se 
pido que sean declaradas inconstitucionales las leyes referidas 
v su reglamentación y se provea la restitución al actor de la su- 
ma demandada, intereses y costas. 

Qufi conferido traslado ele la demanda, el representante de 
la Provincia de Mendoza la contesta (fojas 40». expresando, 
que fundada la acción deducida en las leyes 75<> y «10. si bien 
respecto de la primera no tiene objeción legal que ojioner. |M»r 
cuanto esta Corte ha declarado la inconstitucionalidad de la mis- 
ma, no sucede igual COKI res|»ccto «le la ley N v «Slü, sobre la cual 
este tribunal no sé lia pronunciado y el gobierno de aquella 
provincia la hace cumplir jior reputarla constitucional. Deja a 
cargo del actor la prueba de sus aseveraciones, pidiendo se de 
|M»r contestada la demanda y se provea lo que eorres|H»nda. 

Qué abierta la causa a prueba ( f s. 41 vta.), y producida 
la que acredita el certificado del actuario a fs. I36 f se presen- 
taron los alegatos de fs. 139 y 144. se agregó el dictamen del 
Señor Procurador General y se llamó autos para definitiva (fo- 
ja- 154 i. 

V C «msiderando: 

Qttc los antecedentes cíe lucho que se invocan en la deman- 
da han sid-» debidamente demostrados, dejando establecido la 
prueba de autos que la Provincia de Mendoza percibió |»or con- 
cepto di- los impuestos impugnados la suma que se demanda con 
deducción del descuento expresado en el redijo de fojas SO, y 
que está fué pagada |M»r el actor bajo protesta y expresa reser- 
va de derechos a reclamar su devolución. l>or considerar las le- 
yes inquisitivas aplicadas, atentatorias a expresas garantías de 
la Constitución Nacional. 

( >ue demandada en el caso la inconstitucionalidad de la ley 
7?'K ajearte de que los términos «le la contestación de la demanda 
autorizarían a declarar, desde luego, el reconocimiento del dere- 
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chú del actor, procede, W obstante, establecer guie a este res|>ecto 
el presente litigio guarda completa analogía \*tr la materia c|ué 
lo constituye |»or las cuestiones que en él se plantean y los an- 
tecedentes que le dan origen* con los diversos casos resueltos 
por esta Corte en causas seguidas contra la misma provincia de- 
mandada, pox restitución de sumas de dinero provenientes «le los 
mismos impuestos, declarados inconstitucionales en aquellos ca- 
sos |w*r fundamentos y consideraciones que siendo innecesario 
transcribir in extenso, se dan aqui poí reproducidos atenta su 
pertinente aplicación al sub judice. (Falito, tomo I2S, pág. 435: 
tomo ISi, pág. 2V); tomo I3S. p%. 340: lomo 139. \í&g¿ 35K; 
tomo 140. págs. 154 y 166; tomo 141. pag. 5 : tomo 142. pág. lOft) 

One en lo concerniente a la ley X'-' S10, su aplicación al caso 
importa en realidad la aplicación del art. 19 de la ley X" 75*). qiie 
autorizalia a la Comisión de Fomento a imponer una contri lui- 
ción extraordinaria hasta el doce y medio por ciento riel precio 
a la uva, gravamen «¡no ]>or la nueva ley se modifica, fijándose 
en cuarenta centavos |*»r quintal métrico del producto referido, 
debiendo cobrarse dicho impuesto, según expresa dis¡>osición le- 
gal, de acuerdo con los términos de la misma ley 759. 

Oue en estas condiciones, no es dudoso que la disposición 
impugnada ele la lev X" 810, está evidentemente comprendida 
en la misma a f estación de iuconstitucioualidad de que adolece 
la cláusula originaria aludida, pues la mera modificación formal 
del impuesto no subsana sus defectos fundamentales, deriva- 
dos de caucas y efectos que radican en la esencia misma del tri- 
buto, en el destino de los fondos que |M»r él se perciben, en la 
institución del seguro obligatorio, inconciliables con garantías 
primaria de libertad comercial y de igualdad como l>ase del im- 
puesto y de las cargas públicas, principios substanciales de las 
decisiones de esta Corte citadas en el considerando precedente. 

Oue en cuanto a la prueba de que hace mérito la represen- 
tación ele la demandada jwra establecer que el actor lia acep- 
tado la valide/ ele las leyes impugnadas como inconstitucionales, 
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percibiendo el importe de seguros por daños del granizo y hela, 
«las. procede considerar que, como se observa en el alegato de 
la pan.- actora ( fs. 142), se ha demostrado en autos que el co- 
bro i«.r dichos conceptos >«• refirió a la cosecha de l ( »-'(t y fué 
pérciBído |h,i- los señores Eseorihuela y l ia., consignándose ex- 
presamente en el informe pericial de fs. 126,, que el señor Gre- 
gorio Julián Escorihuela, no ha percibido Mima alguna |»r con- 
ceptq .!»• helada y granizo en sus viñedos, en ninguna é|wca. El 
antecedente invocado, rio modifica, pues, como se afinna cii el 
alegato de fs. N4 la situación de derecho <K-1 actor. 

Por estos fuiwlamcntos y los del dlctamcii del S.-ñ>,r Pro- 
curador General, dé acuerdo además con las precedentes consi- 
deraciones y las que consignan los fallos antes citados, se decla- 
ra que las disposiciones ele las leyes de la Provincia .le Mendo- 
za mañeros 75'' v 810 impugnadas en esta causa, contrarían ga- 
rantías establecidas cu la Constitución, arts. 14. Id. 28 v .51. En 
«consecuencia, la Provincia «le Mendoza debe devolver al actor, 
en el teru.in,, ,1c «liez .lias. | a Minia que demanda con la deduc- 
ción establecida .en el alegato .le fs. 142 vuelta. sea la «le tres 
mil seiscientos treinta y cuatro pesos ion veintidós centavos mo- 
neda nacional, con sus intereses a estilo «leí Banco «le la Na- 
ción, contados desde la fecha «le la notificación «le la demanda, 
con costas. N'Otrfiqucse y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — J. I'ici kkoa Al- 
corta. — RoiiEKTO RePETTO. — 

R. Guido Lavable. 

( I). En la «mstti.i t.-c'ia m dieió t$ft rcsófíicijón en la catea ««-uuiih 
,-.r «foñ IV.Ip. Qlivé muirá la Provincia «le M,„.[.. z; , mW¿SSÍ 
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Doña Laura Cama de Vocero contra la Caja Nacional de Jubi- 
laciones y Pensiones de Empleados Ferroviarias sobre pen- 
sión. 

Sumario: El articulo 26 de la ley 10.650 como consecuencia in- 
flexible del principio adoptado por él, de que lo único que 
se computa es el trakijo real, ordena lisa y llanamente que 
siempre, por cada doscientos cincuenta días de trabajo efec- 
tivo, se compute un año de servicios cuando aquél ha sido 
a jornal, sin distinguir entre la situación de un obrero que 
para integrar su término de trabajo haya requerido un mi- 
men» de año:- que sea igual o sobrepase el tiempo de servi- 
cios efectivos, y el «le aquel que ha cubierto los servicios en 
un plazo más corto. 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DK LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires* Diciembre 5 de 1027. 

Y Vistos: 

De acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en los casos de 
Angel Soria. José Hcrtrán y Kscolástica Sánchez de Vázquez, 
falladas en Marzo 17, Marzo 24 y Julio 14 de 1926. respectiva- 
mente y otros análogos, se confirma la resolución apelada de 
fs. 30, que no hace lugar al fxrdtdo de pensión formulado por los 
sucesores de Vicente Vocero. Devuélvanse sin más trámite. — 
./. Luna. — Marcelino Escalada. — T. Arias. — /?. ¿Vacar 
é4nchonma, — José Marcó. 
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DICTAMEN DEL l'ROir RAIX)R GENERAL 

ümiiMs Aire», Febrero -'-» <l«- \*m. 

Suprema Corte: 

Doña Laura (¡arria de Vocero, en estas actuaciones sobre 
pensión iniciada* en su carácter «le viuda .leí empleado Vicente 
Vocero y tramitadas ante la (.aja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones «le Empjeados Ferroviarios, ha invocado el art. 26 de 
la l« v 10.650 en el sentido de que su aplicación correspondía a 
los unes .!«■ verificar el cómputo de los servicios prestados por sn 
citado esposo. 

La resolución definitiva dictada i»»r la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital, al denegar el pulid., de pensión luí in- 
terpretad., implícitamente el referido articulo contra «Id privi- 
legio o beneficio invocado |K»r la peticionante y fundado en una 
ley nacional. 

i:i recurso extraordinario de apelación interpuesto para ante 
\ I es. pues, procedente, como lo ha declarado esta Corte Su- 
prema en nn caso análogo (148, pag. 321), ajbricndtí dicho re- 
curso el .pie actualmente se encuentra a resolución de V. I-:. para 
pronunciarse sobre el tundo de la cuestión. 

Sov i»., ello de opinión que el que motiva esta queja co- 
rresponde también al conocimiento y decisión de esta Corle Su- 
| 'tenia. ^ ^ 

tíomcio A\ hfíhétm 
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Buenos Aires. Mayo 21 (Je I92& 

AutóS >' Vistos: 

Considerando :'; 

4 

Que e) esposo de la ]Kticionantc. clon Vicente Vocero, fué 
un trabajador a jornal <|uc en el momento de su fallecimiento, 
según la lt«|iii<lación practicada |mr la Contaduría de la Caja Fe- 
rroviaria, había prestado servicios durante nueve años, ocho me- 
se.- v ocho dias. 
• 

One la Caja y la Cámara Federal de la Capital han dene- 
gado d derecho a la pensión IJOtqiH? el causante, si hien falleció 
en el ejercicio del cargo, no alcanza a tener más de diez años de 
servicios como lo exige él art. 1", inciso b. de la ley 11.074. 

Qw entrelanto, la viuda del causante ha sostenido que la in- 
terpretación atribuida al mencionado precepto de la ley, no es 
la que corresj)onde legalmente, pues si la Caja al verificar él 
cómputo de los servicios prestados, huhiera aplicado como co- 
rrespondía, la regla del art. 26 de la ley 10.650, aquella opera- 
ción habría arrojado un tierna» mayor qué el necesario de diez 
años. 

< hie el art. 26 de la ley 10.650 establece textualmente «a 
los efectos de la jubilación, sólo se tomarán en cuenta los ser- 
vicios efectivos aunque fuesen discontinuos durante el número 
de años requeridos. Cuando la retribución del trabajo haya sido 
total n parcialmente pgfc jornal, se computará un ano de servicio 
|H»r cada doscientos cincuenta días de trabajó efectivo, y si hu- 
biese sido jK>r hora, se dividirá |x>r ocho el número de horas para 
establecer el número de días de trabajo efectivo. 

Que dé la clara redacción de este artículo se desprenden sin 
esfuerzo las siguientes consecuencias: a» qué en la economía de 
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la ley 10.650 sólo se toman en cuenta los servicios efectivos; I»» 
qué doscientos cincuenta «lías de trabajo efectivo erando éste 
es a jornal, equivalen a un año de servicios, y c) que el día de 
trabajo efectivo se compone de behp horas de labor; 

Qüe del principio de que sólo se tomarán en cuenta los ser- 
vicios efectivos, asi como del de las equivalencias entre el año 
y día de trabajo y el día y año gregoriano adoptados por el art. 
26, se infiere sin esfuerzo que este ha prescindido del calenda- 
rio no sólo en cnanto al simple transcurso del tiempo entre la 
fecha de entrada y de salida de nn empleo pnede no e<|nivaler 
a un tiempo igual de trabajo efectivo, sino también en cnanto 
el año o el dia de servicios puede no guardar una matemática 
correspondencia con el dia y el año gregoriano. V asi en el caso 
ile un obrero a jornal jkjco ini|>orta sal>er si ha necesitado veinte 
años del calendario para constituirse los días dé servicios efecti- 
vos que han de darle a su familia derecho a |KMisiún. o. si \*w 
el contrarió los ha cubierto en ocho o nueve por halwr trabajado 
mas de doscientos cincuenta días en cada año del calendario. Tam- 
1".,-.. hace al caso saber si el obrero so|o ha trabajado ocllp horas 
en cada cita o si trabajó diez y seis en uno mismo, jwra obtener 
dos de servicio. El elemento decisivo para la ley es la cantidad 
de lábpf desarrollada y en presencia de dos hombres que han 
cubierto la misma suma de servicios, aunque sea en tiempos dis- 
tintos. Ies reconoce derechos iguales. 

'Míe tanto la Caja como la (amara Federal, admiten que el 
criterio del art 3» es apK¿abIe en la equivalencia establecida |H»r 
• I ruando el obren» para integrar su término de trabajo ha re- 
querido Olí número de años que sea igual o sobrepase el tiempo 
d< servicios efectivos, pero no aplica el mismo criterio cuando 
¿>\ós se han cubierto en un plazo más corto. V asi si un obrero 
a ¡ornál ha trabajado doscientos días ppr año en un lapso de 
ciaco v se le computan cuatro años de servicios efectivos, pero si 
1)3 tralwjado trescientos días por año durante el mismo tiempo, 
no se h conoce que tenga seis años a los vi etos de la lev. 
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Qiie, sin embarco, el art. 2o no distingue entre aquellas dos 
situaciones y ordena lisa y llanamente que siempre por cada 
doscientos cincuenta dias de trabajo efectivo, se compute nn año 
de servicios cuando aquel ha sido a jornal. És la consecuencia 
inflexible del principio adoptado |«»r él de qué lo único que se 
COIIfpttta es el trabajo real y evidentemente se tallaría a la lógica 
di aquella consecuencia, matando, además, el estimulo de una 
mayor dedicación a la tarea cotidiana, negándole a la familia del 
obren» derecho a la pensión cuando su trabajo, aunque realizado 
en menor tieni|»o, es exactamente igual al de otro que ha em- 
pleado uno mayor y ello sin contar todavía con que ambos han 
sido objeto de los mismos descuentos. 

QUe esta interpretación del art. 26 no desvirtúa el concepto 
de la lev ni afecta el fondo común de- las jubilaciones, pórque 
los aportes se efeetnaran en un número menor de años, desde 
qué las antigüedades que establece |Kira los distintos !»eneficios 
deben ser computadas con el criterio del «servicio efectivo» se- 
ñalado |Mir ella misma y j>or otra porque ciertamente el caso más 
general será el de que los servicios efectivos se presten en un 
lapso de tiempo mayor que el fijado por la equivalencia. y:t que 
el plazo de doscientos cincuenta dias de trabajo, es sobre |mvo 
más o menos el que normalmente puede cubrir un obrero ¿Ju- 
rante el año del calendario, si se descuentan los días de fiesta 
y los de enfermedad. 

Kn mérito de estas consideraciones se revoca la sentencia 
apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso y se 
declara consiguientemente que de acuerdo con el art. 2o de la 
ley 10.650 el cómputo de los servicios debe hacerse dividiendo el 
número total ele díaz de trabajo pW doscientos cincuenta. No- 
tifiques? y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repettó. — 
R. Gl-ido Lavalle. 

(1) Con fecha 7 de Mayo del corriente año, se dictó ¡din tica resolu- 
ción en el juicio seguido por doña Margarita Ü. de Üatti contra la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios por la 
misma causa. 
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(¡tibíenlo Nüdottüi contra don Carlos, doña &lcrccd?s 9 dona /Hi - 
ña y don Enrique ¡-'raneo, sobre reivindicación. 

Sumario: |* Atento a qúe el derecho de dominio se pierde cuan- 
do la ley atribuye a tina persona a título de pre>cri|K:ión la 
propiedad tfe una cosa |>crteneeicntc a otra, art. ¿(>0o del C. 
Civil, corresponde el rechazo de una acción reivindicatoría 
P) un caso en qiK lo* demandados. |K»r sí y sus antecesores, 
han poseído la cosa objeto de la reivindicación. \n>r mayor 
tiempo que el exigido \x>r el art. 4015 del mismo código ivi- 
rá la prescripción adquisitiva, 

J" Aprobada judicialmente con dictamen íavorahle del 
Agente Fiscal dé la Provincia de Hítenos Aires, una infor- 
mación posesoria relativa a un terreno de propiedad fiscal 
ubicado en el puerto de 1.a Mata. Isla Santiago, la Nación, 
sucesora legal de dicha provincia en los derechos sobre el 
referido bien a mérito del convenio ratificado | M >r la ley 
nacional X* 44.iT» y provincial de 4 de Octubre de ISO*, 
no está habilitada ]>ara desconocer ese <lerecbo admitido |>or 
el representante legal de aquélla cuando todavía no se 
producido la trasmisión de los terrenos 
puerto. 

Cuso: I.o explican las pie/as siguientes: , 



SENTENCIA DEL SEÑOR JtEZ FEDERAL 

La Plata. Diciembre 4 de 1925. 

Y Vistos: Kste jtiicio seguido |*»r el (¡obierno Nacional con- 
tra cloii Carlos, doña Mercedes, doña Hiena y don Enrique Fran- 
co, sobre reivindicación; dé su estudio resulta: 
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19 (Jxxv a fs. 12. con fecha 2 de Diciembre efe 1922, se pre- 
senta el señor Proctinidor Fiscal, fundando la acción en los si- 
unientes luchos y consideraciones : a» Que el I'. Kjecutivo Na- 
cional. i>or decreto de fecha 30 de Octubre de 1922. agregado 
al juicio que ]N>r desalojo se ha promovido a don Angel Medina, 
por la secretaria a cargo del señor E. Sánchez, le ha encargado 
iniciar acción real de reivindicación contra los herederos de don 
Kstanislao Franco, los ya nomhra<los Carlos. Mercedes. Elena 
y Enrique Franco, «pie detentan sin titulo legal alguno, un terre- 
no de propiedad fiscal, ubicado en el puerto de Plata, isla 
Santiago, con una su|>eríicie de GCfió hectáreas. 71 áreas, qtte 
linda: al X. K. con Domingo Bartolucci: viuda de Parma y Do- 
mingo Tomatillo; al S. K. con Juan Santamarina ; al E. con pla- 
ya del Río <k la Plata y al < >. con plantaciones de mimbre y ála- 
mos ocu|km1os |M»r Victor Adotti, conforme al plano que pre- 
senta; b) Que el dominio fiscal nacional emerge de la cotnpni 
que hizo la Nación a la provincia de Buenos Aires del puerto 
de ÍÁ Plata, dentro del cual se encuentra el terreno sub judie c. 
según contrato «ad referendum» de 29 de Agosto de 1°04 rati- 
ficado x*\r el H. Congreso Nacional y Legislatura de Buenos 
Aires. |H>r leyes 4436 y de 4 de Octubre de 1904 respectiva- 
mente, debidamente protocolizado en la escrÜKinia mayor de Go- 
bierno de la Provincia, en 29 de Diciembre de 1904 ante el es- 
brilwno (Jerónimo P. Barros; en la Kscrihania General de Go- 
bierno de la Nación, en 15 de Noviembre de 1911 ante el es- 
crihano don Knriquc Garrido e inscripto en el Registro de la 
Propiedad «le esta Capital tajo el número 112.445, serie I).. en 
21 de Diciembre de 1911. no acompañando testimonio del titulo 
l>or no tenerlo a disposición, lo que hace presente a los efectos 
tle cumplir con el art. 10 de la ley 50; c> Que a su vez. la pro- 
vincia de Buenos Aires, enajenante del puerto, tenia sobre éste 
el derecho originario de dominio que reconté a los Estados 
articulares el art. 2342. me. 1 : del Cód. Civil, desde que no tras- 
mitió a terceros ese dominio antes dé transferirlo a la Nación ; 
<l) Oue jH»r el art. I 9 , segunda parte, de la ley nacional X" 4436 
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se estableció «que el hcclio de la cosió,, del puerto, .... suponía 
c! reconocimiento como de propiedad pnvada de los terrenos c 
instalaciones existentes en |>oder de particulares sin tituló legal 
v por el contrarió que la provincia transferiría a la Nación; to- 
ctos los privilegios, derechos y acciones para hacerlos valer en la 
, ; ,M """ I,,,;,,, • 1 v »'«"•'"••' m creyere conveniente»; de tal 

que la Nación, además de ser propietaria era cesionaria de 
i- derechos y acciones de posesión y dominio que tenía la pro- 
vincia, sobre la isla Santiago, con referencia a Ips detcntádores 
<!c "erra fiscal, o intrusos, sin ii.nl.. legal, existentes dentro «le 
eüa : .1 1 Que la tradición del puerto, se hizo a i a Nación el <» de 
tambre -le PH>4. y ,,„, tanto la provincia con,., id Nación, han 
atirtnndo reiteradamente el dominio y posesión fiscal |>or diver- 
sas leyes, decretos y mensuras, que constituyen al tenor .1c los 
an> ; 2351, 2384. 2445 y _>50T, del Cód. Civil, actos publico.» a i,,- 
dub lados .le posesión animas <lnn,¡n¡. entre los cale, existen • 
■ decreto del Poder Ejecutivo provincial de 17 de Diciembre 
le ^órdenando la mensura de la isla Santiago, que se realizó 
r ano _• mensura del ingeniero Kráuse, del año 1892 de 
a isla Santiago; 3" decretó del Poder Ejecutivo de 24 dé Fe- 
brero de 1904 citando a los acupantes de tierra en la isla San- 
tiago, para que derttro de nn término perentorio se presentaran 
solicitando en arrendamiento sus respectivos lotes, bajo aperci- 
bimiento de inmediato desalojó, como intrusos; 4'-- lev .le la uro 
™ ,da 11 «'»' ^ero .le M, declarando inenajenábles los tc- 
T en< f ,,<- ,a isIil ^nttágOJ 5V decreto del Poder Ejecutivo Na- 
cuma! de 3t) ,|<. Ma«o .le 1905 disponiendo la mensura de los 
terrenos comprendidos dentro del puerto -le La Plata; ó» mensu- 
ra de los ingenieros Valentín Virasoro, Víctor M. Herrera v lus- 
t« N Mcohar. .leí P„erto de La Plata e isla Santiago, realizada 
el 4 de Mar/o .le l«X)7: ,"• decreto del Poder Ejecutivo Nacional 
de > .le . tetubre -le 1904 fijando el 9 del mismo mes v año. para 
la recepción bajo inventario del puerto .le La Plata, y 8* decreto 
del Poder Ejecutivo provincial de 5 de Octubre de 1«X)4. comisio- 
nando al administrador del puerto de La Plata para verificar el * 
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inventario y entrega del mismo; f); fluida el derecho en los 
arts. 2342. inc. 1\ 2506. 2521. ¡nc. 4*. 3M)1. 2602, 2603; MSSi 
275V. 27 ( ¿ 2442. 2435. 2438 y 2439 del Cód. Civil, para termi- 
nar solicitando se condene a los demandados a la restitución del 
terreno deslindado, en los térmnios del art. 27<M del C Civil con 
todos sus accesorios, frutos y productos percibido* o que hubiese 
dejado de percibir, costos y costas procesales. 

2* Corridp traslado de la demanda, ésta se contesta a fs. 22 
por don Carlos Franco, a fs. 27 por clon Juan A. Ar^eri en 
nombre de doña Mercedes Franco de Casal; Klcna Franco de 
Chiappara y Enriqueta Tarodi de Franco, viuda de don Lucio 
Franco, y de su hijo menor Llicip Franco y a fs. 32 píír el 
mismo apoderado señor Ar^eri en nombre de don Enrique Fran- 
co, aduciendo |>ara solicitar el rechazo de la acción deducida, con 
costas, a» pe el inmueble que se intenta reivindicar pertenece 
a las sucesiones de Kstanislao Franco y Mercedes Vieyra de 
Franco, como |>arte de una mayor extensión, a que se refieren 
los títulos acompañados: b) que dicho bien lo poseen los suce- 
sores en estado «le indivisión ; c) que no consta a las sucesiones 
la realización de las diligencias de mensura a que se refiere esta 
demanda, por cuanto nunca fueron citados con tal motivo, a j>e- 
sar de lo que determina el art. 767 del Cód. de I*roced. de la 
provincia de Buenos Aires; d) que en el contrato en que la pro- 
vincia cedió a la Nación sus derechos, y en que se turnia la de- 
manda, la cedente dejó a salvo los legítimos derechos de terce- 
ros; de tal suerte que la fracción de Monte dé Santiago. ocu¡«tda 
1>or las sucesiones Franco Vieyra. y a que alude el título presen- 
tado de fecha anterior a esa operación, está excluida de tal ce- 
sión; e) que el Gobierno Nacional no tiene el dominio del bien 
que prététidC reivindicar, no pudiendo por consiguiente ejercer 
acciones reales; f) que sin |H?rjuicio de todo ello, la sucesión 
Franco- Vieyra. puede oponer y opone la prescri|>ción del art. 3999 
del Cód. Civil desde que adquirió el ii mueble de buena fe y con 
justo titulo: g) opone también la prescri|>ción treinteuaria auto- 
rizada por el art. 4016 del Cód, Civil, agregando: que tratándose 
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fíen^T " T ft '- ^ Cl ,Knr * *» *«* lá sucesión 
«...a derecho a que se |* abonen la, mejoras que l,a introducido 

¡ c,,nMs,cn«c-.s en las plantaciones .le árlales frutales v 
de lefia viñedos, ablaciones, defensas contra las corrientes ca- 
nal*» y desagües: cercos y alambrados, rellenos de los Unos' „a- 
ra .mn.nar ..licitando se sentencie el juicio como lo Se 

I' í.)..e oído el actor, sobre | a P rcscri,,c¡ó„ opuesta, adujo, 
entre oirás razones, para solicitar su rechazo (fs. 25. 29 « H) 
S" ,M ' r 108 Andados no es ni puecle const 

Tcn'T T U '- 86 < ,c «• haya existido 
'• f« " la adquisición; que de parte del Gobierno Nacional. 

? * SU am — • «< ^ la provincia de Buenos Aires, han 
'"«■-'o una sene de actos interrup.ivov <le la prescripción. ,,,c 
•a» impedido qp esta se obrara: que no se acon,,«„ a „ |„ s !in . 
Medentes del „,„| ( , dcs«le «,* el acompafiado cusiste en una 
escritura de división de condominio, circunstancia que impide 
aprecia* debidamente cuáles son en realidad los derechos de 
bs reivindicados, y si éstos son o no sucesores a titulo singular 
m gobierno de la provincia, carácter que „„ ^Irian reunir 
en míen a I., estatuido en la ley provincial de II de Enero de 
l«67rtcrmuia negando la procedencia de la prescripción de 
che* años y menos que se haya operado la treintcnaria. 

I? Que existiendo menores interesados, se «lió intervención 
al cilot defensor oficial, quien a fs. 35, se adhiere a lo mani- 
festado y pnlidO por el representante «(¡recto «leí mehór en el 
escrito de fs. 27. 

5» Que abierto el juicio a priiéba se produjo la certificada 
I"-" e| actviarto a f>. 103. y habiendo las partes alegado sobre- 
mi mérito el juicio quedó en esta«lo «le sentencia. 

Y Considerando: 
Primero: Que tal como la lilis m lia tratádo. es necesario 
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establecer al tenor del ari 2758 dél Gód¿ Civil si el actor ha te- 
nido la posesión <lCl 1»ivn (|Mfi se intenta reivindicar, requisito in- 
dispensable para qítá la acción sea viable, desde que no |Midria. 
en caso contrario, reclamarse lo pe jamás se tuvo (art. 2758 
citad* ■ i . 

Segundo: Que el título invocado por el actor, emana del 
dominio eminente que sobre la tierra ejercia la provincia de Hue- 
llos Aires, quien los trasmitió a la Nación que obra hoy como 
stictsora de aquélla, a mérito de los términos del convenio de ad- 
quisición del puerto de 1.a Vlata celebrado entre amlwis enti- 
dades políticas el 29 de Agostó de 1904; ratificado |M»r ley na- 
cional X" 4436 y provincial <Í¿ 4 de < Hrtuhre de 1W4. 

Es así que el actor no necesita exhibir otro título, bastando 
referirse a aquellos preceptos, para justificar el dominio (ar- 
lieulns 275iS y 2/W. CVmJ. Civil). 

Tercero: Que contra el título invocado por el actor, los de- 
mandados han traído a los autos el testimonio de la escritura 
que obra a fs. 82* de la cual resulta que en 2 de Noviembre de 
mi¡ ochocientos ochenta y cinco, don Kstanislao Franco, conjun- 
tamente con don Coletillo S. Arce, don Fehj>e Ariste^ui y don 
Antonio Pérréirpa adquiere en condominio de don Miguel \ il- 
ches. la mitad del terreno de propiedad de este último, ubicado 
en ct municipio de la Ensenada, paraje denominado isla Santia- 
go, con todas sus arlioledas y demás que contiene, cuya mitad 
queda en condominio con la otra que se reserva el vendedor y 
se compone según su titulo, de 1.250 meiros «le frente sobre el 
Rio de la I Mata por 700 metros de fondo, lindando al Noroeste 
con terreno de «Ion Arturo ügalde; al Sudoeste con terreno de 
bis señores l'agnoni y por el Sudeste con la otra fracción de! 
vendedor Vilches. A éste le correspondió en mayor |>orcióii a 
mérito fie la información producida para acreditar que jx>r es- 
páCtO de treinta años jwvseyó ese bien tranquila y pacificamente, 
sin interru|>ción alguna.' información que previo dictamen del 
señor Agente Pisca! fué aproÍ>ada judicialmente |Mir auto de 
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fecha 14 de Agosto de 1885 del señor Juez de Primer* instancia 
en I.. Civil y Coiiiefda! de esta ciudad doctor don Valentín M 
Curatchet, con la actuación del secretan,. <;. V. Carlalío según 
resulta de la respetiva declaración que consta transcripta á fe 
8- vta.. protocolizada por e) mismo magistrado en el registro 

VoL-^ ,0n Ant,,,,in el 15 ríe Septiembre de 

188a . .nstmn,,,,.,, <p* fué inscripto en el Registro dé la Pro- 
piedad (fs. 83, 3» linca». 

| a ts 18 erre el testimonio de la escritura pasada ante el 
.•scnl,an„ de esta ciudad don Féü» P. Sagastume, con fecha 17 
tle Enero de 1890. ,H,r la cual los nombrados Arce. Afistcgui 
Perpeiroa y doña Mercedes Vieyra de Franco, ésta en represe,* 
ración de la sucesión ,| t . su C s,h,s„ Estanislao Franco, según la 
respectiva autorización judicial conferida al efecto, resuelven 
de común acuerdo proceder a la división del condominio exis- 
tente sobre el inmueble referido, adjudicando a la sucesión F ran- 
eo una fracción de terreno compuesta de 250 metros «le frente 
31 N fc. por 700 de fondo, que linda por el \. E con el Río de 
la I lata: por el X. ( ). con terreno que pertenecía a Arturo rjgal- 
«le. hoy de propiedad «Id doctor García Fernández, ,H.r el S. <) 
con los señores Cagnoni y |>or el S. E. con terreno que corres- 
ponderá al «l«.ct«»r Celestino S. Arce, escritura que se inscribió 
en «I Registro «le la Propiedad el 1 de Febrero .le 1890 balo 
<l X" 3371, serie I'.. < fs. 21 vía. y <>7 yta). 

Que como queda visto esta fracción es la misma que origina 
el presente litigio. ptltltO sol.re el que existe. ,*>r lo «Urnas, con- 
formidad de part.-* (fs. IOS. ultimo párrafo y 106». 

• nano: Que en esta situación ¿puede considerarse etica/ 
el titulo relacionado, frente al «leí actor? 

Con este objeto es necesario recordar, como se dice en el 
iwisiderando segundo, que el titulo invocado por el actor emana 
' d P ,MI,MD eniinente «pie sol.re la tierra ejercía la provincia de 
Buenos Aires, quien ros trasmitió a la Nación «sin perjuicio de 
legítimos derechos «le terceros* (an. 2». última parte, del eon- 
irato de ad.pnsK-.0n «leí puerto, ver fs. 5 «leí testimonio «le fs. 43) 
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Es necesario, entonces, reconocer, que los particulares ocu- 
pantes de tierras, que demostraron derecho a poséer fracciones 
comprendidas dentro dé la zona materia de esa venta, exhibien- 
do títulos legítimos, cuya bondad se hiciera inatacable jurídica 
y legalmente, cstak'm excluidos de la cesión que hacia la pro- 
vincia a la Nación dé todos tos derechos y acciones que aquélla 
tenia sobre los terrenos mencionados, y amparados, por consi- 
guiente, pur la excepción clara y terminante que contiene el re- 
ferido ari. 2" del recordado contrato. 

Si se entrara al análisis del titulo del demandado, se adver- 
tirá de inmediato, que el inmueble, hoy en cuestión, lo adquirió 
en mayor porción y en condominio, de don Miguel Vilches. el 2 
de Noviembre de 1885 y éste a mi ve/ lo hubo en virtud de ha- 
berlo poseído durante más de treinta años» como dueño absoluto 
del mismo, según se ha hecho referencia. 

Une si bien el titulo del demandado emana de una informa- 
ción Treintcnaria. aprotada «en cuanto ha Itígáf por derecho», 
desde que se trata efe un juicio voluntario en que no existe otra 
parte que contradiga lo que aquélla persigue, es indudable que 
ha debido probarse en autos, que aquella información adolecía 
de vicios insanables, suficientemente eficaces para declarar su 
nulidad absoluta ; es decir, su falta de valide/, legal en este jui- 
cio, como instrumento demostrativo de su finalidad, y como na- 
da de ello se ha realizado en autos, forzoso es concluir en que 
aquélla >e encuentra en todo su vigor. 

V si el infrascripto debiera hacerse cargo de la afirmación fc 
que contiene el alegato del representante del actor (fs. 106). bas- 
taría recontar al efecto, como lo ha dicho la Suprema Corte.de 
Justicia Nacional, «que esta información aprobada judicial- 
mente, fué producida con intervención del señor Agente Fiscal, 
quien representando en ese acto el jwtrimonto de la provincia de 
Rueños Aires dió su adquiescencia en aquel sentido juzgando 
buena la información posesoria» («Gaceta d|l Furo», 16 de 
Abril de 1924, pág. Í$$, agregando que, «s! la provincia de 
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Buenos «m* reconoció expresaniénte la concia de la i m <m 
m posesión, la Vació» no estaría habilitada para desconocer un 
necno que aquélla admitió y sancionó por intermedio de s„ rei.rc- 
sejitante IcffU, cuando aun no se Había producido la trasmisión 
«leí puerto de La Plata» ( fallo citado). 

Qdnto: Que, por otra parte, cabe hacer notar que este ti- 
uno produce sus efectos contra terceros (an. 995 del Cód C'i- 
v.l.. y data «leí año 1SS5. es decir, de treinta y síete años antes 
•le iniciada esta demanda. 

Y aceptando hipotéticamente que franco no pudiera unir 
SU posesión a la de Vüches— jo «pie imanaría dejar ,1c lado la 
disposición categórica de I«»s arts. 2475 v 247c del Có<i civil 
ya no se habría acreditado que .se adquirió ,K,r violencia o* 
clandestinamente (art. 2.Í64». resulta evidente, si la información 
no fuere eficaz, que la posesión a titulo de dueño y señor de la 
cosa, ejercida pacificamente, sin interrupción alguna, habría co- 
rrido a favor de Krancq desde el _> de Noviembre «le IggS en 
que co,„,,ró el hien a Vilches. tiempo ,„,r «lemas suficiente para 
«lar por adquirido « I dominio, «le acuerdo con lo estatuido t».r «I 
are 4015 del Cód; Civil. 

Sexto: Que si todo ello no fuere convincente dclw recor- 
darse que la ley ha creado en favor «leí actual |x.sce«lor «,ue en 
apoyo «le su posesión presente un titulo traslativo «le dominio 
la presunción «le que ha poseído desde la fecha .leí titulo, siem- 
pre que no se probare lo contrario (art. 400.?. cód. C ivil y. 

¿Kxi>ten en autos elementos probatorios, «. antecedentes de 
otra Indole, que lleguen a esta demostración? 

Ninguna llena esa finalidad, aparte de que la prueba lesti- 
monial rendida, por los demandados, establece lo contrario. 

Séptimo: 0ue no es posible estimar comó acto intemiptívo 
«le la prescripción, la mensura practicada por el ingenien. Kraus- 
•-«• ,-| año IS92. Dos razones existen para ello: 19 El hecho ile no 
haberse observado en la misma los req„¡s¡t., s que la lev reputa 
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indispensables |>ara que aquélla surta efectos legales, tales como 
la publicación dé edictos y citación dé linderos (ís. 63 v. arts. 
764. 767 y 768. Cód. de Proced. de la provincia), y 2* Que ello, 
no listante, don Estanislao Franco concurrió a ese acto exhi- 
bieiulo el titulo de propiedad, extractado en la referida mensura 
(fs. 63 vta.. arts. 769 y 770. Cód. de PfOCCd. de la provincia de 
Iluenos Aires). 

Este hecho basta por si sólo para demostrar en forma con- 
cluvcnte, la voluntad de Franco de afianzar en forma indiscuti- 
ble d derecho emanado de ese título, toda vez que sti presencia 
en esa diligencia imi>ortal>a exteriorizar la firmeza de quien ejer- 
ce un acto como único titular de la cosa que se ataca (art. 776. 
Cód, de IVoccd. de la provincia). 

Uue, |M>r último. tanqxKo constituye un acto interruptivo 
cte laVescr¡|>c¡»ii, é decreto del Poder Ejecutivo de la provin- 
cia de 24 de Febrero de 1904. invitando a los |>oseedores de tie- 
rras tácales a solicitarlas en arrendamiento fs. 57 >, |>or que. 
eonm lo ha dicho la Suprema Corte en el juicio: Fisco Nacional 
contra José Yolpoui». sólo importaría demostrar con ello el «áni- 
mos», cíe la posesión. IVro es que este «animus». agrega, no Iws- 
ta para conservar eternamente la posesión citando otro la tiene 
materialmente y con el mismo «animus jR»ssidendi>. como ocurre 
en el presente caso, que se ha acreditado con los instrumentos 
públicos analizados, corroborado además por la prueba testimo- 
nial producida en autos. 

Octavo: One de todo lo anteriormente establecido, sttrge 
evidente la eficacia del titulo de los demandados |Mira contra- 
rrestar el pretendido derecho del actor, más aún cuando la situa- 
ción de las |»artes litigantes encuadra en la difinición clara y ter- 
minante que contiene el art. 2792 del Cód. Civil. 

Por estos fundamentos y definitivamente juzgando fallo: 
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FAL '0S DE U CORTÉ SI.PREMA 

A'. ./. LcjjtíisiuMhu 

SENTENCIA DE I.A CÁMARA FEDKKAt. 

l a ¡Mata, Marzo 27 «Ir |92ft 

* is ,rai,,,,s ,M,r **■ * *** 

£j f, "" I: '"'«-"'-^ dicte* sentencia, y teniendo en aun- 



Por 



•a, adema 



<Juc la pr,,,!,-, testimonial producida en autos no era ,uc«- 
m ... para A cred,tar la poción de los demandado», dado \L 

»~a Kransse. p „^ J * ' ¡> 

presento?, con ..nía tranquea* sus títulos que amrcva, v 
gWP^W la diligencia de mensura, sin qué fuemSést 
lH>r d ' d « " «Wfa. sino cn„ !á demandá di S. 

en la^S F*"^ «* más e^ión 

en la sentencia, hace,, improcedente ta exoneración de las costas 

t ™l : « tenia ya conocimiento de «„s ac ó 

mte» que constituyen e | titulo de los demandados, al doníi 
- J«e -nvocan véaae informo de f s . 63 yta.); y ¿ es j„" „ 
b ra, a a pleito sin ¡Embolsarles .os gastos que la defensa, 
en tales condiciones, les ha exigido. 
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Por tanto, se confirma la sentencia de fs. ciento diez y ocho 
en lo princij»! y se revoca en cuanto a las costas, que serán a 
cargo del Fisco Nacional. Notifíquese y devi ' 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Mayo 23 de 1928. 

Y vistos: el presente juicio seguido |x>r el Gobierno Nacio- 
nal contra Franco don Carlos, doña Mercedes, doña Elena y 
don Knrique, sobre reivindicación fallado j>or la Cámara Fede- 
ral de La Plata. 

V Considerando: 

One los demandados fundados en el titulo que éxliilK&l y 
v\\ los antecedentes de que hacen mérito, desconocen a la Na- 
ción el derecho de dominio que se atribuye sobre la fracción de 
isla que iMjseen y o|>onen, además, la prcscrii>c¡ón con buena í* 
y justo título del art. 3999 del Código Civil y subsidiariamente, 
Í;t treintañal autorizada por el art. 4015 del mismo Código. 

Que el examen de la pruelw rendida en autos permite con- 
cluir que los demandados i>or si y sus antecesores, han adquiri- 
do el dominio por prescri|>ción contra la Provincia de Buenos 
Aires y, por consiguiente, contra el Gobierno Nacional sucesor 
legal de aquélla, a mérito de los términos del convenio de ad- 
quisición del Puerto tic l-a Plata celebrado entre amlms entida- 
des políticas el 29 de Agosto de mil novecientos cuatro, ratifi- 
cado por la ley nacional N« 4435 y provincial de 4 de Octubre 
del mismo año y de lo establecido \x>r el art. 3270 del Código 
Civil. 

Que, en efecto, de acuerdo con lo prevenido \kít el art. 4015 
del Código Civil, la propiedad de las cosas inmuebles se preseri- 
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¡* ,M "' ,a |X)S « sió " C0nt "»' ! < treinía años con ánimo ele tener 
la cosa i»ara s, su, necesidad de titulo y buena fe inr parté del 
PM» y sin distinción entre presentes v ausentes V es asi- 
mismo, un principio sancionado por el mis,.,,. Código que el su- 
cesor particular puede unir su ^sesión a la dé su predecesor o 
amor, sm ningún? limitación can,!,, la accesión se invoca ,,.„ el 
"" «'«• adquirir ,1 dominio por la prescri|)c¡ón «I, treinta años, va 
que^ta se produce presciiidiendo de I.-, buena mala f, ,,,, 
>r, '' l " r sm,,?re8 Sltccáivos (aris. 4015 v 4016 Código Civil, 

y viene a sor. por consiguiente, una iwsesión legal en ios térmi- 
»os^le la ultima izarte del an. 300* 2475 y 2470 del Código 

Que según resultó dé jos autos, cuando don Estanislao 
i -..o.. antecesor de los demandados, compró conjuntamente con 
«tras personas, la mitad del terreno de propiedad de don Miguel 
\ ilo ,«., por escritura pública de 2 de Noviembre de 18*$, e l 
m.d«lor tema ya una posesión personal de treinta años acrédi- 

por una información posesoria judicialmente aprobada con 

SSáSÍS f f u,r ■ w m t,c 1:1 ^«-» ¿ 

uticnos Aires el 14 de Agosto dé 1885, 

Que cualquiera sea él valor de las infonna¿ones dé este 

2í e " b hl,X ' ,CSÍS <! * «""• * general. sus efectos no 
contraponerse a terceros qué pretendiese» derechos do 
' ' ->"•• obre e mimteble objeto de ella, en razón de ho haber 
, .' T^"F! ÓH c " W»«o, tal no sucedería respecto de la 
•-- "•na do Buenos Airos. quien, como queda dicho o ¿ *¿ 
U .. ,„,,,, sobre la posesión, ha reconocido dé un modo £ 
I—, la existencia de la invocada festón de treinta años y 
«iPCoesto así. la Nación como sncesora ,1o | a Provincia dé Bul 
«> "o estaña habilitada a desconocer un bocho admitido 

po . o representante lo«al de aquélla cuando todavía se habla 
producido la trasmisión de los terrenos del Puerto de La Plata. 

Que en estas condiciones y resultand r una parte que 

los demandados por si y sus antecesores han poseído por mayor 
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tiempo que el exigido por el art. 4015 del Código Civil para la 
prcscripGióii adquisitiva y |>or otra que el derecho ele dominio 
si* pk-rde cuando la ley atribuye a una persona a título de pres- 
cripción la propiedad de una coda perteneciente a otra (art. 
2(506 Código Civil) es ele tocia evidencia que la presente acción 
lia sido bien rechazada. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada se la confirma en Ib principal; revocándosela en cuanto 
a las costas atenta la naturaleza de la excepción que prospera. 
Xotiííquese \ devuélvanse reviniéndose las fojas en el juzgado 
de origen. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa áj> 
corta. — Roberto Repetto. 



.tu./usto Argana por multa Uttplipsta por el Departamento Xa- 
(¡anal de Üigienc, por infracción a ta ley 46S7 (art. 1). 

Sumario: No corresponde a la jurisdicción originaria de la. Cor- 
te Suprema el conocimiento de un sumario por infracciones 
a la ley 4687. sobre ejercicio de la farmacia, y presunto de- 
lito fie falsificación de firmas puestas en recetas expedidas 
en papeles con membrete de la legación de Portugal, en el 
que no figuran miembros del |>ersonal de esa legación ni 
apar?C£ comprometido el nombre de diplomático alguno. 

Caso : Lo explican las pie/as siguientes : 
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Al-TO DEL JUEZ l»EL CKIME.N 

Bueiios Aires, Mayo II de 1928. 
Visto: liste expediente, devado ,x»r el Departamento Na- 
cional <!e Higiene |>ara que se haga efectiva una multa de mil pe- 
sos moneda nacional impuesta al farmacéutico Augusto Argano. 

Y Considerando: 

Primero: Que de lo obrado ai dicho expediente i té, fe 2 

l^f P Í 9 ' ,a ' ,2 ' ,3> R ,5> í6 ' ,7 « l8 - ,9 - «a.' 
f*' 38 v,a - >' 40 - S4 ' desprendé pritúa faeie haherse penetra- 
da reiteradamente en el aña 1927 por personal de la Legación de 
I ..rmgal acreditada ante el Gobierno Argentino el delito «le fal- 
s.hcaaon de la firma de un facultativo a los efectos de conse- 
guir el despacho por la farmacia ubicada en la calle Carlos IV- 
Hégrini 1282 .le clorhidrato «le morfina en cantidades excelentes 
a las dosis máximas «pie las reglamentaciones higiénicas en vi- 
gor lo permiten^ 

.Segundo: Que primando dicho Mito por mi penalidad so- 
bre las transgresiones a la ley 4687 y aun sobre el que prevé v 
castiga el art. |v de la 11.309, ^sihhmente también apotra- 
do, es delicr del infrascripto pisar estos antec«lentes p,ra la ini- 
ciación del sumario y juzgamiento «le los autores y cómpites 
que reciten responsables al juez que corregida que en el caso 
68 ,a s »l»"">a Corte Nátíónal «le Justicia «le acuerdo cotí lo dis- 
puesto en los arts. 101 «le la Gmstitución Nacional, y 1", ¡neis.» 
3? .le la ley «le Septiembre 14 de 1*63 y 21 y 38 «leí Cid. de 
Prpced. Criminales. 

I'or lo tanto, «le acuer.l.» con lo preceptuad», en el art. 155. 
me. I" «leí Cód. «le IWed. en lo Criminal, se resuelve: «lejar sin 
efecto el auto «le fs. 53 vta. y ,«sar sin más trámite este expe- 
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diente a la Suprema Corto Nacional de Justicia a los electos 
que hubiere lugar, con noticia al señor Agente Fiscal y al Oc- 
jKirtamento Nacional <le Higiene.—/?. Stock Torres.— Ante nú: 
Alberto San Mujucl. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR < 



Nada encuentro que justifique, en las presentes actuaciones, 
el envió de las mismas a esta Corte Suprema jwira qué V. E. 
conozca en ella con jurisdicción originaria. 

Se trata de un sumario iniciado \ntr el Dejwrtamento Na- 
cional de Higiene para comprobar infracciones a la ley 4687; 
sobre ejercicio de la farmacia y en el cual se presume, además, 
la existencia del delito de falsificación dé firmas puestas en 
recetas expedidas en |wi|wles con membrete de la Legación de 
Portugal. 

Kilo ha determinado al Señor- Juez ele! Crimen de la Capi- 
tal de la Nación, a donde fué elevado dicho sumario a declararse 
incompetente para conocer en el mismo, atribuyendo a V. E. el 
conocimiento de la causa, en razón de aparecer perpetrado el 
delito imputado, |*>r |>ersonal de la referida legación, en los tér- 
minos del articulo l v . inciso 3 V de la ley 48 y artículos 21 y 38 
del Código de Procedimientos Criminales. 

No encuentro justificada tal afirmación. En él estado ac- 
tual del sumario no figuran miembros del personal de esa le- 
gación ni aparece comprometido el nombre de diplomático al- 
guno, siendo, las personas que figuran en el proceso. |»rticula- 
res sometidos a la jurisdicción de los tribunales locales de la 
Capital Federal. 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde devolver 



Iim-nos Aires. Mayo 24 de 1**28. 



Suprema Corte: 
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estas actiu.ci.mcs al juzga*, de origen para «p,c prosiga el su- 
«ar,o que se instruye- «,„ mótivó «le- los delitos cuya comisión 
lia sido denunciada. 

Horado H. ¡.ai rela. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires. Mayo 30 de 1928 
rengase por resolución el precedente «licta.nen del Señor 
updpr General, devolviéndose en consecuencia los presen- 
.ctuaaones al juzgado de Origen en la forma «le estilo. 

Ai 0ERME/Ó. — J. FlKUKROA Al- 

corta. — Roberto Rf.petto. — 
R. Guido Lavalle. 



1'oh Cesar I.nis Zapata contra el Gobierno de la Xación, sobre 
cobro tic pesos. 

S "*T*Í , ; :,,m ' atribuciones propias que el articnlo 

39 «le la Constitución confiere a los Ministros en lo omcer- 
mente al régimen económico y administrativo de sus res- 
istivos deiJartamcntos, no es posible ■nvómerar la facultad 
esencialmente e i«*«*¡va de nombrar y remover los emplea- 
dos, atribuida en términos expres«,.s al Presidente «le la Na- 
ción, (arts. 85, inciso 10. Constitución Nacional», máxime 
cuando en el caso, si se aceptara la tésis «leí recurrente, «li- 
dia facultad se habría ejercitado invadiendo también atri- 
buciones «leí Congreso (art. 07. inciso 7"). al crear un em- 
pleo y asignarle sueldo. 



Caso : Lo explican las piezas siguientes 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosario. Julio u (le 1926. 

Vistos: f>OS ¡unos seguidos por don C esar Luís Zapata con- 
tra él Goljiéfho dé la Nación sobre col.ro .le |>e>os. (Kxp. nú- 
ijicro l l .9|6) : 

V Considerando: 

Oue las relaciones de <lerecho entre la Nación y sus em- 
pleados, tanto en lo concerniente a su nombramiento como a la 
conservación y remuneración pecuamaria <le los empleos que des- 
ctn|>eñan, son, por su naturaleza jurídica, extrañas al derecho 
común en qué e! accionante funda su demanda y se rigen por 
el derecho administrativo. 

Oue la única vinculación jurídica legalmente constituida en 
este- sentido, entre la administración nacional y don Cesar Luis 
Za|Kila. es la que surge de su nombramiento de guarda de em- 
presa particular deludiente de la Aduana de Rosario, efectua- 
do por decreto de Marzo 10 de 1915. cuyos emolumentos o re- 
muneración no son materia de la demaiula. 

Que el ílesemj>eño de Vista en comisión |>or parte del men- 
cionad*» empleado Zapita, que motiva su reclamación, ha sido 
sin nombramiento del Poder Ejecutivo, |>or simple <adis|>osición 
ministerial, que. ya sea que haya tenido lugar a su pedido, co- 
mo se afirma en las resoluciones recaídas en las reclamaciones 
administrativas agregadas como pruelia. o no. del* considerarse 
en base del empleo o cargo paiiá que había sido designado |>or 
el Poder Kjecutivo; y no ha debido ser considerado en otro ca- 
rácter por el referido empleado, dado que constátale que su 
designación de guarda obedecía, precisamente, al hecho de haber 
sido suprimidos tres puestos de Vistas de los que tenia asignados 
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la Aduana de Rosario en el presupuesto del año anterior, v ix.r- 
que no quedara cesante. 

Que si bien los ministros de! Poder Ejecutivo pueden por 
si solos, según el art. 8? de la Constitución Nacional, adoptar 
resoluciones concernientes al régimen económico v administrati- 
vo de sus respectivos departamentos, ello debe entenderse siem- 
pre dentro dé lo autorizado por la Constitución v las leyes, sin 
qm en manera alguna pueda interpretarse que estén habililado> 
para alterar o modificar los nombramientos de empleados efec- 
tuados |K,r el Presidente de la República, en uso de sus atribu- 
cioius constitucionales, ni las asignaciones fijadas a los mismos 
en el presupuesto votado |*,r el Congreso de la Nación. 

Por estas consideraciones, se n-vnca la sentencia apelada 
comente de fs. 192 a 194 vuelta, fecha 16 de Abril, año en cur- 
so y se rechaza la demanda, con costas en aniñas instancias. 

Xotifiquese y devuélvase al Juzgado de origen donde se 
repon.lran los scllos.-Cr/rt.v .1/. Avila.— Jóst M. /-¡erra (según 
su VOtO).— Lilis I '. González. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bwitos Aires. Aromo 17 «Je V»2h. 

Suprema Corte: 

Él recurso deducido a fojas 228 por don César Luis Za- 
pata en la causa que sigue contra el Ck»bierno «le la .Nación jn.r 
cobro «le pesos provenientes de diferencias «le sueldos, no es el 
«•xtra«.r«linario «pie acuerda para ante V. E. el arl. 14 «le la ley 
48. ya «pie n«> acrecen llenados en el mismo los requisitos que 
I«ra su procedencia establece el art. 15 de la ley citada y la doc- 
trina uniforme «le V. &, que considera en primer término, como 
indispensable, la enunciación ex,)rcsa del recurso que se deduce 
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lo qti$ no sucede en la referida apelación en la que ni siquiera 
se menciona la «Us|n>s¡cíúii legal que la otorga. 

l a a] -elución deducida debe entenderse, pues, que es la or- 
dinaria a que se refiere el art. $9 de la ley 4055. 

Kl Tribunal no lia |>odido, asi, conceder a fs. 229 un re- 
curso no interpuesto para ante \\ K. (S. C\ X v 118; 171 y 173; 
IR \2 y otros). 

Kn cuanto a la ablación presentada con anterioridad (fs. 
225). ella es notoriamente la ordinaria que acuerda el art. 3*. in- 
ciso IV de la lev 4055, que el interesado invoca al deducirla y 
C|Ue la Cámara ha denegado a fs. 226. 

Por otra |«irte. no obstante ello y en cuanto hace al fondo 
del asunto, doy \x>r reproducidos los fundamentos de la sentencia 
de fs. 222 dictada por la Cántara Federal de Apelación del Ro- 
sario que desestima con costas la presente demanda. 

Por ello y las consideraciones concordantes del .Ministerio 
Fiscal pido a V. E. declare mal concedido el recurso interpues- 
to y. caso contrario, confirme la sentencia arlada. Con costas. 

Horado K. I. arreta. 
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Kucuos Aires, Mayo 30 de 1928. 

Y Vistos: El recurso interpuesto y concedido contra sen- 
tencia de la Cámara Federal de Apelación de Rosario, en el 
juicio seguido por don César Luis Zapata contra el Gobierno 
Nacional sobre cobro de pesos procedente de diferencias de 
sueldos. 

Y Considerando: 
Que sí bien al intentarse el recurso concedido, se expresa 
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|M,r el apelante que interpone el cíe ablación y tiulüla<l. él lu- 
cho de que en la misma fecha ni que recurra nuevamente, se 
ha notificado del auto que le deniega la ablación ordinaria, y 
1 1 antecedente de qitó los fundamentos en que apoya su petición 
se refieren a la interpretación que la sentencia recurrida ha da- 
do a la cláusula constitucional en qué el a|>elante amparó su de- 
recho, constituyen dos circunstancias qiie concurren a establecer 
qué el recurso interpuesto y concedido es el extraordinario, y 
ni tal concepto se examina esta causa. 

Qwc en cuanto al fondo de la litis, eliminados los funda- 
mentos de la sentencia que se refieren a puntos de hecho, de 
prueba y de aplicación de preceptos de derecho común, por no 
estar legalmente comprendidos entre los que pueden determinar 
la procedencia del recurso extraordinario, sólo queda a conside- 
rar la cuestión relativa a la interpretación que ha dado el fallo 
recurrido al art. 89 de la Constitución, en sentido contrario al 
concepto con que se ha invocado por el actor. 

Que a este respecto procede establecer, desde Itu^o. que el 
pronunciamiento traído en apelación es ajustado a derecho. |*»r 
la elemental consideración de que entre las limitadas atribucio- 
nes propias que la citada cláusula constitucional confiere a los 
Ministros en lo concerniente al régimen económico y administra- 
tivo de sus res|>ectivos departamentos, no es posible involucrar 
la facultad esencialmente ejecutiva de nombrar y remover em- 
pleados, atribuida en términos expresos al ('residente de la Xa- 
ción (Constitución, art. X6, inciso 10). máxime cuando en el 
caso, si se aceptara la tesis del recurrente, dicha facultad se ha- 
bría ejercitatlo invadiendo también, atribuciones del Congreso 
(art. 67, inciso 7?) al crear un empleo y asignarle sueldo. En 
estas condiciones, y de acuerdo con la jurisprudencia aplicable, es 
evidente que la demanda no ha podido proswrar (Fallos, tomo 
pag. 202). 

Por estos fundamentos, los concordantes del fallo que se 
examina, y ele conformidad con lo dictaminado por el Señor 
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Procurador General, se confirma la sentencia aislada en cuanta 
ha podido ser materia «leí rmtttti. Notifiqué y repuesto eí 
[Ki{>éÍ devuélvanse al trilmnal de procedencia. 



A. BERMEJO. - J. Fhü'KROA At- 
(OKTA. — UOBEKTO RkPETTOí — 
1\. Guiño I.AVAI.I.E. 



Daniel J. v rícenle lisfoueys. enttihlaii recurso contencioso 
contra tifia resolución de la . ¡ihninistración General tle Im- 
puestos Internos <juc Ir impuso unir multo. 

Sumario: I" \*i la ley X" 4Vn? aplicada en el caso, ni las nú- 
meros S7(A y 11.252. contienen precepto alguno lluvial y 
propio relativo al tiempo en que se opera la prescr¡t>ción 
ele las multas impuestas a sus infractores ni a su interrup- 
ción: |mr lú que corresponde aplicar Sobre el punto el ar- 
ticulo 4 V del Código Penal, que hace extensivos a iodos los 
del¡}oS previstos |*>r leyes especiales las disposiciones esta- 
blecidas en él. 

2" 1.a prcserqicióii que comienza a correr para la ac- 
ción en el momento señalado |mm* el art. 63 del Código Pe- 
nal se ppefa |>or el simple transcur.M» del tiempo, sin que 
causa alguna, ni siquiera la tramitación judicial, pueda in- 
terrumpirla. 

Casó: I-o explican las piezas siguientes: 
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Sentencia nr la cámara federal 

I-a Píala; riícfaftbtro 26 He \ u 27. 

Y Vistos: !.on recurso^ d*í ái>elaeir>n y nulidad interpuestos 
contra la sentencia «Ir t\. II 1 ». y 

('• msidi-rando : 

Qlie corresponde rcsíilyér ante lodo acerca ¡fie la prescrip- 
ción de la acción, la que, c-u caso de estar regida jtólr el Código 
Penal, con f orine a la regla establecida por su art, 4 V , y lo dis- 
puesto en el art. 62, iuc- 6v, hallaríasc cumplida, y excluiría el 
«•Mudiu de tcxljis las otras caudales invocadas para sustentar los 
recursos deducidos. 

Que, como se salte, cutre las multas impuestas como eóli- 
secuencia (le la violación de un derecho ]»or la administración 
pública o por los organismos áiitónóinos derivados de la misma, 
unas tienen carácter represivo y las otras el Je tina sanción ci- 
vil. (Jue las primeras, sujetas a la> disposiciones trcnoralcs del 
derecho penal común, detóí >cr pronunciadas en definitiva por 
los jueces*, una ve/ constatada la culpabilidad <!*'! acusido. como 
.■curre con las previstas |>or las Ieye> dí impucMns internos, de 
adtianas, «le defensa agrícola y de otras análogas de legislación 
i-l'tcial. En camino, las multas civiles smii las exigibles ]>or via 
de apremio, indepeudu ntcmente de IQdá división judicial, C0H1O 
las rctriliucioues y tasas cuyas pcree|KÍón garantizan. Multas de 
esta naturaleza, y de las cuales no cabe recurrir ante la justicia, 
como las establecida*, en las leves de contribución directa, de 
obras Sanitarias y di" papel sellado, no pueden pertenecer al de- 
recho penal. 

I.a> leyes .jue disponen <sia> multas de índole civil, contie- 
nen cláusulas t|ue autorizan el cobro compulsivo de los servicios. 
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derechos o impuestos y <le las multas anexas con entera pfes- 
cindencia de toda resolución judicial. I.a intervención de los 
jueces se limita a examinar, ante la o|ios¡ción tlel deudor, la va- 
lidez y eficacia legal del crédito documentado con el certificado de 
la oficina recaudadora, evitando de ese modo un |>osible error de 
la administración ; y tal es la forma como se procede en todos 
estos casos en que la multa desempeña el rol de sanción civil 
de las obligaciones tributarias o contributivas, res|>ecto de las 
cuales la justicia puede, sin duda, declarar la inteligencia con- 
trovertida o et verdadero alcance de la ley en que se funda el co- 
bro, o juzgar de su valide/ constitucional, pero no puede verifi- 
car si huhn una falta o una cul|>a imputables en la violación del 
deber creado para la buean marcha de la administración, ni acep- 
tar antecedentes o motivos tendientes a negar la materialidad, o 
a excusar la res|K>nsabilidad de las infracciones. Todo es de la 
competencia administrativa. porque dichas multas se im|xmen a 
titulo de indemnización y no a título de pena. 

Que basta considerar estos principios para concluir que las 
multas establecidas jx>r las leyes de impuestos internos números 
3764 y tienen el carácter de multas de naturaleza pena!, 

puesto qe ellas están sometidas al pronunciamiento del Poder Ju- 
dicial de la Xación, al que pueden oqirrir los que la administra- 
ción pública haya declarado infractores a las leyes fiscales e 
inenrsos en sus sanciones. 

La justicia federal tiene en tal caso la función y la atribu- 
ción inherentes a los tribunales represivos, de verificar la exis- 
tencia de la infracción y de apreciar la culpabilidad de sus agen- 
tes. Su fallo condenatorio constituye la ejecutoria del cobre» com- 
pulsivo; no |>erdiendo la multa, judicialmente fijada, en esa for- 
ma, su carácter de ¡una] |»or la circunstancia de que la ley es- 
]>ecíal de que dimana no la haya vinculado con las |ienas priva- 
tivas de la libertad, por vía subsidiaria, como generalmente ocu- 
rre en la materia correccional ordinaria. 

La multa figura en el sistema penal ya sola, ya ligada a 
las penas corporales. 
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< hu\ i«>r Mira parte, aún en el supuesto de multa* c|úc lió 
tueren ni exclusivamente pénales ni exclusivamente civiles, por 
haberle éstehKcfcb a título de pena y a titulo de iudemn ilación 
a la vez. caí» observar que la doctrina al contemplarlas en si- 
tuación ¡.articular. <¡arraud. «Droit i'rimincU. p%. 34S ¿ | t . ;m ¡_ 
huye bajo el punto ele vista de la pri^eri|>c¡ón, entre otros, él pri- 
mer carácter, reputando regida la prescripción de la acción y 
de la pena por el Código Péñál y no por el Código Civil. 

Por estos fundamentos, se declara prescripia la acción en 
este proceso, revocándose, en consecuencia, la sentencia ajela- 
da; y. de acuerdo con lo pedido por el Ministerio Kiscal. se 
'"«mía testar por secretaria las glabras subrayadas del escrito 
de tV Un. con ¡invención de guarxlar estilo a sus firmantes. 
Hágase saber y devuélvase.- -Antonio L. Man maro.— 1 \ /:,„,; 
(en disidencia».— /irftórj?; Echcfjftray. 
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Bucik* Aius. Main M) di- l*>>«. 

Autos y Vistos : 
Considerando : 

Que la Administración de Impuestos Internos con fecha 
■¿ ' U ' J unio de l ' )2(t inípuso a la Sociedad Daniel J. v Vicente 
F. Espoueys de conformidad con el art. 14 «le la ley 4.V>.*. una 
multa <le veintidós mil quinientos |k-so> por halier ofrecido a la 
venta como vino ¿jemimo un producto ,, m - no era tal. 

<Jtie el pronunciamiento «le la Cámara Kederál «le la Plata 
l»a declarado prescripta la acción en este pr«»ceso v por consi- 
guiente la suso«licl.a multa aplicando l«> dispuesto jidr los arts 4* 
y 62. inciso 5« del Código Penal. 
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Ouc ni la ley aplicada en el caso N* v 4363 ni las números 
3764 y 11.252 contienen precepto alguno cs|>ecial y propio rela- 
tivo al tietn]x> en «pie se opera la prescri|>ción «le las inultas im- 
puestas a sus infractores ni a su interrii|>cióu y siendo así co- 
rrespomle aplicar sobre el punió el art. 4 V del Código Penal 
que hace extensivos a todos los delitos previstos por leyes es- 
l»eciles las disposiciones establéetelas en él. 

Oue el art. 62, inciso 5'\ dis¡>onc que la acción |>enal se 
prescriiie a los dos años cuando se tratara de hechos reprimidos 
con multa mayor de dos mil |k-sos, comenzando a contarse el 
plazo desde la noche del (lia en que se cometió el delito «íart. 
(tii. La infracción imputada a los iMxleguerps en la causa tuvo 
lugar en el mes de Agosto dé 1924 (fs. 40), de suerte que el 
tienq>o de la prescri]>ción se hallaba cumplido en Agosto de 1926. 

Qtie la circunstancia de halarse continuado la tramitación 
del juicio durante el transcurso dé los dos años requeridos |«ira 
la prescribió!». iíb constituye óhice |wra la producción de ésta, 
cíesele que los antecedentes legislativos del Código Penal auto- 
rizan a afirmar, no ohstante la dis|M>sición aislada del art. 67, 
que ha quedado eliminada del mismo la interrupción procesal. 
Así resultaría, en efecto, no sólo del silencio observado por el 
Código al resj>ecto. sinó tamhién del hecho de que el proyecto 
de 1906 suprimiera la internq>ción |x>r actos «le procedimiento 
y estableciera que la prescripción sólo correría mediando buena 
conducta |xir. parte del sujeto. Suprimida esta exigencia |>or el 
Código Penal en vigor, forzoso es o ."cluir que la prescripción 
que comienza a correr |«ira la acción en el momento señalado 
]H>r el art. 63 se ojx'ra |M>r el simple transcurso del tiempo sin 
que causa alguna ni siquiera la tramitación judicial pueda in- 
terrumpirla. Exposición de Motivos de la Comisión «le la H. Cá- 
mara de Diputados, pág. 178 y 179; Informe de la Comisión 
de Códigos del H. Senado de la Nación, pág. 261. K. Moreno 
(h. ), Código Peral, tomo III, |KÍg. 135: Jurisprudencia de la 
Cámara de Ablaciones en lo Criminal de la Capital. 
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Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, se la 
confirma. Notifiquese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Kouf.kto Repbtto. 



Don Miguel Osuna contra lo Compañía Telefónica. Sobre daños 
y perjuicios. 

Sumario : l" Procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 4X. contra una resolución denegatoria del fuero federal 
en los términos del art. 2. inciso I' de la expresada ley. 

2* El servicio telefónico está reglamentado |»r la ley 
750 Y, en virtud de lo dispuesto |x»r el art. 1'' de la ley 4408. 
jxir lo que corres,w>nde a la justicia federal ratioue mal erice. 
el conocimiento de una demanda tendiente a que se declare 
que la Compañía Unión Telefónica está obligada a efectuar 
una determinada instalación. 

Caso: Lp explican las piezas siguientes: 



ALTO I>EL JUEZ DE 1» INSTANCIA EN LO CIVIL DE LA CAPITAL 

Buenos Aire*. Julio 5 de 1927. 

V Vísíos: Para resolver la excepción de incompetencia 
opuesta a fs. 16. 

Y Considerando: 



DC JUSTICIA DE LA NACIÓN 



299 



1* I-a demanda de fs. 5 tiene dos objetos: que se condene a 
la demandada a instalar el a|>arato telefónico del actor en su 
nuevo domicilio, y que se la condene igualmente a resarcir danos 
y líerjuicios |>or la falta de colocación del aparato. 

2* I-a |xirte demandada sostiene. |>ara fundar su defensa, 
que la Unión Telefónica está regida i*>r las leyes 4408 y 750 ; * 
y que, por lo tanto, corresjxinde el conocimiento de esta contien- 
da a la Justicia federal, dado lo dispuesto por el inciso 1" art. 2 
de la ley 48 e inciso l v , art. 1 1 1 de la ley 1893. 

3* I-as leyes 48 y 1893 dis|x>nen en los preceptos citados 
que los jueces nacionales de sección conocerán en primera ins- 
tancia de las causas regidas \x*r las leyes que haya sancionado y 
que sancionare el Congreso. Y la Suprema Corte tiene resuelto 
que para que una causa se diga esjiecialmente regida i>or las 
leyes sancionadas y que sancione el Congreso, es preciso que el 
derecho que se pretende hacer valer esté directa e inmediatamen- 
te fundado en ellas (tomo 55. |>ág. 114). 

4 V Prima facie no parece que esta causa estuviera regida 
ppr las leyes 4408, de empresas telefónicas y radiotelegráficas, 
y 750 ]/ 2 de telégrafos nacionales, sino jx>r el contrato de con- 
cesión y las disposiciones del derecho común, pues se pide el 
cumplimiento de obligaciones emergentes de la concesión públi- 
ca que tiene la demandada y el resarcimiento de daños y per- 
juicios originados por el incumplimiento de dichas obligaciones. 
Por esta circunstancia el sul»scrii>to estima que no corres|xnide 
a|>artar esta causa de su conocimiento. 

Por ello y lo dictaminado por el señor Agente Fiscal, re- 
suelvo: rechazar la excepción deducida, con costas (art. 24 de 
la ley N v 4128) y disponer que la demandada conteste derecha- 
mente la demanda. Notifique el empleado Di Vita y repóngase 
la foja. — Áií de Vedta y Mitre— Ante mí: M. Echcgaray. 
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ACTO DE LA CÁMARA 2» DE APELACIONES EN LO CIVIL UK LA 

CAPITAL 

Huellos Aires. Noviembre 16 de 1927. 
V Vistos: pqr sus fundamentos se. confirma, con costas v 
en todas sus partes, la resolución apelada de fs. 42. Kep la foja' 
-Solxvt.-O^nHi.-Scmfhsa.-Amv ,„¡ : /<-. .i/ (fH ,/ //(f . 

DICTA -M EN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Abril 2 de 1928. 

Suprema Corte: 

Don Miguel S. Osuna demanda a la Compañía Unión Tele- 
fónica i«ra que sea ésta condenada a instalar un aparató telefó- 
nico en su domicilio y pan q„e | e indemnice los daños y .«rjiii- 

c. «»s que le causa la negativa «le la empresa a efectuar dicha 
colocación. 

La demanda ha sido deducida ante el Juzgado «le I« Ins- 
tancia en lo Civil «le la Capital «le la Nación y la empresa, sin 
contestarla, ha opuesto la excepción de incompetencia de juris- 

d. cc.on amparándose al fuero federal en ios términos «leí art 2> 

ciso 1* de la ley 4JS. 

Sustanciada esta inci«lencia han sido desestimadas las pre- 
tens,«,„es de la Compañía demandada, ,x,r lo ,,ue ésta ha .iedu- 
m l««ra ante V. E. recurso extraordinario de a| >elaci«',n (art 
14. ley atada), el «pie también le ha sido denegado. 

No encuentro ajustada a derecho esta última resolución. 
El fuero fcleral ha sido invocado o|»rtunamente en la can- 
sí i>or lo «,„c la resolución denegatoria del mismo es contraria 
a una garantía de carácter federal, quedando ,»r ello el caso de 



M JUSTICIA H LA NACIÓN 



301 



autos comprendido en la disposición referida del arl. 14 de la 
lev 48. 

Opino, |M»r lo tanto, que el recurso es procedente. 
Kn cuanto al fondo del misino: el art. I v de la ley 440S 
ha incorporado las empresas de teléfonos y radiotelcgráficas que 
liguen un territorio federal con una provincia, dos provincias 
entre si, o .un punto cualquiera de la Nación con un listado 
extranjero, al régimen dé la ley 750 \/¡, sobre Telégrafos Nacio- 
nales, dictada |K>r el Congreso de la Nación cu ejercicio de fa- 
cultades constitucionales indiscutibles. 

Por ello las empresas telefónicas, en cuanto concierne a la 
explotación de sus servicio*, han quedado sometidas al control 
de las autoridades federales. 

Y el art. 11 de la referida ley 750 y 2 presente que en nin- 
gún caso los poderes públicos locales jMKlrán intervenir cu los 
servicios de los telégrafos de la Nación, es decir, en la instala- 
ción de sus líneas, funcionamiento de las mismas, tarifas, etc. 

La presente demanda tiende a que se declare que la Com- 
pañía Unión Telefónica está obligada a efectuar una determi- 
nada instalación, lo que. evidentemente, concierne al servicio 
de la misma compañía y tiene atingencia o puede afectar su 
funcionamiento. 

Ksto no puede ser decidido |>or tribunales locales (art. II. 
ley 750 Y* citada \ como lo son en este caso los de la Capital 
de la Nación. 

La justicia federal que actúa en la misma es. en mi opinión, 
dado los antecedentes preimlicados, la única a quien corrcs|x>nde 
conocer en la causa. 

Soy, por ello, de opinión que corres|wnde revocar la sen- 
tencia apelada en la pacte materia del recurso. 



Horacio R. ¡Ainchu 
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Buenos Aires, «¿yo .*> de 1920 

Autos y Vistos: 

Por |,,s f,„„ian,,„tos del dictamen del Señor Procurador 
(-ara. se dolara „, a , denegado el recurso extraordinario ' 
sjmáo '"necesario mayor sufóáutíactóu con res^i al fontíb : 

Cunsúleratido: 

Que la couiunicactón ,K,r vía telefónica Constituye .... 
«.cío ,»«,b!,co. c.m.» lo reconoce el propio actor (fs.'*,. 

Que este servicio, como tal, está reglamentado por la lev 
/W °" V,r,ml dc «Apuesto por el art. l> de la lev 4408 

vLaleT" * n " Pr " a tC,efÓ " ÍCa CMy ° S ***** 

Que la base de la demanda se relaciona con dicho scrvic io 
i'""!" 1 - f^Jf?» <* «. pritncr término, a la 

.«acón <le .a demandad, de efectuar Una instalación parti- 
cular, C4rcunstanc.a <p,e demuestra la procedencia de la aoü- 
cactón al caso dé las leyes nacionales citadas, y ,*,r consiguiente 
«k- la mnsdicción federal. 

1W estos fundamentos y concordantes del dictante,, citado 
se «voca el auto de fs. 51. Notifúp.ese y devuélvanse previa 

A. Bermejo. - J. Fic.vehoa Al- 
cokta. — Roberto Repktto. — 

R. Gl'fDO LaVAI.LK. 
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NOTA $ 

Con fecha cuatro de Mayo de mil novecientos veintiocho 
fué confirmada por la Corte Suprema. la sentencia pronunciada 
l>or la Cámara Federal de Apelación de I-a Plata, que condenó 
a Luís Audelmi Zambrano a sufrir quince años de prisión, en 
vez de la «le veinte años de la misma |>ena, accesoria» legales y 
costas, que le fué impuesta por el Juez Letrado del Territorio 
Nacional de la Itaiipa Central, como autor del delito de homi- 
cidio perorado en la persona de Francisco Aducci. en juris- 
dicción del expresado territorio, el «lia treinta de Mayo de mil 
novecientos veintiséis. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida |*>r don José Iorcansky en autos con don Eugenio Diez, 
sobre desalojamiento, por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que éste había intervenido ante el tribunal de apela- 
ción, con lo que se llenaron en lo substancial loa requisitos de 
la defensa en juicio, pues, como lo requiere el art. 18 de la 
ley fundamental, las i>artes habían sido oídas. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja interpuesta 
ppjr don Andrés Martínez Alchurrttt, en la convocatoria de 
acreedores de don Julián Henito, por desprenderse de la cx|>o- 
sición del recurrente, que la resolución de la Cámara de Apela- 
ciones del Departamento Costa Sud de la Provincia de Buenos 
Aires, se había limitado i confirmar la decisión del Juez de If 
Instancia, quien interpretando disposiciones contenidas en la 
ley de quiebras, reformó lo acordado i>or la junta de acreedo- 
res, es decir, cuestiones regidas por el derecho común ajenas 
vez de la de veinte años de la misma jena, accesorias legales y 
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üTÜl CX r b f" áríp ' ** acmr<l " con m ®mm el ar t . 

15 «le ta ley 48 y Ja cosíante jurispru.lencia «leí tribunal. 



tííia fi ^ 'T ^fc^PN immm* la queja déte 

r, ,U don lon.„o mmn , mm suUfv 
- ngqn de no apan.-.-r dj la ex^Wó,, del recurrente, que 
é8tC hMb,c l ra para ante fe Corte Suprema, recurso al- 

guno que le hubiese s¡.!«, denegado 



Kn siete cid mismo sé declaró mal comedido por la Cá- 
. .. a Federal ele Apelación del Rosari,, el recurso oSnario «le 

iStra^ C " h r C ™ *** ' °" Tr - 

Pleito contra Middletown Car y Cía,, sobre pago dé derechos 
••'.Inaneros. U1 raz ,„ # íundar e| «J^ 

se haha mvocado e, ar, >. im , * <It . la |ey ¿, 5> \ J¿ 

e« ,«.o ,,r co„Mar de auto, que el „h„„o de la inició, 1 

í* 1 *** excedía de la suma de cinco mil pesos y .al án 

«ku « a. s „o que es además necesario que se trate de una acción 

» f cn *** en * fis 

UU recandador de sus renta, Sí » parte áetora: v en el caso 

u un particular que s.gu.o por derecho propio un inicio en «nu- 
la Nación no era parte, pues si Lien el Ministerio 

¡;t" """""" 1 ^ «ftttffc no asutnió , ra 

de ht-gante en representadón del fisco, ni dedujo apelal , 

iiicron, en parte, adversas a su tesis. 
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Con feché unce no se hizo lugar a la queja deducida por 
doña IVtrona Hrignardelln de Regules, en los autos «Hracht y 
Cia. contra (arlos A. Krignardetln. snhre reivindicación», por 
resultar «le la propia tuanif estación del recurrente. que la sen- 
tencia del Juez Federal del Rosario, confirmada |M»r sus funda- 
mentos |mr la Cantara Federal de dicha ciudad, declaró que 
aquél había tenido ingerencia en el juicio: y tal declaraeión 
coin|H.rta1>a la decisión <le una cuestión «le carácter p-occsal y 
cié hecho, ajena, jnir consiguiente, al recurso extraordinario «leí 
art. 14 <le la ley 48. de conformidad con lo dispuesto |M>r el ar- 
ticulo 15 de la misma lev, y lo reiteradamente resuelto. 



Eii la misma fecha la Corte Suprema «le conformidad con lo 
dictaminado |mr el Señor Procurador General, declaró hien de- 
negado el recurso deducido por «Ion José María Lasarte en la 
causa sohre excepción del servicio militar, en razón de no ha- 
herse cumplido con los requisitos exigidos |»or el art. 15 de la 
ley número 48. 



En la misma fecha se declaró mal concedido |>or la Cá- 
mara Federal de Apelación del Rosario, el recurso deducido ]Mir 
don Antonio Rodríguez, en la causa por excepción de! servicio 
militar. |Mir halarse dejado estahlecido en las sentencias de pri- 
mera y segunda instancia, «pie el inficionante no bahía acredi- 
tado las causales (pie indícala, causales que. ]«»r otra parte, fue- 
ron invocadas en otro pedido anterior, en cuyo exf»edtente re- 
cayó resolución negativa, encontrándose ésta consentida; agre- 
gándose, además, que los caracteres de la cosa juzgada, corres- 
ponde al derecho común, y son írrevisiMes |»or la Corte Supre- 
ma en el recursn extraordinario que acuerda el art. 14 de la ley 48. 
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En la demanda deducida por don Üttb Franke contra la 
Provincia de Buenos Aires, por repetición de ia suma de nueve 
mil treinta y siete pesos con setenta centavos moneda nacional, 
exigida y cobrada indebidamente en concepto de impuesto espe- 
cial de afirmado, incluidas las multas del camino de La Plata a 
Avellaneda, la Corte Suprem con fecha diez y seis de Mayo de 
'mil novecientos veintiocho, de conformidad con lo dictaminado 
I** el Señor Procurador General, falló la causa declarando que 
la contribución cobrada al actor en virtud de la ley provincial 
de 30 dé Diciembre de 1907, es contraria al art. 17 de la Cons- 
titución Nacional, y que, en consecuencia, la provincia deman- 
dada debe devolver, dentro del término de diez dias. la suma re- 
clamada, con sus intereses a estilo del Banco de la Nación Ar- 
gentina, desde la fecha de la notificación «le la demanda, con 
cbstaS. 



Kn veintitrés fiel mismo se declaró improcedente la queja 
interpuesta por doña Julia Berardinelli de Gómez, en autos con 
don Armando Pessagno, sobre desalojamiento, por no aparecer 
de la exposición del recurrente, que éste hubiera deducido recurso 
alguno para ame la Corte Suprema que le hubiese sido denegado. 



En la misma fecha se declaró improcedente, igualmente, 
la queja deducida por doña Mará Horacio de Bracesco en autos 
con la Caja Xacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados 
y Obreros Ferroviarios, sobre pensión, por no acrecer que la 
apelante hubiera interpuesto para ante la Corte Suprema, recur- 
so alguno que le hubiese sido denegado. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
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por clon Ramón K. García cu autos con don Miguel Kidelherg. 
sobre escrituración, en razón de que aún en el case» de admitirse 
las pretensiones del recurrente, la base del recurso intentado 
¡nena de que se le habla privado del derecho de recursar que 
le acuerdan las leyes procesales, lo cual es extraño al remedio 
federal según lo dispone el art. 15 de la ley 48, y porque en 
cnanto al art. 18 de la Constitución, cuya inobservancia se 
alegaba, procedía observar, que dicha cláusula no guardaba con 
la cuestión debatida la relación directa e inmediata necesaria 
para la procedencia del recurso extraordinario, pues. la Cons- 
titución en ninguna de sus cláusulas establece como detan 
constituirse los tribunales que han de administrar justicia en el 
territorio de la Xactón. 



Cor fecha veintiocho no se hizo lugar a la queja deducida 
j'or don Luis ( limeño Rico en autos con la Compañía Inmobilia- 
ria del Río de la Mata, sobre reivindicación. jx>r resultar de la 
propia exposición del recurrente que la sentencia pronunciada 
|*>r el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Salta 
se había limitado a rechazar la excepción de falta de personería 
esto es. a decidir cuestiones que no revisten el carácter «le senten- 
cia definitivas a los efectos de la procedencia del recurso extraor- 
dinario, pues sólo deltcn entenderse |>or tales, como lo ha decla- 
rado reiteradamente la Corte Suprema, aquellas que ponen fin 
al pleito o impiden su continuación. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Juan Akhaparro en autos con la Muntci|>alidad de San An- 
drés de (iiles, sobre violación de la ley de cercos y caminos, en 
razón de que el recurso extraordinario previsto en el art. 6? de 
la ley 4055, sólo es j>roccdente en los casos que determina el 
art. 14 de la ley 48, entre los que mi se encuentra el sitb judie?, 
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tocia vez que de la exposición <kl recurrente, no aparecía QUC 
-se le hubiera denegado a éste, el fuer.» federal. 



Con fecha treinta fué confirmada por la Corte Suprema la 
sentencia pronunciada |n,r la Cámara Pederá! de Apelación «le 
m Mata, la que confirmó, a su vez. la dictada |»r él |ue/ Le- 
trado del Territorio Nacional de Santa Cruz qué condenó a Am- 
brosio Menelike a sufrir la ¡«na de diez y ocho años .le prisión, 
accesorias legales y costas, como autor del delito de i..»mici<l¡<» 
perpetrado en la persona de Pedro Gódoy, en jurisdicción del 
expresado territorio. 



En la misma fecha la Corte Suprema dé conformidad con 
lo dictaminad.» el Señor Procurador General, declaró bien 
denegado el recurso interpuesto don Antonio Segundo Bo- 
rrego en auto, con los señores Rafael y Carlos Pontonero Pan- 
tano, nució arbitral, en razón «le acreditarse ,>or los testimonias 
enviados , M , r vía de informe, que la resolución recurrida de la 
i orte «le Justicia «le la Provincia «le San Juan había examinado 
en detalle el laudo arbitral impugnad., «le nulidad v decidido su 
vah.lcz por el análisis «le l«»s liech«.s. «le la prueba, «leí procedi- 
mmt st • rvaf, " l " '» substanciación dél juicio, de los precep- 
tos «le «brecho civil y procesal aplicados y de los antecedentes de 
autos relacionados con las impugnaciones formuladas, esto es 
la inexistencia «leí compromiso arbitral, la «le la litis c«,ntestaci<>n 
y la inobservancia «le «le terminólas normas y f«,rniali«la<les pro- 
cesales: circunstancias y antecedente* juzgados jwr aplicación 
de disposiciones «le derech«, comió, legalmente excluidos «le la 
jurisdicción «le la Corte Suprema, en el recurso «| e pur«. «lere- 
cbo «le la instancia extraordinaria. 
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Standard OH ( apelando de mía resolución </<• la Aduana 

Sumario: Teniendo presente el espíritu de la ley, (tétié conside- 
rarse comprendido dentro de la frau«|uicia que prescrita el 
art. 4 V de la ley L 1.281 el material de «casillas «le madera 
y lona», y del hecho de que la recurrente haya manifestad!* 
que «las casillas de madera y lona» eran destinadas «a las 
torres de perforación» y no a las viviendas de su persona!, 
no puede derivarse sanción penal alguna. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Santa l-V, Septiembre 17 de 1<>¿7. 

Y Vistos: Kl recurso de ablación interpuesto |>or don R. 
Giatineo en representación por la Standard < )il V> S. A., y 

Considerando: 

One la procedencia «leí recurso interpuesto surge ele la con- 
currencia de los requisitos exigidos jx>r el art. 1063 de las or- 
denanzas de Aduana. En efecto: el recurrente a|>ela «le una re- 
solución dé carácter (¿nal producida j>or el señor Administrador 
de Rentas Nacionales con carácter definitivo (solicitud de fs. 18 
y resoluciones de fs. 19 y 16 respetivamente). 

Que el juzgado está llamado a decidir sobre el siguiente 
punto: si corres|Minde la aplicación de la pena de comise» de los 
1.004 kilos de casillas, resuelta |K»r el señor Administrador de 
Rentas Nacionales a fs. 16 del e.\f tedíente administrativo. 

Que fundándose dicha resolución en la declaración formu- 
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lada por la parte recurrente, supuesta falsa, corresponde deter- 
minar previamente si ella encuadra en los términos del art 66 
«le la ley 11.281. 

Qué este articulo almidona el criterio diferencial de los 
art* 930 y 1026 dé la ley 810 (aprolatoria «le las ordenanzas 
«le Aduana ». pira calificar la defraudación «pie autoriza el ettiiii- 
so. adoptando al efecto el monto .le las diferencias «le especie 
y caljdad pero no modifica el requisito esencial |«'ra «pie se 
considere como tal y. por ende, cotilo materia de pena, «pie es 
él «pie señala «•! art. 1025 y al «pie se refiere la citada dis.x.si- 
cion legal en vigencia: «... toda falta «le requisitos* toda falsa 
declaración o todo hecho «pie. despachado en confianza por 
«Has (las Aduanas), o que si pasara desajiercilndó, produjera 
menos renta de la «pie legítimamente se adeude». 

Qué corresponde luego determinar si la declaraci.'.n hecha 
|H»r el despachante «le la parté recurrente es o iu> falsa. |»ara l«i 
cual es m-cesario precisar si los materiales sohre «pie versa este 
asunto están o no comprendidos en las disposiciones invocadas 
por el mismo en la solicitiul «le despacho, cuya copia obra a fs. 
83 y siguientes. 

Que. en virtud de las disposiciones legales en vigencia «l¡- 
chos materiales están innegablemente comprendidos en la lilie- 
ración «le «lerechos alegada en oportunidad por la jiarte recurren- 
te En efecto: la ley S> 4933 en su art. 9». liberal» «le «lereclios 
«le importación a las «niá.punas |»ara explotación v exploración 
«le minas»; la ley SfV 10.326. de 26 «le Febrero «le 'l«>18. mod.fi- 
candp la anterior, «lisonja en su art. 2»: «La ¡ni|)ortaci«'>n .le 
los efectos «pie exime «le I.kIo gravamen el articulo 9» de la ley 
X v 493.?. «pieda sujeto al deecho «leí 5 «.¡o s«.re el valor «le las 
mercaderías; etc.»: pero la ley X" 11.281. «le 29 de Xoviembre 
«le 1923. en vigencia, «lice textualmente: «Articulo 4": Será li- 
hre «le derechos la importación «le los artículos siguientes: má- 
quinas o materiales «lestinados . . . a explotaciones o expl«»raci«i- 
nes mineras, etc». Lá ley vigente amplía, pues, la franquicia ex- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 311 



tendida a los materiales que habitualmente se destinan a este gé- 
nero de exploraciones y explotaciones y su alcance, frente a las 
l>alal>ras del miembro informante «le la comisión dé presupues- 
to, ño puede ofrecer lugar a dudas; «... las herramientas, má- 
quinas y materiales necesarios para la instalación y explotación 
de los establecimientos mineros, metalúrgicos 6 que se dediquen 
a |>er foraciones destinadas al aprovechamiento del agua y |h- 
tróieo del subsuelo.... se litaran de derechos, ele». (Diario de 
Sesiones de la H. Cámara de Diputados de la Nación, p. ¿t», 
tomo IV, año 1923). De ellas se desprende que la ley no atiende 
al carácter especifico de los materiales, litarando de derechos 
solo a los qué sean imprescindibles ¡«ra las exploraciones y ex- 
plotaciones mencionadas o a los que sólo sirvan para ellas, sino 
que también litara a los que se empleen en ellas, aunque puedan 
emplearse en otros menesteres o industrias atendiendo a! destino 
de los mismos. Así lo ha entendido el Ministerio de Hacienda de 
la Nación, en su resolución de 15 de Abril de 1926, cuya copia 
auténtica obra a fs. 74. 

Que rio se ha probado que los materiales en cuestión hayan 
tenido otro destino que el manifestado y, jx>r el contrario, del 
informe de la rej>ar lición técnica que obra a fs. 77, se desprende 
qué son materiales indispensables para i rafia jos de |>erforac¡ón, 
máxime si las o|»erac¡ones detan llevarse a cata en regiones 
tan alejadas como las que explora la jjxKíté recurrente. 

Que conviene hacer notar 'que las resoluciones mencionadas 
por el señor Administrador de Rentas Nacionales en apoyo (le 
su resolución de fs. 16 (considerando primero) y que reproduce 
el Ministerio Fiscal en su dictamen de fs. 34 y siguientes, soli- 
citando la confirmación de aquella, no son de aplicación al pre- 
sente caso, pues, los decretos del í\ E. que fundamentan la rc- 
*dnción. informe de la junta de ferretería, que ha servido de 
tase al Tribunal de Vistas de la Aduana de la Capital, llevan 
fechas 25 de Septiembre de 1919 y 23 de Febrero ele 1922, re- 
firiendo. |x>r tanto, al art. 2* de la ley 10.362, cuyo alcance, se- 



312 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



gún se ha dicho precedentemente, es más restringido cjüc él del 
art. 4" dé la ley 11.281 actualmente en vigencia, dictada con |>os- 
terinridad a los decretos mencionados y que vino a ampliar ta 
franquicia en los términos especificados en el considerando an- 
terior, cuya claridad y precisión hacen inaceptables los dictá- 
menes de la Inserción General jlc Rentas Nacionales ( ís. 12) 
y del señor Procurador del Tesoro ( fs. Í3), citados igualmente 
]H»r ej Ministerio Fiscal, a fs. 9¡$ cuino fuiulatnento de su pe- 
dido de confirmación de la medida resuelta |*ir el señor Ad- 
ministrador. 

Qtié, |*»r otra juirte, de las actiiacioties y pruebas produci- 
das *e desprende claramente que la |>arte recurrente ha ohser- 
Vádp, sin exce|ición. las disposiciones legales en v : ,.ncia en lo que 
refiere a la iramitación del despacho y qU<% al solicitar la libra- 
ción de derechos aduaneros |>or considerarse amparada en la 
franquicia del art. 4" de h ley 11.281, hi/o liso «le un derecho 
legitimo e innegable. 

(Jue estando liberados de gravámenes y empleándose los ma- 
teriales en cuestión en las explotaciones |>etroliíeras. los térmi- 
nos literales empleados |n»r la parle recurrente en su solicitud 
di despacho, no constituyen |n»r si mismo la cfalsa declaración» 
cpie requiere el art. 1025 de las ordenanzas de Aduana a los 
efectos de la aplicación del art. of> de la ley 11.281 que funda- 
menta la sanción impuesta |>or el señor Administrador dé Reñ- 
ías y que es motivo del presente, recurso. 

Por tanto, oído el señor Procurador Fiscal, resuelvo; revo- 
car la resolue»o« ivvui rida. declarando que los materiales o!> 
jeto del comiso ¡»or ella resuelto, están comprendidos en los tér- 
minos del art. 4" de la ley 11.281 ; sin costas. |K»r estimar el sus- 
crito que no existen motivos para ini|»onerlas a la \fcrié vencida. 

llágase salnT. inscrilwse y ejecutoriada que sea la presente, 
archívese el exj>cdiente. 

Eltyenio ¡'necio. 
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SKNTKNCI A DE ÍÁ CÁMARA FEDERAL 

Rosario. Diciembre 14 dé 1**27. 

Vistos en acuerdo los alitos caratulados «Standard ( >il t 
apela dé una resolución de la Aduana (exp. X-' 7613 del jüz- 
gado): 

Por sus fundamentos, lo que resulta del informe del Direc- 
tor General de Yacimientos Petrolíferos corriente a fs. 77 y, te- 
niendo en cuenta que, del contexto del art. 4 V de la ley 11.281. 
se desprende el propósito de lik-rar de derechos, no solamente 
a las máquinas y materiales cuyo uso o fin. exclusivo, sea la 
elaboración «le materias primas de produexion nacional; explo- 
taciones y exploraciones mineras, |>er foraciones y aprovecha- 
miento de agita del subsuelo: sino a t<Mlos los materiales y má- 
quinas «destinadas» a los ' «establecimientos industriales» que 
tengan esas finalidades, lo que entraña un concepto de mayor 
amplitud en la fraiupiicia. que mira al capital invertido en di- 
chos establecimienU*. antes que al destino |«irticular de los ele- 
mentos empleados en ellos. 

Se confirma la sentencia ajelada de fs. 104 a lOti de fecha 
17 de Septiembre de 1927. 1-as costas jMjr su orden (art. 145. 
Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Xotifiquese y devuélvase al Juzgado de origen donde se re- 
finirá el sellado* que comanda.— José M. Fierro (según su 
voto».— /./í/.v I'. Üonzálvz. — Carlos M. Avila» 



VOTO DEL SEÑOR VIH AI. PRESIDENTE DR. JOSE M . HERRO 

\ istos los autos Standard < )¡1 C\ apela de una resolución 
de la Aduana (exp. X* 472 27): 

Por sus fundamentos se confirma, sin costas, por tratarse 
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del Ministerio Fiscal, la semencia de te. 104 a 106. de! 17 de 
Septiembre próximo patsado. 

Jóse M. Fierro. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA ( 1 ) 

Vmm Aires, Junio 1" ele 1928, 

^ Vistos: kl recurso exiraonliuario interpuesto y conce- 
dido contra la sentencia de la C ámara Federal de Ablación efe 
Rosario en los autos seguidos |M>r «Standar ®¡l G* S. A.» kffr 
lando de una resolución de la Aduana de Sama Fé y 

Considerando,.: 

<¿uc, según ajxirece de los autos, la Standar Oil (- S. A. 
solicitó de las autoridades aduaneras el libre despacito de di- 
versas partidas que contenían «casillas de madera y lona para 
torres de perforación», por considerarlos comprendidos dentro 
de la franquicia que establece el art. 4» de la ley 11.281. 

<Jue. lia «piedad o debidamente demostrado en autos que la 
mercadería de referencia estaba destinada a las viviendas de 
los geólogos y larsonal necesario en la explotación prirolífera. y 
toda vez que el material por su naturaleza, como se bace cons- 
tar en la resolución arlada, es indis|>ensab!e a los fines que 
se pro|>onc la Standar Oil C S. A., teniendo presente el espí- 
ritu de la lev. debe considerársele comprendido dentro de las 
excepciones que prescribe el art. 4* <le la citada ley 11.281. 

Que del hecho de que la empresa demtncia<la haya mani- 
f estailo que las «casillas de madera y Iona« eran destinadas a 
las torres de perforación y no a las viviendas de su personal, 
lio puede derivarse sanción |>cnal alguna de acuerdo a lo que 
resulta del art. 4 V de la ley 11.281 citada, pues en cualquiera 
dé los dos supuestos, la introducción del material es libre de 
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Kn su mérito, |>or los fundamentos de la sentencia apelada 
que hace suyos los ele primera instancia y los de doctrina qtje 
se registran en el tomo 150, pág. 284 entre otros, se la confirma 
en cuanto ha ¡mkIkIo ser materia del expresado recurso. Noti- 
fique;* y repuesto el |»|x*l. devuélvanse al trihunal de proce- 
dencia. 

A. BERMEJO. — J. Fkutkoa Ak- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lavallk. 

(1) Kn la misma lecha recayó igual pronunciamiento un él juicio 
Stamlanl OH Q% apelan*, de una resolución efe Aduana. 



vecerfo Argcniim Quilines» por daños y perjuicios. 

• 

Sumario: I- Cuestionada la inconstitucionalidad del art. 59 del 
Decreto RcgLimentario de la ley 9*88. <lictada |Kir el Po- 
der Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, por ser vio- 
latorio de disposiciones de la Constitución Nacional, pro- 
cede el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. contra la 
resolución denegatoria del privilegio invocado. 

2" I-a ley 9688 es modificatoria o ampliatoria del Có- 
digo Civil y el art. 59 del referido decreto no tiene otro 
pro|w>sito que fijar las normas de orden procesal que la ley 
nacional no ha ixxlido establecer, dado cpie esa facultad 
no incuml* al Congreso Nacional. Artículos 67. inciso 11. 
lO* y 105 de la Constitución Nacional. 

3* La impugnación de nulidad del expresado decreto jMir 
in?|M>rtar él una legislación procesal y al dictarle» el Poder 
Ejecutivo de la Provincia se ha extralimitado en sus facul 
tades i*or ser ello del resorte de las Cámaras legislativas 
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provinciales, es un punto ajeno a la jurisdicción extraordi- 
naria de la Corte Suprema. 

Caso; Doña IVtrona Real de Macíel demandó ante el Ju/gado 
de I? Instancia en lo Civil y Comercial de la ciudad de La 
Plata a la sociedad anónima Cervecería Argentina Quil- 
ines. |M»r indemnización de daños y |>erjuicios. de acuerdo 
con lo que dispone la ley nacional X" 9688. sobre resjxmsa- 
biütfad en los infortunios del trabajo; daños que justipre- 
cial»a en la suma de seis mil pesos moneda nacional. Kl juez 
fallo la causa haciendo lugar a ésta, condenando a la de- 
mandarla a |>agar a la aetora, dentro del término de diez días 
(art 618. Código Civil» y con sujeción a lo dispuesto en el 
art. 9» dé la referirla ley 9688. la suma reclamada por con- 
cepto del accidente de tralwjo sufrido por Jacinto Mariano 
Macicl. hijo de la demandante, sentencia que fué confirmada 
]H»r la Cámara I» ele Ablaciones de dicha ciudad. 



UMTAMKX DEL SKÑok PROCURADOR <;KNKK.\|. 

I 

Buenos Aires. Marzo 29 de 1*>.28. 

Supremn Corte: 

Se ha discutido en esta causa que <loña Petrona Real de Ala- 
cie! siguió contra la Cervecería Argentina Quilines por indem- 
nización fie daños y perjuicios, la valide/ de un decreto del Po- 
der Ejecutivo de la Provincia de Hítenos Aires, que reglamen- 
ta la ley %8<S sobre accidentes del trabajo. 

1.a j»arte demandada lia impugnado de iiKonstitucionalidad 
dicho decreto y la sentencia definitiva dictada ha sido favorable 
a la valide/ del mismo |*.r lo que es procedente el recurso de 
«-Moción qw para ante Y. E. se ha interpuesto fundado en el 
art. !4 de la ley 4K 

Opino por ello que la ablación ha sido mal denegada. 
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En cuanto al fondo del asunto: 

So queja la parir demandada de que edil el procedimiento 
seguido se ha violado la lilnriad de defensa en juicio caramilla 
|K>r la Constitución ele la Nación, en razón efe que ño se le tía 
permitido producir pruclia ni defensa. 

.\|>arte de que el recurrente ha sido oido en las distintas 
incidencias y ablaciones producidas en autos y |>odido en esa 
forma hacer valer sus derechos, sólo a él le son imputable las 
restricciones a que alude, pues, no compareció a la audiencia a 
qup el Juzgado convocó a las partes |xira que formularan sus 
pretensiones y defensas. Esa fué la i>|x>rumidad legal pata ha- 
cerlo y consta cíe autos que la paite demandada no concurrió 
a dicha citación. 

Eh lo que respecta a la carencia <le facultado del Poder 
provincial a los fines de reglamentar la aplicación de la ley de 
referencia, hasta decir, para desvirtuar esta afirmación, que la 
ley de accidentes de! traliajo es de carácter común, ampliatoria 
i» modificatoria «leí Código Civil, como lo tiene resuelto V. É. 
uniformemente, y que. en tal virtud, el procedimiento para su 
aplicación puede ser fijado |K>r d¡s|Hisicioncs locales de los Es- 
tados provinciales, como se liace con los demás Códigos o leyes 
generales. 'fi&t. ser ésta facultad conferida a las provincias por la 
Constitución Nacional (art. 67, inciso II y art. 105). 

El procedimiento sumario fijado para la aplicación de la 
ley citada, es el que corresponde, dada la naturaleza y finalida- 
des de la misma. 

Xo encuentro contradicción, pues, entre dicho procedimien- 
to y las prescripciones de esta última. 

Soy por ello de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia arlada en la |wrte materia del recurso. 

Horacio R. Loneta. 
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Buenos Aires, Juno 4 <lc 1928; 

Autos y Vistos: 121 rectfrsp extraordinario interpuesto y de- 
negado contra la sentencia dictada por la Cámara 1* de Apela- 
clones <lc ' I-* 1 <■'" lÓS atttós seguidos |>or «Real de Maciel. 

doña Petrona contra sociedad anónima Cervecería (¿mimes, so- 
bre indemnización de daños y perjuicios». 

Y Considerando : 

<Jue habiéndose cuestionado en la es|>ecie lite la incons- 
titucionalidadd el art. 59 del Decreto 'Reglamentario de la ley 
X" 96S8 dictado por el Pocl«f Ejecutivo de la Provincia de Btie- 
nos Aires por ser víolutorío de disposiciones de la Constitución 
Nacional y siendo la resolución arlada contraria al privilegio 
invocado, el recurso extraordinario <|tie autoriza el art. 14 de la 
ley 48 es procedente y así se declara, de acuerdo con lo dictami- 
nado por el Señor Procurador General. 

Y Considerando * 

Kn cuanto al fondo de la cuestión |>or ser innecesaria mayor 
substanciación. 

One la inconstitucionalidad del art. 59 del Decreto Regla- 
mentario de la ley 9688 dictado \*>r el Poder Kjecutivo de la 
Provincia de Büéñbs Aires, se alega: 

a» Pm ser contrario a la liliercad de defendí consagrada 
|)or la Ley Fundamental en su art. IX; 

li) Por cuanto vulnera disposfcíoilCS expresas del art. f>7. 
inciso II de la misma ley: 
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¿) Porque dicho art. 59 contraria lo qué establece la Cons- 
titución en sus atrs. 31 y 86. 

Oue según lo establece el art. 59 impugnado «Interpuesta 
la demanda, el juez decretará un comprendo en el que serán 
*'í<!::s las partes sohre las circunstancias que tienden a compra- 
liar, atenuar o excusar la res|>onsahili(lad por el accidente, y re- 
cilnrá tu ese mismo acto t<xlas las pructias que se le presenten. 
Se tendrá como domicilio del demandado el lugar donde se pm- 
dttjo e! acejdente ; si éste no compareciera al juicio verbal, el 
Juez triará a lo expuesto en la demanda. Si el demandante nu 
asistiere |ior sí o jxir a|>oderado, la audiencia se efectuará sin su 
intervención», de esta disposición no resulta que se vulnere la li- 
]>ertad de defensa que consagra el art. 18, toda vez que las |«ir- 
tes son oídas, acordándoseles la oportunidad (de hacer valer 
sus derechos. 

Oue la ley 9688, como lo tiene declarado esta Corte en re- 
lindas ocasiones (Fallos: tomo 126. j>ág. 325; tomo 137. |>á«. 
301 ; tomo 138. págs. 154 y 157 entre otros), es modificatoria 
o ampliatoria del Código Civil y el art. 59 del Decreto transcrip- 
to no tiene otro |>ropósito que fijar las normas de orden proce- 
sal que la ley nacional no ha |»odido establecer, puesto que esa 
facultad no incumlx* al Congreso Nacional de acuerdo con los 
arfe. 67, inc. 11. 104 y 105 de la Constitución Nacional. 

Que en cuanto a los arts. 31 y 86, cuya inobservancia tam- 
bién se alega, es evidente, que dichas cláusulas no guardan con 
la cuestión debatida la relación directa e inmediata necesaria 
para la procedencia del recurso que se ventila (art, 15, ley 48 >. 

Que con referencia a la nulidad del Decreto Reglamentario, 
por cuanto él importa una legislación procesal y al dictarlo el 
Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires se ha extrali- 
mitado en sus facultades, toda vez que ello es del resorte de 
las Cámaras Legislativas provinciales, aún en ese caso, debe 
observarse que tal impugnación significa el planteamiento de 
un |nmto ajeno a la jurisdicción extraordinaria de esta Corte. 
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que sólo puede >er resuelta dentro efe las instituciones Incala 
de la provincia |>or tratarse ele cuestiones cjtte conciernen a la 
división de sus (aderes y a la esfera de acción dé los mismos. 
(Fallo*, entre otros, tomo KM, pá K . *>1. su doctrina). 

Por ello, y de acuerdo con el dictamen citado, se cuiifxi 
la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia del ex- 
presado recurso. Notifiquen y repuesto el pape] devuélvanse al 
tribunal de procedencia. 

A. BERMEJO. — J. FlGÜEROA \f 

corta. — Roberto Repk*to. — 
k. Guido I.avallk. 



Don Fi t'iuuulo Senltiittíe* tútílra la Prójima #<? Salto, .whr ro- 
bra tic pesos. 

Sumario: \\. habiendo probado el actor <jue la provincia ile- 
mandada haya |mtcíIm<Io suma alguna en concepto <le re- 
cargo del im|)uesto de patenten, recargo sohre el <pte aquél 
tiene derecho al tanto \ntt ciento en el carácter de denun- 
ciante, procede el rechazo de la demanda. (Ley I. título 14. 
panilla 3f, art. 53 de la ley provincial invocada X" 1070». 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Boatos Aires, Junio 4 de l«>>s. 

Vistos : 

Kestdta: Que a fs. 4 se presenta el procurador Odilón l\ 
Xúñez. con poder listante de don Fernando Sennahuser. demait- 
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dando a la Provincia de Salla jnir el cubro de ta suma «Ir treinta 
mil ciento noventa y ocho l»csos con noventa y dos centavos 
moneda nacional que dicha provincia le adeuda i>or Haber sido 
denunciante do una defraudación a la ley local de patentes, que 
en su art. 53, y pot aquella circunstancia, le acuerda el 50 c fo del 
recargó que i>or la denuncia se aplique. Afirma el actor que la 
Institución Cooperativa del personal de los Ferrocarriles <Bd 
listado, burlalia las leyes provinciales con relación a las patentes 
que no |>agó desdo el año 1912 a 1925, infringiendo así lo dis- 
puesto en los arts. 1 3. 18. 28, 29, 31. 37, 39. 56 y 179 de la ley 
1070. Que en virtud de su gestión administrativa el Ministerio 
cié Hacienda impuso a aquella institución la patente (pie le co- 
rres|H>ndía. pero exonerándola de multas, no obstante lo dis- 
puesto en él art. 79 de la ley citada, que limita la facultad del 
Poder Ejecutivo al resjiecto a las que no jwsen de diez pesos. 

La demanda termina solicitando se condene a la provin- 
cia, a mérito de lo dispuesto en el art. 53 de la ley de latentes. 
505. 50fi y concordantes del Código Civil, al j*ago do la suma 
mandada con más los intereses desde el día de la demanda. 

Que justificada la jurisdicción de esta Corte y corrido el 
traslado de ley a fs. 9. fué contestado a fs. 18, |>or don Waldiuo 
Riarte, en representación de la Provincia de Salta acreditando en 
forma su jiersoncría. Sostiene, la demandada, que si bien la 
denuncia del actor dió jxir resultado «pie se impusiese patente a 
la Cooperativa denunciada, ésta so le aplicó sin multa |>or cuan- 
to el derecho a imponer tal imítente fué motivo de laltoriosa ges- 
tión administrativa, durante la cual so manifestare»!! opiniones 
encontradas de los asesores legales del gobierno. 

Que las patentes de los años que comprendo la denuncia 
no fueron alxmadas en oportunidad ni podian serlo, no estando 
comprendido ni clasificado el negocio de autos, en el padrón de 
la dirección do rentas. No hubo, pues, exoneración de multas, 
ya que éstas nunca fueron impuestas ni correspondían por haber 
pagado la Coojierativa. las intentes que se le fijaron en conse- 
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cuencia de la intimación del caso. Que no habiendo percibido 
la Provincia SiUtta alguna en concepto de recargo sobre el im- 
puesto sub lite, ningún ílerecho tiene el denunciante a! 50 % que 
determina el art. 53 de la ley 1070. Invocando estas razones esen- 
ciales y otras concordantes concluye la demandada solicitando el 
rechazo de la demanda con costas. 

Que abierta la causa a prueba por auto de fs. 22 vta. y 
producida la certificada a fs. 49, alegaron las parles a fs. 51 y 
36i llamándose autos para definitiva a fs. 59 y 

Considerando : 

Que con arreglo al derecho local invocado en la demanda, 
el actor ha debido probar que la Provincia de Salla ha |>crcil»ido 
alguna Slttna en concepto de recargo sobre el impuesto de |>a- 
tentes cobrado a la Cooperativa del persona! de los Ferrocarriles 
del Estado, pues es sobre ese recargo que el denunciante tiene 
derecho al 50 f¿ (Ley 1. titulo 14. partidla 3', art. 53, ley pro- 
vincial 1070). 

Que esta prueba no se ha pr elucido en los autos y pof el 
contrario, consta en ellos (fs. 44), que la resolución resj>eetiva 
del M inisterio de Hacienda dice textualmente: art. Vuelva 
el presenté excediente a Receptoría General para que proceda 
a la clasificación del capital en giro corres|x>ndiente a los años 
1923, 1924 y 1925. |>or cada una de las sucursales de la institu- 
ción cooperativa de los Ferrocarriles del Kstado. de conformidad 
al art. 37 de la ley 1070. Art. 2* Intímese a la institución men- 
cionada para, que en el plazo de quince «lias haga efectivo el 
|»g0 sin multa de la cantidad adeudada |x»r concepto de patentes 
amérales, etc. . .» 

La resolución transcripta y sus antecedentes agregados de 
í*. 36 a 46. demuestran que el derecho |>ara imponer pítente a 
la Cooperativa era «huloso y que su negocio no habia sido cla- 
sificad*» |M»r la oficina de rentas, por cuanto su director resolvió 
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que las cooperativas con.., la de autos. no cstal.an emprendidas 
cu la ley «le patentes (fs. 40 y 41). 

(Jue. en mérito de lo expuesto la obligación de dicha Coo- 
perativa con respecto al gravamen, como casa «le comercio, y el 
derecho «le la provincia para percibirlo, surgió el tlecreto trans- 
cnpt«.. ño correspondiendo, |x.r tanto, récsTrgo alguno sohre el 
>m,K.rtc de la patente en virtu«l «le la circunstancia apuntada. 

(Jue si Lien es cierto que la faculta*! «le» Poder Ejecutivo 
para la exoneración «le multas está limitada ,x.r la ley como se 
ha visto, es la administración la encárenla «le res«>lvcr cuándo 
procede la aplicación de la multa con arreglo a la ley y en el 
caso de autos aquélla resolvió, como consta en autos, «,„ e no 
proce«ha. cosa muy <listi.Ua a la ex.meración. y salta a la vista 
«pie n«> es posible exonerar a un c«.ntrihtiyente «le una multa 
«pie no se le ha impuesto ni corrcsp«,!i<lc. 

Que con lo dicho y ateniéndose al texto de la ley 1070, 
cuyo art. 53 se refiere al derecho del denunciante al 50 % del 
recargo sohre la patente, recargo «pie en el s,,t> Ule no ha sido 
impuesto ni i>ercihido. basta para demostrar la improcedencia 
«k- la demanda, sin necesidad de estudiar «.tras cuestiones (art. 
13. ley 50: Fallos, tomo 119. pág. 31). 

Por estos fun«lamcntos se rechaza la presente acción, sin 
costas, en atención a la naturaleza del cas«.. Notifíquese y ar- 
chívese previa rejiosición «leí papel. 

A. Bermejo. — J. Fir.iF.R0A Ai.- 
corta. — Roberto Repetto. — 

R. Gi ino [.AVALLE. 
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Doña íaiz Córdoba contra Don Domingo MoríchcHi, por reivin- 
dicación; sobre competencia. 

Sumario: |<f En el juicio dé reivindicación deducido ¡H>r un ar- 
gentino contra un extranjero, la justicia federal cesa de 
ser cnm|*ctcme para conocer en él, si es argentino el cau- 
sante del demanda. I<>, y se hace parte en la causa en virtud 
de la citación de evicción. 

¿" líl fuero federal es de interpretación restrictiva a 
personas y cosas determinadas, e improrrogable ; su impro- 
cedencia puede Qponer& en cualquier estado del juicio y 
debe declararse j M »r el juez, de oficio. 

3" La facultad jurisdiccional |>ara el conocimiento de 
una causa es de orden público y un requisito general y 
comprensivo de todos los juicios. 

Caso: Lo explican las pie/as siguientes: 



DICTAMEN DEL PKOCtKAOOK FISCAL DE CÁMARA 

Buenos Aires, Diciembre de 1026. 

Excttta. (amara: 

La presente demanda sohre reivindicación, fué iniciada an- 
te la justicia federal, fundándose la procedencia del fuero en la 
distinta nacionalidad de las |»artes; argentina la actora, doña 
Luz Córdoha y extranjero el demandado, don Domingo Mori- 
cttetfí. 

Pero, resulta que antes «le contestarse la demanda y. de con- 
siguiente, de quedar radicado el juicio, fueron citados de evic- 
cióu. primeramente don Manuel Ruiz. de nacionalidad española. 
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y Itiego don Francisco Salinas, argentino, según asi resulta de 
IOS testimonios que corren agregados a fe. 23 y .32, respetiva- 
mente. Kste Último es el que presentándose |M>'r parte, contestó 
definitivamente la demanda medíante el escrito de fs. 34. 

Si bien la citación de evicción no importo, una demanda 
entra el citad*., sino un aviso en forma, a fin de que tome in- 
tervención en la causa si asi fuere su voluntad, la Suprema Cor- 
te ríe Justicia Nacional tiene declarado que. compareciendo al 
juicio la persona citada de evicción antes de contestarse la de- 
manda, el conocimiento de la causa no corresiwnde a la justicia 
nacional, si el fuero federal no procede \*>r razón de la materia, 
ni jH.r razón de la persona citada de evicciótu. (S. £, tomo 3S 
|««g. 105: tomo 43. p%. 226). 

Tal es el caso de autos en que. tanto la actora como el 
citado de evicción. don Francisco S. Salinas, resultaron ser de 
nacionalidad argentina y vecinos de la misma provincia. 

De consiguiente y siendo un delier de los tribunales na- 
cionales examinar, ante todo, si el asunto qué se les presenta es 
de su competencia y declarar aun de oficio su incom|)etencia en 
cualquier estado de la causa en que se conozca (Fallos de la Su- 
prema Corte de Justicia Nacional, tomo 16. pág. 64; tomo 22. 
pág. 161 ; tomo 48. pág. 151 ; y otros varios), estimo que en el 
presente caso no es comitente | a justicia federal para entender 
de él y que corrcs|)onde se sirva V. E. así declararlo, dando por 
nulo todo lo actuado ante la misma. 

Hmtiél R. de Auchorcna. 



.SENTENCIA DE I.A CÁ.MAKA FEDERAL 

Vistos y Considerando : 

Que la |>artc de Domingo Morichetti, sin contestar la de- 
manda, pidió a fs. 17 se citara de evicción a su vendedor Manuel 
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Ruiz. a lo qiic el a qito filzo lugar a fs. 19, órámtwifo se le co- 
riera traslado de la demanda. ' 

QlíQ, a su vez, MáilUCl Kiiiz se hizo iwirte solicitando tam- 
bién se citara de evicción a mi vendedor francisco S. Salinas a 
lo qne sé hizo lugar a fs. 30 vta. 

( Mu* aun cuando la citación de evicción no importa por si 
misma una demanda contra el citado, la Corte Suprema tiene 
resuelto que compareciendo al juicio la persona citada de evic- 
ción antes de contestarse la demanda, el conocimiento de esta 
no corresponde a la justicia nacional, si el fttero federal no pro- 
cede |"»r razón de la persona citada de evicción. (Fallos, tomo 
43. p%; 220). 

Que en el presente caso el citado de evicción ( Francisco S. 
Salinas, de nacionalidad argentina, según asi resulta de la copia 
de poder testimoniada a fs, 32, contesta la demanda que instaura 
l.uz Córdoba, también de nacionalidad argentina. 

ijw siendo asi. resulta que tanto la actora como el citado 
de evicción, son de nacionalidad argentina y domiciliados en 
la- misma provincia de Mendoza, j>or lo que el fuero federal no 
surge radones pe/'sona ni tampoco ralionc materia, desde que la 
demanda se futida en disposidonés de derecho común. 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por e! Señor Pro- 
curador Fiscal de C ámara, se declara que en el presente caso no 
es competente la justicia federal |>ara entender de él y, en con- 
secuencia, es nulo todo lo actuado; sin costas, atenta la natura- 
leza de la cuestión resuelta. 

Devuélvase y repónganse las fojas en primera instancia. — 

/•'. .7. Sacar AncUorena. — Marcelino Escalada. — T. Arias. — 
J. I\ Luna. — José Marcó. 
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DICTA.VlEN DEL SEÑOR PKOCl'RADOR (¡ENERA!, 

Buenos Aires. Setiembre 9 dé V*27. 

Suprema Corte: 

Se ha denegado en esla causa el fuero federal invocado por 
las ¡wrtes rattonw persona, lo qué hace, a mi juicio, procedente 
el recurso extraordinario de apelación deducido pífira ante V. É. 
y fundado en el art. 14 de la ley X v 48; 

Eii cuanto al fondo de la cuestión traída a conocimiento 
de Y. E M cabe observar que, interpuesta i>or la actora doña Luz 
Córdoba, de nacionalidad argentina, la presente acción reivindi- 
catoría contra don Domingo Morichetti, ele nacionalidad extran- 
jero, éste, sin contestar la demanda, citó de evicción a su cau- 
sante don Manuel Rui/., el cual, a su vez. sin contestar tampoco 
la demanda, citó también de evicción a su vendedor ion Fran- 
cisco S. Salinas, siendo éste último el que, haciéndose parte en 
la causa, contestó la demanda, quedando de esta suerte trabada 
la litis. 

El fuero federal debió, ¡mes, surtir jx»r razón de las perso- 
nas de la actora doña Luz Córdoba y del citado de evicción don 
Francisco S. Satinas, que se hizo j>arte en el juicio y contestó 
la demanda, conforme lo tiene Y. E. declarado en los casos del 
tomo 3g, pág, 105; del tomo 43. pág, 226; y del tomo 122. pág; 
175, lo que, sin embargo, no ocurre? en el sub judice, desde que 
ambas i>ersonas son argentinas, a estar a lo que resulta de la in- 
formación producida a fs. 8 vta. y de la escritura de jxxler cuyo 
testimonio corre agregado a fs. 32. 

Tal situación no ha |M>dido variar jKir el hecho de la inter- 
vención directa tomada en este juicio, después de dictada la sen- 
tencia de primera instancia, por el demandado en primer térmi- 
no don Domingo Morichetti. toda vez que. de acuerdo con lo 
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uniformemente resuelto i>or V. K., a los efectos dé la jurisdic- 
ción, debe atenderse a la calidad de las partea y estado de las 
Cosas en la fecha de la demanda, sin <|ue el cambio de las per- 
iconas que intervienen como partes en un pleito, altere la juris- 
dicción de los tribunales en que éste se haya trabado por deman- 
da y respuesta. 

Por lo demás, siendo dos las |>ersonas que intervienen como 
demandadas, y no procediendo |M»r razón de una de ellas el hie- 
ro federal, d conocimiento de la causa es extraño a la justicia 
federal |»or aplicación del principio que informa la disposición 
contenida en el art. 10 dé la ley 5f« 48. 

De consiguiente, y considerando. jw»r otra |>arte. que. como 
también lo tiene V. E. declarado reiteradamente, aunque las par- 
tes lo consientan, la justicia federal es improrrogable a perso- 
nas y cosas ajenas a día, siendo dd*r del juez declarar, aún 
de oficio, su inconijH'tencia, en cualquier estado de la causa 
en que se conozca, soy de opinión que la resolución pronuncia- 
da a fs. 187 |K»r la Cámara Federal de A|>elación de esta Capi- 
tal, en cuanto declara que la justicia fedearl no es comitente 
l>ara entender en este juicio, es ajustada a derecho y que, en 
consecuencia, corres|H>nde, y así lo pido, se sirva V. E. con- 
firmarla. 

Horado R. Larreta. 



FALLO DE LA CORTE SL'I'KEM A 

Buenos Aires, Junio 6 de 1028. 

Y Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la Capital, en 
el juicio seguido por doña Luz Córdoba, contra don Domingo 
Morichetti. sobre reivindicación. 



DE JUSTICIA Í»E LA NACIÓN 



329 



V Considerando: 

Qüc en !a presente causa se acreditó la procedencia del fue- 
ro federa! en razón de la distinta nacionalidad de las partes, 
argentina la adora e italiano el demandado, quien sin hacerse 
parte en el juicio, citó de evicción a su vendedor, el que a su vez 
citó al suyo don Francisco Salinas, saliendo éste a la evicción 
jK»r la contestación de la demanda y defensa de los derechos 




acreditada en autos la nacionalidad argentina de don 
Francisco Salinas y de doña Luz CórdolKi. domiciliados ambos 
en Mendoza, la litis quedó trabada y se ha substanciado cu 
distintas condiciones a las de su iniciación, en cuanto al fuero 
l>or razón de las jktsoikis, derivando de tales circunstancias la 
incuin|>etencia en el caso de la justicia federal, toda vez que el 
litigio no se ha seguido entre un ciudadano y un extranjero, 
sino entre dos argentinos vecinos dé la misma provincia (Cons- 
titución, art. 100; art. 2\ inciso 2, ley X" 48). 

Que de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte, cita- 
da en autos (Fallos, tomo 38. pág. 105; tomo 43. pág, 226; to- 
mo 122. pág. 175), en el juicio de reivindicación deducido por 
un argentino contra un extranjero, la Justicia Federal cesa de 
ser competente para conocer en él si es argentino e! causante del 
demandado y se hace jwtrte en la causa en virtud de la citación 
de evicción. doctrina que deriva de principios generales consa- 
grados al respecto fx>r las leyes y su constante aplicación, tales 
como los que establecen que el fuero federal es de interpretación 
restrictiva a |>ersonas y cosas determinadas, que es improrroga- 
ble, que su improcedencia puede oponerse en cualquier estado de 
la causa y del>e declararse |>or el Juez aun de oficio, toda vez 
que la facultad jurisdiccional i>ara el conocimiento de una causa 
es de orden público y un requisito general y comprensivo de 
todos los juicios. (Fallos, tonto 122, pág. 138, entre otros). 

Por estos fundamentos, los concordantes del fallo recurrí- 
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tío y lo dictaminado y pulido por el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser mate- 
ria del recurso. Notifíquese y respuesto el pajHíl devuélvanse 
al tribunal de procedencia. 

A. Bf.rmf.jo. — J. Fic.i EROA Al- 
corta. — ROHKRTO REPETTO. — 
K. üt'IDO Lavalle. 



Investigación ordenada por el Señor Juez Federal Dr. Emilio 
J. M arenco con motivo de una qiiéjá interpuesta por el doc- * 
tur Carlos /;. Cisneros contra dan Juan Luis Marchetti, ofi- 
cial l' de la secretaría del Sr. ¡ifceocero. 

Sumario: Lás¡ decisiones pronunciadas por las Cámaras Federa- 
les en ejercicio de su jurisdicción de apelación, no pueden 
ser traídas a la Oírte Suprema a título de superintendencia 
sino pói vía de los recursos corres]x>nd¡entes en los casos 
previstos en los artículos 3*\ 4<\ 5* y 6 V de la ley N* 4055. 

< aso : K! Juez Federal de Bahía Blanca. Dr. Emilio J. Marenco 
no hizo lugar a la <|tieja f «pie |>or abandono de la oficina, 
formuló el Dr. Carlos Cisneros contra el oficial 1* señor 
Juan Luis Marchen i. IX* esta resolución pidió el Dr. Cis- 
neros. rev.»catoria y apelación en subsidio para ante el su- 
perior. Desestimado el recurso de reposición, acordó el de 
apelación y considerando ¡rres|>ctuo.sos los términos en que 
se había expresado el Dr. Cisneros. le impuso una multa 
de cincuenta pesos. La Cámara Federal revocó el auto del 
Juez, por considerar eomprulwdos los hechos que motiva- 
ron la denuncia; impuso al oficial l 1 Juan Luis Marchetti 
una multa de cincuenta |»esos por su conducta en la inciden- 
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da reclamada, dejó sin efecto la impuesta al Dr. Cisneros 
y apercibió al Señor Juez Federal de Bahía Blanca por la 
forma desconsiderada e intemj>erantc de sus escritos y re- 
soluciones, y i>or estos mismos fundamentos, no hizo lugar 
al pedido de revocatoria de esta resolución, que formuló el 
doctor M arenco. 



DICTAMEN DEL SKXOR PROCl'RAUOR CKXKRAL 

Buenos Aires. Diciembre 7 de 1927. 

Suprema Corte: 

1.a incidencia a que se refieren estas actuaciones tramitadas 
ante el Juzgado Federal de Bahía Blanca, ha quedado definiti- 
vamente terminada con la resolución de la Cámara Federal de 
La Plata de fs. 40 mantenida j>or dicho tribunal a fs. 50, en ra- 
zón de no haberse deducido contra tales resoluciones recurso 
alguno para ante V. ÉL, el que, por otra parte, habría sido im- 
procedente dado que se trata de medidas de superintendencia 
irrevisibles por esta Corte Suprema, según doctrina uniforme de 
V. m (117: 159). 

Tal es mi dictamen. 

Horado /?. Lamia. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Junio 6 de 1928. 

Téngase jwr resolución del Tribunal el procedente dicta- 
men del Señor Procurador General y devuélvase. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
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Exhorto del juez de Sección de Mendoza al dr ujuul clase dé Ha- 
bía lilaila, solicitando se requiera de pago al señor Santut- 
<jo Estaltat, en el juicio qm por cobro de pesos te sigue el 
Banco Hipotecario Xacional. 

Sumario : Xo es necesario para darse cumplimiento a un exhorto 
librado de acuerdo con lo dispuesto en el art. 11 del regla- 
mento de los juzgados de sección, qrc se aconi|>añe el título 
de la obligación o las constancias del proceso en que se fun- 
da e! auto o sentencia, por no estar autorizado el juez ex- 
hortado para oponerse a su di licénciamiento, por la ley ni 
|»or los reglamentos a que se refiere el art. 10 de la lev 4055. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JIEZ FEDERAL 

Mendoza. Mayo ¿3 <lc 1927. 
Autos y Vistos: Lo resuelto por el señor Juez Federal de 
Había IHanca que exige el envío de recaudos para el diligencia- 
miento del exhorto librado en estos autos para que sea requerido 
de jwgo el deudor, y 

Considerando : 

Oue no hay disposición legal alguna que establezca formas 
solemnes para los exhortos, que, en definitiva no son sino la 
delegación de sus propias funciones que hace un Juez en otro 
iwira el cumplimiento de alguna medida que le resulta material- 
mente imposible llevar a la práctica por razón del lugar en que 
delie realizarse. 

Que solamente hay un caso en que la ley prevé determi- 
nados recaudos y es el del art. 374 del Cód. de Proced. en lo Cri- 
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minal para In aprehensión de los delincuentes. Pero ni en la ley 
federal 50. ni en el Cod. de Proced. de la Capital, de aplicación 
supletoria, se determina de qué manera y con qué recaudos han 
«le librarse los exhortes. |K»r lo que es común limitar su conte- 
nido a dar con la necesaria claridad idiomática y gramatical, la 
noción de lo que se desea decir y exponer en la misma forma 
la naturaleza de la medida a cumplirse, el nomhre de la persona 
interesada, su domicilio, etc., a fin de que no pueda haber dudas 
al respecto. 

Que el exhorto devuelto, expresa en forma inconfundible 
que en el juicio 44.200 seguido |>or el «anco Hi|y)tecario Nacio- 
nal Cüntra Santiago Kstcllat, se ha dispuesto se requiera al deu- 
dor |„, r el pago de determinada santa* i>or la cual se ha librado 
mandamiento con arreglo a la ley y a la documentación acomu- 
nada, etc. Xo es |)osibk- incurrir en error. |K»rque se da con cla- 
ridad absoluta el nombre «le las .««es. la cantidad requerida 
y el domicilio del deudor, de manera qcu el señor Juez exhorta- 
do no puede tener ni siquiera el pretexto «le obscnri«la«l «> falta 
«le «latos para negarse a cumplir el |xxli<!o «pie se le hace. 

Por «itra ¡arte, es obligación constitucional de los jueces 
atender las exhortaciones de otros magistra«los. p«>rque esa es la 
única forma en que la justicia puede llenar su cometi.lo y los 
mas obligados a respetarla son los jueces «le la Nación, por ra- 
zón misma del origen «le sus funciones. 

Y se agrega a ello, que no es misión judicial ta de obstacu- 
lizar el trámite en los juicios, sino, por el contrario, debe ser 
pre«»cupación constante de falos los que la realizan, prestar toda 
su voluntad para ponerla al servicio de los litigantes, ,>orque tal 
es s» misión social. 

Es por ello, que resuelvo: reiterar el exhtor de fs. 19 li- 
brándolo directamente al señor Juez Federal de Bahia Blanca. 
Copíese y hágase saber. 

Luis G. Zcrvino. 
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AUTO DE JUEZ FEDERAL 

í 

Bálila Blanca. Junio 28 de 1927. 

Autos y Vistos: 

Tan respetante como el derecho de liberta*! os el do propie- 
dad y tanto afecta ai último la traki de un emlnrco como al pri- 
mero una extradición. Si, pues, ¡>ara la concesión de ésta se re- 
quiere el envió «le copia legalizada de la orden de captura o de la 
sentencia ¡«ira que el infrascripto pueda licitamente librar el 
mandamiento pedido necesita saber si el titulo de la obligación 
en virtud del cual se solicita la diligencia es de los que dan 
lugar a esa medula excej>c¡onal, \*>r ser de su incuml>encia ha- 
cer efectivas todas las garantías constitucionales y legales a los 
habitantes de su jurisdicción territorial. Sostener lo contrario 
conduce al absurdo de que. procediendo por incitación pueda 
hacer lo que jwr imperio propio y en causa originaria sólo le es 
dado previo cuidadoso examen del documento (véase art. 253, 
ley N* v 50). 

Por ello, devuélvase el precedente exhorto, sin más trámi- 
te, a objeto de que el señor Juez Federal de Mendoza salve su 
omisión expresando sí en el caso se trata de alguno de los ins- 
trumentos específicamente determinados por el art. ¿49 do la ley 
número 30. 

E. J. Mitrcuco. 

AUTO DEL Jl'F.Z FEDERAL 

Mcmloia, Julio 2 de 1927. 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

Que. como ya se dijo en la resolución de fs. 21 vta., no hay 
disposición legal de ninguna clase que obligue a que los exhor- 
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tós sean librados guardándose formas solemnes salvo en los ca- 
sos de detención de |>crsonas. art. 374 del Cód. de Proced. en Id 
Crimina!. 

Que la opinión personal del señor Juez de sección de Babia 
i ti anca, expuesta a fs. 24, en liase a que es análoga la situación 
del requerido de pago que la del que lia de ser detenido, puede 
ser igualmente respetadle que los derechos de propiedad y li- 
bertad, ppro en nimio alguno obliga al suscripto, quien no ticiu- 
porqué acatarla, porque no es ley. porque no se funda en ella. 
|x>rquc no tiene como Iwse antecedentes jurisprudenciales y por- 
que ni siquiera fluye del examen doctrinario de los textos le- 
gales. 

El señor Juez exhortado en el afán de sostener su primera 
exigencia dei envío de no sé cuáles recaudos, ni siquiera está de 
acuerdo con su propio fiscal, que insinúa a fs. 23 vta. «que 
jHKlría disponerse se devuelva el presente exhorto a fin de que 
se inserte el auto respectivo que ha de servir de recaudo». Y no 
lo está, |x*rque lo que él quiere saber, es si el mandamiento de 
la obligación en virtud del cual se le solicita la diligencia es de 
los que dan lugar a esa medida exce|x:¡onaI». 

Olvida, sin duda el señor Juez, tan celoso siempre de sus pre- 
rrogativas, que quien examina el instrumento, es el Juez de la 
causa y no el delegado, porque esa es su obligación, |*>r im|>crati- 
vo mandato de la misma disixwición que él cita, contenida en el 
art. 253 de la ley 50. 

Olvida que en el juicio ejecutivo hay la estación oprimía 
|«ra que el ejecutado pueda alegar, si se cree con derecho, la 
inhabilidad del título. 

Olvida que en el juicio ejecutivo hay la estación o|>ortuna 
I>ara que el ejecutado pueda alegar, si se cree con derecho, la 
inhabilidad del titulo. 

Olvida que el actor. Banco Hipotecario Nacional, tiene una 
ley orgánica que no puede desconocerse y menos por los encar- 
gados de administrar justicia, que dá fuerza ejecutiva a los cré- 
ditos emergentes de las operaciones que realiza. 
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< )|vida. asimismo, que ya en ti exhorto de fs. 19 y después 
cu el de ís. 23, se le dice: «... se requiera al deudor. . . por la 
suma (le veintiún mil setecientos sesenta y bicho |h*os con cin- 
cuenta y nueve centavos moneda nacional, que adeuda a la ins- 
titución actora. «según consta de la documentación que acompaña 
a la demanda». 

Y olvida, por último, que se trata de un juicio ejecutivo 
y que su trámite no puede ser obstaculizado arbitrariamente, por* 
que si es resj ictable el derecho del ejecutado, no lo es menos el 
dél ejecutante que persigue a quien le debe y que necesita cum- 
plir rápidamente el requisito del requerimiento, |>ara asegurarse 
el cobro contó la ley lo autoriza. |>orque es lo que significa, y no 
otra cosí, el trámite rápido, «ejecutivo:», de esa clase de juicios. 

JVro. además, el señor Juez exhortado que considera tan 
enormemente excepcional un vulgar y corriente requerimiento ele 
pago* tomo para sustituirse al Juez de la causa, cree también 
que tiene facultades extraordinarias de protección de la vida y 
haciendas de los domiciliados en su jurisdicción, y, en virtud ele 
ello, abrógase la de revisar por sí mismo, lo qué otro Juez, con 
igttál imperio que él y dentro de su jurisdicción propia, ha de- 
cretado. 

Niego a dicho magistrado la facultad de control que se atri- 
buye y. como es de i«mIo punto necesario que el procedimiento 
se encarrile y pueda el actor snl>er a qué atenerse, resuelvo: re- 
mitir iodos los antecedentes a la C orte Suprema tle Justicia, pa- 
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Rnctins Aires, hmio II cte r>2-S. 

VRos: 

Considerando: 

Qttt? el exhorto del señor Juez de sección ele Mendoza de to- 
jas 1<>. reiterado a fojas 23. en cuanto solicita del de igual clase 
cíe ISaliia Blanca, se sirva disponer se requiera de pago al deudor 
domiciliado en Mar del Mata, |*»r la suma que expresa y se le 
intime la constitución de domicilio legal, ha sido lihrado de con- 
formidad a lo dispuesto en el art. II del reglamento 'de los juz- 
gados de sección. 

One la exigencia del título de la obligación u otros recau- 
dos opuesta al diligcnciamicnto de ese exhorto por el señor luez 
de sección de Bahía 1 llanca, ni» está autorizada por la ley ni por 
los reglamentos a que se refiere el art. 10 de la ley X> 4055. 
( Paitos, tumo íj$ |%, 170; tomo 1 17. pág. 252 > . 

Por ello y los fundamentos de los autos de fs. 21 vta. y 27. 
oido el Señor Procurador General, se declara que el señor Juez 
de sección de Mahía Blanca delw dar cumplimiento al exhorto 
de fojas 19 y 23, en la parte indicada. A sus efectos, remítansele 
estas actuaciones, liándose aviso al señor Juez de sección de 
Mendoza. Repóngase el |»pd ante el juzgado del último. 

A. Bermejo. — J. Figceroa Al- 
dorta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido I 



Pon Julio A' Ochan contra la Compañía industrial Argentina de 
Cerámica lluasi Limitada, 'xoórc rescisión de contrato y da- 
ños y perjuicios. Contienda de competencia. 

Sumario: Kl emplazado y declarado rebelde. |x>r no haber con- 
testado la demanda, a quien se embarcan los bienes y varios 
nieges de>pués se prese' la y se hace parte en el juicio, pro- 
moviendo, más adelanie. incidente sobre nulidad y revoca- 
toria de lo actuado, por razones de orden procesal y sin ob- 
servación alguna a la |>otcstad jurisdiccional del juez de la 
causa, prorroga tácitamente la competencia territorial del 
juez del emplazamiento, ante el que, en consecuencia, que- 
da radicado el juicio. 

( aso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN FISCAL 

IUR-nos Aires. Mar/.. 7 de 1927. 

Señor Juez : 

Tratándo*e de una acción ja-rsonal <liri-;ida contra una so- 
ciedad anónima, que ]K)r sus estatutos tiene su domicilio en la 
C apital Federal y Siendo además en ésta el lugar fiel cumpli- 
miento de las obligaciones del Director (¡érente de la misma, 
considero que Y. S. puede librar el oficio inhibitorio solicitado. 

R. (¡randoli. 
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AUTO DKÍ, JUK IIK COMERCIO 

Buctioi Aires, Marzo 4 de 1**27- 

Ansio* > ViMo>; 

Dé conformidad con (o solicitado, lo que dispone el ari. 4. 
apartado cuarto del Cíkl de Proceda y la conformidad preceden- 
te del Señor Agente Fscal, líbrese d oficio inhibitorio que se so- 
licita, ton los recaudos iM caso (art. 417 del código citado), — 
Agustín S% \l alterna. — Ante mí: ílernún Masch'Wíls, 

DUTA.MKX OKI. sKÑok VHiHlHMHM ftfSXKKAt, 

Bueno* Aire», Kovíét^bre k de lv¿7. 

Suprema Corte: 

Entre el señor Juez de Primera Instancia en !o Civil y Co- 
mercial de la primera nominación de la primera cimmscrij>nón 
judicial ckf la provincia de Santa Pe. doctor Luis Anello y el 
señor Juez de Comercio de esta Capital, doctor Alfredo LafcOtt- 

g'ft * ta tralwdo cuestión de competencia para conocer en el 

juicio que don Julio A. Ochoa ha deducido, ante el primen» de 
los magistrados mencionados contra la sociedad anónima Com- 
pañía industrial Argentina de Cerámica Ochoa lluasí Ltda.. so- 
bre rescisión de contrato e indemnización de daño* y |K.-rjuicios. 

Con arreglo a lo dispuesto i»or el art. { 9 de la ley X'' 4055 
corresixinde a V. E. dirimir dicha contienda, la que aparece de- 
bidamente «rabada y sustanciada en formal legal. 

Deducida iKir el señor Ochoa la demanda ante el juzgado- 
provincial fie Santa Fe, la compañía demandada se presentó an- 
te el señor Juez dé Comercio de esta Capital promoviendo inhi- 
bitoria, sosteniendo al efecto que. tratándose del ejercido de ac- 
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ciones personales, oí juicio dehía ventilarse ante los jueces del 
domicilio del demandado, que en el présenle caso es en esta Ca- 
pital Federal, según asi resulta de los respetivos estatutos acom- 
]*aííados. 

Pero, examinadas las constancias del expediente iniciado 
ante el juzgado provincial de Santa Fe. se advierte que. antes 
de promover en forma ante el señor Juez fie Comercio de esta 
Capital la cuestión de coni|>ctcncia por inhibitoria, la compañía 
demandada se presentó en aquel juicio, por intermedio de apo- 
derado, haciéndose parte (escrito de fs. 43) y demandando la 
nulidad de los procedimientos (escrito de ís. 46), sin hacer sal- 
vedad ninguna respecto a la competencia del juez provincial. 

Del antecedente que dejo relacionado se desprende que la 
coriipañíá demandada ha prorrogado la jurisdicción de los tri- 
bunales provinciales, renunciando así al fuero de los jueces de 
su domicilio, conforme es de doctrina y jurisprudencia constante 
en casos análogos. 

Por tanto, soy de opinión que corresponde dirimir esta con- 
tienda en favor de la competencia del señor Juez de IVimera 
•Instancia en lo C ivil y Comercial de la provincia de Santa Fé 

¡I arado A\ I.arrvta. 



FALLO DE I.A CORTE SUPREMA 

Bueriós Aires. Junio |jj de I9¿7. 

Autos y \'¡>tos: 

Los de contienda de competencia |x>r inhibitoria suscitada 
entre un Juez de Comercio de esta Capital y otro de lo Civil y 
Comercial de Santa Pe, para conocer en el juicio promovido \w 
don Julio A. < krhoa contra la Compañía Industrial Argentina 
de Cerámica Oclum lluasi Limitada», sobre rescisión de contrato 
y daños y perjuicios. 
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Y Considerando: 

Que la contienda proviene en el caso de gue mientras el 
Juez de la Capital establece que siendo él el Juez del domicilio 
del demandado, le compete el conocimiento de la causa porque 
.se trató del ejercicio de acciones personales, a su vez el Juez de 
Santa Fe sostiene que las actuaciones de la parte demandada en 
el litigio substanciado ante él, implican la prórroga de jurisdic- 
ción que determina su competencia. 

Oue no es dudoso, ni se ha controvertido en el sub jlidicc, 
que se trata, en efecto, ele acciones de carácter general y que en 
esta Capital está estableado el domicilio de la demandada, lo 
que fundaría legalmente la competencia del Juez de la Capital. 
Procede, pues, el examen de los fundamentos de la prorroga- 
ción invocada por el Juez de Santa Fe, para dirimir la cuestión 
materia de la presente contienda. 

Oue los antecedentes de autos. acreditan : a) que entablada 
lá demanda ante la justicia provincial en Mayo 26 de 1936, 
fué notificada el 23 de Junio en esta Capital (fs. 14) ; b) que 
declarada rebelde la Compañía en 31 de Agosto de 1926, por 
no haber contestado la demanda (fs. 16 y 171), fué notificada 
de esa providencia el 4 de Septiembre, por los edictos que co- 
rren agregados a fs. 23; c) que decretado embargo en bienes de 
la demanda, fué trabado en fecha l v de Octubre de 1926 (fs. 33 
y siguientes) ; d) que transcurridos varios meses desde la última 
actuación referida, esto es, en Diciembre 18 y 21 del mismo año, 
la Compañía demandada se presenta |x>r apoderado y se hace 
pape en el juicio (fs. 43). promoviendo más adelante, incidente 
sobre nulidad y revocatoria de lo actuado (fs. 46) ; e) que en 
este estado del litigio se promueve, jx>r el presidente del Direc- 
torio dé la Compañía demandada, en Febrero 8 y se decreta en 
Marzo 4 de 1927, la contienda por inhibitoria que se ha traido 
a la decisión de este tribunal (fs. 53 y siguientes). 

Oue de la relación de antecedentes que precede surge la evi- 
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ciencia de la tácita prórroga ele jurisdicción en que el juez ex- 
hortado funda su competencia, pues aparte de las actuaciones an- 
teriores a la comprenda de la demandada, y que habrían radi- 
cadó el juicio, |>or abandono del mismo, ante la jurisdicción en 
que se iniciara, el a|>oderado de la Compañía, señor Antonio 
l'cha. en ejercicio de su mandato y con facultad de prorrogar ju- 
risdicción (véase el |>odcr de fs. 40;, se ha hecho parte en el 
pleito y opuesto re] Kilos <Je orden procesal a la substanciación 
ctel caso, sin observación alguna a la |xitestad jurisdiccional del 
Juez de la causa, lo que importa I«i prorrogación que éste invoca, 
quedando por consiguiente radicado el juicio en dicho tribunal. 
i Fallos: tomo lio, pág. 2X5; tomo 1¿(>, |>ág. 74; tomo 123, pág. 
M5. entre otros). 

Por las consideraciones expuestas y lo dictaminado por el 
Señor Procurador General, se declara que el Juez en lo Civil y 
Comercial de la Provincia de Santa Fe. es el competente para 
conocer en esta causa. Remítansele, en consecuencia, los «tutos, 
avisándose por oficio, con transcripción de esta resolución al 
Juez de Comercio de la Capital. Rc|K>nga:¡v el papel. 

A. Bermejo. — J. FicuuKOA Ai.- 
córta. — Roberto Rkpktto. — 

K. ül'IDO I..WAI.I.E. 



Dóñik Z nimia Mercedes Püwsco contra Don Agustín Comes Co- 
(tájSeii sobre divorcio. Contienda de compeifneia. 

Sumario: \" til conocimiento de una demanda de divorcio co- 
rresponde al jue?. del domicilio de los cónyuges (Código Ci- 
vil, art. 201 

2> I-as disposiciones del Código Civil según las cuales 
la mujer tiene el domicilio del marido y éste puede cambiar 
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su domicilio de un lugar a otro, no pueden interpretarse con 
un .criterio de latitud extrema que permita a éste ejercitar 
ese derecho a su arbitrio hasta impedir o menoscabar el 
correlativo de la mujer ¡>ara deducir contra el marido una 
acción personal ante el juez del domicilio conyugal al tiem- 
po de la interposición de la demanda. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



niCTAMKX DEL SESO* PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Junio 8 de 1928. 

Suprema Corte: 

Entre el Juez de Primera Instancia en lo Civil «le la Ca- 
pital de la Xación y el de igual clase de la primera circunscrip- 
de Santa Fe. se ha trabado cuestión de competencia para cono- 
cer en la causa que, sobre divorcio, ha iniciado ante este último 
magistrado doña Zulcma Mercedes Pinasco contra su esposo clon 
Agustín Gómez Codazzi. 

I-a contienda ha sido elevada a esta Corte Suprema para 
que V. E. la dirima en ejercicio de la facultad conferida por el 
art. 9* de la ley 4055. 

La referida demanda fué iniciada en Santa Fe, el 2 de Di- 
ciembre de 1927 y existe en autos pruelu concluyentc de que, 
en ésa fecha, el esposo tenia alli establecido su domicilio real, 
habitando con su familia. 

Tal se infiere, además, de los propios términos en que éste 
ha alegado la iiicomjxrtencia de jurisdicción y de las circunstan- 
cias en que, sostiene, ha constituido su nuevo domicilio en la 
Capital de la Nación. 

No basta a este último fin la afirmación del interesado pa- 
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ra determinar ese cambio |H>r su sola voluntad. Ks menester que 
el traslado haya sido acompañado cié hechos reales que, jurídi- 
camente, acrediten la existencia de un domicilio real. 
Xada de esto ha sucedido en el presente caso. 

J-:i esposo demandado no ha podido crearse un domicilia 
distinto de| de su hpgar conyugal, a los fines de contestar la ac- 
ción de divorcio entahlada ante los jueces de dicho domicilio 
conyugal. (Alt. 104. ley de matrimonio civil;. 

I«i disposición contenida en el inciso 9* del art. 90 del Có- 
digo C ivil no puede regir en este caso en que se trata de demanda 
entahlada |>or los mismos esposos entre si; aquélla contempla las 
relaciones de éstos con terceros. 

Resultando, pues, de autos, que el juicio de divorcio fué 
iniciado ante el juez del domicilio donde residia el es|>oso y 
donde tiene el asiento real de sus negocios, todo lo que no ha 
sido contradicho y justificado por éste ante el juez de la Capi- 
tal de la Nación. eorresj>oiulc. en mí opinión, declarar al de pri- 
mera instancia de Santa Fe competente jwira el conocimiento de 
la causa. S. C. 1 1S. tSS; 120. 439; 142, 400), 

Horado A\ /.arrota. 
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Bjicnofi Aires. Jimio 13 (le 1928. 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia |»or inhibitoria tratada en- 
tre el Juez de Primera Instancia en lo Civil de esta Capital y 
otro de igual clase de la dudad de Santa Fe, para conocer en él 
juicio de divorcio promovido por doña Zulemn Mercedes Pinas- 
eo de Gómez Codazzi contra su esposo <lon Agustín Gómez 
Codazzi. 
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Y CoiisidcniiHlo; 

cilio de lJl»^t?Ml£^ 3 ' « *** 
m «a presen* clX.la 1-^±T R ° ^ ^ »¿* 
^ radicado en S&£f ¿SS " d «W» 
K«ak, de la acción Lirada" ^ ^ a ,dS 

'le c,»2 U Ta S^ÉÉcS^rSSfe '° *' ^ 

<«e la demanda, es en h ci, d. d T£i V T*^ 3 ?eeha 
PrjndpaJ dé la resida,!, v T ' h « ,r dd 

«.aridí 1 ;" ¡^r.sr qu t h m,,jer * «• * 

ejercitarlo , sn ar^rL C t « E 7"""* 3 ' ,Í,U,ar * 

*» el de autos, para dedS„Mit 1 ^ ,V,fr ^í*** C °" 
nal ante el juéidel dnmZtá . to " na acctón P**** 

-ion de 4SEí3l ^ " J ^ * M &* 

'a Inhibitoria, bastaría a I!Í i ' * i""***» ,a *»¡s <le 
ac^xcand,i r 7r "dln d " ¡T ^ d * & 

por el Señor S^ZT^^J 000 '° ^n-do 

procurador General y la jurisprudencia qiw ¡ nvoca : 
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Fallos, tomo 118. pág. 185; tomo 120, pág. 439; tomo 142, pag 
400, se declara que el Juez competente para conocer en es a 
causa es el de primera instancia en lo Civil y Comercial de Santa 
Fe. a quien en consecuencia se remitirán los autos, avisándose al 
Juez de la Capital en la forma de estilo. Repóngase el papel. 



A. Bermejo. — J. Figuekoa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lavalle. 



Compañía de aceites de leñf Indias Occidentales West india OH 
C» contra el Fisco Nacional, por devolución de mpttcstos 
adueneros. 

Sumtrio : Él petróleo es un producto del país, y la nafta, el ke- 
rosene y el aguarrás son productos derivados de aquel, en- 
centrándose como tales, sujetos al derecho de exportación 
al mismo título que loa frutos y productos de los otros dos 
reinos de la naturaleza ; en consecuencia, el decreto del Fo- 
. der Ejecutivo de fecha 27 de Julio de 1926 y la decisión de 
la Administración Aduanera que refieren el alcance del ar- 
ticulo 4' de la ley 11.274 a los frutos y productos de origen 
animal, vegetal y mineral, se ajustan a la ley. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, Agosto 3 (fe lv>7. 

Vistos y Considerando; 
[' Que, como lo ha declarad.» este Tribunal en casos de Vi 

«i»- 1919. y RjoMo y Cía., Abril 6 de 1920. la lev N* 10349 L 
camentc grava con el 12 ofo y 15 o|o el n,ayo L soíre los 
,™os bas.cos y los fijados por la comisión respc.tiva.1Tp rZ 
cluctos de la agncultura v ganadería que taxativamente enumera 

2v Que ,i bien es cierto uue la comisión de presupuesto de 
la H. Cámara de Diputados proyectó el art. 2> con el ^relín 

exporten y que no se encuentren comprendidos en el art !• t-.i 

, a H,„ E " d ? 0, T ** P * "»W*> » h H. Cámara de Din«- 
tado». « tirata la «_«e o, p,, 

*z° i ** £ 

«»» -Id «¡(fieme t fe Jj* 
P»r m» con»»™, ^ d de ^ 
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del Ministerio de Agricultura, un representación de la Sociedad 
Rural y <»tro «le la Sociedad industrial Argentina, y fijará al 
mismo tietni» en fórmfi edifica el impuesto qüe corresj>onda 
pagar a cada fruto o producto, calculado de acuerdo con las nor- 
mas establecidas en el art. l v y. comunicados a las Aduanas, 
servirán de liase |>ara su cobro, lista comisión tendrá también a 
su cargo la determinación de los precios básicos y de aforo para 
los demás frutos o pnxluctos que se exporten, los que desde ese 
momento liarán el impuesto en la forma que establece el ar- 
ticulo 1**¿ 

La H. Cámara de Diputados, a solicitud del diputado Echa- 
gfie 9 sancionó el art. 2» del proyecto de la comisión de presupues- 
to, modificándolo sólo en lo que se refiere a los miembros de la 
comisión que crealw, a la cual se le agregó un representante de 
la lUsa de Omiercio (ver Diario de Sesiones citado, pág. 847). 

lin la comunicación del Presidente de la H. Cámara de Di- 
putados, pasada al de la de Senadores con fecha 10 de Enero de 
1918. se adjtthtaba el proyecto de ley sobre impuesto a la expor- 
tación y en éste se omitía transcribir la última parte del art. 2* 
sancionado (ver Diario de Sesiones del Senado, año 1917. tomo 
3, pág. 1230). Sin emlwrgo. la comisión de presupuesto del Se- 
nado, al acompañar a su dictamen el proyecto sancionado \*>r la 
H. Cámara de Diputados, lo hace integro, sin la omisión en que 
se incurrió en la comunicación de la H. Cámara de Diputados 
(ver Diario de Sesiones citado, pág. 1231 j. 

El II. Senado, a su vez, acepta las melificaciones que so- 
bre, el art. 2 V aconseja su comisión de presupuesto, en cuanto 
sustituye las palabras «calculado de acuerdo con las normas esta- 
blecidas en el art. V y. comutitcados a las Aduanas servirán de 
liase |»ra su cobro», |H>r las siguientes: «Para determinar los 
aforos al objeto del cobro del impuesto, se tendrá en cuenta el 
valor de los frutos o productos en ptaza. cargándoles, según el 
caso, tos gastos de producción o elaboración, los que, comunica- 
dos a la* Aduanas servirán de base para su qofaro», sin hacer 
mención respecto a la última parte de dicho articulo que. como 
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año 1917. ^ín¿1^ v & T - ^ <ld ^ do ' 

Mi» ™T" r" • ' '?" Í,C r ^ ,a » ,e,M;iri '»- '« (ey fe 10.349 se ,,„- 
tote tomp ». pág. 762,, 5 „ I , t¡ „ J^J^g^ * 

V» y productos di ta agriculinra v el lí „l„ ' ? 

Macos <,,« „ J¡1 JTf? "■<« *> «'■"» y lo» 

skííísSSíESsSíí 
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ile lós productos enumerados y. por consiguiente, al gravar el 
art. 4" cu» el 2 o!u los frutos o productos del jais cuyo avalúo 
no haya sido especialmente fijado |>ur la comisión, sulu compren- 
de a los frutos o productos del art. V qué la comisión no les fije 
el avalúo y no a todos los demás frutos o productos del |xús, co- 
mo lo sostiene la representación «leí Fisco. 

6" Ouc ese hubiera sido el alcance del articulo en cuestión, 
si (orinara parte del texto de la ley el agregado que autorizaba 
a la comisión a fijar los precios lwsic<« y aforo para los demás 
productos que se exporten. 

7» Que la exposición del señor diputado [¿chagüe, en su 
carácter de miembro informante de la comisión que estudió la 
ley N» 10.349 y que el Señor Procurador Fiscal de Cámara 
invoca en su expresión de agravios, como asimismo las demás 
manifestaciones hechas durante la discusión de L ley. lo fueron 
en |,;,se a que el art. 1« de la ley era tal cual se había proyectado 
y, en consecuencia, carecen de Unía eficacia dichas explicacio- 
nes, a Objeto de interpretar el alcance de su proyecto. 

por estas consideraciones y sus fundamentos, se confirma la 
sentencia apelada de fs. 85. «pie declara que el Fisco Nacional 
debe devolver a la Compañía de Aceites de las ludias Occidenta- 
les — West India Ctil Cotnpany — la cantidad de cincuenta y 
nueve mil setecientos treinta y seis pesos con ocho centavos mo- 
nda nacional. pagados bajo protesta, en concepto de derechos 
de exornación, indebulamente cobrados, con intereses a estilo 
Manco de la Nación, a contar desde la notificación de la demanda. 
Las costas por su orden. Devuélvanse y repóngase las fojas en 
1» instancia — 7. P. Urna.— Marcelino Escalada.— T. Arias.— ¡i. 
A. Sacar Aiichorcna. 
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Bsténos Aires, Junio |J de V)2H. 

las lL V ÍS ^ : r m P° r ,a de Aceites de 

Vac o T ? tS - VVt ' át lm m °' n, ' >a ">- el Fisco 

Xa™ „n. sobre devo.ucón <le impuestos aduaneros palios bajo 

V Considerando : 

Que la actora Soltóla la devolución de la suma «le cincuenta 
y nueve mil setecientos treinta y seis pesos con ISSSÜ 
pagada . , a Aduana tojo protesta en concepto de dererhoTÍ ex 
, 7 tac,ü " * m 0¡l y aguarrás. Se fnnda en 2 «4s 

substancas no pueden ser clificadas de frutos de. pais'es dtór 
^pr,Hluc,,, s de la «anadea dc Ia * ^ 

Poder E^u,,», ptensc y haya dispuesto lo contrario, tatrnU 
't mVdWtm incluidos „¡ en la lev K« 10.349 ni "n h 
11274 actualmente en vigor». ' 

Que la repetición se deduce, pues, a tose de la interorcta 
cuaque corresponde atribuir a. art. 4- de las leyes IZ y" 
J1.274 apiadas por la aduana en el caso y enya mlacctón l 
como s^gue: dos frutos o producto» del país! c^S* Z 
tgg* Wm»m* «jado por la comisión que'se c rí l Z 
art. 2. abonaran a su salida el 2 % sobre los valores uu Tk x 
asumen los mteresados en el respectivo permiso de expXió" 

rcvno ae id ^ ad valorem. El art. 4* dr la w M ha 

modificador rcpnrf^lotí^"™ í,'"¡ Z 
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o productos del país, con excepción de las lanas lavadas o car- 
honfcadas. . .» 

Que de acuerdo con sus antecedentes legislativos, el recor- 
dado art. 4 V , a estar a las palabras pronunciadas a su respecto. 
jH>r el diputado Echagüe, miembro informante de la comisión 
que despachó la ley |í* 10.349 en la Cámara de Diputados, con- 
tenía una regía general para todos los artículos de expolia- 
ción que salieran j>or al Aduana, ya que no siendo posible in- 
corpo^rlós al sistema del art. l v |>or su escasa importancia numé- 
rica, pues sólo representa!*™ el quince por ciento del total de la 
exportación, y en el deseo, sin embargo, de que contribuyeran 
en alguna forma al impuesto que se creal». tomóse la misma 
idea del Poder Ejecutivo estableciendo que jugarían un dos |>or 
ricnto ad valorem. Diario de Sesiones de la Cámara de Diputa- 
os, años 1917-1918, tomo VIH, pág. S47. 

Oites no es pues, exacto, que al referirse el art. 4* a los 
frustos y productos del país aluda exclusivamente, a aquellos 
derivados de la ganadería y de la agricultura, no sólo por lo que 
resulta del antecedente legislativo invocado, sino también |K>r el 
.dignificado que tanto gramaticalmente como dentro de la ciencia 
económica corresponde a ambos términos. Tomando en cuenta 
lino y otro, es evidente que tales términos se refieren a lo qué es 
el resultado de la prodUCjriÓn de la República, en cuanto a los 
reinos vegetal, animal y mineral en función de la naturaleza, 
de trabajo y del capital. Productos son todos los frutos ordina- 
rios o extraordinarios que una zona produce. Comprende tanto 
los que ésta da natural o espontáneamente, como los que son el 
resultado de la industria del hombre. Y el concepto es verda- 
dero ya se aplique a lo que produce el suelo del territorio de la 
Nación, a upa cosa determinada — un campo o una mina, o a una 
materia prima cualquiera a la cual mediante la ineor|Minición de 
tralwjo y capital se le haga producir otros productos, etc. La 
propia ley 10.349 suministra la pruel» de la exactitud de esta 
última afirmación, pues comprende entre los frutos y productos 
del país la manteca, la carne conservada, la liarina de trigo que 
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son productes industriales extraídos de materias primas que cons- 
tituyen a su turno productos del i«iís y que se encuentran en la 
nifettia situación de la nafta, el kerosene y el aguarrás respectó 
del jietróleo. 

Que, no existiendo en la letra de las leyes examinadas pre- 
cepto alguno que |>erniitc suponer que las palabras «productos y 
frutos del país» aludan exclusivamente, a los derivados de la 
ganadería y de la agricultura, siendo i*»r el contrario la inter- 
pretación amplia del concepto, esto es, la que gramatical y econó- 
micamente del»e atribuírseles la que fluye de los antecedentes j>ar- 
lamcntarios. es evidente que el decreto del Poder Kjecutivo y la 
decisión de la Administración Aduanera que refieren el alcance 
del art. 4* de la ley 11.274 a los frutos y productos origen de 
animal, vegetal y mineral, es ajustada a la ley y asi corresj>on- 
de declararlo. 

Siendo el |>ctróleo un producto del |>ais y la nafta, kerosene 
y aguarrás frutos derivados de aquél, se encuentran como tales 
sujetos al derecho de ex|x>rtación al mismo título que los frutos 
y productos de los otros dos reinos de la naturaleza. 

Que ello no obstante el tribunal a qm ha llegado a la con- 
clusión de que el Fisco del>e restituir los impuestos fundado en 
«que ese articulo 4 V sólo comprende a los frutos o productos 
tlel art. I? que la comisión no le fija el avalúo y no a los demás 
frutos o productos del país». Y este punto ele vista exige un 
examen de la argumentación presentada para obtener esa con- 
clusión. 

Que el art, 2* del proyecto de ley sobre derechos a la expor- 
tación sometido a la consideración de la Cámara de Diputados 
por la comisión de |>resupuesto. contenía el siguiente párrafo 
final: «Esta comisión (la instituida por la primera parte del 
articulo para fijar en forma especifica el impuesto que corres- 
ponde pagar a cada uno de los frutos o productos enumerados 
en el art. 1<\ tendrá también a su cargo la determinación de los 
precios Imskos y de aforo para los demás frutos o productos 
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que se exporten ios que desde ese momento pagarán el impues- 
to en la forma que establece el art. I*. Este párrafo fué men- 
cionado |)or la Cámara de Diputados sin observación, como par- 
tc integrante del susodicho articulo segundó que fué aprobado 
Sih otra observación que la relativa a la incori>orac¡ón a la comi- 
sión de un representante de la Bolsa de Comercio. Véase Dia- 
rio de Sesiones págs. 598. 846 y 847. tomo VII, años 1917 a 

Que entretanto, producida la sanción en Diputados de la 
ley (pág. 853). ésta fué comunicada al É Senado sin el recor- 
dado párrafo. (Véase Diario de Sesiones del Senado, año 1917 
ionio 3. l«i«s. 1226 y 1227» y no obstante aparecer él en el des- 
pácho la comisión de presupuesto de aquel cuerpo (pags. 1230>. 
y haber sido comunicada en esa forma la sanción a la cámara 
de origen, es lo cierto, que la ley fué promulgada sin el párrafo 
señalado del articulo segundo. Boletín Oficial X" 7195. 

QUÉ la frase .leí art. 4" de las leyes 10.349 v 11.274 que di- 
ce: «cuyo avalúo no baya sido esiK-cialmeute fijado |x>r la comi- 
sión que se crea cu el art. mantenía una estrdeba y lógica 
vinculación con el párrafo suprimido. Y la cuestión radica en 
saber si esta última lia hecho perder su fuer/a legal y alcance 
or.gn.ano al art. 4? o si no obstante aquella desaparición, el Po- 
der Ejecutivo o la Aduana tienen facultad pira gravar con un 
- % ad valoren! los frutos y productos del ¡mis que no sean de 
l«s enumerados en el articulo primero. 

Que un análisis atento de las leyes 10.349 y 11.274 en su 
letra y en su espíritu conducen sin esfuerzo a la última solu- 
ción. En efecto del art. 4". resulta: a) que los frutos y produc- 
tos del [ais destinados a la exportación, que no sean los enume- 
rados en el art. 1". pagaran a su salida un 2 %. sobre el valor 
declarado por el exportador; b) que esos mismos frutos o pro- 
ductos, cuy., avalúo baya sido csjiecialmente fijado ,x»r la co- 
imston que se crea en el art. 2», pagarán el impuesto .le un tanto 
P- .r ciento sobre el mayor valor, esto es. quedan ¡ncorjwrados 
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al régimen del artículo primero, a cuyo fin la ley mediante d 
parágrafo suprimido investía a la comisión con la facultad de 
establecer, no solamente el aforo, sino también el precio lásico 
que el Congreso se había anticipado a fijar acerca de los pro- 
ductos enumerados en el art. K 

Que, si táen por la supresión del j>árrafo incluido en el art. 
* lian quedado limitadas las funciones de la comisión solo a la 
fijación del mayor valor y a la determinación del impuesto espe- 
cifico respecto de los artículos enumerados en el artículo pri- 
mero, puesto que como efecto de aquélla ha desparecido su fa- 
cultad para señalar precios básicos de los frutos y productos del 
art. 4», este queda, sin etnlargo, subsistente en la parte relativa 
al impuesto de 2 % ad valoran que debían tributar en el acto 
de la exportación los frutos y productos del país comprendidos 
por aquél, mientras la comisión no los incorpora al régimen del 
arttcplo primero. 

Que esta interpretación se halla corroborada por los antece- 
díanla parlamentarios de la ley. El diputado Echagñe al infor- 
mar sobre el alcance del art. 4* de la ley 10.349 (Diario de Sesio- 
nes, pág. «43, tomo VII). lo hizo en estos términos: cías ar- 
tículos de exportación, señor presidente, catalogados en nuestro 
arancel, son muy pocos, porque el arancel es muy antiguo; en 
cambio los artículos de exportación que salen por nuestra adua- 
na y de los que lleva nota h oficina correspondiente y la direc- 
ción nacional de estadística son cerca de 250. No siendo posible 
a la comisión incorporar dentro de la lista del art. l v , todo este 
enorme número de artículos, la mayor parte de los cuales tiene 
una importancia relativamente escasa, porque según lo signifi- 
qué a la Cámara en mi informe, los artículos enumerados repre- 
sentan escasamente un quince j»r ciento del total de la exporta- 
ción y no teniendo, por otra parte, la comisión en el momento 
que hacia este proyecto los elementos de juicio indispensables 
para establecer sus precios básicos y de aforo, tuvo que dar 
una regla genera 1 para que todos ellos que tienen su gran va- 
lorización en el momento actual, contribuyeran en alguna forma 
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a « s t( . impuro y. entonces tomando la misma idea del Poder 
Ejecutivo, estableció que pagaría un 2 % ad valoren». Y vuelto 
e proyecto en revisión del Senado .-I mismo diputado Echagite 
al calcular el producido probable del impuesto, decía: «Agrega- 
do a los veintisiete millones de pesos oro; el tanto por ciento 
más que han de producir los ankulos ..o detallados en la plani- 
lla. «• pude establecer, desde luego, fácilmente, „„ pelúcido 
■I.- treinta millones de |kso> oro. Diario de Sesiones. ¡%; m 
tomo 8, año V>\7 - 1918. 

Que >i esta intei^reiación no fuera la exacta, él texto del 
art. 4" sena letra muerta dentro de la ley «le exportación, lo 
. nal es tanto píenos admisible si .se considera que él ha sido rati- 
icado |K»r el Congreso al sancionar la ley 11.274. con una modi- 
ficación «„ su texto relativa a la exención del impuesto a las 
lanas lavadas „ carbonizadas que por cieno corrobora el alcance 
atribuido al recordado articulo cuarto, pues no se explicaría la 
exo-pc.,, s, pl impuesto del 2 % ad valoren, no existiera resurto 
«le los demás irnin> y productos. 

Que. por último, el alcance atribuido por el tribunal a mío 
al articulo cuarto aplicándolo, exclusivamente, al caso .le ,,„, | a 
comisión señalad* en el art. omita fijar el avalúo de I„ s fru- 
tos y productos enumerados en el art. i", no es conciliable con el 
mecamsino de la ley y la «Iesvirtuaría por COIlipletO. En efecto. 
P\ art. - de las leyes 10.340 y 11.274 señala un precio l.ásico 
im »"'» «le los productos que enumera y grava cu la ta- 
tt del doce y quince por cien... al mayor valor sobre aquel pre- 
<•»•• de acuerdo con la avaluación practicada por la comisión. Si 
no existe diferencia .le valor en el precio básico, no hay mi- 
puesto y el producto se exporta |jfo re de derechos. Si pues en 
'»' caso .lado la comisión omitiera la avaluación, la única co'nse- 
nu nca que puede extraerse de acuerdo con la letra del art (« 
c> el producto omitido quédé liberado del pago de todo 
derecho de exportación desde que no hay aumento sobre el pre- 
ño básico. \. sm embargo, la interpretación atribuida por el 
tribunal „ quá al art. 49 contiene la consecuencia de que tal ar- 
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liculo así liberado i>or el art. í? del* pagar un dos P°T ciéntq 
ad valoran sobre el valor declarado i*>r el ex|>ortadur. 

Qm- en suma la única hipótesis para la cual se mantiene la 
disposición del art. 4*\ en la interpretación examinada, no puede 
adfiiitirsc como exacta: a) porque los productos enumerados en 
el art. l v solo están sujetos a un impuesto sobre el mayor valor 
y si éste no existe su exportación es libre; l>) porque el mandato 
conferido a la comisión por el art. 2? «le avaluar los productos 
es obligatorio y no facultativo, en cuanto a los comprendidos en 
el art. l v y si ella los omitiera no babria en realidad impuesto. 
Entretanto la interpretación en examen haría pesar sobre el pro- 
ducto omitido, el impuesto de 2 % ad valorean del articulo cuar- 
to, trocando con ello el régimen cié una ley dictada para gravar 
exclusivamente el mayor valor de ciertos artículos en otro sobre 
el valor total de los mismos, lo que no es legalmente admisible. 

< Jue en tales condiciones, si \n*r una [Kirie el impuesto de 2 % 
establecido por el art. 4'' se refiere a los frutos y productos del 
país sean de origen animal, vegetal o mineral y si por otra, ese 
art. 4" comprende a los demás frutos y producios de ese género 
no enumerados en el art. l v . es evidente que los impuestos exigi- 
dos a la adora en concepto de derecbos de exportación de ñafia, 
kerosene y aguarrás, han sido legítimamente cobrados. 

En mérito de estas consideraciones se revoca la sentencia 
apelarla y se recbaza. por consiguiente, la demanda. Las costas 
por su orden, atenta la naturaleza de la cuestión debatida. Xoti- 
íiqnese y devuélvase, reponiéndose el pa|»cl en el juzgado de 
origen. 

A. KeKMEJO. — J. FlGI'KKOA Á|> 
CORTA. ROBERTO REPETTO, — 

R. Guido Lavalle. 



358 FAtLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Sociedad aiuminm /.,; Americana, contra Javier Mviídilúharsn, 
solar cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario: El vecino de una provincia ijue demanda al vecino de 
otra ame los tribunales locales .le ésta, prorroga la jurisdic- 
ción de los mismos; no pudiendo, en consecuencia, el tic- 
ntóndádo ¡hvocar el fuero federal |K,r razón de las personas. 

COSO'. I.o explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL I'ROCfRADOR GENERAL 

Buci»? Ains. Septiembre 24 de 1926, 

Suprima Corle: 

U sociedad anónima «1.a Americana» demanda a don Ja- 
vier Mendilaharzu 1 K.r col.ro ejecutivo de pesos ante el fitóga- 
do de 1' Instancia en lo Civil y Comercial. 4' nominación, de la 
Provincia de Tucumán. 

Fundado el demandado en la circunstancia de estar domi- 
ciliado en Tucumán y ser la actora vecina de la Capital Federal, 
• ■puso la excepción de incompetencia de jurisdicción de los tribu- 
nales locales amerándose al fuero federal. 

Tal excepción lia sido desestimada |ior el juez de la causa 
y l*ir la Corte Suprema de Justicia de Tucumán. 

Considero ajustada a derecho tales resoluciones. 

En efecto, como es doctrina de V. E. uniformemente man- 
i' "ida. el fuero federal es un privilegio creado a favor del ve- 
cino de distinta provincia «pie aquélla en la cual se radica la causa. 

l'ero. si dicho vecino, actor en este caso, renuncia a ese pri- 
vilegio y acude a los jueces locales de la provincia a entablar 
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su acción, prorroga voluntariamente ja jurisdicción de éstos y 
la demanda aparece asi deducía ame li.s propios jueces natura- 
les del mismo demandado, lo que en manera alguna puede im- 
portar lesión efe derechos o privilegios para éste. 

El fuero federal no es invocal.lc. pues por razones de dis- 
tinta vecindad, en esta causa. 

Soy por ello de opinión qüc corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada tu la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio N. Lwfúta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Juji}o l« fe 

Antos y Vistos: 

i'or los fundamentos del dictamen del Señor Procurador 
General y lo resuelto por esta Corte en casos análogos (Fallos: 
lomo 121. pág. 447; tomo 95, pá$ 355, cutre otros), se confir- 
ma la sentencia apelada en la parte que ha sido materia del re- 
curso. Xotiíuiucse y devuélvanse al tribunal de su procedencia 
previa reposición del papel. 

A. Bermejo. - J. EtGMWÁ Al- 
corta. — K. Ürino LavallE. 



Don liutjcnio Díaz Vclez contra ta Provincia de Buenos Aires, 
sobre inconstitucional ithul tic impuesto. 

Sumario : l v Las provincias, en ejercicio del |>oder no delegado 
a la Nación, tienen la facultad de crear recursos para el sos- 
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temmicnto de su vida autónoma y fomento de sus servicios 
l»ul,hcs y de su riqueza^ bajo el criterio lil.re de sus iegis- 
aturas para dictar las leyes necesarias, sin otra exigencia que 
la de conformar éstas a las «aramias genérales de la Gbns- 
Wucion Nacional, único punto que pude .,cui>ar la aten- 
ción .le la Corte Suprema, careciendo ésta como carece de 
atribuciones para examinar los impuestos locales en orden a 
«.iras circunstancias referentes a >„s jornias u oportunidad 
de su percepción. 

f 1:1 a,,n Proposito qüé domina en los principios de 
igualdad consagrados por el articulo 16 de la Constitución 
es el derecho de todos a que no se establezcan excejx-iones 
o privilegios M ue excluyan a unos de lo que se concede a otros 
en Iguales circunstancias, no siendo, en consecuencia, la ni- 
velación absoluta de los hombres lo que se ha proclamado 
>'"<> su igualdad relativa propiciada p.,r una legislación 
tendiente a la protección, en lo posible, de las desigualdades 
naturales. 

9> El principio de igualdad, escrito en el art. 16 de la 
Constitución, no se propone sancionar, en materia de impues- 
to?. Un sistema determinado ni una regla férrea |>or la cual 
lodos los habitantes o 'propietarios del Estado deban coutri- 
buir con una cuota igual al sostenimiento .leí gobierno sino 
solamente, estal.lecer que en condiciones análogas, se impon- 
gan gravámenes idénticos a los contribuyentes. 

4» l.a proporcionalidad .pie consagra el art. 4° de la 
Constitución se refiere a la población y .... a la riqueza ., al 
capital, precepto que no debe considerarse aisladamente sino 
en combinación con las reglas expresadas en los artículos 
10 y 6/. mciso >• de la misma. 

_5» El impuesto a la avaluación, vigente en la provincia 
7 B " e "? s Aires ' mr; "»<' año 1925, no contradice las re- 
glas de igualdad. pro.H.rcionalidad y equidad que para las 
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contrilnicioncs exige la Coiistitción <le la Nación, ni viola 
la üiJlíorniKlad que (Sftüm la Constitución de la expre- 
sada provincia. 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN IIKI. SKSoR PKIM IRAOOK «¡KNKRAI. 

Buenos Aires. Septiembre K de 1928. 

Suprima Corte: 

Sé impugna en la presente causa seguida ante V. É. por «Ion 
Eugenio Díaz Vclez contra la Provincia <le Unenos Aires sobre 
devolución de impuestos de Sontribución Territorial, la consti, 
tuctonalidad dé dichos impuestos. 

14 ley local que creó el referido gravamen de Contribución 
directa estableció una escala progresiva del 5 al S por mil según 
auméntate el valor de la propiciad raiz sobre que recaía dicho 
gravamen. 



1.a liarte actora sostiene qué el sistema tributario implan- 
I" es contrario a la garantía que consagra el art. 16 de la Cons- 
titución Xc.onal. el que establece «pie la Igualdad es la base del 
impuesto y de las cargas públicas. 

Agrega que la progresión impositiva establecida míe im- 
pugna, quebranta por su naturaleza misma todo concepto de 
igualdad, ya que los propietarios más pudientes abonan, propor- 
Cionahnajte, mayores contribuciones que las (pie pagan los me- 
llos afincado?, todo lo que im|H,rta establecer un sistema de .«,- 
mica impositiva inconveniente. 

Tal es. en síntesis, lo que sostiene el actor. 

En cvucstiones de la naturaleza <| c la presente a la Corte 
Suprema no fe es dado emitir pronunciamiento acerca .le la Con- 
veniencia o inconveniencia «le un impuesto crearlo por una pro- 
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vincia en ttisó de facultades que le son propias (art 104 de la 
Constitución Nacional y sus correlativos). 

Y. K. al respecto ha elidió en la causa qué se registra en 
el tomo 105, pág. 273. 

«Que la crc^ión de impuestos, elección de objetos imponi- 
bles y formalidades de percepción, son del resorte exclusivo de las 
provincias, cuyas facultades sobre este particular, dentro de sus 
respectivas jurisdicciones, tienen la propia amplitud que su po- 
der legi-dativo, ya se trate de personas, propiedades, ^sesiones, 
franquicias, profesiones o derechos; siendo in<hKlahle en la doc- 
trina, qüe ellas pueden exceptuar de gravamen a cleterminada 
clase d ebienes. q hacer que este recaiga de diversa manera so- 
to Ion distintos ramos fiel comercio, ocupaciones y profesiones; 
determinar el monto de dicho gravamen por el valor de la pro- 
piedad, su uso o poder de producción, y adoptar el valor nomi- 
nal o reíd de los pápele* comerciales para los mismos fines, asi 
como "tros sistema* tributarios razonables y conforme a los 
usos generales; sin qué los tribunales de la Nación puedan de- 
clarar!, .s ineficaces a título de ser opresivos, injustos o incon- 
venientes, si no son contrarios a la Constitución General». 

En CtianlO a la impugnación de inconstitueionalidad que se 
hace al gravamen de referencia como violatorio del principio de 
igualdad antes indicado, cabe recordar, reproduciendo la doctri- 
na uniforme de V. K. que la igaldad que se refiere el art. 16 de 
la Constitución no es violada cuando en condiciones análogas 
se imponen gravámenes idénticos a todos los contribuyentes, 
lo que sucede en este caso. 

En efecto, el gravamen de referencia aparece establecido 
indudablemente con carácter de uniformidad y aplicado, sin ex- 
ccpcioncs, «i todos los casos idénticos. 

Lo expuesto me induce a afirmar que el impuesto cuya de- 
dilución se reclama no es contrario a las garantías que se supone 
desconocidas, 

Horacio R. LarreUt. 

m 
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Bucftíft Aires, Junio 20 de MB& 



Y Visteis;: 



<hw a í>. 19 se presenta el procurador Rafael Argérích. con 
IxmKt bastante de «Ion Eugenio Díaz Vélez, y enlabia demanda 
contra la Provincia de Buenos Aires |h,i- devolución tte las su- 
nvis pagadas como impuesto sobre la valuación de la propiedad 
durante el año 102?, según consta en las Piletas respetivas acom- 
pañadas de fs. 3 i fs. 18 ¿Futida su demanda en la iuconstitueio- 
naüdad de aquel impuesto progresivo sobre la propiedad raíz, 
considerado bajo el doble punto ele vista dé los estatutos orgá- 
nicos de la Nación y de la Províneiá, pues éstos deben concor- 
dar las disposiciones de sus leyes tributarias, con la carta gene- 
ral, so pena de la nulidad absoluta de las mismas. 

Transmite el art. t? de la ley qué establece distintas tasas 
según el valor ele la propiedad gravada, que comienza con el cin- 
co por mil ¡«ra toda propiedad urbana y se eleva desde el seis 
por mil hasta el ocho, de acuerdo cotí la valuación de la propie- 
dad rural en la siguiente forma: el f> por mil pani las propieda- 
des cuyo valor no exceda de cien mil pesos, el seis y un cuarto 
désete cien mil a -doscientos mil, el seis y medio de doscientos mil 
a trescientos mil, el seis y tres cuarto de trescientos mil a qui- 
nientos mil y en la misma progresión hasta llegar al ocho por 
mil para toda propiedad rural cuya valuación exceda de dos mi- 
llones; U inconstitucionalidad alegada, resulta según el actor, en 
primer término de la violación del principio del art. 10 de la Cons- 
titución Xaciona! que consagra la igualdad como base del im- 
puesto y de las cargas públicas, principio afianzado en e! art. 67. 
inciso >•* en cuanto atribuye al Congreso la facultad de establecer 
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contribuciones directas por tiempo deterttunáUo, y «proporcíoiiul- 
mente iguales, en todo el territorio de la Nación, debiendo sor 
e&i&s equittaivas (art. 4-'). «Todos los habitantes, dice, son igua- 
la ante la ley. No é$ jHisible menos, sino en fonna proporcional. 
Entretanto, la progresión, que impugnamos, jm >r mi naturaleza 
misma, quebranta nulo concepto do igualdad. En ve/ de. pagar 
cada cual como uno, congruentemente con sus recursos, se tiende 
a que determinado grupo social afronte el impuesto como uno, 
y otro K r "P" seleccionado cotilo muchos, aumentándose la gabela 
del último en medida siempre creciente de su capacidad econó- 
mica: lo que lleva el sello del socialismo puro, del socialismo 
revolucionario, del alzamiento abierto contra la constitución clá- 
sica, romanamente individualista en materia de propiedad». 

Cita en su apoyo el demandante la opinión del Dr. Alberto 
Rodríguez Ortega, en su obra impuesto a la renta. Buenos -Aires 
1924; quien afirma que *el artículo 16 de la Constitución, al 
preceptuar (jije todos los babitoanies son ¡guales ante la ley y 
qitc la igualdad es la base del impuesto y de las carcas públicas, 
registra uu concepto de igualdad jurídica absoluta y no de igual- 
da drelativa: un concepto de verdadera igauldad jurídica y no 
de igualdad convencional, Esta condición de igualdad solo se 
realiza con el impuesto proporcional, que mantiene siempre el 
mismo porcentaje en tanto que en la pro»re>ión no existe rela- 
ción de igualdad, por cnanto variando la cuota exigibíc progre- 
sivamente y según la valuación de la cosa se llega, por fuer/a a 
la desigualdad, inspirada en criterios circnnstacialcs sin base cien- 
tífica, ni limitación de facultades, lo que s¡guiirca lo omnipoten- 
cia parlamentaria. 

espués de consideraciones tendientes a la demostración de 
la tesis desarrollada, termina el actor solicitando se admita la 
demanda cuyo monto consta en los boletos acompañados y que 
su mandante abonó bajo protesta como consta a fs. 2. . 

Que acreditada la jurisdicción de esta Corte, se corrió, a 
fs. 31. el traslado de ley a la demandada y este fué evacuado a 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 365 

fs. 40 por el representante letrado de la provincia de Buenos 
Aires. Dr. Emilio Zorraquín. quien entrando al fondo de la cues- 
tión sostiene que el concepto de igualdad en los impuestos que 
proclama la Constitución Nacional fue ya definido mr esta 
Corte en diversos fallos y cita en prueba de ella la siguiente 
jurisprudencia: «el art. 16 de la Constitución Nacional, en cuan- 
to establece que la igualdad es la base del impuesto y de las car- 
gas publicas, del* ser complementado con los articiilos 4 v 67 
'"cs-o 2 y 16 (tomo 102. pág. 379). «la garantía que consagra' 
el art. 16 no es otra cosí, que el derecho a que no se establezcan 
excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo qué se con- 
cede a otros en iguales circunstancias; de donde se sigue que la 
verdadera igualdad consiste en aplicar la ley en los casos ocu- 
rrentes según las diferencias constitutivas de ellos». 

K>ta jurfepmidcncia es el princi,*! fundamento de la defensa 
, CUal f**&í í?» Progresión en materia impositiva no ex- 
cluye, a la igualdad ni a la proporcionalidad ni a la uniformidad* 
annnando que la proporcionalidad a que se refiere la Constitución 
Nacional es relativa a la ablación, concepto distinto del que 
ocupa a los tratadistas de finanzas cuando oponen aquel princi- 
pio al de la progresión. «Si él estado tiene facultad para dividir 
o separar en gru,>os o categorías lo que |, a de constiuir la materia 
"»l-...va. tal división no afecta a la proporcionalidad „i la 
.gualdad. puesto que a dichos grupos o categorías les es aplicado 
»" porcentaje fijo y predeterminado. Para que la proporcionalidad 
estuviera conculcada, seria menester probar que esos grupos o ca- 
u-gonas han stdo seleccionados capricho.-, o arbitranaLnte 
hasta echar una mirada sobre la escala y las diferencias porcen- 
tuales que determina la ley en cuestión, para evidenciar la falacia 
de semejante conjetura. La provincia no socializa, dice stl defen- 
sor, sostiene el clásico derecho «le propiedad moldeado en la 
oustitunon Nacional y en el C ódigo Civil, pero tampoco aban 
< pna su «brecho dé .imponer contribuciones, den.ro de su inris- 
¡ Ikthh, territorial con el objeto de allegar remas para «so ¿ 
Micos o cumplir algún fin gulierhativo o proveer a los gastos n«- 
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cesarios en el ejercicio del gobierno, empero, aunque todos los 
ciüdádaÁOS, sin excepción, delicii allegar sil i>arte a la masa de 
los bienes comunes, tos aportes resistivos no pueden ser los 
misinos ni medidos igualmente. (Encíclica Kcnun Xovarun. 
León XIII )». 

Después de otras consideraciones generales que pretenden 
demostrar la justicia del impuesto progresivo y de criticar el fe- 
mVinerío del ausentísnio c|ue se produce en la Provincia, con dts- 
inedro de su* propias instituciones, termina, su representante, so- 
licitando el rechazo de la demanda con imposición de costas. 

Declarada la cuestión del pleito, de pino derecho, a fs. 40 vía. 
y evacuado por el actor el traslado respectivo, se llamaron autos 
para defnitiva a fs. 61 vta. y 

Considerando: 

QllC a mérito de la forma en que se ha tfabado la litis en 
esta cálisa, y lío existiendo en ella cuestions de hecho que resol- 
ver, la única que esta CoctC debé plantear y dilucidar es la agújen- 
te: si es o no contrario a los principios dominantes en la Cons- 
titución Nacional o Provincial sobre materia de contribuciones, el 
impuesto progresivo basado en el valor de la tierra, establecido 
en la Provincia de Buenos Aires y a que se refiere la presente 
demanda. 

Que conviene dejar sentado, previamente, que tanto los im- 
puestos llamados proporcionales como los progresivos, son acep- 
tados dentro del campo de las finanzas públicas y que ambos 
tienen fundamento científico con arraigo en la opinión de los 
autores y en la práctica de las Naciones, dividiéndose aquéllos, 
solamente, al apreciar las consecuencias y la justicia de su adop- 
ción, teniendo en cuenta que los primeros están caracterizados 
por |a uniformidad y constancia de la tasa, en tanto que en los se- 
gundos el divisor es variable de acuerdo con la progresión esta- 
blecida en las leyes respectivas, oponiéndose, de esta manera, al 
sistema de la proporcionalidad material del impuesto la teoría de 
la propordorialidad del sacrificio. Bastan estas consideraciones, 
susceptibles de un gíán desarrollo, sino escaparan a la cuestión 
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<la. para compenetrarse cíe >|iic* el impuesto ini- 
«» se funda en una doctrina seria, conocida umversalmen- 
te y que. |x>r tanto, alega la posibilidad de que haya sido cread.» 
con miras de un socialismo revolucionario o de persecución a de- 
terminadas personas o clases. 

Oue es indiscutible, como I.. lia declarado esta Corte en re- 
petidas ocasiones, que las provincias, en ejercicio «leí poder no de- 
legado a la Nación, tienen la factdtad de crear recursos para el 
sostenimiento de su vida autónoma, y tomento de sus servicios 
públicos y de su riqueza, bajo el criterio libre de sus legislaturas 
para dictar las leyes necesarias, sin (.ira exigencia que la de con- 
formar estas a las garantías generales de la Constitución Nacional, 
único punto qjte pyede ocupar la atención del Tribunal, carecien- 
do éste como carece, de atribuciones para examinar los impuestos 
locales en orden a otras circunstancias referentes a sus formas u 
oportunidad de su percepción (Fallos, tomo 95. pág. .127: tomo 
105, pág. 273. considerando 3»; tomo 117, pág. 402: tomo 150. 
pág. 112: artículos 104 y siguientes de la Constitución Nacio- 
nal; 165 ti. S. 150). 

Oue los principios de igualdad, invocados |>or la parte acto- 
ra emanados del ari. 16 de la Constitución Nacional que se dicen 
violados por el impuesto progresivo, no tienen, bajo punto de 
vista alguno, el alcance que aquélla les atribuye, lil texto «le tal 
disposición, inspirada |Mir la conciencia democrática «le sus auto- 
res, que abominaban toda primada ilegítima, que no admite pre- 
rr«,gativas «le sangre ni de nacimiento, «pie suprime los títulos de 
nobleza y los íuer,.s personales, j-ara declarar enseguida, que io- 
dos los habitantes son iguales ante la ley. demuestra con toda 
evidencia cuál es el alto propósito «pie la domina : el derecho «le 
tOdoS a «pie no se establezcan excepciones o privilegios «pie ex- 
cluyan a unos «le lo que se concede a otros en ¡guales circuns- 
tancias (Fallos, tomo 16, pág. 118; tomo 101. pág. 401 ;. No es, 
pues, la nivelación absoluta «le los hombres, lo uue se ha procla- 
ma«Io. aspiración quimérica y contraria a la naturaleza humana, 
sino su igualdad relativa, propiciada por una legislación tendlen* 
te a la protección eu lo posible «te las desigualdades naturales. En 
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virtud de estos propósitos QO están equiparados los nativos a los 
extranjeros Ch relación al derecho político, ni lo están los me- 
nores e incapaces a los mayores, bajo el Código Civil, y cada vez 
ge tíertC de más a la individualización de la pena en las leyes jú- 
nales, lio siendo dentro del Código iguales las mujeres-, los niños 
y los ancianos, a los fines de mi aplicación. De modo que la 
igualdad ante la ley, ele los habitantes, no puede o|>onerse como 
reparo a la implantación del impuesto de autos, por cuanto su 
diferencia en la tasa no está hasada en distingos- de personas ni 
en SWS prerrogativas cs|n-ciales o en persecuciones odiosas, sino 
en diversidad dé circunstancias razonables y lógicas con miras 
a la valuación de la propiedad urbana y rural. 

Que en la misma dis|>osición del art. 16 citado se ha esta- 
blecido que la igualdad es la base del impuesto y de las cargas 
públicas, garantía que se ha invocado asimismo por el actor como 
determinante de la inconstitucionalidad de la contribución ata- 
cada, ya que ésta, se dice, fijando tasas diferentes y según la 
avaluación de los bienes raices, vulnera dicha Unsc absoluta e 
inconmovible. 

E] concepto de igualdad tic los impuestos a la manera como 
debe entenderse «ante los preceptos constitucionales, ha sido ya 
aclarado definitivamente por esta Corte, y no se ha expresado 
en el Siib litt\ razón alguna nueva que pudiera hacer variar su ju- 
risprudencia. 1£1 Tribunal ha dicho en uno de sus últimos fallos 
pertinentes a la cuestión que se trata: «Que el principio de igual- 
dad, escrito en el art. 16 de la Constitución, no se propone san- 
cionar, en materia de impuestos, un sistema determinado ni una 
regla férrea por la cual lodos los habitantes o propietarios del 
listado deban contribuir con una cuota igual al sostenimiento del 
gobierno, sino, solamente establecer que en condiciones análogas, 
se impongan gravámenes idénticos a los contribuyentes». (Fallos, 
tomo 105. pág. 27i; tomo 117. pág. 22; lomo 132, pág. 198; to- 
mo I5U. pág; tí?) ; y esta declaración se afirma en anteriores que 
entrañan al misino concepto y que conviene trascribir |>or ser 
adaptables al caso: «El citado art. 16 no priva al legislador de 
la facultad de crear, en las leyes impositivas locales, categorías 
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especiales de coMbüyjéntes afectados con impuestos distintos 
siempre que «lidias categorías no sean arbitrarias o formadas pa- 
ra hostilizar á determinadas personas o clases» (Cboley Taxation 
3» edgwn, pag, 75 y siguientes; Willoughby ().. tl.e Cbnstitüiion 
pag.^ citados en el Fallo tomo 147. pág. 402,. «La igualdad 
exigida por el art. 16, no puede decirse violada por leyes locales 
que establecen una contribución igual para todos los contribuyen- 
u-s «,ue se hallen en idénticas condiciones* (Fallos, ton,., 95, pág 

-¿ X ", ts > usto - l' ues - 8 •» »»* de esta jurisprudencia explícita 
y reiterada, decir que el impuesto progresivo, discutido; sea. en 
prmc.p.o. contrario al art. 16. ya que si establece catearías de 
contribuyentes gravados con distintas tasas, aquellos se fundan 
en diferencias razonables, como ya se ha dicho, y éstas qué alcan- 
zan hast;, el ocho ,«r. mil „« atetan contra los principios de la 
equidad, como se verá mas adelante (Tomo 170. ÍJ. S. 283, 

Que tampoco es inconstitucional el impuesto progresivo de 
autos, consulerado según la prqwcionalidad v equidad que con- 
sagra el art. 4 de la Cons.itción. ,x.r cuanto la pro,K,rcionali,la«l 
•Ma refertda en el a la ..oblación y no a la riqueza o al capital. 
Dicho precepto no debe considerarse aisladamente, sino en com- 
binación con las reglas expresadas en los arts. 16 y 67, inciso % 

TZ <fÍCh I ° CS - a C ° rtC m ía "° cí,ado P° r '* demandada, y' 
s por esto que los s.stemas rentísticos del pafe, hall ,xxlido ab- 
arse del pro^raonal a la población, para seguir el principio de 
la pro^rc.o.tahdad indeterminada que para las contribuciones di- 
rectas ha adoptado la Constitución en el art. 67. i„ c . % dentn, 
de cual cal* el impuesto que toma ,x,r base, la porción re n- 
c.onada c«,„ el valor de la tierra, pues tratándose de una contri»,,,- 
con directa la e.x.gencia de su proporcionalidad ha «le ser mirada 
solamente con arreglo a la riqueza que se grava. 

Establecido ya que la igualdad de una contribución no se 
ataca en el impuesto progresivo desde que éste es uniforme «lentro 
de las categorías que crea, déte agregarse que. ,x,r la misma 
razón, es tamhie» pro,x,rc¡onal toda vez que se mantietK el mis- 
il.» ix>rcentaje ,«ra las gramles divisi«,nes que dan margen a la 
l>r«»gres,on. As,, en el cas*, de autos, el divisor o tasa del ¡m- 
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puesto cíe seis iHir mil se aplica a todas las propiedades rurales 
avaluadas hasta cien mil pesos, el ó 1 i i«»r mil a todas las de cien 
mil a irescientos mil. el 6 % jKir tnil U todas las di' trecientos 
mil a quinientos mi! y asi sucesivamente hasta llegar al ocho por 
mil para toda? las propiedades de mas de dos millones de |>esos 
ile valuación. I-a proporción y la progresión no son términos 
opuestos, pudiéndose mantener aquélla dentro de ésta, cómo se 
observa en el impuesto sobre la tierra en lela de juicio. 

Que éste al propiciar una progresión limitada, se encuadra 
en ef marco de la equidad, pudichdo asegurarse que su limite 
máximo de pdiq ]"»r tnil. no asnme los caracteres de liria confisca- 
ción. Ko hay tampoco el peligro de que los estados puedan cftCI 
en la exageración del sistema progresivo, \m cuanto esta Corte Ittl 
declarado reiteradamente que las contribuciones que no solí equi- 
tativas en Su mottto revisten el carácter de confiscatorias y afec- 
tan poi 4 tatito principios básicos consagrados en los arts. 17 y ¿0 
de la Constitución Nacional, y los que fluyen de las reglas gene- 
rales y universales «pie rigen en materia impositiva (art. 5" de la 
constitución: COoley, Principios de derecho constitucional en 
loa K. 1". de Y. pág. 49 y siguientes: Fallos, tomo 115. pág. II : 
imno I38i pág. Kd y el reviente sol»re patente a los médicos en 
la Provincia de San Juan, tomo 15U). 

Que. habiéndose demostrado que el impuesto impugnado 110 
contradice las reglas cíe igualdad. prO|>orcionalidad y equidad que 
para las contribuciones exige la carta fundamental de la \'ación. 
soij aplicables idénticas consideraciones para demostrar que aquel 
gravamen no es violatoriode la uniformidad que requiere la Cons- 
titución ile la Provincia, ya que esta exigencia está comprendida 
dentro de aquello* principios generales, ya examinados. 

(Jue la cuestión sobre inconveniencia o ventajas de una cla- 
se de impuestos sobre otras, es ajena, se repite, a la atribución 
le esta Corté para revisar gravámenes locales bajo el criterio de 
la (.'.institución Nacional; pero cabe hacer notar que el impuesto 
es considerado hoy. no sólo como cuota que corresponde a cada 
habitante para subvenir a los gastos públicos, sino también como 
el instrumento político económico principal que regula y íoincn- 
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la la riqueza de) jwís apreciando las facultades de los tumrilui vis- 
tes para soportar las cargáis sociales; <|iu- el gravamen progresivo 
lia sido adoptado por la mayor parte de las naciones, lo qíié indi- 
caría. |>or lo menos, que no obstante lás discusiones teóricas a su 
respecto, se han levantado las resistencias que desperté» su im- 
plantación, atribuyéndole injusticia o falla de equidad: y que en 
los Estados Cuidos, considerad., como el país clásico de la pro- 
porcionalidad eñ los impuestos, su constitucionalidad ha sido de- 
clarada ppf el Tribunal Supremo. estableciendo de modo definiti- 
vo, <|lie la igualdad a que se refiere la fcy fundamental no es la 
e-Nacía o matemática, si no la exigencia* bajp aquel concepta dé 
qiic el impuesto actúa sobre {ocios de igual modo en iguales cir- 
cunstancias. (170 l*. S. >M citado |M.r Sé%riañ. «El impuesto 
progresivo», \$): Arturo M. Has. Derecho Argentino, to- 
mo >\ pág. M y siguientes l. 

<Jue a mérito de los fundamentos precedentes. corresponde 
declarar que el impuesto a la avaluación, vigente en la Provincia 
de BUCEOS Aires durante el año 1925; i«0 es contrario a la ("onsti- 
titción Nacional en el modo que lo pretende el actor, y que. por 
tanto, es Improcedente la devolución solicitada. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con el dictamen dei 
Señor Procurador Ccneral. fs. fifi, se absuelve de esta demanda 
a la Provincia de Hílenos Aires, sin costas, en atención a la na- 
turaleza de la causa. Xotifíquese y archívese, previa reposición 
del |wipel. 

A. Hkrmkjo. — J. Figueroa 

CORTA, — ROBERTO RkPETTO. — 

R. Güito Lavalle. 

( I ) En la misma ficha ta Corte Suprema se pronunció «i igual tontito 
y |n»r anulosos fundamentos, en los juicios seguidos por doña María Euge- 
nía y doña Josefina Díaz Vele* entra la misma provincia de Buenos Ai- 
res, por idéntica causa, y rechazo por análogas consideraciones la demanda 
instaurada jt)i fofta Pctronil <¡. de Saralcgui y otra contra la provincia 
«le Ninta .Fc> sobre de dinero pagado por concepto ele Contribución directa 
por Jos ;{torW23 y 924, fundada en la hiá>nstitUCÍotialidad (le la lev res. 
pectfva \ v 2041, en dicha provincia. 
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/>ci/ Auselmo Ati contra la A dinittist ración de los FcrnnarrüiS 
dél Estado, por cobre de pesos; sobre cottipcfátictft* 

Sumario: Corresponde 3 la JftSticiá íMeral el conocimiento de 
una demanda contra la Administración de 1«» Ferrocarriles 
dél Estado, por devolución de dinero i«>r demora producida 
en la realización de determinados transportes; < Xo es p«»s¡- 
ble inferior de la ley 057 el propósito de desvincular a di- 
chos ferrocarriles del patrimonio de la Nación, qíic se ha- 
llan, |M»r los fines de su creación, sujetos a la jurisdicción de 
los tribunales nacionales"). 

Caso: l.o explican las pie/as siguientes: 



DiCTÁMEN r>t-:r. SEÑOR procurador c.f.níeral 

Buenos Airo. Octubre 15 tic 1927. 

forte Suprema: 

Don Anselmo Alí demanda a los Ferrocarriles del Estado 
ante la justicia de pa/ de la Capital, por cobro de la cantidad de 
ciento un pestí con dos centavos moneda nacional, importe pro- 
porcional .del flete correspondiente a los retardos en (¡ÜC dice 
halier incurrido la dmandada en los tranpsortes de artículos que 
le fueron encomendados, invocando al efecto los arts. 162. 1S7 y 
188 del Código de Comercio. 

Opuesta por la empresa la exección de ¡dcom|>etencia de 
jurisdicción, fué rechazada por sentencia de fs. 7 \ta., siendo esta 
a su vez confirmada por el juez de comercio ante quien se recu- 
rrió í f>. 14 vta. dando asi, margen a esta tercera instancia 
traida a conocimiento de V. E. 

Siendo parte en este juicio la Administración General de los 
Ferrocarriles del listado, considero inaplicable la lev X" 927 que 
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se invoca |.ara sostener la comanda de la justicia de paz. toda 
voz que la empresa demandada es una institución de carácter na- 
cional que está facultada por la ley X" 6757 para intervenir en to- 
do lo relacionado con la explotación de los Ferrocarriles de la Xa- 
c.ón. con autonomía propia parí ello, no obstante depender «le! 
-Ministerio de Obras Publicas (arts. 1* y 3», incisos I» y 12>. 

Siendo esto asi. la jurisdicción federal surje para conüCer en 
esta demanda rqtionc imíteme, pues como lo ha dicho % E. en el 
tallo cpie se registra en el tomo 14.1. pag. 29, m es jm.síI.Ic inferir 
de la ley 6757 el proposito de desvincular a dichos fcrrocarrile* 
del patrimonio de la Nación, .pie se hallan |K,r los fines «le crea- 
non, sujetos a la jurisdicción de los Tribunales Nacionales, no 
siendo, tampoco* óbice a esta conclusión el hecho de tratarse de 
«na demanda de menor cuantía, que tiene marcado por la ley 
X-> aO (art. 60). el procedimiento que corresponde observar. 

l'or estas consideraciones, jurisprudencia recordada y la que 
^t• registra en el fallo inserto cu el' tomo 146, pág. 401. pido a V 
E. se sirva revocar la sentencia apelada, declarando que la presente 
causa corresponde, a la justicia federal. 

llorado K. latreta. 



FALLO di: la cokte suprema 

Buenos Aires, Junio 22 ele 1928, 

V vistos: El recurso extraordinario interpuesto y concedido 
contra sentencia del señor Juez de Comercio de la Capital, que 
confirmando la datada por el juez de paz de la sección 6». declara 
^competencia para entender en la causa seguida por don An- 
selmo Ali contra los Ferrocarriles del Estado, |>or cobro de ,>cso S . 

Y Considerando: 



Que las constancias .le autos acreditan que este juicio Ita si- 
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■lo promovido cqntrá la Administración de los Ferrocarriles del 
Estaco, de acuerdo á los términos de! art. 3*, inciso i? de la ley 
6757, con el propósito de obtener la devolución «le una suma de 
diñero ipt la demora producida en la realización de détertiMnados 
transportes. 

Que atentos los términos en general, do la ley precitada, la 
procedencia del fuero federal lio ¡es dudosa, pites como lo tiene 
declarado esta Corte, no es posible inferir tic las disixtóicionés de 
la ley 6757 él propósito de desvincular los Ferrocarriles del Es- 
tado del patrimonio de la Nación, sino solamente acordarles una 
relativa autonomía, indispensable para el ejercicio por el Estado, 
dé la industria de los transportes, tnda vez que dichos ferrocarri- 
les constituyen una organización creada |>or ley especial del Con- 
greso con los fines de vialidad intcrprovineial. de seguridad y pro- 
greso general, y se hallan, \mr tales causas, sujetos a la juris- 
dteción de los Tribunales Nacionales con arreglo al art. 2". inciso 
1* de la ley X v 4H (Fallos, lomo 143, pag. 29; tomo 146. pág¿ 398 
y jurisprudencia allí citada). 

Que en aquel fallo se decidió, asimismo, que corresjM midien- 
do a la justicia nacional resguardar los derechos e inlere>e> de la 
Nación, procede su jurisdicción, aún cuando la Administración de 
los Ferrocarriles del listado no se realice directa e inmediata- 
mente por el Poder Kjceutivo. sino |n>r los funcionarios creados 
|M»r la ley 6757. désele que t ila se ejerce Unjo la dependencia del 
Ministerio de < >l»ras Públicas, teniendo aquélla la representación 
del Poder Ejecutivo en todas las operaciones iludientes de la ex- 
plotación de las diferentes líneas del listado en todo pleito, ar- 
liitraje. contrato, compra de tierras y reclamos a que ella dé lu- 
gar, etc. (ley citada, art. «V\ inc. 12*). 

Que fM»r lo demás, no constituye un óbice el recontamiento 
de la jurisdicción federal lo dispuesto en el art. 50 de la ley 2873. 
según el cual las empresas ele ferrocarriles nacionales se hallan 
sujetas a las dis|>osicio!ies del Código de Comercio en cuanto a las 
responsabilidades de retardo, perdida o averia, desde que ello no 
implica imponer ni excluir una jurisdicción determinada, sino 
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establecer las normas substantivas |x>r las cuales deben regirse 
las relaciones cíe las empresas con los cargadores, siendo <le toda 
evidencia que tales normas pueden ser aplicadas indistintamente 
en los tribunales locales y en los de la Nación, según sea el fuero 
qifc corres|M»nda a las personas interesadas en los respectivos |¡ti- 
gibsfc (Idilios precedentemente citados y doctrina de los Fallos: 
tomo 13$; pág. 51 y tomo 144. i>á»s. 14 y 166), 

En su mérito, y <le acuenlo con lo dictaminado |>or el Señor 
Procurador General, se revoca la sentencia apelada en cuanto lia 
podido ser materia del expresado recurso, declarándose, en conse- 
cuencia, que la presente causa es de la competencia de la justicia 
federal. Xotiíiquese y devuélvase al tribunal de procedencia. 

A. Bermejo. — J. Frf.UKROA Al- 

CQRTA, — R. GütÚÚ I.AVAU.K. 



Juana Carrito de Passos l'creyra contra lito l'idoni, acción de 
nulidad. (Conflicto suscitado entre (i Jnes Federal de Cor- 
doba y el Superior T ribmutl de Justicia de ta misma provincia 
por remisión de un protocolo del archivo al jusgado federal). 

Sumario : \? Corres|>ondc a la Corte Suprema dirimir un conflic- 
to entre jueces de distinta jurisdicción, resjxrto a las forma- 
lidades que debe Henar un exhorto librado |M>r uno de ellos. 

2> El artículo 247 de la Ley Orgánica de los Tribuna- 
les de la Provincia de Cordol» y la ley de 1* de Junio de 
1904, según 'os que «los expedientes terminados y protoco- 
los no |xxlrán salir del archivo», son incompatibles con la 
estrictez de la interpretación que en el caso les asignan los 
jueces locales, con las que reglamentan el funcionamiento 
del Poder Judicial de la Nación, que actúa en cada provincia 
con independencia del régimen local y, en consecuencia, ca- 
recen de aplicación en lo que a la justicia nacional se refiere. 
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3* Kl Superior Tribunal .de Justicia dé la Provincia de 
Córdoba está obligado a dar cumplimiento a un exhorto li- 
brado |M»r un juez federal en él qiifi se solícita la remisión 
de un protocolo a los fines de un cotejo de tirina, cii virtud 
de haber decretado dicha diligencia en una causa t|Ue se tra- 
mitaba ante sil juzgado) 

Caso; I.o explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOS GENERAL 

Bueno» Aires, Junio I.* <U' 1'»¿8. 

Suprema ( orto: 

Kl Jutz Federal de Córdoba solicitó del Director del Archivo 
de !<»> Tribunales de dicha provincia; |w»r intermedio del Superior 
Tribunal de Justicia de la misma, la remisión de un protocolo a 
los fines dé un cotejo de firma, en virtud de haber decretado «li- 
dia diligencia en la causa «Juana Carrizo de Passos Ferreyra 
contri! Vito Vidoni. acción de nulidad», que tramita ante su juz- 
gado. 

KI Tribunal Superior ha denegado el pedido |>or existir una 
disposición dé orden local contenida en la ley orgánica de los tri- 
bunales que prohibe sacar del Archivo General los expedientes. 

Planteado así el conflicto, el Juez Federal ha elevado los an- 
tecedentes a esta Corte Suprema. ]>ara que V." E¿ lo rsuelva. 

Tanto i.i procedencia de la resolución que se solicita. como la 
del |>edido formulado \*>r el Juez Federal al Trihunal Superior, 
lian sido reiterada y uniformemente reconocidas por esta Corte 
Suprema ( 1 VK 205 y 217; 13B¡ 2X4 : 143. 2^. entre otros). 

\". K. lia resuelto que la naturaleza <le dicho conflicto hace 
procedente la intervención solicitada por el juez. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 377 

Eii ciranto a ¡a medida decretada por éste está autorizada por 
los ar iCtUos 13 de la ley 48 y 16. inciso f dé la ley N» 50. sobre 
procedimientos federales. 

m de conformidad a s„s propias leyes de ,,r.,ce«l¡m¡en,«,s. 
' ? . , 7 > " 'f" v debe a¿ ««"- ™ «-la la República el Poder In- 
dica de la Nación, sin que pueda ser turbada su acción en for- 
ma alguna |>or leyes provinciales de alcance limitado a las causas 
substanciadas ante sus propios tribunales, puesto qué las provin- 
cias no ejercen el poder delegado a la Xación 7 Fallos, tomo 118 
pagina 202). 

«Por lo demás. la remisión «le un documento o de un espe- 
diente a un Juez Federal, requerido de oficio como elemento V- 
información conducente al acierto de sns resoluciones, „o com- 
promete tam,H,co la indivisibilidad «leí archivo «le la provincia 
désele que no se pretende desmembrar ese debito y fraccionarlo' 
perma„e,,teme.,te, puesto que debe,, ser integrados, a la Brevedad 
|H.sil»le. el archivo «le «pie procedéis. 

Por ello. s«,y de opinión que mrres.Mm.le disponer se dé 
cumplimiento al pedido del señor Juez Federal. 

Horacio A*. Lar rda. 
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V 

Buenos Aires. Junio 22 «!c 19J8. 

Autos y Vistos: 

Los anteedentes «leí coníIict«> suscitado entre el Juez Fcle- 
ral de Córdol»a y el Suprior Tribunal «le Justicia de la misma 
con motivo «le la negativa de éste último al Mido «le remisión 
de un protocolo a tos fines «le un cotejo de firmas del Archivo 
de los Iribunales «le dicha provincia, solicita.!., ,K,r el primero en 
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la causa seguida por «juana Carrizo de Passos Ferreyra contra 
Yitu Vtdohi, acción de nulidad, que tramita ante su juzgad* > 

Considetando: 

Que las razo!»» que informan la «lis,*>sición del art. W M 
fe lev' X' 4055 que amplió la esfera de acción de esta C orte en las 
Sones «le continencia, justifican su intervencon en eUaso 
desde que se trata iri realidad de un confítete entre jueces de 
d tinta juris<licción. r^pecto a la facultad del jugado federa. 
Lonocida por ,a justicia local, para reqttenr ttn proUKc o «K 
archivo de esa provincia, a «os efectos de un cotejo de t*W* 

ordenado por el mismo. ( Fallo : tomo 94, pag& 336. 340 > 344 . 
One. ademas el art. 10 de la citada ley y 2* de la N' /(**> 

atribuyeron a esta Corte la su,»enntcndencia general sobre los 

{ cionarios de la justicia federal, debiendo dictar los r^nmen- 

tos concernientes para procurar la 

cia. (Fallosi tomo 11S. pág. 202: tomo 104. pag. 208; tomo 109. 
' pág. 95 y otros). 

« }uc la medida decretada P°r el J««* ^«eral de Córdoba 
,s,á amolada por el art. 13 «le la ley «le jurisdiccw y c.-mpeten- 
,i, \" 48 según el cual «siempre «,uc un juez, nao mal d.n.a un 
topaclio precavo a «n juez provincial sea para hacer ataeto- 
J„ notificaciones «» recibir testimonios «> practicar Qtros actos 
judiciales será cumplido el encargo», y. especialmente, en mal.™ 
g cotejo dé finitas, por las disposiciones de ja ey naconal « e 
procedimientos N" 50, a que el juez está obhgado a someter la 
substanciación de las causas «le su competencia. 

Oue. en efecto, en el titulo XVÍI «le esa ley nacional de 
proce.linm.uos. se «lispone: que «el juez, por si «no hará a 
Aprobación ,M>r medio del cotejo, después de haber «,,«lo las 
observaciones de las partes» (art. 173,; que «s, «le <l«,cument 
impugnado existiere protocolo «• rc«is,r«.. el juw podrá «bs,,one 
PS traída la matriz» (art. 162. inc. 2>) : que decretado el 
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Cotéjo ¡>or él juez «en el misino auto señalará los documentos 
indubitados que deben servir jwra el objeto, disponiendo que sean 
traídos al efecto» (art. 167, inc. 2* y otros). 

Qjte es de confonnidad a sus propias leyes de procediinieiiio 
que debe actuar en toda la República el I J oder Judicial de lá Na- 
ción, sin que pueda ser trabada su acción en forma alguna por le- 
yes provinciales de alcance limitado a las causas substanciadas an- 
te sus propios tribunales, puesto que, las provincias no ejercen 
el |Mxler delegado a la Nación con arreglo al art. 108 de la Cons- 
titución. (Fallos; tomo 118, pág. 202). 

Que el art. 247 de la ley orgánica de los tribunales dé la pro 
vincia de Córdoba y la ley cié í? «le Junio de 1904, sogún los que 
«los exi>edientes terminados y protocolos no podrán salir del ar- 
chivo», son incompatibles en la estrictez de la interpretación que 
en el caso les asignan los jueces locales, con las que reglamentan 
el funcionamiento del Poder Judicial de la Nación, que actúa en 
cada provincia ron independia del régimen local, y en conse- 
cuencia, carecen de aplicación en lo que a la justicia nacional se 
refiere. 

Que las prescripciones de la ley reglamentaria del Poder Ju- 
dicial delegado a la Nación según el art. 9 » y siguientes de la Cons- 
titución, dictadas en conformidad con ésta (art. 67, inc. 28). son 
ley suprema de la Nación, a que las autoridades de provincia están 
obligadas a conformarse, no obstante cualquiera dis|)os¡c¡ón en 
contrario que contenga las leyes o constituciones provinciales (art. 
31 de la Constitución). 

Que la remisión de un protocolo a un juzgado federal no 
compromete, tani|>oco, la indivisibilidad del archivo de la provin- 
cia, desde que no se pretende desmembrar ese depósito y fraccio- 
narlo |*rmanentcmente, puesto que, en breve término, debe dicho 
protocolo ser reintegrado al archivo de que procede. Si es evi- 
dente, en general, qtte debejl rodearse de las mayores garantías de 
seguridad los archivos públicos como el de que se trata, no es 
menos cierto que esas garantías deben considerarse subsistentes 



380 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



respectó de un protocolo confiado ;i la custodia mspoü^H^ de un 
magistrado judicial. párá los fines ¡inherentes al dcseuij>eño de sus 
altas funciones y con el ini| ilícito deb»r tic la debida reintegración 
en tiempo y forma. 

Por estos fundamentos, de acuerdo a la dictaminado por el 
Señor Procurador General y la reiterada jurisprudencia de esta 
Corte (Fallos: tomo ISOj pág, 335 y los allí citados), se resuel- 
ve: declárár que debe dar<e cumplimiento al exhorto de referen- 
cia v devolver estas actuaciones al señor Juez Federal de Córdoba, 
a fin di- que reitere el exhorto materia de este conflicto con trans- 
crijxión de la presente resolución. Repóngase el papel ante el tri- 
bunal de procedencia. 

A. Hkrmkjo. — J. Figüeroa Al-, 

CORTA. — K. <¡niH) I. AVALLE. 



X O T A S 

Ante el Juzgado Federa] de la Capital de la Nación, el Señor 
Procuradbr Fiscal én cumplimiento del decreto del Poder Kjecuti- 
vi» di- 6 de Junio de 1927. inició juicio de expropiación de la finca 
sita en la calle Paraguay M 21 U de propiedad de la señora Fer- 
nanda Ouirno Costa de ¡VJaguanini, en virtud de que ésa casa 
era afectada a la construcción del Policlinico José de San Mar- 
tin, de acuerdo con lo dispuesto en la ley W (020, VA juez falló 
la causa declarando transferida a la Nación la finca de referen- 
cia, previo pago a su propietaria de la suma de treinta y cuatro 
mil seiscientos noventa y seis jh-sos. eon veinte centavos moneda 
nacional, siendo dicha sentencia confirmada por la Cámara Federal 
de Apelación de la Capital, llevados los autos en apelación, la 
Corte Suprema, con fecha Junio í? dé 1928. confirmó la sentencia 
rreurrida. con cSStas (art. 18, ley IS<>i. las que se limitarán al 
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pago de honorarios de los peritos y sellos de actuación, conforme 
a la constante jurisprudencia del tribunal. 



— 



Con fecha cuatro de Junio de mil novecientos veintiocho nn 
se hizo lu^-ir a los recursos de hecho deducidos i»r Enrique Ce- 
dcrs.rnm contra resoluciones de la Cámara en lo Criminal v Co- 
rreccional «le la Capital, expedientes números 5703 D. y 5806 D 
por acrecer .le la propia exposición del recurrente, que las re- 
luciónos apeladas motivo dé las quejas, se hahian limitado a 
declarar bien denegados los recursos de apelación interpuestos 
para ante la misma, interpretando asi preceptos de orden procesal 
ajenos a recurso extraordinario de acuerdo con lo ,,„e estahlccc 
,. a t n 14 d f ,a ,e >' 481 •U-rc íí¡ i„dose. a mayor abundamiento, que 
«hchas res,.|«cione S no reunían los requisitos exigidos !»or el ar- 
ttcitlo y ley antes mencionada, ,K.r no tratarse de sentencias de- 
finitivas. 



En la isma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
señores Marran? Hermanos y don Luis |. Bcttinclli v Cía 
los autos «Compañía <le Taxímetros Amarillos contra \„vZ 
Amcteld. sobre cobro de ,-esos». p„ r resultar de los propios «ér- 
mmos de los recurrentes, que la cuestión debatida y resuelta ,„r 
la Cámara de Ablaciones en lo Comercial de la Capital, era la 
relativa a la interpretación de la ley de prenda agraria, la que 
forma parte infante de! Código de Comercio, es decir. apíi- 
Pandóse prece,»tos de derecho común. ,od«, lo cual es ajeno al 
recurso oxtraordmario. atento lo que dispone el articulo 15 de la 
ley numero 48. 



En seis «leí mismo se decían, improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido la Cámara Federal «le Apelación «leí 
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Rosario; en la causa «lílcsér Isaac. a|ic!aiu|o de una resolución 
de la Dirección de impuestos Internos*, en razón de que la sen- 
tencia recurrida analizando la prueba producida, había dejado 
establecido: «óuc con el recibo dé ís. 11, no negado por sus otor- 
gantes, de quienes se bizo conocer ñor la dirección de Impuestos 
Internos, el denunciad.» acreditó haber adquirido de éstos los 
„qÍ|)CS de juguete de qué se trata: y que. |H,r lo tanto, no eran 
de su fabricación particular, ni de su importación: resultando 
asi inaplicable la ley 11.252 referente (art. 1*) a las mercade- 
rías qué expresa cal salir de fábrica. Aduana o Depósito Fiscal», 
y no a las ya existentes a la fecba de su sanción, como parece 
íialK-r ocurrido con aquellos», es decir, babia resuelto el litigio 
interpretando puntos de hecbo y de prueba que no puc«lcn ser 
revisados .w>r la Corte Suprema por vía «leí recurso extraordi- 
nario de puro derecho federal y que son suficientes j>or si solos 
para sustentar el fallo. 

Con fecha once se declaró improcedente la queja deducida 
imr Humberto Ganduglia, apelando de una resolución de la Cá- 
mara en lo Criminal y Correccional de la Capital, por resultar 
de la propia exposición del recurrente, que dicha resolución se 
refería a una medida «le prueba, la que no teniendo el carácter 
de definitiva, no podiá autorizar el recurso extraordinario in- 
terpuesto. 

Con fecha trece no se hizo lugar a la queja deducida por 
José Andreo. en la causa seguida en su contra |*.r homicidio, 
por desprenderse de la propia exposición del recurrente, que la 
Cámara «le Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Ca- 
pital «lictó «sentencia sin tomar conocimiento «lirecto y de vism 
del proccsa<U>. es decir, resolvió el juicio interpretando preceptos 
de derecho coimin c«>ntenidos en el Código Penal (art. 41), que 
no pueden ser revisados por la Corte Suprema |x»r vía «leí re- 
curso extraordinario que autoriza el art. 14 de la ley 48. 
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O»,, fecha quince la Corte Suprema por los fundamentos 
consignados en el dictamen del Señor Procurador General, de- 
claró improcedente el recurso deducido jwr el Banco de la fija- 
ción Argentina contra don Serafín Giannj y López Rivarola y 
Racioppi, por cobro de pesos, en razón de que la Cámara Fute, 
ral de Apelación dé GoMIóHq, al resolver la causa declarando 
prcscn,»ta la acción del Banco contra Gianni, fundamentó su sen- 
tencia en preceptos de derecho común, lo qué hace improcedente 
la revisión de dicha resolución en la instancia extraordinaria 
«Obre derecho federal, que autoriza el art. 14 de la ley 48- y 
además; porque el Banco al apelar ante el expresado 'tribunal' 
había sostenido que en la causa se la había denegado un derecho 
l lindado en una ley especial, la número 4550. sobre caducklaff 
de la instancia, lo que evidenciaba un error, pues tal ley es 
solamente de carácter procesal, complementaria del código de la 
materia y su interpretación y aplicación en una causa, no pue- 
de motivar el recurso extraordinario, según lo tiene declarado 
la uniforme jurisprudencia del tribunal. 



fen la misma fecha no se luz., lugar a la queja deducida 
por ,l.,n Salvador Fado, en autos con la Caja Xaciunal de Ju- 
bllciones y Pensiones de Obreros y Empleados Ferroviarios 
sobre devolución de aportes, en razón «le que la resolución mo- 
tivo de la queja era la relativa a saber si la causal invocada por 
la empresa, de que el recurrente había o no hecho al.andouo de 
su puesto; puntos de hecho y de prueba que no pueden ser re- 
visados ]K.r la Corte Suprema |wr vía del recurso extraordinario 
y son suficientes para sustentar el fallo. 



lín la contienda de competencia negativa por declinatoria 
trabada en el Juez Federal de Bahía Blanca y el .le lo Criminal 
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y Correccional del Azul, provincia de Unenos Aires, en la causa 
scgiuda contra Luis Scntague, i*>r defraudación, substracción y 
destrucción de documentos, la Corte Suprema con fecha 15 de 
Junio, ordenó se remitiese el expediente al Juzgado de su pro- 
cedencia, cu razón de qué, como lo hacia constar el Señor Pro- 
curador General, no aparecía de las actuaciones practicadas que 
el luoz del Azul, en conocimiento del auto del Juez de Itahia 
Blanca, hubiera resuelto mantener su declinatoria o desistido 
de ella en los términos de los artículos 59 y 63 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 



Étl diez y ocho del misino no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida jM»r Kosa Díaz en la querella que sigue a José Vidales, por 
aparecer fie la propia exposición del recurrente. (|ue la cuestión 
federal se había planteado con |>osicr¡oridad al fallo dictado ¡>or la 
( amara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Ca- 
pital, razón póí" la cual dicho tribunal no había |>odido pronun- 
ciarse sobre el punto; agregándose, a mayor abundamiento, qm- 
el recurrente íué oído en dos instancias, con lo que se habían 
llenado en lo "substancial los requisitos de la defensa quecon- 
tnnpla el art. 1S de la ley fundamental. 



Mu veintidós del misino la Corte Suprema pur los funda- 
mentos del dictamen del Señor Procurador General y lo que clis- 
]M»ne en su primera |>artc el art. 15 de la ley 48. declaró mal con- 
cedido |>or el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de 
Salla, el recurso interpuesto por Héctor Victoriano Chiostri. en 
la cau.sa seguida en su contra. jMir falsificación de títulos de la 
deuda de la referida provincia, en razón de no Haberse cumplido 
con los requisitos exigidos |H»r el art. 14 de la ley N' v 48; agregán- 
dose, además, que la apelación sería ella igualmente improcedente, 
dado qué ella se fundaba en la calificación que el Suprior Tri- 
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bunal había heehó de los «lucimientos materia de la falsifica- 
ción. con>iderando a las «Obligaciones de la provincia de Salta» 
como títulos <lo la tienda provincial, para aplicar las sanciones 
contenidas en los artículos 282 y 285 del Código Penal; califica- 
ción que importaba resolver sobre una cuestión dé hecho y de 
prueba cuya revisión es ajena a la Corte Suprema en la ins- 
tancia extraordinaria del artículo 14 antes citado. 



Exhorto del Juez en lo Civil tic la Capital al Letrado del Territo- 
rio Nacional de la Pampa Central, en lói tintos seynidos 
por don Daniel J. Frías eontra los señores G ranada Her- 
manos y Grandoso, sobre desalojo. 

Sumario: V-* Para que se tenga i>or trahada una contienda de 
competencia en condiciones de ser dirimida por la Corte 
Suprema, es necesario que se hallen llenados los trámites 
establecidos al respecto en el titule» VI de la ley 50. 

2* Un Juez Letrado de territorio nacional .exhortado 
|M»r otro de primera instancia en lo Civil de la Capital partí 
que dé cumplimiento a una resolución ordenando el desalo- 
jo de un inmueble ubicado en el territorio, debe dar cum- 
plimiento a la diligencia encomendada, salvando su propia 
jurisdicción y en interés de la mayor eficacia, aún cuando 
al exhorto no vayan agregados los recaudos o informes ne- 
cesarios para acreditar la competencia del juez exhortante. 

Caso : Don Daniel J. Frías demandó por desalojamiento ante el 
Juzgado de 1* Instancia en lo Civil de la Capital de la Na- 
ción a los señores Granada Hnos. y Grandoso. Substancia- 
da la causa en rebeldía y dictada sentencia condenatoria, al 
tratar de ejecutar ésta, sobro el inmueble ubicado en la 
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Patoja Central, el Juez Letrado de dicho territorio se negó 
a dlHgcnclar el exhorto que a tal fin le dirigió el Juez de 
la Capital. i»or entender que el conocimiento de la causa le 
corres|H>ndia en razón de ejercitarse una acción personal 
porque la tramitación del juicio de desalojo compete al 
juez dentro de cuya jurisdicción se encuentra el inmueble, 
llevados los autos a la Corte Suprema para dirimir la inci- 
dencia, se produjo el siguiente: 
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Buenos Aires, Julio 2 de 

¿Vtltos y Vistos: 

Para resolver sobre la incidencia producida entre un Juez 
eji lo Civil de esta Capital y el Juez Letrado del Territorio "Na- 
cional dtó la Pampa Central, sobre diligiiiciamicnto cié un exhor- 
to, en la demanda por desalojo instaurada |M>r el Dr. Daniel L 
Frías contra los señores < ¡ranada Unos, y Orándose 

Y Considerando : 

Qtic según aparece de las actuaciones del juicio, para que 
en él se hubiese trabado contienda de competencia en condicio- 
ne- dé -ir dirimida por e-ta Corte, hubiera stdó necesario que 
el Jucü de la Capital dftdara al Juez Letrado de la Pampa mani- 
festándole los fundamento* en que se apoya su competencia, v 
si ello no obstante, el requireute insistiera en mantener su ju- 
risdicción, la contienda habría quedado trabada en forma. (Cód. 
de Procedimientos de la Capital, art. 4P>; Lev Nacional de Pro- 
cedimientos, art. 50). 

Que habiéndose omitido ese trámite esencial y concurriendo 
otras circunstancias que permiten establecer que no actúan en el 
snh índice todo* los factores determinantes «le la cuestión juris- 
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diccional rcfepi^a, sólo queda a resolver la relativa al diligencia- 
miento del exhorto que ha dado origen a esta incidencia. 

Qüé si bien no consta en autos el exhorto de referencia, 
CaÚc inferir de los antecedentes que ohran al respecto, y (ápecial- 
niente de los oficios de fs. 10 y II. que a dicho exhorto no se 
han agregado lt>s recaudos u informes |>ertiucntes. de acuerdo 
con las dis|>osiciones legales respectivas, esto es. por lo menos, 
los testimonios que fueren necesarios para acreditar la compe- 
tencia del Juez, exhortante. Cumplida esa formalidad y por consi- 
guiente, informado el Juez Letrado del fundamento incontrover- 
tible que determina la procedencia de la jurisdicción del Juez de 
la Capital, tío habría podido dictar el auto denegatorio de! dili- 
genciamiento, pues no es dado suponer que se creyera autoriza- 
do a desconocer una jurisdicción expresa y legalmente estable- 
cida por convenio de |xirtes. 

(J ue no obstante aquellas omisiones, el juez exhortado ha 
debido en todo caso, en interés de la mayor eficacia de la jus- 
ticia, dejar expresamente a salvo su propia jurisdicción y cum- 
plimentar el exhorto al que, por lo demás, no se oponía reque- 
rimiento alguno de parte interesada. 

Que siendo pues, evidente la competencia en esta causa del 
juez en lo Civil de la Capital, puesto que así lo determina el 
ait. 4 del contrato respetivo obrante a fs*. 1. se declara que el 
Juez Letrado del Territorio Nacional de fa Pampa Central está 
obligado a diligenciar el exhorto de que se trata. En consecuen- 
cia, remítanse estos autos al Juez de la Capital ¡«ira que reitere 
su oficio al juez exhortado, con transcrijKión de la presente re- 
solución. Ke|H»iigase el papel; 

A. Bermejo. — J. Ficieroa At.- 
cokta. — Roberto Rkpktto. — 
R. Gl'ioo.Lavai.le. 
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Ihm J/wi!./ Angulo y Piedra confuí donyicpüe Abuná, <0n l 
mvíndkaríóu. 

Sumario: Ho procede el recurso extraordinario «Id artículo 14, 
lev 4S. cOntra una resolución que declara la incompetencia de 
la justicia federal en líñ casó en que el extranjero deman- 
dado la acató, siendo el argentino, demandante, únicamente 
cjiiieñ interpuso el recttrso. (No ttúbb privación del privi- 
legio, dado qüü el argentino no gozaba de él, en el caso). 

Cítito: \.<* explica el siguiente: 

FAT.r.O DE LA CORTE SUPREMA 

Itucnos Aires. Julio 2 de V)2$. 

Autos y \"ist*#< : 
Considerando: 

Que sijíún resulta de estos autos, el doctor Miguel A. An- 
gulo y I Medra dedujo demanda de reivindicación contra don Vi- 
cente Aburra ante el señor Juez Federal «le c "órcloha. Cuidando 
la competencia de é>te en la circunstancia de ser el demando de 
nacionalidad italiana. 

Une no ojotante >er exacta y hallarse debidamente compro- 
bada en autos esta última circunstancia, la Cámara Federal de' 
Córdoba se |l?t declarado incoinjxaente par í conocer en el juicio 
en mzón dé (jue éste deriva o es una consecuencia de otro tra- 
mitado ante la justicia provincial y en el cual el extranjero, 
hoy demandado, ocurrió a aquélla deponiendo mi fnero. 

Que ota decisión del tribunal ti quo ha sido acatada por d 
demandado extranjero y Únicamente ha interpuesto recurso ex- 
traordinario contra ella el doctor Angulo y l'iedra. esto es. vi 
actor argentino. 
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Otte para r(tie el recurso autorizado por los artículos 6? do 
la ley 4053 y 14, inc. 3fi de la ley X" 48 proceda, es indispensable 
que alguna cláusula de la (Constitución o ele un tratado o ley del 
Congreso un» comisión ejercida en nombre de la autoridad na- 
cional haya sido cuestionada y la decisión sea contra la validez 
del titulo, derecho, privilegio o exención que se funde en dicha 
cláusula y sea materia del litigio. De manera que no basta a los 
efectos de la procedencia del recurso extraordinario que se ha- 
yan cuestionado disposiciones de carácter nacional, sino que es, 
además, necesario que haya descon<»cimiento de un derecho, tí- 
tulo, privilegio o exención fundado en dichas disposiciones para 
que la parte agraviada pueda ¡nter|>onerlo. Fallos, tomo WSí P»*S« 
420; tomo 113. pág* 317; tomo 119, jtág, 423. 

t >ue del examen de estos autos apirece. con clari<Iad. gtjc 
si bien la sentencia de la Cámara Federal de Córdoba lia podido 
desconocer el privilegio del fuero nacional concedido a los ex- 
tranjeros |M>r el art. 100 de la Constitución y art. 2\ inciso 2» 
de la ley X" 4S. respecto del demandado que reviste ese carácter, 
en la hipótesis de no hal>er éste consentido la resolución, no calw 
afirmar lo mismo en relación del actor argentino, quien, |M>r no 
gozar del susodicho privilegio, mal puede decirse privad*» del 
mismo y reputarse, por consiguiente, parte agraviada a los fines 
del inc. 3" del art. 14 de la ley X'> 48. 

Que en estas condiciones y habiéndose deducido el presente 
recurso extraordinario jK>r el actor argentino y no |>or el extran- 
jero que es quien únicamente habría podido invocar el beneficio 
del fuero y |>or consiguiente el recurso en la dei.: pación de 
aquel, la apelación extraordinaria acordada para ante esta Corte, 
es inadmisible. 

Fu su mérito, así se declara. Xotiíiqucse y devuélvanse, re- 
uniéndose el papel en el juzgado de origen. 

A. BERMEJO. — J. FlClKHOA Al- 
CORTA. — ROÜKRTO RePETTÓ. — 

R. Grino Lavalle. 



...... 
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Provincia de Salta. Juicio tic deslinde tic una fracción de terrenos 
fiscales en el departamento de Oran de dicha provincia; 
¿obre jurhdiccwn originaria de la Corte Suprema. 

Sumario: Habiéndose hecho contencioso por o|>osicióii dé veci- 
no* de otra provincia, un juicio de deslinde promovido por 
una provincia ante sus propios tribunales, procede la juris- 
dicción originaria de la Corte Suprema, de acuerdo con los 
artículos !00 y 10! de la Constitución v artículo 1\ inciso 
T de la ley 48. 

(aso: Lo explican las piezas siguientes: 



OT OTA MEX DEL UROCtRAOOR GKXRRAL 

I 

Unenos Aires. Junio 16 <l c 1928. * 

Suprema Corte: 

Eli las operaciones de deslinde de una fracción de terrenos 
fiscales situados en el Departamento Oran, provincia de Salta, 
iniciados por el gobierno de dicha provincia ante el juzgado de 
primera instancia en lo Civil y Comercial, segunda nominación 
de la misma, han comparecido a fs. 41 los señores Echesortu y 
Casas, vecinos de Santa Fe, impugnando y protestando dichas 
ojK-raciones y solicitando que el caso judicial contencioso que 
plantea tal oposición sea resuelto por la Corte Suprema de Jus- 
ticia Nacional en virtud de lo dispuesto por el art 1». inc. !* de 
la ley 48. 

La provincia ha aceptado la alegación de incumi>etcncia y 
el juez de la causa asi lo ha resuelto, elevando los autos a V. E. 
Corresponde, en efecto, a esta Corte Suprema el conocimien- 
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to de este litigio, con jurisdicción originaria en razón de ser par- 
te del misino una provincia y un vecino de otra y ser el pleito 
de carácter civil, como lo prescribe la precitada disposición legal. 

Soy, |x>r dio, de opinión que la tramitación de la causa 
corresponde proseguirse ante esta Corle Suprema. 

11 orado R. Larreta, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Julio 2 fie l'JJS. 
Vistas las precedentes actuaciones <le las que resulta: 

Que promovido por el gobierno de la Provincia de Salta, 
ante la justicia provincial, un juicio de deslinde, mensura y amo- 
jonamiento de un cami>o que se dice de propiedad fiscal, situa- 
do en el Departamento Oran de dicha provincia, al practicarse 
la operación respetiva por el irrito agrimensor designado al 
efecto, fué protestada |>or el representante de los señores Eche- 
sórtu y Casas i>or considerar que dicha mensura afecta la pro- 
piedad de sus representados (fojas 18 y 2Í de mitos). 

Que presentada la oj>cración de deslinde a la aprobación 
judicial, los señores Echesortu y Casas concurren a reiterar su 
oposición y promueven cuestión de incompetencia de jurisdicción 
]Mir declinatoria al juez provincial, par tratarse de un caso en 
que es jwtrte una provincia y vecinos de otra, pues ellos están do- 
miciliados en la Provincia de Santa Fe. 

Que aceptando la causal invocada y atenta la conformidad 
de la provincia y el dictamen del agente fiscal, el juez de Salta 
declara su incompetencia y eleva los autos a esta Corte, en con- 
cepto de que el caso compete a la jurisdicción originaria de este 
tribunal. 

Y Considerando: 
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Que atemos los antecedentes relacionados y habiéndose he- 
cho contencioso por la opsición de los señores Echesortu y Ca- 
sas, vecinos «le la provincia «lo Sama Fe, el juicio de deslinde ini- 
ciado |>or el ^.bienio de | a Provincia de Salta, es evidente Ja 
prudencia en el caso de la jurisdicción originaria de esta Cor- 
te, de acuerdo con los artículos 100 y 101 de la Constitución 
articulo 1". ¡nc. 1" .le la ley 48 y | a constante jurisprudencia, 
de este tribunal; 

Etí su mérito, de conformidad con lo dictaminado por d 
Señor Procurador General, hase |»r acreditada en cuánto hu- 
biere lugar la jurisdicción ordinaria invocada y en consecuencia 
prosigan los autos según su estado. Lunes y viernes para notifi- 
caciones. Repóngase el papel. 

A. UkRMK.IO. — J. FlC.lEROA Al.- 
CORTA. — ROBKRTO RePETTO. - 

R. Guido I.wau.e. 



Sociedad ánótmna bodegas y / iñedos Dóniingó Tomín, Limitada 
co„ir,¡ l„ Provincia de Mendosa, por devolución de impues- 
tos c inconstituciónatidad de ley. 

.Sumario ; Las disposiciones de los artículos 13 de la ley X'' 758. 
ti, 12. 19 y 20 .le la ley X* 759 y art. 8» de lu lev X" 810 
de la Provincia de Mendoza (sobre vinos)-, contrarían las 
«aramias establecidas en los artículos 14. 16, 28 y 31 de la 
Constitución. (rallos, ionio 140. paginas 154 y 166; tomo 
141. pag. 5 y tomo 142. pág. 106). 

Coso: Lo explican las pie/as siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Butilos Aires. Xovicnibrc 26 de 1928. 

Suprema Corte: 

I.a sociedad anónima Bodegs» y Viñedos PíMiíí^íj Tomba 
Lda> demanda a la provincia de Mendoza por devolución dé la 
suma eje S 92.743.49 y sus intereses, que dice, ha alonado a la 
nombrada provincia, bajó protesta y reserva de acciones, obliga- 
da a dicho jwigo |H>r imperio de las leyes locales números 758. 
739 y $ÍQ 9 cuyos artículos 13. 19 y 8 respectivamente, violan K a- 
rantias que acuerdan los artículos 14. 16. 28 y 31 de la Consti- 
tución Nacional y |>or cuya razón reclama la declaración de in- 
constilucionalidad de las disposiciones de las leyes provinciales 
precitadas. 

I-i materia de esta litis ha sido ampliamente tratada ¡>or 
esta Corte Suprema en los fallos que se registran en los tomos 
128: 435: 139 : 358; 140: 154 y 141 : 5 al declarar en ellos V. 
15. la inconstitucionalidad de las leyes citadas en esta demanda 
N» 758 y 759 y de la ley 703 que les precedió. 

Por entenderlo así. el representante de la provincia de Men- 
doza al contestar la demanda a fs. 44 ha reconocido la proceden- 
cia de la acción en cuanto a dichas leyes 758 y 759 se refiere. 

No así en lo que res|>ecta a la ley 810. cuya constitticiona- 
lidad sostiene. 

La impugnación hecha por la actora a esta ley. cuyo texto 
auténtico corre a fs. (56, se refiere a que mantiene en su art. 8° 
el mismo impuesto creado por el art. 19 de la ley 759, el cual 
V. I£. ha declarado inconstitucional. 

Dicho art. 8* dice: «Mientras dure la xigencia de la ley 
759, modifícase el art. 19 de la misma, estableciéndose un im- 
puesto de cuarenta centavos i»r cada quintal métrico de uva 
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cosccltada en el territorio de la provincia. Este impuesto se co- 
brará de acuerdo cotí los términos de la misma ley 759». 

I-a modificación introducida con respecto al art. I' 1 se re- 
fiere, como se vé, al monto del impuesto, pero tío a la finalidad 
del mismo, al destino qué se le dá dentro de la ley. 

Y V. E. tiene declarado en las causas que he citado pre- 
cedentemente, la incottstitucionalidad de los impuestos creado* 
|N>r las leyes de referencia. 

1.a doctrina -de esos fallos, |>or ser de estricta aplicación al 
caso de autos, me permito darla i*>r reproducida conjuntamente 
con los dictámenes que en las referidas causas tengo expedidós. 

Por lo expuesto soy de opinión que corresponde declarar 
inconstitucionales a los efectos de este pleito las leyes números 
?5$ t 759 y 810 de la Provincia de Mendoza, por contrariar cláu- 
sulas de la Constitución Nacional. 

llorado A\ Lamia. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Julio 4 de 1028. 

Y Vistos: Los seguidos |>or la sociedad anónima Hodcgas 
y Viñedos Domingo Tamba Ltda. contra la Provincia de Men- 
doza, pór devolución de impuestos, de los que resulta: 

Que a fojas 22 y con los documentos precedentemente agre- 
gados e! representante de la sociedad actora demanda a la Pro- 
vincia ele Mendoza |K>r inconstitucionalidad de las leyes 758, 
759, su decreto reglamentario y 810, y en consecuencia, por de- 
volución de la suma de noventa y dos mil setecientos cuarenta y 
tres pesos con cuarenta y nueve centavos moneda nacional (pe- 
sos 92.743.49) y sus intereses, suma que la actora ha alionado 
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hajo protesta por concepto dé los impuestos creíalos por las re- 
ferirlas leyes. 

Que declaradla |Kir esta Corte la ¡neonstilucionalidad de la 
ley 703, se sancionaron para reemplazarla las números 758 y 
759, qtté reproducen en otros términos las cláusulas de la ante- 
rior derogada, como lo demuestran los artículos 13 cíe la ley 
758. 11.12. 19 y 20 de la 759 y artículos 48 y 49 del decreto re- 
glamentario de esta última, disposiciones que se transcriben para 
mayor claridad. 

Que las leyes anteriormente aludidas fueron nías tarde de- 
rogadas |Mir la N* 810, la que disppne en su articulo 8> que 
mientras dure la vigencia de la ley N* 759, se modifica el art. 19 
de la misma, estableciéndose un impuesto de cuarenta centavos 
por cadft quinta] métrico de uva cosechada en el territorio de la 
provincia, el que se cobrará <Je acuerdo con los términos de la 
misma ley 759. 

Oue los |>aROs hechos por la demandante, hajo la reserva y 
protesta referida, según se acredita con los coihprobantes res- 
pectivos, corresponden a los años 1922 v 1923. 

Que las leyes impugnadas son inconstitucionales porque, co- 
mo lo tiene declarado esta Corte, la N* 758 establece un ¿ra- 
vamen a la uva cosechada y destinada a la vinificación que no 
es tal impuesto, porque no tienen en mira costear gastos de la 
administración pública, sino lwneficiar a determinadas institu- 
ciones o gremios, en pugna con derechos fundamentales consa- 
grados jxir la Constitución; la X" 759 crea la Comisión de Fo- 
mento Industrial Vitivinícola, dependencia del fisco, que se con- 
vierte en comerciante, industrial, fabricante, asegurador, impo- 
ne contribuciones extraordinarias y fija un porcentaje al vino que 
podrá entregarse al consumo mensualmcntc ; y en cuanto a la 
N v 810. no hace sino disminuir para el año 1923 el impuesto 
del art. 19 de la ley 759. como si esa rebaja pudiera cubrir la iu- 
constitucionalidad del gravamen de que se trata, resultando en 
consecuencia, que las leyes citadas atacan la libertad de trabajo 
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y el ejercicio del comercio y de la industria, crean un monopolio 
oficia], suprimen la libre concurrencia industrial y comercial y 
quebrantan la igualdad, que es la base del impuesto y de las car- 
ga?* públicas, antecedentes en mérito de los cuales se pide que 
sean declaradas inconstitucionales las leyes referidas y su re- 
glamentación y se próVea la restitución a la actora ele la suma 
demandada, intereses y costas. 

(Jue conferido traslado de la demanda, el representante de 
la Provincia de Mendoza la contesta (fojas 44). expresand< ». 
qtte fundada la acción deducida en las leyes 75tS. 75*> y 810. si 
liitfh respecto de las primeras no tiene objeción legal que opó- 
ner. jK»r cuanto esta Corte ha declarado la ineonstitucionalidad 
de las mismas, no sucede igual cosa respecto dé la ley X" 810, 
sobre la cual este tribunal no se ha pronunciado y el gobierno 
de aquella provincia la hace cumplir por reputarla constitucional. 
Solicita, en definitiva, se tenga por contestada la demanda, se 
declare que los pagds realizados en virtud de la ley X" 310 están 
bien hechos, condenando con costas a la actora |>or no tener 
tazón jKira litigar. 

Que abierta la causa a prueba (tojas 45 ), y producida la 
que acredita el certificado del actuario a fojas tS5. se presentaron 
bis alegatos de fojas '>2 y se agregó el dictamen del Señor 
Procurador < ¡eneral y se llamó autos para definitiva (fojas 101 ). 

Y Considerando: 

Qilé los antecedentes de hecho que se invocan en la deman- 
da han sido debidamente demostrados, dejando establecido !a 
prueba de autos que la provincia de Mendoza percibió por con- 
cepto de los impuestos impugnados la suma que se demanda, y 
que ésta fué pagada ]Mir la actora bajó protesta y expresa re- 
>erva de derechos a reclamar su devolución, por considerar las 
leyes impositivas aplicadas atentatorias a expresas garantías de 
la Constitución Xacionl. 
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Que demandada en el caso la inconstitucionalidad de las 
leyes 758 y 759, afKirte de que lc»s términos de la contestación 
de la demanda autorizarían a declarar desde luego el reconoci- 
miento del derecho de la actora. procede, no obstante, establecer 
que a este respecto el presente litigio guarda completa analogía |H»r 
la materia que lo constituye, por las cuestiones que en él se plan- 
tean y los antecedentes que le dan origen, con los diversos casos 
resueltos |>or esta Corte en causas seguidas contra la misma pro- 
vincia demandada, jn>r restitución de sumas de dinero provenien- 
tes de los mismos impuestos, declarados inconstitucionales en 
aquellos casos |*>r fundamentos y consideraciones que siendo 
innecesario transcribir til extenso, se dan aquí |>or reproducidos 
atenta su pertinente aplicación al siib judirc. (Fallos, tomo 128, 
pág. 425: tomo 131, pág. 219; tomo 138, pág. 340; tomo 139. 
pág. 358: tomo 140. págs. 154 y 166; tomo 141. pág. 5; tomo 
142. pag. 106). 

Que en lo concerniente a la ley X- 1 S10. su adaptación al 
caso imjpotfá en realidad la aplicación del art. 19 de la ley X v 759 
que autorizaba a la Comisión de Fomento a imponer tina contri- 
bución extraordinaria hasta el doce y medio por ciento del pre- 
cio fijado a la uva, gravamen que por la nueva ley se modifica, 
fijándose en cuarenta centavos j>or quintal métrico el -producto 
referido, dehieitdo cobrarse dicho impuesto, según expresa dis- 
posición legal de acuerdo con los términos de la misma ley nu- 
mero 759. 

* 

(Juc en estas condiciones, no es dudoso que la disposición 
¡mpuganda de la ley X v 810. está evidentemente comprendida en 
la misma afectación de iuconstitucionalidad de que adolece la 
clátisfila originaria aludida, pues la mera modificación formal del 
impuesto no subsana sus defectos fundamentales, derivados de 
causas y efectos que radican en la esencia misma del tributo, en el 
destino de los fondos que i»or él se perciben» en la institución del 
seguro obligatorio, inconciliables con garantías primarias de li- 
liertad comercial y de igualdad como liase del impuesto y de las 
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carga* públicas, principios substanciales de las decisiones de esta 
Corte citadas en el considerando procedente. 

Por estos fundamentos y los del dictamen del Señor Pro- 
curador General* de acuerdo con las precedentes consideraciones 
y las que se consignan en los tallos antes citados, se declara que 
las disposiciones de las leyes de la provincia de Mendoza núme- 
ros 758, 759 y 810 impugnadas en esta causa, contrarían las ga- 
rantías establecidas en la Constitución, artículos 14, 16, 28 y 31. 
Kn consecuencia, la Prpvincia de Mendoza debe devolver a la 
actora, en el término de diez días, la suma que demanda de no- 
venta y (Iqs mil setecientos cuarenta y tres pesos con cuarenta y 
un centavos moneda nacional, con sus intereses a estilo de! Itáli- 
co de la Xación. contados desde la fecha de la notificación de la 
demanda, con costas. Xotifiquese y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — J. FicuEdOA Al- 
corta. — Roberto Rfpktto. 



Don Alejandro Guadalupe ArSe Muñoz, su sucesión. Contienda 
de cotnpct rucia. 

• 

Sumario : Si hien la partida de defunción no está destinarla a 
acreditar por si sola el domicilio «le una persona sino el de- 
ceso ele ésta, corresponde declarar la comjietencia del juez 
del lugar del fallecimiento para conocer del juicio sucesorio, 
en un caso en que los datos que al respecto consigna dicho 
documento se corroboran |»or los antecedentes de que les he- 
rederos del causante radican ante esa jurisdicción y al efecto 
extienden escritura de poder en la que declaran que están 
domiciliados en la casa en qué falleció aqüéi. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: % 
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AUTO DEL JUEZ KN LO CIVIL 

Bufóos Aires. Febrero 7 de 192K. 

Y Vistos: 

Para resolver sobre el jttdido de inhibitoria para entender 
en los autos sucesorios de don Alejandro G. Arze Muñoz, for- 
mulado |>or el Señor Juez Letrado del Ncuquén. de fs. 16 a 18. 

Considerando: 

La cuestión promovida a fs. 8, relativa a si el Ministerio Fis- 
cal puede plantear una cuestión de competencia por inhibitoria, 
es inoficiosa. En efecto: el hecho de que el señor Agente Fiscal 
de aquel territorio haya iniciado las actuaciones, no significa que 
sea él quien promueve la cuestión. Es el señor Juez del Territo- 
rio quien hace la cuestión suya y exhorta requiriendo inhibi- 
toria; en lo que está en su perfecto derecho. 

Y Considerando: 

El señor Juez exhortante ¡vira declararse comprtcnte en e! 
juicio se basa, a estar a los recaudos que el exhorto contiene, en 
la simple afirmación del señor Agente Fiscal, que entiende que 
el último domicilio del causante era en aquel territorio; y tal 
afirmación rió puede en manera alguna contrarrestar la eficacia 
del certificado de defunción de fs. 1 de los autos sucesorios de 
Alejandro Guaclalii|>e Arze Muñoz, de los que resulta que el 
cansante estaba domiciliado en esta Capital. 

No estando contradicha la prueba que surge del instrumen- 
to a que se acaba de hacer referencia, conforme a lo dispuesto 
por el art. 3284 del Código Civil, el juez competente para enten- 
der en el juicio es el infrascripto; y así se declara. Oficíese al 
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señor Juez exhórtame pára que habiendo |Hir trahada la cues- 
tión de competencia se sirva elevar las actuaciones a la Exma. 
Suprema Corte de Justicia, a los efectos del caso. Rep. el sellado. 

Cesar r/c tesqtlps Pintos. — Ante mi: //. Garda Juan ico. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Junio I" de t ( >28. 

Suprema Corte : 

Ante el Jugado de 1° Instancia en lo C ivil de la Capital de 
la Nación fué iniciado. por sus herederos, el juicio sucesorio de 
don Alejandro (¡uadalupe Arzc Muñoz. 

Con motivo del diligeneiamiento ante el Juez Letrado del 
Neuquén de un exhorto dirigido en una demanda seguida contra 
la misma sucesión, dicho magistrado se ha considerado compe- 
tente para conocer en la sucesión del referido Ar/e. quedando 
asi planteada la contienda que a V. K. corresponde dirimir ejer- 
citando la facultad conferida en el arl. 9" de la ley 4055. 

De las escasas comprobaciones existentes en los varios ex- 
pedientes que se han remitido, destinadas a acreditar el último 
domicilio del caucante, se deduce que éste falleció en la Capital 
de la Nación, en la callo Dolores 543. en cuya casa posterior- 
mente, aparece*) sus herederos como domiciliados al otorgar el 
pódér de ís. 2, agregado al expediente sucesorio tramitado en la 
Capital de la Nación. 

No existe en autos otra constancia referente al último do- 
micilio fiel difunto, salvo la afirmación, no ratificada, de dos 
testigos hecha a fs. 11 y la consignada a fs. 1. en la partida de 
defunción, ineficaz. |>or sí sola al objetó deseado, como lo tiene 
resuelto esta Corte Suprema. 

Pero, en las actuaciones tramitadas en Neuquén, existen aún 
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menores elementos de prueba sobre el hecho <lel domicilio nece- 
sario pura acreditar la jurisdicción comitente para conocer 
en esta causa. 

Ante tales circunstancias, hay que estar a lo que resulta 
comprolmdo sobre el lugar del fallecimiento del causante. 

Acreditado que este ocurrió en la Capital cié la Nación, es 
a los jueces de esta jurisdicción a quienes corrcs|>onde conocer 
en la sucesión del mismo, de acuerdo con lo dispuesto por el 
art. 32X4 del Código civil. 

Tal es mi dictamen. 

llorado A\ Lanrta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. J»li ( > |<¡ «Je 1928. 

Autos v Vistos: 

* • 

Los de contienda de competencia |>or inhibitoria trabada 
entre un Juez de I" Instancia en lo Civil de esta Capital y é luez 
Letrado del Territorio Nacional del Xeuquén. para conocer en 
el juicio sucesorio de don Alejandro Guadahl|>C Ar/e Muñoz. 

Y Considerando: 

ÍJue la cuestión proviene en el caso de que los jueces en 
contienda consideran, cada uno reciprocamente. i|ue el causante 
tuvo su último domicilio dentro de sus respectivas jurisdicciones. 

Oue los datos y antecedentes que se consignan en autos, 
establecen, sin duda, que los intereses y negocios priuci|talcs del 
causante de la sucesión estuvieron en el Territorio Nacional del 
Xeuquén y que allí aparece establecida en divergís fechas su radi- 
cación domiciliaria: pero resulta también rpte esa residencia es 
alternativa con la que tuvo en otros puntos, dentro y fuera del 
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jxús, especialmente en Chile, donde se c;isó tres veces y donde 
nacieron casi todos sus hijos, siendo j)or lo tiernas de ohservar 
que en el expediente del Juzgado del Xenquén no se ha hecho 
ni ¡Mentado hacer demost ración en forma de qué aquella locali- 
dad fuera el último domicilio del de cujus. limitándose las actua- 
ciones corresj m mdientes a la aseveración qye formulan al respec- 
to el Defensor (Jí Menores y el acreedor que promueve allí el 
juicio sucesorio. 

Que entretanto, lus autos de la Capital se inician con la par- 
tida de defunción qué establece que el causante falleció el 15 
«le Eneró de P'22, en está ciudad, donde tenía su domicilio y 
vivía con su familia eti la calle Dolores X" 543; y si bien este 
documento no está destinado a acreditar |>or sí solo el domicilio. 
Sirio el deceso, los «latos que al respecto consigna se corroerán 
'p»r el antecedente de que los herederos radican ante esta ju- 
risdicción el juicio sucesorio y al eíev'o extienden la escritura 
de poder de fs. S. en la qtic declaran que están domiciliados en 
ota ciudad, en la casa en que falleciera el autor de la sucesión. 

Concurren asimismo a la confirmación de los datos prece- 
dentes sol»re el domicilio en esta Capital, otras actuaciones epte 
registra el expediente respectivo, tales como la declaración testi- 
monial que suhsmhen los señores Miguel Salas y Horacio Ho- 
jas en el escrito de fs. 11 : la escritura de poder que extiende en 
Zapala la señora viuda de Arze en Marzo de 1922. en la que 
declara que está domiciliada en la Capital Federal expediente 
citado fs. 17 t : y otro tanto estahlece otra escritura que ohra a fs. 
125. suscrita por el heredero Rodolfo V. Arze, tutor legítimo de 
sus hermanos menores, cargo (pie le ha sido conferido en este 
juicio. 

Que «leí examen comparativo de las actuaciones «le prueha 
producidas, resulta pues que. sean cuáles fueren sus deficien- 
cias, son sin <luda de mayor eficacia las que acre* litan a esta 
cuidad como el último domicilio del causante de esta sucesión; 
y ¡M»r lo demás, es e.-n una circunstancia que consulta la mas 
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inmediata solución del caso y en consecuencia^ lo más conve- 
niente a los intereses en gestión, toda vez que el juicio sus- 
tanciado en esta jurisdicción está a punto de terminar, mientras 
no ha sido todavía abierto el que se intenta radicar en el Te- 
rritorio Nacional del Neuqén. 

Que debiendo deducirse de lo expuesto que don Alejandro 
Guadalupe Arre Muñoz se hallaba domiciliado en esta Capital 
a la época de su fallecimiento, es evidente que, de acuerdo con 
la ley y la constante jurisprudencia de esta Corte (Código Civil, 
arts. 94, 98 y 3284 y sus concordantes; Fallos, tomo 149. págs. 
43. 293. 334 y los allí citados, entre otros), es a los jueces de 
esta Capital a quienes compete el conocimiento del juicio suce- 
sorio de referencia, puesto que la jurisdicción sobre la sucesión 
corresponde a los jueces de! último domicilio del causante. 

En su mérito, y de conformidad con lo dictaminado por el 
Señor Procurador General, se declara que el Juez competente 
en el caso es el de lo Civil de esta Capital, a quien se remitirán 
los mitos, avisándose al del Neúqucn en b forma .!<• estiló. Re- 
póngase el papel. 

T. FlGUEROA AliCORTA. — ROBERTO 

RkPEfTO. — R. Guido Lavalle. 



Óm - Gabriel José Didicr D^fiarats, su juicio testamentario. 
ctdeiKlft iobre improcedencia del impuesto sucesorio. 

Sumario: 1" La iglesia como entidad de derecho público recono- 
cida por la Nación, no puede pretender ..tras exenciones o 
privilegios que aquellos que le hayan sido expresamente 
acordados, y la de exoneración del impuesto sucesorio es- 
tablecido ^.r la ley 11.287. ni se halla expresamente con- 
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cedida ni ptíeác decirse comprendida mjpiícitánicjiite siquie- 
ra eii la eláiiMila segunda de la Constitución. 

*> Xo existe en ta Constitución (y rio pódria existir vá- 
lidamente en él Código Civil) precepto o diM.M.sición &1- 
gfina qiie haya limitado el déréehp ¡ftipósitívo de la Nación 
o «le las provincia» en tencítcio de \»> Bienes «» de bis sUIcjui- 
siáottés de la ¡$0$; antes bien la Corte Suprema ha de- 
clarado qiie el art. J" do la < oiiMitución Nacional a! di*- 
|m.iut que el (gobierno Federal sostiene el culto católico, 
apostólico romano, no impida qué la iglesia pueda ser so- 
metida al pago di- lás contribuciones comunes sobre l«'s 
bienes que l»»na o reciba Como persona jurídica, al ÍLrual 

de Ia> otras personhs de la níisñin clase y tíQ con ocasión •< 
cqn motivo dé actos del culto- 'Pomo "4 p% Mi. 

Caso: ho explican las piezas siguientes: 

• 

SENTENCIA mi JVÚZ EX tÓ CIVM. 

limn.-> Aiivs. Majo .7 lie I927Í 

Y \ i>li«-: 

Tara resolver la incidencia promovida a ís. 12.5 sobre im- 
proctdcneia del impuesto sucesorio abonado bajo protesta en 
esta sucesión y sobre la cual se han expedido el representante es- 
colar a í». 1*1 y el agente fiscal a fs. 1S4; 

Y Considerando: • 

1.a iglesia católica actúa en la esfera del derecho nacional 
bajo dos aspectos: como una |»ers<»na del derecho público o co- 
mo un ente del derecho privado. 

I'-' Desde el primer punto de vista, que es el constitucional, 
no es podíÚs equipararla con el Estado para derivar de ahí a su 
favor las execciones <> privilegios de que este último goza; «Las 
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discusiones habida* cu el setóq «Id Congreso «U- Í8&3 y Ci.nvcn- 
ciún de !«50. dice <¡ í)r. M.-nics ele (Va. \lmmi &* dwposi- 
cipnés (m- refiere a las de la CotíMíición); Existe la más am- 
plia liliertad <fc mitas, la separación efe la iglesia respecto de 
todas las creencias; solo una, la católica es protegía dircetamen- 
ti ppr el Estado, ejerciéndose sobro ella derechos patronímicos 
(Derecho Cbnstítlítíonal, tomo I. pág. U7), 

V en eiecin. la tentativa operada en el Congreso del 53 
de mantenerse los articnlos de las Constituciones anteriores 
que dcclafatón que la religión católica. apostólica roniaiía. era la 
religión del Estado, segán lo establecía el Kstatuto de 1815 y 
repetían el dé IS17. la Constitución de 1819, y la de 1826 fué 
desechada y renovada despees de iNnO ,„„■" v \ convencional 
don Félix Frías, luego de una convincente réplica de Sarmienlo. 
la convención decidió mantener el art. 2 de la ConMÍutción del 
53 ral Como estaba redactado, en virtud del cual el < ¡obierno Na- 
cional solo sostiene el culto católico, apostólico, romano, sin adop- 
tarlo COfttO religión del listado. 

De ahí, que desde el punto de vista constitucional. la ¡gjfe- 
sia católica sea lili organismo con vida propia que no se contunde 
edil la iH-rsonalidad del listado, ya que la misión de éste es >ó- 
lo proteger su ¿iiltó sin adoptar para si su religión. 

1.a circunstancia de qüte la Constitución reconozca uno de 
l<»s ministros del Poder Ejecutivo cotí el nombre de .Ministro de 
Culto, no puede variar ese concepto. |mrqtie ese Ministerio no 
ha sido creado con exclusividad juira el culto católico, sino para 
todos los cultos cuya profesión es libre de ejercitar en el país de 
acuerdo con el ari. 14 de la Constitución Nacional ; tan es asi 
que no exige jara su desempeño que la persona designada pro- 
fese la religión católica, ni ninguna otra como lo hace, por ejem- 
plo. |>ara el Presidente de la República. 

2* Si desde el punto de vista público la iglesia no & el Es- 
tado bajo la faz del derecho privado, su independencia y se¡»ara- 
ei#n de aquel es todavía más manifiesta. 
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El art. 33 del Código Civil, luego de admitir como persona 
jurídica de existencia necesaria en primer término al listado, re- 
conoce en su inc. X tf 4 como entidad distinta a la iglesia, con la 
amplitud de vistas expresadas en la nota y las facultades que 
reconocen los arts. 35 y 41 del Código citado. 

De nimio que cuando la iglesia, como en este caso, recibe 
bienes por herencia, actúa en el derecho privado, con los mismos 
derecho* y obligaciones que k>S simples particulares, mientras no 
exista una disposición legal que establezca tina limitación o una 
exención que respectivamente la perjudique o beneficie. 

I*a ley X v 11.287 sobre impuesto a las herencias sólo esta- 
blece tres excepciones respecto del pago.de ese impuesto: a) En 
las sucesiones eu linea recta, ascendente y descendente y entre 
esposos cuando el monto total sea nvnor cíe ocho mil pesos, art. 
30; Mi l.as transmisiones a titulo gratuito de bienes inmuebles 
destinados a la residencia de legaciones extranjeras, bajo condi- 
ción de reciprocidad, art. 4* ¡n fine, y e) A las dejadas a favor 
del Gobierno Nacional, de las Provincias o Municipalidades, con 
destino a la construcción sostenimiento de hospitales, asilos 
establecimiento* de asistencia social 6 de instrucción pública. 

articulo 5% 

Como se vé. en ninguno de CStO$ tres casos cabe encuadrar 
la exención que n clama la ¡glesu : y aún en el supuesto más 
favorable a ella equiparándola si fuera posible a la persona del 
[*!$tado; tampoco así Cstaria exceptuada de abonar el impuesto, 
porque el art. 5 V exige la especificación del destino que se lian 
de dar a l« >s bienes para que esa CXCC[)CÍón proceda, y en el tes- 
tamento de ÍS. 2 el capellán don Gabriel José Didicr Desbarats 
al instituir por heredero al arzobispado, cláusula tercera, lo hace 
sin limitación alguna, fuera de las cargas y legados para misas 
v funerales y para el I logar Sacerdotal, cláusula cuarta, dejándole 
en lo demás la más amplia facultad para administrar y dis|Miiicr 
ile e>os bienes, según la voluntad del heredero. 

Finalmente, el fallo dictado p0r este Juzgado COÚ relación 
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al Patronato de la infancia, que se cita, resolvía una cuestión 
diferente «fe la que se plantea en el sub lite, p Ws qué en el en- 
tender del mírasenpto la instmieión referida, por el decreto q„c 
I» dio nae.mie.ito. por los fines concretados en sus estatutos y 
por su propia organización y dirección. formal* parte integrante 
do la adnun«tración muñid,*! y los bienes que inglesaban a su 
pa.rm.on.o iio podían ser destinados sinó a fines de asistencia 
socudj fallo que revocó la Cámara 1* sin perjuicio de que al pro- 
pio nempo se dictara una ley co.npre.ulien.lo las donaciones y 

¡Tlr,;; |tii. dc ,a mm m ° iW ** 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
nado ,K>r el señor Agente Fiscal, declaro que m procede la re- 
|Ht, c .on de pago del ¡.«puesto, reclamado por el fiscal eclesiás- 
tico e„ el liKllcadb escrito do fs. 12. Kcp. las fojas y notifique* 
- 7vrr,yra. _ César dt Tízanos Pinto*. - Ante mi: Julio Pa- 
ailla. 



SENTENCIA DE I.A lAMAKA 2* DK A!>KI.Ai|OXKS KX U) nviL 

f 

«<««».» ,\¡r« s Abril II de |92S. 

\ istos y Considerando: 

Que la obligación que el art. >> de la Constitución Nacional 
m,,K,ne al Kstado de atener el culto católico, está sujeta a las 
leyes? que la reglamenten para hacerla efectiva, «le acuerdo a 
fe »onna establecida en el art. 28 su argumento, de «a misma 
Co„st.tnc.o„: <le alu míe no es lógico ni jurídico que pueda ser 
aceptable como argumento, la invocación de aquel principio co- 
mo tal. haciendo a un lado y con entera prescindencia de las le- 
yes que lo han reglamentado o que tengan alguna atinencia con 
€1 mismo. 

Que, en consecuencia, así coino se cumplen las leves que 
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llevan a la práctica dicha protección, como la de presupuesto y 
la de subsidios: justo es también que se observen las í. impositi- 
vas, como la que en el sttb judia- se discute; <|ue constituye, co- 
mo otras tantas, la fuente de los recursos que necesita el Estado 
jKira subvenir a los pastos públicos y entre ello el que demanda 
la satisfacción «leí delier constitucional ya enunciado. 

Oue tratándose de una ley ini]»ositiva como es la número 
11.287, que consagra en su art. í 9 con carácter general, la obli- 
gación de alionar los impuestos que sanciona j>ara las bcrencías 
v legados. las éxcépeion^s que establece, en virtud de un criterio 
elemental de ruerpretación. no pueden ser extendidas a otros ca- 
sos distintos, por más grande que sea la similitud que presen- 
ten con los «le exención, taxativamente previstos en aquella: no 
encontrándose entre estos últimos, el que motiva la presente con- 
troversia. 

Que la autoridad dtrttrhiaria que invoca el señor Fiscal 
Eclesiástico en SU escrito de fs. 123. carece de valor aplicable al 
St$t> iiidicf!, porque la situación que contemplaba el erudito sentir 
ex fiscal doctor (lerónimo Cortcz en la vista que se invoca, era 
completamente distinta de la de autos : en aquel entonces se dis- 
cutía la inconstituciunalidad de un impuesto a la berencia creí- 
do |)br la Provincia de Buenos Aires, en forma exborbitanle y 
exclusiva, a cargo de la iglesia católica, mientras tanto que. en el 
paso de autos se trata de la aplicación de una norma general e 
igualitaria para todas las personas que se encuentren en las situa- 
ciones previstas por la ley. Y tan es exacto jo «pie se aeaki de 
exponer. que »*1 mismo doctor Crie/ en la vista que se muer- 
da exponía jo sigijíenic; «Si jw el Coligo Civil, la iglesia pmdi 
adquirir, no por vía de privilegio. Sinó sCgúil pueden bacerlo 
las demás personas carices de propiedad, «es claro que las dis- 
posiciones reglamentarias no deN-n sujetarla* a otras formas, 
«ni a «-tros impuestos» como condiciones de la adquisición, «que 
las establecidas respecto de aquellas» (tomo 1", p%, ; de 

lo que se sigue qtie segiin la misma autoridad qtie se cita, el im- 
puesto de que se trata. CS completamente proee«Iente. 
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Por estos fundamentos y. los concordantes de la resolución 
apelada ele fs. 189, se la confirma, con costas. Art. 24. ley nú- 
mero 4128. Kep. las íms^Eufrasió S. Losa. — Ftli$ Sarillo- 
sa. — Ame mí : It. D. Mantilla. 

V Vistos: 

Por sus fundamentos y teniendo en cuenta con relación al 
último considerando lo resuelto por la Exma. Cámara Civil 1» 
con fecha 18 de Agosto de !92o (Caceta del Foro, tomo 63, pá- 
gina 458 >, se confirma con costas la resolución afielada cié fs. 
189. Rep. bs fojas. — R. .1/. Salva!. — Ante mi: /?. IK Man- 
tillo; 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GEXKRAI- 

Bttéflos Aires, Junio 23 tic 1928. 

Suprema Corte: 

Kn el juicio testamentario del presbítero don Gabriel José 
Dklter Deskirats, el arzohis|M> <le Buenos Aires que fué institui- 
do heredero |x>r el testamento de fs. 2. cuestiona la inconstitucio- 
nalídad del impuesto a la trasmisión hereditaria de bienes, esta- 
blecido i>or la ley X" 11.287. considerándolo contrario al art. 2* 
de la Constitución Nacional, en virtud del cual el Estado sostie- 
ne el culto católico. 

El impuesto ha sido («gado bajo reserva jx>r el recurrente. 

Las decisiones de primera y segunda instancia son contra- 
rias a la petición del arzobispado, e .interpuesto por éste el re- 
curso extraordinario del articule» 14 de la ley 48. le ha sido 
concedido, 

Habiéndose planteado n|ff>rtunamcute la cuestión federal, 
estimo que el recurso referido es procedente. 
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Kn cuanto al fondo del litigio considero que el art. 2? de la 
C onstitución Nacional no puede amparar la pretcnsión del ape- 
lante, desde que se limita a resolver la situación de la iglesia 
respectó del Kstado. sin identificar a éste con aquélla, ni con- 
fundir el patrimonio «le uno con el de la otra. 

Por «>tra jarte, el citado art. 2: no establece la forma y los 
medios por los cuales se sostendrá el culto católico, lo cual se 
ha dejado a la discreción de los poderes del Kstado al ejercitar 
las atribuciones que Ies acuerda la misma Constitución en los 
artículos 67 y 86, 

Soy. pues, de opinión (pie la disposición cuestionada de la 
ley 11.287 no es contraria al art. 2» ele la Constitución Nacional, 
J>pr lo que corresponde confirmar la sentencia a|>elada en la por- 
té que Ka i>odido ser materia del recurso. 

Horacio fi. 1 Mr reta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huciios Aires, Julio 18 ile |9¿8. 

Autos y \ istos : 
Considerando : 

■ 

Une la Cámara Civil 2" de Apelaciones de esta Capital ha 
declarado, interpretando el art. 4» de la ley X v 11.287, que no 
procede la repetición de la suma de veinticinco mil cuatrocien- 
tos cuan nía pesos con setenta centavos moneda nacional, juga- 
da al Consejo Nacional de Educación |M>r el arzobispado de Rúe- 
nos Aires en concepto de impuesto a la herencia en los autos 
sucesorio* de don Gabriel José Didier Desbarats. 

Que el Fiscal eclesiástico ha sostenido en el curso de la ins- 
tancia qué la alcanzada interpretación de la ley local sería repug- 
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nante. por inconciliable, con el art. 2' «le la Constitución Nacio- 
nal y con disposkiónes expresas del Código Civil. 

©uc el art. 2 1 ' de la Constitución respondiendo a una nece- 
sidad impuesta |*»r las costumbres de la sociedad y |*»r las tra- 
diciones legislativas Consignadas en repetidos estatutos anterio- 
res, establece que el gobierno federal sostiene el culto católico 
apostólico romano. Y «jorque no todos los habitantes del jais, 
ni todos los ciudadanos eran católicos, ni el hecho de jKTleiiccer 
a la comunión católica había sido jautas |K»r nuestras leyes un 
requisito para obtener la ciudadanía (1852-1854. Sesiones'del 20 
y 21 de Aliril «le 185.3). la Constitución «leí año 1854 desechó 
la proposición «le «pie el catolicismo fuera «leclarado la religión 
«leí Kstadí» y la única verda<lera. arrilwndosc ci>mo soIuchíii tran- 
saccionaj, a la fórmula «leí art. 2\ cuyo alcance no es «.tro «pie 
el emergente «le su texto: los gast«»s «leí culto serán paga«los tx>r 
el tesoro nacional, inclukbs en su presupuesto y sometidos por 
consiguiente al |>o<ier del Congreso. J. V. González. |>ág. 142; 
González Calderón, pág. 55, tomo 2». * 

Que nada significa como argumento la existencia de un mi- 
nisterio de culto instituido por el art. 87 de la Constitución. En 
efecto, el hecho «le que la Nación, sostenga con sus recursos 
1«« gastos «leí culto confiere al Gobierno el derecho correlativo 
«le contralorear y vigilar su inversión y la creación de aquel mi- 
nisterio por el art. 87 de la Constitución y |wr la ley X» 3727. 
después de la Convención Nacional de 1898, responde únicamen- 
te a la necesKlad de atender aquellas «»Wigaci«»nes. cumplir con 
las faculta«les correlativas y ejercer los «lerechos del patronato na- 
cional. Arts. 2, 67 inciso 7". 86 incisos 8 y 9 de la Constitución. 

Que la iglesia como entidad «le derecho público reconocida 
jK»r la Nación, jniesto que |x>Iíticamente ninguna autoridad so- 
bre las jiersonas dclie existir en ella suprior o extraña a su 
gobierno. (Fallos, tomo 53, pág. 208), no puede pretender «rtras 
exenciones o privilegios que aquellos que le hayan sido expresa- 
mente acordados. V la de exoneración «le impuesto sucesorio re- 
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clamada eñ el Caso de esta lilis, n| se halla c^prcsartiénte ommliila 
ni puede decirse a>m|>n?tidida ¡mpHciláiiieiítc siquiera en la cláu- 
sula segunda <Ig la Constitución; cuyo verdadero alcance ha que- 
dadb examinado. 

( kic bajó el punto de vista del déréelio privado, ta iglesia? 
go#t, en general, de mismos derechos que los particulares 
para adquirir bienes, lomar y ctttóervar la posesión de ellos, re- 
cibir herencias 6 legados jmr testamento y donaciones por actos 
entre Vivos (aris. $5 y 41, Código Civil), sin ninguna depeiuien- 
cía del Estado, ni en la adquisición ni cft la adiiiinistíacipn de 
los bienes asi obtenidos, 

Qtte la circuiislancia de qite c| Código c ivil comprenda a 
la iglesia entre las persona- jurídica!) t\e existencia necesaria 
(are. 33, inc. 4 V ) iló perntite inferir que ella cuente en su favor, 
con un derecho de exención de impuestos respectó de los bie- 
nes que |M»sca i» que reciba |M>r alguno «le los medios indicados 
dentro del territorio de Iris Trovincias o de la Capital, por cuan- 
to, lío chiste en la Constitución (y np fxxlria existir validamcn- 
ti en el Código Civil». precepto o dis|»osición íilt^iiiia que haya 
limitado el derecho impositivo cíe la Nación o *\- las Provincias 
eñ beneficio de los bienes o «le las adquisiciones de la iglesia. 
\itfes bicil, c>ta Corte ha declarado míe el art. 2" «le la Constitu- 
ción Xacioual al disponer qíie el Gobierno Federal sostiene el 
culi" Católico, a]»ostó!ico romano, no impide que la iglesia pueda 
mt sometida al pago dé las contribuciones -comunes sobre l$s 
bienes que po^ca o reciba como perdona jurídica. al igual «le las 
otra* |»erM>na> de la misma clase y no con ocasión o con moti- 
vos de actos de culto. Fallos, ionio lio, pág. 111. 

Que en estas condiciones la interpretación dada al art. 4" . 
de la lev .Y-' 11,28?, tio es repugnante al art. J*-' de la Constitu- 
ción ni a la* del Código Civil invocadas por el recurrente. 

Por est-»s fundamentos y de conformidad Con lo dictamina- 
do por el Señor Procurador General, se confirma la sentencia 
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apelada en la partí que ha podida ser materia (le) recurso. Xo- 
tiíiquese y repuesto el papej, devuélvase. 

A. BERMEJO* — J. Figueroa AL- 
CORTA. — ROBERTO Repetto. 



¡>on Quintó Mfciich e&nlra él l : isro MaeitífitíL sobre cóhro <U- 
pesos. $ 

Smiutno: El Ifoilorablc, Congreso al dictar la ley «le patentes 
I0.366*y el L*od¿r Kjeeutivo al hacerla electiva, han proce- 
dido dentro de la órhita de sus propias facultades, sin inva- 
dir las judiciales qué se te atrihuyen y sin acordar ni ejer- 
cer naturalmente, las "facultades extraordinarias", a que 
se refiere el art. ¿9 de la Constitución Nacional. Artículos 
4*. 17. 67 . incisos I v y -ÍS y Síi, incisos l v y 13 de la misma. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 



SKNTKNtlA |>EL Jl'KZ EX ÍJQ CIVIL 

Ilucno.i Aires, Septiembre 3 de P>25. 

Y Vistos: estos autos de los que resulta: 

i 

I. Luis del (¡rande por Quinto Miclu-Ie demanda al Fisco 
Xacii mal. 

Expone: Qtiq en el juicio seguido por via de apremio por el 
Fisco Nacional contra su mandante, éste ha entreoído la suma 
de cincuenta mil ochocientos cincuenta pesos moneda nacional. 
En aquellos autos el Fisco ha pretendido que en los años 1918 
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y Í919 el señor Michele tenía en la calle 25 de Mayo w$ «uiia 
casa de préstamos prendarios sohre alhajas, muebles, etc.» y sin 
más ni más, dice, resolvió |x>r sí y ante sí. fijarle tina cuota de 
ocho mil pesos, aplicarle «na multa de diez y seis mil y ordenar 
se le ejeutara ]*>r la suma de cuarenta y ocho mil. es decir, vein- 
ticuatro mil jh-sos |K>r cada uno de los afios 1918 y 1910. 

Sostiene que e.s falsa la clasificación que encierran las bo- 
letas de fs. 9 y 10 del juicio de apremio, y entiende que el Fisco 
que afirma que Michele tenía una casa de préstamos prendarios 
sohre alhajas, debe prokirlo. * 

Su mandante en los años 19IK y 1919 pagó una patente de 
setecientos |>csos por el negocio de compra-venta y de joyería 
y como también ejercía el negocio de compra-venta de fwilizas 
de empeño y adelántala dinero sobre ellas \xn propia cuenta o en 
comisión, el Fisco de acuerdo con el art. I 9 , inc. 32 de la ley 
10.,V»6, le fijó otra pítente de mil pesos que también satisfizo. 

Transcurridos dos años, no es |>osible que el señor Michele 
haya sido empadronado con un negocio que no ha ejercido. Xo 
se le ha entregado lioleta alguna en la que constara que el señor 
Michele haya sido empadronado en los años referidos, como eon 
negocio «préstamo* prendarios sobre alhajas, muebles, etc.» El 
Fisco ha violado la ley porque este no lo autoriza para clasificar 
falsamente en Fuero de 1920 negocios que funcionaron en los 
años 1918 y 1919 con |>ateutes expedidas jxir el mismo. 

Fundado en el art. 44 de la ley 1Q¿36Ú o|H>ne la prescripción 
de dos años por el inqiorte de la intente y multa corres¡>ondien- 
te al año 1918, j»or cuanto el pago debía efectuarse hasta el 15 
de Mayo «le 1918 y desde esa fecha nacía el «lereclu» del l ; isc«i 
para accionar el cobro judicialmente. Los dos años vencieron 
el 15 de Mayo de 192U y el juicio dé apremio se inició el 12 de 
Junio (te ese año. 

Fs iiKonstitucional. «Ik«'. la pena impuesta p«»r el Fisco «le 
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acuerdo al art. 38 de la ley 10.366 por cuanto vicia los arls. 95. 
29 y IX dé la Carta Fundamental, al conceder ac|itclla disposi- 
ctón. facultóles judiciales al Poder Ejecutivo o a sus empleados 
I»ara conocer, juzgar y castigar defraudaciones y condenar al ac- 
tor al pago de una multa de treinta y dos mil pesos, como de- 
fraudador, sin que exista juicio previo. 

Funda sus derechos en los atrs. 18. 29. 31 y 95 de la Cons- 
titución Nacional, en los arts. 27. 32 y K inciso 32 de la ley 
10.366. en el 59 del Código de Procedimientos y en el 14 de la 
ley 4X. 

Solicita se dicte semencia condenando al Fisco Nacional a 
la devolución de la suma de cincuenta mil ochocientos cincuenta 
Ikísos moneda nacional y sus intereses.: se resuelva la prescrip- 
ción e mconstitucionalidad alegada, todo con costas. 

II. Corrido traslado de la demanda, la contesta el señor 
Agente Fiscal en representación del Fisco Nacional. 

Manifiesta: En Mayo de 1920, la Intendencia Mun¡ci,»al 
3 raíz de una comunicación documentada del Banco Municipal 
«le Préstamos, en la que se le hacía saber la existencia de nume- 
rosas casas de empeño establecidas clandestinamente y en con- 
travención a lo dispuesto en las ordenanzas respectivas, realizó 
una campaña a ese efecto ordenando una investigación que fué 
realizada por el señor Intendente Municipal, señor Camilo, acom- 
unado de los secretarios de la Intendencia doctores Veronelli y 
Siri. y del jefe de la sección de Investigaciones, señor ¡.aguarda', 
del comisario señor Fopiano. del iupector general de la Munici- 
palidad señor Chacón, «le I«»s cont.nh.rcs «le la misma señores 
W'ilde y Di tu*, del auxiliar señor Harbieri y de los auxiliares 
«le investigaciones señores IVxlestá y IX- Paoli. 

Visitad» el negocio de Michele, 25 «le Mayo 168. se compró- 
la la exactitud de la denuncia y ante las infracciones descuhicr- 
tas. se ordenó el cierre «le dicta casa, labrándose el acta res,>ccti- 
va. Por ello, se impuso a Michele la cuota corres|x>ndicnte a las 
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jcasas de préstamos preñónos sobre alhajas y muebles jura los 
años PM8 y 1919. de ámenlo con el resultado de la investigación 
niunicifwil que demostraba ese tráfico, cuyo cobro se accionó en 
el juicio por la vía <Ic apremio. 

Ks exacto que la clasificación como casa de préstamos pren- 
darios fué efectuada ]»or la Municipalidad en el año 1920. por 
los años 1918 y 1919, j>cro el actor no puede hacer valer las 
defensas que invoca, por cuanto recién en el año 1920 a raí/ 
de la investigación, la Municipalidad conoció ese tráfico que el 
actor ejercía clandestinamente desde dos años atrás. Solamente 
toé comerciantes honestos pueden hacer valer esas defensas. 

Por esas mismas razones, tampoco puede invocarse por el 
señor .Michele la prescripción. En el año 1918. no denunció esa 
clase de comercio y la Municipalidad no lo conoció Por otra 
parte, tiene entendido que en 1918 el Poder Ejecutivo acordó 
prórrogas para el pagó de las |>atcutes. 

Xo hay tampoco hiconstittieionalidad. El Poder Ejecutivo 
no juzga ni ini|>one penas arbitrarias, sirio que aplica una tarifa 
previamente determinada. Kilo no puede tener en manera alguna 
el carácter de una pena del derecho criminal. Asimismo, el Po- 
der Ejecutivo, por la Constitución Nacional (art. 8f>. inc. U"), 
tiene atribuciones pata liacor "recaudar la renta" lo que importa 
darle facultad de aplicar la ley respectiva. Fijado el impuesto y 
establecida la multa, recién entonces debe acudirse a la jurisdic- 
ción ordinaria jxira obtener la condena forzosa «Id pago. 

Por último, no es exacto que el actor no haya sido oído. 
Por informes requerido» en la Administración de Patentes, sabe 
qtíc dentro del procedimiento contencioso administrativo el señor 
Michele agotó sus defensas en todas formas e instancias. 

Fundado en el art. 979. inc. 5" del Código Civil, art. I", inc. 
32 y art. 2,í de la ley 10.366 y en el art. 86, inc. 13* dé la Consti- 
tución Xacional. solicita el rechazo de la demanda, con costas. 

ITí. Abierta la causa a prueba, se produce por las partes 
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la que informa el actuario a fs. 32. Puestos los autos en la ofici- 
na a los efectos del art. 213 del Código de Procedimientos alega: 
el actor a fs. 166 y el demandado a fs. 175, y dictada la provi- 
dencia de atos para sentencia, se consiente |>or las partes; y 

Considerando: 

1? Corre s|>onde considerar en primer término la prescri|>c¡ón 
opuesta, res|>eeto al cobro de la | miente correspondiente al año 
1918. Se funda ésta en que de acuerdo con el arl. 29 del decreto 
reglamentario de la ley 10.366 el pago debía ser efectuado hasta 
el 15 de Mayo de 1918. Según el art. 44 de la ley de impuestos 
de patentes, todas las multas se prescrilieu a los dos años. 

Como la demanda fué iniciada el 12 de Junio de 1920 había 
transcurrido el término de la prescripción según la articulación 
opuesta jKjr el actor. Kl representante del Fisco al contestar la 
prescripción opuesta afirma que el argumento del actor «uniría 
sostenerse si se tratara de un comerciante honesto y leal que 
no hubiera ejercido clandestinamente el tráfico gravado, j>ero no 
jKira él desde que la administración desconocía la existencia del 
mismo». Agrega el representante del Fisco a fs. 22. textualmente: 
«lo contrario importaría sostener que serían prescriptibles un de- 
recho y un acto que no se conocen, que no han nacido y no tie- 
nen existencia para la ley que ha de gravarlos. \ai similitud con 
el negocio nuevo es aplicable también al casi) desde que tam|>oco 
los comerciantes en estas condiciones podrían sostener que se 
comenzara a contar desde el 16 de Mayo de 1918. el término fiel 
art. 24. cuando su instalación fué posterior». Finalmente, el Fis- 
co sostuvo que el P. E. acordó prórrogas j>ara el pago de la in- 
tente, hecho que no ha comprobado en autos. 

Ahora bien; de la argumentación que precede .no se sigue 
que en manera alguna se nieguen los huellos sitió en cuanto a la 
afirmación no probada de que se habían acordado prórrogas pa- 
ra el pago de la patente. Luego, pues, todo se reduce a establecer 
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si hahiciulo corrido el termino fija«lo |*>r la ley para fjué los 
comerciantes puedan amararse en la presentación, ésta le alcan- 
za al actor |x>r tratarse de un negocio «le carácter clandestino. La 
clandestinidad no se lia comprotado en autos. Kl Fisco ha soste- 
nido que el negocio era clandestino y que acreciendo como «le 
compra- venta era en realidad, un negocio «le préstamos sohrc 
mercaderías eti general. La prueba rendida en unios en muñera 
alguna justifica taitas afirmaciones. Se limita a las constancias 
«le los ex|>e«lientes levantados ]>or la Municipalidad con motivo 
de la campaña iniciada |>or la Intcmlcncia del señor Cantilo con- 
tra las casas de préstamos que ocultaran este carácter |wra de- 
fraudar la renta fiscal. Eti razón «le esta aeusacuin «le defrau- 
dación el actor fué llevado ante la justicia criminal y consta «pie 
en la sentencia definitiva y «pie no fué apela«lu |ior el represen- 
tante del Fisco se «leclaró la inexistencia del «lelito. En el alegato 
de la parte demandada se hace mérito a fs. 177 «le las actas «le fs. 
3, 4 y 5 «leí existiente 63.244, C. ; de la «le f s. 6, 4 y 7 «leí ex|*- 
«liente M.WK fe : de la «le f s. 4, 7 y 8 «leí exigiente 64.853, C. ; 
de la «le fs. 5 y 7 «leí expediente 65.110 y «le las actas «le fs. 5 «Icl 
expediente 66.15S. C". De estas actas resultan evidentes sospe- 
chas «le «pie el negocio «itl actor no era sólo de compra-venta. 
M hecho «le «pie los «ihjetos vendidos fueran revendidos a las 
mismas |*ers«mas y |>or los mismos precios parecería acreditar 
«prima facie» «pie se trata «le <>|>eracioiies no «le compra-venta 
sin»'» de prenda. IVro el hecho de (jUé las «leclaraciones «le las 
partes interesadas en las operaciones realizada* tío se hayan rati- 
ficado en estos autos, arroja una consecuencia diametralmente 
opuesta a la antes sentada. Xo existe en realidad prueha legal 
que acredite la existencia de los hechos en cuestión. Ya en el 
proceso criminal según consta del misino, fué im])osih!e traer 
«I testimonio «le aquellas personas porgue en las ojH-raciones 
rrali/adas y de las que se dejó constancia no se consignó el domi- 
cilio de las mismas. Sin perjuicio «le Volver sohre esta circuns- 
tancia de hecho y asignarle el valor «pie tiene en «manto a l;ti 
solución de la «litis», es del caso considerar sólo ahora que por 
lo menos la clandestinidad del negocio no ha sido justificada. 
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Pierde así todo su valor el argumento del representante 
del Fisco de que no lia podido correr la prescripción en favor del 
actor l>or la causal que aquel invocó, IVro aún cuando la clan- 
destinidad h utilera sido prnliada, el argumento fiscal no sería 
por eso menos insostenible. La prescrqición liberatoria de obli- 
gaciones de cualquier naturaleza qiie sean corre a favor de to- 
dos sin excepción alguna. La prescripción en materia |>enal se- 
gún es de doctrina y jurisprudencia constante favorece al culpa- 
hlc aún cuando se haya substraído a la acción de la justicia y 
aún cuando ésta haya ignorado los delitos que al culpable se le 
iniputan. Xo puede ser en manera alguna más desfavorable que la 
del criminal la situación en que la ley ha colocado al deudor del 
Fisco. Y la circunstancia de que la ley de ¡tatemes haya llamado 
defraudador al contribuyente en tales condiciones, no es óbice 
jwra que la prescrifición corra en toda su amplitud a Mt favor. 
I'or ello, pues, corrcs|x>nde declarar o|x'rada la prescripción res- 
píttó a la patente cnrresjiondiente a 1918 como la fiarte actora 
lo ha sostenido en su demanda. 

2* Corresponde ahora considerar la impugnación de incons- 
tittkioualidad hecha |*»r el actor respecto a la ley 10.366. Según 
el actor el art. 37 de dicha ley que considera contó defraudado- 
res del impuesto a los (pie ocultan la verdadera industria, ramo 
de comercio o profesión, o que aparezcan aceptando otra sujeta 
a menor impuesto y el art. 38 que estahldcc una multa equiva- 
lente al dtlptó del impuesto y autoriza al I\ Kjecutivo para apli- 
car la multa, repugnan a los arts. 18. 29 y 95 de la Constitución 
Nacional. El primen» de los artículos citados establece que: «el 
Congreso no puede conceder al Ejecutivo Nacional ni las Legis- 
laturas provinciales a los gobernadores de provincia, facultades 
extraordinarias ni la suma del |>oder público, ni otorgarles sumi- 
siones o supremacías por las que la vida, el honor o las fortunas 
de los argentinos queden a merced de gobierno o persona al- 
guna: actos de esta naturaleza traen consigo una nulidad insa- 
nable y sujetarán a los que los formulen, consientan o firmen 
a la responsabilidad y pena de los infames traidores de la pa- 
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tria». Basta la reproducción ele las disposiciones vitadas que in- 
voca la parte adora para que quede patentizada la inapiieabilidad 
d< las mismas al caso ocurrente. El inciso ¿3 del art. 86 cífi la 
Constitución Nacional atribuye al 1\ Ejecutivo la facultad ¿le ha- 
cer recaudar la renta (le? la Nación. I\I I*, Ejecutivo actúa como 
poder administrador, ya que el Presidente tiene a su careo, se- 
gún el inciso I v del mismo artículo la administración general del 
]>ais. Para poder recaudar las rentas, necesita el P. Ejecutivo 
dcterniinar quiénes són los deudores del Pisco. Todas las levos 
de impuestos y contribuciones establecen penalidades que deben 
ser aplicadas p$r el mismo poder administrador sin |»crjuieio de 
lo> derechos de los contribuyentes para recurrir a los Tribuna- 
les de jttstiap citando la ley hubiera sido violada o incorrecta- 
mente aplicada por el P. Ejecutivo, Pero de ninguna manera el 
dar esta atribución al Pi Ejecutivo de percibir las remas y apli- 
car las sanciones condignas, importa otorgar al mismo Ejecu- 
tivo facultades extraordinarias, ni la suma del poder público. 
Tampoco importa el ejercicio de tales facultades |x>r parte del 
P. Ejecutivo ejercer funciones judiciales, ni arrobarse el cono- 
cimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas que pro- 
hibí el art. 95 de la ( oiistituciór. que invoca el ador. Las facul- 
tades jurisdiccionales del |*h!ci- administrador no deben en ma- 
nera alguna ser confundidas con las atribuciones del Poder Ju- 
dicial de la Nación. I.as dis|Misicioiies constitucionales que es- 
tablean I separación de los poderes de gobierno se basan tío 
<n una división absoluta entre los poderes de gobierno sinó en 
lina correlación y armonía de los miamos |>odercs. Es principio 
ileinental en la ciencia política que la doctrina de la separación 
de los poderes soló puede ser aplicada en las constituciones de 
U)S Estados a cond?Ctóli de qtte no se establezca una división ab- 
soluta. Tanto los tratados fundamentales como los libros ele? 
miníale» de texto para universidades, y colegios establecen este 
principio alionado jm»!* la historia luctuosa de los pueblos qite 
pretendieron establecer tina división absoluta entre los poderes 
de gobierno y une hubieron necesariamente de rectificar por la 
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fuerza de las cosas su erróneo criterio inicial. Kl mccaniHiio es- 
taMecido por la ley 10.366 no ataca los derechos individuales des- 
de, que las personas cjne se consideren lesionadas jH»r el proce- 
dimiento indicad" por la Administración de Impuestos Internos 
o por el l\ I*:jcvut¡vf» iiciíe abierto el camino pap reclamar an- 
te la jusiieia la nulidad de actos de esa naturaleza, ka justicia 
deln decir en último término, si la?. prescr¡|K-ioncs téjales han 
siflft cumplida* o no y si los derechos individuales han sido o no 
respetados. Prueba de ello es este mismo juicio en cjitó él actor 
reclama ia nulidad del procedimiento seguido por el I». Kjcemivo. 
inicio en el que 110 se le ha negado en momento alguno al achu- 
la inviolabilidad de la defensa que invocó en sus demandas. Por 
todo ello. pues, es insostenible q\te la ley 10.366 repugne a la 
Constitución Nacional. Asi corrcsf>ondc declararlo cu cumpli- 
miento de lo dispuesto por el art. 31 de la Constitución y por el 
59 d*'I Código (le Procedimientos. 

3? Kl actor ha pretendido en su demanda que el particular 
que no ha ejercido el comercio que se lo imputa no tiene hada 
t\m proUir porque los hechos negativos no son susceptibles de 
prueba y «pie el Pt^o que afirma pe tenia una casa de préstamo* 
prendarios sobre alhajas debe proharlo. Mu general es inatacable 
la argumentación del representante del Fisco en cuanto sostiene 
qué las Piletas impugnadas falsas son documentos públicos y que 
deben tenerse CoHÍO auténticas mientras no se compruebe lo 
contrario. En realidad el actor ha dicho a fs. 3 vta.: «Sostengo 
que la clasificación que encierran las Metas tic fs. M y fs. 10 del 
juicio ejecutivo, es falsa». Y en realidad el actor ha prohado esa 
falsedad con los elementos <jc jtiicio qtte arrojan estos autos. La 
ley de patenies establece el procedimiento qué dehe seguirse 
para la percqKHiii de las mismas y la aplicación de las multas. 
Según el art. !S de la ley la clasificación delie hacerse por el 
cuerpo de avaluadores, dentro «le la fecha que señale d I 1 . Eje: 
cutivu. Según el art. 19 en el acto de la clasificación se entregará 
JH>r el avaluador al contribuyente, una boleta en la que se esta- 
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Mecerá el ItlOlílO dC la patente, el concepto |>or el cual se establece, 
el lugar del pago y el plazo dentro ilel cual se dgbe realizar. El 
art. 27 establece el jurado dé |»atcntcs ante el cual los contri- 
buyentes délüeti presentar mis reclamaciones con a]>elación ante 
el I*. Ejecutivo. Dichas reclamaciones deberán hacerse dentro 
de los ocho dias de practicada la clasificación. La casa de co> 
mcreio del actor fué clasificada en 1918 y 1919 como de compra 
venta de alhajas y compra-venta de |K>lizas según se acredita 
con el certificado de f<. 118. Fui cahipaña que la Intendencia 
Municipal intentó contra las casas dé préstamo trajo como con- 
secuencia la clausura de la casi de comercio del actor y la im- 
posición hecha sin sujeción a las disi>osic¡ones «le la ley de una 
patente y multa que importa calificar al actor como defrauda- 
dor <!e la renta fiscal. Dicha clasificación se hace el ocho de Ju- 
nio >cgún consta del certificado de fs. 70 expedido |>or la 
oficina correspondiente. Cuatro dias después se (tasaron las 
boletas correspondientes al cobrador fiscal res|»ectivo quien 
entabló »•! juicio de apremio el doce de Junio según cons- 
ta del expediente adjunto seguido |>or ante este mismo Juz- 
gado y secretaria. Quiere decir, pues, que no se respetó el de- 
recho reconocido por la ley al contribuyente de presentarse ante 
el jurado de patente* ¡wra que éste considerara ese reclamo, 
dictara la resolución correspondiente que habría de ser todavía 
objeto de apelación ante el I*. Ejecutivo. A fs. 157 consta que 
cuando el actor quiso reclamar ante el P. Ejecutivo de la aplica- 
ción indebida de la nueva ¡tálente se resolvió: ««pie el reclamo no 
procede porque el recurrente debió ocurrir en su oportunidad 
de la clasificación cuestionarla ante los jurados res|>ectivos, se- 
guidos bis procedimientos que la ley establece. Que, |»r otra 
parte, encontrándose el asunto sometido a la justicia ordinaria 
el interesado debe alegar en él su defensa», lista resolución 
es la prueba evidente de que las 1 foletas en cuya virtud se inició 
el juicio «le apremio no habían estado de acuerdo con la ley; 
que eran falsas comí» el actor lo ha sostenido en stt demanda. 
Si la demanda fué iniciada antes de que corrieran los ocho días 
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dentro de los cuales el actor pudo iniciar la reclamación cjtie la 
ley autoriza ante el jurado de patentes; que el mismo Poder 
Ejecutivo resolvió que la presentación directa en el misino debió 
ser precedida de la reclamación ante el jurado de |>atcntes que 
establece la ley: si el P. Ejecutivo le cerró el camino al actor 
para que siguiera el procedimiento administrativo que establece 
dentro del término que ella fija, es evidente que la actitud del 
Poder Ejecutivo es ilegal que no se ha ajustado a las prescrip- 
ciones «le la ley 10.366 que la ha violado, que no pudo condenar 
al actor al pago de la intente y la multa sin oirlo y que se negó 
a oirlo iniciando el procedimiento de apremio sin derecho a 
hacerlo. 

fifi siquiera ha prolmdo la jiartc demamlada que existiera 
clandestinidad en la conducta del actor en la forma completa 
y precisa de una prueba judicial. En el considerando primero ya 
se ha tomado en consideración esta circunstancia. Pero aún cuan- 
do la clandestinidad hubiera existido, no autorizaba al P. Ejecu- 
tivo a a|»rtarse de las dis|x>siciones de la ley. Sus agentes de- 
bieron ceñirse estrictamente a las disposiciones legales y haber 
aplicado la patente en cuestión al actor si asi corrcs|KHidia, sin 
cerrarle ningún derecho ni obstaculizar ninguna defensa. No co- 
rresponde entrar a considerar el valor probatorio de las declara- 
ciones de testigos presentados por el actor para acreditar que no 
hacía en sus negocios ojKraeioncs de eni|>eño de alhajas, pues la 
declaración de que el Fisco no se ajustó a las disposiciones lega- 
les es l>ase suficiente jiara hacer procedente la demanda en todas 
sus partes. 

Por estas consideraciones, fallo: condenando al Fisco Na- 
cional a devolver al actor en el término de diez días la suma de 
cincuenta mil ochocientos cincuenta jwsos moneda nacional, in- 
debidamente cobrada, con más sus intereses désele la techa de la 
demanda. I-as costas por su orden en razón de la naturaleza 
de la cuestión debatida. — A/, de Wulia y Mitre. — Ante mi: 
R. lusiiruaga (//.) 
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V 

SKNTRNCIA IHC I.A CÁMARA 1'' EX I.O CIVIL 

Buenos Aires, Septiembre 12 de \*>27. 

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fs. 18¿? 
KI señor Vocal doctor Canf)>os. dijo: 

Yo orco que ella es injusta, y debe ser revocada |>or las si- 
guientes consideraciones : 

Tres son las cuestiones centrales que tendrán que examinar- 
se i^'ira la perfecta aceración de esta «litis»: la primera, exis- 
tencia real del negocio tal como fué denunciado, en contraven- 
ción a disposiciones expresas «le la ley de fiatcntcs; secunda, cla- 
sificación que de este mismo negocio hizo la rc|»artición respec- 
tiva de acuerdo con la ley 110.366; y tercera, prescri|ición ale- 
gada por la actora |>ara el cobro de dicha tétente y su multa. 

Las dos primeras cuestiones propuestas se han comproba- 
do en autos, y en consecuencia, habrá que reconocer que la razón 
\ la justicia están de parte del Fisco de la Xación. siendo, por 
Ib tanto, desprovista de todo derecho ta reclamación «pie presenta 
el actor. poir devolución del ¡mpprte cobrado. Ea primera cues- 
tión se ha comprobado con las actuaciones que se encuentran en 
los expelientes agregados a-fs. .i. 4 y 5, expediente X v 63.244. 
letra C, fs. 3; 4 y 7, expediente M.0S2, letra C: fs. 4. 7 y X. ex- 
pediente 64.853. letra C. y (k 5 y 7 del expediente 66.158. letra 
G.¿ en las que se ha puesto en evidencia el «tro o negocio a que 
el actor se dedicaba, y era precisamente el denunciado por el ins- 
I nctor fiscal. I'ara realizar esta clase de operaciones no estaba 
habilitado ¡>or ninguna cíe las patentes qtte altonaki. y al ejercer 
un comercio al que de acuerdo con la ley. correspondía otra pa- 
tente, mucho mayor asi como también otros requisitos iiHis|>cnsa- 
bles, defraudaba al Fisco en el inifxirte de la misma, y ello con 
tanta mala fe. como habilidad; pues en los documentos mencio- 
nados las operaciones que se comprueban >on. en substancia, de 
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tal naturaleza, «jue caen necesariamente dentro de la clasifica- 
ción es|>cctal «pie más tarde se le impuso y que lia motivado estos 
autos; «operaciones que se disimulan audazmente. COMO <le sim- 
ples compra-ventas por cantidades ínfimas, pero que no son en 
definitiva sino las que con todo acierto fueron clasificarlas por 
la Dirección de Rentas, aplicándole la patente de odio mil pesos, 
l>or tratarse de cm|>cño de pólizas, con más el duplo de multa 
cu concepto de penalidad jior la defraudación constatada. 

Xo puede hábCr duda alguna sobre la naturaleza de dichas 
operaciones : ellas han sido comproltadas |>or el empleado del 
Fisco destacado en el comercio intervenido para vigilar directa- 
mente si se efectuaban o tío dichas o|icraeioncs; y allí, en el «les- 
cmpefto de esa función «pie tendía a un solo objeto, ha |*Mlido 
comprokir el ardid de que se vahan |«ra disimular la operación 
ile préstamos prendarios sohrt alhajas, nmehles y pólizas de 
empino. liste hecho es tan evidente que siria suficiente ionio su 
mejor demost ración la nota manuscrita puesta al pie de las pó- 
li/as sohre las que ha obrado el actor, notas «pie llevan su fir- 
ma, para despejar toda duda al rcsf>ecto. circunstancias plena- 
mente corroí toradas con la diligencia llevada a cal ni por el jefe 
de invi Misiones, que se encuentra agregada a fs. í f 2 y 3 del 
exponte X» U2A72. letra CÍ. 1<>20. Kn dicha acta se hacen 
constar antecedentes de capital imjNirtancia pira la cuestión 
qft<¡ se discute, y. lo que es más im|M»rtautc atm, c«»n la ¡ntC!*- 
vención di ttn señor Miel ule. quien concurrió a la casa de los 
señores IVre/. Millán. a devolver numerosas fNili/as de em|ieño 
euya numeración se ha hecho constar en el acta. |iara singulari- 
zarlas, asentándose tamhiéu en esa diligencia lo siguiente: «Cóti 
lo cual queila constatarla una ve/ más, la clase de negoció a que 
se dedica la casa «le empeño denominada Las Tres liólas, de 
la que es propietario don Oninto Michele». Ante esto no se puc- 
«le «Indar, de cuál era esa clase «le negocios que se ejercía, pues 
1«> que se estaha investigando con la ayuda «le la | Milicia, era. 
precisamente, si la casa meucioua«la o|>craha adelantando dinero 
en prestamos prendarios sohre alhajas, nmehles. etc.. |M>r«pie esa 
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«ra la denuncia cuya comprolwción se ¡lia insiguiendo, |«ra lle- 
gar m casó afirmativo, a que por intermedio de la Dirección 
de Reñías se hiciese la clasificación correspondiente, aplicando- 
sele la patente (le acuerdo con la ley 10.366 y su decreto regla- 
mentario, que en ese momento regían, y, habiéndose comproba- 
do d hecho indudable de que ese comercio se ejercía, desde tiem- 
po atrás, en evidente contravención con la ley de patentes, de- 
fraudando al Fisco de la Nación, es lógico entonces que de acuer- 
do con la misma ley mencionada se le apireara el duplo cómo 
inulta. 

lista es en substancia t<»da la cuestión, y es tan clara, tan 
evidente, «pie sólo por un error de interpretación de los hechos 
el señor Juez en su sentencia ha podido hacer lugar a la de- 
manda, pues las operaciones comprobadas en los exjHslientes 
pregado*, no han sido explicadas en ninguna forma por los in- 
teresados, y en cambio, como justificativo de la razón de la de- 
mandada, es suficiente tomar cualquiera de las pólizas en ellos 
agregarlas para tener la seguridad del propósito y la razón con 
que el Fisco ha obrado en toda su actuación, persiguiendo con 
eiK-oniiable tenacidad a quienes, sin ningún reparo v en abierta 
violación de una ley. estaban defraudando la rema fiscal, ejer- 
ciendo tul comercio paira el cual no estallan autorizados. j>crjudi- 
cartdó a bis |Kibres interesados que se veían en la necesidad, o la 
desgracia, de tener que recurrir a ese comercio para salvar situa- 
ciones apremiantes y lo que es más aún en desmedro también 
de la seriedad y garantías con que el Kstado ha reglamentado 
esa clase de operaciones, creando una institución corno el Banco 
Mnnici]wil de Préstamos al que se le ha encomendado, por ley. 

esa facultad. 

Xo se me oculta, que el procedimiento observado por la ad- 
ministración pública, hasta llegar a la aplicación de la |>ateiUc y 
multa, ha sidu quizás un poco al margen de la ley y de sus atribu- 
ciones. |>ero hay que considerar también que esos procedimientos 
iban dirigidos contra comerciantes que ocultaban en forma mali- 
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ciosa su verdadero comercio, vale decir, apartándose de todo el 
procedimiento normal para abusar en beneficio propio de una 
situación a todas luces ilegal. Son estas mismas consideraciones, 
las que han colocado al actor en desventaja ante la ley misma 
que invoca, ¡Mies llegado el momento de aplicarle esa ley, pre- 
tende recién entonces, ampararse en la misma argumentando el 
procedimiento que no es el indicado en ello cuando éste es solo 
aplicable para los casos normales y no para el de autos, en don- 
de, como se ha visto y comprobado, se trata de un mal comercian- 
te al que se lia tomado en pleno ejercicio de un comercio clan- 
destino y que por propia voluntad se había apartado de la ley, 
¿ludiendo todas las exigencias en ella impuestas, exigencias que 
no solamente atañen a los intereses fiscales, sino que también 
a medidas indispensaWes de gai-amia. seriedad, etc.. «pie aler- 
tan en su misión al bien público. 

Tratando ahora la prcscr¡|>eión alegada poí el actor, ella 
tampoco puede prosperar, pues la pítente recién se impone a 
raíz dé la cla>tfiración y desde esa fecha. e$ que empezará a 
correr c| ü&ppp pan* prescribir, no pudiéndose alegar que la 
(ff§posi^ón del m 44 de la ley que declara la prescripción de 
dos -años para las puentes pueda aplicarse también a la clasifi- 
cación de un negocio, el que, maliciosamente ocultado para elu- 
dir precisamente el pago de ésa |>atcnn\ es descubierto por la 
autoridad después de una amplia investigación y. una vez coni- 
proK-ido. se le aplica las sanciones que la ley de patentes im- 
pone. 

Xo es tamppcp más feliz la cuestión de inconstitueionalidad 
de la atribución concedida al P. K. para aplicar la pena y multa 
en caso de infracción, pues él Congreso, en uso de una facultad 
privativa; dictó la lev y j»r ella, mecánicamente, se le j¿j*ne mul- 
ta a todo infractor, con el agravante que, sobre esta patente v 
multa, el poder administrador no puede transar, aumentando 
o disminuyendo, limitándose a aplicarla mecánicamente en toda 
su crudeza, sin que esto importe administrar jtisticia ni mucho 
menos. 
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Por t-ti»s fundamento* y los concordantes cíisl señor Kis- 
c;t!. representante del demandado, en su alecto dc'ís. 175. y ex- 
presión de agravios de fs. 195; clqV mi votó porque la senten- 
cia s*a revocada eíi todas sus partes, aplicándose las costas «Ir 
anillas instancias al actor. 

I.o> señores Vocales doctores IVra. Sayai.ca. Colmo y t'a- 
sahal. por rázoites análogas a la* expuesta^ par el señor Vivnl 
doctor Campos, votaron en igual sentido. 

Por lo cjuc resulta de !:t votación dé i tic instruye vi ¿teñerdo 
preeeckntt% ><• revoca la sentencia apelada di fs. 183; coii costas 
éñ atrihas instancias, a cuyo efecto se remidan 1*»»; honorarios de! 
representante del Pisco, por su> trabajos en >ta instáucia, en la 
Mima de quinientos pesos haeioiiaJes. César .1. Campos. — 
Julián 1'. Pira* — Joaquín Su yanca. Mfmfo Colmo. — Atíul- 
f>> Casaba!. 

DU TAMI X DKÍ> SKÑOR !'ROi l K.\UOR (¡l,M !M!. 

Buenos Ain-s \..vt« ihUyv P> tic 1927. 

Suprema Curte: 

!><• acuerdo coii los art>. 14 de la ley X" 4S y íi" «le la ley 
X'-' -Ju.->.->, es procedente el recurro extraordinario interpuesto y 
concedido |>ani anté V. E, contra la sentencia de la i amara l« 
de Apelación, dictada a fs. 247 en los autos caratulados Mi- 
che! i. Quinto, contra el Pisco Xacional sohre cobro de pesos. 

I'.l caso federal quedó planteado por considérrír el actor 
•pie el art. 38 «le la ley X* 10..V»0 era violatorio de los arts. 2 ( * 
J 05 de la Constitución Xacional. en cuanto concede al l\ K. o 
a -sus emplead»* «facuitadt-s judiciales para conocer, juzgar y 
castigar defraudaciones a la renta», impugnación «pie hace ex- 
tensiva al art. 1S en la parte míe dispone que ningún habitante 
<le la Nación puede ser penado sin juicio previo, ni juzgad*» 
por comisiones especiales. 
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K! an. 18 ele la ley X' 10M6, qiic determina la manera 
de clasificar los negocios, iiülustrias y profesiones, a los efectos 
de] J&go de las patentes con rjiie se íes *;rava. operación qiic 
encomienda en la capital a un cuerpo de avaluadores dentro fie 
los términ k (jue señale el P. E T , m viola ninguna de las -aran- 
lias consagradas por Ibs ans. 2» y 95 «3c la cana fundamental, 
loda ve/ .jue ftís interesados «ozan del derecho que les confiere 
la misma ley para formular reclamos- nule el jura<!o respectivo 
<art. 27 i. por alia o errónea clarificación. I.a intervención del 
poder administrador." en estos ca.os. C stá limitada a designar <1 
personal que lia eje componer d jurado, sin ,,ue esto importe 
atril.uirlf funciones judiciales. 

Siendo esto a>i. tampoco puede aceptarse la taclia ¡neoada 
en lo que respecta al arl. HS de la C "iuimíIucíimi. puesto qtíé el 
recurrente no lia sido privad., de la garaiftía que él acuerda a 
lodos los hal»it;mie> «leí país, ni menos juzgados por comisiones 
especiales como Id sostiene. 

Pór lo expuesto, sírvase V. K. asi di clararlo; confirmando, 
en consecuencia. la sentencia recurrida, en la parte M ue ha po- 
dido ser materia del recurso. 

Homció R. Luneta. 



FALLO DE LA t'OKTF. StTRKMA 

Buenos Aire*, julio 23 de 192». 

V \ isios: 

MI recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sencia de la Cámara I* de Apelación en lo Civil de la Capital, 
en el juicio seguido |>or don Ouinto Micheli omtra el Kiseo 
Nacional |M»r coltro de jiesos. 



V Considerando: 
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Que eliminadas las cuestiones resuellas en la sentencia re- 
currida por apreciación de antecedentes de hechos y pruebas y 
por aplicación de disposiciones de derecho común, las que de 
acuerdo con la ley y la jurisprudencia no pueden ser materia' 
del recurso extraordinario, sólo queda a examinar en el caso la 
impugnación de inconstitucionalidad de que ha sido objeto la ley 
de patentes X v 10.366 en cuanto dispone en sus arts. 37 y 38 
que los defraudadores serán penados con una multa equivalente 
al duplo de la cuota impositiva* la que aplicará la administra- 
ción general del ramo, con apelación dentro de ocho «lias ante 
el Poder Ejecutivo, dispbsiciones con las que el actor sostiene 
que se afretan las garantías que consagra el art. 1S de la Cons- 
titución y se incurre en una transgresión de los preceptos esta- 
blecidos en los arts. 29 y 95 de la misma. 

Que examinadas las normas de la ley de aplicación al caso 
y los atributos constitucionales controvertidos en autos, se alcan- 
za desde luego la conclusión de que, ni el Congreso al dictar la 
ley cíe referencia, ni el Poder Kjecutivo al hacerla efectiva, han 
excedido como se pretende la* facultades de que están respecti- 
vamente investidos. 

Kl Congreso ha podido sancionar la ley impositiva de que 
SC trata en ejercido de facultades que emanan de expresas dis- 
posiciones de la Constitución (arts. 4. 17. f»7, inciso I v >. como le 
ha sido dado ¡guál menté establecer en la forma y condiciones 
en que lo ha Mecho, los procedimiento* conducente* a la efectivi- 
dad de la misma ley. i Inciso 28 del art. 67 citado». Al fijar los 
impuestos o contribuciones para que se recauden y perciban por 
el poder administrador no podían quedar esos tributos librados 
al arbitrio de los obligados a sufragarlos, y de ahí las sanciones 
consiguientes, establecidas comí» correlativas de la función mis- 
ma de percepción impositiva, sanciones o penas pecuniarias de 
índole puramente administrativa y sin las cuales no habría re- 
caudación regular posible 

Kl Poder Kjecutivo. ¡M»r sti parte, al apreciar h situación 
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del comerciante (¿atentado y establecer que éste no ha dado 
cumplimiento o lia infringido las disposiciones de la \cy n ejerce 
una facultad gubernativa sobre actos que le cometen a mérito 
de stis propias funciones como administrador y recaudador ele 
las rentas de la Nación (Constitución, art. 06, incisos 1" y 13) : y 
si a esi>s poderes que le son esenciales, se «pregan los que ex- 
presamente le confiere la ley. no se percibe cómo baya podido 
incurrir en las t\st ra limitaciones que alega la demanda. 

Es evidente, por lo demás, que entre el contribuyente pa- 
sible de un impuesto po* razón fie su comercio o negocio, y el 
Fisco que califica ese negocio o comercio y tija la cuota de la 
contribución y el monto de la multa en que se baya incurrido, 
lio hay caso contencioso, y ¡>or consiguiente no puede decirse 
que dichas actuaciones implican el ejercicio |>or parte del Poder 
Ejecutivo de funciones judiciales. El caso contencioso se pro- 
duce cuando se intima sin resultado el pago, y en el sub judia- 
esa intimación no se realiza directamente |»or el Poder Adminis- 
trador, sino mediante el respectivo juicio «le apremio substancia- 
do ante juez competente, siendo «le observar que la garantía que 
es*' juicio comporta, no termina con él sino que deja expedita la 
acción correspondiente en la amplia vía del juicio ordinario para 
rejHítir lo qtte se entienda que ha sido cobrado indebidamente. 

Que en tales condiciones y atentas las consideraciones que 
se expresan es evidente que en el caso de la ley impugnada el 
Honorable Congreso como el Poder Ejecutivo han procedido 
dentro de la órbita de sus propias facultades, sin invadir las ju- 
diciales (pie se les atribuyen y sin aconlar ni ejercer, natural- 
mente, las famosas «facultades extraordinarias» que el recu- 
rrente denuncia y que ningún Congreso serta capaz de conceder 
ni Ejecutivo alguno de aceptar, bajo la res|x>nsabilidad y la pena 
infamante con que las fulmina la disjwsición constitucional in- 
vocada. 

Que en cuanto a las garantías del art. 18 de la Constitución, 
primer apartado, no es aceptable que se aleguen como descono- 
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ciclas en un caso como el sttb judicc, en el que se han intentado 
y resuelto todos los juicios que autorizan tas leyes respetivas 
dictándose las decisiones correspondientes con ol>servancia de las 
formalidades legales, previa una extensa controversia en la que 
el recurrente ha podido ejercitar tocias sus acciones y hacer va- 
ler todos sus derechos. 

Por estos fundamentos, los concordantes del fallo de pri- 
mera instancia (fs. 185 vta. ) y los de la sentencia recurrida, se 
la confirma en cuanto ha podido ser materia del recurso. Xotifi- 
quese y devuélvanse al tribunal de procedencia donde se repon- 
drá el papel. 

A. Bermejo. — J. Fioueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. GriDo Lavalle. 



